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Introducción

Esta recopilación de textos busca introducir al lector en los discursos de la revolución de septiembre de 1868, conocida también por la Gloriosa, y en las ideas que marcaron el devenir de la política española a lo largo del llamado Sexenio Democrático. Se trata de una selección que se interesa únicamente por las corrientes de pensamiento liberal-progresistas que sirvieron de fundamento a la Revolución y a los diferentes regímenes políticos del período que encontraron un hito legitimador en ella. De esta manera, han quedado excluidas de la selección aquellas ideologías que eran alternativas a las que inspiraron el cambio revolucionario, a pesar de que estuviesen vivamente presentes en el debate político de aquellos años: carlista, neocatólica, moderada, liberal-conservadora (Cánovas del Castillo) y, en el otro extremo, socialistas (anarquista y marxista).

La revolución Septembrina fue protagonizada por una amplia coalición liberal formada por los partidos de la Unión Liberal, Progresista y Demócrata. Se trataba, ciertamente, de grupos con una trayectoria política muy diferente y que reunían un potencial ideológico bastante heterogéneo, cuando no contradictorio. Sin embargo, la coalición revolucionaria se caracterizó por defender un programa político relativamente homogéneo que debía mucho a las ideas radicales de los demócratas y muy poco a las ideas moderadas de los unionistas. Este resultado final, fruto de las negociaciones y transacciones llevadas a cabo por las elites de los diferentes partidos revolucionarios, obedeció, sobre todo, a que los progresistas, que constituyeron la fuerza revolucionaria más determinante, hicieron suyos los puntos programáticos que parecían gozar de mayor consenso dentro del partido Demócrata (sobre todo, los «derechos individuales»). Los progresistas de Prim, gracias a su participación en el pronunciamiento de Cádiz y a su supremacía en el movimiento de las juntas revolucionarias, se convirtieron en los impulsores de las reformas políticas que emprendió el Gobierno Provisional, bajo la presidencia del general Serrano, en octubre de 1868. Unas reformas que fueron lo suficientemente profundas como para que la coalición monárquica gubernamental de progresistas y unionistas se viera rápidamente ampliada con un selecto grupo de demócratas (los llamados cimbrios) que rompieron con sus antiguos compañeros de partido. Estos últimos, que eran la gran mayoría, abrazaron, en cambio, el ideal de la república federal, pasando a constituir el principal partido de oposición al gobierno Serrano-Prim. La presente selección de textos políticos recoge, en consecuencia, las propuestas elaboradas por los monárquico-demócratas y por los demócrata-republicanos, por ser estos grupos los que realizaron la revolución y vertebraron los distintos proyectos políticos hasta 1874.

La revolución de 1868, que echó abajo el trono de Isabel II y la dinastía de los Borbones, se legitimó, en el terreno de las ideas, en un corto número de lemas políticos. Para empezar, la Gloriosa representó el triunfo de la Libertad sobre la «tiranía» ejercida por la Reina y por su gobierno moderado. Los revolucionarios tildaron también al régimen caído de «absolutista» y «teocrático» para subrayar que su naturaleza era diametralmente opuesta a la liberal que ellos defendían y que su condena a la despótica reina Isabel lo era igualmente por su alianza incondicional con la Iglesia y el retrógrado sector moderado neocatólico. La libertad a la que saludaba la Revolución era, evidentemente, la de la Nación española y la del Pueblo español. Una nación y un pueblo que, con el triunfo de la revolución, dejaban de ser «esclavos» para pasar a ser libres, independientes y soberanos. ¡Abajo los Borbones! ¡Viva la Libertad! ¡Viva la Soberanía Nacional! ¡Viva el Pueblo Soberano!, fueron los gritos redentores con los que acabaron la mayoría de los discursos revolucionarios. Tratándose de la nación española que recuperaba su independencia y del pueblo nacional que recobraba su soberanía política, la referencia al mito liberal de la Guerra de la Independencia se hizo casi obligada en los discursos legitimadores de la revolución septembrina.

Al igual que en 1808, los revolucionarios septembrinos proclamaban que el heroico e irresistible pueblo español había salido una vez más de su peculiar letargo para, de una vez por todas, romper las cadenas que le esclavizaban y acabar, en tan sólo unos días y sin apenas derramar sangre (emulando así la gloriosa revolución inglesa), con la dinastía secular de los Borbones. Una familia real que se consideraba que había sido ingrata con el pueblo al privarle repetidas veces de su libertad, hasta el punto de ser considerada el primer enemigo de la Nación, una encarnación —podría decirse— de la idea de anti-pueblo. La frase acuñada, procedente del artículo segundo de la Constitución del 12, que se repitió una y otra vez en 1868, fue la de que España había dejado de ser patrimonio de una persona y de una familia, al recuperar la Nación su soberanía usurpada hasta entonces por el tirano monarca y su camarilla palaciega, unas fuerzas opuestas al progreso de la razón y la libertad.
 Tratándose de una revolución nacional-liberal y antidinástica, la condena de los revolucionarios a Isabel II se hizo extensiva a sus antecesores; especialmente a su padre Fernando VII, por haber echado abajo en dos ocasiones la emblemática Constitución de 1812 para restaurar el absolutismo teocrático, y, asimismo, a Felipe V, no sólo por haber inaugurado en España la dinastía «proscrita» en 1868, sino también por haber abolido los fueros de la Corona de Aragón. Unos privilegios territoriales que los revolucionarios del 68, o al menos buena parte de ellos, no consideraron que estuviesen mal avenidos con los principios liberales niveladores de la ciudadanía, sino que, todo lo contrario, constituían una genuina manifestación de las libertades del pueblo, de su soberanía frente al rey, arrancada violentamente por la uniformadora Monarquía absoluta, que ahora se «recobraba» con el reconocimiento del principio de la soberanía nacional. Dentro de la mitificación de las antiguas libertades, el caso más paradigmático fue el de Barcelona, donde los revolucionarios convirtieron la Ciudadela en el símbolo de la opresión de los Borbones sobre el pueblo catalán, por lo que esta vez la fortaleza sí sucumbió, sin remedio, ante la piqueta revolucionaria. Una idea de «pueblo catalán» y de la propia «Cataluña», incluso considerada como patria, que, al insertarse en un discurso nacionalista español y ante la ausencia de una idea elaborada y extendida de nación alternativa, no resultó, en absoluto, disonante. Es más, la tradición discursiva e iconográfica del liberalismo español en torno a los antiguos fueros y las «libertades» medievales cercenadas por el centralismo absolutista, desde los tiempos de los Austrias, proliferaron en 1868 por todo el país, abundando, por consiguiente, las referencias míticas a los cabecillas comuneros castellanos y a sus homólogos de otras épocas y latitudes (Padilla, Bravo, Maldonado, Lanuza, Claris, etc.).

En el discurso que sirvió para legitimar la revolución, el mayor protagonismo se cedió al pueblo, que se había levantado en defensa de sus libertades e independencia. Las constantes referencias a la Marina salvadora y al Ejército libertador, por haber inaugurado la nueva era de libertad en Cádiz y Alcolea, no se apartaban de esta interpretación nacional-liberal: al pronunciarse contra Isabel II, los militares habían dejado de ser unos opresores del Pueblo y habían pasado a fundirse con él en fraternal abrazo. Todo ello quedó simbolizado en los primeros desfiles que reunieron a militares y milicianos (Voluntarios de la Libertad, se les llamó a estos últimos), pues unos y otros se vieron como leales hijos del Pueblo, dispuestos siempre a derramar su sangre por la Libertad. Sin duda, la escenografía revolucionaria de mayor fuerza fue la desplegada en Madrid por el victorioso ejército de Alcolea y el pueblo armado, al desfilar juntos ante las nuevas autoridades civiles y militares, situadas en las puertas del Palacio del Congreso de los Diputados, símbolo por antonomasia de la Soberanía Nacional, el día 3 de octubre de 1868. La retórica revolucionaria de las primeras semanas redujo los tres partidos liberales a un único y gran partido liberal que tenía como meta, además de acabar con los enemigos —más imaginarios que reales— del Pueblo, conseguir la tan ansiada «regeneración política, social y económica» de la nación española; es decir, poner a España nuevamente en las vías del progreso para admiración de la Europa civilizada del siglo xix, a la que se pretendía pertenecer. Para un pueblo liberal, como se dibujaba el español, bastaba, pues, con un único partido liberal o, por lo menos, y fue lo que se consiguió, con una amplia coalición monárquica que apoyase al Gobierno Provisional salido de la revolución. Por su parte, la oposición republicana, aun teniendo en cuenta los alzamientos que protagonizó en Cádiz y Málaga durante las navidades del 68, fue ampliamente condescendiente con la obra liberal de este gobierno interino, a pesar de que hubiese roto la coalición revolucionaria y excluido a los demócratas del poder del Estado, con el propósito de asegurar la Monarquía en España.

Salvando el carácter antidinástico de la revolución, el esquema ideológico que giraba en torno a los conceptos de pueblo y nación se insertaba dentro de la ya larga tradición liberal progresista. No obstante, la mayor novedad de la revolución de 1868 vino de la confluencia, que se venía produciendo desde tres años antes, de estas ideas liberales con otras, propiamente demócratas, referidas a la extensión de los derechos de ciudadanía. En concreto, el principio de la soberanía nacional recobró en 1868 su primitivo sentido radical al ser proclamado al mismo tiempo que el derecho al sufragio universal masculino. De esta manera, en septiembre de 1868 se abandonaba el postulado doctrinario de la doble soberanía de la Corona con las Cortes, que había inspirado la Constitución moderada de 1845, derogada por la propia Revolución, y el concepto de ciudadanía política excluyente que dividía a los nacionales del Estado, en pleno goce de sus derechos civiles, entre ciudadanos «activos», con derecho al voto, y ciudadanos «pasivos», sin derecho a participar en los asuntos políticos y en la elección de los representantes de la Nación. Con la revolución de Septiembre, se volvía, por tanto, al viejo principio revolucionario igualitario que identificaba pueblo nacional con ciudadanía activa, la soberanía de la nación con la soberanía del pueblo. De ahí, que el lema progresista, acuñado en la época de Espartero, el cúmplase la voluntad nacional, adquiriese, gracias a la generalización del sufragio directo, una dimensión, al menos en el plano formal, plenamente democrática. Correspondía al pueblo soberano, al conjunto de los ciudadanos varones mayores de edad, elegir a sus representantes en Cortes, empezando por los constituyentes que elaboraron la Constitución monárquica de 1869, que alcanzó así un innegable grado de legitimidad popular.

El proyecto de regeneración nacional que propugnaron las fuerzas revolucionarias tuvo su primera plasmación en los decretos del Gobierno Provisional que reconocían la universalización del voto y un importante catálogo de libertades (de expresión, que fue completa en la prensa y en los teatros, religiosa, de enseñanza, de asociación y de reunión). Gracias a este amplio régimen de derechos y libertades pudo construirse un primer movimiento social en España, el republicano-federal, y organizarse con bastante libertad las fuerzas contrarrevolucionarias católicas y carlistas. Ciertamente, el nuevo régimen político que se diseñó en la Constitución de 1869 fue el más incluyente, participativo y representativo que había tenido hasta entonces el país, a pesar de lo cual, este primer ensayo de incorporación de las clases populares a la vida política fracasó palmariamente durante el Sexenio Democrático.

La Constitución satisfizo a los demócratas al reconocer, con ciertas seguridades, los derechos civiles y políticos en su título I. Estos derechos fueron considerados como derechos naturales del hombre que no podían ser limitados por ningún poder, pues el goce de los mismos constituía la única garantía de la libertad individual sobre la cual debía asentarse, a través del sufragio universal, cualquier forma de gobierno y de poder estatal. El ejercicio del derecho de insurrección, como defendió Castelar en las Cortes con ocasión de los alzamientos carlistas y republicanos de 1869, estaba plenamente legitimado cuando la soberanía del individuo era recortada, aunque fuera preventivamente, por cualquier poder público, incluida la Asamblea democrática que formaban los representantes de la Nación. En cambio, para la tradición progresista el principio de soberanía nacional, sancionado por el título II de la Carta Magna (que señalaba, como en la de 1812, que «la soberanía reside esencialmente en la Nación de la cual emanan todos los poderes»), podía imponerse, circunstancialmente, sobre los derechos individuales cuando el interés general de la Nación y, en la práctica, del Estado, era perjudicado por los excesos de libertad. En lo que respecta a los republicanos, una vez promulgada la Constitución el 6 de junio de 1869, cualquier manifestación pública en contra de la Monarquía podía ser interpretada como un abuso de la libertad de expresión y del derecho de reunión, es decir, como un ataque a la libre voluntad de la Nación. De esta manera, correspondió al gobierno Prim-Sagasta administrar el equilibrio del binomio libertad y orden, mediante instrucciones a los gobernadores civiles y, en caso necesario, valiéndose de la mayoría parlamentaria, utilizando la suspensión de las garantías constitucionales para emplear a fondo el ejército; estos instrumentos permitían restablecer el orden público y debilitar al adversario político (como sucedió con la represión de los republicanos en octubre del 69). Para los unionistas y progresistas conservadores, los discursos republicanos que excitaban al pueblo, casi siempre tachados de «demagógicos» y «socialistas», y los enfrentamientos con las fuerzas del orden público, únicamente les reafirmaba en sus sólidas convicciones de que los derechos reconocidos eran excesivos y que, una vez cometido el error de aceptarlos, solamente cabía regular gubernativamente el ejercicio de los mismos.

En realidad, para los republicanos las libertades individuales sólo podrían garantizarse cuando el ejercicio de los derechos formase parte de las costumbres del país, cuando se extendiesen la educación, el ejemplo moralizante de los gobernantes y una cultura ciudadana de recíproca tolerancia y cuando, por otra parte, se llevase a cabo una descentralización severa a costa de debilitar el poder central del Estado. Con todo, a juzgar por el ejemplo del propio Castelar, que echó por tierra —si bien en circunstancias harto difíciles— todas sus predicaciones anteriores cuando tuvo en sus manos las riendas del gobierno en 1873, tales disquisiciones doctrinarias sobre las soberanías individuales y colectivas, deben tomarse con ciertas precauciones cuando lo que se quiere entender son no sólo las ideas, sino también las conductas y las luchas políticas del Sexenio.

Las deficiencias democráticas del régimen político de 1869, que salvando la forma de gobierno, estuvo vigente hasta el golpe de Pavía de enero de 1874, fueron muchas. La principal era que había pocos demócratas convencidos entre los monárquicos y, por tanto, los dirigentes del Estado no llegaron a difundir una cultura política basada en valores de participación igualitaria y de control sobre la representación política. En estas circunstancias, la cultura liberal heredada de la España isabelina se convirtió en una traba insuperable para el libre desenvolvimiento de la democracia. Los republicanos y, más tarde, los progresista-radicales de Ruiz Zorrilla (que incluían a los cimbrios) fueron los que más elevaron su voz para indicar que el camino de la regeneración política pasaba por acabar con el clientelismo de los partidos monárquicos que minaba por su base el régimen representativo.

En el terreno del clientelismo político y del falseamiento del sistema representativo, los revolucionarios monárquicos no hicieron gran cosa para acabar con esa «nación artificial» que el republicano José María Orense denunciaba, en 1869, como legado de las Cortes «amañadas» por los moderados y unionistas durante la época de Isabel II. Es cierto que Sagasta se estrenó como ministro de la Gobernación prometiendo elecciones limpias, pero, salvando quizás las de enero de 1869, que fueron ampliamente ganadas por la coalición monárquica, nada avala que así fueran. Cuesta creer, sobre todo, que los políticos de la Unión Liberal dejasen sus antiguos hábitos electorales para ajustarse al nuevo credo democrático. Así, en 1872, los radicales, antiguos compañeros de Sagasta, denunciaban a éste por estar organizando las elecciones desde el gobierno para dar la victoria a sus candidatos ministeriales. Todo indica que lo hecho por Sagasta en esta ocasión era lo mismo que había hecho en ocasiones anteriores, cuando no existía una oposición liberal-monárquica que le pudiese criticar, y que, por lo tanto, los gobiernos monárquicos del Sexenio continuaron, a pesar de la retórica democrática, en la senda prerrevolucionaria, manteniendo ese «divorcio entre la representación legal y la opinión verdadera» al que se referían los radicales. La llamada influencia moral del gobierno, ejercida sobre todo en el decisivo medio rural, consistía en los métodos que usaba para sacar triunfantes de las urnas a sus candidatos, llamados ya cuneros cuando carecían de arraigo en la provincia por la que se presentaban. Para conseguir esto, el gobierno utilizaba a los gobernadores civiles y éstos a los alcaldes o pequeños caciques del lugar, que eran los responsables del resultado de las urnas. Como indicaba Orense, el alcalde era la «primera, o si se quiere, la última rueda» de la Administración y aquel alcalde-cacique que llevaba a votar a los ciudadanos en el sentido indicado por el gobernador «podía atropellar a sus convecinos, hacer el uso que quisiera de los fondos públicos», pues «ninguna queja contra él hallaría acogida». O como decía Ruiz Zorrilla en 1870, era necesario terminar con los «tristes compadrazgos» para que la Administración dejase de estar al servicio de la política: «que los fallos de los expedientes no se retarden ni se anticipen por la influencia de este cacique, por la influencia de aquel agente» y que los alcaldes y particulares que fuesen «a la cabeza del Juzgado o a las capitales de provincia no necesiten recomendación del diputado, del elector influyente ni del ministro». La solución a estos males pasaba, en cualquier caso, por una ley de funcionarios que, además de profesionalizar y dar estabilidad en el puesto, desvinculase a éstos de la política y de los cambios de gobierno, pero tal cosa no se hizo en el Sexenio. Todo lo contrario, la empleomanía, los pretendientes a destinos públicos dispuestos a ser clientes de los políticos que les proporcionasen el cargo, no hizo sino reavivarse con la revolución de 1868.

La corrupción y los falseamientos electorales que republicanos y radicales denunciaron eran ya también de sobra conocidos: recomendaciones oficiales, suspensión de ayuntamientos díscolos, disolución de milicias civiles, manipulaciones de los censos electorales, privación de cédulas electorales, aplicación de la ley para castigar con «apremios y recargos a los contribuyentes morosos» que eran rivales del gobierno, detenciones arbitrarias de los candidatos y personas influyentes de la oposición, amenazas a los electores, pérdida de actas, atropello violento de los colegios electorales para falsear el escrutinio (actas sustituidas por otras improvisadas a favor de los diputados ministeriales),… «jueces, gobernadores y mayorías [parlamentarias] que desechan lo que el gobierno quiera desechar», terminaba apuntando el republicano Luis Coll en 1871.

Sea como fuere, las elecciones generales fueron ganadas siempre por los gobiernos que las convocaron (problema diferente fue que la mayoría parlamentaria se dividiese más adelante y se volviese contra su artífice). Cuando el escándalo electoral fue mayúsculo, como sucedió con Sagasta en 1872, la salida fue el retraimiento de su bando político en las siguientes elecciones. El retraimiento de los partidos en las elecciones, el instrumento que se había utilizado contra Isabel II, se hizo norma en el amplio espectro del campo monárquico: en primer lugar los carlistas al optar por las armas, luego los conservadores sagastianos y más tarde, al abdicar Amadeo I, los radicales de Ruiz Zorrilla. Para cuando estos últimos proclamaron la República en febrero de 1873, la mayoría de los grupos políticos había perdido el interés por los procesos electorales y por el sufragio universal. Este proceso deslegitimador se comprende mejor cuando se considera que los gobiernos monárquicos intervinieron autoritariamente en las corporaciones locales democráticas desde el mismo año de la revolución, que la abstención electoral no dejó de aumentar desde mediados de 1869, que el fraude electoral se hizo moneda corriente desde 1870 y, como queda dicho, que la competencia electoral se redujo drásticamente a parir de 1872. Todo ello permite sostener que el proceso de ampliación del espacio político para incorporar a las clases bajas a la ciudadanía política había quebrado en las manos de los monárquicos antes de que los republicanos llegasen al poder.

Puede debatirse sobre la trascendencia de las rupturas con el régimen del 69 que vinieron del lado de los carlistas y los republicanos, pero seguramente el rompimiento más decisivo fue el protagonizado por los propios progresistas a la muerte del general Prim, al ser incapaces Sagasta y Ruiz Zorrilla de articular sendos partidos monárquicos que pudieran alternarse en el poder durante el reinado de Amadeo I. Las rivalidades entre los miembros de la elite monárquica, que dinamitaron la coalición gubernamental sin crear nada sólido con que sustituirla, es lo que hizo prácticamente imposible la continuidad del régimen liberal-democrático. La falta de un militar de prestigio que pudiese ser aceptado como moderador de las facciones de la coalición monárquica, como lo había sido Prim, los temores del conservador Sagasta a ser marioneta de sus aliados unionistas (especialmente, del general Serrano) y el radicalismo de Ruiz Zorrilla al hacer suyo el programa de los cimbrios (consistente en profundizar en las reformas revolucionarias en temas tan peliagudos como eran las relaciones Iglesia-Estado o la abolición de la esclavitud), hizo imposible cualquier papel moderador por parte de Amadeo I, persona que, por otra parte, tampoco gozó de un amplio y sólido prestigio entre los propios monárquicos liberales.

A diferencia de otros grupos políticos, los republicanos siempre predicaron una inquebrantable fe en el sufragio universal. Pero lo cierto fue que también ellos estuvieron lastrados por la cultura política que los demócratas habían heredado de los progresistas en los duros años del reinado de Isabel II; una cultura que tan bien ejemplificó el ya republicano Ruiz Zorrilla o, más tarde, Lerroux, durante la Restauración. Efectivamente, en el seno del movimiento republicano la exaltación del sufragio universal tuvo que convivir con la legitimación populista en la calle y el derecho a la insurrección (dado que el pronunciamiento militar casi nunca era posible), un recurso de fuerza siempre justificado cuando se pensaba que el sistema representativo estaba falseado. Orense, el «decano de la democracia», ilustró muy bien las ambivalencias de la cultura republicana; así, en 1869, escribía folletos de propaganda democrática en los que defendía que, con «comicios limpios», los que perdiesen debían esperar la «revancha» en las siguientes elecciones y no «apelar» a la fuerza de las «revoluciones», a pesar de lo cual, unos meses después encabezaba la insurrección de Béjar, sin que por ello considerase que hubiera contradicción alguna entre su pensamiento y comportamiento políticos. Ambas tendencias republicanas, «democrática» y «populista», con un potencial movilizador muy diferente, fueron los elementos que determinaron la cultura republicana, que fue, justamente, la que más se asemejó a una cultura democrática. De todas maneras, a juzgar por los levantamientos cantonales del 73, tampoco los republicanos del Sexenio dieron con la clave para consolidar la democracia en España. Finalmente, las dictaduras transitorias que trajeron los pronunciamientos militares de 1874 acabaron ya definitivamente con las esperanzas democratizadoras abiertas en 1868.

Fue, justamente, el pretorianismo, la participación destacada de los militares en el gobierno y la alta política, herencia del reinado de Isabel II plenamente asumida por los monárquicos liberales del Sexenio, otra de las trabas para la democratización del país. Téngase en cuenta que durante el siglo xix los jefes militares se caracterizaron por tener sus lealtades políticas divididas entre los diferentes partidos monárquicos y sus pronunciamientos contra el gobierno, para imponer un cambio político, se hicieron siempre en consonancia con las aspiraciones de los partidos a los que estaban vinculados. Esta división política del ejército hizo que los llamamientos rebeldes a la solidaridad castrense y sus apelaciones a la defensa de la patria, no desembocasen nunca en una dictadura militar, al considerar los pretorianos que la representación e interpretación de los altos intereses nacionales era una labor que debían compartir con los políticos civiles, y, por tanto, no exclusiva del ejército como institución.

Durante la revolución de 1868 y el Sexenio, la preeminencia de un espadón a la cabeza de los partidos y gobiernos monárquicos, no fue discutida ni por la Unión Liberal ni tampoco, en rigor, por los progresistas y sus aliados, los demócratas cimbrios. Basta pensar para ello en el papel central que jugó Prim hasta su muerte, acaecida en diciembre de 1870. Es verdad que la desaparición de este general progresista dio la oportunidad a los civiles Sagasta y Ruiz Zorrilla de ocupar la presidencia del gobierno, aunque fue desaprovechada, en buena medida, por no encontrar ninguno de los dos, especialmente el primero que fue el que abanderó las fuerzas conservadoras, un general que agrupase en torno a sí las fuerzas castrenses monárquico-liberales. Esto no quiere decir que Sagasta no contase con un general, como Malcampo, para que presidiese un gobierno suyo en la sombra, como fue el de octubre de 1871, o que Ruiz Zorrilla no tuviera un militar de peso, como el general Fernando Fernández de Córdova, dispuesto a firmar sus virulentos manifiestos políticos, como el de febrero de 1872. No, lo que quiere decir es que la ruptura y excesiva fragmentación de la coalición monárquica en 1871-1872 se tradujo también en una división excesiva de los militares monárquicos hasta entonces identificados con la obra revolucionaria, lo que a la larga llevaría a la inviabilidad del régimen liberal-democrático y a la restauración de los Borbones. La permanencia del general unionista Serrano en la política del Sexenio, encabezando el Gobierno Provisional de 1868, ocupando la Regencia (aunque fuese aguada) en 1869 o, tras el golpe de Pavía de 1874, presidiendo el Poder Ejecutivo de la República (acompañado, entre otros civiles, por Sagasta y por el cimbrio Martos), incide sobre el fuerte arraigo político de los militares, y del recurso al pronunciamiento, en el período que nos ocupa.

En el terreno simbólico de la revolución de 1868, la utilización de los retratos de Prim y del general Espartero, con los que se sustituyeron los de la destronada Isabel II durante la fiesta revolucionaria, ayuda también a entender la persistencia del elemento militar en la cultura liberal del Sexenio. Una constante que representó a la perfección la figura de Espartero, el jefe histórico del progresismo, que, a pesar de estar retirado de la política activa, fue consultado sistemáticamente por los jefes de su partido cuando necesitaron dar mayor legitimación a sus decisiones políticas. El propio Amadeo I pasó por el ritual progresista de rendir honores a Espartero, al que concedió, nada menos, que el título de Príncipe de Vergara. La vieja polémica en el seno del progresismo entre militaristas y civilistas, que tuvo su momento más trascendental en la época de la Regencia de Espartero (1840-1843), pero que luego había reaparecido en diferentes momentos antes de que fuese aceptado Prim como jefe del partido, apenas tuvo incidencia en el Sexenio.

Los republicanos fueron, en cambio, grandes defensores del apartamiento de los militares de la política, lo que implicaba realizar reformas profundas en el ejército, incluyendo la «profesionalización» de su jefatura para que se sometiera al poder civil. Durante la república de 1873, los gobiernos estuvieron en manos de civiles, pero, en unos pocos meses, casi nada pudieron hacer los republicanos para cambiar los hábitos políticos del país, más cuando dependían de los generales monárquicos para ganar la guerra a los carlistas. A pesar de todo lo anterior, en la cultura republicana se vislumbraban también elementos propios del militarismo liberal. Así, por ejemplo, durante la revolución de Septiembre los demócratas buscaron ganarse el apoyo de los cuarteles y cooperaron con sus grupos de civiles armados para consolidar los pronunciamientos militares. Faltos siempre de un militar de peso que pudiera respaldar su fuerza popular, los republicanos creyeron encontrarlo en el general Blas Pierrad, cuya trayectoria ascendente dentro del partido sólo fue cortada por la represión desatada por el gobierno Prim en 1869 y su temprana muerte en 1872. El levantamiento republicano más importante del Sexenio, protagonizado por los cantonalistas de Cartagena contra el gobierno de la República, sólo adquirió envergadura por el pronunciamiento de la marinería y tuvo en el general Contreras, antiguo progresista esparterista, al militar que representó ese elemento simbólico de la fuerza, de unión con el ejército verdaderamente liberal y patriótico, tan presente en la cultura popular republicana de aquellos años. Un símbolo que tuvo un continuado caldo de cultivo, de apego a los uniformes y al himno de Riego (figura liberal, pero también militar), en la milicia civil de los voluntarios de la «Libertad» y, más tarde, de la «República», siempre reavivado por los continuos alzamientos carlistas.

El que José María Orense hiciese su aparición en la revolución de 1868 proclamando la república federal con Espartero como presidente del gobierno provisional no resultó nada chocante para los republicanos, a pesar de su condición de militar, que pasó desapercibida. Quizás tampoco lo fue lo dicho por Castelar en los debates parlamentarios de 1869. En una ocasión, tras hacer un canto retórico a los pronunciamientos militares que habían jalonado el progreso de la libertad y la democracia en España hasta la revolución de Septiembre, condenó con rotundidad a la mayoría de las Cortes Constituyentes por confirmar al general Serrano en la presidencia del gobierno, por quitarse los representantes del pueblo «la corona del sufragio universal» para «estrellarla a las plantas de un soldado». Si bien, en otra ocasión, Castelar llegó a pedir a los generales de la revolución, especialmente a Prim, que hiciesen un acto de patriótica generosidad proclamando la república española, una república conservadora bajo la presidencia de uno de los caudillos militares. Estos casos, de dos republicanos que terminarían enfrentados, y otros que se podrían traer a colación, permiten pensar que la condena de los republicanos al pretorianismo, la preeminencia de la «fuerza» sobre la «razón» que decía Castelar, tenía, en la práctica —donde las emociones juegan también su papel—, unos límites de consecuencias impredecibles.

El clientelismo político, propenso a falsear el régimen representativo, no sólo se expresó en el caciquismo y la empleomanía que se vinculaban a la Administración civil, sino también en el pretorianismo que se traducía, a estos efectos, en el reparto de ascensos y destinos por motivos, igualmente, políticos. Utilización de la Administración militar que tuvo su momento culminante con el Gobierno Provisional de 1868, cuando Serrano y Prim premiaron a sus subordinados con objeto de ganárselos para su proyecto monárquico.

Aunque las mujeres quedaron excluidas de la ciudadanía, no por ello dejaron de participar en política. Dentro del movimiento republicano su presencia no fue nada despreciable, si bien en el discurso feminista que se perfiló, el papel de la mujer todavía se limitaba, en la mayoría de los casos, a influir sobre los varones de su entorno doméstico, para que éstos abrazasen el credo redentor republicano-federal. Con todo, es relevante que las propias mujeres tomasen por primera vez la palabra para hablar de su «emancipación» pendiente, reivindicar una igualdad de derechos y libertades que acabase con su «ignorancia» y «explotación» y, en definitiva, propusiesen romper con las «cadenas» que las esclavizaban al hombre y al oscurantismo de la Iglesia. Todo ello con la finalidad de que las mujeres, además de obtener un beneficio individual, contribuyesen con su potencial civilizador e inteligencia a la felicidad de la sociedad, la regeneración del país y al progreso Humano.

Si se considera que estamos hablando de 1868, es decir, del año en que surgieron los movimientos sufragistas en el Reino Unido y los Estados Unidos, a raíz de la reforma electoral de 1867, en el primer caso, y de la abolición de la esclavitud y la extensión (en teoría) del voto a los afroamericanos, en el segundo, no puede dejar de llamar la atención esta primera generación de feministas españolas. Este paralelismo, aún mayor al considerar que estas republicanas aplaudieron la extensión del sufragio a los varones de las clases trabajadoras y que estuvieron próximas al movimiento antiesclavista, sugiere la pregunta —sin respuesta— de si podría haberse originado también un movimiento sufragista en España de haberse prolongado el Sexenio Democrático y su impulso secularizador. Los republicanos incluyeron en sus programas políticos la igualdad de derechos civiles entre hombres y mujeres, pero sin conceder a éstas el derecho al voto. Una igualdad civil que fue también reclamada, aunque pocas veces con radicalidad, desde los círculos krausistas y por mujeres de la talla humana e intelectual de Concepción Arenal.

Las Conferencias dominicales sobre la Educación de la Mujer que se celebraron en la Universidad Central de Madrid en 1869, promovidas por su rector, el krausista Fernando de Castro, pusieron en evidencia que la mayoría de los oradores, intelectuales monárquicos y republicanos, estaban a favor de extender la educación de la mujer, pero no en su acceso a la universidad (a la ciencia) y las profesiones liberales. No obstante, los krausistas fueron los impulsores de la Escuela de Institutrices (1869), dedicada a formar maestras con una pedagogía renovada para mejor cumplir su misión civilizadora entre los niños, y de la Asociación para la Enseñanza de la Mujer (1870). En cuanto a la participación de las mujeres en la política, con la excepción de Rafael María de Labra que defendió el voto femenino, en términos semejantes a los de John Stuart Mill, lo cierto es que hasta los conferenciantes de mentalidad más abierta, como era el caso del economista Joaquín María Sanromá, defensor de la igualdad de derechos civiles y de la libre dedicación de la mujer a los negocios y los trabajos intelectuales, limitaron la función de la mujer a la de influir con sus «sentimientos» en los varones, una labor que sería más beneficiosa cuando estuviesen instruidas y comprendiesen mejor los problemas políticos.

El proyecto de regeneración nacional de la Septembrina se insertaba, con una fe incuestionable, en la teoría del progreso humano, basada en la razón y la libertad individual. Era partiendo de los derechos individuales, concepto que incluía frecuentemente el derecho al sufragio y otros políticos, como se concebía la trascendental ruptura histórica con ese largo pasado de atraso, aislamiento y decadencia nacional que había llegado, al final del reinado de Isabel II, a ser intolerable para los patriotas revolucionarios. Entre todas las libertades proclamadas por la Gloriosa, era la de libre emisión del pensamiento la que se consideró que tenía un mayor potencial transformador. La misma suponía, entre otras cosas, proclamar la libertad de prensa, de manifestación pública, de enseñanza y, sobre todas ellas, la libertad de cultos.

El principio demócrata de la libertad de cultos fue plenamente asumido por los progresistas en 1868, rompiendo así con su enraizada defensa de la unidad católica, sólo empañada, anteriormente, con el reconocimiento de una tímida tolerancia religiosa en el proyecto constitucional de 1856. Los unionistas, por su parte, transigieron con el librecultismo para no romper la coalición monárquica-liberal y no ser identificados, en punto tan capital, con las fuerzas reaccionarias neocatólicas y carlistas defensoras del Syllabus y del poder teocrático. Ciertamente, progresistas y unionistas no creyeron que la libertad de cultos fuese a cambiar las creencias religiosas de los españoles (algunos vaticinaron, incluso, un fortalecimiento del catolicismo cuando los otros cultos quedasen eclipsados por el relumbrante brillo de la «verdadera» religión), pero no por ello dejaron de ser conscientes de que tal medida suponía quebrar una tradición secular hasta entonces defendida por el liberalismo español, incluido el anticlerical que había impulsado las desamortizaciones eclesiásticas.

El elemento anticlerical formó parte de la identidad liberal de los revolucionarios septembrinos desde el momento en que condenaron a Isabel II por su identificación con los postulados neocatólicos y por actuar —tratándose de una reina constitucional— irresponsablemente como benefactora de los intereses políticos y sociales de la Iglesia, dejando que la influencia del clero en la esfera del poder civil creciese hasta el límite de poner en peligro los fines del Estado y la prosperidad de la nación. El anticlericalismo de las juntas revolucionarias tuvo su plasmación legal en las medidas secularizadoras adoptadas por el Gobierno provisional de Serrano-Prim, que iban desde la reducción del clero regular y sus riquezas (como en el caso de la expulsión de los jesuitas y de la disolución de los conventos fundados a partir de 1837, cuyas propiedades eran desamortizadas) hasta la incautación por el Estado de los bienes eclesiásticos de interés cultural o la supresión de la subvención a los seminarios. Con todo, fue la libre emisión de pensamiento, en la prensa, en la calle, en la tribuna, en la cátedra o en el púlpito, y el reconocimiento efectivo de la libertad de cultos, a pesar de la formulación poco feliz —fruto de una transacción entre los propios monárquicos— con que fue recogida en el texto constitucional, al contemplar como algo excepcional el que los españoles practicasen una religión distinta a la católica, lo que se consideró como un cambio de rumbo en la historia de la nación española y, por ende, la medida regeneradora con mayor carga simbólica de las muchas que se tomaron.

La revolución de 1868 venía en punto tan esencial, como era el emancipar la conciencia individual y sus manifestaciones sociales de la tutela eclesiástica, a eliminar la que para muchos era la principal causa de la decadencia de España: la intolerancia religiosa impuesta a pura fuerza desde la época de la Inquisición, que había impedido el libre progreso filosófico, artístico, científico y, sobre todo, social y político del país. Sin cuestionar la realidad sociológica del arraigo del catolicismo y desde el respeto a la fe de los tolerantes, lo que los reformadores del 68 rechazaban era esa unidad católica excluyente e impuesta desde el poder (obrada en las costumbres durante siglos por el absolutismo real y los privilegios de la Iglesia), y conseguida sólo al alto precio de sacrificar a los disidentes (musulmanes, judíos, librepensadores y laicistas) y de marginar a España del conjunto de las naciones cultas de Europa.

Para el clero y las fuerzas políticas antiliberales, la unidad religiosa era el principal elemento constitutivo de la nacionalidad española y el catolicismo el motor indiscutible de la que consideraban gloriosa obra civilizadora de España. Para los revolucionarios librecultistas, en cambio, esa unidad de creencias era un resultado artificial, fruto de la imposición política más que de la libre conciencia, y su defensa a ultranza, que convertía la verdadera fe en dogma y superstición, el mayor obstáculo histórico para el progreso social. La causa del retraso de España no era, pues, las creencias religiosas, sino la intolerancia de la Iglesia, el fanatismo clerical, la superstición en los hábitos, el oscurantismo cultivado en el pueblo, el dogmatismo en la enseñanza, la presencia asfixiante de lo eclesiástico en el Estado, en las escuelas públicas, en las calles y en la vida de los españoles. Para ello, el proyecto revolucionario buscaba, aunque no siempre con paso firme, secularizar el ámbito de lo público, implantar una enseñanza laicista y someter a la Iglesia al poder civil, todo lo cual se consideraba un adelanto en la consecución de la deseada equiparación de España (una vez homologada como nación liberal, tolerante y civilizada) a los países más avanzados de su entorno.

Aunque los monárquicos conservadores cedieron en el tema de la libertad religiosa, no sucedió lo mismo con el espinoso asunto de la separación de la Iglesia del Estado. Ciertamente, la Constitución no declaraba el catolicismo como la religión oficial del Estado, pero obligaba a la «nación española» a mantener el culto y los ministros de la religión católica. Esta limitación suponía un gran lastre para la obra secularizadora de los progresistas al tener que legitimarla en los antiguos derechos o privilegios de regalía, que fueron una constante fuente de conflictos entre el Estado y la Santa Sede (y su clero español). A pesar de ello, los gobiernos monárquicos consiguieron implantar el registro civil, secularizar cementerios, aprobar una tímida ley de matrimonio civil (que, como si se tratase del sacramental, cerraba resueltamente la puerta al divorcio), nacionalizar archivos y bibliotecas eclesiásticos y obligar al clero a jurar fidelidad a la Constitución de 1869 (aunque con muy poco éxito, al igual que en el caso del profesorado neocatólico, por ser considerada un texto ateo). Aunque los progresistas, y en especial los radicales, pudiesen simpatizar con la idea de emancipar a la Iglesia de la esfera del gobierno, la opinión que terminó imponiéndose fue que la única manera de poder controlar al clero católico era teniéndolo atado a la ley del Estado mediante el Concordato.

En este terreno de la secularización, los republicanos se apartaron claramente de los monárquicos-liberales, al defender una completa separación entre la Iglesia y el Estado. La misma debía servir no sólo para aliviar a las famélicas arcas públicas del pesado presupuesto de culto y clero, sino también para garantizar el éxito de las reformas secularizadoras en la esfera estatal y la extensión de los valores laicos, basados en la razón y la ciencia, en la sociedad; para los republicanos, cualquier retroceso del ámbito eclesiástico y del fanatismo de la fe en la vida pública representaba un incuestionable avance en la escala del progreso humano. Para ellos el reconocimiento de la libertad religiosa implicaba, además, la anulación del Concordato como paso previo para hacer realidad su ideal de «la Iglesia libre en el Estado libre». Esta radical separación entre la esfera civil y la eclesiástica se consideraba, por otra parte, como la consumación de la verdadera independencia nacional, pues sólo así la Iglesia, como asociación privada, y los católicos, como ciudadanos, estarían sujetos, exclusivamente, al gobierno y a la ley del Estado y no, como hasta entonces, sometidos también al poder «extranjero» del Papa-Rey (pontífice infalible y monarca «cautivo» de Italia desde 1870), cuando la autoridad de éste, como la de cualquier otro jefe eclesiástico, debía limitarse a las cuestiones puramente religiosas de sus feligreses. Pero, a pesar de todas estas ideas, la República del 73 no llevó a cabo la anunciada separación Estado-Iglesia y el presidente Castelar hizo, incluso, un uso continuista de las prerrogativas del gobierno en el nombramiento de los obispos. Al final del Sexenio, como atestigua el auge del carlismo, las lealtades políticas de los españoles en este terreno no se habían modificado sustancialmente: frente a la idea de nación liberal defendida por los revolucionarios, los clericales seguían anteponiendo su lealtad a la Iglesia y su visión de la España católica.

La libertad de enseñanza, implantada por el Gobierno Provisional, le valió al ministro del ramo, Ruiz Zorrilla, ganarse las simpatías de los intelectuales laicistas, incluidos los republicanos. El ideal del ministro era que la enseñanza llegase a ser una actividad llevada a cabo por los particulares y sus asociaciones, y no por el Estado, pero, en la práctica, defendió que la educación pública era indispensable mientras que el derecho del pueblo a recibir instrucción y la general obligación de combatir la ignorancia en la sociedad no quedasen completamente cubiertas por la iniciativa privada, una situación que España estaba aún lejos de poder alcanzar.

La reforma educativa buscaba sobre todo extender la instrucción y fomentar la enseñanza laicista. Para conseguir lo primero se establecía la libertad de fundar establecimientos de enseñanza de todo tipo. Por una parte, para estimular la competencia con los establecimientos escolares públicos, se daban grandes facilidades a la iniciativa privada para que pudiese concurrir libremente en todos los niveles educativos; lo que suponía respetar ciertas órdenes religiosas especializadas en la enseñanza (incluso, tolerar que los jesuitas llevasen como particulares colegios privados y la Asociación de Católicos de España patrocinase centros universitarios), pero también fomentar —aunque con poco éxito— la constitución de centros laicos no confesionales. No obstante, la gran novedad era que se creaba en la esfera pública una enseñanza «libre» (no oficial o estatal) al permitir que las diputaciones provinciales y los ayuntamientos pudiesen promover estudios y establecimientos de enseñanza de cualquier tipo. Su resultado más relevante fue la proliferación de Institutos y, más aún, de Facultades y Universidades Libres, cuyos grados académicos, inclusive el de doctor, eran convalidados por tribunales de exámenes de los que formaban parte profesores de la enseñanza oficial. La reforma buscaba, igualmente, fomentar el acceso a la educación de los adultos, de las mujeres y de las clases trabajadoras. Sobresaliendo en este terreno las iniciativas de extensión universitaria de la Universidad Central (imitada por otras), las Bibliotecas Populares, el fomento de las escuelas públicas de adultos (nocturnas y dominicales) y, fuera del ámbito oficial, entre otros, los ateneos obreros, promovidos estos últimos, especialmente, por los republicanos y los anarquistas con el fin de ofrecer una «educación integral» (de conocimientos teóricos y prácticos) a los trabajadores. El que los alumnos que se matriculaban en los establecimientos públicos no tuvieran la obligación de asistir a las clases para poder realizar los exámenes oficiales (que podían preparar en centros privados), permitió que accediesen, por primera vez, a los Institutos una veintena de mujeres, llegando algunas a obtener el grado de bachiller (tres alcanzarían la licenciatura y una el doctorado, en la Restauración).

Para fomentar el laicismo y el cultivo de la ciencia, la reforma contemplaba algunas medidas más específicas. Unas iban encaminadas a eliminar la presencia del clero y de la religión en la enseñanza pública, como en los casos de la derogación de la Ley de Instrucción Primaria de junio de 1868, de fuerte inspiración neocatólica, de la supresión de las facultades de Teología (cuyos estudios se relegaban a los seminarios), de la eliminación de las materias de religión en el bachillerato y de la posibilidad que los padres tenían de eximir a sus hijos de primaria de ser adoctrinados en el catolicismo. Otras medidas se derivaban del pleno reconocimiento de la libertad de cátedra, considerada como el mejor antídoto contra la influencia de la Iglesia en la enseñanza y como el único modo de garantizar la transmisión del conocimiento científico en la universidad; aunque también tuvo consecuencias para los otros niveles educativos, al conceder libertad a maestros y profesores a la hora de elegir los métodos y, en su caso, los libros de texto y programas. En la enseñanza superior, la descentralización educativa se tradujo en la mencionada creación de centros libres por las corporaciones locales y en la extensión de la concesión del grado de doctor a todas las Universidades, acabando así con el monopolio de la Universidad Central; pero su mayor mérito fue la de terminar con la censura gubernamental (anteriormente también eclesiástica) sobre la ideología del profesorado y sus enseñanzas, un cambio que quedó sellado con la reposición de los catedráticos liberales y laicistas depuestos por los últimos gobiernos de Isabel II (Castelar, Sanz del Río, Fernando de Castro, Nicolás Salmerón, etc.). No obstante, las críticas a esa pretendida inviolabilidad del profesorado llegaron más tarde, cuando a los docentes de la enseñanza pública se les exigió jurar la Constitución monárquica y librecultista de 1869, pues la medida provocó malestar y dimisiones entre los catedráticos tradicionalistas y, en menor medida, entre los republicanos (requisito conflictivo, por sumergir el mundo académico en las contiendas políticas, que fue suprimido en la República).

Sin duda, el mayor defecto de esta reforma fue que no creó, a pesar de los proyectos de 1869 y 1873, ningún sistema educativo nuevo que pudiese sustituir al de la Ley Moyano de 1857, por lo que la coherencia básica entre los tres niveles de enseñanza tendió a debilitarse en estos años en perjuicio de la escuela pública, pues las transformaciones más relevantes se concentraron en los estudios superiores, teniendo todas estas mudanzas, por tanto, poca incidencia en el alto analfabetismo del país. Y en cuanto al impulso laicista, éste empezaría a perder fuerza a favor de la Iglesia a partir de la dictadura de 1874.

A pesar del accidentalismo de los demócratas sobre la forma de gobierno, la coalición monárquica liberal se mantuvo firme en su convicción de que la forma monárquica era la que más convenía a los hábitos y costumbres de la sociedad española. En el plano de la teoría política, podían admitir, y fueron bastantes los oradores que lo hicieron en las Constituyentes, que la república-federal era la forma de gobierno más perfecta, la situada en el escalón más alto del progreso social, pero como políticos prácticos negaban que la misma se pudiese implantar con éxito por no estar los españoles todavía preparados para un cambio tan radical. Al país le faltaba cultura política para afianzar las libertades conquistadas sin el auxilio de la monarquía y la ilustración de los ciudadanos no podía improvisarse acelerando bruscamente el curso natural y progresivo de la historia. En esta preferencia por la monarquía pesaban las creencias sobre el papel fundamental del monarca como poder moderador del juego político, la eficacia de la institución como símbolo tradicional del poder y de la cohesión nacional y el valor incalculable del carácter perpetuo del jefe del Estado, asegurado por su irresponsabilidad política y la sucesión hereditaria, como instrumento imprescindible para garantizar la estabilidad del nuevo régimen y asegurarse la adhesión de las clases conservadoras. La monarquía representaba así progreso y orden, un avance en las libertades democráticas y un freno ante los posibles excesos populares.

Los monárquicos, en gran medida gracias a la aportación de los demócratas, tuvieron la habilidad suficiente para defender la continuidad de la forma monárquica sin dejar por ello de ser consecuentes con el carácter antidinástico de la revolución. Para ello basaron su censura a la dinastía de los Borbones en el argumento de que esta familia había encarnado la monarquía absoluta de origen divino que nada tenía que ver con la monarquía parlamentaria y democrática que ellos proponían. Ciertamente, Isabel II había podido ser una reina constitucional, pero, con menosprecio a la sangre vertida por los liberales para mantenerla en el trono y en la senda constitucional, había preferido convertir el régimen representativo en una dictadura, para terminar encarnando en el ocaso de su reinado no una verdadera monarquía constitucional, sino el más despreciable de los despotismos.

La nueva monarquía se presentaba como heredera legítima y directa de la revolución de Septiembre y como algo radicalmente nuevo en la historia de España. Se trataba de una monarquía legitimada en el principio de la soberanía nacional (y no en el origen familiar), de una monarquía parlamentaria donde el «rey reina, pero no gobierna», ejercía su poder moderador —que no poder activo de gobierno, se insistía— por encima de las luchas de los partidos y su ministerio era responsable ante las Cortes elegidas por el voto popular, por todo lo cual se trataba de una monarquía democrática que tenía lo mejor de la república y ninguno de sus inconvenientes. La monarquía que proponían, como señalaba el manifiesto de conciliación monárquica de noviembre de 1868, «es la que nace del derecho del pueblo; la que consagra el sufragio universal; la que simboliza la Soberanía de la Nación; la que consolida y lleva consigo todas las libertades públicas; la que personifica, en fin, los derechos del ciudadano, superiores a todas las instituciones y a todos los poderes. Es la monarquía que destruye radicalmente el derecho divino y la supremacía de una familia sobre la Nación; la monarquía rodeada de instituciones democráticas; la monarquía popular». Era, por tanto, una monarquía de nueva planta, respetuosa con el gobierno constitucional y los derechos de los ciudadanos, que equiparaba a España con los mejores modelos europeos, como eran las monarquías belga y británica. La monarquía era la forma de gobierno predominante en Europa y España —se venía a decir— había escogido el más evolucionado y perfecto de sus tipos para su gran obra de regeneración nacional. Unos modelos vivos que los republicanos de 1869 sólo podían contrarrestar, más allá de alguna referencia a Suiza, con el excepcional ejemplo de los Estados Unidos, un país envidiable, por su gobierno y prosperidad, pero que no dejaba de ser una nación joven, todavía con poca historia, que acababa de salir de una guerra civil y que, sobre todo, estaba muy alejado de los intereses políticos del Viejo Continente, al que pertenecía España.

El procedimiento para escoger la nueva dinastía, la elección del monarca por el parlamento, además de ser novedoso en España, servía para remarcar la supremacía de la nación sobre el rey, pues las Cortes, en uso de su soberanía, no sólo optaban por la monarquía hereditaria, sino que designaban también a la persona sobre cuya familia recaía el derecho de sucesión dinástica. Y, aún más, la facultad de la nación a deponer un tirano (Isabel II) y a elegir un nuevo monarca no dejaba de ser un aviso para futuros reyes que se atreviesen a saltarse la legalidad constitucional, el «pacto» con el pueblo que decía el progresista catalán Víctor Balaguer.

Descartados los Borbones y los otros candidatos españoles, la necesidad de buscar una nueva dinastía real en el extranjero y, más concretamente, en la Europa inmersa en los procesos de unificación nacional, permitió a los progresistas albergar la ilusión de hacer realidad, aunque no de forma inmediata, su viejo proyecto de la unión ibérica, para el caso de que el trono vacante fuese ocupado por un miembro de la familia real portuguesa. Frustrada en pocos meses esta posibilidad iberista, las largas y laboriosas gestiones llevadas a cabo ante la Corte italiana dieron pie a pensar en otro tipo de ideales, entonces en boga, como era el de la alianza de los pueblos latinos. Más de dos años después de efectuada la revolución, y con una Constitución monárquica que había cumplido ya su primer aniversario, las Cortes eligieron —desaparecido ya el obstáculo de Napoleón III en la batalla de Sedán— como rey de España al príncipe Amadeo de Saboya, en noviembre de 1870. Se trataba del hijo de Víctor Manuel, que, como primer rey de Italia, era considerado todo un símbolo de la unión de la monarquía liberal con la nación y de la fortaleza de esa alianza, demostrada al imponer la unidad estatal, nada menos, que contra la voluntad del papado romano y de la Iglesia católica. Lo cual era un ejemplo a imitar por los progresistas septembrinos, pues ¿no era algo parecido lo que se buscaba hacer en España con el proyecto de regeneración nacional salido de la revolución?

Durante los largos meses de «interinidad», en los que el gobierno de Prim negoció con los diferentes candidatos al trono español, la oposición política fue elaborando un discurso exaltadamente patriótico contra el futuro «rey extranjero» que caló en amplias capas sociales, desde la aristocracia a las clases populares. Frente al «extranjero», los carlistas presentaron a su rey Carlos de Borbón —a pesar de su nacimiento austriaco— como un rey español plenamente identificado con los sentimientos católicos de la nación. Una vez elegido Amadeo I, los clericales centraron sus ataques al nuevo rey en el argumento de que era el «hijo del carcelero del Papa»; un mal católico y, por tanto, alguien que no podía ser aceptado como rey español. Esparteristas (que defendían al único aspirante al trono sin vínculos de sangre con los Borbones), montpensieristas y alfonsinos hicieron valer también, desde diferentes puntos de vista, el amor a España de sus candidatos. De estos tres, el candidato más fuerte, por ser inicialmente el de la Unión Liberal, fue el duque de Montpensier, al que se le presentaba como un ciudadano ejemplar, vecino de Sevilla, un buen padre de familia y un buen patriota, cuyo amor a España le había llevado a gastar su fortuna en la conspiración que había derribado a su cuñada Isabel II, por lo que carecía de importancia el que fuese francés de nacimiento (Borbón por la rama de los Orleans e hijo del ex rey Luis Felipe, por más señas) y marido de una Borbón hispánica, pues tenía demostrado que sabía anteponer la libertad de la nación española a los intereses de familia. Pero a pesar de todas estas florituras sobre su idoneidad política, la candidatura de Antonio de Orleans cayó en desgracia, perdiendo los apoyos de los monárquicos conservadores, al matar en duelo a Enrique de Borbón, hermano del marido de Isabel II.

La retórica contra el «rey extranjero» ocupó un lugar preferente en el discurso republicano, destacando por su fogosidad el de Castelar, diputado al que se le llegó a abrir una causa judicial por haber pedido a sus oyentes, durante un mitin celebrado en Zaragoza, que jurasen —por lo más sagrado, que era la patria— que jamás consentirían que un rey extranjero pusiese los pies en España. Aunque los historiadores nunca hemos dado importancia a este tipo de cosas a la hora de explicar el alzamiento republicano de octubre de 1869, importándonos más su carácter federal o sus reivindicaciones contra los consumos y las quintas, es lo cierto que algunos intelectuales republicanos (el propio Castelar, Manuel Fernández Herrero y Roque Barcia, entre otros) justificaron el mismo en el patriotismo y el rechazo popular a un monarca extranjero. Con esta negación, los republicanos estaban, ciertamente, repudiando la monarquía y ensalzando la república, pero lo hacían presentando a esta última como el resultado de una decisión que incumbía exclusivamente al soberano pueblo español y que evitaba, por tanto, pasar por la humillación nacional de «mendigar» por las cortes europeas un príncipe que se aviniese a aceptar la corona de España. Para los republicanos, la monarquía hereditaria era, por una parte, una imposición del gobierno y de las Cortes al pueblo, pues éste había demostrado durante los meses de interinidad que no necesitaba rey alguno para gobernarse a sí mismo (y que, por tanto, estaba maduro para la república), y, por otra parte, una institución que, además de no ser española en origen (según trató de demostrar Castelar), era la causante, junto a la intolerancia de la Iglesia católica, de los males históricos de la nación española. Las dinastías extranjeras que habían reinado en España eran las culpables de la decadencia de la patria al usurpar los Habsburgo las libertades castellanas, los Borbones el pactismo catalano-aragonés y los Bonaparte, si el pueblo no lo hubiese impedido, la propia independencia nacional. Una interpretación liberal que era coherente con esa visión romántica del pasado nacional que tan bien conocían los propios monárquicos progresistas, a pesar de que la misma se volviese ahora en su contra. O no, pues siempre existía el recurso de decir que los reyes no tenían patria y que su patria era la de su reino mientras observasen su constitución, que ahora, por primera vez, era una constitución monárquica-democrática, que nada tenía que ver con el absolutismo anterior.

Para los republicanos, la Gloriosa había sido bastante más que un levantamiento antidinástico: una revolución de naturaleza republicana en la que el pueblo había manifestado, con la destrucción de los símbolos de la realeza, su más rotundo rechazo a la monarquía, por percibir ésta, en cualquiera de sus formas, como un instrumento de opresión y dominación. La monarquía era, en esencia, una institución injusta e incompatible con la libertad, los derechos individuales, la soberanía nacional y, en definitiva, la democracia. La igualdad de derechos en que se fundamentaba la democracia no podía existir donde una familia tenía el privilegio hereditario de monopolizar la alta representación de la nación. Las libertades básicas no podían ejercerse ante un monarca que era inviolable e irresponsable políticamente. El sufragio universal o el derecho de manifestación pública, si se inclinaban por la república, no podían ejercitarse libremente ya que, en caso contrario, la monarquía firmaría su propia sentencia de muerte. La soberanía de la nación, la supremacía del parlamento, necesariamente debía estar recortada por la soberanía del monarca, por sus muchas prerrogativas constitucionales a la hora de nombrar gobiernos, suspender o disolver asambleas, promover elecciones, sancionar leyes, mandar ejércitos, firmar la paz o declarar la guerra… Desde la óptica republicana, el llamado poder moderador del monarca sólo podía servir para recortar las libertades y la soberanía del pueblo. El monarca seguía teniendo mucho poder y la nación española no podía confiar sus destinos a la volubilidad de un individuo ni dejar al azar de la herencia la selección de las aptitudes intelectuales y morales de la persona que debía ocupar la más alta magistratura del país. Más cuando estaba tan próximo el ejemplo de Isabel II, que fue considerada por Pi y Margall en las Cortes (y antes, en los días de la revolución, por los propios monárquicos) como la prueba más evidente de la progresiva degeneración moral, cuando no física, de la dinastía de los Borbones.

Para los republicanos la República Democrática Federal era la panacea para la regeneración de España. Su convicción en la razón de la ciencia y en la ley del progreso, les hacía presentar la monarquía como la fórmula caduca del pasado, propia de los reaccionarios, y la república como la mejor solución para el presente y el porvenir del país, con la que se identificaban todos los liberales verdaderamente progresistas. La república era la única forma en armonía con la democracia, la única que hacía posible el «gobierno del pueblo por el pueblo», gracias a la universalidad del sufragio y el carácter electivo, responsable y amovible de todos los poderes públicos. La república democrática garantizaba la plena libertad al no estar los derechos individuales y la soberanía nacional limitados por ningún poder ni institución. Era el régimen de la plena Justicia por basar la libertad en el principio moral de la igualdad que conllevaba la supresión de todos los privilegios y favoritismos que eran consustanciales a la monarquía. La igualdad de derechos se plasmaba, por ejemplo, en la equiparación civil entre hombres y mujeres, en la inmediata abolición de la pena de muerte y de la esclavitud (reconociéndose así la inviolabilidad del primero de todos los derechos, como era el derecho a la vida, y la libertad para vivirla) y, en otro orden de cosas, en el que cualquier ciudadano, hasta el de origen más humilde, pudiese llegar a ser elegido para los más altos cargos de la nación. Si a las anteriores razones, de superioridad moral y política de la república, que justificaban el rechazo a la monarquía sumamos la de que ésta conservaba el privilegio, a pesar de la liberad religiosa, de mantener unida la Iglesia con el Estado, con todo lo que ello suponía de freno para una política secularizadora ambiciosa como era la de los republicanos, obtendríamos un perfil bastante aproximado de lo que era esa línea de progreso que debía culminar en la anhelada República Española.

En el caso de la abolición de la esclavitud, debe hacerse la observación de que las únicas medidas efectivas que se tomaron en el Sexenio fueron las promovidas por los monárquicos radicales bajo las presiones en contra de los esclavistas cubanos que contaban con fuertes apoyos dentro de la Unión Liberal y el generalato. Cuando los demócratas entraron en el gobierno de coalición, en 1870, Segismundo Moret sacó adelante una ley de abolición para Puerto Rico muy conservadora por contemplar, en la práctica, poco más que la libertad de vientre y la libertad para los esclavos mayores de 65 años. Al partido Radical le correspondió vencer las resistencias conservadoras para dar, proclamada ya la República, una completa abolición de la esclavitud en Puerto Rico, justificando la no extensión de la medida a Cuba, colonia donde la mano de obra esclava era muchísimo más importante, en el estado de guerra en que allí se vivía.
 A diferencia de los monárquicos, los republicanos mostraron una especial preocupación por el fenómeno de exclusión política que se percibía en las clases trabajadoras y que representaba, aunque sólo fuera por el peso que las mismas tenían en su electorado, un peligro potencial para su proyecto democratizador. Tratándose de personas que gozaban ya de plenos derechos de ciudadanía, fue considerado como un problema político el que no pudiesen ejercerlos plenamente por faltarles instrucción y recursos económicos. La falta de una igualdad de oportunidades era el caldo de cultivo para la apatía política y el apoliticismo que empezaban a predicar los internacionalistas proudhonianos y bakunistas. Los republicanos eran de la opinión de que para incorporar a las clases bajas a la vida política era necesario reducir las desigualdades sociales que aparecían, moralmente, como más intolerables y sangrantes. La emancipación política y social del «proletariado» debían ir de la mano y para ello era necesario consolidar los derechos individuales y llevar a cabo reformas sociales graduales que garantizasen el carácter pacífico del cambio y la armonía entre las clases sociales. La solución de los republicanos a la llamada «cuestión social» era claramente alternativa a las defendidas por los conservadores de «las clases medias» y por los internacionalistas obreros que no veían otra salida a la desigualdad o explotación social que la represión o la revolución, igualmente, violentas. Para materializar estos ideales de una mayor igualdad social, los republicanos confiaban en el asociacionismo (para consumir, producir e instruirse), que llevaba años enseñando Fernando Garrido, y en la capacidad del parlamento para hacer leyes más justas, pero también, en la práctica, en las capacidades del Estado, por ser un instrumento adecuado para fomentar la educación y redistribuir la riqueza de la sociedad.

Era, por ejemplo, función del parlamento, eliminar de forma inmediata las cargas estatales más injustas, por recaer su peso sobre los más desfavorecidos, entre las que se encontraban las contribuciones indirectas y las quintas. El impuesto de consumos, la más odiosa de esas contribuciones, fue abolido por el Gobierno Provisional en octubre de 1868, pero, al fracasar el impuesto personal o de capitación que vino a sustituirlo, reapareció poco después como tributo municipal en la mayoría de los ayuntamientos monárquicos, permitiendo así a los republicanos mantener a la cabeza de sus reivindicaciones su abolición definitiva. Durante la República la supresión de los consumos, aunque practicada circunstancialmente por los ayuntamientos, no llegó a consolidarse al terminar siendo repuestos en su forma original en 1874.

Las promesas de Prim de suprimir la odiosa contribución de sangre nunca llegaron a hacerse realidad. En este caso, los republicanos del Sexenio lo que propusieron no fue la universalización del servicio militar obligatorio (el extenderlo a los hijos de las familias acomodadas), sino la abolición de las quintas y su sustitución por un sistema de reemplazo basado en el voluntariado, junto a la reducción de los efectivos del ejército y el mantenimiento de la milicia civil como complemento indispensable para la defensa nacional. La mayoría de los reformistas militares que proliferaron en estos años, como el tratadista Luis Vidart, fueron también favorables a crear en el ejército unas fuerzas permanentes de voluntarios pagados (de soldados «profesionales»). El incumplimiento de la abolición de las quintas por los primeros gobiernos monárquicos se justificó en la guerra de Cuba, a pesar de lo cual tomaron la medida, casi simbólica, de crear algunos batallones de voluntarios retribuidos en 1870. Desde este año, el prestigio que había alcanzado el modelo de ejército prusiano hizo que los progresistas radicales encaminasen sus pasos hacia la nacionalización del ejército, lo que implicaba universalizar el sistema de quintas. Nada más proclamarse la República, los republicanos consiguieron, con el apoyo circunstancial de los radicales, que las quintas, la execrable esclavitud blanca, fuese radicalmente abolida por una ley de febrero de 1873. No obstante, el recrudecimiento de la guerra civil carlista hizo que el presidente Pi y Margall decretase la movilización masiva de las reservas, lo que vino a demostrar la imposibilidad de crear en España, por falta de dinero y de hombres, un ejército permanente exclusivamente de voluntarios. Esto trajo consigo el desprestigio del sistema recién implantado del voluntariado (de los soldados peseteros, llamados así en alusión a su jornal) y del gobierno republicano, más aún cuando el llamamiento de reservistas fue invariablemente burlado por las familias pudientes.

Para una sociedad, como la española, donde el artesanado y campesinado predominaban abrumadoramente sobre el proletariado industrial, esa sociedad ideal de pequeños propietarios independientes o asociados y, en cualquier caso, siempre instruidos (portadores de valores científicos y laicos, liberales y nacionales) estaba muy vivo en la mente de los propagandistas republicanos. Como insistía Francisco Córdova y López, prometedor publicista republicano radical muerto en pleno Sexenio, o el más conocido Paúl y Angulo, era imprescindible acabar con las lacras sociales de la ignorancia y la miseria para poder consolidar una república de ciudadanos libres e iguales. Si en el terreno de garantizar la instrucción del pueblo había una cierta unanimidad entre los republicanos a la hora de utilizar los recursos del Estado para reformar e impulsar la escuela pública, si bien la esperanzadora promesa de Castelar de llevarla a cabo se frustró con su caída del gobierno en enero de 1874, no sucedía lo mismo en el tema de extender la propiedad.

Los republicanos consideraban, a diferencia de los socialistas, el derecho a la propiedad privada inviolable, pero los llamados republicanos socialistas (el más célebre, Pi y Margall), a diferencia de los individualistas (cuyo peso doctrinal en el Sexenio parece secundario), pensaban que el Estado debía intervenir en la sociedad para ayudar a resolver los conflictos sociales o, al menos, para garantizar a todos los ciudadanos una cierta igualdad de oportunidades en el ejercicio de sus libertades y derechos para que pudiesen resolver por sí mismos dichos conflictos, lo que implicaba a su vez promover un mínimo de bienestar material entre las clases trabajadoras. Todo ello sin pretender hacer que la organización estatal, y menos el poder central, creciese significativamente (la «rebaja del presupuesto» formaba machaconamente parte del programa del partido) ni llegar a cuestionar, en rigor, el derecho de propiedad, a la que rendían un culto especial cuando era el fruto del «trabajo honrado». Básicamente, esto suponía regular ciertas relaciones sociales y económicas, como las laborales con los jurados mixtos y la protección a los menores, pero también facilitar el acceso a la pequeña propiedad mediante la redención de los foros (y de otras formas de cesión de tierra similares) y, sobre todo, impulsando la desamortización en beneficio de los desheredados, utilizando para ello los bienes nacionalizados, los eclesiásticos que quedasen, los del patrimonio de la ex Corona y algunos comunales. Los republicanos más radicales defendieron asimismo la expropiación de las llamadas propiedades «ilegítimas» que venían a ser aquellas que se consideraban que habían sido «usurpadas» a los municipios por los terratenientes y otros particulares, razón por la cual estaban a favor de la realización del, siempre aplazado, catastro. Un instrumento, este del catastro, que serviría, igualmente, para hacer realidad el viejo sueño liberal de la «contribución única» proporcional a la riqueza. También hubo tímidas propuestas de creación de bancos de crédito barato para impulsar el cooperativismo y la pequeña propiedad, única medida que habría supuesto un salto significativo en las funciones del Estado, pero era inviable, pura utopía, atendiendo al desastroso estado de la Hacienda Pública en los años del Sexenio. En cualquier caso, lo que sí fue bandera indiscutible del partido republicano, y antes del demócrata, fue el garantizar los derechos de reunión y asociación como instrumentos imprescindibles de promoción social de las clases jornaleras.

La descentralización fue otro de los temas claves del Sexenio. La idea de descentralización formaba parte de la cultura progresista y fue asumida por el Gobierno Provisional de la revolución al devolver a los poderes locales, diputaciones provinciales y ayuntamientos, la autonomía que habían perdido durante el largo período de dominación moderada. No obstante, el arraigo del centralismo en la Administración española y motivos de índole presupuestaria, hicieron que el discurso progresista se tradujese en muy magras realizaciones. Para los monárquicos la forma de Estado unitaria era indiscutible y la descentralización que debía proporcionar «vida propia» a las esferas locales, imaginada, por el ministro Sagasta, como tres ruedas concéntricas (Estado, provincia y municipio) que giraban independientemente pero siempre en el mismo sentido, únicamente podía garantizar la armonía —por seguir con el símil— de su movimiento, manteniéndose una clara supremacía del gobierno estatal sobre el de las diputaciones y los ayuntamientos. En este sentido, lo que los monárquicos realizaron fueron unos meros retoques a la organización estatal para atenuar el centralismo anterior, pero sin llegar a garantizar a las corporaciones locales un grado mínimo de autonomía política. De hecho, el balance de la política descentralizadora de los monárquicos, que es la única que llegó a materializarse, resultó poco novedoso. Para ello basta pensar en las reiteradas intervenciones gubernamentales que se llevaron a cabo para reemplazar corporaciones populares republicanas y carlistas por otras monárquicas a lo largo del Sexenio, lo que constituye un ejemplo notorio de las limitaciones y contradicciones de los monárquicos en este punto.

Descentralización para la coalición monárquica-liberal significaba, fundamentalmente, que el Estado concedía un mayor margen de actuación a las corporaciones locales. En el caso de los ayuntamientos, los alcaldes dejaban de estar nombrados por el gobierno y pasaban a ser elegidos por los propios concejales electos, mientras que las diputaciones dejaban —aunque con matizaciones— de estar presididas por el gobernador civil, perdían el Consejo Provincial y se convertían en entes más representativos. Por otra parte, se reconocía a estas corporaciones una cierta autonomía económica ya que sus ingresos debían tener, a diferencia de la etapa moderada, un origen fiscal distinto de los tributos estatales, en los que dejaban de tener participación, lo que haría que se agudizasen los problemas financieros de muchas de ellas. Por último, los entes locales aumentaban sus competencias en materias como el fomento de las actividades productivas y, como ya se ha dicho, la enseñanza. Estas últimas cuestiones eran las más renovadoras del ideario progresista en lo relativo a la descentralización; más cuando se consideran a la luz del ideal, manifestado al comienzo del Sexenio, de que el Estado fuese reduciendo progresivamente su esfera de actividad en esos ámbitos para favorecer la libre iniciativa de los individuos, de las asociaciones y de las corporaciones locales.

En el caso de los republicanos el asunto de la descentralización fue mucho más complicado pues se mantuvo siempre en el nivel de las ideas y no se plasmó en ninguna realidad concreta. Entre los republicanos no federales, destacó Eugenio García Ruiz, director del diario El Pueblo, que defendió, con muy pocos seguidores, entre los que sobresalió Julián Sánchez Ruano, la forma de Estado unitaria para la «República Democrática». Su frontal rechazo al federalismo pimargallista lo basó en la creencia de que llevaría, necesariamente, a la desmembración de la patria y a la guerra civil entre las provincias y el poder central. Para él, solamente con un Estado unitario, donde hubiese un único gobierno y una misma legislación, se podría garantizar la integridad nacional y el libre ejercicio de los derechos individuales en todo el territorio. Quizás el ejemplo más convincente que utilizó fue el de las provincias dominadas por los clericales, como Navarra, que, en su opinión, preferirían antes separarse de España (o, de no admitirse este acto de plena soberanía, ir a la guerra) que el aceptar voluntariamente una Constitución federal en la que se reconociese la libertad de cultos. Este supuesto, probablemente inspirado en el caso de la abolición de la esclavitud y la Guerra de Secesión de los Estados Unidos, fue prácticamente desmentido por la guerra civil carlista, pues ésta se inició, en el reinado de Amadeo I, a pesar de existir un Estado unitario, una legislación casi uniforme (no totalmente, pues subsistían elementos diferenciados en el derecho civil y privilegios forales en las provincias vascas) y un poder único como el que él preconizaba. En realidad, la idea de descentralización de García Ruiz no se apartaba mucho de la de los monárquicos, por lo que no es extraño que acabase, junto a éstos, formando parte del gobierno republicano dictatorial de 1874.

Un caso excepcional de pensamiento federal lo constituye el de Francisco Romaní, un tradicionalista catalán (católico pero no carlista) que abrazó, a título personal, el federalismo, por ser el modelo que más se ajustaba a su proyecto catalanista, y cuyos escritos quizás sean los primeros textos nacionalistas catalanes, en el sentido de construir la idea de «una nacionalidad propia». Aunque, ciertamente, su idea patriótica de Cataluña y sus reivindicaciones de una Asamblea autonómica para el «Principado» encargada de conservar «su ley, su lengua, su literatura, su arte, su carácter»… se insertaban dentro de la «unidad» de la Federación y de la «complejidad de la constitución interna española». Por otra parte, su propuesta era extensible a otros «antiguos reinos» para que «se robustezcan las nacionalidades contenidas en el seno de la Soberanía Española por la federación».

Exceptuando casos atípicos, dentro de los republicanos federales cabe destacar dos grupos: los orgánicos y los pactistas, que tenían en común, en teoría, su rechazo a la república unitaria por considerarla centralista y propensa a la dictadura. Los federales orgánicos, en su mayor parte intelectuales y periodistas influidos por las ideas krausistas sobre la autonomía de los organismos sociales y su armonía en el conjunto orgánico y natural de la nación, defendían, en rigor, la forma de Estado unitaria (si bien, combinada con una amplía descentralización), por lo que no es extraño que firmasen la conocida Declaración de la prensa de 1870 junto a los republicanos unitarios que, a diferencia de ellos, rechazaban el calificativo de «federalistas». Consideraban que la «federación» era la organización interior de una nación ya constituida (como la española), un «todo orgánico», superior a la suma de sus partes, que contenía en sí individualidades naturales (individuo, familia, municipio y provincia) que eran libres y autónomas en su esfera particular, como la nación lo era en la suya y frente a otras naciones. Para ellos, la «República Democrática Federal» era la única forma de gobierno que salvaguardaba la unidad nacional, los derechos individuales y la plena autonomía del municipio y de la provincia en la gestión de sus propios intereses políticos, económicos y administrativos.

Si la nación formaba una unidad orgánica que era, en virtud de su propia constitución, indivisible, cualquier amputación de uno de sus «órganos naturales» (como era la secesión de una provincia) podía suponer su desaparición como individualidad particular y diferenciada. Desde una perspectiva historicista, estos federalistas consideraban que existía ya un «pacto tácito» de federación entre las provincias desde el momento en que se habían unido, en tiempos ya remotos, para constituir y dar «vida propia» a la nación española y se habían mantenido juntas, formando parte de esa nacionalidad, a lo largo de la historia. Para ellos, los federales pactistas, a los que llamaban «confederales», pues —según su interpretación— defendían que las provincias eran «Estados soberanos» e «independientes» con libertad para celebrar un pacto expreso de constitución de la Federación española, eran unos «separatistas» porque tal federación ya existía y no había, por tanto, ninguna necesidad de realizar una «desmembración de la unidad de la patria y de la integridad de la nación constituida en siglos», para luego reconstruir esa unidad mediante un nuevo pacto. Además, solamente las naciones eran soberanas para confederarse (lo que permitiría que España y Portugal formasen la Unión Ibérica), pero las provincias, aunque autónomas en su esfera, no eran libres ni soberanas para celebrar pactos de unión con otras provincias o Estados, pues no eran, a diferencia de las naciones, unidades orgánicas independientes que pudieran actuar por sí mismas.

En el terreno práctico, este federalismo organicista, que tendía a confundir la supuesta «organización federal» de la nación con la posible organización federal de los poderes del Estado (diluyendo, en este sentido, el Estado en la nación), no llegó a presentar una alternativa clara al Estado unitario descentralizador. Sus valedores defendían la unidad de legislación y de poder político para garantizar los derechos individuales, la integridad de la nación y las libertades municipales y provinciales, pero rechazaban de plano una Cámara territorial o que las provincias se convirtieran en verdaderos Estados federados con Constitución y poderes propios, con instituciones judiciales distintas a las federales o una Asamblea con iniciativa legislativa en las materias no reservadas al gobierno de la nación. Los poderes municipales quedaban reducidos al Ayuntamiento y el Alcalde y los provinciales a la Diputación y el «Gobernador». No obstante, su descentralización era algo mayor que la de los monárquicos, pues dicho gobernador sería elegido por la provincia y no nombrado por el gobierno, teniendo éste, no obstante, un «delegado» en cada una de ellas para que velase por el cumplimiento de la Constitución y de las leyes generales del país. Aunque la mayoría de los federales orgánicos defendieron la continuidad de las provincias administrativas ya existentes, algunos, más consecuentes con la idea de la «variedad en la unidad», como Francisco María Tubino, propusieron sustituirlas por otras provincias más grandes, aunque sin hacerlas coincidir con los «reinos históricos». Este último aspecto de no hacer concordar las provincias de la federación, que eran «organismos naturales» que se habían mantenido federados a lo largo de la historia de la nación, con las «provincias históricas», no deja de ser llamativo cuando todos ellos rendían culto a las antiguas libertades.

Aunque los federalistas orgánicos consideraron modélicas las ideas expresadas por Nicolás Salmerón en 1868, lo cierto es que éstas evolucionaron hacia posturas más extendidas dentro del partido republicano. Si en su manifiesto electoral de 1869 hablaba aún de «círculos de provincias» que requerían para su formación del «asentimiento de las Cortes», en su proyecto constitucional de 1872, escrito junto a Eduardo Chao, encontramos ya «cantones» (Estados federados) que no coinciden con las provincias administrativas y que cuentan con «soberanía» en su esfera regional (ajustada, como en los proyectos rivales, a sus competencias y límites constitucionales) y con división de poderes. Lo que sí fue una constante en Salmerón, fue su corporativismo, la participación de las instituciones u «organismos» políticos, sociales, económicos, religiosos, educativos y artísticos en el poder legislativo del «Estado nacional» (Cámara territorial) y, en su caso, de los Cantones. Este aspecto de la representación política de los intereses corporativos, de origen krausista, que influyó en proyectos constitucionales como el de Miguel Ayllón Altolaguirre, nunca terminaría de casar bien con el proyecto republicano de establecer un régimen democrático basado en los derechos del individuo.

Los  federales pactistas, que formaban el grueso del partido Republicano Federal, partían también de la idea de que la nación española estaba ya constituida y, en realidad, lo que buscaban con el pacto federal era consolidar esa «unidad nacional» que, para ellos, corría el peligro de perderse debido al centralismo de la Monarquía. La Monarquía secular había tratado de eliminar toda la variedad política y social de las regiones que integraban la nación, aunque su rodillo uniformador no había logrado acabar completamente con todas las diferencias que la enriquecían: las costumbres y tradiciones, las lenguas, la historia propia (como la de los reinos independientes, incluidos los musulmanes), las diferentes leyes civiles sobre la propiedad y la familia, los fueros vascos, etc. La obra centralizadora de la Monarquía (absolutista y constitucional) de imponer por la fuerza una unidad política uniforme —como en el caso del catolicismo— y empobrecedora de toda la nación, había sido su eterna obra inacabada que sólo había avanzado a costa de provocar enfrentamientos y de vencer resistencias legítimas. La República terminaría con la Monarquía y el federalismo impediría la existencia de un poder central fuerte que pudiese llegar a ser dictatorial y centralizador hasta el punto de poner en peligro las libertades individuales y los derechos de autogobierno de los municipios y cantones.

Como señaló Pi y Margall en las Constituyentes de 1869, los republicanos federales querían la «unidad en la variedad», reafirmar la integridad de la nación al tiempo que se aseguraba la vida política propia de sus regiones. Más cuando los cantones tendían a coincidir, para ellos, con los «estados históricos», por existir una continuidad geográfica entre las provincias que los integraban y por los lazos e intereses económicos, sociales y de tipo étnicoculturales que se habían ido creando entre éstas a lo largo de la historia. Garantizados los derechos individuales, la defensa de la patria y los servicios nacionales básicos en todo el territorio por la Constitución y los poderes de la Federación, las diferencias político-institucionales, legislativas y sociales que la autonomía de los cantones pudiese generar, en pro de conservar los lazos comunes y fomentar la prosperidad económica de sus habitantes, no dejaría de ser nunca un bien para el conjunto del país. El federalismo reforzaría también la unión nacional por ser una fórmula apropiada para resolver los grandes problemas de la patria: Cuba y Puerto Rico se convertirían en Estados de la Federación, acabándose así las guerras coloniales; los fueros vascos serían conservados prácticamente en su integridad, por lo que las guerras carlistas serían cosa del pasado, o, en otra línea argumental, la Federación Ibérica sería posible por no representar España ninguna amenaza para la forma de vida de los portugueses (algo que era imposible de alcanzar pacíficamente con la «absorción» que, según los republicanos, proponían los monárquicos).

Los federales pactistas no eran confederales, aunque algunos hiciesen un uso incorrecto del término «confederación» en las fases iniciales del Sexenio, pues nunca reconocieron una soberanía absoluta a las provincias, cantones o Estados que debían constituir, sin derecho a la secesión, el pacto federal. El pacto era, en realidad, un pacto constitucional, democrático y nacional: el compromiso manifiesto de los representantes de las provincias de sujetarse a las reglas políticas que ellos mismos estableciesen en la Constitución federal de la República española. Ni Pi y Margall ni Almirall ni otros federalistas menos conocidos, defendieron jamás el derecho de una provincia a separarse de España, pues consideraban que todas ellas constituían una misma nación. Una nación que era tan «espontánea», «natural» e «inevitable» como lo eran sus propios municipios y antiguas provincias, lo que era una garantía para la unidad de la patria, según decían los diputados federales en su manifiesto de mayo de 1870. Los Estados regionales tendrían, en opinión de Almirall, una «soberanía limitada» para impedir que «se desunieran y se unieran en la anarquía a nuestra patria». En realidad, los republicanos nunca pensaron que tal cosa pudiese suceder, más cuando llevaron a cabo, dentro de su partido, pactos federales entre las provincias que culminaron en un pacto nacional, en junio de 1869. Y los que pensaron en esa posibilidad, como Isidoro Domenech, defendieron siempre el derecho de la Federación española a obligar a las provincias separatistas a entrar en el pacto constitucional. Para todos ellos, una vez estuviese vigente la Constitución federal, la unidad nacional quedaba reforzada y garantizada porque ningún Estado miembro tendría derecho a salirse unilateralmente de la federación ya que el pacto únicamente podía deshacerse por mutuo acuerdo de todas las partes que habían intervenido en su constitución (el proyecto constitucional de Díaz Quintero, Cala y Benot, de 1873, es taxativo al respecto).

La insistencia de Pi y Margall en que lo lógico, desde un punto de vista filosófico-político y jurídico, era constituir la federación «de abajo arriba» (federándose primero los municipios en cantones y luego éstos en el Estado federal), dio lugar a muchas confusiones e interpretaciones interesadas. En realidad, los republicanos contemplaban dos maneras de llegar a la federación. La primera, que era a la que se refería Pi y Margall, se realizaría mediante un movimiento revolucionario, que partiendo de la «proclamación» de la Federación española por las juntas revolucionarias, culminaría en la formación de una Junta central de gobierno, integrada por los delegados de las juntas provinciales o regionales. Esta Junta central sería la encargada de convocar elecciones democráticas a Cortes Constituyentes y éstas, finalmente, terminarían de sellar el pacto federal con una Constitución en la que, obviamente, se delimitaría la geografía de los cantones, su siempre amplía autonomía política en la esfera regional y su participación en los poderes de la federación (en este caso, cualquier resistencia de una provincia rebelde debía ser vencida por la Junta central o por el gobierno nacional que la sustituyese). Esta primera posibilidad, que infravaloraba en extremo las fuerzas monárquicas del país, fue ensayada sin éxito en la insurrección republicanafederal de 1869 y de ella se hizo eco, por ejemplo, el Proyecto constitucional de Salmerón-Chao (concretamente, su primera base transitoria, que fue eliminada al proclamarse la República por carecer ya de sentido). La segunda manera de llegar a la Federación, requería que el partido Republicano ganase previamente unas elecciones a Cortes Constituyentes y, a partir de ahí, que éstas proclamasen la República e hicieran la Constitución federal. Esta vía «de arriba abajo» (pues faltaba todo el mecanismo pactista implícito en el proceso de formación de la Junta central) fue casi impensable, por su falta de realismo (todavía mayor que el de la anterior), para Pi y Margall y otros líderes del partido antes del advenimiento de la República, aunque había sido contemplada, prácticamente como supuesto teórico, por aquellos republicanos y, muy especialmente, por Almirall, que dieron a conocer sus proyectos constitucionales con ocasión de la convocatoria de las Constituyentes de 1869, por lo que ambas vías fueron recogidas por publicistas como el mencionado Domenech. En este segundo caso, los diputados que habían sido elegidos democráticamente en las provincias, justamente por ser republicanos federales con opinión sobre la futura federación, llevarían a cabo el pacto nacional, del que ninguna provincia podría salirse aunque sólo fuera en virtud del principio de la soberanía nacional.

Proclamada la República el 11 de febrero de 1873, los republicanos pusieron sus esperanzas federalistas en las Cortes Constituyentes que se reunieron a primeros de junio de ese mismo año. Estas Cortes declararon, nada más abrir sus sesiones, que la forma de Estado de la República Española era la federal. Las divisiones entre los propios diputados federales llevaron a la paralización del proyecto constitucional y esto empujó a un sector de los republicanos a proclamar la Federación española por la vía insurreccional en Cartagena y otros lugares donde se constituyeron juntas revolucionarias que adoptaron el nombre de cantones. Para los cantonalistas, el gobierno de Madrid, al que negaban obediencia (al igual que a las Cortes), era «centralista» y antipatriótico por oponerse a la Federación. Para Castelar, presidente del último gobierno de la República federal, que terminó por suspender las Constituyentes, y para los grupos republicanos y ex monárquicos que le apoyaban, los insurrectos eran unos «separatistas» que, llevados de la «demagogia» de la izquierda intransigente, se habían alzado en armas contra los poderes de la Nación para destruir la Patria (amenazada ya por el ejército carlista), colocando así en grave peligro a la República, a la que él ponía en esos momentos por delante de las libertades individuales y la democracia, por lo que, con su conducta antipatriótica, habían conseguido «quemar» todo proyecto de federación en España. Esta lucha fratricida, entre españoles republicanos, fue un trágico final para el federalismo hispano, que quedó fuertemente desacreditado, y para todas esas esperanzas de regeneración política y de progreso social que se habían puesto en La Federal.

A pesar de todo el caos que hubo y que se quiera ver en el Sexenio Democrático, lo cierto es que fue el período de mayor libertad y el ensayo de modernización política más serio de todo el siglo xix.


.1 EL 29 DE SEPTIEMBRE: LIBERTAD, SOBERANÍA NACIONAL Y LEGITIMACIÓN POPULAR

«Pronunciamiento de Madrid el 29 de septiembre de 1868», en Carlos Rubio (1869), Historia filosófica de la Revolución Española de 1868 
 ENRIQUE RODRÍGUEZ SOLÍS: ISABEL II (1869) Isabel de Borbón fue alzada al trono en hombros del partido liberal, por una escala de cadáveres, sobre un montón de ruinas y un inmenso lago de sangre: ¿sabéis el pago que dio al gran partido liberal a quien todo se lo debía? […]

Contesten por nosotros Alicante, Cartagena, La Coruña, El Arahal, Granada, Barcelona, Tarragona, Loja, Alcoy, Béjar, Santander, Alcolea, y España entera: hablen por nosotros las heroicas víctimas de León, Zurbano, Boné, Solís, Borso, Sixto Cámara, el Noy; las víctimas del 10 de abril; los sargentos de Artillería, Espinosa, Ventura, Copeyro del Villar, y tantos otros, en tan gran número y tan nobles y dignos todos, que la pluma se resiste a estamparlos, porque cada nombre arranca lágrimas de sangre a nuestros enrojecidos ojos.

Los minutos, no ya los días, de Isabel de Borbón, se cuentan por el de sus víctimas: sus iniquidades son casi tantas como sus amantes, y sus horas de reinado han pasado entre las descargas de fusilería que anunciaban una nueva víctima, y entre el coloquio de amor que predecía un nuevo amante.

Madre de varios hijos de diferentes padres, fue un aborto de la naturaleza: toda mujer al llegar a ser madre siente, padece, ama, tiene un corazón, en fin; Isabel de Borbón, maldita de Dios como de los hombres, no tuvo corazón; el cielo en su infinita misericordia no permitió que esta hiena de la raza borbónica, que pasaba su vida entregada a la lascivia más inmunda, tuviese corazón, y al decir corazón, queremos significar bueno: Isabel de Borbón nacida entre crímenes vivió con ellos y cayó por ellos: ¡maldición eterna sobre esta esposa perjura, sobre esta reina infame indigna de haber nacido en la noble tierra de España!

El cielo harto de sus crímenes, decretó su caída, y el día 28 de setiembre de 1868, en la batalla de Alcolea, al humo de la pólvora de Alcoy, Santander y Béjar, cayó de su inmundo trono, envuelta en los jirones de su manto de crímenes, seguida de su digno esposo don Francisco de Asís, y del no menos digno Marfori, su último amante.

Ella fue la causa de las sangrientas jornadas de setiembre: ella pudo evitarlas y no lo hizo, ¿y sabéis por qué? ¡Ah! pues fue porque el destino no se huye, porque el sino se cumple, y para su eterno castigo permitió el cielo aquellas horribles matanzas, de las cuales salió triunfante la justa causa del pueblo, la Soberanía de la nación: fue para que su caída fuese mas terrible, y que aquellas heroicas víctimas lanzasen en su último suspiro una horrible maldición sobre su impura cabeza, una nube de sangre sobre su negra conciencia.
 ¡Terrible expiación! ¡Justo castigo! Tú no lo comprendes aún, Isabel de Borbón, pero tu castigo es tremendo: por donde quiera que vayas no verás sino arroyos de sangre: tu sueño será horroroso, en numerosa procesión pasarán ante ti tus desdichadas víctimas envueltas en los sangrientos sudarios, señalándote como a su asesino, como a su verdugo.

Enrique Rodríguez Solís, Reseña histórica de las monarquías españolas, Barcelona, Est. Tip.-Ed. de Manero, 1869, 99 págs., págs. 91-94.
 HOJA REVOLUCIONARIA DE LA IBERIA (29 DE SEPTIEMBRE DE 1868) LA IBERIA
 DIARIO LIBERAL
 Fundador, Calvo Asensio.— Director, Práxedes M. Sagasta.

La Revolución ha triunfado. Su pendón glorioso enarbolado en Cádiz por el bizarro brigadier Topete y el leal Prim, ondea ya en casi todas nuestras capitales y triunfa en todos nuestros campos.

Novaliches ha sido derrotado por el bizarro duque de la Torre. Ya no hay más que un solo Ejército. El Ejército liberal. ¡Vivan, pues, la Armada y el Ejército! ¡Viva el noble Pueblo español! En estos momentos, la Redacción de LA IBERIA saluda entusiasmada a los liberales todos que forman una sola familia.

Calma, orden, prudencia.
 Patriotas enérgicos, probados y de todos conocidos, van a ponerse al frente de los destinos de Madrid. Su grito es el grito de Cádiz, el grito de los demócratas, de los progresistas, de los de la Unión liberal, de los liberales todos.
 ¡Abajo la dinastía!
 Sufragio universal.
 Cortes Constituyentes.
 Esperad, pues, tranquilos en vuestros hogares. Vuestros votos van a ser realizados y los realizaréis vosotros mismos.
 El orden es la primera garantía de la libertad.

La Iberia, Madrid, núm. 3674, 30 de septiembre de 1868, pág. 3. 
 PASCUAL MADOZ: MANIFIESTO DEL GOBIERNO DE LA PROVINCIA DE MADRID (1868) MADRILEÑOS: Ha triunfado la causa de la libertad y del decoro. La Junta provisional de Gobierno, ya constituida, os dirigirá pronto su voz. Ciudadanos: no hay libertad sin orden.
 Con orden obtendréis justicia. Fraternidad con el ejército, hijo del pueblo. No os encarezco el respeto a la propiedad, porque no lo necesitáis: los liberales

no roban.
 ¡Viva la Soberanía nacional! ¡Viva la Marina salvadora! ¡Viva el ejército liber
 tador! ¡Abajo los Borbones!
 Madrid 29 de setiembre de 1868.

El Gobernador por la Junta provisional, Pascual Madoz.

Boletín Oficial de la Provincia de Madrid, 30 de setiembre de 1868, pág. 2. 
 PROCLAMA DE LA JUNTA PROVISIONAL DE GOBIERNO DE MADRID (1868) MADRILEÑOS: Constituida en nombre del pueblo la Junta provisional de Gobierno, su primer deber es dirigiros la palabra.
 La dinastía de los Borbones ha concluido.
 El fanatismo y la licencia fueron el sino de su vida privada. La ingratitud y la crueldad han sido el premio otorgado a los que en 1808 defendieron la Nación y el trono, y a los que en 1833 salvaron a la hija de Fernando VII. Sufra la ley de la expiación, y el Pueblo, que tan generoso fue con el padre y con su hija, recobra hoy su Soberanía, que no puede ser patrimonio de ninguna familia ni persona, como proclamaron las inmortales Cortes de 1812.
 El Ejército y la Marina, con abnegación sublime, han pensado antes en la Patria que en ninguna familia. Desde Cádiz a Santoña ha resonado el grito de Libertad, y unas Cortes Constituyentes elegidas por el Sufragio universal decidirán sobre los destinos de la Patria. Hoy reunidos ante la gravedad solemne de las circunstancias un considerable número de ciudadanos ha constituido una Junta provisional, en tanto que mañana, el pueblo todo de Madrid reunido por barrios y por distritos, formula su voluntad soberana.
 No empañemos la alegría del triunfo con ningún desorden que llenaría de júbilo a los enemigos de la Libertad: que todos los vecinos se organicen por distritos y vigilen por que nada manche nuestra gloriosa Revolución.
 ¡Viva la Soberanía Nacional!
 ¡Viva la Marina!
 ¡Viva el Ejército!
 ¡Vivan los Generales que le han conducido a la victoria!
 ¡Abajo los Borbones!
 ¡Viva el Pueblo Soberano!
 Madrid, 29 de setiembre de 1868.
 Gobernador civil de Madrid, Pascual Madoz.— Individuos de la Junta provisional de Gobierno, Nicolás María Rivero.— Juan Lorenzana.— Estanislao Figueras.— Laureano Figuerola.— Bernardo García.— Marqués de la Vega de Armijo.— Vicente Rodríguez.— José Cristóbal Sorní.— Juan Moreno Benítez.— Francisco Romero Robledo.— José Olózaga.— Ignacio Rojo Arias.— Eduardo Chao.— Manuel Ortiz de Pinedo.— Nicolás Calvo Guaiti.— José Abascal.— Adolfo Juaristi.— Francisco García López.— Camilo Labrador.— Miguel Morayta.— Ricardo Muñiz.— Tomás Carretero.— Antonio Ramos Calderón.— Amable Escalante.— Carlos Navarro y Rodrigo.— Francisco Javier Carratalá.

La Iberia, Madrid, núm. 3674, 30 de setiembre de 1868, pág. 1. 
 MANIFIESTO DE LA DIPUTACIÓN PROVINCIAL DE BARCELONA (1868) Habitantes de la Provincia: Constituida en nombre del pueblo catalán y por acuerdo de la digna Junta revolucionaria de esta capital la Diputación de esta provincia, su primer deber es el de dirigirles la palabra.

En estos momentos de prueba y patriotismo hemos aceptado con orgullo el puesto que nos ha señalado la Junta revolucionaria, prontos a contribuir en cuanto de nosotros dependa, al sostén de la causa gloriosamente proclamada por la revolución triunfante.

La dinastía de los Borbones ha desaparecido como arista que lleva el viento. Sólo en la historia, y esto aun para condenarla, se volverá a hablar de ella. Ha desaparecido por la soberana voluntad del pueblo esa dinastía que de tantos males ha sido causa y que comenzó en el suelo catalán por erigir el odioso monumento de la Ciudadela.

Deben estar ya satisfechos los manes, hasta hoy no vengados, de aquellos gloriosos abuelos nuestros, de aquellos heroicos catalanes que a principios de siglo sostuvieron con varonil entereza una porfiada lucha de doce años para impedir que los Borbones se sentaran en el trono de España.
 Los catalanes del setiembre de 1868, han vengado las víctimas del setiembre de 1714. Habitantes de la Provincia de Barcelona; hemos conquistado la libertad: si queremos ahora conservada seamos dignos de ella.
 La Diputación os dirige la voz amiga y su palabra fraternal para deciros que, hoy más que nunca, se necesita la más estrecha unión entre los liberales todos. Que un íntimo abrazo nos una y enlace a todos los que, como bien supremo, queremos el de la patria. Si la perseverancia, la abnegación y el valor son los que consiguen el triunfo; la unión, la sensatez, y el verdadero patriotismo son los que le aquilatan y consolidan.
 En los pocos días que podamos ocupar las sillas consulares donde se sentaron patricios tan ilustres y eminentes como Pablo Claris y Tamarit, sabremos hacer toda clase de sacrificios para velar por vuestros intereses, para sostener vuestros derechos, para recordaros vuestros deberes, para reclamar toda suerte de economías, para abogar sin descanso en pro de las libertades, de la enseñanza y de la descentralización que necesitan los pueblos si, a la sombra de fecunda paz, quieren ver brotar en abundosa fuente los manantiales de su pública riqueza.
 Durante nuestra misión interina, la Junta revolucionaria nos hallará a su lado para prestarle todo el apoyo que de nosotros pueda necesitar; la revolución dispuestos a secundarla; la causa de la libertad, que es la del orden, prontos a sacrificarnos por ella.
 La libertad y la soberanía de la Nación son los puertos de náufragas naciones.
 El lema de esta Diputación es, pues, el mismo que tan gloriosamente, en uso de su legítimo derecho, acaba de proclamar el pueblo catalán:
 Soberanía Nacional. Abajo los Borbones. Descentralización administrativa. Sufragio Universal. Juntas Supremas. Cortes Constituyentes.
 Palacio de la Diputación 3 de Octubre de 1868.
 El Presidente, Víctor Balaguer.
 Aniceto Mirambell, José de Jesús Puig, Casimiro Girona, Narciso Gay, Camilo Puig Oriol, Pablo Alsina, Baldomero Lostau, Jaime Codina, Pablo Pallós, Claudio Ciriquian, Ildefonso Par, Francisco Jaurés, Eduardo Maluquer, Juan Casas, Alberto Faura, José Tomás y Salvany, Joaquín Cabirol, Antonio Ferratjes y Mesa, José Domenech y Coll.
 El Diputado Secretario, Antonio Giberga.

Diputación Provincial de Barcelona , Barcelona, Imp. de Ramírez y Cía., 1868, 1 h. (Hemeroteca Municipal de Madrid).
 ALOCUCIÓN DE LA JUNTA REVOLUCIONARIA DE BARCELONA CON MOTIVO DEL DERRIBO DE LA CIUDADELA (1868) CATALANES: Un día, al pisar el primer Borbón la tierra libre catalana, a la par que por la mano del verdugo destrozaba nuestros santos fueros, sobre las ruinas de la abatida Barcelona, levantaba este odioso baluarte símbolo de oprobio y de ignominia.

Hoy, expulsada para siempre la dinastía Borbónica y triunfantes las libertades patrias, debía desaparecer con el último Borbón el monumento de la tiranía de su raza.
 Innato en todo catalán el sentimiento de su gloriosa historia y el entusiasmo por sus derechos, no podía consentir Barcelona continuara en pie este ominoso fuerte, sangrienta memoria de Felipe V y del Conde de España.
 Para sellar la gloriosa revolución iniciada en Cádiz por la marina nacional, secundada por el ejército y acogida y proclamada con entusiasmo por la nación entera, la Junta, intérprete fiel del sentimiento popular, ha creído de su deber derribar esta fortaleza enemiga eterna de nuestras libertades.
 Catalanes, habéis conquistado vuestro derecho de hombres libres; habéis abatido una dinastía secular; habéis admirado a la Europa, que atónita os contempla y os aplaude; pero la obra regeneradora no está aún terminada.
 Es preciso que no olvidéis nunca que la revolución tendrá siempre acérrimos enemigos y que sólo una adhesión entera a los principios revolucionarios y un esfuerzo constante empleado en su defensa, harán eterno el triunfo de nuestra libertad.
 ¡Viva la libertad! ¡viva el sufragio universal! ¡viva el pueblo! ¡viva la marina! ¡viva el ejército! ¡abajo los Borbones! ¡abajo la Ciudadela!
 Barcelona 15 Octubre 1868.— El Vicepresidente, Tomás Fábregas.— Vocales, Gaspar Núñez de Arce.— Agustín Aymar.— José Elías y Carbonell.— Miguel Utrillo.— Joaquín Bartra.— Santiago Soler.— Valentín Laban.— Pedro Pous.— Vocales secretarios, José María Torres.— Rómulo Mascaró.— Vicesecretarios, Francisco de Paula Roqué.— Jaime Garriga.

Boletín Oficial Revolucionario de la Provincia de Barcelona, núm. 20, 17 de octubre de 1868, pág. 1. A NUNCIO DE LA JUNTA PROVISIONAL REVOLUCIONARIA DE MADRID DE LA «FUNCIÓN CÍVICA PARA SOLEMNIZAR EL TRIUNFO DE LA GLORIOSA REVOLUCIÓN ESPAÑOLA Y LA FRATERNIDAD DEL EJÉRCITO Y EL PUEBLO» (1868)

MADRILEÑOS: Ayudada por vuestra inteligente cooperación, inspirada en vuestros patrióticos sentimientos, la Junta Revolucionaria de gobierno ha procurado llenar su difícil encargo conservando el orden y la tranquilidad que imperan en Madrid desde que secundasteis con indecible entusiasmo el grito de libertad y regeneración alzado en Cádiz por el Ejército y la Marina. Hoy que la revolución consumada sobre la caída del trono de los Borbones domina en toda España, es llegado el instante de solemnizar tan fausto suceso con una fiesta cívica, cuyo principal ornamento sea el popular regocijo. En el vestíbulo del Palacio de las Cortes, emblema de la Soberanía de la Nación, nos hallareis hoy juntos para saludar el desfile del Ejército y del pueblo, fraternalmente unidos. Las revoluciones dinásticas son siempre revoluciones nacionales, y el Ejército y el Pueblo, los españoles todos, anhelan demostrar a la faz de Europa, del mundo, que están interesados en consolidar el triunfo de los derechos individuales a tanto precio reivindicados, las libertades públicas definitivamente conquistadas. Obra de todos los partidos liberales, obra del pueblo, la revolución española debe ostentarse siempre orgullosa del compromiso de honor que ha contraído, y armada de su soberanía.

¡Viva el sufragio universal! ¡Viva el pueblo soberano! ¡Viva el Ejército! ¡Viva la Marina!
 Pascual Madoz.— Nicolás María Rivero.— Amable Escalante.— Juan Lorenzana.— Facundo de los Ríos y Portilla.— Estanislao Figueras.— Laureano Figuerola.— José María Carrascón.— Marqués de la Vega de Armijo.— Mariano Azara.— Vicente Rodríguez.— Félix de Pereda.— José Cristóbal Sorní.— Manuel García y García.— Juan Moreno Benítez.— Mariano Vallejo.— Francisco Romero Robledo.— Antonio Valles.— José Olózaga.— Francisco Jiménez de Guinea.— Ignacio Rojo Arias.— Ventura Paredes.— Eduardo Chao.— Ruperto Fernández de las Cuevas.— Manuel Pallares.— Manuel Ortiz de Pinedo.— José Ramos.— Nicolás Calvo Guaiti.— José Abascal.— Manuel Merelo.— Adolfo Juaristi.— Francisco García López.— Bernardo García.— Camilo Labrador.— Miguel Morayta.— Ricardo Muñiz.— Tomás Carretero.— Antonio Ramos Calderón.— Carlos Navarro y Rodrigo.— Francisco Javier Carratalá.— Antonio María de Orense.

Gaceta de Madrid, 3 de octubre de 1868, pág. 1. 
 JOSÉ LUIS ALBAREDA: REVISTA POLÍTICA (1868) Al escribir estos renglones llegan a nuestros oídos las músicas militares; el pueblo armado fraternizando con el ejército, después de formar en gran parada, desfila por delante de la Junta Superior de Gobierno, situada en la escalinata del Palacio del Congreso. Las juntas de los distritos van a la cabeza de sus respectivas fuerzas y saludan con generoso entusiasmo a la Junta Superior de Gobierno. Varios individuos de ésta contestan a tan patrióticas manifestaciones con enérgicos y entusiastas discursos que hacen prorrumpir en calorosos vivas, así a la Milicia armada como al Ejército, en medio de una multitud apiñada que celebra con el mayor júbilo tan patriótico acontecimiento.

Si se hubiese inventado un termómetro capaz de medir la intensidad de las manifestaciones del pueblo, se hubiese encontrado la igualdad de entusiasmo que levantaban en su espíritu cuantos habían contribuido al triunfo de la libertad. Los vivas al Duque de la Torre, al General Prim, al Brigadier Topete, a la Soberanía Nacional, al Pueblo de Madrid, al Ejército libre y a la Marina, eran acogidos con el mismo caloroso entusiasmo: el instinto del pueblo destruía en aquel momento soñadas rivalidades que inventan, y sólo tienen interés en fomentar, los enemigos de la causa nacional y de las libertades públicas. Terminada la parada, un nuevo acontecimiento embarga la atención de todos: el Duque de la Torre, el vencedor de Alcolea […] hacía su triunfal entrada por las calles de la Corte. El deseo de verle era general […] Cuanto digamos para describir la alegría, el contento, el entusiasmo que rebosaba en los corazones en aquel momento, sería pálido ante la realidad de la escena que pasaba ante nosotros.

La Nación Española había roto el vergonzoso yugo que antes la esclavizara, y las clases todas de la sociedad, a quienes un sentimiento de vergonzoso servilismo no ha pervertido, celebraban el renacimiento de la grandeza española. El Pueblo, el Ejército, los hombres públicos de los antiguos partidos liberales, confundidos en una sola aspiración, en un solo pensamiento, defensores de una sola causa, la de la dignidad humana, se abrazaban atónitos ante la grandeza del espectáculo que estaban presenciando. La historia de ningún pueblo presenta ejemplo más digno de admiración: la gloriosa revolución de Inglaterra en 1688, ese alzamiento que hasta hoy se ha presentado como modelo de lo que puede hacer un pueblo culto que rompe las cadenas de la tiranía, tuvo su Noche Irlandesa. Londres vivió algunas horas sobrecogido de pavor; hubo venganzas, muertes e incendios, que no porque durasen poco tiempo fueron menos terribles. Madrid y España entera han pasado de la tiranía más vergonzosa a la libertad más completa en medio de la tranquilidad y del público regocijo, sin que se haya pronunciado una frase de venganza. Se han respetado por el pueblo en armas y dueño completo de sus determinaciones, las cosas y personas; hemos vivido cinco días en medio de las turbas, y sólo hemos visto a nuestro alrededor emulación en la virtud y en el cumplimiento de los más sagrados deberes. Tenemos gran fe en el porvenir; pero si, lo que el Cielo no permita, horas tristes turban la majestuosa marcha de nuestra regeneración política y social, nadie podrá borrar de la historia las inmarcesibles páginas de diez días de gloria.

Las naciones de Europa que nos miraban con desdén vuelven a nosotros la vista con admiración, y sólo nos falta enseñar a los que aún dudan de las altas y nobles condiciones del pueblo español, que si hemos sido fuertes para llevar a cabo tan glorioso alzamiento, tenemos el juicio, la madurez política y las costumbres públicas necesarias para consolidar un orden social en el que se realicen el desenvolvimiento de todos los intereses legítimos, y que sea la manifestación más completa del espíritu civilizador del siglo en que vivimos.

¡Cuánto tiempo hace que no presenciaba la Nación Española un espectáculo semejante al que ha tenido lugar el día 3 de Octubre de 1868. Ayer casi se avergonzaban de nuestra amistad los pueblos libres de Europa; hoy seguían al General Serrano en su triunfal entrada, precedidos de la bandera nacional, los súbditos italianos residentes en Madrid, y los gritos de ¡Viva Italia! ¡Viva España libre! repetidos en medio del general entusiasmo, atestiguaban la simpatía que no puede menos de existir entre dos pueblos que conquistan la libertad y ganan el puesto que les corresponde entre las naciones cultas. […]

Consumada la gloriosa Revolución, que tan en alto ha colocado el honor de España, todo el mundo se preocupa de la forma que ha de tener el nuevo Gobierno. No ha triunfado un partido, no se ha levantado una parcialidad política más o menos importante. El pueblo, impulsado por su propia conciencia, ha creído llegada la hora de emanciparse del insoportable yugo físico y moral en que gemía, planteando el Gobierno de la nación por la nación misma. […]
 En medio de la alegría que disfruta la Nación, ha aparecido una protesta de la ex reina Isabel, firmada en Pau. Estamos seguros que en todos los buenos españoles, prescindiendo de partidos y afecciones políticas, habrá producido desagradable impresión este documento, redactado por un corazón seco y frío, ajeno a todo sentimiento de patriotismo, que se atreve a lanzar en su despecho la más apasionada e injusta calumnia sobre el pueblo español, afirmando que el glorioso alzamiento que merece el aplauso del mundo ilustrado, acaba de sumir a España en los horrores de la anarquía… No podemos escribir hoy un juicio detenido sobre este triste célebre documento, que parece escrito a impulso de las pasiones que se desbordaron en 1824; y cuya lectura recuerda el celo religioso y monárquico del bando apostólico de harto célebre memoria.

Mañana se espera al bravo Conde de Reus, al vencedor de los CastilIejos, al defensor de la Independencia española en Méjico […]
 Octubre 6, 1868.
 José Luis Albareda, «Revista política interior», Revista de España, Madrid, 1868, t. V, núm. 8, págs. 302-313. 
 JUAN PRIM: ALOCUCIÓN A LOS ZARAGOZANOS DESDE EL PALACIO DE LA DIPUTACIÓN (1868) Valientes zaragozanos.
 ¿Qué palabras, qué frases traducirán el entusiasmo ardiente que llena mi corazón, que embarga mi voz con el recibimiento que me hacéis? ¿Qué recompensa más grande que el sentimiento que me manifestáis, y que satisface con creces a todos los sufrimientos que ha sentido mi alma mientras no os he visto, y los sufrimientos y amarguras por que habéis pasado vosotros?
 El Pueblo grande y digno, el gran Pueblo de España ha reconquistado su independencia y la santidad de sus derechos. El que sufría hace poco el despotismo y la tiranía, realizó esta grande obra, bastando sólo diez días para derrocar un trono secular y asombrar al mundo con su generosidad y moderación.
 ¿Y sabéis quién empezó esta obra? ¿Sabéis a quién debemos la reconquista de nuestras libertades perdidas? A la Marina española; a ese ilustre cuerpo que, ajeno a nuestras discordias políticas, y viendo la Patria próxima a precipitarse en el abismo, alzó su potente brazo, que fue la señal para que todos los buenos españoles corrieran a la lucha, empuñaran las armas y concluyeran con nuestros eternos enemigos.
 Aquí tenéis uno de sus dignos representantes: el bravo coronel Malcampo; el jefe de la fragata Zaragoza, uno de los que más han contribuido a la actitud de sus compañeros y al triunfo, por consiguiente, de nuestra causa. ¡Gloria y prez a la Marina española! ¡Gloria y víctores al Ejército que fraterniza con el Pueblo, y del cual yo espero que no volverá a separarse jamás, unidos ambos en el sentimiento de la Libertad!
 Esta Libertad tan deseada, ya la hemos alcanzado; ya poseemos la anhelada joya. Ahora, nuestros esfuerzos deben dirigirse a conservarla, y ¿sabéis cómo conseguiremos esto? Uniéndonos, teniendo fe, contribuyendo todos a separar la cizaña de entre los buenos liberales, de entre los que heroicamente han sufrido, y consiguiendo, a fuerza de abnegación y de virtudes, sobreponerse a la miseria y a las pequeñeces de esos Gobiernos tiránicos, destructores de nuestra Patria.
 La confianza de la Nación ha designado al general Serrano para gobernarla; el general Serrano me ha distinguido compartiéndola conmigo. Ambos vamos a dedicarnos a esta tarea, y las Constituyentes juzgarán más tarde de nuestra obra provisional; porque provisional es todo, hasta que suene la última palabra pronunciada por la majestuosa voz de los representantes, producto del Sufragio Universal.
 Cesaron, pues, las diferencias; deben acabarse los partidos de nuestra Patria; ya no deben quedar nombres; sólo uno, el gran partido liberal, el que ya ha conducido a España a su mayor grandeza, a la Libertad, para siempre, para siempre.
 La desunión causa la muerte. Aunque haya un partido que huye la luz del sol, como el infame, no temáis sus asechanzas. Hoy está oculto; y aunque no pudiese lograr otra cosa, serviríale vuestro duelo de indigna satisfacción.
 Uníos, pues, todos, repito. Confiad en el Gobierno provisional de que voy a formar parte. No tengáis impaciencia. En tanto las Cortes Constituyentes acuerdan la forma de regirnos, la grande obra de nuestra salvación está realizándose; y se llevará indudablemente a cabo, si la grandeza en el triunfo corre parejas con la tranquilidad y la confianza en los poderes que los han de representar. Hasta entonces, valientes zaragozanos:
 ¡Viva la Libertad!
 ¡Viva la Soberanía Nacional!
 ¡Viva la Marina Española!
 ¡Viva el Ejército hermanado con el Pueblo!
 ¡Abajo, para siempre, la dinastía de los Borbones!
 «Alocución a los zaragozanos», La Iberia, Madrid, núm. 3683, 9 de octubre de 1868, pág. 1. 
 MANIFIESTO DE LA JUNTA DE GOBIERNO DE GUIPÚZCOA (1868) GUIPUZCUANOS: Desde que esta Junta os dirigió su voz, los acontecimientos han marchado con pasmosa rapidez. Al grito salvador de Cádiz, ha respondido como un solo hombre la Nación de Padilla, y reanudando sus tradiciones liberales, interrumpidas por tres siglos de extranjera tiranía, vuelve a dar al mundo uno de esos ejemplos que tanto abundan en su gloriosa historia. El espectáculo es sublime. Derrocar una dinastía secular, consumar una revolución inmensa, cambiar en pocos días el modo de ser de un pueblo entero, y todo esto, sin lágrimas ni sangre, con la calma que da la fuerza, con la dignidad que inspira el derecho, es uno de esos sucesos que sólo pueden realizarse en una Nación tan hidalga y magnánima como la española. La Europa lo ha comprendido así, y nos contempla, no lo dudéis, con admiración y respeto. Y ¿cuál es el sentimiento, cuál es la idea que ha obrado este milagro? Es el sentimiento liberal, es la idea de la libertad. Esa idea mágica es la que anima a todos los pueblos; la que ha acercado y unido, con fraternal abrazo, a todos los partidos, a todas las clases de la sociedad. La libertad en todas sus manifestaciones, la libertad civil, política y religiosa, esa es la gran aspiración nacional, porque esa es la ley del progreso, y sólo a su amparo pueden ser grandes y prósperas las naciones.

Esta Junta, ya lo sabéis, participa de esos mismos sentimientos y aspiraciones. Ni es posible otra cosa, porque la libertad, en el suelo vascongado, no es una planta nueva y exótica, sino un árbol frondoso y antiquísimo, profundamente arraigado. Hablar de libertad a los Guipuzcoanos es hablarles un lenguaje que comprenden, porque es el suyo.

Y por lo mismo que lo comprenden, saben muy bien que la libertad no es lo que pretenden sus obcecados adversarios. La libertad no es el desorden, porque la libertad es la justicia, y la justicia es la verdadera madre del orden: tampoco la libertad es la irreligión, porque la libertad es la ley moral del hombre, es la vida del alma, y no hay libertad donde no hay moralidad, donde no se reconocen y practican los eternos principios del bien.

Por eso vosotros que desde tiempo inmemorial practicáis la libertad, no la confundiréis nunca con lo que no sea ella misma. La libertad, es el orden político, es la consagración de los derechos del individuo, del municipio y de la provincia, la limitación del Estado a sus legítimas funciones, amparando todos los derechos sin violar ninguno, y esa es, Guipuzcoanos, nuestra gloriosa tradición, ese es nuestro fuero: la libertad, en el orden social, es la seguridad de todos los intereses legítimos, el respeto a todas las opiniones, la tolerancia, y esa es nuestra constante práctica; la libertad, en el orden moral, es la fraternidad y la armonía; en el orden material, es la prosperidad y la riqueza, y basta echar una mirada sobre Guipúzcoa para convencerse de que esa es y ha sido siempre la ley de nuestra historia, la que ha impreso en nuestros campos y ciudades el carácter especial que las distingue.

Pues esos bienes, que iréis aumentando cada día, como lo habéis hecho hasta ahora, con el nuevo caudal que acarrea la corriente de los siglos; esos bienes que, en los últimos tiempos, eran un privilegio de este apartado rincón de España, van a ser ahora el patrimonio común de todos los españoles, y todos, a su sombra, caminaremos fuertes y unidos por la senda del progreso. Si antes uníamos nuestros brazos y nuestras armas para conquistar lejanas tierras, ahora uniremos nuestras inteligencias y nuestros corazones para las conquistas más pacíficas, pero también más benéficas y fecundas de la moderna civilización. Por eso ve esta Junta con júbilo y entusiasmo los signos precursores de la regeneración de España; por eso os indica la senda que debemos seguir todos, y sabe muy bien que, dirigiéndose a Guipuzcoanos, señalarles el bien es lo mismo que alcanzarlo. Esta Junta se complace en tributaros el homenaje a que sois acreedores por vuestro patriotismo, moderación y cordura, y no encarecerá mucho estas dotes, porque en vosotros son ya antiguas y proverbiales.

Seguid como hasta aquí, y mereceréis el bien de la patria.
 San Sebastián 5 de Octubre de 1868.— El Presidente, Ramón Fernández Garayalde.— Manuel Maximino Aguirre.— Carlos Calisalvo.— Gregorio Manterola.— Joaquín Gregorio Echagüe.— José María Aristizabal.— Fermín Machimbarrena, Secretario.

Junta de Gobierno de Guipúzcoa , San Sebastián, Imp. de Ignacio R. Baroja, [1868], 1 h. (Hemeroteca Municipal de Madrid).
 MANIFIESTO DE LA JUNTA REVOLUCIONARIA DE SEVILLA (1868) ESPAÑOLES: La Junta revolucionaria de Sevilla faltaría al primero de sus deberes, si no comenzara por dirigir su voz a los habitantes todos de esta provincia y a la nación entera, manifestándoles los principios que se propone sustentar y defender como base de la regeneración de este desgraciado País, cuyo entusiasmo no han podido entibiar tantos siglos de tiranía, y cuya virilidad no han podido debilitar tantos años de degradación.

Primero . La consagración del sufragio universal y libre, como base y fundamento de la legitimidad de todos los poderes, y única verdadera expresión de la voluntad nacional.

Segundo . La libertad absoluta de imprenta, sin depósito, fianza, ni editores responsables, y sólo con sujeción a las penas que marca el Código para los delitos de injuria y calumnia.

Tercero . La consagración práctica e inmediata de todas las demás libertades, la de enseñanza, la de cultos, la de tráfico e industria, etc., y la reforma prudente y liberal de las leyes arancelarias, hasta que el estado del País permita establecer de lleno la libertad de comercio.

Cuarto . La abolición de la pena de muerte y el planteamiento del sistema penal penitenciario.

Quinto. La seguridad individual eficazmente garantizada, así como la absoluta inviolabilidad del domicilio y la correspondencia.

Sexto. La abolición de la Constitución bastarda que nos venía rigiendo, y de todas las leyes orgánicas que de ellas se derivan y su sustitución provisional por la que decretaron las Cortes Constituyentes de 1856, con supresión del artículo concerniente a la Religión del Estado, del título relativo a la dinastía y reglas de sucesión a la Corona, y de cuanto en la una o las otras no esté conforme con la base del sufragio universal y las demás que en este manifiesto se contienen.

Séptimo. La abolición de las quintas y de las matrículas de mar, y la organización del ejército y de la armada bajo la base de alistamiento voluntario y con las convenientes garantías, como honrosísimas profesiones.

Octavo. Igualdad en la repartición de las cargas públicas.

Noveno. Desestanco de la sal y del tabaco y abolición de los derechos de puertas y consumos.

Décimo. Unidad de fueros y abolición de todos los especiales, incluso el eclesiástico y salvo los disciplinarios.

Undécimo. Cortes Constituyentes por sufragio universal directo, para que decreten una Constitución en armonía con las necesidades de la época, generalizando su estricta observancia por medio de una comisión permanente en los interregnos parlamentarios, que promueva y asegure la responsabilidad de los Ministros y de cualesquiera autoridad que la infrinjan.
 ¡¡Viva la libertad!! ¡¡Abajo la dinastía!! ¡¡Viva la Soberanía Nacional!!
 [Sevilla, 20 de Setiembre de 1868.= Presidente: Antonio Arístegui.— Vocales: Rafael Izquierdo.— Federico Rubio.— Joaquín Peralta.— Francisco de Paula Candau (a).— Juan J. Hidalgo.— Francisco Javier Caro.— Felipe Álvarez Sotomayor.— Manuel Carrasco.— Antonio Machado.— Manuel Pastor.— Manuel de la Puente Pellón.— Tomás Arderíus (a).— Sr. Marqués de la Motilla.— Manuel Laserna.— Manuel Sánchez Silva.— Federico de Castro, vocal secretario.— Francisco Díaz Quintero, id. id.]
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 DECLARACIÓN DE PRINCIPIOS DE LA JUNTA PROVISIONAL REVOLUCIONARIA DE BARCELONA (1868) BARCELONESES: La Junta provisional aclamada por vosotros en los supremos momentos en que el pueblo español sacudía gloriosamente el ominoso yugo de los Borbones, ha dado fin a sus abrumadoras tareas, sino con el exquisito acierto de los cuerpos deliberantes que en circunstancias normales funcionan y se manifiestan con las apetecibles condiciones de ilustración y competencia, con todo el ferviente celo, con todo el ardiente patriotismo que la santa causa de la libertad de los pueblos suele inspirar a sus resueltos defensores.

No incumbe a esta Junta manifestar si ha cumplido o no atinadamente el mandato que la conferisteis. Bástale para satisfacción de su conciencia saber que ha hecho todo lo que ha podido en la esfera de su buen deseo para convertirse en fiel intérprete de las aspiraciones del país.

Salvada la apremiantísima cuestión de orden público, temible en los primeros días en que la reacción batía insensatamente sus negras alas […] para arrojar una indeleble mancha sobre la generosa revolución triunfante, esta Junta alentada con vuestra adhesión, vigorizada con el concurso de las corporaciones populares y demás autoridades, y auxiliada por la valiente y leal fuerza ciudadana, pudo consagrarse con más calma a la justa satisfacción de vuestros legítimos deseos enérgicamente formulados y por tan largo tiempo comprimidos.
 De ahí la supresión del aborrecido cuerpo de mozos de la Escuadra, de ese cuerpo de genízaros de todos los tiranos que han oprimido el país con escándalo de propios y extraños. De ahí la expulsión de la tenebrosa Compañía de Jesús, cortesana dócil de todos los déspotas del mundo e inspiradora siempre de todas las iniquidades políticas y sociales. De ahí la supresión de las comunidades religiosas, rémora de todo progreso, escuela reaccionaria de nuestras madres, de nuestras esposas y de nuestras hijas, fragua donde se han forjado y remachado constantemente las cadenas que ahogan al pueblo.

Como complemento de estas medidas de un orden eminentemente político, se ha decretado la derogación de la infame ley de orden público y de la vagancia, la de la bastarda ley de instrucción pública, el sobreseimiento de todas las causas sobre delitos de imprenta; la promulgación de un indulto general comprensivo de ciertos leves delitos; la excarcelación de todos los presos políticos; la supresión del Seminario conciliar, convertido por decreto de esta Junta en Instituto de segunda enseñanza; los proyectados derribos de la iglesia de S. Miguel y de los conventos de Jerusalén y Junqueras, por causas de utilidad pública, y la realización práctica de la libertad de cultos, cuyas medidas han venido coronadas por el inmediato derribo de los fuertes de la Ciudadela y Atarazanas, antros donde han gemido innumerables ilustres mártires de la libertad, y símbolo el primero de la dominación borbónica, proscrita para siempre.

Ahora bien: todas estas resoluciones adoptadas en medio de la inmensa balumba de negocios de todo género pertenecientes al orden militar, civil, gubernamental, judicial, universitario, pertenecientes en una palabra a todos los ramos de la administración pública, que se han abocado a esta Junta, las ha procurado resolver sino con el sello de lo perfecto, con el de su celo patriótico, todas estas medidas no pueden ni deben envanecer a la Junta, no son hijas suyas, son hijas vuestras. La Junta no ha hecho más que ser vuestro fiel intérprete.

Una sola aspiración vuestra no ha podido hasta ahora realizar por completo: el armamento del pueblo, salvaguardia de las libertades patrias; pero la Junta provisional ha apurado todos los medios para conseguirlo y la Junta definitiva indudablemente lo conseguirá como una garantía de que no se han de esterilizar los perseverantes esfuerzos de los que han secundado nuestra gloriosa revolución.

Ciudadanos, la Junta provisional que desea la comparación de sus actos con los principios que ha proclamado la revolución, no vacila en hacer una pública declaración de los mismos:

Helos aquí:

Libertades y derechos individuales.
 Sufragio universal.— Libertad completa de la prensa, sin depósito, editor ni

penalidad especial.— Seguridad individual, garantizada por el Habeas Corpus.— Absoluta inviolabilidad de la correspondencia y del domicilio.— Derecho de reunión y de asociación pacificas.— Libertad de cultos.— Libertad de industria, de trabajo y de profesiones.— Libertad de crédito.— Enseñanza libre.— Unidad de legislación y de fuero.— Abolición de la pena de muerte y de todas las perpetuas.

Organización del Estado e Instituciones políticas.
 Una cámara.— Elecciones independientes del gobierno.— Milicia nacional.— Inamovilidad judicial— Jurado para toda clase de delitos.— Justicia criminal gratuita.— Descentralización administrativa.— Independencia de la Iglesia.— Participación de las colonias en la representación nacional.— Abolición de las quintas y matrículas de mar.
 Hecha esta declaración de principios, la Junta provisional da por terminado su cometido y al ceder el paso a la Junta definitiva no puede prescindir de tributaros el más cariñoso voto de gracias por vuestro desinteresado apoyo y por la inmerecida distinción con que la habéis honrado, al concederle vuestros sufragios reforzándola con el poderoso concurso de los animosos patricios elegidos por la suprema inspiración del pueblo, espontáneo producto de la más amplia, la más ordenada y la más libérrima de las elecciones que registran los anales de nuestro país.
 ¡Barceloneses! ¡viva la Libertad! ¡abajo los Borbones! ¡viva el sufragio universal! ¡vivan las Cortes constituyentes!
 Barcelona 20 de Octubre de 1868.— Vicepresidentes, Tomás Fábregas, Juan Tutau.— Vocales, Agustín Aymar, Francisco Soler y Matas, Miguel Utrillo, Santiago Soler, Joaquín Batra, José Elías y Carbonell, Pedro Pous, Valentín Laban.-Vocales secretarios, José María Torres, Rómulo Mascaró.— Vicesecretarios, Jaime Garriga, Francisco de Paula Roqué.
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 ESTANISLAO FIGUERAS: DISCURSO A LOS DEMÓCRATAS (1868) Nos hemos encontrado con una Revolución que no hemos iniciado, que han tenido que iniciar otras personas en cuyas manos estaban los instrumentos revolucionarios, y en esta revolución no hemos podido hacer más que seguir, empujar y darle un carácter determinado: este carácter, me complazco en decirlo, ha sido pura y exclusivamente democrático. […] ¿Dónde encontró su bandera la unión liberal? ¿Dónde encontró su bandera el partido progresista? ¿Dónde encontró su bandera la parte liberal de la milicia que se levantó indignada contra una dominación más que tiránica, vergonzosa? ¿En que revolución precedente hay ejemplo de que hayan tenido más grande aceptación, por sus propios enemigos, las ideas que nosotros sostuvimos? […]

El partido democrático, señores, he dicho que se hallaba en una situación muy difícil en cuanto a su conducta; nos encontramos con un Gobierno constituido y no quiero hablar de su origen; es un Gobierno de hecho, y lo respeto, y puede contar con mi débil apoyo, en cuanto siga los principios que están consignados en su programa, y que son los nuestros (Aplausos). […] En esta época debe haber tolerancia y mucha prudencia en todos; así el pueblo lo ha comprendido y ha demostrado sin excitación de nadie, que es digno de las más amplias libertades. Yo bien sé por qué se ha hecho esto. Se ha hecho esto porque el pueblo ha visto que no había más rey que él; el pueblo ha visto que se le concedían las dos grandes garantías de que tiene necesidad para saber que él manda: (Bien, bien) el Sufragio universal y los derechos individuales. […] Aquí no hay más rey que todos los ciudadanos, que la muchedumbre, que el pueblo, en fin, puesto que está hoy en su trono, y su trono es el ejercicio libre de su derecho. Por esto acalla todas las cuestiones a que puede dar lugar, y por eso dirá desde el momento en que llegue la ocasión de dar su voto: yo votaré y ante mi voto doblaréis la cabeza (Bravo).

Ahora conviene decir lo que yo pienso respecto a la cuestión palpitante, la forma de gobierno. Señores, ¿tengo necesidad de decirlo? Rey había, rey de hecho, y se trató de la cuestión en un día memorable, el 30 de Noviembre del 54, y dije: «Yo no quiero rey». No a fe, no lo diré jamás (Bien, bien; aplausos). Yo no lo quiero, señores, porque si lo queremos, nuestro pueblo, que hoy se ha colocado a la cabeza de todas las naciones europeas, ocupará el último lugar. (Bien, bien).

Hay un gran trabajo que hacer aquí en los partidos reaccionarios; un trabajo titánico, superior a las fuerzas humanas, un trabajo que no puede compararse ni aun con los que la mitología nos pinta en los trabajos de Hércules: hacer un rey; y hay todavía otro más difícil: españolizarle. (Aplausos).

Segunda reunión pública que el Partido Democrático de Madrid ha celebrado el 18 de Octubre, después de efectuada la Revolución de setiembre de 1868, Madrid, Imp. de T. Núñez Amor, 1868, 8 págs., págs. 1-2.
 EMILIO CASTELAR: EL SIGNIFICADO DEL 29 DE SEPTIEMBRE (1868) La caída de los Borbones ciertamente no significa desahogos de antiguos rencores o impaciencia en el país por cambiar de amos (Risas y aprobación general). La caída de los Borbones significa la caída de la tradición extranjera que levantó los cadalsos de Padilla y Lanuza, que bombardeó los hogares de Barcelona y de Játiva; la caída de las instituciones abominables que nos tenían separados del mundo en la máquina pneumática de las cofradías y de los conventos; la caída de la iglesia intolerante que iluminaba sus altares con las pavesas de la Inquisición; la caída de los tribunales amovibles a voluntad del gobierno, donde los jueces, que deben ser sagrados como depositarios de nuestra fortuna y de nuestra honra, se convertían forzosamente en cortesanos; la caída del régimen excepcional y de los consejos de guerra, así en la Península como en los Estados de Ultramar; la caída de los alcaldes-corregidores, que oprimían, saqueaban a los pueblos grandes, y de los alcaldes de superior nombramiento, que oprimían, saqueaban a los pueblos pequeños; la caída de esos presupuestos monstruosos, que convierten Madrid en una ciudad de pretendientes y la vida pública en una agencia de empleos; la caída de los censores de teatros y de novelas que ahogan el arte; de los censores eclesiásticos que ahogan la ciencia; de los reclutadores de quintos que perturban las familias; de los negreros que azotan con su látigo la radiante faz de nuestro siglo. (Frenéticos aplausos; vivísimas aclamaciones, que interrumpen algunos momentos al orador). La caída, o mejor dicho, la extirpación de los gusanos que aún pululan sobre el cadáver de la monarquía. (Frenéticos y redoblados aplausos).
 [13 de Noviembre de 1868] Emilio Castelar, «Instalación del Comité republicano de Madrid», en Cuestiones Políticas y Sociales, Madrid, A. de San Martín y Agustín Jubera, 1870, t. III, páginas 209-270, págs. 211-212.
 FERNANDO GARRIDO: PRÓLOGO A LA 2.ª EDICIÓN DE LA «ERA DE LA DEMOCRACIA» DE REPÚBLICA DEMOCRÁTICA FEDERAL UNIVERSAL (1868) Los acontecimientos que hoy tienen lugar en España son prueba irrefutable de que el progreso es una fuerza centrífuga incomprimible, de la que sólo se obtiene, comprimiéndola, violentas explosiones.

Más de veinte y ocho años hemos pasado propagando las doctrinas democráticas, repitiendo en todos los tonos que no hay libertad verdadera fuera del lema democrático, de las libertades y derechos individuales; y cuanto más activa y eficaz ha sido la propaganda, más reaccionarios han sido los gobiernos monárquicos, más trabas han puesto a la emisión del pensamiento, con mayor ardor han borrado de las instituciones políticas el simulacro de derechos y de garantías con que el Pueblo pudiera hacerse la ilusión de que era libre, con mayor encarnamiento han perseguido a los propagadores de la nueva idea ¿y para qué? ¿de qué les han servido sus leyes draconianas, sus alardes de catolicismo, su odio a la democracia? para identificar con los salvadores principios que ésta proclamaba a todos los amantes de la libertad, aun a los más tibios; para que los que fueron elementos conservadores, y que en el doctrinarismo parlamentario y monárquico buscaron durante medio siglo garantías de orden, libertad y progreso, se convenzan de que sólo en el dogma democrático, en las libertades absolutas se encuentran raíces suficientemente sólidas para el orden y la libertad.

La satisfacción que nos cabe, por lo poco que a este resultado hemos contribuido, es inmensa, y la creemos legítima.
 Los utopistas de ayer somos los conservadores de hoy; los que nos condenaron nos aplauden; los que llamaron utopías a nuestros regeneradores principios reconocen hoy en ellos las bases fundamentales de la regeneración política y social de la patria; y los sucesos, a que el mundo asiste asombrado, prueban una vez más que los partidos radicales predican las ideas de progreso y los conservadores las realizan. […]
 Este resultado no puede menos de ser altamente satisfactorio para los propagadores de la idea democrática, y por nuestra parte declaramos que nos hace olvidar los sinsabores, persecuciones y miserias pasadas, y que fraternalmente y llenos de efusión abrazamos a nuestros enemigos y perseguidores de ayer, a nuestros hermanos de hoy, y esta satisfacción es tanto mayor, cuanto que estamos seguros de que proclamados por los partidos conservadores los principios fundamentales de la democracia, tienen más probabilidades de encarnarse en las instituciones y en las costumbres, que si la democracia misma fuese quien buscando a esos partidos se los hubiera impuesto. Las obras del convencimiento fueron siempre mas sólidas que las de la violencia.
 La misión de la democracia no es otra en estos momentos que el afianzamiento de la obra regeneradora, comenzada en nombre de sus principios, por los que no hace mucho tiempo negaban y condenaban como utópicos estos principios. Conservar, regularizar y consolidar la obra de la revolución, impedir todo retroceso, y no provocarlo recurriendo imprudentemente a la violación, para obtener lo que debe y puede obtenerse en los comicios.
 Los que hoy provocasen un conflicto, a título de republicanos, dejando el boletín electoral, la propaganda escrita y hablada, y la organización pacífica, para imponer la república a tiros, serían unos insensatos que merecerían la reprobación de todos los verdaderos republicanos. Sus tiros no herirían al poder salido de la revolución sino a la causa de la democracia, y como sólo a la reacción serían favorables, deberían como reaccionarios condenarse.
 La República existe de hecho desde el día en que Isabel de Borbón salió de España; el pueblo, más o menos imperfectamente, se gobierna por sí mismo. Con su cordura debe probar que puesto que puede vivir un mes y más sin reyes, es digno de vivir siempre sin ellos; y para acabar de convencer a los meticulosos de que la República es el mejor sistema político solo necesita probar con el hecho práctico, que no hubo nunca en España más orden aliado o más libertad que desde que tenemos la dicha de vivir sin reyes que nos manden.
 Sépanlo los republicanos; […] si ésta que puede llamarse República transitoria en que hoy vivimos, se ha de convertir en hecho definitivo y normal, tomando su verdadero nombre, es menester que los antiguos progresistas y unionistas, demócratas hoy, se convenzan de que así como ha estado en su interés proclamar los principios democráticos, libertad de cultos, de reunión, de asociación, de imprenta, de enseñanza, y sufragio universal, lo está también en dar a la organización política fundada en estos principios el nombre de República, y de que es una puerilidad negar el nombre después de haber creado la cosa, que no con otro puede lógicamente bautizarse.
 Y ¿por qué dudar de que llegarán a hacer lo menos cuando han hecho lo más?
 ¿Por qué no llegarían al convencimiento de que la República que existe de hecho debe convertirse en derecho constituido y tomar su nombre verdadero, los que han arrojado a todos los príncipes españoles del reino, excluyéndolos del trono, y no han tenido una nueva dinastía que poner en su lugar?
 Los que derribando el trono de los Borbones levantan el del pueblo soberano con el sufragio universal y las libertades individuales por base, están más cerca de la República que de la monarquía; son más republicanos o trabajan por la República más que lo que ellos mismos se imaginan o se imaginaron al principio; y por poco que los republicanos ayuden, ilustrando la opinión, impulsando a los poderes que ella ha creado, y difundiendo entre las clases conservadoras, que las populares ya lo están, el convencimiento de que querer volver a levantar el trono para un príncipe extranjero, porque felizmente español no le hay, sería provocar la anarquía, la guerra civil, la ruina de la patria y la reacción, que arrastraría en sus desastres a los mismos hombres de los antiguos partidos conservadores que hoy mandan, y por poco, repetimos, que la democracia muestre en su conducta prudencia y moderación, energía y actividad en la propaganda, la victoria del principio republicano es segura, porque será aclamado y sostenido por los que antes fueron sus enemigos. […]
 Contribuyamos todos hasta donde nuestras fuerzas alcancen a inculcar el espíritu republicano en todas las clases de la sociedad, y la República saldrá triunfante de las urnas en las Cortes constituyentes, como los principios fundamentales de la democracia han salido vencedores en todas las provincias, gracias a la revolución iniciada en Cádiz.

Fernando Garrido, La República Democrática Federal Universal, nociones elementales de los principios democráticos, 6ª ed., Barcelona, Est. Tip.-Ed. de Manero, 1868, 128 págs., págs. 23-30.
 MANIFIESTO DEL GOBIERNO PROVISIONAL (1868) A LA NACIÓN
 Consumado en el terreno de la fuerza el movimiento revolucionario iniciado en Cádiz contra un poder que lentamente había ido aflojando y rompiendo todos los vínculos de la obediencia y el respeto, hasta el punto de haber hecho posible su derrumbamiento en el espacio de pocos días; terminada la misión de las Juntas y nombradas las Autoridades, conveniente y necesario es ya que el Gobierno Provisional, constituido en virtud de sucesos que han transformado fundamentalmente el estado político de España, recoja y concrete las varias manifestaciones de la opinión pública, libre y diversamente expuestas durante el solemne período de lucha material por que ha atravesado nuestra revolución salvadora. […]
 Como punto de partida para la promulgación de sus principios generadores, la revolución ha empezado por sentar un hecho que es la base robusta sobre la cual deben descansar sus reconquistadas libertades. Este hecho es el destronamiento y expulsión de una dinastía que, en abierta oposición con el espíritu del siglo, ha sido rémora a todo progreso, y sobre la cual el Gobierno Provisional, por respeto a sí mismo, cree oportuno tender la conmiseración de su silencio. Pero debe consignar el hecho, reconocerle como emanación ostensible de la soberanía nacional, y aceptarle como raíz y fundamento de la nueva era que la revolución ha inaugurado. […]
 Destruido el obstáculo y expedito el camino, la revolución ha establecido el sufragio universal, como la demostración más evidente y palpable de la soberanía del pueblo. De este modo todos los nuevos poderes se fortalecerán con el concurso absoluto y exacto, no limitado y ficticio, de la opinión general, y nuestras instituciones vivirán con el vigoroso aliento de toda la Nación, árbitra y responsable de sus destinos.
 Proclamados los principios sobre los cuales debe cimentarse nuestro futuro régimen gubernamental, basados en la libertad más amplia y reconocidos por todas las Juntas, nacidas al calor del programa de Cádiz, pasa el Gobierno Provisional a compendiar en un solo cuerpo de doctrina estas manifestaciones del espíritu público, distintamente expresadas, pero con la misma intensidad sentidas.
 La más importante de todas, por la alteración esencial que introduce en la organización secular de España, es la relativa al planteamiento de la libertad religiosa. La corriente de los tiempos, que todo lo modifica y renueva, ha variado profundamente las condiciones de nuestra existencia, haciéndola más expansiva, y so pena de contradecirse, interrumpiendo el lógico encadenamiento de las ideas modernas, en las que busca su remedio, la Nación española tiene forzosamente que admitir un principio, contra el cual es inútil toda resistencia. No se vulnerará la fe hondamente arraigada porque autoricemos el libre y tranquilo ejercicio de otros cultos en presencia del católico; antes bien se fortificará en el combate, y rechazará con el estímulo las tenaces invasiones de indiferencia religiosa que tanto postran y debilitan el sentimiento moral. Es además una necesidad de nuestro estado político, y una protesta contra el espíritu teocrático que, a la sombra del poder recientemente derrocado, se había injerido con pertinaz insidia, en la esencia de nuestras instituciones, sin duda por esa influencia avasalladora que ejerce sobre cuanto le rodea toda autoridad no discutida ni contrarrestada. […]
 La libertad de enseñanza es otra de las reformas cardinales que la revolución ha reclamado y que el Gobierno Provisional se ha apresurado a satisfacer sin pérdida de tiempo. Los excesos cometidos en estos últimos años por la reacción desenfrenada y ciega, contra las espontáneas manifestaciones del entendimiento humano, arrojado de la cátedra sin respeto a los derechos legal y legítimamente adquiridos y perseguido hasta en el santuario del hogar y de la conciencia; esa inquisición tenebrosa ejercida incesantemente contra el pensamiento profesional, condenado a perpetua servidumbre o a vergonzoso castigo por Gobiernos convertidos en auxiliares sumisos de oscuros e irresponsables poderes; ese estado de descomposición a que había llegado la instrucción pública en España, merced a planes monstruosos, impuestos no por las necesidades de la ciencia, sino por las estrechas miras de partido y de secta; ese desconcierto, esa confusión, en fin, cuyas consecuencias hubieran sido funestísimas a no llegar tan oportunamente el remedio, han dado al Gobierno Provisional la norma para resolver la cuestión de la enseñanza, de manera que la ilustración, en vez de ser buscada vaya a buscar al pueblo, y no vuelva a verse el predominio absorbente de escuelas y sistemas, más amigos del monopolio que de la controversia.
 Y como natural resultado de la libertad religiosa y de la enseñanza, la revolución ha proclamado también la libertad de imprenta, sin la cual aquellas conquistas no serían más que fórmulas ilusorias y vanas.[…]
 Las libertades de reunión y de asociación pacíficas, perennes fuentes de actividad y progreso, que tanto han contribuido en el orden político y económico al engrandecimiento de otros pueblos, han sido asimismo reconocidas como dogmas fundamentales por la revolución española. […] Así podrá avanzar España con planta resuelta, porque tampoco pesará sobre ella la red de una centralización administrativa, asfixiadora, que ha sido el instrumento artificioso de que se han valido para confundirla y extenuarla, la corrupción y la tiranía. El individuo, el municipio, la provincia y la Nación, podrán desenvolverse independientemente dentro de la órbita que le es propia, sin que la intervención recelosa del Estado coarte sus facultades ni perturbe en lo más mínimo sus manifestaciones.
 Armada, pues, con todos los derechos políticos y todas las libertades públicas, la Nación española no podrá ya quejarse con justicia, como hasta ahora, de la insoportable presión del Estado. Mayor de edad y emancipada de la tutela oficial, tiene delante de sí ancho camino que recorrer, fecundos gérmenes que desarrollar y poderosos elementos de prosperidad que estimulen su actividad, por tan largos años dormida y paralizada. La libertad impone como deber el movimiento y como consecuencia la responsabilidad. Desde hoy el pueblo español es responsable porque es libre, y con su constancia, su energía y su trabajo, noble y ordenadamente dirigido, puede y debe recobrar el tiempo perdido en el ocio de su pasada servidumbre, ocupando en el congreso de las Naciones el puesto que le corresponde por sus tradiciones históricas y por los medios de acción que ha reconquistado. […]
 Verdad es que se han levantado voces elocuentes y autorizadas en defensa del régimen republicano, apoyándose en la diversidad de orígenes y caracteres de la nacionalidad española, y más que nada, en el maravilloso ejemplo que ofrece, allende los mares, una potencia nacida ayer y hoy envidia y admiración del mundo. Pero por mucha importancia que relativamente se conceda a estas opiniones, no tienen tanta como la general reserva con que, sobre asunto tan espinoso, han procedido las Juntas, en las cuales, hasta la formación del Gobierno Provisional, ha residido por completo la iniciativa revolucionaria. Además, compréndese bien que un pueblo joven, perdido en medio de selvas vírgenes, y limitado solamente por vastas soledades inexploradas y tribus errantes, se constituya con entera independencia, libre de todo compromiso interior y de todo vínculo internacional. Mas no es probable que acontezca lo mismo con pueblos que cuentan larga vida, que tienen antecedentes orgánicos indestructibles, que forman parte de una comunidad de Naciones y que no pueden de repente, por medio de una transición brusca y violenta, torcer el impulso secular al cual obedecen en su marcha. El mal éxito que han tenido tentativas de esta naturaleza en otros países de Europa que nos han precedido en las vías revolucionarias, debe excitar hondamente la meditación pública, antes de lanzarse por caminos desconocidos y oscuros.

La carcajada, 12 de abril de 1872 Pero de cualquier modo, el Gobierno Provisional, si se equivocara en sus cálculos y la decisión del pueblo español no fuese propicia al planteamiento de la forma monárquica, respetaría el voto de la soberanía de la Nación, debidamente consultada.

Entre tanto, el Gobierno Provisional guardará el sagrado depósito que la revolución le ha confiado, defendiéndole con ánimo sereno contra todo género de hostilidades, hasta el día en que pueda devolverle íntegro como le ha recibido. Convencido de la legitimidad de su poder, […] y siendo como es eco y voluntad de la opinión pública, no descansará hasta haber satisfecho todas sus aspiraciones y cimentado sobre bases sólidas e indestructibles la obra de nuestra regeneración política. […]

El Gobierno Provisional dará en su día cuenta del uso que haga de sus facultades extraordinarias ante las Cortes Constituyentes, a cuyo fallo se somete con la tranquilidad que inspira el cumplimiento del deber a las intenciones rectas y a las conciencias honradas.

Madrid 25 de Octubre de 1868.

El Presidente del Gobierno Provisional y del Consejo de Ministros, Francisco Serrano.—  El Ministro de la Guerra, Juan Prim.— El Ministro de Estado, Juan Álvarez Lorenzana.— El Ministro de Gracia y Justicia, Antonio Romero Ortiz.— El Ministro de Marina, Juan Bautista Topete.— El Ministro de Hacienda, Laureano Figuerola.—  El Ministro de la Gobernación, Práxedes Mateo Sagasta.— El Ministro de Fomento, Manuel Ruiz Zorrilla.— El Ministro de Ultramar, Adelardo López de Ayala.

Gaceta de Madrid, 26 de octubre de 1868, págs. 1-2. 
 ROMUALDO LAFUENTE: EL LEVANTAMIENTO REPUBLICANO EN ANDALUCÍA (1869) Los juicios que haga la historia sobre los tristes sucesos de Cádiz y de Málaga no podrán menos de ser condenatorios para el Gobierno provisional, que ha procurado intencionalmente, sin otra razón que la de allanar los obstáculos que pudieran oponerse a los planes de reacción atentatorios a la Soberanía Nacional, fraguados por el Gobierno con el objeto de restablecer en España el sistema monárquico, que el pueblo español, en su mayoría inmensa ha reprobado.

El Gobierno, en distintos e imprudentes manifiestos ha querido dar a la Nación, prejuzgada ya, una cuestión que debió llevar intacta al seno de la representación Nacional, y su audaz desafuero ha ido mas allá todavía, pues se ha atrevido a ofrecer el trono de España a varios príncipes extranjeros, como si la Nación Española fuera patrimonio de ese Gobierno, que sólo condicionalmente, y por sorpresa, recibió la investidura del poder que está ejerciendo. La junta revolucionaria de Madrid, y mejor dicho, su presidente, el republicano tránsfugo, D. Nicolás María Rivero, descargó el primer golpe liberticida sobre esta desventurada Nación, cediendo aquella junta los poderes que tenía y los que no tenía, en el general D. Francisco Serrano Domínguez, encomendándole la formación de un Gobierno provisional. Desde aquel día empezó a malograrse la revolución de Setiembre […] Cádiz, uno de los pueblos más cultos y sensatos de España; se vio obligado el
 primero a rebelarse contra la tiránica dictadura de sus insolentes mandarines. La enérgica protesta del noble pueblo gaditano hizo temer al Gobierno que otros pueblos siguieran, como parecía natural que siguieran entonces, el ejemplo de sus hermanos, y para evitar este primer peligro que amenazaba la existencia debilitada del Gobierno, este empleó las armas de la calumnia, echando mano de esos argumentos ya gastados de que los sublevados eran instrumentos de la reacción, malhechores escapados de los presidios, mezclados con los sectarios de Isabel de Borbón.

También ahora el Sr. Sagasta en su última circular, pasada a los gobernadores, dice que los sucesos de Málaga han sido promovidos por los manejos de la reacción y pretende mezclar y envolver a los conocidos republicanos de Málaga con los absolutistas de Burgos y Pamplona. Pobre subterfugio es el empleado por el Sr. Ministro de la Gobernación para desacreditar con él a los republicanos de Málaga! Pues qué ¿ignoraba el Sr. Sagasta que yo me hallaba al frente de los heroicos defensores de las libertades y derechos del pueblo en la batalla que Málaga libró contra sus opresores?

Pues si el Sr. Sagasta sabía, como debía saber, que yo había levantado bandera en aquel campo, no debía dudar, ni por un solo momento que aquella bandera tendría grabados los motes de libertad absoluta y muerte a la reacción.

No creo que el Sr. Sagasta tenga la pretensión de creerse más amante de las libertades populares que yo, ni que se atreva a comparar su hoja de servicios en favor de la libertad con mi extensa hoja, limpia y pura de toda mancha.

Cádiz sucumbió gloriosamente […]
 Caballero de Rodas llegó a Málaga y no justificó su reputación de valiente ni entendido militar, pero afirmó su fama de cruel y vengativo. ¡Triste reputación, infausta fama habrá ganado el general Caballero de Rodas en su invasión de Málaga! el Gobierno que allí le mandó habrá perdido más todavía que el general, porque entre las ruinas de la ciudad invicta ha enterrado su poder, y con la sangre de los libres malagueños se ha escrito en la historia la expulsión del Gobierno Provisional.
 Desde hoy el partido republicano español debe ser, será, es indudablemente, enemigo irreconciliable del Gobierno Provisional y le declara la guerra.

Romualdo de Lafuente, Málaga y sus opresores. Relato verídico de los últimos sucesos de Málaga, Orán, s. i., [13 de enero de] 1869, 34 págs., págs. 27-31.


2 DERECHOS Y AMPLIACIÓN DE LA CIUDADANÍA

«Madrid.— Paso de la manifestación radical por la calle de Alcalá», La Ilustración Española y Americana, 15 de octubre de 1871 

2.1. DERECHOS INDIVIDUALES Y SOBERANÍA NACIONAL 
 PRÁXEDES MATEO SAGASTA: DECRETO SOBRE EL DERECHO DE SUFRAGIO UNIVERSAL MASCULINO (1868) Cuando la soberanía nacional es la única fuente de donde se han de derivar todos los poderes y todas las instituciones de un país, el asegurar la libertad más absoluta del sufragio universal, que es su legítima expresión y su consecuencia indeclinable, constituye el deber más alto y de más inflexible responsabilidad para los Gobiernos que, brotando de esa misma soberanía en los primeros instantes de la revolución, son los depositarios de la voluntad nacional. […]

La misma gravedad de los problemas que la Nación está llamada a resolver, ha obligado también al Gobierno a restringir sus naturales deseos de dar al sufragio la mayor extensión posible, al fijar la edad en que puede ejercerse este tan preciado derecho; porque sin desconocer el verdadero estado de la ilustración del país, para lo cual no puede servir de pauta un número muy reducido de poblaciones importantes, no es posible dejar de comprender el peligro que hay en conceder derechos políticos a aquellos a quienes la ley no concede la plenitud de los derechos civiles. Tal vez en circunstancias menos solemnes, acaso en momentos menos difíciles, pueda hacerse sin los inconvenientes de hoy el ensayo de conceder el sufragio a edad más temprana, en que si bien el desarrollo intelectual ya es completo y vigoroso, las pasiones y la inexperiencia falsean o tuercen los verdaderos impulsos de la voluntad. […]

El Gobierno acepta la provincia como unidad electoral, excepto en las Islas adyacentes por sus especiales circunstancias, convencido como está además de ofrecer por este medio defensa segura contra el peligro de que el sentido del Cuerpo electoral sea pervertido por la ambición de mando permanente en las localidades, y resuelto como se halla a no intervenir de modo alguno en las elecciones, a poner término a la denominación abusiva de candidatos oficiales, y a rechazar con indignación a los que, faltos de influencia personal entre los electores, se atrevieran a suponer que el Gobierno actual iba a continuar la funesta senda que otros desgraciadamente siguieran, degradando y envileciendo la conciencia política de algunos votantes para formar a su gusto la voluntad del pueblo […]
 La libertad completa y la extensión ilimitada del voto activo traen como consecuencia forzosa la libertad absoluta y sin trabas en el voto pasivo, toda vez que sería coartar la primera el establecer condiciones para los elegibles, y el obligar al elector a depositar su confianza en personas de condiciones determinadas. Por eso el Gobierno cree que las de elegibilidad deben ser las mismas que las de elección, y que las incompatibilidades e incapacidades deben reducirse única y exclusivamente a lo que exige el servicio de la Nación, al alejamiento de influencias bastardas e ilegítimas, tratándose de las elecciones generales; y a lo que el buen sentido y el espíritu laudable de localidad y de provincia prescriben cuando se trata de las elecciones de Ayuntamientos o Diputaciones. […]

En la confianza de haber interpretado los deseos de la mayoría del país, […] vengo en dictar y promulgar el siguiente DECRETO SOBRE EL EJERCICIO DEL SUFRAGIO UNIVERSAL […]

Artículo 1.° Son electores todos los españoles mayores de 25 años inscritos en el padrón de vecindad […]
 Madrid 9 de Noviembre de 1868.— El Ministro de la Gobernación, Práxedes Mateo Sagasta.

Gaceta de Madrid, 10 de noviembre de 1868, págs. 1-12. 
 NICOLÁS DÍAZ BENJUMEA: CARTILLA PARA ELECTORES (1868) P. ¿Por qué decís que el voto era un privilegio?
 R. Porque su ejercicio estaba reducido a un corto número de personas. […] P. ¿Cómo se creyó asegurada la independencia en la elección?
 R. Fundando el derecho en la base de la propiedad.
 P. ¿Por qué se fundó en la base de la propiedad?
 R. Por considerarla equivocadamente elemento conservador del orden. P. ¿Qué razón tenéis para decir equivocadamente?
 R. Dos muy principales: una que da la ciencia, y otra la experiencia. P. Desearía conocerlas.
 R. La ciencia nos dice que la base de este derecho es la condición de hombre

dotado de razón y de libertad por la naturaleza, y no la accidental y pasajera de la propiedad.
 P. Decid la razón de la experiencia.
 R. La experiencia nos enseña que las elecciones más venales y corrompidas vienen de convertir el derecho en privilegio.
 P. ¿Podéis citarme ejemplos?
 R. No hay más que volver la vista a nuestra patria. Desde que hubo censo electoral, comenzó la gran corrupción en las elecciones.
 P. ¿Es independiente el elector propietario?
 R. Lo es, si es hombre honrado: las riquezas no traen consigo carta de honradez. P. De modo que la propiedad, por sí sola, no es garantía.
 R. Seguramente que no.
 P. ¿Qué riesgo había en este sistema?
 R. Que el propietario mayor, influía sobre el menor. […]
 P. Y ¿no es más fácil influir en los que nada poseen?
 R. No, porque aumentándose el número, se disminuye el influjo del capital. P. ¿Por qué?
 R. Porque es más fácil comprar a uno que a ciento.[…]
 P. ¿Cuál es, pues, el sistema verdaderamente racional?
 R. El que establece por base del derecho de votar la condición de hombre. P. ¿Es ese el que rige en España?
 R. Sí, después de la gloriosa revolución de Setiembre, que proclamó el sufragio universal.
 P. Y ¿cómo se evita en este caso la corrupción en las elecciones?
 R. Con la ilustración del elector. […]
 P. Y ¿qué debe saber el elector?
 R. Ante todo, la importancia y trascendencia del derecho de votar.
 P. ¿Qué más?
 R. La traición que hace abusando de él.
 P. ¿Cómo conocerá la importancia?
 R. Meditando que está, en cierto modo, en sus manos la suerte de la nación.
 P. ¿En qué modo hace traición?
 R. Convirtiendo en apoyo de las tiranías, lo que se le concedió como apoyo de las libertades.
 P. ¿De qué modo conocerá su trascendencia?
 R. Considerando que el mal que ocasiona alcanza a muchos inocentes.
 P. ¿Quiénes sufren sin culpa esos males?
 R. Los menores de edad y las mujeres, que no tienen este derecho. […]
 P. ¿Qué hace el elector al dar su voto?
 R. Ejercitar un acto de su soberanía, el principal y más sagrado de todos.
 Nicolás Díaz Benjumea, Cartilla para electores o Catecismo popular, Madrid, Lib. de Mariano Escribano, 1868, 25 págs., págs. 14-17. 
 ANTONIO DE LOS RÍOS ROSAS: ACEPTACIÓN FORZADA DEL SUFRAGIO UNIVERSAL (1869) He hecho transacciones en términos hábiles; he contribuido a conservar en la Constitución el carácter de un régimen monárquico constitucional. Eso he hecho, de eso estoy satisfecho: he transigido con buena voluntad y hasta con efusión, aceptando en toda su extensión los derechos individuales, y he transigido aceptando el sufragio universal. ¿Y por qué he aceptado el sufragio universal? […] No soy partidario del sufragio universal y le he aceptado, sin embargo, ¿por qué? Porque cuando he llegado aquí, cuando me he sentado en estos escaños, cuando he sido individuo de la comisión, cuando antes he ido a las elecciones existiendo el sufragio universal, cuando le he invocado en favor mío, cuando todo esto ha pasado, yo no tengo derecho de protestar contra el sufragio universal; no le reconozco en mí, no le reconozco en nadie.

Si el sufragio universal es un mal, y un mal absoluto; si el sufragio universal es la anarquía, ¿por qué le autoriza presentándose aquí, por qué se dirige a los electores, por qué viaja, por qué viene a sentarse en estos escaños? El mal absoluto se repudia, se rechaza, no se acepta en ningún caso, en ninguna hipótesis, en ninguna circunstancia de la vida pública, ni de la vida privada.

¿Pero es un mal absoluto, pero es un mal irreparable, un mal que no pueda corregirse? ¿Es un mal tan grande como se supone? Después de todo, en medio de la anarquía, en medio de la confusión, de los trastornos, de la ruina con que se han hecho estas elecciones, ¿quién está aquí? ¿No está aquí una inmensa mayoría monárquica? ¿No están aquí la mitad de los individuos de esa mayoría, reelegidos cien veces por el sufragio restringido, y cuando existía el trono? ¿No están aquí las clases medias? ¿No están aquí los hombres de levita? ¿No están aquí los hombres de las profesiones liberales? Pues no es tan malo el sufragio universal que ha producido una Cámara monárquica de la clase media, como la Cámara a la que tengo el honor de dirigirme. […]

No es a mis ojos bueno el sufragio universal; pero una vez establecido, una vez constituido de hecho y de derecho en un país, el sufragio universal es indestructible: no se ha verificado que una vez establecido, el sufragio universal haya sido abolido. Una vez establecido, hay que hacer lo que yo decía antes: o renunciar a la vida pública, o aceptar el sufragio universal.

Y el sufragio universal producirá mejores frutos cuando las cosas tomen su asiento; porque cuando prevalecen las influencias naturales; cuando las minorías inteligentes acuden a las urnas […], entonces ¿qué sucederá? Sucederá que tendremos una Cámara tan buena o mejor, perdóneme la Cámara que haya usado esta palabra, tan buena como la Cámara actual; una Cámara monárquica, una Cámara conservadora, en el sentido más lato y más comprensivo de la palabra, una Cámara liberal, una Cámara gubernativa que reúna todas las condiciones que debe tener una Cámara española.

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes (1869-1871), t. II, 9 de abril de 1869, págs. 955-962. 
 PRÁXEDES MATEO SAGASTA: DECRETO RECONOCIENDO EL DERECHO DE ASOCIACIÓN (1868) No quedaría perfecto el cuadro de los derechos políticos, si al de celebrar reuniones dejara de agregarse el que autoriza la libre asociación de los ciudadanos, complemento necesario del de reunión, que a los resultados transitorios de éste añade consecuencias de carácter permanente. […]

Bien puede afirmarse que el principio de asociación carece de precedentes en la historia jurídica de nuestro país, como no quieran suponerse hijas de él aquellas antiguas y grandes asociaciones que, nacidas por un favor del Estado, fueron auxiliares poderosos sí, pero también, y acaso con más frecuencia, obstáculo y peligros para el poder mismo que las creara.

Empero si el principio de asociación no es tradicional en la legislación española, es en cambio una viva creencia de nuestra generación, una de las necesidades más profundas de nuestro país y una de las reclamaciones más claras, justas y enérgicas de nuestra gloriosa Revolución.

Hemos llegado ya en efecto a un tiempo en que la vida social es tan grande y tan varia, que a nadie es dado resumirla sin manifiesto peligro de dañarla y oprimirla. El Estado tiene siempre grandes fines que llenar: a la Iglesia esperan todavía maravillosos destinos; pero ni el Estado ni la Iglesia pueden pretender, ni les sería dado en todo caso alcanzar a mantenerse en su antigua situación, es decir, como las dos únicas formas sociales, posibles y legales de la vida y de la historia. Otras necesidades han aparecido a su vez; otros movimientos sociales surgen de día en día, que no pueden ser sometidos sin dolorosa violencia a la representación de las asociaciones primitivas e históricas: nuevos organismos creados por la acción espontánea de una sociedad que progresa, y de general desarrollo, acuden constantemente pidiendo plaza y derecho; y el Gobierno Provisional de la Nación, que se inspira ante todo con cuidado en el genio de su país y de la revolución que le ha dado origen, no tiene el derecho ni la voluntad de negárselo. […]

Que vibren en el corazón del pueblo las fibras de los sentimientos generosos; que todos los que de ellos participan se aúnen para lograr lo que aislados en vano intentarían: he ahí lo que podrá sin mucho trabajo conseguirse a merced del espíritu de asociación, y lo que el Gobierno anhela ver realizado, al sancionar de un modo solemne ese derecho. Nada más ajeno de su ánimo que poner a éste ni a ningún otro superfluas trabas reglamentarias. La libertad se limita y reglamenta por la libertad misma, así como todo derecho se extiende hasta donde con otro derecho tropieza.

El principio de asociación queda por consiguiente reconocido clara y solemnemente de hoy más en España. En su respeto y adhesión a esta gran base constitucional que ha hecho la grandeza y la fortuna de Naciones como Inglaterra y Holanda, que explica hoy la mitad de la prodigiosa vida de los Estados Unidos; en su anhelo de que este gran principio se convierta pronto en un gran hecho y una gran costumbre, el Gobierno Provisional no se permite oponerle la menor restricción […]

Bien quisiera el Gobierno Provisional no haber de apartarse un solo instante de este género de consideraciones; pero por sensible que esto sea a sus sentimientos de español, necesario le parece recordar que ha habido hasta hace poco tiempo, que tal vez existen aún entre nosotros, asociaciones para quien el honor y el destino de la nacionalidad española no son apreciables, sino en tanto que no son un obstáculo a las conveniencias de potestades extranjeras; que hay Corporaciones, cuya inspiración y dirección reside fuera del país, y tienden por su misma naturaleza a erigirse no tanto en asociaciones como en poderes; más bien en peligrosos rivales del Estado, que en pacíficos y benéficos representantes de un gran fin social. […]
 Por todas estas consideraciones, […] vengo en decretar lo siguiente: Artículo 1.° Queda sancionado el derecho que a todos los ciudadanos asiste para constituir libremente asociaciones públicas. […]
 Art. 4.° Se prohíbe a las asociaciones, cualquiera que sea su objeto, reconocer dependencia, ni someterse a Autoridad establecida en país extranjero. […]
 Madrid, 20 de Noviembre de 1868.— El Ministro de la Gobernación, Práxedes Mateo Sagasta.

Disposiciones adoptadas y publicadas por el Ministerio de la Gobernación desde 9 de octubre de 1868 hasta la apertura de las Cortes Constituyentes, Madrid, Imp. de los Sres. Rojas, 1869, págs. 131-134.
 FERMÍN VILLAAMIL: SOBERANÍA NACIONAL (1868) Si la soberanía nacional es un «principio o medio político», cuestión es que se debate, ya sosteniendo el pro, bien el contra. […]
 Tiene de principio la consagración de una verdad, cual es el derecho de la colectividad, compuesto con el derecho de todos: y lo tiene de forma, porque es el lógico y único medio de elegir y organizar un gobierno en virtud de él.
 Es pues la soberanía nacional la «suma total» de todas las soberanías individuales: es el «derecho» de la nación, compuesto con el de sus miembros, o bien sea con los derechos «de todos los ciudadanos»: es en fin «la expresión, la fuerza legal y matemática» que asiste a los más contra los menos, colocando a los pueblos en la posición y facultad de elegir y determinar la mejor forma de gobierno que les convenga y de resolver cualquier grave cuestión general. Negar por consiguiente tal principio es cerrar los ojos a la luz, contradecir la evidencia y desconocer lo que la historia y ciencia nos enseñan como verdad única, como necesario recurso, como lógico medio, como legítimo e indispensable derecho político social. ¿Quién científicamente desconocer podrá este derecho? Y si hay quien sin razón le contradiga ¿cuál otro derecho o fórmula legítima que le reemplace y substituya, siendo precisa y absolutamente necesaria la elección de una de las diferentes clases de gobierno, sin el que no pueden pasar los asociados?
 Fermín Villaamil, La libertad. Folleto democrático republicano, Barcelona, Est. Tip. de Jaime Jepús, 1868, 100 págs., págs. 64-65. 
 CIRILO ÁLVAREZ: EL PRINCIPIO DE LA SOBERANÍA NACIONAL (1869) El principio de la soberanía nacional tiene un doble aspecto, una doble significación: el principio de la soberanía nacional envuelve primero una negación y después una afirmación. Como negación este principio es la antítesis del principio del derecho divino: los reyes se amparaban del principio de derecho divino, y llegando hasta suponer ser descendientes de los dioses, defendían la omnipotencia de su autoridad; pero en contra de este principio se levanta el principio de la soberanía nacional para combatirlos: el principio de la soberanía nacional significa también otra cosa como negación: significa que los pueblos, que las naciones, no son patrimonio de una casta ni herencia de una familia; significa todavía bajo este aspecto, bajo este punto de vista, que en los pueblos que están regidos por una monarquía tradicional, por una monarquía que obedezca al principio hereditario o de familia y que tenga de su parte el principio de la legitimidad; significa que los pueblos, cuando esa monarquía falta a su misión, detiene o rompe el progreso de la humanidad en aquel pueblo; es, en una palabra, la oposición constante al espíritu de la época; significa que los pueblos, que las naciones no están obligados a soportarlo todo, a tolerarlo todo de una dinastía; porque si así fuera, esa sería una idea repugnante, humillante para la humanidad.

¿Queréis saber lo que significa el principio de la soberanía nacional en el sentido verdadero de esta palabra, en su sentido filosófico como afirmación? Pues significa simplemente, y esa es la base de los tiempos modernos, la viva encarnación de los tiempos presentes, significa el derecho indisputable que tiene todo pueblo, todo país, de intervenir en la suprema dirección de los negocios del Estado, de imprimir su paso, de imprimir su huella en esos negocios, de tener, por consecuencia, participación en la organización de los poderes públicos para que ningún otro poder, por prepotente, por dominante que sea pueda oponerse a las necesidades del país, pueda oponerse al espíritu de la época, a los progresos y adelantamientos que esté llamado a hacer aquel mismo país en un determinado momento de su historia.

En esto consiste la diferencia que existe entre el poder considerado filosóficamente, considerado en su origen, y el principio de la soberanía nacional. Y a propósito de esto, yo felicito mucho a la comisión constitucional por haber variado el art. 32 de su proyecto: cuando se decía que todos los poderes emanaban de la Nación, envolvía este artículo un principio hasta cierto punto falso; cuando ahora se dice que la soberanía nacional reside esencialmente en la Nación, se dice una verdad casi algebraica. Esa es la diferencia que hay, y esa distinción es importantísima para que no se nos haga por los señores de enfrente cierto género de argumentos. […]

Por consecuencia, ¿cómo la forma monárquica ha de ser contraria a ese principio filosófico, a ese principio político de la soberanía nacional? Si la soberanía nacional consiste en el derecho que tienen las naciones de gobernarse a sí mismas, de constituirse a sí mismas, de decretar la organización de sus poderes públicos, ¿en donde encontrareis algo que venga en apoyo de las doctrinas filosóficas que habéis querido exponer aquí? El principio de la soberanía nacional no se opone, no es incompatible con la delegación de ese poder en una dinastía, en una familia, cuando los poderes públicos se organizan por medio de la forma monárquica; delegación si no perpetua porque no hay nada perpetuo e ilimitado en el mundo, delegación indefinida. ¿Y cómo, si creéis vosotros que la soberanía nacional es un hecho perpetuo, continuo, permanente, inseparable del pueblo ni en un solo instante, ni en un solo átomo de tiempo, cómo llegareis a establecer vuestra república? No crearéis un poder perpetuo, indefinido; no exigiréis, por ejemplo, que la Nación abdique con ese carácter de perpetuidad la soberanía nacional; pero tendréis que exigirla que haga esa abdicación temporalmente: si decís que el presidente de vuestra república ha de regir los destinos del país y ha de presidir todos los poderes por dos, por cuatro, o por veinte años.

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes (1869-1871), t. IV, 19 de abril de 1869, págs. 2081-2082. 
 CEFERINO TRESSERRA: CATECISMO DEMOCRÁTICO REPUBLICANO (1868) 
 P. Cuál es el modo de constituirse un país en una verdadera república democrática? R. Proclamando: 1.º la soberanía nacional; 2.º declarando los derechos del hombre en sociedad, sagrados e inviolables.
 P. Qué se entiende por soberanía nacional?
 R. Que la nación es dueña de sí misma para regirse por el sistema y forma política que elija para todos por medio de todos.
 P. Bastaría a un pueblo la proclamación de este solo principio para constituirse en la mejor forma de gobierno?
 R. No; porque el principio de la soberanía nacional no determina más que una de las bases de la constitución de un pueblo libre, y sin la promulgación inmediata de los derechos del hombre en sociedad, podría dar resultados contrarios a su mismo objeto.
 P. Qué se entiende por derechos del hombre en sociedad?
 R. El conjunto de las funciones necesarias para el desarrollo libre de sus facultades con relación a todos los fines de la vida.
 Ceferino Tresserra, Catecismo Democrático Republicano, Madrid, Imp. de Manuel Galiano, 1868, 32 págs., págs. 12-13. 
 MANUEL BECERRA: DISQUISICIONES
 SOBRE EL CARÁCTER ILEGISLABLE DE LOS DERECHOS (1869) El individuo y la sociedad no son para mí diferentes uno de otro, mejor dicho, no son uno anterior al otro, porque la condición del hombre es ser sociable, y desde que el individuo aparece en el mundo o es incompleto o tiene que ser sociable. ¿Qué derechos pertenecen al individuo? ¿Cuál es su libertad de acción? ¿Hasta qué punto y con qué límites y según qué circunstancias debe tomar parte el Estado?

Sobre todo esto hay nociones bien sencillas. El Estado debe intervenir en todo aquello que el individuo no puede hacer, y debe intervenir para asegurar al individuo, para hacer que gire libremente dentro de su esfera y que ejerza sus derechos sin interrumpir ni penetrar en los de los demás. He aquí para mí la definición del Estado: de modo que resulta de esto lo contrario de lo que pensaba Juan Jacobo Rousseau, que no es para nosotros autoridad. No es cierto que haya el individuo al entrar en sociedad sacrificado parte de su libertad y de su derecho para tener seguridad, no: el individuo entra en la sociedad sociable precisamente para tener más libertad, precisamente para poder ejercer sus derechos.

De manera que estos derechos le pertenecen al individuo, son él mismo, son naturales en él, son la extensión de su personalidad. De aquí resulta una cosa que vais a preguntarme: ¿son legislables o no son legislables estos derechos? Y yo contesto: hay derechos en el individuo que no tienen absolutamente ningún roce ni penetración con los de otros individuos, como son la conciencia, el honor y ciertas apreciaciones anteriores, íntimas, que de modo alguno pueden relacionarse con los demás individuos, y estos derechos no son legislables; no es dado a nadie legislar sobre ellos. En cuanto a los otros derechos hay aquí una confusión de palabras; se dice si son o no legislables: no lo son en cuanto a que no es la ley la que los da, sino que parten de la misma naturaleza; pero sí lo son desde el momento en que la ley tiene que determinar el uso, la forma, el temperamento, para el caso en que los derechos de un individuo se ponen en contacto con los derechos de los demás, porque si se falta al derecho de un individuo, si se comete una injusticia con un individuo, la sociedad está perturbada: mi derecho vale tanto como la sociedad entera.

De esta definición, de esta determinación resulta otra cosa, y es que hay derechos sociales, derechos que el individuo está obligado a defender si es preciso hasta por medio de la fuerza, y esta parte coercitiva del derecho individual no es una creación artificial de la ley; porque después de todo, el individuo no es solo derecho, es también inteligencia, es imaginación, es sentimiento, es fuerza y con frecuencia la fuerza es la sanción del derecho y algunas veces el derecho mismo. Pero sin que estos derechos disminuyan, como en la sociedad hay individuos o colectividades que no pueden ejercer sus derechos, que se encuentran en estado de infancia, entonces hay algo más que el derecho individual, entonces está allí el Estado para vigilar, para evitar que se abuse de la debilidad o que se falte al derecho del que es incapaz de defenderlo por sí.

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes (1869-1871), t. II, 13 de abril de 1869, págs. 1006-1007. 
 JUAN GARCÍA NIETO: CRÍTICA AL CARÁCTER DE ILEGISLABLES ATRIBUIDO A LOS DERECHOS (1870) La doctrina de la gran Asamblea francesa respecto a los derechos del hombre, no obstante resentirse de cierta exageración y envolver algún error en su texto, es tan preciosa, si con rectitud e imparcialidad se la juzga, que su fondo constituye la base del derecho político moderno, y no puede menos de ser aceptada por todo el que se precie de liberal. Y ¿cómo no, si ella, desterrando para siempre el antiguo y equivocado concepto de la libertad, de cuyas funestas consecuencias aún no hemos sabido apartarnos en la esfera práctica, consagra al individuo en todos los órdenes de la vida, cimentando de este modo el bienestar y el progreso?

Existe, empero, entre nosotros una escuela que aún exagera y amplía los principios del 89, encontrándolos, sin duda, sobradamente moderados. Es verdad, en efecto, que la Asamblea constituyente francesa había, con error manifiesto, llamado imprescriptibles a todos los derechos del hombre; pero también había declarado que a la ley compete determinar el límite de estos derechos, y hoy son muchos en nuestro país los hombres políticos que, no satisfechos con esto, les conceden, a más de aquél carácter, el de ilegislables, ilimitables y absolutos.

¡Nueva y verdaderamente original doctrina! Yo siempre había creído que en el hombre nada hay absoluto; que lejos de serlo los derechos, pasa por axiomática su correlación con los deberes. La ley que, por su esencia, es la expresión del derecho y de la conveniencia pública, y por su forma la disposición solemne y obligatoria del poder soberano de una nación, entiendo que es por su naturaleza «la norma de las acciones libres del hombre, y, por consiguiente, muy al contrario de ser ilegislables las libertades y derechos del hombre, forman el primordial objeto de la ley, de tal modo, que si el hombre no fuera libre, seria absurdo, y más que absurdo ridículo, pretender dictarle leyes. Siendo éstas, por otra parte, y sobre todo la ley penal, esencialmente determinadoras de lo que es lícito practicar, y de lo que siendo criminal e injusto debe ser castigado, no era fácil se me hubiera ocurrido la pretendida ilimitabilidad de los derechos del hombre. Y como la pena no es más que la privación de determinados derechos, afirmar que estos son imprescriptibles, me parecía echar por tierra el Código penal y negar al Estado el derecho de castigar. […]

Las más sutiles explicaciones, como aquella, célebre ya por haber sido expuesta en pleno Congreso, y que consiste en afirmar que, acabando el derecho de un individuo solamente allí donde empieza el de otro, y no siendo el limite en realidad distinto de la cosa limitada, los derechos del hombre podían propiamente llamarse por tal razón ilimitables; pero como es la ley la que ha de determinar dónde acaba el derecho de uno y donde empieza el del otro, se deduce, y así tendrá que confesarlo el autor de la antedicha explicación, que estos derechos tienen por límite a la ley, lo cual equivale a decir que son limitados y legislables.

De aquella doctrina se desprende precisa y fatalmente, que la libertad es impecable, que el ejercicio de los derechos individuales en ningún caso quebranta deberes requeribles, y que la palabra abuso carece de significación y de sentido.

Pero es lo cierto que, entre los que la suscriben, pocos son terriblemente lógicos hasta el punto de aceptar tan desoladoras consecuencias de premisas a que la mayor parte sólo se adhieren por ignorancia o ridículo alarde de radical liberalismo, por no hacer aquí mención de aquellos anarquistas y bullangueros para quienes la libertad es el derecho de hacer cuanto se les antoje y convenga a sus particulares fines. Muchos son también los que dicen aceptar esta doctrina; pero sin dar a las palabras absoluto, ilegislable, etc., la significación que realmente tienen y el uso las atribuye, y no pocos, en fin, los que cometen la vulgaridad insigne de aplicar estos ya famosos epítetos, a los derechos en sí mismos; y no a su ejercicio, creyendo salir del paso con suponer que la sociedad se guía por meras abstracciones.
 Juan García Nieto, De la libertad en España. Estudio filosófico-político, Madrid, Est. Tip. de la Vda. e Hijos de Álvarez, 1870, 77 págs., págs. 35-38. 
 MARIANO CALAVIA: EL PODER Y SU ORIGEN (1869) Nosotros hemos aclamado en nuestra gloriosa revolución la Soberanía nacional como propia y fundamental base de todos los poderes públicos; pero la Soberanía nacional supone desde luego como esencial el dominio de la nación sobre sí misma para expresar decisivamente su voluntad, en la forma propia de ésta, a saber: la libertad, la cual es por tanto la condición ineludible de la Soberanía, y anterior a ella, hasta el punto de que el ejercicio de esta Soberanía no puede en manera ninguna invadir ni legislar esa misma libertad que como propio derecho la hace posible. Una nación solo cabe que sea soberana en cuanto es libre, y por tanto, su Soberanía se refiere única y exclusivamente a la organización de los elementos comunes y esenciales que hagan imposible o impidan la violación de este natural y sustantivo derecho de nuestra propia naturaleza humana. Estos elementos comunes, estas notas esenciales y permanentes que garantizan la libertad, son lo que llamamos las leyes, las cuales son formadas por la nación misma, ya directamente en la elección de sus representantes para determinarlas, ya por estos representantes, como delegados de la nación, en cuanto expresan su voluntad misma. He aquí, pues, la raíz y núcleo del poder, y por tanto su base y fundamento legítimo. […]

Pero la libertad supone desde luego que el ser libre lo es, como la expresión de lo que en sí mismo contiene, y por tanto, como siendo la libertad el medio propio en que nosotros desenvolvemos la esencia de nuestro ser. Somos, pues, libres como la ineludible condición de nuestra naturaleza; somos necesariamente libres, y por tanto, nuestra libertad es un derecho que nadie puede arrebatarnos sin violar nuestra misma esencia, sin cometer un crimen de lesa humanidad: somos libres por encima de todo Estado, de toda organización, de todo poder, de toda forma de gobierno: es más, todo Estado, todo poder, toda forma de gobierno, ha de ser obra y resultado de esta serie de condiciones que nuestra íntima constitución humana le preste para garantizar estas mismas condiciones que llamamos derechos ilegislables, imprescriptibles, inalienables.
 Mariano Calavia, El espíritu de la Revolución de Setiembre, Madrid, Imp. de Julián Peña, 1869, 79 págs., págs. 21-23. 
 NICOLÁS SALMERÓN: DISCURSO SOBRE LA FORMA DE GOBIERNO Y LOS DERECHOS NATURALES (1868) La República unitaria es verdaderamente una antinomia, pues que es de todo punto contradictorio afirmar por un lado y sostener como principio fundamental la consagración de los derechos naturales del hombre, y de otro la República unitaria, es decir, la Soberanía de la Nación, la expresión de la voluntad del pueblo, mediante el sufragio universal, no ya como fuente y origen de todo poder (que lo es ciertamente), sino como fuente y origen del derecho mismo.

Ahora bien, ciudadanos: si por un momento pensáis en esto, ¿podéis concebir de un lado derechos que son de todo punto absolutos, derechos que son inalienables, derechos que son imprescriptibles, derechos que están por cima de toda ley, que tienen por una parte su origen en Dios, y por otra su asiento en la conciencia del hombre, podéis entender que esto sea compatible con una soberanía de la nación, que pueda decir en un momento dado: los derechos naturales del hombre deben sacrificarse ante la salud del pueblo? ¿Concebís que esto sea realizable? Ciertamente que no: la lógica tiene un imperio incontrastable sobre las almas.

No alego más razones. Pues escuchad hechos brevísimamente. […] Cuando surgió en la Revolución francesa como hoy entre nosotros la cuestión de la forma de gobierno, derribado ya el trono de Luis XVI, y se estableció al cabo la república, comenzaron a mermarse los derechos naturales porque se consideró como la fuente única del derecho la Soberanía del pueblo. […] Y no tardó en decirse, bajo el peso de aquella aberración que confundía la libertad con el poder: no hay más principio que la salud de la patria; la salud de la patria es antes que todo, y sobre todo derecho; no importa que por ella se proscriban los derechos naturales del hombre; no importa que el terror, el despotismo de la libertad atropelle la justicia y ahogue en sangre a los mismos demócratas; no importa que caiga la cabeza de los Girondinos, luego la de Danton, y después la del mismo Robespierre: como si una organización política que tan feroces hecatombes consiente y aun exige pudiera servir a la causa del pueblo; como si una república centralizadora y tiránica, al salvar por un momento de enérgica pasión la independencia de la patria, no perdiera al fin con la libertad y la justicia las mismas instituciones republicanas. […]
 Cercano tenemos el ejemplo de 1848. El mismo pecado, el pecado por decirlo así original de la Francia, hizo que la república centralizadora, tras breves y turbulentos días, abriera paso a la dictadura de Luis Napoleón. Y es tal y tan grande ese pecado que, mientras esa nación no deje a un lado el principio de la soberanía nacional, bastardeado por el rojo lema de la salud del pueblo, para conquistar poco a poco los derechos naturales del hombre, que son inalienables y anteriores y superiores a toda ley escrita, la Francia no será el país de la libertad.
 No hay, pues, lugar a que, pensando un momento sobre este punto, pueda decir ningún demócrata, es decir, el que no tiene otro criterio, otro principio que la justicia, ni otra aspiración que el bien de su patria, que la forma de gobierno de la democracia sea la república unitaria. Tras de eso está la dictadura. […]
 Viniendo, señores, al segundo término de la cuestión, a la proposición que el señor Orense de palabra hacía, es a saber: si la forma de gobierno propia para España, en los actuales momentos, es la República federativa, os diré: que tiene de mi parte todo género de simpatías; yo trabajaré por ella toda mi vida […]. Mas tratase, no de la teoría que en absoluto se afirma, sino de la práctica siempre condicionada y relativa. […]
 Pues bien, señores, ¿quién pudiera negar según esto, que si el ideal propio, no ya del partido democrático, más de la razón que está por encima de toda parcialidad política, es la consagración de los derechos todos de la naturaleza humana en el individuo como en todos los órdenes de la sociedad y en todos los fines de la vida, quién pudiera negar, digo, que la única forma racional y justa es aquella que más perfectamente representa y cumple el libre organismo de la igualdad? […]
 Pues quien esto os dice, señores, va ahora a deciros que niega absolutamente que sea la forma de Gobierno conveniente para la actual España la República federativa, y niega esto por una sencilla razón. No hemos aún conquistado los derechos naturales: aun cuando reconocidos, aun cuando aclamados, no están consagrados, y, permitidme la frase, no se viven aún; pasará tiempo antes que puedan vivirse y realizarse.
 No basta, señores, a la vida de las naciones, no basta para los Estados, que se declaren en las leyes los derechos; es necesario que se produzcan, se determinen y se realicen espontáneamente en las costumbres del pueblo hasta por el último de sus ciudadanos. Y sólo cuando los derechos en esta suerte y de esta manera se vivan; cuando cada uno reconozca que no hay poder bastante en la tierra que le arranque su libertad, porque antes daría la vida que renegar del derecho, sin el cual no puede vivir la vida racional ni levantar la conciencia hasta Dios; solo cuando pueda afirmarse que todos los hombres reconocen este derecho en los demás; cuando el municipio y la provincia, reintegrados en la plenitud de su poder obren como Estados independientes en su esfera, constituyéndose un verdadero sistema de soberanías que haga imposible la hipertrofia del órgano central, a costa de la atonía de los otros miembros del cuerpo político: triste destino del régimen centralizador, y en el rigor de la frase, monárquico; cuando, por último, instituciones consagradas a los demás fines racionales de la vida arraiguen en la sociedad y garanticen la libertad y el orden en todas las esferas de la actividad humana, ofreciendo bases permanentes e inmutables en las que el edificio social descanse en medio de la amovilidad de los poder públicos, sólo entonces se podrá decir con razón de un pueblo, por largos años despojado de su derecho y privado de la soberanía, que ha adquirido la capacidad y conquistado la virtud, indispensable para constituir y consolidar una República federativa, fiel expresión de la justicia.
 Diréis que este ideal está lejano […]
 El señor presidente: Orense. Voy a hacer una rectificación al discurso del señor Salmerón, que me ha parecido magnífico, pero que deja en mi ánimo una duda, y esa duda estará también en el ánimo del pueblo.
 La cuestión de la duda que tengo es la siguiente: En las próximas elecciones, ¿votamos por la monarquía o por la república? (El señor Salmerón pide la palabra para rectificar.)
 Eso es lo inmediato; por consecuencia, que se vote una cosa o se vote otra. Claro es que hemos de seguir trabajando, para que eso que es un ideal llegue a ser una realidad. Pero la cuestión se viene inmediatamente. No podemos decir a la generación actual: esperen ustedes que dentro de cincuenta años haremos una república. La tenemos que hacer buena o mala ahora.
 Señores: admito hasta la República mala, y digo como les dirá a ustedes luego el señor Castelar, con otra elocuencia que la mía: prefiero una mala República al mejor de los reyes (Grandes rumores). Y ésta, señores, es toda la cuestión.
 El señor Salmerón: Señores; permitidme que sea muy breve; que a una sola pregunta satisfaga con una mera contestación.
 Las razones, las he expuesto. Quizás otro más feliz que yo pudiera haberlas dado tales, que el señor Orense no tuviera dudas en este punto. Pues qué, ¿no habéis penetrado la consecuencia lógica y necesaria de cuanto he dicho, para nuestra conducta en las futuras Cortes Constituyentes? Id allí a hablar contra la Monarquía, para hacer que pierda su valor y su prestigio hasta el punto de que los mismos conservadores reconozcan que los puede perder, y que necesitan agruparse en derredor de la forma democrática. Y cuando llegue el momento de votar, para no perder nuestra autoridad, nuestro prestigio, para mostrar al país, que somos nobles y generosos y que no queremos el poder, decid entonces: me abstengo de votar; ni voto por la Monarquía, ni voto por la República; pero mis aspiraciones, mis esfuerzos señalados están.

Nicolás Salmerón, «La forma de gobierno. Discurso pronunciado en la reunión democrática de 18 de Octubre», en Mariano Calavia y José Calderón Llanes, La interinidad, escritos políticos publicados en varios periódicos, Madrid, Imp. de los Sres. Rojas, 1870, págs. 7-30. [Cfr. Primera reunión pública que el Partido Democrático de Madrid ha celebrado después de efectuada la Revolución de setiembre de 1868, Madrid, Imp. de T. Núñez Amor, 1868, págs. 8-10].
 TOMÁS RODRÍGUEZ PINILLA: EL JURADO COMO FORMA DE AFIANZAR LA CULTURA DEMOCRÁTICA (1871) Para los que tienen el íntimo convencimiento de que sin costumbres sirven de poco las leyes, y de que un pueblo decaído sólo se levanta por medio de sabias y liberales instituciones que vigoricen el carácter y den al hombre conciencia de su propia dignidad, ha debido llamar la atención el que la institución del jurado, ofrecida cortésmente por nuestras Constituciones, como si sólo fuera para salir del paso esquivando la cuestión o para pagar un tributo de respeto a la opinión científica y liberal más autorizada por la experiencia no se haya procurado llevar al terreno de la práctica mucho tiempo hace, dando vida al precepto constitucional. […]

Hoy, que con razón se vanagloria el pueblo español de haber reconquistado sus derechos y libertades, es preciso decirle y hacerle comprender, que se equivocaría grandemente sí creyese que tiene afianzadas, ni aun hechas, esas conquistas con sólo haber logrado consignar en su Constitución aquellos derechos y franquicias. Que no basta eso, no: que donde hay que consignarlos es en la práctica, es en los hábitos: que adonde hay que llevarlos no es al papel sino a las costumbres, a la conciencia, al sentimiento, a la vida del país, por medio de instituciones como la del jurado.

Inglaterra no tiene ley escrita de libertad de imprenta, como no tiene Constitución donde estén articulados los derechos de reunión, de asociación; donde se declare inviolable el domicilio, sagrada la propiedad, garantida la seguridad individual, etc. Pero de tal modo están esos derechos y libertades encarnados en la vida del país, en el sentimiento y en la conciencia de todo inglés, que ni siquiera conciben el que se pueda vivir sin ellos, ni más ni menos que no conciben el que se pueda vivir sin comer, beber y dormir.

No es esto decir que sea malo, ni mucho menos, escribir esos derechos en una Constitución, y establecer la división de poderes, determinar su respectiva esfera de acción, delinear el mecanismo de la máquina política, marcar el engranaje y el juego de sus ruedas, porque el método y la claridad contribuyen al orden. Pero cuidado con fiarlo todo a medicamentos de uso externo. La vida de las naciones está en los individuos. Enalteced a éstos, ilustradles, moralizadles, enriquecedles; hacedles conocer lo que son y lo que valen; dadles idea de sus deberes y de sus derechos: que comprendan, en una palabra, que son ellos, y sólo ellos los operarios de su propia dicha o de su propia desgracia, y todo está hecho. Porque, después de todo, escrito está: «Amad el reinado de Dios y su justicia; lo demás se os dará por añadidura.»

«Si me preguntáis, dice Laboulaye, qué es lo que distingue los pueblos libres de los que no lo son; qué es lo que distingue los pueblos maduros para la libertad de aquellos otros que no lo están, sin vacilar os responderé, que no os fijéis en si tienen tal o cual Constitución, una o dos Cámaras, prensa libre, etc., etc.; no, no: todo eso puede llegar a ser instrumento de la pasión y de la tiranía, más o menos disfrazada. La verdadera distinción estriba en si hay justicia; consiste en el reinado de la ley. «Decidme a mí lo que son los tribunales de justicia, y yo os diré entonces lo que es el pueblo». […]

Las virtudes cívicas como las fuerzas materiales, se fortifican con el ejercicio: los pueblos, como todos los organismos, se desarrollan con el movimiento y la acción. No basta que el ciudadano sea elector; no basta que, con conciencia de lo que hace, o sin ella, pueda echar su papeleta en la urna; no. Para darle posesión de sí mismo; para hacerle conocer lo que es y lo que vale, lo que debe a su patria y a sus conciudadanos, es necesario que sea juez; que no se arrogue, pero que ejerza la altísima función de juzgar. Un día vendrá en que aspire a ser más: un día a más de elector, a más de juez, todo ciudadano sabrá ser y será, sacerdote y rey. El regale sacerdotium no será una aspiración limitada a una casta; será una sociedad en un estado de progreso y perfección, hoy no tan utópico ya como en los tiempos del Profeta y del Apóstol.
 Tomás Rodríguez Pinilla, El jurado y su planteamiento en España, Madrid, Imp. de la Constitución, 1871, 198 págs., págs. 11-14. 
 EMILIO CASTELAR: DISCURSO DENUNCIANDO LA VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS POR EL GOBIERNo (1869) Señores, ¿qué cosa tan extraña, qué privilegio tan extraordinario se quiere establecer aquí? Se le niega al pueblo gritar ¡Viva la república! que es su aspiración, que es su deseo, la fórmula de su pensamiento; y al mismo tiempo que se niega al pueblo que grite ¡Viva la república! se me concede a mí en mi cátedra predicar la república, se le concede al periódico defender la república, se le concede al que se encierra entre cuatro paredes proclamar la república; de suerte, que lo que aquí se hace, después de todo, no es más que amordazar al pueblo, quitarle su derecho y defender la última sombra de un privilegio. […]

Y dice el Sr. Sagasta: «Ya no estamos en el período constituyente, estamos en el período constituido, y por consecuencia no se puede de ninguna suerte en el período constituido atacar a la Constitución como se atacaban todas las ideas, como se defendían todas las ideas en el período constituyente».

Pues yo le digo al Sr. Sagasta que desde el punto en que ha dado una Constitución en la cual se dice que nadie puede ser privado del derecho de expresar sus ideas, nadie del derecho de reunirse y asociarse para todos los fines de la vida, y nadie del sufragio universal; desde el momento en que esa Constitución es votada por todos los conservadores y la mayoría de esta Cámara, ha entregado al país a un eterno período constituyente.

Señores, no hay que equivocarse: si la monarquía tuviera fuerza, si la monarquía estuviera impuesta por una gran gloria, por un gran recuerdo, al menos se encontraría inaccesible al pensamiento y a la voluntad popular; pero cuando la monarquía no nos recuerda aquí más que ignominia, cuando la monarquía no nos recuerda más que vergüenza, la monarquía tiene concitada sobre sí toda la cólera del pueblo. […]

La sociedad moderna es realmente una sociedad muy complicada: desde que cayó el mundo antiguo, todas las sociedades son complicadas; hay en ellas muchos elementos, y el problema que necesitamos resolver, el problema que creo se ha resuelto en parte por esta Constitución, es el siguiente: armonizar la democracia con la libertad. Por el artículo del sufragio universal la democracia adviene, llega al poder; por el título de los derechos individuales, la democracia llega con la libertad.

Así es que el problema que habéis pretendido resolver es el de armonizar la soberanía nacional con la soberanía individual. El siglo pasado no comprendía más idea que la soberanía nacional; creyó que los pueblos eran dueños de hacer cuanto quisieran de los derechos del individuo, de los derechos del ciudadano, el siglo presente no piensa así; el siglo presente cree que el pueblo puede disponer de sus destinos, pero sin atacar, sin mermar, sin desconocer los derechos del ciudadano. […]

Así es que el problema de los tiempos modernos estriba en conocer cuáles son los límites del Estado. Y sobre esto no se han escrito más que dos libros, únicos en Europa: el uno es el libro de los límites del Estado, escrito por Guillermo Humbolt, y el otro es el libro de la libertad, escrito por Mill. Pues bien: leed esos libros, que son el comentario perpetuo de las democracias modernas, y allí veréis que no hay competencia en el Estado para matar los derechos individuales, y que si hay algún derecho absoluto y superior a la humanidad, a todas las instituciones, superior a la monarquía, superior al cielo, superior a la tierra, superior a todo, es el derecho que tiene el individuo de expresar sus ideas, es la inviolabilidad del pensamiento. Así es, señores, que la expresión del pensamiento humano no se debe, no se puede limitar, ya se exprese el pensamiento en un escrito, ya se exprese en un discurso, ya se fije en una esquina, ya se escriba en una bandera.

Y he aquí por qué nosotros defendemos con tanto ahínco el derecho de proclamar el ideal del poder que tiene el pueblo; porque vienen los conservadores con ese instinto de salvación que les caracteriza, y comienzan ahora modestamente por poner límites a ese precioso derecho, después perseguirán nuestra bandera y mañana concluirán por pisotear nuestra libertad y nuestra conciencia.[…]

Y yo, que, como he dicho en otra ocasión, he prestado tantos servicios a la causa del orden, […] digo que el pueblo está en pleno derecho de insurrección cuando se desconoce o se niega la inviolabilidad del pensamiento y la expresión de la conciencia. Pues qué, ¿creéis, por ventura, que porque estáis en ese banco vuestro pensamiento vale más que el mío que ocupo este sitio? ¿Creéis que mi pensamiento vale más que el del pobre jornalero que pasa por la calle? ¿Lo creéis así? No, no podéis creerlo; porque sabéis que todas las almas tienen un mismo origen, que todas las almas tienen una misma facultad, que todas las almas están llamadas a un mismo destino. Los que creen que son diferentes las almas de los plebeyos que las de los aristócratas, pueden irse a vivir a la antigua Roma o a la India, que no tienen derecho a vivir en las naciones civilizadas y cristianas.

Pero , Sres. Diputados, el Sr. Sagasta nos recordaba el otro día una cosa. Nos decía: «Vosotros tenéis derecho a profesar vuestra idea, pero no al culto público.» ¿No es esto? Pues yo le digo a S. S. respecto a las ideas políticas la misma teoría que hemos sostenido por espacio de quince años respecto a la idea religiosa. ¿Cuándo en España estuvo prohibido el culto privado? ¿Cree alguien que el culto secreto estaba prohibido? ¿Lo condenaba el Código penal? No […]. El culto secreto doméstico, el culto privado de las ideas no ha estado prohibido nunca; lo que ha estado prohibido ha sido el culto público de ciertas ideas. Y puesto que el Sr. Sagasta quiere prohibir el culto público, S.S. se coloca plenamente en gran reacción metafísica, política y religiosa, porque toda idea para mí tiene algo de divino.

Pues qué, Sres. Diputados, ¿creéis, por ventura, que vuestra monarquía es tan débil que con un grito se va a caer como los muros de Jericó? ¿Creéis que basta el sonido de las trompetas para que se caiga? Pues si tan débil es, ¿por qué la habéis levantado? No pueden ni deben levantarse instituciones que no resistan al oleaje de las ideas. Así es que cuando se prohíbe una asociación, una reunión pública, viene en seguida la asociación secreta. […]

Señores, el progreso debe ser pacífico; pero ¡ay de vosotros, ay de esta Cámara, ay de esta revolución si obligáis a que el progreso sea violento! Entonces comienza verdaderamente la época triste. Y yo os lo digo: esta minoría no puede consentir la violación más mínima de los derechos individuales; esta minoría cree que la expresión del pensamiento en forma de viva, en la forma de ese deseo, de esa aspiración, es la expresión propia del pensamiento del pueblo; y como cree que el origen de todas las falsas leyes de imprenta, el origen de todas las falsas leyes contra la libertad está en matar la libertad del pensamiento en cualquiera de sus manifestaciones, esta minoría no puede consentir, creería ser infiel a su mandato y a la representación que tiene aquí, si consintiera la más mínima limitación a la libre emisión del pensamiento. […]

Nosotros tenemos el derecho de gritar y sacar banderas que digan: «¡Abajo la monarquía! ¡Muera la monarquía! y «¡Viva la república!» A lo que absolutamente no tenemos derecho, es a emplear la agresión y violencia, a destruir por medios materiales la monarquía y la autoridad de estas Cortes. Y cuando lo hagamos, entonces estará en su pleno derecho la sociedad para perseguirnos y encarcelarnos; que en ninguna parte debe ser la sociedad tan fuerte como allí donde los pueblos son libres.

Ésta, Sres. Diputados, ésta es la teoría de los derechos individuales; la teoría plena, absoluta que vosotros, sin pensarlo, sin quererlo y sin saberlo, habéis puesto en vuestra Constitución. El error, lo mismo que la verdad, la utopía más desenfrenada todo tiene derecho a expresarse. […]

El Sr. Ríos Rosas ha fulgurado, por decirlo así, con su elocuencia tempestuosa, ha fulgurado el pensamiento del partido conservador; ha dicho: reprimid las manifestaciones; porque no parece sino que aquí en vez de estar en monarquía estamos en república.

El Sr. Ríos Rosas debe considerar que desde el momento en que hay sufragio universal, en que hay derecho de reunión, en que hay derecho de asociación, en que hay derecho de manifestación, sin que se pueda exceptuar para ello más que el radio del Congreso, único sitio sagrado que hay en toda España, desde este momento la monarquía está muerta y la república es la consecuencia fatal, es el resultado lógico, necesario, de todos esos derechos. Así es señores, que cuando se discutió la Constitución hubo algunos Diputados conservadores que quisieron limitar el derecho de manifestación pública, no sólo en el radio del Congreso, sino también en el radio de Palacio. Para esos Diputados conservadores el rey era inviolable e indiscutible: esos Diputados conservadores recordaban que en la época de 1820 al 23 una de las cosas que más irritaron al irritable Fernando VII era que fuesen los liberales a cantarle el trágala y a dar vivas a la Constitución bajo los balcones de Palacio. […]

Pues bien, yo pregunto: ¿de qué medios os vais a valer para plantear la política del señor Ríos Rosas? ¿Cómo vais a reprimir las manifestaciones públicas y el derecho que tiene todo ciudadano a expresar su pensamiento? Y cuenta que cuando la Constitución ha escogido la forma negativa para expresar esos derechos, ha escogido la fórmula más perfecta. Ninguna Cámara, ningún poder, ningún tribunal, ninguna autoridad; nadie, absolutamente nadie, por alto que esté, por grande que sea, el sufragio universal mismo, tiene derecho a limitar ni a desconocer los derechos individuales.

Por consecuencia, Sres. Diputados, si el Gobierno se subleva contra el título I de la Constitución, los pueblos se sublevarán contra los otros títulos. Y los que estamos aquí decididos a sostener el orden y la legalidad común, no queremos sostener un orden mentira y una legalidad que vosotros mismos habéis violado. Y es necesario que optéis o por el comentario del Sr. Ríos Rosas, según el cual se deben prohibir las manifestaciones públicas y la expresión del pensamiento, o por nuestro comentario, según el cual no se pueden prohibir esas manifestaciones, ni la expresión del pensamiento, ni los gritos.

Y cuando empiece la arbitrariedad, a la cual parecéis decididos, empezará por abajo la revolución, y cuando haya aspiración revolucionaria, ya Dios nos dará otro Topete, otro Prim, otro Serrano, que todo lo que el progreso promete, la naturaleza siempre lo cumple.

«Discurso pronunciado el día 25 de junio [de 1869] sobre la interpretación dada a los derechos individuales por los ministros de Gobernación y Gracia y Justicia», en Emilio Castelar, Discursos Parlamentarios en la Asamblea Constituyente, 5ª ed., Madrid, Editores San Martín y Jubera, s.a., t. II, págs. 115-153.
 EMILIO CASTELAR: DISCURSO DESAUTORIZANDO AL GOBIERNO A DECLARAR EL ESTADO DE GUERRA (1869) ¿Por qué sucede en España lo que estamos viendo? Porque el Sr. Sagasta, porque la mayoría de esta Cámara se escandalizan y se sublevan contra el mismo principio que los ha traído aquí; contra el principio de insurrección, siempre legítimo cuando un pueblo se levanta a defender sus derechos y sus leyes violadas. Las razas anglo-sajonas han puesto el derecho de insurrección al frente de sus Constituciones. Todavía es la base de la libertad inglesa la Carta magna, y el principio de la Carta magna es el derecho de insurrección.

Pero decía el Sr. Ministro de la Gobernación: «¿En qué parte, en qué pueblo del mundo se ha cometido un crimen como el que acaba de cometerse en España?» Señores, siempre la misma teoría del partido del señor Sagasta. Se comete un crimen, lo paga la totalidad de un partido, la colectividad. Es la teoría religiosa; porque faltó un hombre, estamos todos condenados al dolor y a la desgracia. […]

¿Me acusáis de haber sembrado la idea republicana? Pues yo os acuso de haber proclamado desde el poder la monarquía. ¿Me acusáis de haber hecho la propaganda oratoria? Pues yo os acuso de haber hecho la propaganda administrativa. ¿Nos acusáis de que nuestros actos hayan sido violentos? Pues yo os acuso de que la primera agresión vino del Gobierno. ¿Nos acusáis de que hemos abusado de los derechos individuales? Pues yo os digo que vosotros los habéis restringido. Nos decís rebeldes, y yo os digo que sin vuestros ataques a la Constitución y a las leyes, no hubiera venido esta espantosa catástrofe. Por consecuencia, si hay un verdadero reo, ese reo es el Sr. Ministro de la Gobernación. (Murmullos, risas). […]

Concluyo haciendo las declaraciones importantes que anuncié al principio de mi discurso. La minoría republicana se retira de estos bancos sin votar en definitiva la autorización que se pide por el Gobierno. (Murmullos.) ¿Tan poco significa que se pierdan los ochenta votos que componen esta minoría? ¿Tan poco significa nada que esté aquí o fuera de aquí una fracción importante? El retraimiento que asustó a los conservadores, ¿no asustará a los progresistas? (Varios Sres. Diputados: No, no.) Señores, todos los partidos soberbios creen que no tienen miedo, y recurren a esos extremos y a esas violencias, con lo cual vienen a probar su incurable debilidad. Pues bien; el partido republicano quería presentar una acusación. ¿Cómo la ha de presentar cuando vosotros vais a dar con este proyecto un bill de indemnidad al Gobierno? […] La minoría republicana se va, pero volverá a presentar la acusación; volverá en su día a presentarla; y si entonces puede el Gobierno tomar impunemente toda clase de medidas contra la ley, dirá que aquí no hay más Gobierno que la fuerza.

«Discurso pronunciado el 5 de octubre de 1869 sobre la suspensión de los derechos individuales», en Emilio Castelar, Discursos Parlamentarios en la Asamblea Constituyente, 5ª ed., Madrid, Editores San Martín y Jubera, s.a., t. II, págs. 219-238.
 NICOLÁS SALMERÓN Y EDUARDO CHAO: PROYECTO DE CONSTITUCIÓN REPUBLICANO FEDERAL (1872) Derechos naturales de la personalidad humana
 Base 1ª. El Estado, en cada uno de sus grados, reconoce y sanciona los siguientes derechos en cuantas personas vivan en el territorio español, sin distinción de nacionales y extranjeros:
 I. El derecho a la vida y a la dignidad de la vida, que implica la abolición de la pena de muerte para todos los delitos y el establecimiento de un sistema penitenciario adecuado a esta reforma; el derecho del criminal a la pena y del procesado inocente a la reparación; el derecho de defensa contra los particulares y de resistencia a los abusos de la autoridad; la abolición de la esclavitud y de los últimos vestigios de las penas infamantes.
 II. La seguridad individual, la inviolabilidad del domicilio y el derecho de libre locomoción.
 III. La libre emisión del pensamiento, la libertad de conciencia y de religión, el derecho a la instrucción elemental y la libertad de enseñanza
 IV. El derecho de reunión y de asociación.
 V. La libertad del trabajo, de la industria, del comercio interior y del crédito; el derecho de propiedad, sin facultad de amortización.
 VI. Igualdad de derechos y deberes ante la ley, e igualdad de ambos sexos en los derechos civiles.
 Base 2ª. Estos derechos, que son extensivos a las asociaciones en cuanto a ellas puedan aplicarse, se consideran como un supuesto de la Constitución política del país, y en este concepto, no solo son inviolables para todos los Poderes públicos, sino que les incumbe obligatoriamente su defensa, sin facultad de suspenderlos jamás.

Nicolás Salmerón y Alonso y Eduardo Chao, Proyecto de Bases de la Constitución Republicano-Federal de España, presentado a la Asamblea Federal de 1872, 2ª ed., Madrid, Imp. de R. Labajos, 1873, 16 págs., pág. 6.
 FRANCISCO DÍAZ QUINTERO Y OTROS: 
 PROYECTO CONSTITUCIONAL REPUBLICANO FEDERAL (1873) Derechos naturales de la personalidad humana
 Art. 1º. La Nación Española reconoce a cualquier persona que viva en territorio español como naturales e imprescriptibles todos sus derechos al íntegro desenvolvimiento de sus facultades físicas, intelectuales y morales […]

Naturaleza de estos derechos
 Art. 2º. Estos derechos pertenecen con igualdad a todas las personas cualquiera que sea la diferencia entre sus fuerzas físicas, intelectuales y morales. Se derivan de la naturaleza humana y de la necesidad del desarrollo de cada ser.
 Son, por tanto, anteriores y superiores a toda legislación: no tienen para cada uno más limite que el de su armonización con los derechos de los demás, y jamás prescriben.
 Art. 3º. No es licito a ningún individuo ni a ninguna colectividad, ni a ningún poder público impedir, cualesquiera que sean las circunstancias, el libre ejercicio de estos derechos a la persona que se encuentre en el pleno goce de ellos.
 La Federación Española tiene por objeto armonizarlos y se obliga a garantizarlos íntegramente por medio de su Constitución democrática y de la organización federal de los poderes públicos; y, caso de infracción o violación de los derechos, asegurará a cada individuo lesionado la debida reparación. […]

Prohibiciones perpetuas que exigen el reconocimiento de los derechos naturales
 Art.18. Por tanto, y como consecuencia natural de las declaraciones hechas […]
 Queda prohibida toda desigualdad de derechos y deberes ante la Ley y toda desigualdad para ambos sexos en los derechos civiles.
 Queda abolido todo privilegio y prohibido ante la ley toda distinción de razas o de clases.
 Queda prohibido todo título de nobleza y todo tratamiento jerárquico en todas las esferas del poder.
 Queda abolido todo monopolio que no esté esencialmente ligado a los servicios o inventos de utilidad pública.
 Ninguna pena pasará de la persona del delincuente.
 Queda abolida toda pena infamante.
 Queda prohibida toda aplicación de ley posterior a la perpetración de un delito, salvo en lo beneficioso al reo.
 Queda prohibida la creación de tribunales de excepción para juzgar a los presuntos reos.
 Queda abolida la pena de muerte para toda clase de delitos.
 Queda abolida para siempre en territorio español la esclavitud del hombre.
 Queda abolida toda prestación personal así en la Península, como en las provincias de Ultramar.
 Quedan abolidas las quintas, y la matrícula y las levas.
 Queda prohibida la incomunicación de los detenidos y de los presos provisionalmente.
 Quedan abolidos los azotes, las marcas de hierro ardiendo, toda clase de penas crueles o castigos desusados o mortificaciones de cualquier género que fueren.
 Queda prohibida la muerte civil.
 Queda prohibida toda confiscación.
 Queda prohibida toda caución o fianza en cuya virtud sufra un inocente pena por el delito de un reo.
 Queda suprimida toda subvención a favor de un determinado culto.
 Queda prohibido el reconocimiento por parte del Estado de los votos religiosos.
 Quedan secularizados los cementerios.
 Quedan declarados civiles los registros de nacimiento, matrimonio y defunción.
 Queda prohibida toda disposición preventiva que se refiera al ejercicio de los derechos de este título.

Francisco Díaz Quintero, Ramón de Cala y Eduardo Benot, Constitución Democrática Federal de la República Española, Madrid, s. i., 1873, 32 págs., págs. 3-8.

2.2. LAS TRABAS HEREDADAS: CACIQUISMO, EMPLEOMANÍA Y MILITARISMO 
 JOSÉ MARÍA ORENSE: LA REPÚBLICA ANTE LAS TRES PLAGAS SOCIALES (1869) Además de los inmensos males, abusos y desmanes que pesaban ya sobre el pueblo español en 1808, ha nacido desde entonces acá otra horrible plaga o enfermedad social, conocida con el nombre de la empleomanía. Es preciso curar de ella a España, así como de los pronunciamientos militares, y del caciquismo o dominación de algunos en los pequeños pueblos. […]

En 1840 chocó ver a tantos abalanzarse a los destinos públicos, y en 1854 ya fue un escándalo; pero en 1868 ha sido el escándalo de los escándalos. Este mal deben curarlo los republicanos, ya que los demócratas neo-realistas han preferido a su cura ser participes del turrón gubernamental, que dio vida ficticia a moderados, unionistas y progresistas.

Habrá pretendientes a destinos mientras haya destinos que dar; y cuantos más destinos haya, mayor será el número de pretendientes.
 ¿Por qué nadie pretende ahora ser guardián de San Francisco, o abad de San Benito? Porque en 1835 se cerraron los conventos. Por igual razón, si se pusiera en libertad el comercio de tabaco, nadie pretendería ser estanquero, administrador de rentas estancadas, director de fábricas de tabacos, y así de los demás ramos.
 El Gobierno español da setenta mil credenciales, siendo así que el Gobierno de los Estados Unidos sólo da tres mil.
 Por esto aquella República tiene empleados; pero aquí la Nación es de los empleados. […]
 ¡Queda para mi demostrado, que reina, corte, ministros, diputados cuneros y demás que bullían, miraban solo el país como bosque en que cazar credenciales, para crear con sus amigos y hechuras una nación artificial dentro de la nación verdadera, la propietaria y trabajadora.
 Como los Gobiernos lo hacían mal, necesitaban una comisión de aplausos pagada.
 Con la monarquía esto volverá, y cesará con la República federal.
 Serán pocos los ramos o negocios que quedarán al Gobierno central, que siempre será el menos liberal; porque está más lejos de los contribuyentes. […]
 Llevamos una docena de pronunciamientos y contrapronunciamientos desde 1808, y todo por preferir los que mandan sostenerse por la violencia, a perder el poder por la acción lenta, pero legal de la opinión; haya pues libertad en las urnas. […]
 Isabel II y sus acólitos hacían con más descaro y violencia lo que Luis Felipe; y como a iguales causas siguen iguales efectos, a fuerza de Cortes amañadas por Sartorius, González Brabo, Posada Herrera y demás grandes electores y sus agentes, dieron en tierra con su corona; todos los Gobiernos que no hagan elecciones verdaderas, tendrán igual fin.
 Cuando éstas imperan, los menos se someten a los más; se quejan del país y esperan la revancha en las siguientes luchas electorales; pero no apelan a revoluciones. No se conspira, y cesan los riesgos de golpes de Estado o de revoluciones. Pero es el caso que ni moderados, ni unionistas, ni progresistas, dejaron los malos hábitos adquiridos, y así no cabe otro remedio para evitar nuevos movimientos militares que DAR LICENCIA ABSOLUTA A TODOS LOS SOLDADOS QUE LA QUIERAN, y formar un ejército del pueblo, según el plan de Suiza, de grandes reservas. […]
 Otra de las cosas que contristan en España, y que han aparecido con más fealdad al hacer la Revolución de Setiembre de 1868, es esa manía de coger la vara, o sea ser el bajá del lugar. […]
 Los moderados y unionistas han creado este mal, como tantos otros.
 Es tal el afán de mandar en los pueblos, que había hombre que era moderado, unionista, progresista, lo que se quería que fuese, con tal de coger la vara. Así, aun dejando las excepciones de alcaldes buenos, se puede contar con un ejército de algunos miles de tiranuelos, que hasta prescriben a sus vecinos la hora en que han de retirarse a casa. Antes, el alcalde sabía que no tenía más que una obligación seria e indeclinable: llevar a votar los vecinos del pueblo en que mandaba a gusto del poder preponderante, y así salían elecciones a gusto de Narváez, cuando este mandaba, y a gusto de O’Donnell cuando sustituía al otro. El alcalde que hacía este servicio, estaba seguro que podía atropellar a sus convecinos, hacer el uso que quisiera de los fondos públicos, y que ninguna queja contra él hallaría acogida. Por el contrario, el pobre alcalde que no se prestaba a ser un maniquí electoral, estaba seguro de ver caer sobre su cabeza multas y persecuciones en todos y cada uno de los ramos de la administración, de que el alcalde es la primera, o si se quiere, la última rueda. Así no tenía otro remedio que dejar la vara y pasar a ser víctima.
 Este afán de coger la vara, de mandar en su pueblo, aun cuando fuera en algunos por no ser mandados o atropellados por otros, destruía el espíritu público, y hacía que todas las grandes cuestiones políticas, económicas y sociales, solo fuesen para los aldeanos una cuestión de campanario. […]
 Este mal lo remediará la República federal, quitando los alcaldes, nombre que como el de capitán general, suena a los oídos de todos como sinónimo de opresión. […] En lugar del alcalde, un presidente del Ayuntamiento para los asuntos administrativos del distrito municipal, y un comisionado del gobierno para los asuntos del mismo.
 Así no habiendo quien atropelle, dejaría de disputarse la vara, y además de esta garantía los vecinos conocerían poco a poco que las Diputaciones provinciales reemplazan en la mayoría de los asuntos a los gobernadores. Antes el alcalde que caía en gracia al gobernador, tenía de su parte a la Diputación provincial, al gobernador en la parte necesaria para sostener sus desafueros, al juez, hechuras en general de los Diputados. Las Cortes estaban cerradas para reclamaciones contra la arbitrariedad, y la imprenta, si hablaba, amenazada de la cárcel y grandes multas. Era aquello un despotismo organizado en favor de todos los eslabones de su cadena: y ahora Cortes, Diputaciones, imprenta, en fin, todas las puertas deberán estar abiertas para parar las alcaldadas. Además, el gobernador de cada provincia deberá ser elegido en ella misma por el sufragio universal, y será un hombre del país, bien mirado y que tendrá interés en ser bien reputado y en no atropellar a sus convecinos. Ahora, un gobernador es un ser desconocido guiado por una camarilla. Nuestro sistema asegura los derechos individuales ilegislables y el sufragio universal. Esto con la monarquía no pasa de ser una hipótesis o de una esperanza: con la República federal será una seguridad completa, y además tendrá España la economía de mil millones en el presupuesto y todas las libertades económicas, y desamortización inmediata de todo lo amortizado. Cesará para siempre la presión clerical y militar en las altas esferas del poder, cuando con un rey ellas volverán a lidiar hasta obtener, primero participación en el poder, y después el triunfo.
 José María Orense, Ventajas de la República Federal, Madrid, Imp. de J. Antonio García, 1870, 64 págs., págs. 3-30. 
 JUSTO MARÍA ZAVALA: DEL SUFRAGIO UNIVERSAL (1868) 
 1.º ¿Qué es el sufragio universal? Es el derecho que tiene todo ciudadano de tomar parte en las elecciones. Es el ejercicio de la soberanía del pueblo. Es la base de la Constitución. […]
 6.° ¿El sufragio universal, libre en apariencia, puede dar lugar a impedimentos y abusos?
 Sí: cuando se ejerce por las autoridades gubernamentales alguna coacción o lo que se ha llamado descaradamente la influencia moral, la que es de temer todavía por los malos hábitos que han contraído nuestros gobernantes y hasta los electores, haciendo una mercancía de su voto.
 7.° ¿Cómo se podrán evitar estos abusos?
 Teniendo reuniones electorales previas para que los ciudadanos se instruyan entre sí sobre las circunstancias de cada candidato, exigiendo a éste su profesión de fe y nombrando comités que vigilen los males arriba indicados.

Justo María Zavala, Catecismo electoral, con las nociones más indispensables para ejercer debidamente el sufragio universal, Madrid, Imp. de los Ferrocarriles, 1868, 63 págs.
 GABRIEL FEITO Y MARTÍN: MONARQUÍA Y CORRUPCIÓN (1869) La forma de Gobierno monárquico es la centralización de todos los poderes en un solo poder, representado por una sola persona a quien se llama rey.
 Son reyes absolutos, los llamados de derecho divino,  son irresponsables  y su persona sagrada e inviolable […]
 Las monarquías constitucionales o sean gobiernos representativos varían aparentemente en la forma, aunque en el fondo producen resultados idénticos, en éstas son responsables de los actos del gobierno los ministros, pero esta responsabilidad es ilusoria; hasta hoy ningún alto funcionario ha dado cuenta al pueblo de sus actos, por graves que éstos aparezcan.
 Los gobiernos representativos nos han dado por beneficios, continuos pronunciamientos militares, una nueva aristocracia llamada de la banca con todos los defectos de la antigua, convulsiones populares sofocadas por la metralla de los cañones, mucha sangre preciosa vertida infructuosamente, y aumento escandaloso del presupuesto y de la deuda pública. […]
 Tus reyes han robado inmensas riquezas, sus mujeres se han prostituido, obedeciendo tú como inviolable al hijo acaso de un lacayo o de otro personaje cualquiera. […]
 Para estos ladrones reales no hay leyes, sus crímenes quedan impunes, y tú trabajador infatigable tienes pendiente siempre sobre tu cabeza la cuchilla de la ley; eres castigado hasta con crueldad por el grave delito de coger un puñado de bellotas o unas astillas que arrojaste al fuego de tu hogar para que se calentaran tus hijos queridos.
 Los ministros de las monarquías constitucionales son responsables ante las cortes de todos sus actos, pero éstas se componen de diputados dependientes del presupuesto, y nunca se ocuparon en semejantes bagatelas.
 La influencia del poder se hace sentir muy notoriamente en la elección de los diputados, siempre  los gobiernos obtuvieron mayoría en los parlamentos, y para conseguirlo, el método es sencillísimo, el ministro llama al gobernador y le indica el diputado que le conviene sea elegido; el gobernador llama a los alcaldes de los pueblos, dándoles a conocer el deseo del gobierno, y el alcalde te presenta una papeleta con nombres para ti desconocidos, y tú trabajador infeliz que nada de esto comprendes, depositas en la urna la papeleta, sin conocer que con esto armas el brazo de tu verdugo.
 Aprende pueblo lo que son los reyes, medita tu situación desgraciada, dirige una mirada a tu familia reducida a la miseria; es llegada la hora de tu redención, la de tu libertad; si renuncias a tus derechos, si permaneces en la indiferencia, tus hijos serán esclavos y mendigos, y al recordar que pudiste darlos la libertad, acusarán tu cobardía; aprende pueblo a practicar tus derechos, por este medio destruirás a tus enemigos y ayudarás a la obra santa de la regeneración de los pueblos con el planteamiento de la República Federal, única forma de gobierno que puede darte pan y trabajo. Pueblo, es llegada la hora, no lo olvides, tú eres el soberano.

Gabriel Feito y Martín, Doctrina republicana para las clases trabajadoras. Folleto republicano federal, Salamanca, Imp. de Sebastián Cerezo, 1869, 47 págs., págs. 11-15.
 GONZALO OSORIO PARDO: DIPUTADOS CUNEROS Y SANTONES (1870) La intervención directa de todo ciudadano en la gestión política y económica, es la mayor conquista del derecho democrático. Esta fecunda y poderosa base sobre que descansan todas las derivaciones de la libertad, la poseemos y ejercitamos con la denominación del sufragio universal.

Disculpable es, por más que deploremos las consecuencias, que nuestro país no haya sabido ejercitar, en su primer ensayo acerca de este derecho, el inmenso poder que entraña.

La falta de educación política a que tenía condenados a los más la degradada institución monárquica y la corrompida que recibían los menos, conservando a todos en la indigna abyección a que deben su existencia los reyes, han sido la causa poderosa que el pueblo, al arrojar a éstos del trono, desmoronándolo para que expiasen sus crímenes, no haya sabido empuñar con mano fuerte el cetro de su soberanía.

Disculpamos, pues, que este generoso pueblo, que al despertar de su letargo supo reivindicar su honra mancillada con la expulsión de sus tiranos, haya sido confiado con ciertos hombres que, debiéndoselo todo a los Borbones y no teniendo que esperar más de ellos en su insaciable ambición, se enmascararon con la libertad para vender al pueblo como vendieron a sus reyes. […]

El antiguo temor a los gobernadores tiene que haber desaparecido desde que el pueblo soberano ha comprendido que tales funcionarios, a quien él asalaria, están para servirle, no para cohibirle el más importante derecho de su soberanía […]

Debe saber todo elector que esa funesta creación de los doctrinarios, ese engendro exterminador de todo bien, que a todas partes ha cundido con la denominación de diputado cunero, es la aberración de la dignidad, es la muerte de las provincias, es la mina de los intereses de las localidades; es el descrédito del país, la desunión de la familia y el decaimiento del sentimiento patrio, relegando al olvido su conveniencia propia en holocausto de la ambición y bienestar de un parásito extraño que va a explotar el candor, o torpeza, o indignidad del que le favorezca, dándole o vendiéndole su sufragio.

Cada localidad tiene un imprescindible deber de decoro y conveniencia en hacer la elección de su municipio, de su diputación provincial y diputación a Cortes entre sus hijos, pues que ningún otro puede conocer sus necesidades como ellos, y ninguna comarca tan desgraciada tiene España que carezca de personas competentes para el desempeño de todos sus cargos. […]

Republicanos federales: no incurramos a nuestra vez en la gravísima falta del santonismo, eligiendo siempre y en todas partes a una docena de hombres, que por muy queridos que nos sean, no son lo suficiente para todo.

Y una vez que sabéis que no son olvidados en sus provincias, elegid de entre vosotros mismos, y no ofrezcamos el triste espectáculo de la idolatría, que no admite nuestros principios sanos, y no conduce más que a la abjuración de nuestra autonomía, de la cual, si no puede prescindir el individuo por dignidad, menos puede hacerla el municipio con honra, y el cantón o provincia con decoro, con utilidad. […]

En vuestra prensa, en los clubes, en los casinos, en los comités, en los muchos centros del partido, habéis conocido ya, y habéis podido aquilatar la suficiencia y honradez de infinitos correligionarios, y de esos abundosos manantiales inagotables y sólo de ellos, acompañando la condición de naturales del país, deben salir ya siempre los concejales, los diputados, los escogidos para todo cargo, así político como administrativo. […]

Elegid de entre vosotros, que sois tan buenos como el mejor. No abdiquéis vuestra soberanía jamás, y menos ante las trompetas de la fama, que acrecienta sus embelesadores ecos cuanto más lejano está el punto de que dimanan.
 Gonzalo Osorio Pardo, «La soberanía del pueblo por el sufragio universal», Anuario Republicano Federal, Madrid, 1870, págs. 179-186. 
 MANUEL RUIZ ZORRILLA: DENUNCIA DE LA INMORALIDAD EN LA VIDA POLÍTICA (1870) Una de las llagas de la sociedad española hace mucho tiempo es la inmoralidad, virus que ha corrompido y acabado con la vitalidad de determinados partidos, virus de que hoy no cree la opinión que se halla exento ninguno, porque la verdad es que hay aquí una levadura, una corriente, un tormento, una cosa que no sé cómo se engendra, en dónde está y a dónde se dirige, pero que hace clamar a los pueblos: «en cuestión de moralidad, hemos ganado poco, estamos lo mismo que estábamos en igual época», y esta acusación, que en el fondo puede ser grandemente injusta y estar alimentada por fatales apariencias, tiene que desaparecer […]

Es, pues, necesario que las causas, o más bien las apariencias de la inmoralidad, desaparezcan y se extingan, es indispensable que los fallos de los expedientes no se retarden ni se anticipen por la influencia de este cacique, por la influencia de aquel agente, o por otras causas; pero es preciso que la administración esté al servicio de los pueblos, y no los pueblos como un medio de explotación para la administración pública.

Es necesario, y debo hablar este lenguaje porque mañana se publicará mi discurso más o menos en extracto, más o menos adulterado, y quiero que lo sepa mi país, porque a mi no me duelen prendas; es necesario, repito, que cuando los Alcaldes, los Ayuntamientos o los particulares, vayan a la cabeza del Juzgado o a las capitales de provincia no necesiten recomendación del diputado, del elector influyente ni del ministro o de otras cosas que me avergüenzo el pensar que pueden suceder o sospecharse que sucedan en España, aun después de esta gloriosa y honrada revolución de Setiembre, a fin de que viendo todos la rapidez, la rectitud y la justicia de la administración pública vuelvan a sus pueblos y digan: «Gracias a Dios que no hemos necesitado carta de recomendación, ni regalo, ni dinero para que se nos administre justicia». (Aplausos).

Es necesario, en una palabra, que la administración no esté aquí al servicio de la política y sobre todo al servicio de otra cosa peor, al servicio de los merodeadores de la política. Es indispensable que los hombres que se consagren a la vida pública y lleguen a tener cierta posición y cierta altura, no tengan ninguna clase de debilidad, sino la mirada más alta, el pensamiento más grande y se emancipen de los pequeños inconvenientes y de los tristes compadrazgos con que han estado ligados los que les han precedido en el poder, los cuales han sido tan desgraciados que han pasado sin que el país español recuerde su nombre y sin que el pueblo que los vio nacer les consagre el más mínimo recuerdo de gratitud.

Es necesario que los hombres que lleguen a ciertas posiciones se emancipen de la atmósfera impura en unos casos, pesada en otros, y no sé cómo más calificar, que respiramos los hombres políticos en Madrid y que respiran todavía más los que se encuentran sentados en una silla ministerial, o viven en las alturas. […]

Es necesario, en una palabra, que la moralidad se vea en todas partes, pero que el ejemplo parta de arriba, y que sea tan severo el castigo de los que no sean morales en la administración pública como grande el desprecio a los que, cubriéndose con este o con el otro nombre, con este o con el otro partido, con esta o con la otra idea quieran explotar la ignorancia del pueblo para imponerse al ministro o al Gobierno y conseguir una posición que no hubieran tenido nunca […]

Espero, por consiguiente, y voy a concluir, que inculcando y haciendo recordar al pueblo español lo que la revolución ha hecho, e inculcándole también lo que necesita hacer, así como agrupándonos todos en derredor de la Monarquía y teniendo en cuenta los que hayan de ser sus consejeros, porque según la Constitución, de lo malo que haga el Rey, lo ministros tienen la culpa, y lo bueno lo hace el Rey, éste ha de ser iris de paz y de ventura en este país tan dividido y desgraciado, no por su cielo, siempre puro, no por el carácter de sus hijos, siempre generoso, no por su suelo, siempre feraz, sino por pequeñeces y miserias de los partidos, pequeñeces y miserias de los que vienen jugando en la política.

Manuel Zapatero y García, Viaje a Italia hecho por la Comisión nombrada por las Cortes Constituyentes con el fin de ofrecer la corona de España a S.A.R. el Duque de Aostael Duque de Aosta 23.
 LUIS COLL: FALSEAMIENTO DEL SUFRAGIO (1871) La Constitución consigna […] la inviolabilidad del sufragio, en el artículo siguiente:
 Art. 16. «Ningún español que se halle en el pleno goce de sus derechos civiles, podrá ser privado del derecho de votar en las elecciones de senadores, diputados a Cortes, diputados provinciales y concejales».
 He aquí el artículo que, buenamente cumplido y fielmente observado, podría ser la clave de la organización política, la piedra angular del edificio de la legislación. […]
 Un sufragio equivale a una conciencia: una urna a un arca santa de las religiones políticas: un colegio electoral a un templo, donde se deposita la conciencia de un pueblo en el arca sagrada de sus libertades.
 Y sin embargo, ¡cuántas veces se ha falseado esa conciencia! ¡cuántas veces se ha quemado ese arca, que debiera ser el arca santa de la alianza de los pueblos! ¡cuántas veces se ha profanado ese templo y se ha prostituido con escenas de sangre y de saqueo, sin que le hayan consagrado y purificado de nuevo los sacerdotes y los pontífices de la cosa pública!
 Detenciones arbitrarias de los presuntos candidatos; injustificadas prisiones de las personas más influyentes; recomendaciones oficiales; apremios y recargos a los contribuyentes morosos; grandes amenazas a los tímidos; grandes ofertas a los animosos; grandes dádivas a los corrompidos; escenas de intimidación en los colegios; atropellos los días de escrutinio; por todas partes abusos y engaños; por todas partes coacciones y crímenes; actas perdidas o destruidas de los diputados de oposición; actas improvisadas de los diputados ministeriales; jueces, gobernadores y mayorías que desechan lo que el gobierno quiera desechar, aunque sea lo más justo, y que aprueban lo que quiere aprobar el gobierno, aunque sea lo más criminal… he aquí las bases falsas sobre las cuales se eleva el edificio del sufragio; he aquí la serie de desgracias políticas que sigue a electores y elegidos en fúnebre cortejo.
 Y el sufragio, que debiera ser nuestro orgullo, es nuestro baldón: debiera ser nuestro timbre más preclaro, y es nuestro padrón más bochornoso: debiera ser lo más noble, lo más digno, lo más santo de las modernas sociedades, y es, merced a la inmoralidad de los gobiernos, lo más degradado, lo más abyecto, lo más prostituido.
 Y pocas veces, merced a esa misma inmoralidad, es, como debiera ser, la representación de las creencias y los sentimientos, de las aspiraciones y tendencias de los electores: muy pocas veces es el eco fiel de sus deseos, el trasunto exacto de sus opiniones.
 Los gobiernos deben dar a los pueblos un arma para que con toda libertad la esgriman a su favor o en contra suya, defendiéndolos u ofendiéndolos: ese arma es el sufragio.
 ¡Miserables gobiernos los que no dan libertad para esgrimir tal armar! ¡Desgraciados pueblos los que no tienen energía y saber para esgrimirla! Gobiernos tales se sostienen por su tiranía.
 Pueblos tales se forjan sus cadenas, se condenan a la esclavitud. ¡Gobiernos criminales!
 ¡Pobres pueblos! […]
 Parecerán muy fuertes, tal vez muy absurdas, las líneas anteriores; pero las escribe quien no puede menos de ser sincero amante del sufragio, quien,—admirando y propagando el célebre manifiesto de los sesenta—, ha escrito y predicado continuamente para que en el llamado palacio de las Cortes, junto al rico brocado del uniforme del ministro, junto al lujoso fraque del diplomático, junto al hábito o la púrpura de los prelados de las iglesias, se vea el modesto sombrero bajo y la humilde chaqueta del obrero.
 Luis Coll, «No hay más que un derecho», Anuario Republicano Federal, Madrid, 1870, págs. 1343-1409. 
 MANIFIESTO DEL PARTIDO MONÁRQUICO RADICAL DENUNCIANDO LOS PREPARATIVOS DEL PUCHERAZO ELECTORAL DEL GOBIERNO SAGASTA (1872) Sacrificando todos los intereses superiores que nacen de la Constitución y la Constitución misma al interés liviano de su pasajera existencia, el Gobierno convoca a son de clarín sus abigarradas huestes, y amigos y enemigos de la Constitución, dinásticos y antidinásticos, todos ministeriales, se aperciben a sorprender la opinión, sin otro emblema que la vulgar enseña de integridad del territorio, propiedad, religión y familia, como si en el caso de correr peligro tan altos intereses, hubiera alguien que les reconociera el derecho exclusivo de representarlos y defenderlos.

A tal acto de ciega ambición […] el partido progresista-democrático responde proclamando el restablecimiento de la moralidad política como la primera de nuestras necesidades sociales; señalando ese mal que a todos importa para que todos puedan acudir al remedio; y declarando por nuestra parte, alta y honradamente, que para nosotros no cabe dividir la obra de setiembre; que por la Constitución vivimos y con la Constitución estamos; y la queremos íntegra, sin interpretaciones, ni reglamentaciones, ni menoscabos, de modo que con rectitud se entienda y con lealtad se aplique, sin que estemos dispuestos a sacrificar a ningún interés temporal, a ningún pacto, a ninguna concordia, ni la ley de matrimonio civil, institución establecida en todas las naciones cultas, garantía necesaria al Estado y amparo debido a la libertad del alma humana, ni el art. 21 de la Constitución, que no es la tolerancia, sino la libertad religiosa, dentro de la cual no sólo reside la vida libre exterior de la conciencia para el público ejercicio de todas las religiones, sino que también se contienen las garantías para la Iglesia católica, a que pertenecen la mayoría de los españoles […]

En este período electoral, importante siempre en la vida de los pueblos libres, gravísimo hoy para la Nación española, la conducta que haya de observar el Gobierno es para nosotros asunto de seria preocupación y causa de grandes temores. Ya la misma coalición inmoral que forja es indicio de mayores atrevimientos; ya la administración desorganizada, los funcionarios separados a cientos, los juzgados restablecidos de real orden a voluntad y para servicio de los candidatos ministeriales, la fuerza ciudadana en algunas partes arbitrariamente desarmada y disuelta, y hasta convertidos en magistratura trashumante los respetables miembros del poder judicial que quiso levantar tan alto la Constitución del Estado, autorizan la sospecha de que el Gobierno se ha decretado la victoria.

Pero si no bastando tan reprobados medios se acude a la corrupción o se apela a la violencia; si se suspenden ayuntamientos, se destituyen comisiones provinciales, se forjan listas electorales, se niegan cédulas, se atropellan colegios, se falsifican escrutinios; nosotros dejaremos al Gobierno la responsabilidad de su conducta y evacuaremos los comicios, y si es preciso el Parlamento, para no hacernos cómplices del falseamiento de todo el sistema representativo: porque sabemos bien, merced a graves enseñanzas y a escarmientos históricos, los inconvenientes que trae la sustitución de la realidad por el artificio; los peligros que para la legalidad vienen del aislamiento, y el término en que suele parar, cuando se prolonga, todo divorcio entre la representación legal y la opinión verdadera de los pueblos.

Ojalá que inspirándose el Gobierno en los sentimientos de patriotismo a que su posición le obliga desvanezca con su conducta nuestros recelos. En bien del país lo deseamos; en bien del país pedimos para las elecciones verdad, legalidad y justicia.

Somos un partido de oposición, pero no somos un partido vencido; y pues el juicio de la opinión está abierto y es el sufragio universal quien ha de resolver entre el ministerio derrotado y nosotros, invoquemos confiados ese juicio solemne; y fuertes por la razón, por el número, por la disciplina, por la confianza en nuestras ideas y por la autoridad de nuestras obras, ganemos un fallo favorable a nosotros, adverso a la coalición inmoral y absurda que nos gobierna; y cuando el voto del país haya salido de las urnas, no pensemos siquiera en que sea posible que los hechos posteriores dejen de acomodarse a la manifiesta voluntad de la Nación Española.

Madrid 8 de febrero de 1872.
 Manuel Ruiz Zorrilla.— Nicolás María Rivero.— Fernando Fernández de Córdova.— Cristino Martos.— Laureano Figuerola.— Eugenio Montero Ríos.— Servando Ruiz Gómez.— Tomás Acha.— Manuel Gómez.— Manuel Becerra.— José María Beranger.— Alvaro Gil Sanz […]
 REPRESENTANTES DE LA PRENSA.— Por Las Novedades, Nemesio Fernández Cuesta.— por La Nación, Cristóbal Pascual y Génis.— por El Imparcial, Mariano Araus.— por El Universal, José Anchorena.— por La Tertulia, Juan Manuel Martínez.
 Facundo de los Ríos Portilla, Secretario; […] José Soriano Placent, Secretario.

El Comité Central del Partido Progresista-Democrático a la Nación, [Madrid], Imp. de «El Imparcial», [1872], 1 h. (Hemeroteca Municipal de Madrid). 
 JOSÉ PUIG Y LLAGOSTERA: LA EMPLEOMANÍA (1868) Por grande que haya sido una revolución, la empleomanía es la que ha buscado un motivo, ha encontrado los ánimos y ha empujado al combate. Por grande que haya sido el objeto de una revolución, la empleomanía ha desvirtuado sus fines. […]

La empleomanía es la enfermedad crónica de nuestro país que consiste en un hambre desordenada de comer y de beber sin trabajar, a costa del Estado; enfermedad desarrollada ya de tal manera que ha llegado a tomar proporciones verdaderamente alarmantes.

No hay español que no se crea capaz de cualquier empleo, sea el que fuere; no hay español que no se crea con derecho a un destino, siquiera por haber visto, o por no haber visto siquiera, algún batallón pronunciado tocando el himno de Riego. Esa voraz comezón de presupuesto es lo que esteriliza cuanto fecundo se piense o se haga en nuestra patria, y acabará por consumir del todo las fuerzas productoras del país.

Todo el afán, todo el delirio del empleomaníaco es sentarse a la mesa del presupuesto.
 El presupuesto ha sido siempre el objeto codiciado de todos los partidos. […]
 Por él se venden unos a otros, los hombres y los partidos; y haciéndose de la política inmoral mercado, se cotizan y negocian en inmundas combinaciones los intereses, el jugo, la sangre del mísero país que tal escándalo y dilapidación tolera y paga. […]
 El remedio más pronto, más eficaz y más barato, es una LEY DE EMPLEADOS. Pero ved qué ley.
 No basta que al empleado le hagáis inamovible, y le aseguréis su destino, y le hagáis esperar ascensos graduados y merecidos; no basta que le hagáis como debe ser independiente de la política y fuera del alcance del favor o de la envidia; no basta que reglamentéis sobre ese pie todo ese mundo de oficinas que, extendido como una inmensa red por toda España, en vez de facilitar dificulta y entorpece todo lo que es movimiento así en la administración pública como en todos los ramos de riqueza del país.
 Es preciso además, ¡qué digo preciso! es de todo punto indispensable que quitéis al empleo todo el atractivo y aliciente que ahora tiene para el ambicioso, para el vago y para el inepto. El día en que lo hayáis conseguido, el día en que los destinos públicos no sean ya solicitados, o cuando menos estén fuera del alcance de los aventureros, aquel día los partidos serán lo que deben ser, porque su fin será realmente el país y no el presupuesto. Entonces habrán cesado los trastornos porque habrán cesado las ambiciones desmedidas; habrá muerto, en fin, la empleomanía, y se habrá cerrado ese asqueroso capítulo de pronunciamientos y asonadas cuyo único fin ha sido siempre quitarse unos para ponerse otros, siempre añadiendo sobre el mísero país gravamen sobre gravamen. […]
 ¿Y hasta cuándo ha de durar monstruosidad tamaña? ¿Creéis por ventura, señores políticos de profesión, que el país es patrimonio vuestro? ¿Creéis por ventura que por el mero hecho de calzaros un empleo o de lanzaros a intrigar para alcanzarlo, tenéis un derecho a disponer como cosa propia de la riqueza del país, del bienestar moral y material de los pueblos? ¿Creéis por ventura que solo trabaja el pueblo para manteneros a vosotros y pagar vuestros desórdenes? Así lo debéis creer y aun algo más que esto, cuando sobre disponer de nuestros bienes y comeros nuestro pan nos tratáis a latigazos. […]
 Apelo al patriotismo de cuantos hombres de honor haya en España. Buscad un medio para exterminar la empleomanía, o el país es perdido sin remedio.
 Ahora es la ocasión. O ahora o nunca.
 José Puig y Llagostera, Cortar por lo sano, 2ª ed., Barcelona, Est. Tip. de Narciso Ramírez y Cía., 1868, 16 págs., págs. 2-12. 
 EMILIO CASTELAR: CONTRA LA PROPOSICIÓN QUE CONFIABA A SERRANO LA PRESIDENCIA DEL GOBIERNO (1869) Vosotros nombráis al general Serrano presidente del Gobierno definitivo, porque el general Serrano tiene una grande influencia en el ejército.
 Esto me duele, porque les da a nuestras revoluciones cierto aspecto militar que no deben tener; nadie, y quisiera que el señor general Serrano no escuchara esto, nadie como yo, absolutamente nadie como yo, admira al ejército español. Cuando los hombres más ilustres de Europa me han dicho que se sublevaba muchas veces, yo les he dicho: pues precisamente ésa es su gloria. Sublevación fue la de Daoiz y Velarde, que no reconocieron la alianza francesa con los Borbones, y nos dio la honra de la patria, y resucitó todas las nacionalidades europeas; sublevación fue el hecho de Riego, y aquella sublevación difundió el régimen constitucional por toda Europa y produjo el hecho capital de nuestro siglo, la independencia de la América; sublevación fue la del sargento García, y merced a aquella sublevación renació entre nosotros el sistema constitucional; sublevación fue la de Espartero, y merced a ella abolimos los diezmos y dimos el golpe de gracia al poder político de la Iglesia; sublevación fue la de O’Donnell, y merced a ella comenzó este torrente democrático que hoy nos impulsa; sublevación ha sido la del general Serrano, la del brigadier Topete y la del general Prim, pero merced a esta gran sublevación la monarquía se ha hecho imposible en nuestra patria. Miradas así a la luz de las leyes positivas, quizá sean graves faltas; pero miradas a la luz eterna de la conciencia humana, que bendice a los héroes de la libertad, esas sublevaciones son los grandes jalones que van señalando el progreso en España.
 Pero, señores, si yo soy de esta suerte agradecido al ejército, yo no quiero, yo combato el que tengamos el predominio militar. Las sociedades no pueden existir hoy sin ejército, como no puede existir el sistema planetario sin mecánica; pero las sociedades en donde hay ejército deben poner sobre la fuerza y sobre los militares el sol, es decir, la razón y el derecho. […]
 Ahora bien, Cortes Constituyentes: ¿apenas os habéis reunido ponéis un militar sobre vuestro derecho y sobre vuestra soberanía? Yo me temo mucho que vuestra autoridad se convierta en despotismo; yo me temo mucho que vuestra libertad se convierta en dictadura.
 Ninguna, absolutamente ninguna de las naciones de Europa hace lo que nosotros hacemos: el partido moderado es Narváez; el progresista es Espartero o Prim; la unión liberal es O’Donnell o Serrano. Si ellos no mandan, somos tan débiles que no podemos vivir; nos parecemos a aquellos antiguos vándalos que adoraban una espada puesta de punta en el suelo. Esto no sucede en Europa: el imperio francés es un imperio militar en medio de una gran democracia y, sin embargo, lo manda un abogado; el imperio inglés es el más grande imperio que hay en el mundo y, sin embargo, hoy lo manda un orador, ayer un novelista; Prusia no tiene más fuerza ni más frontera que sus bayonetas y, sin embargo, lo manda un diplomático […]. No hay militares en el mando más que en Suecia, porque allí no se conoce la libertad política, y en España, porque aquí nos vamos dando trazas de predicar mucho la libertad civil y de desconocerla y vulnerarla siempre. […]
 Señores: para concluir os diré que nosotros habíamos presentado una proposición que era verdaderamente la fórmula y pensamiento de esta minoría. La proposición quiere primero que la Asamblea contenga y conserve todos los poderes; que la Asamblea ejerza el poder ejecutivo por medio de una comisión nombrada de su seno, y ante ella amovible y responsable; que los poderes todos presten obediencia a la Asamblea y que el presidente de ella tome el mando de las fuerzas de mar y tierra. Y ¿por qué? Porque muerta la antigua legalidad, porque muerta la legalidad constitucional en Alcolea, no queda más criterio de legalidad que el sufragio universal, y no queda más soberano que el pueblo. Y vosotros, representantes del pueblo, después que os habéis reunido con tanto trabajo, con tantas fatigas, con tantas luchas, el primer día que os encontráis aquí os vais a quitar de las sienes la corona del sufragio universal y a estrellarla a las plantas de un soldado. […]
 ¿Por qué vosotros no habéis de gobernar? Ciudadanos constituyentes, elegidos del pueblo; rotas a vuestras plantas todas las cadenas, abiertos a vuestras ideas todos los horizontes, herederos de infinitos tesoros de ciencia, teniendo un pueblo el cual os acata y os aclama; si con todos estos elementos, con toda esa fuerza, no sabéis fundar una democracia que sea el modelo de Europa, Asamblea Constituyente, merecerás la eterna reprobación de la justicia divina y la eterna maldición de la historia.
 Pero si la realizas, me inclino ante ti y saludo en ti la majestad del pueblo.

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes (1869-1871), t. I, núm. 10, 22 de febrero de 1869, págs. 97-104. [Nota: en otras versiones aparece «Rusia» por «Suecia»].
 [VALENTÍN ALMIRALL]: LOS ENEMIGOS DE LOS FEDERALES (1874) Nuestra Nación se compone de caracteres degradados ya y de caracteres todavía embrutecidos. En los grandes centros, en los que se impidió que entrara la civilización moderna en su período de esplendor, se vive en el refinamiento, en la intemperancia, en la molicie de esta civilización en decadencia; en la campiña se vive generalmente en el embrutecimiento, y allá donde no impera en jefe el cura, es porque le ha arrebatado la jefatura el secretario o un caciquillo cualquiera. Largos siglos de unitarismo avasallador y en lucha casi siempre con la vida moderna han domado nuestra virilidad y apagado el espíritu altivamente democrático que en muchas de nuestras comarcas dominaba, y hoy no hay entusiasmo por ninguna idea […]

Para consolidarse en el poder y reunir todos los elementos necesarios para llevar adelante su obra, debía el partido federal acabar con sus enemigos y buscar amigos. […]
 La empleomanía, moderna sopa que reparte el Estado desde la supresión de los conventos, podía acabar con la República por el descrédito y por la inmoralidad política y administrativa que es su consecuencia inevitable. El militarismo, entendido por tal no la fuerza pública, necesaria a todo poder, sino el ejército político, los pretorianos dictando leyes y poniendo reyes, y vendiendo por algunos grados la suerte de la patria, debía acabar con el régimen republicano por uno de sus pronunciamientos, y no podía conciliarse con él, ya que su triunfo era su muerte inevitable. La empleomanía y el militarismo, pues, eran los dos cánceres a que desde luego, sin compasión y con pulso firme, debía aplicar el cauterio el partido republicano. Mientras quedara con vida cualquiera de esas dos plagas, era imposible su consolidación en el poder.
 Que podía acabar con la empleomanía es indudable. Verdad es que hubieran levantado espantoso vocerío esos hambrientos que cambian, como se cambia de camisa, sus opiniones; pero su clamoreo hubiera sido ahogado por la opinión del país, satisfecha con la medida. Nada importa que algunos caciques despechados hubieran puesto la proa al nuevo gobierno, pues que no hubieran conseguido otra cosa que su descrédito. […]
 Sabemos que son indispensables empleados públicos; pero así como la destrucción del militarismo no supone la desaparición de la fuerza pública, sino todo lo contrario, la extirpación de la empleomanía no indica la supresión de la administración y de sus agentes. Debería empezarse por convertir los empleos, de granjerías que son hoy día, en verdaderos puestos de trabajo y de provecho para la nación, exigiéndose en los que debiesen ocuparlos, no precisamente antecedentes políticos de emigración o de barricada, sino condiciones de capacidad, laboriosidad y decencia. Debía separarse por completo del empleo público la idea de premio por servicios y de indemnización por quebrantos. […]
 Todo lo que de la administración pública depende está en España montado de manera que favorece la empleomanía: establecimientos científicos, carreras literarias, academias, etc., etc.; todo pues debía reformarse para extirparla de raíz.
 Que la República podría acabar con el militarismo no es menos evidente. Basta recordar la situación en que se encontró a poco de proclamada: situación que le permitía suplir lo existente por la verdadera fuerza pública nacional. No se diga que lo intentó mediante la creación de cuerpos de peseteros, que ni esta obedecía a sistema alguno, ni se trató siquiera en serio de sacar las pocas ventajas que podía ofrecer. El militarismo debía destruirse planteando un sistema de servicio completamente nuevo en España, basado sobre el modelo de los ejércitos germánico o suizo; separando del todo de la política a la fuerza pública y obligándola a proceder en serio y a acabar con las bufonadas y sainetes. Podían aprovecharse algunos elementos sanos que quizás existen, pero debía exigirse de ellos vida completamente nueva y en armonía con el nuevo orden de cosas que se hubiera establecido.

Por un redactor de «El Estado Catalán. Diario Republicano Federalista» [Valentín Almirall], Vindicación del sistema federativo, Madrid, Imp. de F. Escamez, 1874, 37 págs., págs. 5-6 y 29-30.

2.3. LAS MUJERES 
 CAROLINA PÉREZ: LA MUJER EN DEMOCRACIA (1872) Hoy que en España se desenvuelve el pensamiento en todo su esplendor; hoy que la independencia es el grito que lanzan todos los corazones, también la mujer ha sentido el hálito de la libertad, también la ha visto descender del cielo, y al rodear la cuna de sus hijos, romper sus cadenas eslabón a eslabón. Romperla, sí, que era ya tiempo que la mujer pidiera el uso de sus derechos. Hombres, que nos creéis destinadas a vivir en la oscuridad; hombres, para quienes la mujer es una pobre avecilla que debe solo cantar dentro de su jaula, mirad al cielo y preguntad a Dios si os dio a vosotros un alma para ser libres, y a la mujer un corazón para vivir gimiendo.

La mujer no es ya una cosa, un mueble de lujo, como la consideró el pueblo hebreo; la mujer tiene un destino que cumplir en la vida; no es ya la sierva de su señor, como la consideró la Edad media; la mujer es hermana del hombre. No es una perla prendida por adorno a la humanidad, como ha sido considerada después; la mujer es la llave del gran arcano de la vida. Huyeron los tiempos de Salomón; derrumbáronse los feudales castillos; pasaron las rancias preocupaciones.

La mujer conoce sus derechos, y la esclavitud y el oscurantismo han desaparecido para siempre entre las vueltas misteriosas del tiempo; llegó la luz, huyó la sombra.

Alguien habrá que pregunte aún: ¿y cuáles son los derechos de la mujer? Oíd: la mujer es un ser apto para pensar, ¿por qué no ha de decir lo que piensa? La mujer razona; ¿por qué no ha de figurar en la escala social? La mujer siente, aspira, tiene ideas de libertad, de emancipación; ¿por qué no ha de tener su puesto en la vida del progreso? ¿Hay quién rechaza estos derechos? ¿Hay quién crea un absurdo esta doctrina? Pues que tienda la vista más allá del Océano, y contemple la marcha de un gran pueblo, que brinda paz al universo entero. En Norte América, en aquella República floreciente, la mujer es libre, trabaja, comercia, desempeña cargos públicos, puede por sí sola atender a las necesidades de su vida, aprende la virtud desde su infancia, ama a su patria como ama a su esposo, a sus hijos; allí la mujer está educada; allí la libertad tiene su trono.

Estos son los derechos que pedimos; estos son los sueños que durante tantos años hemos acariciado en la monotonía de nuestros hogares, y… convenceos, no conseguiréis hacer una humanidad libre mientras la mujer no sea libre también. Que la mujer se eduque y será buena esposa; que la mujer sea libre y enseñará a sus hijos.

Ciudadanos, arrojemos el yugo que siglos opresores colocaran sobre nuestros hombros; y vosotras, compañeras de nuestra infancia, unid a la nuestra vuestras voces dulcísimas, y al murmurar una oración a Dios por la emancipación de nuestro sexo, elevemos un himno a la regeneración de nuestra patria.
 Carolina Pérez, «La mujer en la democracia», La Ilustración Republicana Federal, Madrid, año II, núm. 10, 28 de marzo de 1872, págs. 104-105. 
 FRANCISCO PIY MARGALL: LA MISIÓN DE LA MUJER (1869) Mucho se ha dicho sobre la mujer, mucho se ha escrito; mucho se ha encarecido su importancia por unos, mucho se la ha rebajado por otros. Yo me atrevo desde luego a afirmar que es un elemento altamente civilizador; que es uno de los elementos que más poderosamente pueden contribuir al desarrollo de los adelantos humanos.

¿Cómo? me preguntaréis. ¿Será acaso sacándola del estrecho círculo en que vive, y lanzándola por el camino de la ciencia, de la política, de la literatura y del arte? No niego yo a la mujer grandes facultades intelectuales; lo que sí creo es, que no es ésa la senda por donde puede cumplir su misión en el mundo.

Hay, ciertamente, en los pueblos modernos, y más aún en los extranjeros que en el nuestro, cierta tendencia, no sólo a que la mujer sea política y literata, sino, también a que entienda de industria y de comercio. Pero en esos pueblos suele observarse que los lazos de la familia se relajan de día en día; que la mujer pierde las bellas cualidades de su sexo, sin adquirir las del hombre, y que, lejos de ser un elemento civilizador, pasa a ser un elemento perturbador […]

No es ese camino el que yo quisiera que la mujer siguiese; no fuera, sino dentro del hogar doméstico, creo que debe llenar su misión. […]
 Señoras y Señores; la principal misión de la mujer está en fortalecer el sentimiento, en alimentarle, en darle fuerza, en hacerle la base de la actividad y de la inteligencia. Empeñado el hombre, como decía hace poco, en las rudas y trabajosas luchas de la vida, baja no pocas veces al fondo de sus hogares, triste, contrariado, agobiado por los desengaños, por la ingratitud, por la mala fe de las personas con quienes trata. La mujer tiene entonces la dulce y delicada tarea de despertar en el hombre el sentimiento, […] de recordarle que hay a su alrededor almas bellas y puras, familias desgraciadas, que necesitan tal vez de su amparo, una patria a quien servir, una humanidad por la cual vivir, y si es preciso, sacrificarse.
 ¿Se quiere entonces, se me dirá, que la mujer sea también política? ¿Se quiere que la mujer tercie también en las ardientes luchas de los partidos? No, a buen seguro; no creo que la mujer deba nunca mezclarse en nuestras sangrientas luchas civiles; no creo ni aun que deba tomar parte en esas manifestaciones ruidosas que de algún tiempo acá vemos entre nosotros; no creo ni que deba hacer exposiciones en pro ni en contra de tales o cuales principios que se estén agitando; pero creo, sí, que puede y debe influir en la política, sin separarse del hogar doméstico.
 La mujer, que es todo amor, todo sentimiento, ¿cómo no se ha de interesar, por ejemplo, por que se declare cuanto antes abolida la esclavitud de los negros en nuestras colonias? La mujer, que es todo amor, todo sentimiento, ¿cómo no se ha de interesar porque se mejore la suerte de las clases trabajadoras, que, con ser el nervio y la riqueza del Estado, son las que más directa e inmediatamente sufren las consecuencias de nuestras crisis políticas y económicas? […] Puede la mujer influir en la marcha política de los pueblos; pero ejerciendo su acción sobre su marido, su padre, sus hermanos, sus hijos si los tiene, inflamándolos en el santo amor de la humanidad y de la patria. Lo repito: en el hogar doméstico, no fuera de él, ha de cumplir la mujer su destino. […]
 Mas, ¿podrá la mujer, siendo ignorante, llenar tan difícil misión? Yo he dicho que no creo que la mujer deba entregarse por completo al estudio de las ciencias, de la literatura, de las artes; pero, al decir esto, no he querido decir que no deba instruirse. Estoy, por lo contrario, en que no puede llenar su fin moral sin una instrucción muy vasta, muy extensa. ¿Por dónde había de poder ser la maestra de sus hijos, si no tuviera nociones, por decirlo así, enciclopédicas, si no conociera las ciencias de la naturaleza, hasta la higiene, para saber qué es lo que puede mantener la salud y desarrollar las fuerzas de sus hijos? ¿Cómo había de ser posible que la mujer formara el corazón y la conciencia de sus hijos, si no conociera perfectamente las leyes de la moral y no se inspirara en la ciencia de lo justo y de lo injusto? Es necesario que esa instrucción sea cada día mayor y más extensa, si ha de llegar la mujer a realizar sus altos destinos.
 Francisco Pi y Margall, La misión de la mujer en la sociedad, Madrid, Imp. de M. Rivadeneyra, 1869, 17 págs. 
 JOAQUÍN MARÍA SANROMÁ: LA EDUCACIÓN SOCIAL DE LA MUJER (1869) ¡La mujer inhábil para la alta enseñanza! ¿Y por qué, Señoras y Señoritas? Si el corazón de la mujer está abierto a todos los sentimientos nobles y generosos; si es tan exquisita su penetración; si su espíritu es capaz de elevarse a las más sublimes abstracciones y a los más delicados conceptos, ¿por qué no abrir cada día nuevos horizontes a ese espíritu? ¿por qué no ponerle en contacto con todas las grandezas de la creación, cuando cabalmente es la mujer una maravilla entre estas grandezas? El sistema de alejar a la mujer de los estudios serios, yo no me lo explico más que por el deseo de mantenerla en una profunda ignorancia para ponerla bajo la absoluta dependencia de ciertas clases o de determinados intereses, o por el temor de que, dando a la ciencia un torcido sesgo, se convierta la mujer en eso que se llama vulgarmente una marisabidilla. No hablemos de la ignorancia: basta conocerla, basta adivinarla, basta sospecharla siquiera, para que tengamos el derecho y el deber de combatirla; que por lo demás, harto sabéis, Señoras, que el tipo de la marisabidilla no resulta de los estudios sólidos, sino de las enseñanzas superficiales y ligeras; y que, si aún entre los hombres se encuentra el tipo del pedante, no obsta el que haya algunos pedantes para que se encuentren numerosas legiones de hombres doctos […]

¿Por qué la mujer ha de perder algo en concepto de madre, de hija, de esposa, por tener al mismo tiempo algo de artista o de industrial, por ser viajera, escritora, profesora, y sobre todo ciudadana? ¿Por qué el sentimiento religioso, el amor y la amistad, únicos afectos que ciertas escuelas admiten en la mujer, no se han de hermanar perfectamente en ella con el sentimiento del arte, con alguna inclinación a los negocios, con la afición a la lectura abundante, sana y provechosa, y con el instinto de las grandes reformas políticas y sociales? Justo es que la mujer tome interés en todas estas cosas, puesto que con ellas está tan relacionada su existencia como la del hombre. Si llegan a interesarla, tened por seguro que ejercerá influencia en ellas; y la influencia de la mujer en todos los órdenes de la vida es una prenda eficacísima de civilización y progreso.

Me atrevo a decir más: yo no vacilo en asegurar que el desenvolvimiento de las civilizaciones marcha siempre al compás del grado de influencia que va ejerciendo la mujer en todas las partes de la vida social. […]

Hablemos también un poco de participación política. Dejaremos en paz aquellas escuelas que pretenden envolver a las mujeres en las grandes luchas y agitaciones de los partidos, llevarlas a los parlamentos y a los colegios electorales, y abrirles los vastos palenques del periodismo y del meeting. Yo no sé qué sucederá con el tiempo; pero, espero no os ofenderéis si os digo que, en mi concepto, la sociedad presente no está para tomar esos alientos. […]

Señoras: influir en la política no significa siempre hacer política. La política os interesa a vosotras como nos interesa a nosotros, hombres: os engañan cruelmente los que os digan lo contrario. Por de pronto, la política nos da o nos niega la libertad, garantía de esos derechos individuales que debe poseer toda persona, sea cual fuere el sexo a que pertenezca. Fijaros luego en una multitud de problemas que viven dentro de la política, y que haríais bien en arrancarlos a sus crueles entrañas para resolverlos, según las leyes de amor y humanidad, cuyo secreto tan admirablemente poseéis. El soldado arrebatado a los brazos de una madre anegada en lágrimas, por una razón política que sostiene esa esclavitud blanca, llamada servicio militar; el otro esclavo negro, tan marido como el marido blanco y tan hijo como el que besáis tantas veces en al frente, y sin embargo, entregado a la brutalidad de un amo porque una razón política sostiene la esclavitud en las colonias; el pobre y el desvalido, a quien una razón política hace mirar como vago y mal entretenido […]: todo esto, y mucho más, está en la raíz de la política, y os conviene, y nos conviene que en ello pongáis vuestras delicadas manos y vuestro agudo entendimiento. Sí: os conviene y nos conviene que entendáis estos problemas, que os penetréis bien de ellos. Porque, si no los conocéis, si no los entendéis, la política vivirá exclusivamente de fuerzas materiales, de cálculos e intereses: cuando os hablen de quintas, de esclavitud, de pauperismo, de libre cambio, os encontrarán frías, insensibles, desapasionadas; el sofisma triunfará, y con él la causa del error y de las iniquidades. Vosotras sois la gran palanca, la gran fuerza moral llevada al mundo de la política; vuestra misión es encender el fuego del sentimiento en aquellas atmósferas heladas. ¡Ah! demasiado tiempo ha sido la política una región de nieves, para que tengamos que asustarnos de hacer un poco de política de sentimiento!
 Joaquín María Sanromá, La educación social de la mujer, Madrid, Imp. de M. Rivadeneyra, 1869, 22 págs., págs. 5-21. 
 REMIGIO VEGA ARMENTERO: LA MUJER (1872) ¡Qué hermoso, qué bello, qué dulce es ese ángel que habita la tierra y que se llama mujer! El bate constantemente sobre el hombre sus blancas, sus castas, sus protectoras alas; él es su guía, su egida, su felicidad, su todo. […]

Y sin embargo, todavía no está emancipada la mujer; no se la ha colocado aún en el camino de la dignidad y del respeto que la aparten del miserable estado que la convierte en un mueble de lujo; continúa en la precaria condición que la han creado las oscuras instituciones de tiempos odiosos; no tiene casi derechos, ni protección; es considerada como un instrumento que se explota, y víctima siempre, sufre y calla, porque otra cosa no la es dado, y sucede muchas veces que, como el pájaro que perdió su libertad y vive cautivo entre los alambres de la estrecha jaula, no se queja, sino que, al contrario, canta alegre, porque su resignación y su bondad son excesivas.

Pero en este triste y lamentable estado no debe continuar la mujer. Es preciso emanciparla, darla todos sus legítimos e imprescindibles derechos; legarla, no un porvenir de miseria, abyección y ludibrio; no un mañana eterna continuación del ayer, sino un porvenir de libertad, de instrucción, de adelanto y de felicidad, que haciéndola respetuosa y respetada, la prodigue venturas y satisfacción; y protegida por leyes sabias y celosas que la defiendan con una tutela especial, hacer que todo lo que la rodee la sea agradable, útil, deleitoso y amado; y de esta suerte, la mujer, ese grande elemento constitutivo de la sociedad, asentado y afianzado sólidamente, contribuirá al desarrollo de la perfección social, que tanto necesitan los pueblos, cansados de esta larga noche de ignorancia, de aflicciones y miserias.

Por fortuna, vendrán días en que la República protegerá y emancipará a la mujer, dándola libertad y asegurando sus derechos y su dignidad, labrándola un porvenir de perfección, cultura, dignidad y valía, arrancando de su explotada conciencia las indignas preocupaciones y el extravagante fanatismo que tanto la humillan y que tanto contribuyen a esclavizarla y a mantenerla ignorante e ignorada.

Vendrá la República, y con ella la cultura, el progreso, la luz, la libertad, y entonces el hombre, amando y bendiciendo a la mujer y consagrándose a ella, comprenderá que es ésta tan necesaria a la sociedad como es necesario el aire que respiramos, y que no se concibe la sociedad sin la mujer, como no se concibe el día sin la purísima luz del sol.
 Remigio Vega Armentero, «La mujer», La Ilustración Republicana Federal, Madrid, año II, núm. 17, 8 de junio de 1872, págs. 209-211. 
 JOSÉ GÓMEZ Y GORDILLO: LA MUJER Y LA POLÍTICA (1870) La mujer en la vida de la política será un gran paso en el camino de nuestra regeneración.
 Hace tiempo vengo oyendo cuando he tratado con varios amigos, que opinaban en contra, la cuestión de si la mujer debe tomar parte en la política o no, que sólo a esa parte del bello sexo le concierne ocuparse de las labores y quehaceres domésticos.
 Niegan que la mujer sea útil para la política, y niegan que sea, en razón de su sexo, inherente a ella la cualidad de poder tributar culto al pensamiento científico moderno, es más, hasta califican muchos de faltas de pudor a aquellas mujeres que anhelen tomar participación en la construcción del edificio que está encargado de erigir la sociedad moderna. Preciso es convenir lo extraviado, lo absurdo, lo utópico de tal pensamiento. ¿No tiene la mujer imaginación, pensamiento, oídos, vista, manos, alma, corazón, y, en fin, todos los atributos, todas las esencias, todas las cualidades que el hombre, para poder imaginar, pensar, ver, sentir, aprender, instruirse y llevar a la práctica la teoría que también explique, que también demuestre por medio del oficio, del arte del lenguaje hablado o del lenguaje escrito? Pues si así es, si esto se comprende, si esto a nadie puede oscurecerse, ¿por qué negar que la mujer deba tomar una parte activa en los asuntos de forma de Gobierno porque atraviesa España, porque atraviesan las naciones amantes de su independencia, tanto de Europa como del resto del mundo civilizado? Menester es convenir en los miles ejemplos de suficiencia en la mujer que tenemos a nuestra propia vista, que tuvimos y que fueron.
 En prueba de este aserto designaré algunos ejemplos.
 En la literatura lucen reclusas en sus conventos (porque para escribir lo que se siente, lo que se sabe, no se necesita correr el mundo), Sor María de Jesús de Agreda, Sor Juana Inés de la Cruz […]. En 1841, y años más adelante, van apareciendo las poesías de doña Gertrudis Gómez de Avellaneda, las de doña Carolina Coronado, y las novelas, contra la voluntad de la escritora, que llevan el nombre de Fernán Caballero.
 Laureadas en públicos certámenes por la Academia de ciencias morales y políticas, y por la Española fueron doña Concepción Arenal de Carrasco y la señorita Ángela Grassi. También se distinguieron en poesías doña Carmen Espejo, doña Emilia Mijares, doña Isabel Ocío y Saló y doña Micaela de Silva. En la república de las letras se han distinguido también doña Robustiana Armiño de Cuesta, doña Francisca Carlota del Riego Pica, […] y sin omitir a la eminente novelista y dulce poetisa doña Faustina Sáez de Melgar. […]
 A pesar de todas las críticas, y saltando por todo, ¿no hemos visto descollar también en la política insignes hembras mártires de la libertad? Veamos entre otras muchas a esa inmortal hija de Zaragoza, cuyos restos desde Ceuta hace poco han sido conducidos, y celebradas sus exequias en su patria natal con gran pompa y aceptación de todos, la heroína Agustina de Aragón.
 Veamos también a esa insigne hija de Granada que exhala su último suspiro, su última agonía, su postrer aliento invocando la libertad, Mariana de Pineda. Hoy mismo, ¿no tenemos algunas ardientes defensoras del ideal del pueblo?
 Entre ellas descuellan Modesta Periú, Inés Vera de Salas, y la Directora del periódico que se publica en Granada, titulado La Voz de la República, ciudadana Narcisa de Paz y Molina.
 Conviene insertar aquí el nombre de estas bellas defensoras del ideal que consagra la veneración a todos los derechos para que sirva de estimulo a las demás.
 Las sociedades filantrópicas de señoras abundan también. Ejemplo de ello tenemos en Madrid. ¿A qué se debe todo esto? A que el progreso, pese a los retrógrados, es inevitable y se extiende por todas partes y personas sin distinción de edades, clases y sexos.
 El día en que las mujeres acaben de tomar una parte completa en la regeneración patria, que tan de lleno a ellas les corresponde, habrá dejado de imperar la tiranía.
 Ella, la mujer, es el grande elemento de fuerza moral que hará dar un terrible impulso al progreso. Siendo, como es, nuestra dulce compañera, la parte de nuestro corazón, la que mitiga nuestros dolores, la que modula nuestros sentimientos, la que nos inclina a merced de su voluntad y consejos, claro es, que estando adherida al pensamiento de la ciencia moderna, en vez de ser un obstáculo a las ideas y pensamientos del hombre será un constante y poderoso aliciente que le impulsará, que aun le guiará y tras él seguirá haciéndole marchar con decisión, entusiasmo y ánimo a la realización de la redención humana. […]
 Mujer: entra por completo en la política, que tienes las mismas razones que el hombre para tomar participación en ella.
 Mujer: estudia la forma republicana, adhiérete a ella y lleva consigo al hombre […]
 ¡Adelante mujer; contigo irá adelante el mundo! ¡Adelante! ¡Adelante!
 José Gómez y Gordillo, «La mujer y la política», Revista Federal, Madrid, t. II, núm. 8, 24 de julio de 1870, págs. 103-104. 
 MODESTA PERIÚ (†): LA REPÚBLICA (1871) Al visitar un día uno de esos hospitales, donde se encierran todos los dolores humanos, entré en una sala; allí se hallaban unas tristes mujeres, jóvenes aún, algunas hermosas; en sus semblantes llevaban marcada la huella del vicio y la desgracia. Sus ojos secos, su respiración fatigosa, sus labios ensangrentados, revelaban la vida que habían tenido y el fin que les esperaba.

Su risa helaba el alma.
 ¿Qué podía haber bajo sus pies? Fango.
 ¿Qué podía venir de arriba? Olvido.
 ¿Qué les habría conducido allí? La miseria, la falta de medios para asegurarse la
 subsistencia. […] Aquellas mujeres habrían sido puras, quizás habrían tenido momentos de felicidad. Algunas tendrían padres, hermanos y tal vez hijos.
 La perla de la inocencia se había disuelto en el lodo. Las mujeres, las desgraciadas mujeres, generalmente no suelen pensar mucho en sí mismas. Alegase como excusa, la circunstancia de que no han recibido la misma educación que los hombres.
 Se les impide leer, se les priva de pensar, se les impide ocuparse de política. Tienen las puertas cerradas para emanciparse del hombre por medio del trabajo, y librarse de la miseria por la lucha.
 En la sala donde penetré había dos cuadros; el uno representaba la Virgen de las Misericordias (¡qué sarcasmo!) y el otro el infierno con llamas horribles.
 Dos monjas las exhortaban con un Cristo en la mano a que rezaran y se encomendaran a Dios, so pena de ir al infierno, y entonces les mostraban el cuadro.
 No pude menos de sentir punzadas en el corazón. No debía ser aquel el modo de apartar aquellos infelices seres del vicio y consolar los dolores que debían roerles las entrañas.
 ¡Infierno en esta vida! ¡Infierno en la otra!
 ¡He aquí lo que les esperaba a aquellas pobres mujeres!
 ¿Dónde está la misericordia de Dios?
 ¿Por qué ha de haber una condenación eterna?
 ¿Por qué ha de estar condenado el ser más débil a todos los horrores?
 ¿Por qué ha de haber una sombra perpetua?
 La hora de la redención se acerca. Torrentes de bien limpiarán todas esas inmundas cloacas. El progreso destruirá todas las preocupaciones, matará el fanatismo y abrirá vías para que la mujer penetre por los templos del arte y de la ciencia, asegurando por este medio su independencia y su honra.
 La República viene; ella resolverá el problema tan difícil para algunos. El derecho del trabajo para todos.
 Todos sin distinción de sexos debemos tomar una parte muy activa en las cuestiones sociales que hoy se agitan, mucho más la mujer que puede recabar el principio de su independencia.
 Que las madres no tengan que pagar en sus hijos la odiosa contribución de sangre.
 Que no vean las esposas a sus maridos rodar de cárcel en cárce1, sufriendo su ausencia y los malos tratamientos de sus verdugos.
 Que los hombres no tengan que emigrar de su querida patria, donde todos tienen recuerdos tan queridos y las prendas más idolatradas de su corazón.
 Se trata de destruir ese mercado repugnante donde la mujer se ve precisada a vender la perla de su inocencia, cosa triste y dolorosa afrenta de nuestra civilización.
 La mujer puede hacer hoy mucho por la causa de la humanidad y la pronta regeneración socia1, destruyendo supersticiones, mojigatería, santurronería, hipocresía, preocupaciones. Todos esos fantasmas, esas larvas, con ser larvas y todo, son, sin embargo, tenaces a la vida, tienen dientes y uñas en su negro ideal: es preciso combatirlas cuerpo a cuerpo, a brazo partido; hacerles la guerra, pero una guerra sin tregua ni respiro; pues una de las fatalidades de la humanidad es el verse condenada al eterno combate contra los fantasmas. Es cosa difícil el asir la sombra por el cuello y dar con ella en tierra. A la mujer más que a nadie le está encomendado este trabajo.
 No hay más religión que la humanidad. Ni más templo que el hogar. Ni más ídolos que la familia.
 Por esto, cuando se abra el trato de comercio con otras naciones y vengan aquí judíos, mahometanos, mormones, protestantes, etc., etc., lejos de oponernos y escandalizamos, debemos recibirlos con los brazos abiertos y darles en nuestra casa un asilo seguro y respetado para que adoren su Dios de la misma manera y con la misma libertad que los católicos adoran el suyo.
 No hay más religión que la humanidad, pero debemos respetar la creencia de cada uno.
 La libertad de cultos es tan necesaria para nuestro comercio, como para la emancipación de este clero fanático y corruptor que todavía sueña con las hogueras de la Inquisición y que tan debilitada tiene a la familia, a la humanidad.
 El hombre y la mujer forman la humanidad; los dos han nacido con iguales derechos para el trabajo y para emanciparse de toda tiranía.
 La mujer también tiene derecho al libre examen. El derecho de imprimir y publicar sus opiniones, sean las que fueren, sin que las iras de las preocupaciones y el fanatismo puedan perjudicarla en nada para con la sociedad.
 Algunas pobres gentes que no creen se pueda llegar a consumar el bienestar general, no sólo creen una locura la emancipación de la mujer, sino que la cubren de mil absurdas calumnias. Pero llegará un día, y no lejano, que se comprenderá que esta emancipación es una necesidad.
 ¿Quién es capaz de adivinar los grandes acontecimientos, que la humanidad en el terreno del progreso está llamada a resolver?
 Cuando desaparezcan los confesonarios y toda esa jerga de ídolos, será la mujer todo lo que debe ser. Cuando dedique el tiempo a la familia y a la sociedad, trasformará a los hombres en verdaderos ángeles, puesto que ésta es una de sus principales misiones. Pero mientras los hombres consientan que el clero les robe el tiempo que la mujer ha de dedicar a ellos, ésta no será nunca lo que debe ser, no realizará su misión sobre la tierra.
 Modesta Periú, «La República», Almanaque de El Combate para 1872, Madrid, 1871, págs. 107-113. 

2.4. LOS TRABAJADORES 
 MARIANO CALAVIA: LA CUESTIÓN SOCIAL (1869) Desde los albores de nuestro renacimiento político a principios del siglo actual, comenzó a iniciarse la inherente revolución social que había de afirmar sobre inquebrantables bases la atrevida osadía de los principios del derecho moderno y de la inviolabilidad de la persona humana. […]

El feudalismo y el clero veían en el nuevo espíritu revolucionario su encarnizado enemigo, que a nombre de la justicia social, había de arrancar de sus manos una propiedad que ya no les pertenecía, y sobre la que invocaban ciertamente una legalidad de siglos, pero cuya legalidad no podía ser, ni mucho menos, obstáculo a la desvinculación y desamortización que más o menos expresamente formulaba el nuevo principio a nombre de la legitimidad por el trabajo. Eminentemente socialista era en verdad el principio invocado entonces por la clase media, dueña ciertamente de la inteligencia, de la actividad, del espíritu progresivo, del alma del movimiento reformista. Era necesario matar la antigua legalidad, y recorrió todo un círculo de innovaciones en ese sentido: se ocupó de los mayorazgos, de los derechos señoriales, de las manos muertas, de la serie de cargas que los siglos habían aglomerado a la propiedad; realizó evoluciones de cuya crítica no me ocupo, pero que respondían ciertamente a esta necesidad sentida, si bien, por una de esas esenciales transiciones de la historia humana, tenía que dejar incompleta la obra para que, andando el tiempo, esa misma clase que se decía expansiva y liberal, viniese a estancarse en el doctrinarismo conservador que con otro nombre es el mismo principio de resistencia y la misma contradicción que pretende negar sus orígenes. Cuando la clase media llama socialista a la democracia y la acusa de profesar principios disolventes y desorganizadores del orden social, ¿no es exactamente oponer la misma acusación de que ella se vio anatematizada cuando a nombre de idénticos principios inauguró la reforma? ¿Quiénes son, propiamente hablando, los más socialistas, los más terribles enemigos de la propiedad? Ahora bien: reconocido este carácter de la cuestión social, de la crisis religiosa y de los principios políticos, ¿cuál puede ser hoy el camino seguro de las grandes reformas que la revolución de Setiembre inaugura? Bajo el punto de vista político, ya hemos visto que la revolución ha traído, como un hecho inquebrantable, el principio de la soberanía nacional, expresado por el sufragio universal, irradiando desde luego esta influencia a la elevación del cuarto Estado a las regiones del poder: como consecuencia de esto, hay ineludiblemente sobre el tapete una cuestión social que comienza a iniciarse y que gradualmente irá tomando proporciones mayores, exigiendo ya desde luego una lenta transacción, y una evolución progresiva en las condiciones sociales que nos rodean: el proletariado va saliendo a la superficie; hoy pide pan y trabajo, mañana debe pedir lógicamente algo más. ¿Cómo satisfacerle? No hay otro camino que el de saber los hombres prácticos irse anticipando a plantear reformas graduales que prevengan el mal antes de que vaya tomando proporciones temibles. ¿Consentirán los egoísmos de la clase media este lento desenvolvimiento de reformas que vengan a resolver el problema sin detrimento de sus intereses, trasformando éstos y ampliando, mediante ello, las universales relaciones de la vida económica como ha aceptado la ampliación política y la dilatación religiosa? He aquí el problema: nosotros no hacemos más que indicar su base, su fundamento, su raíz; lo que tiene de permanente. La historia, en lo imprevisto de sus accidentes, es la encargada de verificar, andando el tiempo, estas evoluciones que reclama la justicia, y cuyo plan es en parte todavía el secreto de la Providencia.
 Mariano Calavia, El espíritu de la Revolución de Setiembre, Madrid, Imp. de Julián Peña, 1869, 79 págs., págs. 75-78. 
 FERNANDO GARRIDO: LA REVOLUCIÓN SOCIAL (1869) Lo que ha sucedido a las clases medias, lo mismo que a las que las precedieron en la dirección de la sociedad, sucede a las clases trabajadoras, al cuarto Estado, que hoy llega a tomar parte activa en la vida política, en la dirección de los negocios públicos, nótese bien, no en lucha abierta contra las clases medias, no después de una victoria sangrienta contra las clases conservadoras, no como éstas llegaron a ocupar el puesto que antes ocuparon en las esferas del poder la teocracia y la alta nobleza, sino invitadas, convocadas por las mismas clases medias y conservadoras, que, viéndose por su debilidad y flaqueza incapaces de resistir por sí solas a la reacción política y teocrática, que pretendían poner en cuestión y hasta negar las grandes reformas realizadas después de medio siglo de revoluciones, han llamado en su auxilio a las clases trabajadoras para poder asegurar las conquistas de la Revolución, a trueque de darles amplia participación en las gestiones de los negocios públicos.

Si hay hoy, entre esas clases conservadoras, ingratos sin la inteligencia suficiente para comprender que toda reacción es no sólo un atentado contra la libertad sino contra el orden, que toda lucha contra las clases trabajadoras, que toda negativa a satisfacer sus legítimas aspiraciones es además de un atentado contra la Revolución una provocación a la guerra civil, a la guerra de clases y de castas, abrigamos la confianza de que la mayoría de las clases medias comprende que su misión no es resistir las tendencias de las clases obreras de campos y ciudades, sino, al contrario, dirigirlas y encauzarlas, porque en realidad la satisfacción más completa de esas aspiraciones no es incompatible con sus intereses, como lo eran éstos con los de la teocracia y la nobleza de otros tiempos.
 Nosotros lo declaramos bien alto, porque tal es nuestra convicción; la consolidación de la libertad en nuestra patria depende hoy de la buena armonía, de la solidaridad de los intereses de las clases medias y de las clases trabajadoras. […]

La revolución social comenzada por las clases medias, que en su lucha contra la teocracia y el despotismo tuvieron a las masas, especialmente a las del campo, por enemigas, pudo hacerse sin que participaran directamente de sus beneficios esas clases proletarias que, contra sus propios intereses, defendían, con valor digno de mejor causa, el despotismo y la teocracia; pero hoy, que las clases trabajadoras, lejos de servir de rémora a la Revolución le sirven de vanguardia, y que son el baluarte en que se estrellaría la reacción si intentara destruir la obra revolucionaria, no hay razón plausible, ni pretexto siquiera, para que los beneficios de la revolución social no lleguen hasta ellas directamente. La desamortización aprovechó hasta ahora casi exclusivamente a las clases medias y acomodadas; justo es que lo que aún queda por desamortizar, que vale muchos miles de millones, se desamortice de tal manera que las clases trabajadoras puedan adquirirlo y conservarlo.

No hay nación en Europa que tenga tantos medios como España para extender a mayor número de familias los beneficios de la propiedad. Las Cortes Constituyentes deben inspirarse en esta idea fecunda, tanto porque aumentará considerablemente la riqueza del país como porque resolverá en gran parte el problema del proletariado, convirtiendo además en conservadoras, transformándolas en propietarias, a las clases desheredadas.
 Fernando Garrido, «La revolución social. Artículo primero», La Igualdad, Madrid, núm. 209, 10 de julio de 1869, pág. 1. 
 FERNANDO GARRIDO: MONARQUÍA Y CLASE OBRERA (1869) Hoy ha pasado ya a axioma político la idea de que de la capacidad administrativa de las clases trabajadoras, depende su emancipación política. Y en efecto, mal podrá gobernar su país, como legislador y poder ejecutivo, mal podrá administrar su pueblo y su provincia, formando parte de las corporaciones municipales y provinciales, el cuarto Estado, compuesto de las masas trabajadoras si no saben por medio de la asociación, administrar sus comunes intereses y emanciparse del yugo del capital, recobrando los instrumentos del trabajo.

La revolución política ha precedido a la revolución social; pero ésta puede prepararse pacíficamente. Asociándose para consumir, para producir y para instruirse, no sólo remediarán su miseria, sostendrán o aumentarán sus jornales, y podrán adquirir economías individuales y colectivas, sino que adquirirán la práctica de los negocios, de la gestión de grandes intereses, y se elevarán moralmente, porque la moralidad y la dignidad aumentan con la mayor responsabilidad de las acciones. […]

Esta evolución regeneradora, sin duda penosa, y que requiere energía, constancia y grandes virtudes, será el crisol de que saldrán purificadas y vencedoras las masas, probando que están a la altura de su siglo y que son dignas de la libertad.

Desde ahora puede asegurarse también que las clases obreras, que ya van comprendiendo cual es el verdadero camino de su regeneración, han vuelto definitivamente la espalda a los partidos reaccionarios que las explotaban, llevándolas a defender intereses antisociales contrarios a los suyos. Los trabajadores están dando muestras de que comprenden que su causa es la del partido que garantice mejor, por su sistema, los derechos individuales, porque el ejercicio de esos derechos es el medio de que se han de valer para regenerarse, y mal podrían lograrlo sosteniendo o viendo con indiferencia entronizarse en el poder a los reyes que no considerarían seguros sus tronos sino negando el ejercicio de esos derechos a las clases trabajadoras.

Nadie puede dudar que el establecimiento en España de una nueva dinastía es incompatible con la conservación del sufragio universal, de la libertad de imprenta y de los derechos de reunión y de asociación. Monarquía y reacción son ya sinónimos: no por que esto sea cosa absoluta, sino porque lo es, dada la situación respectiva de los partidos políticos en España, en este solemne momento de la historia.

Por eso vemos que las clases trabajadoras, en grandes masas, se han adherido a la causa republicana, formando su fuerza más considerable, y por eso también la monarquía, que tendría en frente al gran partido republicano, no puede ya ser liberal, por que las masas emplearían para demolerla sus votos en los comicios, nombrando diputados republicanos, y sus asociaciones de todos géneros. Esto colocaría fatalmente a la monarquía en actitud de resistencia tanto mas violenta y retrógrada cuanto mas grande fuese el empuje de las masas republicanas.

La cuestión social, que con la república y sus libertades toma, un carácter esencialmente pacífico, puesto que la libertad de resolverla, el derecho del individuo y de la colectividad garantizados por la ley, son una válvula de seguridad, un crisol en el que se depuran las ideas falsas, y los remedios empíricos se desacreditan; la cuestión social repetimos toma con el restablecimiento del trono, un carácter subversivo y violento, por la negación del derecho individual y colectivo para resolverla satisfactoriamente. Donde concluyen las asociaciones libres y legales, donde se prohíbe la reunión de congresos populares de obreros, en los que discuten a la luz del día las graves cuestiones económicas y sociales, comienzan las sociedades secretas, los tenebrosos clubes, las terribles conspiraciones, los verdaderos peligros para el orden social.

Las doctrinas que libremente discutidas no hubieran resistido a la crítica y hubieran caído por sí mismas, se convierten en dogmas sagrados, en verdades inconcusas para sus partidarios, cuando son perseguidos por profesarlas, y las revoluciones sangrientas, los grandes cataclismos sociales se engendran y estallan como tormentas devastadoras, por no haber reconocido el derecho de toda idea a manifestarse y a realizarse, en todas las esferas a donde la actividad humana alcanza.

Tal es la triste suerte que a España prepararía la monarquía si al fin se restableciese. Su misión política sería resistir al movimiento social de las clases trabajadoras que con tanta energía y cordura se está produciendo, desde que la revolución, arrojando de España al último Borbón coronado que quedaba en Europa, dio a las clases trabajadoras libertad para reunirse y asociarse. […].

El sufragio universal y la libertad de asociación pudieran los monárquicos liberales establecerlos sin peligros para su dominación antes de que el partido republicano se constituyera: en 1836, o en 1840: en 1870 es demasiado tarde. Ambos derechos se ejercerán contra el trono si este se restablece, porque no puede inspirar confianza al pueblo, un rey que ya se sabe no podrá darles más derechos ni libertades que las que ya tienen, y también porque las clases privilegiadas, que son las que rodearan al rey, es decir, los caciques de los pueblos, destronados por el sufragio universal, los explotadores del trabajador, que por la asociación sostiene el precio de su trabajo y disminuye las horas de éste, exigirán protección para sus intereses en cambio de los servicios que presten a la nueva dinastía o a la antigua restaurada. No es posible por tanto dudar que el restablecimiento del trono sería el retroceso político y social para el pueblo trabajador, la pérdida de lo que ya ha adelantado en las vías de su libertad, la vuelta al estado de cosas derribado por la revolución de 1868, y con ello a las conspiraciones y a las sangrientas represiones de tiranuelos de la peor especie imaginable.
 Fernando Garrido, Historia del reinado del último Borbón de España, t. III, Barcelona, Editor Salvador Manero, 1869, págs. 1236-1240. 
 JOSÉ PAÚL Y ANGULO: LA FARSA DE LA REVOLUCIÓN DE SEPTIEMBRE (1870) ¡Así han falseado los aventureros de Alcolea los principios revolucionarios! Pero ¡qué entienden esos ambiciosos de los derechos del hombre!
 Naturalezas corrompidas ven en las facultades humanas resortes manejables; ambiciosos de oficio, ven en los derechos materia de apropiación y lucro, y truenan contra la tiranía para hacerse tiranos del más reverso carácter, porque unen al despotismo la hipocresía.
 Bien saben ellos que la libertad no reside en el espacio, sino que vive en el hombre, y que por consiguiente no pueden formarse solamente con la ley política, sino con el mecanismo de la sociedad.
 Los hombres no pueden ser verdaderamente libres en tanto que no se encuentren en condiciones de satisfacer sus necesidades todas, ni iguales ni hermanos mientras algunos carezcan de los recursos precisos para sostener la vida. […]
 Carece el pueblo de derechos, y le dicen las revoluciones hipócritas: «Levántate, que ya eres libre e igual a los demás hombres y hermano de todos ellos. Si piensas, libremente puedes expresar tu pensamiento; si te asocias, hacerlo puedes a tu voluntad; si concibes a Dios de una manera nueva, derecho tienes para amarlo como te lo presente tu conciencia. Levántate y cruza libremente el anchuroso mar de la vida, porque ya estás redimido.»
 Pero cuando estas consoladoras palabras se dicen a un desgraciado que desfallece de hambre, desvanecido en el primer momento, suele escucharlas como palabras de salvación, y entusiasmarse y bendecir la obra revolucionaria. Mas bien pronto conoce que su espíritu permanece en la oscuridad y casi no tiene pensamiento, porque lo agobia el trabajo; y la huelga, en lugar de ser un consuelo, es la desesperación del hambre, frecuente para mayor desventura; conoce que al asociarse no puede asociar más que desgracias, y que hasta cuando busca a Dios y logra distinguirlo de alguna manera, no puede adorarlo bajo ninguna forma, porque no encuentra en la sociedad, obra en su sentir del Hacedor, remedio para su miseria.
 En semejante situación se encuentra imposibilitado de ejercitar sus derechos políticos, y por todas partes le sale al paso la necesidad para disminuir sus facultades y oscurecer su entendimiento, y para poner en peligro a veces su buena voluntad.
 Y sus explotadores continúan asegurándole que ha conquistado y disfrutado completamente de todos los derechos naturales.
 Debemos la verdad al pueblo, aunque ésta sea amarga.
 Mientras las revoluciones no tomen un carácter social y alcancen a modificar todas las manifestaciones de la vida, serán incompletas en sus resultados. Ciertamente son indispensables las libertades políticas: puesto que el hombre vive en sociedad, y la sociedad tiene gobierno, preciso es que cada ciudadano forme parte integral de los poderes, y en ellos influya directamente con su voluntad y con su inteligencia; que se reúna, que se asocie, que piense; pero al mismo tiempo, absolutamente indispensable es también que se mueva con su actividad y su trabajo en un medio social, que deje sus fuerzas expeditas y le suministre lo que, según su naturaleza, necesita para vivir. Sacrificar una necesidad a un derecho, es no comprender la sublime armonía de la naturaleza, y desgajar del ciudadano una parte de la personalidad del hombre por medio de una mutilación absurda e inhumana.
 Cuando las revoluciones entrañen un carácter social y resuelvan eficazmente el problema de la miseria, podrá decirse que los hombres han conquistado la libertad y establecido la igualdad y la fraternidad en las sociedades modernas.
 José Paúl y Angulo, «La farsa de la revolución de Setiembre», Anuario Republicano Federal, Madrid, 1870, págs. 472-476. 
 JOSÉ PAÚL Y ANGULO: SOBRE LA IGUALDAD ANTE LA LEY (1872) ¡Iguales ante la ley  han sido declarados el hijo del rico y el del pobre, ya educados de una manera tan desigual! ¿Y qué más igualdad podrá pedirse? —preguntarán algunos de los que tuvieron la dicha de nacer ricos— ¿qué más puede hacer el espíritu de justicia de nuestra imparcial legislación?

En efecto, nuestra imparcial legislación, con irritante hipocresía, declara a todos los hombres iguales ante la ley, y sobre este particular parece que de nada tenéis que culparla, porque, en efecto, nuestra imparcial legislación cubre perfectamente las apariencias de equidad y de justicia. Pero decidme, vosotros, honrados trabajadores; vosotros que por imprescindible necesidad pasasteis vuestra juventud aprendiendo un oficio puramente mecánico, mientras que otros pudieron emplear su tiempo en aprender cuanto los hombres saben; vosotros que desde vuestros primeros años tuvisteis que recurrir a un trabajo material abandonando el cultivo de vuestras inteligencias, mientras que otros todo lo estudiaban, historia, ciencias, artes, comercio, agricultura, industria, también los impulsos generales del corazón humano y la manera de engañar y dominar, también la pretendida ciencia llamada Economía política, y también y sobre todo, las leyes vigentes y la manera de eludirlas y burlarlas; decidme vosotros, ciudadanos trabajadores; vosotros que nada de esto pudisteis estudiar ni aprender, ¿no os parece que esa decantada igualdad ante la ley no puede ser sino un horrible sarcasmo?

¿Cómo han de ser iguales ante la ley civil ni ante los artículos del Código penal ni ante las prescripciones gubernamentales; cómo han de ser iguales las clases que todo lo poseen, y las clases que de todo carecen? ¿Cómo han de ser iguales el individuo que todo lo sabe o puede aprenderlo y el individuo que necesariamente lo ignora todo?

¿No os parece, por lo tanto, hipócrita y absurdo que las leyes os hablen de igualdad, cuando son ellas mismas las que se encargan de haceros esencialmente desiguales, esencialmente inferiores, de vuestros constantes explotadores? Porque, decidme: ¿no es la propiedad tal como las leyes la establecen, no es la herencia, no es la riqueza y el bienestar, o por lo menos el sustento necesario, asegurado a uno de los dos seres que hace poco considerábamos, sin exigirle que trabaje, sin exigirle que produzca, lo que origina esa desigualdad fundamental entre el hijo del rico y el hijo del pobre, constituyendo así dos clases sociales perfectamente distintas, la de instruidos y la de ignorantes?

Y que no se os diga que semejante desigualdad es necesaria para la vida social; que no se os diga que los hombres nacen fatalmente desiguales; porque en realidad nada tienen que ver las desigualdades naturales, aquellas que no dependen de las instituciones, leyes y costumbres, con la desigualdad fundamental que acabamos de considerar y que es, sin duda, puramente social, puramente humana.

Por lo demás, que tampoco se os dé como pretexto para reclamaros humildad y resignación, que tampoco se os dé como pretexto la incomprensible existencia y la voluntad no menos incomprensible de ese ser imaginario a quien los hombres llaman Dios, suponiéndole atributos incompatibles los unos con los otros y que los privilegiados manejan con suma habilidad. No, ciudadanos trabajadores; si hemos de admitir la existencia de un Dios incomprensible como idea consoladora y como explicación a todo aquello que nuestra mente no alcanza, no por esto hemos de convertir su existencia en invencible fatalidad que disponga y presida la injusticia social, por los mismos hombre inventada y sostenida. No, no hemos de consentir que la idea de Dios, de ese Dios desconocido del género humano, sirva de pretexto a las iniquidades puramente sociales, para buscar las causas inmediatas de este espantoso desequilibrio que os envilece y os abruma, causas muy susceptibles, por cierto, de corregir o modificar; no necesitamos recurrir para nada a la idea de un Dios imposible, ni de una supuesta fatalidad, sino que aquí, entre los mismos hombres, las seguiremos encontrando perfectamente visibles.
 José Paúl y Angulo, Verdades revolucionarias en dos conferencias políticosociales, Madrid, Imp. a cargo de J. López, 1872, 98 págs., págs. 22-24. 
 MIGUEL MORAYTA: ENSEÑANZA DE LA COMUNA DE PARÍS (1872) Preciso es reconocer la gravedad del grito de venganza a que responden las catástrofes de París. Los proletarios, los que sufren mucho y gozan poco, los que, verdaderos parias de la civilización moderna, parecen preparados a eterna servidumbre, pueden, si la sociedad les rechaza sistemáticamente, convertir la poca estima en que la tienen en aborrecimiento, y quizá ocupando esta pasión el lugar de la creencia, llegaría en sucesivas evoluciones a formarse el partido de la miseria, el de los proletarios; y ¡ay del día en que éstos, que son los más, unidos en el odio a la sociedad, proclamen la venganza como única aspiración política! Entonces estallará la guerra social, tan magistralmente descrita por Proudhon, renovándose los tiempos bárbaros y calamitosos de la caída del romano imperio. […]

Lejos, muy lejos está de constituirse el partido de la miseria. Mas para hacerla imposible, en lugar de acudir al hierro y al fuego, a la deportación y a los calabozos, como los más pedían al caer la Commune, preciso es atraerse a los proletarios, reconociendo en ellos todos los derechos inherentes a su personalidad. De esta manera, convertidos en ciudadanos, con todos los caminos abiertos a su actividad, su redención será hacedera. Y lo será por el único camino que conduce a fin tan elevado: por la libertad, igual para todos, y fundada en el ejercicio íntegro y completo de la democracia. El socialismo producirá utópicas panaceas, y aun si se quiere, emolientes que acallen los dolores; pero la curación radical de las enfermedades sociales, hasta el punto en que lo consienta la limitada naturaleza humana, sólo se alcanzará por la democracia, reconocida y desarrollada bajo su forma de gobierno genuina y necesaria: la República federal.

Dando ingreso al cuarto estado en la vida política, se conseguirá además ahogar para siempre la absurda y perniciosa creencia que considera posible el mejoramiento social bajo cualquier sistema de gobierno, así sea la República democrática, como el imperio del autócrata más tiránico. […]

Sólo el ejercicio de la libertad educa y perfecciona. Y por eso, como el advenimiento de las democracias es inevitable, no se explica que las clases conservadoras no se apresten a recibirlas con afecto y consideración.
 Miguel Morayta, La Commune de París. Ensayo histórico, político, social, Madrid, Imp. de J. Antonio García, 1872, 381 págs., págs. 373-375. 
 EUSEBIO PASCUAL Y CASAS: DISCURSO PARLAMENTARIO SOBRE EL INTERVENCIONISMO ESTATAL (1871) Pues ¿de qué se trata aquí, Sres. Diputados? Se trata de una de las consecuencias, de la más importante de las consecuencias de la revolución de Septiembre, de aquella que yo considero marca de una manera más gráfica su verdadero carácter, toda vez que mediante ella se ha realizado el paso del cuarto estado, o sea del proletariado, a la vida pública. Yo creo, Sres. Diputados, que ese paso no ha de ser real, en tanto la revolución de Septiembre no se desarrolle hasta llegar a sus últimas consecuencias, porque de lo contrario, ese llamamiento del cuarto estado a la vida pública nada podrá significar. Yo me felicito de ese advenimiento pacífico, porque ha resuelto diferentes y gravísimos problemas, que en otras naciones y en otras épocas lo han sido de la peor manera que resolverse puedan, es decir, por medio de la fuerza; medio violento que yo no deseo ni he deseado jamás para mi Patria, porque yo execro las violencias, lo mismo que execro los violentos.

Pero para que esa cuestión adquiera su mayor desarrollo, es preciso que el Gobierno lleve toda su actividad al culto de la justicia y su aplicación de un modo total a las consecuencias que se desprenden del título I de la Constitución del Estado; es decir, que lo que se ha fundado en lo político, estimándolo como una necesidad política, se desarrolle en lo social considerándolo como una necesidad social también.

Hay muchos que opinan que basta consignar en la Constitución sus derechos, para que no haya que hacer más: hay muchos que opinan que el Gobierno, no teniendo ni tomando ninguna clase de intervención en todas las cuestiones sociales, naturalmente relacionadas con las cuestiones políticas, puede esperar a que por sí, sin ningún esfuerzo de su parte, los gérmenes de las constituciones políticas se vayan desarrollando, y esos gérmenes vengan a constituir una armonía celestial, que yo no comprendo mientras el Estado no consagre su actividad a desarrollar la última consecuencia que se desprende de los derechos consignados en la ley fundamental del país.

Hay una escuela, Sres. Diputados, que inspirándose en propósitos puramente individualistas, que son resultado de ciertas enseñanzas, ha sostenido que los individuos deben hacerlo todo por sí, y que el Gobierno no debe hacer nada en pro de la enseñanza; que el Gobierno no debe hacer nada en pro del amparo, de la protección y del auxilio de las clases necesitadas y menesterosas. Y hay un período muy largo en nuestra historia, en que dominan estas ideas y estas tendencias: hay un período muy largo en que se ha tratado de apartar enteramente la acción del Estado de todas las cuestiones sociales, proclamando la libertad por la frase laissez faire, laissez passer; es decir, que las cuestiones sociales deben resolverse por sí mismas, y que no debe hacer nada el Gobierno por ningún concepto, ni por ninguna razón.

Hay otra escuela que cree que no interesa ni en poco ni en mucho a las clases menesterosas las cuestiones políticas que predica en todas formas y en todos tonos la abstención completa, el apartamiento de las luchas políticas y del estudio de las cuestiones políticas a esas clases.

Yo no pertenezco ni a una ni a otra escuela; yo entiendo que ambos puntos de vista son puntos de vista parciales que no pueden tomarse con acierto, con completo acierto, las cuestiones gravísimas que hoy agitan al mundo.

Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados , 6 de junio de 1871; en Oriol Vergés Mundó, La I Internacional en las Cortes de 1871, Barcelona, Universidad de Barcelona, 1964, págs. 95-96.
 JOSÉ GUISASOLA: EL CUARTO ESTADO (1871) La revolución de Setiembre, consagrando los derechos individuales en la personalidad humana, ha exaltado a la vida política a todas las clases trabajadoras, resultado importantísimo y base sin la cual no hay solución posible para los problemas sociales, que en vano han tratado de resolver todas las civilizaciones que nos han precedido.

Los derechos políticos, ejercidos por las clases proletarias, que son las más numerosas y las que más trabajan, es preciso que produzcan para éstas sus naturales consecuencias, su completa emancipación política y social. Es un hecho evidente que las sociedades han estado y siguen estando divididas en clases, cuyos intereses las llevan a ser explotadas las unas de las otras. El Cuarto Estado, esclavo siempre del capital, esclavo siempre de la ciencia, ni ha tenido vida política, ni ha gozado de derechos, ni siquiera han sido considerados sus individuos como seres humanos: tales han sido la ignorancia y la miseria en que estuvieron sumidos durante veinte siglos de monarquía y catolicismo.

A romper las cadenas de su esclavitud, a ejercer con dignidad sus derechos, a levantar muy alta su frente, igualándose con las demás clases, es a lo que en esta época está llamada la clase proletaria. Las revoluciones no han sido otra cosa que luchas de clase a clase. Una vez conseguida su emancipación política, pugnó la clase media, o sea el Tercer Estado, por conseguir su emancipación social; y haciendo uso de todos sus derechos, defendió en la prensa sus intereses, llevó sus hombres y sus ideas a los parlamentos y dio las leyes de desvinculación y de desamortización, y tantas otras cuyos resultados fueron todos para ella beneficiosos, hasta el punto de llegar a predominar casi por completo sobre las clases anteriormente superiores.

Resuelta para las clases proletarias la cuestión política por el goce de los derechos individuales, deben, en primer término, perfeccionar su educación, ilustrándose, cuanto les sea posible por la prensa, por los clubes, por las reuniones, con el fin de ejercer aquellos con la más perfecta conciencia y llevar a todas las esferas oficiales su influencia para conseguir también su emancipación social. Este resultado ha de obtenerse, de una parte por la acción individual, asociándose y formando centros de producción y de consumo que, confederados entre sí, se sostengan y engrandezcan recíprocamente, unificando la acción del proletariado en la esfera económica, y de otra por medio del Estado, que lleve, por leyes sucesivas; sus reformas a la propiedad, cuyo único modo de adquisición debe ser el trabajo y las relaciones de justicia entre éste y el capital.

¿Pero será delegando sus facultades en individuos de otras clases para que representen sus intereses, como ha de conseguir el Cuarto Estado tales beneficios? En manera alguna. Desgraciadamente, en la sociedad, y más en estas épocas de transición, se observa, no en absoluto, pero sí como regla general, que en la lucha de los intereses con la razón y la justicia, salen triunfantes aquellos: tal es el egoísmo que nos domina. Es menester, pues, que las clases trabajadoras se acostumbren a pensar por sí mismas, nombren de su seno los individuos que las han de representar en los municipios, en las diputaciones provinciales, en los parlamentos y en todas partes donde sea necesario llevar su influencia para conseguir los resultados que dejamos indicados; esto es, que las leyes tengan el sello de la más estricta justicia e igualdad.

La asociación, por sí sola, si bien está llamada a producir grandes transformaciones sociales, y de ella se han valido las clases medias para obtener los beneficios de que hoy disfrutan, es insuficiente para resolver por completo el complejo problema de la justicia social. Las asociaciones habrán de mantener luchas con el capital, y serán casi siempre vencidas, porque el hambre les hará sucumbir a los pocos días de entabladas. […] Sólo con el establecimiento de Bancos industriales y agrícolas y con leyes que reformen el modo de ser de la propiedad, unidas a los grandes resultados de la asociación nos prometemos, se puede, a nuestro juicio, abordar con resultados seguros y rápidos el problema de la extinción de la miseria.
 José Guisasola, «El Cuarto Estado», Almanaque de El Combate para 1872, Madrid, 1871, págs. 54-57. 
3 LIBERTADES Y PROGRESO SECULARIZADOR DEL SIGLO

La Flaca, 1 de mayo de 1870 

3.1. LA CUESTIÓN RELIGIOSA 
 MARIANO CALAVIA; LA CAÍDA DE LOS BORBONES: CARÁCTER NACIONAL Y CATOLICISMO (1868) Nuestro unánime grito, no es sólo la protesta contra una dinastía, contra una familia, contra una persona; sino que es el grito profundo que arranca del fondo íntimo espontáneo de todas las conciencias, proclamando la incompatibilidad del dogmatismo de las instituciones con el espíritu progresivo del siglo XIX. He aquí lo verdaderamente esplendoroso de nuestra revolución, y que no debemos olvidar ni un solo instante, si hemos de apreciar con alguna exactitud el grandioso acto de nuestra regeneración social y política. […]

Todos sabemos que las naciones son inmortales: todos sabemos que la individualidad nacional tiene su eternidad inquebrantable, que como roca granítica resiste a las invasiones y a las influencias extrañas, asimilándose sólo de ellas lo que a los móviles de su fin corresponde como semejante a su temperamento; pero tampoco debemos ignorar, que sólo extraviando y modificando el carácter peculiar de nuestro pueblo, han podido los hábiles imponer los sofismas de su sistema, aunque hayan sido impotentes para borrar en un ápice lo genuino esencial de nuestro modo individual de ser. Háyanse llamado Carlos V o Felipe II, Olivares o Alberoni, Froilán Díaz o Calomarde, jamás han podido asimilar al genio del país el absorbente panteísmo autocrático o teocrático que representaban. Bajo el punto de vista religioso ¿ha sido tan eficaz y profunda su influencia católica como ha pretendido suponer los tenaces sostenedores del tradicionalismo teológico?

Se ha pensado por muchos, que la cuestión de las razas era decisiva en cuanto al influjo que el espíritu católico ejerciera en nuestra patria, y que una vez clasificados nosotros, bastante ligeramente, entre la raza neo-latina, nos desvaneceríamos en la absorbente unidad católica, desapareciendo fatalmente la iniciativa individual que se ha atribuido como peculiar a la raza germánica. La imposibilidad de originarse entre nosotros un Lutero no está en la raza, está en los hechos: las razas no son más que modificaciones características determinadas por el clima, por la posición topográfica, por el particular estado con la naturaleza, que avivan o amortiguan más o menos la actividad; pero nada esencial constitutivo falta originalmente en la naturaleza de todos los hombres: las razas son una variedad individual de los acontecimientos, pero que no son una ley histórica, bajo la que necesariamente se cumpla el destino peculiar de cada pueblo […]. Nosotros hemos tenido una originalidad tan propia, tan íntima; hemos obrado con un poder de iniciativa tan poderoso, que nadie desconoce nuestra brillante autonomía política de Aragón en la más remota edad media, ni las garantías individuales de que se hallaban impregnadas nuestras libertades castellanas, Lanuza y Padilla han podido sucumbir ante el derecho de la fuerza; pero la indomable fiereza española se ha conservado latente contra el ominoso yugo austriaco, y contra la vergonzosa dominación borbónica. Nosotros además hemos mostrado una irresistible tendencia a la iniciativa política local, como lo prueban la serie de Reinos independientes que constituían la división y variedad del territorio nacional, rechazando, por una exageración individualista, el exigido fundamento de totalidad en la formación robusta de una unidad topográfica.

Respecto a la relación religiosa, no ha habido más que una equivocación secular que nos ha traído a la confusión de la unidad nacional refundida en la unidad católica, que como bandera enarbolamos en la reconquista. Al escribir los Reyes católicos el último canto de este poema heroico en la toma de Granada, compenetraron las dos relaciones fundamentales que habían alentado la acción, en una sola y solidaria base de organización nacional. El pueblo vio al Dios católico en la majestad de sus reyes, y en el esplendor de sus conquistas, y adoró en sus monarcas la divinidad personificada. He aquí la etapa más curiosa y trascendental de nuestra historia moderna: apenas acabábamos nosotros de afirmar sólidamente nuestra nacionalidad hasta entonces dividida, pensamiento gigante que se había trasmitido de generación en generación, cuando resonó en Alemania la encolerizada voz de Lutero protestando contra la hasta entonces infalible palabra del rey de reyes: ¿Cómo habíamos nosotros de hacer pedazos la bandera que había constituido nuestra nacionalidad? ¿Cómo habíamos de responder a un hecho que aparecía como en algún modo contrario al hecho de nuestra unidad territorial? El sentimiento popular respondió a la tendencia unitaria a que de siglos había prestado sus fuerzas y la enérgica iniciativa de su brazo, y el movimiento irresistible de esta tendencia comunicado a Isabel la Católica por un acto instintivo de previsión, la reforzó con un instrumento terrible: la Inquisición. Desde entonces, como sabemos, data nuestra decadencia, nuestro aislamiento, nuestra tisis. Las fuerzas empleadas en la reconquista exigían conservación, y la obra militar de Carlos V y Felipe II, tenía para nosotros, bajo el punto de vista internacional, este sentido implícito: luego vino el indispensable descanso, una reparación, un alto, hacer que este descanso se convirtiera en sueño, este sueño en letargo, y este letargo en parálisis, ha sido la obra de los Austrias y de los Borbones.
 Mariano Calavia, Reflexiones acerca de la Gloriosa revolución de setiembre de 1868, Madrid, Imp. de Manuel Tello, 1868, 66 págs., págs. 21-26. 
 JOAQUÍN AGUIRRE: IMPOSIBLE LA UNIDAD RELIGIOSA DESPUÉS DEL SYLLABUS (1869) La unidad religiosa entre nosotros es además imposible hoy, absolutamente imposible, después de la revolución de Setiembre. Sí no fuera por lo muy respetable que es para mi el dignísimo Sr. Cardenal, a quien contesto, yo le haría una pregunta. ¿Cree S. S. que después de la revolución de Setiembre podemos reconocer como ley del país el Syllabus? ¿Cree S. S. que las Cortes Constituyentes puedan dejar ese estado de cosas para que vengamos a parar a la existencia de Gobiernos que nos hagan pasar por la humillación por que nos hicieron pasar Gobiernos anteriores? ¿Podríamos resignarnos a que se nos humillase hasta el punto de valerse de documentos hallados en la calle para darles el pase, puesto que la curia romana había desdeñado enviarlos al Gobierno?

La libertad religiosa no se opone ni puede oponerse a las verdaderas creencias. Puede haber libertad religiosa en un país en el que los habitantes en su inmensa mayoría sean católicos, como sucede, según dijo ayer el señor Montero, en Bélgica. Yo creo que en España la inmensa mayoría de los españoles será católica aunque la Constitución establezca la libertad de cultos. Conozco pocos españoles, muy pocos, no digo que no los haya, que crean estar en el caso de abandonar la religión de sus padres por otra […]

Decía el Sr. Arzobispo: «yo quiero el statu quo.» Precisamente el statu quo es lo que no puede ser. ¿Quiere su señoría el statu quo según estaban las cosas en Setiembre del año pasado? ¿Quiere S. S. esas influencias que yo creo no le agradan? ¿Quiere que existan esas influencias que sirven para morder las buenas costumbres del clero para atribuirle vicios que no tiene, para que se limite a recibir órdenes de quien no puede dárselas, para que muchas veces, sin querer, sea instrumento de una fracción laical, que se mete a dar consejos a los cristianos y fieles sencillos que no han menester recibirlos sino de sus pastores naturales? Yo creo que no.

La unidad religiosa no es posible, porque no es posible el sostenimiento de las doctrinas que con ella se sostenían; y con este motivo me voy a tomar la libertad de molestar a las Cortes leyendo alguna de las proposiciones del Syllabus, y el pase que el Gobierno de entonces le dió, rebajando la dignidad nacional en un punto que hoy se avergüenzan los buenos españoles. Voy a comenzar por lo último para llamar la atención de las Cortes Constituyentes.

Aquí se considera como error reconciliarse con la libertad, con el progreso, con la civilización moderna. Observa el Sr. Arzobispo que dice «con el liberalismo,» y no con la libertad; entiéndase bien.

Dice el Sumo Pontífice que entre los errores que se refieren al liberalismo actual está la proposición 80, cuyo contenido es el siguiente: «El romano Pontífice puede y debe transigir con el progreso, con el liberalismo y con la civilización moderna». […]

Podría leer más, pero no quiero molestar al Congreso; podría leer muchas que derogan leyes sueltas, leyes recopiladas, artículos de la ley de Enjuiciamiento civil y muchos puntos de nuestra jurisprudencia que están en oposición con ellas, en tanto que declaran que es error lo que nuestras leyes entienden, lo que nosotros defendemos, lo que nosotros hacemos todos los días.

Pero si indignación causa esa colección de proposiciones que se imponen a un país, que se arrojan a un país por sí, porque esta ha sido la voluntad de quien yo no sé si la tenía para imponerla en esta materia, es mucho más repugnante el pase que el Gobierno le dio a este Syllabus, derogando por sí leyes, legislando de nuevo, y haciendo que el país, que la Nación española se presente al mundo humillada, pidiendo perdón y buscando documentos que, como he dicho antes y repito ahora, no envió la curia romana, sino que ha sido preciso que nuestro embajador en Roma los compre en las calles y los envíe, sin embargo de lo cual el Gobierno que entonces existía los mandó al Consejo de Estado. Yo no puedo decir nada en esa materia; solo diré que sí hubiera sido el Ministro que hubiera de refrendar el pase me hubiera cortado la mano, porque es antes la dignidad de mi patria.

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes (1869-1871), t. III, 28 de abril de 1869, págs. 1421-1428. 
 FERNANDO GARRIDO: LA REVOLUCIÓN RELIGIOSA (1868) Ha caído un tirano que se llamaba Isabel de Borbón; pero este tirano no era más que el instrumento de otro que aún queda en pie, y que como la culebra venenosa empieza a enroscarse a la naciente Revolución, para ahogarla entre sus asquerosos anillos, como ahogó a la monarquía borbónica, de quien se llamó defensora, siendo en realidad la solitaria que, incrustada en su seno, absorbía sus jugos vitales, haciéndola odiosa a la opinión pública.

Este reptil astuto y repugnante es el PODER NEGRO, que tiene en Roma su caverna, y que se conoce con los nombres de jesuitismo, clericalismo y neo-catolicismo; en una palabra, el pontificado romano, personificado en ese Anticristo que se llama Papa.

La tiranía de Isabel de Borbón no ha sido en efecto más que una sucursal de la de Roma. Si fue enemiga de la Libertad, no la inspiró el sentimiento propio, sino el deseo de satisfacer a la teocracia romana; que no puede imperar y explotar el fanatismo de los pueblos más que cuando gimen bajo el yugo del despotismo político. Si Isabel de Borbón robó al pueblo, fue sobre todo por tener millones que mandar a Roma, donde no circula más moneda de plata que pesos duros españoles; por satisfacer las exigencias del Papa, del nuncio y de los prelados, que le pedían sin cesar dinero para conventos de frailes y de monjas, para iglesias, para volver a levantar el derruido edificio del jesuitismo en España y en Italia.

Si en universidades y escuelas ahogó Isabel la voz del profesorado liberal, fue porque así se lo exigían en nombre del Papa el nuncio y los prelados que la rodeaban, ofreciéndola, en cambio de dejarles extraviar la juventud en las negras vías del fanatismo, enseñarla a someterse ciegamente al despotismo político del trono. Isabel de Borbón, en fin, ha sido la más humilde y sumisa soberana que se haya conocido a voluntad del poder teocrático, cuyos menores caprichos ha satisfecho, en cambio de lo cual, ese poder inmoral le ha mandado absoluciones y buletos para sus vicios; por servir a Roma, Isabel nos ha humillado, envilecido y saqueado; y entregando la educación del Pueblo a los jesuitas ha procurado embrutecernos. El Pueblo se ha avergonzado de su humillación y ha arrojado a Isabel con la ignominia que merecía; ¿pero de qué serviría habemos librado de esa mujer insensata, de esa agente de la opresión, del empobrecimiento y de la corrupción, si dejamos en pie el poder real, efectivo, inmenso, hidra de mil cabezas y de millones de garras, cuya enorme panza aplasta al desgraciado pueblo romano?

Que la embriaguez del triunfo, tan fácilmente alcanzado, no nos haga olvidar que de nada nos sirve habemos librado de los Borbones, imbéciles instrumentos de la teocracia romana, si dejamos a ésta organizada entre nosotros, con su inmensa red de cofradías, conventos, hermandades y corporaciones religiosas de todos géneros y categorías, públicas unas y secretas otras, que son un foco permanente de conspiración contra la libertad, cuyo jefe ostensible, ricamente pagado a expensas del pobre Pueblo español, es el nuncio del Papa.

Preciso es, pues, no hacernos ilusiones, y que todos los verdaderos amigos de la Libertad, de la Independencia nacional y del Progreso, comprendan que mientras no venzamos a este formidable enemigo, que devora las entrañas de la sociedad, no podemos decir que el Pueblo ha triunfado, que somos libres ni que está consolidada nuestra Revolución […]
 ¿Qué debemos hacer para vencer a este tirano? Empezar por declarar roto, nulo, el concordato, ese padrón de ignominia, esa férrea cadena impuesta al Pueblo español por Isabel de Borbón y la curia romana […]
 Es necesario declarar disueltas inmediatamente todas las corporaciones religiosas, que con careta de religión no son en realidad más que corporaciones políticas, focos de planes liberticidas […]
 La libertad de cultos debe ser hoy para todos los liberales ilustrados, y a la altura de las circunstancias que atravesamos, el mágico lema; el símbolo de la regeneración de este pueblo, víctima más que ningún otro de la intolerancia religiosa, y al que la unidad católica llegó a convertir de inteligente en obtuso, de laborioso en holgazán, de grande en pequeño, de rico en pobre, de temible en despreciable, del más adelantado de todos los de Europa, en el más atrasado del mundo […]
 España no sólo se debe a sí propia esta libertad; la debe además a muchos miles de descendientes de los españoles, que fueron arrojados de su patria o que huyeron de ella por librarse de las hogueras de la Inquisición […]
 Que los indiferentes en materia de religión comprendan como los católicos sinceros que la consagración y práctica de esta libertad les interesa, y es para la Nación una cuestión vital, porque la libertad de cultos es la forma externa de la libertad de la conciencia, y la libertad de la conciencia es la primera de todas las libertades, porque es el resumen de todas las otras […]
 Sólo la libertad de cultos puede reconciliar a España completa y definitivamente con la civilización moderna, de la que la divorciaron las dinastías extranjeras austriaca y francesa, que se empeñaron en ver un gran bien en esa pública calamidad llamada unidad católica.
 Realicemos, pues, españoles, la revolución religiosa, sin la que será nula la revolución que acabamos de llevar a cabo, y sin la que no es posible dar solución satisfactoria a la revolución económica.
 Fernando Garrido, «La revolución religiosa» (hoja suelta), La Discusión, Madrid, núm. 3, 8 de octubre de 1868, pág. 1. 
 PRÁXEDES MATEO SAGASTA: CIRCULAR SOBRE PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO ARQUITECTÓNICO ECLESIÁSTICO (1868) Después de una conmoción tan profunda como la que acaba de experimentarse, no debe parecer extraño que continúen sintiéndose por algún tiempo sacudimientos más ó menos profundos; pero este fenómeno exige por parte de las Autoridades un aumento de celo y de prudente vigilancia, para evitar actos cuyas consecuencias puedan producir en lo sucesivo resultados perjudiciales. Efecto sin duda de la primera excitación revolucionaria, y consecuencia también de los recuerdos, que en abundancia ofrece el largo y lamentable período de reacción antiliberal, es el hecho que se está procediendo demasiado precipitadamente en algunos pueblos a demoler edificios, que fueron conventos o tuvieron otro destino de carácter religioso. No quiere el Gobierno que se conserven aquellos, cuya desaparición el interés público exija, pero sí considera necesario evitar que se arruinen impremeditadamente los que pueden ser utilizados de un modo provechoso, o que constituyan un monumento de riqueza artística o de gloriosos recuerdos históricos. En el primer caso a la Administración corresponde ser previsora, y no dejarse llevar de impulsos tal vez apasionados; es deber suyo convertir los edificios de que se trata en establecimientos de interés general; en el segundo no debe tampoco olvidarse un momento, que esos monumentos contribuyen poderosamente a dar testimonio del brillo de nuestras artes, y de los grandiosos sucesos de nuestra historia. No son ruinas de lo que más necesitados se hallan los pueblos. Convencido V. S. de la exactitud de estas observaciones, preciso es que vuelva su atención hacia este punto, y procure, dentro del círculo de sus facultades, evitar lo que, siendo conveniente y legítimo en unos casos, puede convertirse en otros en perjudicial abuso. Basta al efecto que V. S. excite y ordene a las Corporaciones populares, para que, antes de proceder al derribo de cualquiera de aquellos edificios de que se hallen incautados, instruyan el oportuno expediente, a fin de que semejante medida quede bien justificada, y se lleve a efecto con las formalidades que las leyes y disposiciones del Gobierno exigen. En cuanto a V. S., las precedentes consideraciones podrán servirle de regla, estudiando las condiciones artísticas e históricas de los edificios a que se alude, calculando el destino que dar sea posible a los que por dichas condiciones o alguna otra razón de interés público merezcan conservarse, proponiendo o realizando acerca de esto lo que en utilidad común le parezca más indicado, e impidiendo con su celosa intervención el daño de ruinas inconvenientes, sin caer tampoco en el extremo de una conservación sistemática, que pueda ser ofensiva a la sanidad y el ornato.

Disposiciones adoptadas y publicadas por el Ministerio de la Gobernación desde 9 de octubre de 1868 hasta la apertura de las Cortes Constituyentes, Madrid, Imp. de los Sres. Rojas, 1869, págs. 129-130.
 EMILIO CASTELAR: DISCURSO EN DEFENSA DE LA LIBERTAD RELIGIOSA (1869) No es propio de la religión obligar por fuerza, cohibir para que se ejerza la religión. ¿Y qué ha estado pidiendo durante toda esta tarde el Sr. Manterola? ¿Qué ha estado exigiendo durante todo su largo discurso a los señores de la comisión? Ha estado pidiendo, ha estado exigiendo que no se pueda ser español, que no se pueda tener el título de español, que no se puedan ejercer derechos civiles, que no se pueda aspirar a las altas magistraturas políticas del país sino llevando impresa sobre la carne la marca de una religión forzosamente impuesta, no de una religión aceptada por la razón y por la conciencia.

Por consiguiente, el Sr. Manterola en todo su discurso no ha hecho más que pedir lo que pedían los antiguos paganos, los cuales no comprendían esta gran idea de la separación de la Iglesia y del Estado; lo que pedían los antiguos paganos, que consistía en que el rey fuera al mismo tiempo papa, o lo que es igual, que el pontífice sea al mismo tiempo, en alguna parte y en alguna medida, rey de España.

Y, sin embargo, en la conciencia humana ha concluido para siempre el dogma de la protección de las Iglesias por el Estado. El Estado no tiene religión, no la puede tener, no la debe tener. El Estado no confiesa, el Estado no comulga, el Estado no se muere. Yo quisiera que el Sr. Manterola tuviese la bondad de decirme en qué sitio del Valle de Josafat va a estar el día del Juicio el alma del Estado que se llama España. (Grandes aplausos). […]

Por consecuencia, el Sr. Manterola no tenía razón, absolutamente ninguna razón, al exigir, en nombre del catolicismo, en nombre del cristianismo, en nombre de una idea moral, en nombre de una idea religiosa, fuerza coercitiva, apoyo coercitivo al Estado. Esto sería un gran retroceso, porque, señores, o creemos en la religión porque así nos lo dicta nuestra conciencia, o no creemos en la religión porque también la conciencia nos lo dicta así. Si creemos en la religión porque nos lo dicta nuestra conciencia, es inútil, completamente inútil, la protección del Estado. Si no creemos en la religión porque nuestra conciencia nos lo dicta, en vano es que el Estado nos imponga la creencia; no llegará hasta el fondo de nuestro ser, no llegará al fondo de nuestro espíritu; y como la religión, después de todo, no es tanto una relación social como una relación del hombre con Dios, podréis engañar con la religión impuesta por el Estado a los demás hombres, pero no engañaréis jamás a Dios, a Dios, que escudriña con su mirada el abismo de la conciencia. (Grandes aplausos). […]

Señores, entremos ahora en algunas de las particularidades del discurso del Sr. Manterola. […]
 Señores, sobre esto de la unidad religiosa hay en España una preocupación de la cual me quejo, como me quejaba el otro día de la preocupación monárquica. Nada más fácil que a ojo de buen cubero decir las cosas. España es una nación eminentemente monárquica, y se recoge esa idea y cunde y se repite por todas partes hasta el fin de los siglos. España es una nación intolerante en materias religiosas, y se sigue esto repitiendo, y ya hemos convenido todos en ello.
 Pues bien: yo le digo a su S. S. que hay épocas, muchas épocas, en nuestra historia de la Edad Media, en que España no ha sido nunca, absolutamente nunca, una nación tan intolerante como el Sr. Manterola supone. Pues qué, ¿hay, por ventura, en el mundo nada más ilustre, nada más grande, nada más digno de la corona material y moral que lleva, nada que en el país esté tan venerado, cómo el nombre ilustre del inmortal Fernando III, de Fernando III el Santo? ¿Hay algo? ¿Conoce el Sr. Manterola algún rey que pueda ponerse a su lado? Mientras su hijo conquistaba a Murcia, él conquistaba Sevilla y Córdoba. ¿Y qué hacía, Sr. Manterola, con los moros vencidos? Les daba el fuero de los jueces, les permitía tener sus mezquitas, les dejaba sus jueces propios, les dejaba su propia legislación. Hacía más: cuando era robado un cristiano, al cristiano se le devolvía lo mismo que se le robaba; pero cuando era robado un moro, al moro se le devolvía el doble. Esto tiene que estudiarlo el señor Manterola en las grandes leyes, en los grandes fueros, en esa gran tradición de la legislación mudéjar, tradición que nosotros podríamos aplicar ahora mismo a las religiones de los diversos cultos el día que estableciésemos la libertad religiosa y diéramos la prueba de que, como dijo Madame Staël, en España lo antiguo es la libertad, lo moderno el despotismo. […]
 La intolerancia religiosa comenzó en el siglo XIV, continuó en el siglo XV por el predominio que quisieron tomar los reyes sobre la Iglesia; se inauguró, digo, una gran persecución contra los judíos, y cuando esta persecución se inauguró, fue cuando San Vicente Ferrer predicó contra los judíos, atribuyéndoles una fábula que nos ha citado hoy el señor Manterola y que ya el P. Feijoo refutó hace mucho tiempo: la dichosa fábula del niño, que se atribuye a todas las religiones perseguidas, según lo atestiguan Tácito y los antiguos historiadores paganos. Se dijo que un niño había sido asesinado y que había sido bebida su sangre, atribuyéndose este hecho a los judíos, y entonces fue cuando, después de haber oído a San Vicente Ferrer, degollaron los fanáticos a muchos judíos de Toledo, que habían hecho de la judería de la gran ciudad el bazar más hermoso de toda la Europa occidental. Y para esto no ha tenido una sola palabra de condenación, sino antes bien de excusa, el Sr. Manterola, en nombre de Aquél que había dicho: «Perdónalos, porque no saben lo que se hacen». […]
 Decíanos el Sr. Manterola que los judíos no se llevaron nada de España, absolutamente nada; que los judíos lo más que sabían hacer eran babuchas; que los judíos no brillaban en ciencias, no brillaban en artes; que los judíos no nos han quitado nada. Yo, al vuelo, voy a citar unos cuantos nombres europeos de hombres que brillan en el mundo y que hubieran brillado en España sin la expulsión de los judíos.
 Spinoza: podréis participar o no de sus ideas, pero no podéis negar que Spinoza es quizá el filósofo más alto de toda la filosofía moderna, pues Spinoza, si no fue engendrado en España, fue engendrado por progenitores españoles, y a causa de la expulsión de los judíos fue parido lejos de España y la intolerancia nos arrebató esa gloria.
 Y sin remontamos a tiempos remotos, ¿no se gloría hoy la Inglaterra con el ilustre nombre de Disraeli, enemigo nuestro en política, enemigo del gran movimiento moderno; tory, conservador reaccionario, aunque ya quisiera yo que muchos progresistas de aquí fueran como los conservadores ingleses? Pues Disraeli es un judío, pero de origen español; Disraeli es un gran novelista, un grande orador, un grande hombre de Estado, una gloria que debía reivindicar hoy la nación española. […]
 De suerte que al quitarnos a los judíos nos habéis quitado infinidad de nombres que hubieran sido una gloria para la patria.
 Señores diputados, yo no sólo fui a Roma, sino que también fui a Liorna y me encontré con que Liorna era una de las más ilustres ciudades de Italia. No es una ciudad artística, ciertamente; no es una ciudad científica, pero es una ciudad mercantil e industrial de primer orden. Inmediatamente me dijeron que lo único que había que ver allí era la sinagoga de mármol blanco, en cuyas paredes se leen nombres como García, Rodríguez, Ruiz, etc. Al ver esto, acerquéme al guía y le dije: «Nombres de mi lengua, nombres de mi patria», a lo cual me contestó: «Nosotros todavía enseñamos el hebreo en la hermosa lengua española; todavía tenemos escuelas de español, todavía enseñamos a traducir las primeras páginas de la Biblia en lengua española, porque no hemos olvidado nunca, después de más de tres siglos de injusticia, que allí están, que en aquella tierra están los huesos de nuestros padres». Y había una inscripción, y esta inscripción decía que la habían visitado reyes españoles, creo que eran Carlos IV y María Luisa, y habían ido allí y no se habían conmovido, y no habían visto los nombres españoles allí esculpidos. Los Médicis, más tolerantes, más filósofos; los Médicis, más previsores y más ilustrados, recogieron lo que el absolutismo de España arrojaba de su seno, y los restos, los residuos de la nación española, los aprovecharon para alimentar su gran ciudad, su gran puerto, y el faro que le alumbra arde todavía alimentado por el espíritu de la libertad religiosa.
 Señores Diputados, me decía el Sr. Manterola (y ahora me siento) que renunciaba a todas sus creencias, que renunciaba a todas sus ideas si los judíos volvían a juntarse y volvían a levantar el templo de Jerusalén. Pues qué, ¿cree el Sr. Manterola en el dogma terrible de que los hijos son responsables de las culpas de sus padres? ¿Cree el señor Manterola que los judíos de hoy son los que mataron a Cristo? Pues yo no lo creo; yo soy más cristiano que todo eso, yo creo en la justicia y la misericordia divina.
 Grande es Dios en el Sinaí; el trueno le precede, el rayo le acompaña, la luz le envuelve, la tierra tiembla, los montes se desgajan; pero hay un Dios más grande, más grande todavía, que no es el majestuoso Dios del Sinaí, sino el humilde Dios del Calvario, clavado en una cruz, herido, yerto, coronado de espinas, con la hiel en los labios y, sin embargo, diciendo: «¡Padre mío, perdónalos, perdona a mis verdugos, perdona a mis perseguidores, porque no saben lo que se hacen!» Grande es la religión del poder, pero es más grande la religión del amor; grande es la religión de la justicia implacable, pero es más grande la religión del perdón misericordioso, y yo, en nombre del Evangelio, vengo aquí a pediros que escribáis en vuestro Código fundamental la libertad religiosa; es decir, libertad, fraternidad, igualdad entre todos los hombres. (Frenéticos y prolongados aplausos. Individuos de todos los lados de la Cámara se acercan al Sr. Castelar dándole calorosas muestras de felicitación).

Emilio Castelar, «Rectificación al Señor Manterola sobre la libertad religiosa y la separación entre la Iglesia y el Estado, pronunciada el 12 de Abril [de 1869]», en Discursos Parlamentarios en la Asamblea Constituyente, 3ª ed., Madrid, Ed. A. de San Martín y Agustín Jubera, 1877, t. I, págs. 253-279.
 ANTONIO ROMERO ORTIZ: TRASCENDENCIA DE LA VOTACIÓN DE LA CUESTIÓN RELIGIOSA (1869) Decía hoy el Sr. Manterola, y esto lo había dicho también con su apacible elocuencia el Sr. Obispo de Jaén, que es un gran bien la unidad de creencias, que es un gran bien para el reposo del pueblo, que es un gran bien para la felicidad de la familia. Con este mismo motivo el Sr. Manterola nos ha hecho un elogio, un grande elogio, en el discurso de ayer, de la unidad católica, y ha procurado presentar asociadas a la idea de la unidad católica todas las glorias españolas. Ayer nos preguntaba: «¿qué hay en las glorias de nuestra España, qué grande hecho, qué grande hazaña registra la historia de nuestro país que no haya sido inspirado por la unidad católica, que no haya sido consumado y bendecido por la Iglesia católica?»

Es verdad: el cuadro es exacto, es verídico: no hay nada más fecundo ni más grande para un pueblo que la unidad de creencias; pero es la unidad de creencias producida por la espontaneidad del sentimiento, es la unidad de creencias sostenida por la unanimidad de las voluntades, no la unidad de creencias impuesta por la fuerza, no la unidad de creencias sostenida por la violencia. He aquí la diferencia que hay entre el Sr. Cardenal y la Comisión, y el Gobierno […]

Se ha dicho aquí que la libertad religiosa contraría los intereses católicos. ¿Por qué? ¿Es verdad que debemos temer que se mitigue el sentimiento católico en nuestro pueblo y en nosotros por el contacto de las otras religiones? ¿De cuándo acá la verdad ha temido el contacto del error? (El Sr. Cardenal Arzobispo de Santiago: Siempre). Siempre me dice el Sr. Cardenal: yo le preguntaré a S. S.: ¿se ha entibiado el sentimiento católico en Irlanda, donde la Iglesia ha vivido largos siglos y vive aún sin el exclusivismo, sin la protección oficial? Yo le preguntaré además: ¿se ha entibiado ese sentimiento en los Estados Unidos, donde a pesar de lo dicho por el Sr. Castelar, como ha demostrado el Sr. Manterola, se desenvuelve, se aumenta, crece y multiplica el número de los que profesan el catolicismo al amparo de las leyes más libres del orbe? ¿Se ha entibiado ese sentimiento en Polonia a pesar de la persecución? ¿No se aumenta allí el número de los católicos?

Lo que yo veo es precisamente lo contrario; es que la libertad de conciencia es la que está llamada en este país a estirpar el cáncer del indiferentismo, que corroe las entrañas de nuestra sociedad; lo que yo veo es que la libertad de conciencia, lejos de extinguir la fe, ha de aumentarla y fortalecerla.

En cambio de esto, señores, no se pueden ocultar a los defensores de la unidad católica con exclusión de todo otro culto, cuáles son los grandes inconvenientes que en política tiene la intolerancia religiosa.

Creo que convendrán todos conmigo de buena fe en que sin la libertad de conciencia no es posible ninguna de las demás libertades; sin ella no es posible la libertad de imprenta, ni la de enseñanza, ni la de asociación, ni ninguna de las libertades que constituyen la vida de las sociedades modernas.

Nos basta recordar la España de los tiempos de la administración que acaba de caer, y recordar la preponderancia que había llegado a tomar en nuestro país el elemento teocrático; calcúlense cuáles habrían sido las consecuencias de la intolerancia: algunos años más de aquel régimen, y este país hubiera caído en un estado de completa barbarie. Yo tengo para mí, y me lo he dicho muchas veces a mí mismo, que los que en España defienden la unidad católica, ellos vienen sin quererlo a ser cómplices de los perseguidores del catolicismo en Europa y en todo el mundo: predicando la intolerancia religiosa vienen a dar la razón a los que en nombre del mismo principio persiguen a los católicos en Suecia, en Polonia, en Irlanda y a los cristianos en Siria.

¿Saben los Sres. Diputados lo que piden esos millones de católicos que hoy son perseguidos, maltratados y hasta asesinados en aquellos puntos en donde la religión del Estado no es como en España, la católica? Pues lo que piden es lo que pide la comisión, lo que pide el Gobierno, lo que ha proclamado la revolución; la libertad de conciencia.

Dicho esto, yo, que, como ven los Sres. Diputados, no puedo continuar porque el estado de mi salud no me lo permite, concluyo como ha concluido el Sr. Cardenal. S. S. os rogaba, Sres. Diputados, que no votaseis la libertad religiosa. Yo, por el contrario, me dirijo a la Cámara y le ruego que cuando llegue la oportunidad, vote los artículos que ha formulado la comisión, es decir, la libertad religiosa, como único medio de hacer que la España pueda entrar digna, solemne y majestuosamente en el gran concierto de las naciones europeas, de donde hasta ahora ha estado excluida; que voten la libertad religiosa, en la seguridad de que haciéndolo así, los Diputados españoles prestarán el más grande, el más importante, el más trascendental de todos los servicios que pueden prestar a la Iglesia católica. (Bien, muy bien. Aplausos).

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes (1869-1871), t. III, 27 de abril de 1869, págs. 1416-1417. 
 JUAN VALERA: LA REVOLUCIÓN Y LA LIBERTAD RELIGIOSA (1869) Es innegable que la fórmula adoptada en la nueva Constitución para consignar la libertad religiosa es harto vergonzante y merecedora de crítica. Sea como sea, consigna la libertad, y por esto la han aprobado los que la quieren; mas esto no obsta para que se critique.

Tan grande alteración, como lo es la libertad religiosa, no podía entrar en nuestras leyes fundamentales con el propósito de conceder franquicias a judíos o a protestantes extranjeros que pudieran venir a España; no hubiera debido darse, como por incidencia, como por corolario hipotético a los españoles, empezando por concederla a los que no lo son. La libertad religiosa en España o es inoportuna e inútil, o se funda en más altas consideraciones. La libertad religiosa en España es la solemne declaración del primero de los derechos individuales e imprescriptibles. Sin este derecho, son vanos y acéfalos los otros. Por esto debió ir la libertad religiosa, consignada sin hipótesis y sin trazas de tímido corolario, a la cabeza de todos los demás derechos.

No debe, sin embargo, entenderse en manera alguna, que esta libertad religiosa no tenga inmediata aplicación útil en nuestro país; sea una mera exigencia dialéctica de la declaración de los otros derechos individuales. A más de darnos la libertad filosófica, que va implícita en ella, convenía que la libertad religiosa fuese entre nosotros una verdad legal para evitar o remediar muchos males, que la larga intolerancia pudo introducir o introdujo en España, a pesar del noble carácter y de las excelsas prendas y calidades de los españoles. […]

Por lo dicho, se entenderá cuán grande bien ha de ser en España la libertad religiosa, la cual persisto en creer que no ha de quebrantar, con quebranto apreciable, nuestra unidad de creencias, y que nos ha de poner de lleno en medio de las grandes corrientes del espíritu humano, sin que nuestro propio espíritu pierda nada de su ser y de su originalidad creadora. […]

Conquistada ya la libertad religiosa en España, abdica el Estado todo poder sobre nuestras conciencias: mas no por eso, nosotros que somos ciudadanos en el Estado y que formamos también parte de la Iglesia como católicos, hemos de desear que las relaciones, los lazos que unen a estas dos sociedades, a las cuales pertenecemos, se rompan para siempre. Nosotros no podemos prescindir, ni comprender siquiera que se prescinda, del ser de ciudadanos cuando toca ser católicos, ni del ser de católicos cuando toca ser ciudadanos, alternando en ambas calidades y olvidando la una cuando incumbe a la otra entrar en actividad. Importan, pues, mucho las relaciones entre la Iglesia y el Estado. Ni siquiera acertamos a concebir lo que se llama la separación completa de ambos poderes. Pero, como no pocos políticos dan esta separación por el último extremo a que ha llegado la ciencia, como un fallo de la ciencia, a que sólo el ignorante puede resistirse, y como nos resistimos a dicho fallo y creemos conveniente la resistencia, justo será que expongamos con detención las razones en que nos fundamos […]
 En Francia, aunque la mayoría de los ciudadanos es católica, hay no pocos protestantes y judíos, cuya religión acepta también el Estado como oficial, y cuyo culto y cuyos ministros subvenciona. De aquí nace sin duda algo de anómalo y monstruoso. El Estado parece ser católico, protestante y judío a la vez. Esta indiferencia, mejor diremos, este panfilismo religioso, da ocasión a que se afirme que, o bien el Estado cree igualmente falsas todas las religiones, o bien las cree igualmente verdaderas; que el Estado no tiene en realidad religión; que el Estado es ateo; que en su alianza con la religión sólo atiende a lo exterior y visible; que la religión sólo es para él una cosa más que administrar.

Todas estas objeciones; todas estas dificultades no existen para España, donde verdaderamente no hay otra religión que la católica, la cual, así como es la religión de la nación, debiera ser también, declarándolo franca y abiertamente, la religión del Estado. […]

Indudablemente los Estados no tienen otra vida, ni hay para ellos infierno ni gloria; pero, en esta vida, bien puede afirmarse que tienen un alma, si no inmortal, duradera y permanente al través de los siglos; y el alma de España, como nación y como Estado, ha siglos que es católica. Nuestras más grandes empresas se han llevado a cabo en nombre y en pro del catolicismo; nuestra historia da constante testimonio de nuestra fe en esta religión; uno de nuestros más ilustres blasones se cifra en ser católicos; el dictado de Católicos es, ha siglos, el distintivo de nuestros Reyes. Y a la verdad, no comprendemos para qué se ha de desechar todo esto, se ha de renegar de todo esto; no vislumbramos la razón ni el motivo. El elocuente y discreto Presidente de la Comisión ha sostenido, ha vaticinado que pocos serán los españoles que renieguen del catolicismo; ¿por qué, pues, ha de consentir el Presidente en que el Estado reniegue? ¿Será para que no se escandalicen, ni se disgusten unos cuantos protestantes y unos cuantos judíos, y acudan a España a hacernos ricos y felices? […]. Ni el Estado es una persona, que puede ir al cielo, o al infierno, o al purgatorio, ni la Asamblea, que le constituye, es un Concilio ni una Academia; pero ¿cómo negar la relación, la derivación de la política, de una metafísica o de una religión positiva?

Se concibe una moral independiente de toda religión positiva, cuando se apoya en una teodicea, en una religión natural, en una metafísica. De uno de estos fundamentos primeros dimana la moral, y de la moral las leyes. Mas una moral sin fundamento produce leyes sin fundamento y sin autoridad alguna. Y ¿dónde vamos a hallar nosotros el fundamento de la moral y de las leyes, si prescindimos de Dios, al aceptar y cumplir el oficio de legisladores? […]

En Francia, y más aún en los Estados Unidos de América, no es obvio, es casi imposible salvar esta dificultad, porque la misma variedad y multitud de sectas religiosas impide que el Estado se decida por ninguna; pero en España, donde apenas hay más religión que la católica, no comprendemos esta vacilación, esta timidez del Estado en aceptarla como verdadera, y en ponerla como fundamento y razón de sus leyes e instituciones.

Aunque a los que disientan, aunque a los no católicos se les dé completa libertad de no serlo, ¿se sigue de aquí el que no se atrevan a ser católicos los que lo son? Y si se atreven a serlo, y si son la inmensa mayoría, la casi totalidad, ¿por qué no afirman su religión como religión del Estado? ¿Por qué no dan autoridad y fuerza a sus leyes en nombre del Dios que reconocen? ¿No es una inconsecuencia pasmarse, ofenderse, manifestar grave disgusto los legisladores, porque tres o cuatro de entre ellos, individual y aisladamente renieguen de Dios, y renegar todos, en cierta manera, y en conjunto, no hablando de religión en la ley fundamental, sino para decir que el Estado pagará el culto y los Ministros de la religión católica, sin osar decir la razón por qué los paga? […]

Nosotros hubiéramos podido salvar estos inconvenientes; nosotros hubiéramos podido evitar que nuestras leyes fuesen tildadas de ateas, o bien que nos censurasen por hacer implícita y vagamente no sabemos qué alianza con no sabemos qué religión natural o qué filosofía primera. Nosotros hubiéramos debido declarar solemnemente que el Estado era católico. ¿No son católicos casi todos los españoles? ¿Para qué buscar otro fundamento racional a las leyes, cuando el de la religión de la inmensa mayoría de los españoles les basta? […]

¿No es un dolor que puedan los malévolos acusarnos de que hemos echado a la religión, y a Dios por consiguiente, de nuestra Ley fundamental? Esta expulsión ha sido gratuita, inmotivada, injustificable. ¿Qué otra religión, qué otra secta hay en España, bastante poderosa para competir con el catolicismo y aspirar como él a ser religión del Estado? Y si no la hay, ¿por qué han vacilado los legisladores? […]

Ya hemos dicho el por qué. Porque una parte de la Comisión, los jóvenes discretos y confiados que había en ella, querían la separación absoluta de la Iglesia y del Estado, y en la letra, aunque no en el espíritu, se han acercado mucho al triunfo de sus doctrinas. Dicha separación absoluta es considerada como la última palabra, como el non plus ultra de la ciencia. La ciencia, la ciencia en abstracto, es invocada hoy como una autoridad ineluctable. […]

Adoptemos también esta moda; hablemos en nombre de la ciencia, y continuemos sosteniendo que no es conveniente en parte alguna la separación de la Iglesia y del Estado, y que en España, en una nación tan católica como España, es absurda esta separación; no hay nada que la motive; trae mil inconvenientes, y no trae ninguna ventaja.

Juan Valera, «La revolución y la libertad religiosa en España», Revista de España, Madrid, 1869, t. VIII, núm. 30, págs. 206-236, y núm. 31, páginas 437-461.
 ÁLVARO GIL SANZ: CONTRA LA SEPARACIÓN IGLESIA-ESTADO (1869) Otro de los argumentos que ha alegado el Sr. Sánchez Ruano contra el proyecto de Constitución es el de la determinación de la religión católica como Iglesia oficial, y de la libertad religiosa. No sé qué más pudiera ahora pedirse; no sé cómo comparando esta Constitución con las de 1854, 1837 y aun con la misma del año 12, no se reconoce y confiesa un progreso evidente; y por lo mismo que el paso es tan grande, por lo mismo que del extremo de la Iglesia católica dominante, con exclusión absoluta de todo otro culto, al de la separación de la Iglesia y del Estado hay tan enorme distancia, es necesario caminar lenta y gradualmente, porque, como antes he dicho, siempre que se camina a grandes saltos, se corre peligro de caer en tierra para no levantarse más, mientras que cuando se marcha siguiendo la corriente de las ideas y el progreso de los tiempos, la sociedad no se detiene más que para tomar fuerza y volver a emprender de una manera más firme y decisiva su viaje. Lo que en el proyecto se establece es el principio de la transacción entre estas dos antítesis, es lo único que tiene condiciones de realidad práctica: establecido ya el derecho de profesar una religión distinta de la católica, las reformas que vaya necesitando la aplicación de este principio, con el tiempo vendrán: yo, por mi parte, debo manifestar una idea de que no hago responsable a nadie, que es personal mía: no me ha satisfecho nunca el principio de la Iglesia libre en el Estado libre; no concibo que dentro del Estado se mueva libremente una sociedad que dispone de las conciencias, que obedece a leyes que no emanan del Estado, a leyes dictadas por un soberano extranjero, y que puede en ciertos casos influir en las conciencias y disponer el ánimo de los ciudadanos a sobreponerse a las leyes del país.

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes (1869-1871), t. II, 6 de abril de 1869, pág. 862. 
 LUIS COLL: EL ARTÍCULO 21 DE LA CONSTITUCIÓN DE 1869 (1871) Implícito en el derecho a la libertad de pensamiento está el derecho a la libertad de conciencia, derecho nobilísimo, derecho sagrado, que forma parte integrante de nuestro ser.

Cada ciudadano puede tener las creencias que quiera, sin necesidad de dogmas, sin necesidad de religiones positivas, si aquellas creencias se contienen en esos dogmas, no revelados, sino formados por los pueblos, que constituyen la religión de la moral universal.

Cada conciencia debe ser un santuario: cada hombre debe ser un sacerdote de su religión; y no hay poder humano que pueda cohibir a ese sacerdote ni profanar ese santuario.

Si las creencias íntimas de los ciudadanos se quieren traducir por actos exteriores, deben congregarse libremente y sostener su culto, pero no cargar sobre el Estado el peso inmenso de un presupuesto oneroso, destinado a pagar los gastos de representación de embajadores en el cielo.

Una nación atea compuesta de libres creyentes, puede muy bien ser nuestro ideal político.
 Esto no obstante, y a pesar de hablarse tanto y tanto de la libertad de cultos, he aquí lo que sobre este punto se lee en la Constitución:
 Art. 21. «La Nación se obliga a mantener el culto y los ministros de la religión católica.
 El ejercicio público o privado de cualquiera otro culto, queda garantido a todos los extranjeros residentes en España, sin más limitaciones que las reglas universales de la moral y del derecho.
 Si algunos españoles profesaren otra religión que la católica, es aplicable a los mismos todo lo dispuesto en el párrafo anterior».
 Disposiciones absurdas, que parten de la falsa hipótesis de ser una muy inmensa mayoría de los españoles católicos creyentes, como prueban las palabras «si algunos» etc.
 Disposiciones por las que el erario sale gravado con el peso de millones y millones destinados a pagar el culto y clero.
 Disposiciones que han venido a anular la fórmula revolucionaria «la Iglesia libre en el Estado libre».
 Disposiciones que dan lugar, con las necias prácticas del culto externo, a mil y mil escenas desagradables, impropias de un país libre.
 Disposiciones, en fin, encaminadas a conservar en nuestro desgraciado pueblo todas esas falsas creencias, que son los gusanos roedores de su entendimiento: todas esas absurdas supersticiones, que son las polillas de su conciencia.
 Luis Coll, «No hay más que un derecho», Anuario Republicano Federal, Madrid, 1870, págs. 1343-1409. 
 EUGENIO MONTERO RÍOS: DEFENSA DEL PROYECTO DE LEY DE MATRIMONIO CIVIL (1870) Pero ¿es cierto que establece la nivelación de creencias? En manera alguna. Lo que el proyecto de ley hace es establecer la igualdad de derechos y deberes, no en el orden religioso, que respeta, sino en el civil, que es el suyo propio; y yo abrigo la confianza de demostrar esto de una manera concluyente, comparando las consecuencias del sistema aceptado en el proyecto de ley con las que resultarían de los sistemas aquí sostenidos por los Sres. Toro y Moya, González Marrón y Calderón Collantes.

Nos decían estos Sres. Diputados: «o permitid a los católicos que contraigan matrimonio según su culto, y obligad a los demás ciudadanos que profesen otra religión a que lo contraigan según la ley civil, o bien permitid a todos indistintamente que lo contraigan con arreglo a la legislación matrimonial del culto que profesen, limitando la aplicación de las disposiciones del proyecto de ley que se discute a aquellos ciudadanos que no profesen ninguno». Tales son los dos sistemas que defendían como si fuesen iguales, y que designaban con el nombre de sistema portugués, o inglés, o alemán […]

Ahora bien, Sres. Diputados: si el art. 27 de la Constitución dice que todos los españoles gozarán de iguales derechos civiles y políticos, independientemente de la religión que profesen, ¿creéis vosotros que puede aceptarse un sistema que produce como consecuencia necesaria, fatalmente necesaria, la desigualdad más sustancial, más radical, en el goce de los derechos civiles? ¿Cuál, pues, de los sistemas que aquí se han debatido es el anti-constitucional, el que viola, no solo el art. 21, sino el art. 27 de la Constitución? ¿Es el sistema del proyecto, o es ese sistema inglés o portugués, o como quiera apellidarse? Y digo que se viola también el art. 21 de la Constitución, porque del planteamiento de tal sistema procedería necesariamente una situación odiosa e insufrible para los católicos, puesto que su condición civil sería muy inferior a la de los protestantes en ciertas y determinadas circunstancias[…]

El sistema portugués reconoce efectos civiles en el matrimonio católico, pero no en ningún otro matrimonio religioso: esta diferencia obedece allí al precepto constitucional; no existe en aquel país la libertad religiosa, sino la simple tolerancia de culto privado; pero en España, con la Constitución de 1869 y con el art. 21, en el que se sanciona la libertad de cultos en términos tan claros que la diversidad de religiones no puede producir consecuencias en el orden civil ni en el político, ¿con qué derecho negaríamos nosotros al matrimonio religioso, celebrado con arreglo al derecho matrimonial de cualquier culto, el carácter civil que reconociésemos en el matrimonio católico? ¿No haríamos de peor condición a los ciudadanos que tuviesen la desgracia de no profesar este culto, relativamente a los que lo profesasen? Manifiestamente sí, Sres. Diputados […]

Decía el Sr. González Marrón: «¿Qué razón de ser tiene un proyecto que, al fin y al cabo, no es más que una copia de la legislación de la Iglesia, y que no introduce novedad ninguna en materia matrimonial?» Precisamente este es el mérito que desde el punto de vista católico tiene el proyecto; que no es otra cosa que la doctrina católica revestida con el ropaje seglar; precisamente el proyecto viene a ser una nueva garantía para la doctrina y para el derecho de la Iglesia, que se observará en adelante, no solo por la conciencia religiosa de los españoles, sino también en cumplimiento de los deberes que el Estado les impone como ciudadanos. Yo creo que el proyecto de matrimonio civil adolecería de grandísimo defecto (lo digo con toda sinceridad); yo creo que la conciencia religiosa de los Sres. Diputados debería vacilar al emitir su voto, por grandes que fuesen las condiciones liberales del proyecto, cuando éste viniera a separarse radicalmente de la legislación de la Iglesia, produciendo así graves conflictos entre ésta y el Estado, entre la legislación temporal y la legislación espiritual. Precisamente porque no puede producir esos conflictos este proyecto, y porque no es más que la forma civil de la legislación matrimonial de la Iglesia, no puede decirse, con fundamento al menos, que lastima en lo más mínimo la conciencia católica del país, ni puede nadie oponerse en nombre de los intereses de la Iglesia a que este proyecto se apruebe y sea elevado a ley por el voto de la Cámara.

Pero avancemos más: entremos en el fondo de esta cuestión gravísima. O yo no he comprendido bien a los eminentes oradores que han combatido el proyecto, o toda su impugnación descansaba en la siguiente teoría. En la Iglesia católica no hay más matrimonio que el sacramental. En él, el contrato ha sido absorbido por el sacramento, y no se concibe otro matrimonio que no sea el religioso. El proyecto que se discute establece otro que no es el sacramental; por consecuencia, establece una institución que no es la de la Iglesia católica. Por de más será decir que esta teoría tiene numerosos partidarios, y que merece todo respeto por los distinguidos oradores que en esta Cámara la han sostenido. Pero por más respetable que sea esta teoría y el saber de sus sostenedores, ¿se deduce de ella algo contrario al proyecto que nos ocupa? Pues qué, ¿se opone éste al matrimonio sacramental? ¿Crea el proyecto algún obstáculo por ventura a la celebración del matrimonio religioso, o la hace más difícil de lo que es hoy? ¿Establece el proyecto alguna traba nueva para que los ciudadanos españoles que sean católicos puedan celebrar este sacramento con arreglo a las disposiciones de la Iglesia? Pues si no pone trabas a la amplísima libertad de los fieles, no puede combatirse bajo este punto de vista; y ni hoy, ni el día siguiente de promulgado como ley este proyecto, se verán lastimados los intereses y las conveniencias de la Iglesia católica ni de sus hijos.

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes (1869-1871), 29 de abril de 1870, págs. 7560-7570. 
 EUGENIO MONTERO RÍOS: JURAMENTO DE LA CONSTITUCIÓN POR EL CLERO (1870) Señor: La ley fundamental del Estado ha sido ya jurada por casi todos los funcionarios públicos, según lo dispuesto por el Gobierno de V. A. y confirmado por las Cortes Constituyentes en la ley de 20 de Enero último.

Tiempo es, pues, de que el clero contribuya por su parte del mismo modo a la seguridad y consolidación de la grande obra de las Cortes Constituyentes.
 El patriotismo que debe animar a tan respetable clase, y del cual tantas pruebas abundan en nuestra remota historia, no permite abrigar recelo alguno de resistencias, que serían tan inconvenientes como ilegítimas.
 No es una novedad el juramento del clero a la Constitución de 1869. También en su tiempo prestó adhesión tan solemne a la de 1812, y a sus reformas de 1837 y 1845, como a su vez el Episcopado de Francia y de Portugal juró las leyes fundamentales de estos estados, y prestó obediencia a los poderes en ellas constituidos.
 Es además práctica constante, que arranca de remotos siglos y que subsiste con el asentimiento de la Iglesia en casi todas las naciones de Europa, inclusa la protestante Prusia, la de que las altas dignidades eclesiásticas, antes, después o al tiempo de su consagración, juren obediencia y fidelidad a las leyes y al poder soberano del Estado. Y si es lícito y no repugna a la conciencia del Episcopado este juramento en tales circunstancias prestado, lícito es el que con el mismo objeto habrá de hacer por esta vez el clero español a la ley fundamental promulgada por las Cortes Constituyentes. La naturaleza del acto es la misma, el mismo su carácter y los mismos sus efectos.
 La ley fundamental nada contiene que se oponga a los preceptos religiosos. La libertad de cultos que consagra, es un derecho político que protege en el orden temporal la conciencia del ciudadano; pero que no le exime en el espiritual del cumplimiento de los deberes religiosos que de sus creencias procedan. También este precioso derecho está consagrado en las Constituciones de otros pueblos, y no por esto el clero católico deja de prestar en ellos el juramento de fidelidad a sus leyes y de obediencia a sus Autoridades. La Santa Sede así lo ha reconocido, una vez que hizo saber al Episcopado español que podía el clero prestar el juramento a la ley fundamental de 1869.
 No ha de fallar éste, por lo tanto, al cumplimiento de un deber, que procede de las relaciones hasta ahora subsistentes que en el orden político le unen al Estado. Y al hacerlo así, dará también una prueba de que no abriga pensamientos de hostilidad, ni siquiera sentimientos de repugnancia a las libertades conquistadas en la revolución de Setiembre, ni a los poderes constituidos por las Cortes soberanas, y de que, limitando sus aspiraciones al cumplimiento de su espiritual misión, no crea ni se propone crear indebidamente obstáculos al progreso de un pueblo libre.
 Por estas consideraciones, el Ministro que suscribe, de acuerdo con el Consejo de Ministros, tiene el honor de proponer a V. A. el siguiente proyecto de decreto.
 Madrid 17 de Marzo de 1870.= E1 Ministro de Gracia y Justicia. Eugenio Montero Ríos.
 DECRETO
 Artículo 1º Los M. RR. Arzobispos y RR. Obispos que se hallen en Madrid prestarán, en el término del mes siguiente a la fecha de este decreto, juramento de fidelidad a la Constitución vigente ante el Ministro de Gracia y Justicia, según la siguiente fórmula: «¿Juráis por Dios y por los Santos Evangelios guardar la Constitución de la Monarquía española?» —»Sí juro.»— «Si así lo hiciereis Dios os lo premie, y si no, os lo demande».
 Art. 2.º Los demás M. RR. Arzobispos y RR. Obispos y los Cabildos metropolitanos, sufragáneos y colegiales establecidos en capitales de Audiencia prestarán, dentro de igual termino, los de la Península o islas adyacentes, y dentro del de dos meses, los de Canarias, el mismo juramento ante los Regentes de aquellos Tribunales y a presencia de su Secretario de gobierno. Los que residan en otras poblaciones lo prestarán dentro de los mismos plazos ante el respectivo Juez de primera instancia; y si hubiere más de uno, ante el Juez decano y a presencia también de su Secretario de gobierno.
 Art. 3.º Los individuos del clero parroquial y demás eclesiásticos, exclaustrados y dependientes de todas clases de las Catedrales, Colegiatas, parroquias y capillas, que por razón de su cargo u oficio eclesiástico, perciban haber del presupuesto del Estado, y que residan en el distrito municipal a que corresponda la capital del Juzgado de primera instancia, prestarán el juramento, en los plazos del artículo anterior, ante la misma Autoridad y a presencia de su Secretario de gobierno. Los que residan en poblaciones donde haya mas de un Juzgado, lo prestarán ante el Juez decano. Los que residan en los distritos municipales que no sean capitales de Juzgado, lo prestarán ante el respectivo Juez de paz, con asistencia de su Secretario.
 Art. 4º Los Regentes de las Audiencias y Jueces de primera instancia y de paz elevarán a este Ministerio, por el conducto ordinario y en los ocho días siguientes a la conclusión de los mencionados plazos, certificación de las actas del juramento que hayan recibido, librada por los respectivos Secretarios.

Colección Legislativa de España, t. 103, págs. 221-224. 
 ROBERTO ROBERT: EL SANTO OFICIO (1869) 
 ¡Quemar o ser quemado! Este era el problema que cada mañanita se ofreció a la mente de todo español por espacio de tres largos siglos y pico.
 ¡Quemar o ser quemado!
 Y como el español siempre fue discreto, solía preferir lo primero a lo segundo.
 Y no era egoísmo el decidirse a quemar a los demás antes que dejarse quemar a sí propio, no: era una prueba de religiosidad acendrada […]
 La persecución de herejes siempre nos había sido grata; reyes piadosos y entre ellos alguno santo, se habían dedicado con más o menos afición a mortificar a los pícaros que en nuestros dominios no daban crédito a las divinas revelaciones y se resistían a creer en los augustos misterios.
 Unos negaban que en el paraíso hubiese ocurrido el escándalo de la manzana y la serpiente; otros no querían entender que el Padre y el Hijo y el Espíritu Santo pudiesen andar de hostia en hostia ni entrar a la vez en todas las que pueden fabricarse en el mundo […]
 La piedad de los fieles no podía consentir tan abominables ataques al Criador.
 Y el Estado, a quien guiaban siempre las luces de la Iglesia, castigó varias veces a los monstruos que tamañas iniquidades cometían. […]
 El hombre que provisto de su rosario y su escapulario, bien confesado y bien comulgado se pasa el día entero de rodillas en una iglesia implorando de corazón el auxilio de la divina gracia, y llega a casa por la noche sin que le hayan nacido un par de reales en el bolsillo, ¿cómo no se ha de indignar viendo a un hereje que ni se ha persignado siquiera, y que labrando campos, tejiendo sedas, ocupándose de continuo en miserables negocios mundanales, tiene para pagar comida, contribución, médico y casero, y aún le quedan ahorros?
 En ese caso venían a hallarse los españoles católicos con respecto a los judíos.
 La fe corría peligro de amortiguarse; por otra parte las arcas del Tesoro no ofrecían un aspecto muy lisonjero. […]
 Era, pues, indispensable el Santo Oficio. […]
 Doña Isabel la Católica era señora piadosa, como lo indica su sobrenombre; pero al fin era mujer, y como tal, débil y poseída de ciertos escrúpulos femeniles.
 Su católico esposo D. Fernando y un sacerdote cristiano, la propusieron el medio de quemar a ciertas personas para que la fe de Cristo resplandeciese con nuevo esplendor en sus dominios.
 Si Nerón había quemado cristianos para gloria de los falsos dioses, parecía lo de menos quemar herejes para gloria del verdadero Dios.
 Roberto Robert, Los cachivaches de antaño, Madrid, Galería Popular, 1869, 351 págs., págs. 15-23. 
 FRANCISCO SUÑER Y CAPDEVILA: LA CAÍDA DEL PAPADO (1870) No, Dios no es más que un ser hipotético, y la creación, como acto primordial suyo, es una deducción irracional; y él, por esta misma supuesta creación, es una inducción violenta, por la que se nos lleva del hecho al hacedor. No paséis de aquí, ateos, no sigáis adelante en vuestras controversias con los creyentes, sin que os pongan a la vista el cuerpo y los atributos de Dios, o sin que os pongan a la vista testigos aceptables que lo certifiquen y que hayan presenciado su obra, y sobre todo, sin que os hagan comprender la significación del verbo crear. Sed inquebrantables en esta exigencia, y veréis a vuestros adversarios, mudos y confusos, bajar la cabeza ante vuestra tenacidad. […]

La imaginación se desvanece de placer al trazarse el cuadro de la felicidad humana en los futuros próximos siglos. Colegid de nuestro estado el estado de nuestros nietos, y triunfad y gozad con ellos. Ellos dominarán la tierra en sus cuatro puntos cardinales, llanos, valles y montañas, ríos, lagos y mares; ellos se elevarán a las nubes y descenderán a los antros; conocerán esta nuestra morada hasta su centro; leerán en sus sobrepuestas y revueltas capas, su larguísima historia de años infinitos; producirán con abundancia lo necesario, lo útil y lo bello; harán de sus cuerpos organismos fuertes y exuberantes, porque conocerán en absoluto las leyes que ligan al hombre con la naturaleza y a la naturaleza con el hombre; la inteligencia, sana como el cuerpo sano, libre, clara, serena, sin error ni sombra de error, y sus corazones… el corazón no puede dejar de ser bueno y generoso cuando la sangre es rutilante y son vivos los sentidos.

Pero para esto es necesario que Dios acabe su reinado, como lo es también que acaben el suyo los monarcas. Nosotros debemos limpiar de malezas el camino que trazamos para nuestros hijos.

Ya ha caído el papa, pero esto no basta; se ha roto ya la unidad del catolicismo, pero esto no basta; la religión va a hundirse, pero esto no basta. Es menester que el papa no vuelva a levantarse; es menester que el catolicismo no se reconstituya, es menester que la religión se aniquile.

La religión ha de seguir la suerte de la astrología y de la alquimia; no ha de quedar de ella en la historia más que una breve línea, en recuerdo y como testimonio y ejemplo de nuestros pasados y tristes errores. Después de la astrología, la astronomía; después de la alquimia, la química; pues después de la religión, la moral, y no quede entre ellas otro enlace que el de la tendencia de nuestro espíritu a la perfección. Váyase la religión y quede la moral, y ese deseo de vivir en bienaventuranza en los celestes mundos, truéquese en firme voluntad de recorrer dichosos esta nuestra existencia pasajera. Bórrense todos los signos y símbolos y representaciones de tantas fábulas indignas de nosotros; derríbense los ídolos, los altares con los ídolos, y los templos con los altares. En lugar de iglesias, escuelas; en lugar de curas, maestros; en lugar de misterios, las leyes indeclinables y fatales de los hechos. Váyase la religión y quede la moral, sentimiento exquisito de la justicia, de la verdad y de la belleza, que ha animado los corazones de los hombres de buena voluntad de todos los tiempos y países […]

Infinitos hay que no creen, infinitos que hacen escarnio dentro de sí de la religión y sus ministros, y sin embargo, obran como si creyesen, concurriendo a las ceremonias y depositando ofrendas. ¡Hipócritas! no se atreven a romper con las costumbres y convenciones sociales, y ellos, poseedores de la verdad, pactan con el error.

No les sigáis, no les imitéis: hablad como pensáis; sed ejemplo los fuertes para los débiles; proclamad vuestro ateismo y propagadlo, y cerrad vuestro bolsillo a las demandas piadosas. El catolicismo ha de atacarse tanto por hambre como con discursos. No pudiendo vivir el cura, no vivirá el obispo; no viviendo el obispo, no vivirá el papa. Es una cadena, es una jerarquía. El primer eslabón, la base está en los católicos; que se acaben éstos, y de un golpe se acabarán todos cuantos en su credulidad se apoyan.
 Francisco Suñer y Capdevila, «La caída del papado», Anuario Republicano Federal, Madrid, 1870, págs. 448-458. 
 LUIS CORRALES GARCÍA: LA REPÚBLICA Y EL EVANGELIO (1870) Se teme a la república, porque la república, dicen, es enemiga de Dios y de la religión. Creen ciertas gentes por ventura que los republicanos son antropófagos; se cree acaso por esos hombres que además de su barbarie no tienen patriotismo, ni dignidad, ni honradez de ninguna clase, que los que tendemos a la emancipación de las clases, vamos a quemar los santos, destruir los templos y hacer escarnio de lo que respetamos más que ellos. ¿Se creen esos hombres fanáticos y faltos de razón que las máximas de un partido democrático que tiene escrito en su bandera el lema de justicia, igualdad y fraternidad, no son las máximas del Evangelio? La república abomina y detesta la opresión y el esclavizamiento; y el Evangelio odia la tiranía y la esclavitud. Un gobierno popular, un gobierno del pueblo por el pueblo, no aspira más que a una emancipación de las sufrientes masas, que sea razonable y justa, así como el Evangelio, reprueba y abomina las cadenas y santifica la libertad y los derechos del hombre. El Evangelio recomienda y santifica la fraternidad, la igualdad y el amor, lo mismo que aconsejan los gobiernos democráticos. Mide las virtudes y los vicios del rico y del avaro, como igualmente los del pobre pordiosero, con el mismo compás matemático; y así como el gobierno republicano premia el mérito, la laboriosidad y la virtud; la virtud, la laboriosidad y el mérito, recomienda el Evangelio; la república no encuentra más que hermanos; como hermanos encuentra el Evangelio; los gobiernos democráticos populares no ven más que amor, consuelo y amparo; como no veía el fundador del cristianismo, más que hermanos y caridad; como no encontraba más que perdón para todos y amor para todos, porque para aquel hombre grande no había godo, ni persa, ni judío, ni gentil; como no encontraba más que abnegación y cariño, como cariño y abnegación, se encuentra en la República democrática federal.

Con todo esto, fórmense una idea los enemigos del pueblo si la religión es enemiga del partido republicano, o si los republicanos somos enemigos de la religión.
 Lo natural, lo lógico, lo justo, lo razonable es, que sin república la religión no será más que la continuación de la falsa porque cuanto más se separen del gobierno democrático más os separáis de la verdadera religión; porque la república es el verdadero dogma Evangélico escrito en el Gólgota con la preciosa sangre del Redentor del mundo.
 Luis Corrales García, «La República y el Evangelio!», Revista Federal, Madrid, t. I, núm. 14, 17 de abril de 1870, págs. 231-232. 
 FRANCISCO DÍAZ QUINTERO Y OTROS: PROYECTO CONSTITUCIONAL REPUBLICANO FEDERAL (1873) Religión
 Art. 38. Nadie será molestado en sus creencias.
 Ningún culto se practicará en la vía pública, sino en lugares cerrados. El que quiera puede presentarse en la calle y sitios públicos con vestidos sacerdotales o símbolos religiosos, pero no exigirá señales de veneración.

Ningún edificio destinado a un servicio de la sociedad será considerado como religioso: sin embargo, junto a cada cama en los hospitales, hospicios, etc., y en cada sepultura en los cementerios a cargo de los municipios, pueden colocarse los símbolos de la religión profesada por el albergado o el difunto.
 Nadie, so pretexto de religión, se excusa de los deberes de ciudadano. Francisco Díaz Quintero, Ramón de Cala y Eduardo Benot, Constitución Democrática Federal de la República Española, Madrid, s. i., 1873, 32 págs., págs. 12-13.
 FERNANDO GARRIDO: LA REBELIÓN CARLISTA (1874) La guerra civil que hoy destroza a la nación española no es un accidente casual ni efímero, ni uno de esos movimientos fugaces producidos por la ambición de generales improvisados, que tantas veces turbaron la paz pública de España en el presente siglo.

No es tampoco una de tantas insurrecciones populares de carácter más o menos local, engendradas por el mal Gobierno tradicional de España, ni por la política centralizadora que ha caracterizado a la monarquía constitucional, y que han sido tan frecuentes en nuestros tiempos.

No es, ni mucho menos, esa insurrección carlista, un movimiento nacional, expresión de la tradición monárquica contra la República, hace poco más de año y medio establecida por los votos de dos Parlamentos sucesivos, productos del sufragio universal, puesto que la insurrección comenzó veinte meses antes que la República se proclamara, cuando los monárquicos conservadores que hoy mandan y no los republicanos, ocupaban el poder y tenían mayoría en las Cortes.

La sublevación carlista es más que todo eso; es la lucha de las ideas y de los intereses de la Iglesia y del clero católicos contra la libertad, el progreso y la civilización moderna; lucha comenzada en España a la vuelta de Fernando VII […]

La Iglesia ha perdido su riqueza y su influencia: con ellas han ido sus privilegios y exenciones, sus jurisdicciones y tribunales; y por último el salario relativamente mezquino con que el Gobierno mantenía al clero secular, después de desposeído de los inmensos bienes que usufructuaba y de suprimidos los diezmos y primicias, ha dejado de pagárselo desde 1869, porque en su inmensa mayoría no quiso jurar la Constitución en que se consignaba la libertad de cultos.

¿No es natural que contando el clero todavía con tantos miles de bravos montañeses, y viéndose eficazmente auxiliado por el clero romano y los ultramontanos de todos los países, y por los secuaces de las destronadas dinastías de derecho divino, haya emprendido esta desastrosa y desesperada guerra civil, que está atrayendo las miradas del mundo civilizado? Quien todo pierde, ¿no es natural que a todo se arriesgue? […]

Al grito de —Viva el rey y viva la religión— saquean y degüellan; destruyen los ferrocarriles e incendian centenares de sus estaciones, queman también el registro civil, y convierten gran parte de España en palenque, donde dan su última batalla el catolicismo y sus intereses, contra el progreso y la humana razón. […]

Todos, todos los que están interesados en el afianzamiento de la República española, no es posible dejen de imitar a los enemigos de la civilización, a los laborantes infatigables de la teocracia española, que lucha con ímpetu sanguinario en nombre de Don Carlos, sosteniendo enérgicamente a la España republicana, que vierte su sangre por la causa del progreso humano y de la civilización universal. […]

Tratándose de una guerra de ideas y de principios, es ridículo y absurdo creer, que pueda partido alguno sostenerse con ventaja, y sacar triunfantes sus ideas y los principios contrarios a los sustentados con las armas en la mano en las montañas pirenaicas por D. Carlos y la teocracia romana, de otra manera, que oponiendo a los fanáticos montañeses, que mueren por su Dios y por su rey, las grandes masas democráticas republicanas; a los hombres de la reacción y del oscurantismo, de la idea católica y del Syllabus, los partidarios del progreso y de la razón, de la libertad de cultos y de la secularización del Estado; a los entusiastas por las preocupaciones y las tinieblas teocráticas del pasado, los entusiastas por la difusión de las luces, y de las grandes mejoras sociales del porvenir, simbolizadas en la República. Únicamente así es posible que pueda la España liberal, por si sola, vencer a la teocracia absolutista.
 Fernando Garrido, La rebelión carlista. La religión católica y la república federal en España, Lisboa, Livraria Internacional, 1874, 32 págs., págs. 3-22. 

3.2. LA ENSEÑANZA 
 ANTONIO MACHADO Y NÚÑEZ: CIRCULAR DEL RECTOR DE LA UNIVERSIDAD DE SEVILLA «A LOS DECANOS DE LAS FACULTADES» CONTRA LA INTOLERANCIA RELIGIOSA (1869) Uno de los grandes males que en los pasados y presentes tiempos han afligido a nuestra patria, ha sido el espíritu de intolerancia política y religiosa de que estamos poseídos. Explicase la intransigencia política por el largo período constituyente que atravesamos, pero la religiosa no tiene hoy razón de ser atendido el estado de ilustración de los pueblos, los fáciles y continuos viajes que los españoles hacen, y les muestran cuánto más prósperos y felices son aquellos pueblos donde viven aunados y en armonía los hombres de diferentes opiniones. Si cada uno de los individuos se cree depositario de la verdad única y considera a los otros por esta sola circunstancia como su natural enemigo, la discordia y el odio más profundo mantendrá separados a los que deben vivir unidos.

El espíritu de intolerancia es hoy opuesto al código fundamental del Estado que, aplicando en nuestra patria las leyes establecidas ya de larga fecha en todas las naciones cultas de Europa, permite de derecho a cada uno profesar la creencia que de sus padres heredara o que su razón le aconseje como la mejor y más aceptable a su conciencia. De este modo se ha desarrollado entre naciones distintas por su origen e inclinación un sentimiento de amor, armonía y confraternidad, que, al mismo tiempo que las engrandece, las convierte en verdaderas hermanas.

Estas reflexiones, tan sencillas como exactas, que a la ilustración de V. S. ocurren fácilmente, no tienen, sin embargo, por desgracia, aplicación en nuestra Universidad, y con grande sentimiento he sabido que algunos, aunque contados individuos, pretenden hacer alarde de intolerancia suponiendo que nuestra Escuela no acepta ni admite sino una sola doctrina, cuando su nombre mismo expresa y ha significado siempre enseñanza general para todos los hombres, cualesquiera que sean sus diferencias de raza, de naciones o de pueblos. […]

Hacer una profesión de fe no exigida por los Reglamentos es faltar a ellos; y si se consiente este abuso a favor de la religión que profesamos la generalidad de los españoles, se autoriza también por una estricta equidad a los pocos para que manifiesten otra distinta o no profesen ninguna, poniendo en alarma con estas discordias a los padres de familia, que en su ignorancia o preocupación, pueden creer que el templo consagrado a la Ciencia es asilo de impiedad y seminario de herejías. Hasta aquí, puedo decirlo con satisfacción y agradecimiento profundo, la Universidad de Sevilla ha sido modelo de orden y de sensatez en las difíciles circunstancias por que hemos pasado. Si cediendo al impulso de un excesivo celo por nuestra religión queremos hacerla intervenir en la enseñanza de las Ciencias, único y exclusivo objeto de nuestro ministerio, traeremos la perturbación y la enemistad entre los alumnos y una funesta división entre los profesores.

Por mi parte no toleraré que unos cuantos rompan el admirable concierto de voluntades que ha reinado hasta aquí. Si autoriza la ley a los profesores para interpretar en la cátedra las doctrinas que enseñan, según autoridades más o menos armónicas con el espíritu del siglo y los adelantos de las Ciencias, si en los discursos del Doctorado hay amplia libertad para expresarlas, al recibir la investidura no debe hacerse profesión de fe, ni manifestación ninguna de intolerante hostilidad a la religión de cada uno, para evitar los disturbios que puedan ocasionarse. […]

Tales son los sentimientos de que estoy animado en favor del crédito y honra de nuestra Escuela; y estando V. S. igualmente interesado en su prestigio, le ruego que contribuya con su ilustración y consejo a realizarlos, haciendo las oportunas advertencias a los dignos profesores de esa Facultad.

Antonio Machado y Núñez, Páginas escogidas (estudio preliminar de Encarnación Aguilar y selección de textos de Jesús Corriente), Ayuntamiento de Sevilla, 1989, 352 págs., págs. 57-60.
 MANUEL RUIZ ZORRILLA: DECRETO SOBRE LIBERTAD DE ENSEÑANZA (1868) Vencidas las dificultades que se oponían a la apertura del curso académico de 1868 a 1869 en una gran parte de los establecimientos públicos de enseñanza y a la continuación de las lecciones en otros, es tiempo ya de que comiencen de nuevo sus tareas científicas y literarias.

Para que éstas no sean estériles ni retarden en vez de favorecer los progresos de la instrucción en nuestro país, es indispensable derogar los decretos publicados en 1866 y 1867 sobre el profesorado, la segunda enseñanza y las facultades. Las humillaciones y amarguras que esa legislación reaccionaria ha hecho sufrir a los Profesores, las trabas con que limita la libertad de los alumnos, la preferencia injusta que da a unos estudios y el desdén con que menosprecia otros, sus tendencias al retroceso, su oposición a lo que no se conforma con determinadas doctrinas, y, sobre todo, la enérgica y general censura de que ha sido objeto, no consienten que siga influyendo en la educación de la juventud. […]

Sirviendo la enseñanza para propagar la verdad, cultivar la inteligencia y corregir las costumbres, es absurdo encerrarla dentro de los estrechos límites de los establecimientos públicos. Cuanto mayor sea el número de los que enseñen, mayor será también el de las verdades que se propaguen, el de las inteligencias que se cultiven y el de las malas costumbres que se corrijan. Dejar a los que saben sin libertad para comunicar sus ideas, es en el orden científico y literario, lo mismo que en la agricultura dejar incultos los campos, o en la industria fabril privarse de la cooperación de los agentes naturales.

Es verdad que los individuos pueden enseñar el error; pero también es falible el Estado, y sus errores son más trascendentales y funestos. Cuando en un pueblo libre se alza una voz para predicar la falsedad y la mentira, cien otros se levantan para combatirla, y la verdad no tarda en recobrar su imperio sobre la opinión del mayor número. Por el contrario, cuando el Estado tiene el monopolio de la enseñanza, sus errores se reputan dogmas, y el tiempo y la indiferencia pública les dan la autoridad que la razón les niega. Autorizadas de ese modo han dominado durante muchos siglos doctrinas incompletas o erróneas que, discutidas y juzgadas libremente, hubieran pasado sin dejar huella ni recuerdos en la historia. […]

Los mismos establecimientos de instrucción pública que deben desear y que desean en España no estacionarse, sino seguir el movimiento progresivo de la ciencia, están interesados en que se erijan escuelas libres que compartan con ellos la ardua tarea de instruir al pueblo. Para que el maestro retribuido por el Estado o las provincias estudie sin descanso, se interese en el aprovechamiento de sus alumnos y aplique exclusivamente su actividad al desempeño de su cargo, conviene que sienta el estímulo de la competencia […]

Llegará un tiempo en que, como ha sucedido en la industria, la competencia entre los que enseñan se limite a los particulares, desapareciendo la enseñanza oficial. Así lo aconseja el estudio de los móviles de la actividad humana, y así será porque no puede menos de ser. Es propio del Estado hacer que se respete el derecho de todos, no encargarse de trabajos que los individuos pueden desempeñar con más extensión y eficacia. La supresión de la enseñanza pública es por consiguiente el ideal a que debemos aproximarnos, haciendo posible su realización en un porvenir no lejano.

Hoy no puede intentarse esa supresión, porque el país no está preparado para ella. Si se dejara exclusivamente a la acción individual el cuidado de educar al pueblo, se correría el grave riesgo de dejar sólo una enseñanza mezquina e imperfecta, que rebajaría considerablemente el nivel intelectual de España. Para que la enseñanza privada pueda por sí sola generalizar la ciencia, es preciso que las Naciones sientan vivamente la necesidad de la cultura científica y la estimen en más que los sacrificios que ocasiona. Desgraciadamente no sucede así en nuestro país, y la supresión de la enseñanza oficial haría desaparecer las escuelas en gran número de pueblos y produciría el abandono de ciertos estudios poco extendidos aún, que se hacen en las Universidades con gran provecho público.

Cuando la enseñanza oficial y la privada, estimulándose mutuamente, hagan sentir de una manera general la necesidad de la educación, entonces podremos descansar confiadamente en la iniciativa de los particulares, y el Estado podrá y deberá suprimir los establecimientos literarios que sostiene. Hasta que ese tiempo llegue, es indispensable conservar la enseñanza pública, armonizándola con la privada, de modo que sin dificultarse ni limitarse mutuamente concurran ambas a satisfacer las necesidades intelectuales de la Nación. Para lograrlo, el Estado se encarga de enseñar a los que prefieren las lecciones de sus maestros; pero no hace obligatoria la asistencia de los alumnos a sus cátedras ni pone obstáculos a la enseñanza de los particulares. Lejos de eso, abre las puertas de los establecimientos públicos a los que teniendo ciertas condiciones quieren hacer una prueba de sus fuerzas, dar a conocer sus aptitudes y contribuir a la propagación de los conocimientos útiles. Estos profesores que no deben tener nombramiento ni sueldo del Estado han hecho en Alemania servicios importantísimos a su país. […]
 Madrid 21 de Octubre de 1868.— El Ministro de Fomento, Manuel Ruiz Zorrilla. 

Gaceta de Madrid, 22 de octubre de 1868, págs. 15-17. 
 FERNANDO DE CASTRO: DISCURSO DEL NUEVO RECTOR DE LA UNIVERSIDAD CENTRAL (1868) La Universidad de Madrid, que hasta el presente no la tenido, puede decirse, personalidad científica propia, habiendo vivido de las tradiciones de la antigua de Alcalá, va como a fundarse desde hoy por sí misma, con ley y pensamientos suyos, con vida e historia propias […]. Esta nueva vida va a echar sobre ella, entendedlo bien, una responsabilidad tanto más rigorosa cuanto que, suprimidos desde hoy los límites que acotaban su campo y extendido indefinidamente e1 sacerdocio de la enseñanza, la ciencia de los profesores ha de mantener en el ya libre y abierto palenque de la cátedra la altura de sus merecimientos científicos y la justicia de su posición y nombradía. […]

Permitidme que en nombre de todos, profesores y alumnos, declare a la faz de la Nación cómo entendéis cumplir la parte que os está encomendada en la obra social de nuestro común destino, y la ofrezca vuestro leal y celoso concurso para la regeneración de la patria, propagando la verdad y el bien, firmísimas bases sobre las que puede únicamente levantarse con solidez indestructible el grandioso edificio de esa regeneración social y política que buscamos. […]

Ellas se reducen, a mi juicio, por cima de toda diversidad de doctrina, situación y conducta, a la LIBERTAD DE LA CIENCIA, y a la INDEPENDENCIA DE SU MAGISTERIO.

La libertad de la ciencia y de la razón, que no es, como se pretende, la indisciplinada anarquía de una disipación intelectual, en ninguna parte más propagada que en pueblos ignorantes e incultos; sino el único eficaz remedio de ésta, como de todas las enfermedades del pensamiento humano: la inviolabilidad del profesorado público, sin la cual, mísero juguete de las mudanzas políticas, ha de optar entre el suicidio intelectual o moral, entre la mentira o la deshonra. ¡No, mil veces no! Yo he tenido solemne ocasión de juzgar vuestro unánime sentir; sé que secundaréis tal libertad y mereceréis semejante independencia. […]

Hasta hoy, señores, entre nosotros, apartados del movimiento general de la cultura europea, era considerada la enseñanza puramente como un ramo de la administración, y la Universidad como una dependencia más […]. Una centralización exorbitante había hecho del maestro, como del sacerdote, un empleado. De aquí el régimen centralizador de la instrucción pública, la oposición a la enseñanza libre, la falta de vida e iniciativa propias en todas las instituciones docentes, la reglamentación con sus programas y sus libros de texto, el modo exterior, ceremonioso y mecánico de llenar sus funciones académicas el profesor. […] Semejante carácter político y administrativo, no social y libre de la enseñanza, la ha venido postrando poco a poco, hasta entregarla maniatada al fanatismo de los partidos […]

Mi presencia en este sitio, significa el término de ese régimen y la vindicación del profesorado.
 De hoy mas, la Ciencia y la Enseñanza, elevadas a poder y sociedad fundamental, serán tan soberanas en su esfera como la Iglesia y el Estado en las suyas; y auxiliadas por éste, sólo de un modo temporal y transitorio, llegará el día en que, descansando exclusivamente en sus propias fuerzas, caminen en armonioso, pero libre concierto con todas las demás instituciones humanas. Independiente la Universidad en la organización interna de sus funciones, declarada campo neutral donde planten su bandera todas las escuelas y todas las teorías; inviolable el profesor en la expresión de su pensamiento bajo la salvaguardia de su dignidad científica y de su conciencia moral, habrá de mandarnos la razón, no la arbitrariedad; el derecho, no la fuerza. Esta consagración de la libertad de la enseñanza será uno de los timbres más gloriosos de nuestra regeneración presente. […]
 No pesará al Estado dar satisfacción a vuestras nobles aspiraciones, como la ha dado a vuestro legítimo derecho: que si la libertad, amparando nuestro fin, sirve al progreso de la ciencia, también enseñando vosotros la verdad serviréis más que nunca al progreso de la libertad. Hace diecinueve siglos lo proclamó la Divina Sabiduría: SÓLO LA VERDAD OS HARÁ LIBRES. Tal es e1 lema de la nueva enseñanza, del nuevo derecho, de la nueva vida. Por esto he querido que se ostente desde hoy sobre nuestras cabezas. ¡Grabadlo indeleblemente en vuestros corazones! […]
 Debe corresponder a mi representación: cumplir y hacer cumplir las leyes de estudios; regir con tal templanza y equidad el Cuerpo Universitario, que de ellas nazca la unión de todos sus miembros; respetar todas las opiniones legitimas, y mantener alejada la Universidad de las contiendas políticas; relacionarla con las demás de Europa, mayormente con las de nuestra Península Ibérica, y anunciándolas a todas que la de Madrid proclama la libertad de enseñanza; procurar que ésta pierda el carácter aislado en que ha vivido hasta ahora, no sólo respecto de las corporaciones sabias, sino de las facultades y estudios que forman interiormente su propio organismo; y por último, observar el movimiento intelectual del mundo sabio, para hacer que se refleje en las aulas de esta Escuela: tal me parece que es el conjunto de deberes que hoy exige el cargo de Rector de la Universidad Matritense. […]
 Por lo mismo que hay libertad, tenemos que buscar orden y sistema en la ciencia, discutiendo bases que la concierten y metodicen dentro de nosotros. Asociarnos con semejante intento, promover conferencias públicas que difundan fuera de este recinto los conocimientos humanos, y en la forma más popular y accesible que se pueda; fomentar la creación de asociaciones que funden la enseñanza en las clases obreras, y la propaguen hasta en las más retiradas aldeas; abrir cursos especiales destinados a completar la educación de la mujer; procurar que la juventud se agrupe en academias científicas, y hacer de modo que nuestras bibliotecas y museos puedan utilizarse libremente y por el mayor número: ved aquí los principales medios, que espero aprobaréis, para mejorar el estado intelectual y moral de nuestro pueblo: mejora sin la que, creedme, la libertad perece, y se apaga en la indiferencia el amor a la patria y a las instituciones. Otras y más importantes reformas, que no están a nuestro alcance, debemos esperar de la ilustración y del celo del Gobierno Provisional, sobre las iniciadas ya con tan general como merecido aplauso, estimulado por las exigencias de la opinión, poder soberano de las Naciones libres. […]
 Dignos representantes del Estado, profesores y alumnos, españoles todos, tal es, aunque toscamente bosquejado, el ideal de la nueva enseñanza y mis propósitos y manera de realizarlo. Pensad seriamente que comienza una nueva era para nuestras instituciones sociales. ¡Que Dios ilumine nuestro pensamiento, vivifique nuestro ánimo y sostenga nuestra voluntad en los prósperos tiempos como en los adversos y contrarios! La Providencia, estad seguros de ello, coronará nuestra obra, como bendice ya nuestras aspiraciones. Y unidos hoy todos en un solo pensamiento y estrechados nuestros fraternales vínculos, saludemos con efusión el renacimiento de nuestra querida Universidad, ALMA MATER, donde ha de reengendrarse nuestro pueblo a la vida de la Libertad y de la Ciencia.

Fernando de Castro, Discurso que en la apertura de los estudios de la Universidad Central leyó el nuevo Rector el 1º de Noviembre de 1868, Madrid, Imp. de José M. Ducazcal, 1868, 15 págs.
 PEDRO DE ALCÁNTARA GARCÍA: DEFENSA DE LA INTERVENCIÓN DEL ESTADO EN EL PLANO EDUCATIVO (1869) En el estado de excitación y como alucinamiento en que se encuentra la sociedad española, por causas que no son de este lugar; cuando aun conservamos muy fresco el recuerdo de invasiones audaces, que, a guisa de protectorado y tutela, cometiera un Gobierno que con frecuencia osó poner su mano impía sobre el santuario de la conciencia; no curados aún del mal que nos ha causado una centralización apoplética o irracional, que, amenguada como lo está hoy, todavía nos pesa mucho, más que por lo que es ya, por el recuerdo de lo que ha sido; y teniendo en cuenta, además, la boga que alcanzan las doctrinas de los individualistas; a nadie ha de extrañarle que cuente muchos partidarios la idea de que los poderes públicos abandonen en todos sentidos la función de la enseñanza. Ideal de los pueblos es, indudablemente, el estado de cosas en que la Administración no tuviera que intervenir para nada en la gestión de la Instrucción popular; mas, con decir que los Estados Unidos de América […], todavía no alcanzan semejante fortuna, queda demostrado cuan lejos nos hallamos nosotros de aquel ideal, y cuántos perjuicios y desventuras pudiera ocasionarnos seguir en este punto a la escuela arriba indicada, aquí donde la iniciativa individual está muerta, y los hábitos de asociación en desuso lastimoso; donde la ignorancia campea ufana por la mayoría de las localidades, y audaz se apodera de la influencia en casi todos los Municipios, para mejor hacer la guerra a su eterna enemiga, la Escuela.

Y si la intervención del Estado es necesaria bajo el punto de vista práctico —como hemos apuntado y más adelante mostraremos con pruebas palmarias—, no atinamos con la razón que asista a los que la niegan so pretexto del Derecho. O las ideas representan algo, o no tienen significación alguna. Si lo primero, hemos de tomar el concepto del Estado como expresión de la sociedad y con la misión, inseparable de él, de garantir el derecho de todos, dentro del Derecho mismo, para que se cumplan cabal y libremente los fines racionales de la vida. Esta intervención no se extiende, como se ha creído y se practica a causa del equivocado concepto que aún se tiene de ciertas ideas no bien definidas ni determinadas, hasta el punto de que el Estado pueda inmiscuirse en la vida interna de instituciones que, como las de la Enseñanza y la Iglesia, tienen su organismo propio, y necesitan vida independiente para poder cumplir los fines a cada una peculiares.

Mas puede muy bien regirse por sí misma la Enseñanza sin que por ello la sociedad deje de procurarse y extender por todas partes los beneficios de la instrucción; y el Estado no cumpliría, en lo tanto, con su significación real, si permitiera que por falta de medios, de conocimiento y de relaciones, no se cumpliera aquella circunstancia, sin la cual el Derecho, su función más propia y legítima, no podría realizarse. Por muchas razones interesa a la sociedad que todos sus miembros sean instruidos, pues la ignorancia de éstos le afecta de la misma manera y en igual sentido que a ellos; por lo que tiene un derecho innegable a exigir del Estado que atienda a tan legítima necesidad, sin salirse de su esfera y en la medida que requiera el desarrollo que alcancen en el país la iniciativa individual, las asociaciones particulares y la ilustración común. Por otra parte, si el individuo, para cumplir el fin de su vida, para que ha sido criado, tiene un derecho santo e inalienable a educarse, la sociedad, individuo superior y también con sus fines que cumplir, tiene ese mismo derecho. Pero como la educación de la sociedad es resultado de la de los individuos que la componen, de aquí el que su derecho se extienda hasta procurar que éstos no carezcan, por concepto alguno, de los beneficios de la instrucción. Para conseguir este resultado necesita valerse del principio de la intervención de los poderes públicos, sin cuya ayuda no podría ejercer aquel derecho, uno de los primeros y más legítimos de que dispone para mantener el orden moral en los pueblos, y abrir la senda por donde ha de llegarse a un estado social mejor que el presente y más próximo al ideal humano.

Que el Estado no ejerza la función de instruir (en el sentido científico de la palabra); pero que intervenga poderosamente para que todos los que forman parte de la comunión general puedan ser instruidos; que sin ingerirse en el organismo de la institución de la Enseñanza, a la cual compete determinar sus relaciones internas, provea a las necesidades de la instrucción popular, y considerada ésta por él, como mera función administrativa y de puro Derecho, sólo determine sus relaciones exteriores en lo que tienda a asegurar su existencia y constante desenvolvimiento para que su fin se cumpla, es, en nuestra humilde opinión, lo que principalmente debe tenerse en cuenta al tratar de la materia en que nos ocupamos.

Pedro de Alcántara García, «La intervención del Estado en la instrucción popular», Boletín-Revista de la Universidad de Madrid, t. II, 10 de noviembre de 1869, págs. 130-133.
 TOMÁS CERVANTES: DISCURSO DE APERTURA DE LA UNIVERSIDAD LIBRE DE CÁCERES (1870) España puede gloriarse hoy de haber tomado en sus manos las banderas de la libertad y de la ciencia: bajo esas banderas se ha agrupado una multitud de asociaciones destinadas a la cultura del entendimiento, que obtendrá como recompensa a sus trabajos, el haber formado una generación ilustrada, que mañana devolverá a su patria en bienestar moral y material lo que ahora recibe de ella en libertad e instrucción. Con el renacimiento a la vida política ha sacudido España el sopor que nublaba su alma, y por todos medios manifiesta su amor al saber. En la próxima semana se reunirán en Madrid personas de todas nuestras provincias con objeto de tratar asuntos del mayor interés para la enseñanza: los establecimientos de esta clase nuevamente creados abarcan por su número y objeto una universalidad inesperada para los que no tenían fe en los prodigiosos recursos de la libertad: universidades, escuelas de derecho, de medicina, notariado, ciencias y letras, lenguas orientales, lenguas vivas, arquitectura, cátedras para los impresores y libreros, para institutrices, populares de adultos, en una palabra, cuanto puede llevar luces a todas las esferas en que se ejercita la actividad inteligente, todo ha brotado con extraordinaria energía en la nueva era que para nosotros empieza.

Tomás Cervantes, Discurso inaugural leído en la solemne apertura de la Universidad de Enseñanza Libre de Cáceres el día 2 de Octubre de 1870, Cáceres, Imp. de Nicolás M. Jiménez, 1870, 10 págs., págs. 8-9.
 JOSÉ ECHEGARAY: CREACIÓN DE BIBLIOTECAS POPULARES (1869) Ilmo. Sr.: Consignada en el art. 2.° del decreto de 18 de Enero de este año la creación de Bibliotecas populares en las escuelas de primera enseñanza, corresponde al Gobierno tomar la iniciativa y auxiliar en lo que sea posible la formación de estos centros de ilustración pública, de los cuales deben esperarse grandes beneficios […]

Estas bibliotecas han de suplir en España la falta de comunicaciones, de vida científica, artística y literaria, y de todos aquellos elementos que abundan en naciones mas adelantadas, y que llevan la ilustración con muy diversos aspectos y motivos a los pueblos mas apartados y de menos vecindario.

Solo el libro puede reemplazar en el silencio y en el apartamiento esta falta de vida pública y de espíritu de asociación. Las bibliotecas populares deben tener, por esta razón, un carácter especial, que se deduce fácilmente de la clase de lectores que han de frecuentarlas y de la inmediata aplicación que han de tener los estudios que en ellas se hagan: deben abrazar principalmente los libros referentes a las materias que constituyen la primera enseñanza, y a los conocimientos más útiles, prácticos y elementales de ciencias, artes, agricultura e industria, que forman el complemento de la primera enseñanza. Por este medio se podrá facilitar seguramente la adquisición de ciertos conocimientos a los habitantes de pueblos pequeños y apartados, en que las nociones de lectura y escritura, aprendidas en los primeros años, se olvidan por completo en medio de las faenas y trabajos del campo o en la sujeción de un oficio; siendo una de las primeras causas de nuestro atraso este abandono, este olvido, esta costumbre de no dar ya nada a la inteligencia desde que el niño sale de la escuela y adquiere la robustez necesaria para dedicarse al trabajo material, observándose el triste espectáculo de encontrar a cada momento labradores que supieron leer y escribir, y que apenas pueden ya deletrear la mas sencilla frase, ni trazar las letras de su nombre, de tal modo que es preciso buscar en las aldeas la educación e ilustración literaria antes en los niños de corta edad que en los hombres de completo juicio.
 Orden de 18 de septiembre de 1869, disponiendo la fundación de 20 bibliotecas populares, en Colección Legislativa de España, t. CII, págs. 534-535. 
 MEMORIA DE LA JUNTA DIRECTIVA DEL ATENEO CATALÁN DE LA CLASE OBRERA (1873) Nuestro objeto principal ha sido siempre cumplir estricta y rigurosamente nuestra misión instructiva, desvelándonos en pro de esa idea, como el primero de los deberes que teníamos impuestos.

Ensanchar cada día más y más los límites de la instrucción, despertar a nuestros hermanos de ese profundo sueño de ignorancia, albergar y propagar dentro de nuestros límites todo lo grande, todo lo sublime del saber humano; difundir a raudales la luz en el último estado social, poner a su alcance esta joya hasta hoy tan recatada y tan monopolizada, ha sido, es y será siempre el norte por el cual llevamos con gusto sacrificada nuestra miserable existencia.

Las clases obreras piden luz, y la luz debe estar a su alcance.
 Hágase cundir la instrucción a manera del relámpago. Abrase de par en par para estos pobres huérfanos el gran libro de la Humanidad. Desenmascárese de una vez la ciencia. Dése una enseñanza positiva e integral a las clases obreras, y nunca jamás deberá, ni propagarse, ni dirigirle la Libertad. La instrucción del cuarto Estado es su base, sin ésta es imposible aquella. Suficientes veces se ha dicho y siempre deberíase repetir la frase de que el primer deber de un pueblo libre es la Instrucción integral y positiva; ínterin esto no se haga, ínterin esté a merced del privilegio esa instrucción tan deseada, no se conseguirá otra cosa que embrutecer al pobre obrero para hacerle pasto de los señores de hoy, que aunque lleven un nombre distinto son los mismos que los de ayer. El pueblo no conoce aún las ventajas de la instrucción, pues hasta hoy hállanse depositadas y encerradas en las arcas del que puede disponer de tiempo y dinero para dedicarse a su adquisición.
 Nada conoce el obrero en ciencias, de nada le sirven esos grandes estudios de física, química y mecánica, rutinario en sus obras, labra los ricos objetos, no por conocimiento científico de ellos, sino por instinto natural. Quebrántase los sesos en su trabajo manual, cuando si a su alcance estuvieran esos conocimientos, perfeccionaría cada día más y más en el crisol del estudio la riqueza de sus labores, la elegancia de sus obras. En una palabra, debe procurarse al obrero instrucción, pero que ésta sea verdadera. […]
 Enterado el presidente del gobierno de lo difícil que era para la clase obrera asociada el sostén del Ateneo, Centro de Instrucción, y enterado de la demanda que en nombre de dicha corporación le presentaba su Junta directiva, expidió en fecha 13 de marzo del corriente el siguiente decreto de concesión del nuevo local que hoy ocupa el Ateneo Catalán de la Clase Obrera, concebido en estos términos:

«Presidente del Poder ejecutivo de la República española.
 Considerando que el primer deber de un Gobierno Republicano es el de fomentar por cuantos medios estén a su alcance la instrucción de las Clases proletarias […]
 Haciendo uso de las facultades que me han sido conferidas por el Gobierno de la República, he tenido a bien conceder a la Sociedad titulada ATENEO CATALÁN DE LA CLASE OBRERA el expresado edificio de San Felipe Neri para que desde luego establezca en él sus escuelas y oficinas, entendiéndose que debe esta concesión pasar por el respectivo ministerio con arreglo a las leyes.
 Barcelona trece de marzo de mil ochocientos setenta y tres.— El Presidente del Poder ejecutivo.— Estanislao Figueras.» […]
 Barcelona 12 de Octubre de 1873.
 La Junta.— P. Gasull.— J. Balasch.— F. Albajés.— J. Baqué.— M. Bochons.— P. Ayxelá.— R. Franqueza, Secretario.

Memoria leída por la Junta Directiva del Ateneo Catalán de la Clase Obrera en la reunión general de socios, celebrada el domingo día 12 de octubre de 1873, Barcelona, Imp. de Salvador Manero, 1873, 16 págs., págs. 4-8.
 FRANCISCO DÍAZ QUINTERO Y OTROS: PROYECTO CONSTITUCIONAL REPUBLICANO FEDERAL (1873) Enseñanza
 Art. 42. La enseñanza pública es gratuita, y tiene por objeto formar hombres fuertes, inteligentes, morales, y aptos para la defensa y el progreso de la patria. Corre a cargo del Estado federal. Los Municipios pagan hasta donde alcancen sus recursos, y la Federación cubre el déficit.
 Se dividirá en primaria, de artes y oficios, secundaria y universitaria.
 El canto, la gimnástica, el manejo de las armas y los ejercicios militares, acompañarán siempre a estas enseñanzas.
 La primaria elemental es obligatoria.
 Habrá asilos donde se dará alimento a los niños pobres: estos asilos estarán a cargo de juntas de señoras elegidas por sufragio.
 Son libres la ciencia, el arte y la enseñanza.
 Cualquiera puede enseñar en los establecimientos libres, pero para entrar en los del Gobierno Federal, se exigirán pruebas de aptitud, capacidad y moralidad.
 El profesorado de primera y segunda enseñanza pública, se dividirá en docente y examinante.
 El universitario es enteramente libre.
 El sueldo de los maestros tendrá una parte fija y otra proporcional a su saber.
 Quien enseñe libremente, si desea para sus alumnos los grados académicos, los sujetará a los exámenes de las Escuelas de la federación.

Francisco Díaz Quintero, Ramón de Cala y Eduardo Benot, Constitución Democrática Federal de la República Española, Madrid, s. i., 1873, 32 págs., págs. 13-14.
 FRANCISCO MARÍA TUBINO: LA INSTRUCCIÓN PÚBLICA (1873) La instrucción pública, he aquí el gran resorte para democratizar a las naciones, he aquí la poderosa palanca del progreso y de la cultura. Cuantas reformas políticas no se apoyen clara y constantemente en la dilatación de las luces, correrán el peligro positivo de ser arrolladas por las corrientes de la reacción.

Ni es posible que ninguna forma de gobierno por muy liberal que se le suponga, prospere dando frutos sazonados, si carece de una masa de hombres, que gozando de la instrucción conveniente y de la educación política y social indispensable, acuda a servirla en todas sus necesidades, demostrando prácticamente la bondad de las doctrinas.

Tratándose de la democracia crece de punto esta necesidad. Una democracia no puede existir sin que la igualdad sea un hecho: es esta indispensable para que aquella se realice, viva y se trasforme en instituciones concordadas con las costumbres y las direcciones mas recias de la vida. ¿Pero en qué consiste la igualdad dentro de una democracia? […]

No basta que todos los miembros de la asociación disfruten de los mismos derechos políticos, no que todos puedan concurrir a la gestión de la cosa pública, a sancionar las leyes y a vigorizar con su iniciativa la energía del elemento gubernamental.

Se necesita algo más, se necesita precisamente, que no haya clases, lo que sólo puede obtenerse mediante la instrucción y la educación: la escuela, he aquí el gran taller de la verdadera democracia, el fecundo resorte de la regeneración social.

En último término, no es ni aun la riqueza la que sostiene las jerarquías sociales, son las que nosotros llamaríamos condiciones de cultura, disfrutadas exclusivamente por determinadas clases. Fuera descabellado empeño pretender que todos los miembros de una nación habían de gozar de los mismos conocimientos, tener las mismas aficiones científicas, artísticas o literarias, conducirse de igual modo en la práctica de la vida y aspirar también a idénticos resultados. No se trata de esto. Lo que la democracia quiere —y lo que en verdad le importa— es que no haya ciudadano incapacitado por su ignorancia de conocer el recto uso de sus facultades; lo que le cumple es hacer de manera que exista esparcido por el conjunto de los miembros asociados un «mínimum» de ciencia, suficiente a garantir el constante predominio de los principios favorables al progreso, a la justicia y a la libertad.

Distinguidos publicistas afirmaron que sin el beneficio de la instrucción disfrutado en común, las democracias son imposibles […]
 Tiempo es ya de que los demócratas españoles, inspirándose en estas doctrinas, acudan con celo, inteligencia y abnegación a levantar la instrucción del pueblo de la vergonzosa abyección en que se encuentra. ¡Triste, muy triste espectáculo aquel que se ofrece a nuestra vista cuando nos fijamos en el cuadro de la instrucción pública nacional! Si se exceptúa el impulso dado a la misma por el partido liberal-conservador hace veinte o veinticinco años, poco hallaremos en nuestros anales legislativos, favorable, sin rodeos, a la difusión de las luces en el pueblo.
 Pero la falta más grave fue la que cometieron los revolucionarios de Setiembre, apoderados de las ventajas que ella trajo, cuando sin cuidarse para nada del mejoramiento de las escuelas, acudieron a facilitar, con amplia largueza, el acceso a las carreras superiores. Desconocido el principio democrático, por los que demócratas se apellidaban, olvidáronse del pueblo y solo se afanaron en favorecer a los menos, poniéndolos en aptitud de condecorarse con el título de licenciado o doctores, en pocos días o en reducido número de meses.
 Tan erradamente se ha conducido la Revolución, en lo que a este particular atañe, que si siguieran por muchos años imperando sus absurdas reformas, perderíamos lo poco que en ciencias hemos conquistado, convirtiéndonos en una nación de ignorantes, condecorados con diplomas y títulos académicos. A la vuelta de algún tiempo, habrían disminuido en la mitad las escuelas primarias que hoy existen, sus profesores sin entusiasmo habríanse echado en brazos de la rutina, no tendríamos ni una nueva cátedra donde se enseñaran las ciencias físico-matemáticas, si bien abundarían como la langosta, los doctores en jurisprudencia y administración, que es lo que aquí seduce y priva, como que facilita la entrada en los amplios y risueños dominios de la empleomanía.
 Sentadas estas ideas generales, no es difícil calcular cuáles serán nuestros deseos respecto a la organización de la enseñanza, dentro del federalismo. Trayendo este la libertad de profesiones y la supresión de títulos para ejercer muchas de ellas, claro está que se simplifica el problema de la instrucción pública.
 La primaria y superior completa, a cargo del municipio, bajo la inspección de la provincia, habrá de ser gratuita y obligatoria; de allí para arriba, la instrucción debe de dispensarse a título oneroso, y bajo ciertas reglas y condiciones. Lo que realmente importa y con urgencia se recomienda, es que no haya ciudadano que carezca de la serie de conocimientos necesarios para la vida civil y el ejercicio de todos los oficios y profesiones de la industria y el comercio: el cultivo de la ciencia en sus mas elevadas esferas, debe de facilitarse, según que convenga, de donde deducimos nosotros que no conviene a las provincias, por ejemplo, esa duplicación de Universidades de las que a la postre no salen más que centenares de abogados, y ni siquiera un físico regular, ni un mediano paleontólogo: más se fomentaría el verdadero saber si uniéndose varias provincias establecieran una sola Universidad, dotada con los más autorizados profesores, que comprendiese toda suerte de estudios superiores y donde no faltara ningún elemento necesario para la enseñanza. […]
 Inglaterra que es país práctico, tiene muchas escuelas primarias, muchos pequeños gimnasios, muchos institutos donde se enseña todo lo necesario para saber lo que es el hombre como ser físico y lo que son las fuerzas y fenómenos de la naturaleza; en cuanto a Universidades, siempre se ha conducido con significativa sobriedad. No olviden esto los republicanos federales de España. Lejos de facilitarlas, aconseja el buen sentido, que en lo futuro se dificulte indirectamente el acceso a ciertas carreras, cuyo valor es secundario y relativo en la nueva organización social y política.
 Aparte de cuanto hemos dicho en este capítulo, creemos que hoy por hoy, no conviene suprimir la alta inspección que el Estado debe ejercer sobre las esferas superiores de la enseñanza, no para llevar por este o el otro camino la corriente de los conocimientos, mas para asegurarse de que se cumplen los compromisos aceptados y de que se invierten los fondos en las necesidades que deben satisfacer. Consiguientemente, conservaríamos en el departamento de lo Interior un negociado con la misión exclusiva de ocuparse de esta importantísima materia.
 Francisco M. Tubino, Patria y federalismo, Madrid, A. Durán, 1873, 214 págs., págs. 168-179. 

3.3. OTRA ADHESIÓN A LA IDEOLOGÍA DEL PROGRESO: EL ANTITAURINISMO 
 FERNANDO GARRIDO: EL ESPECTÁCULO DE LOS TOROS ES UNA MANCHA DE LA CIVILIZACIÓN MODERNA EN ESPAÑA (1870) Antes de hablar acerca de los espectáculos de los tiempos modernos queremos consagrar algunas palabras al tan debatido espectáculo que todavía en España se da con mengua de la civilización y de la cultura de un pueblo de nobles y delicados sentimientos. Nos referimos a los espectáculos de toros que tanta importancia tienen en nuestro país. Muchos son los hombres que han deplorado y deploran tal borrón en las costumbres del pueblo español, y nosotros como amantes del progreso, sentimos en lo íntimo del alma que no se haya desterrado de nuestras fiestas un espectáculo digno tan solo de los tiempos de ignorancia y barbarie de la Edad media […] ¿Qué objeto moral tiene entre nosotros el espectáculo de los toros? Si se nos contesta que las vivas emociones que experimenta el público que asiste a tales espectáculos hacen laudable semejante fiesta, replicaremos que la sociedad que admite y autoriza emociones que se nutren de sangre y asquerosidades inmorales que no nos es licito expresar, podría también admitir y autorizar las vivas emociones del jugador de profesión, del criminal, del asesino y de todos los malvados que al intentar o perpetuar sus maldades experimentan las mas fuertes emociones.

¿Podrá darse el nombre de nación culta a la que permita que la sensibilidad se embote sin fruto ni provecho alguno, que la inocencia presencie escenas inmorales, que el público asista a la muerte de animales que podrían dar mayor provecho a la prosperidad de la nación, en vez de ser sacrificados inútilmente en una plaza de toros? Y además, pocos son los años en que las crónicas no registren desgracias personales de entre los infelices que remedando a los antiguos atletas que luchaban con otros hombres, se ponen ante una fiera martirizada y enfurecida para luchar con ella y matarla exponiéndose a que la fiera los desgarre e inutilice para siempre si no los mata.

Comprendemos también las carreras de caballos y las riñas de gallos que tan aficionados están los ingleses a pesar de que los condenamos. Los ingleses en su carácter serio, grave e interesado, necesitan emociones que a la par que les distraigan de su spleen, respondan a su plan de especular intereses en las apuestas a que dan lugar tales espectáculos. La pasión dominante de los ingleses es la del interés. En tales espectáculos lo que menos atienden es las vicisitudes de la lucha o riña de los animales, que para ellos viene a ser un juego de azar. Pero ¿a qué pasión satisface el espectáculo de los toros? ¿a qué condición de carácter responde? A ninguna; a una afición degenerada de los españoles a las escenas del valor y arrojo que tan naturales son en ellos. ¿Hacen los españoles apuestas en la plaza de toros sobre si el toro matará al torero, o éste al otro, o sobre si la fiera matará veinte caballos o cuatro solamente? ¿Tienen tanta afición al lucro o al juego como los ingleses y por lo tanto necesitan apostar tales espectadores sobre si el toro tomará tres picas o tres docenas, y si se dejará plantar dos pares de banderillas o ninguna, o si tendrán que echarle perros o fuego. El espectáculo de toros es un absurdo de la civilización y cultura española, es un fenómeno deplorable del siglo nono que sólo contribuye a despreciarnos y ridiculizarnos en el concepto de otras naciones, algunas de ellas más pobres y ruines que la vigorosa y fecunda España.
 Alfonso Torres de Castilla [Fernando Garrido], Historia de los progresos sociales, Barcelona, Editor Salvador Manero, t. II, 1870, págs. 185-187. 
 FEDERICO CARLOS BELTRÁN: COSTUMBRES TAUROMÁQUICAS (1869?) En un día solemne se quería dar aparato a la promulgación de la Constitución democrática; celebraban los hijos de la Ballena una de esas reuniones que, por inofensivas y morales, no hallaron quizá impedimento en los buenos tiempos de la monarquía y de la Inquisición. El sitio era un circo, la multitud inmensa ocupaba las gradas.

El toro, el caballo y el hombre se hallaban en el centro.
 Todo era bullicio y algazara, contento y alegría. De repente un ¡ay! desgarrador resuena en todos los ámbitos; hombres, mujeres, niños, se levantan consternados. Desmayos, imprecaciones, suceden a las demostraciones de gozo.
 El toro ha ensartado a un hombre…
 Aquel hombre se llama el Tato.
 La multitud se contrista, y poco después la fiesta termina y aquel tropel desaparece. […]
 La cogida del Tato vino a hacer patente de nuevo a los ojos asombrados de la multitud, que no hay destreza bastante para eludir los peligros que cercan al lidiador.
 Pero ha venido a demostrar que en este país la monarquía, el poder, están siempre al lado de los cuernos; consideran a las gentes que bajan al redondel y las distinguen más aún que a aquellos que representan las glorias nacionales.
 ¡Las glorias nacionales! El toreo es, sin disputa, la gloria nacional por excelencia. Nadie compite con nosotros en este ramo del arte y de la ciencia humana.
 Generales y marinos se hallan en todas partes. Por eso los miembros del poder ejecutivo, que dejaban abandonado en su aislamiento cuando yacía casi exánime en el lecho del dolor al héroe del Callao, acudían presurosos a rendir un tributo de admiración, a manifestar sus simpatías en nombre de la gran nación, en nombre del sufragio universal, al desgraciado Tato.
 No censuramos seguramente a aquél que se interesa y se desvive por reformar, por mejorar, por aliviar la suerte de cualquier ciudadano. ¿Cómo habíamos de permitirnos nosotros, que profesamos profundo respeto a la vida en todas sus manifestaciones, zaherir a aquellos que se presentan allí donde se padece para llevar un consuelo y mitigar un dolor?
 Pero creemos que las personas que se hallan en tan elevada posición deben meditar mucho cómo distribuyen sus afectos para no caer en ridículo espantoso.
 Y aquellos gobernantes que desde el palco donde presidían una función nacional bajaban a la alcoba del desventurado que había expuesto su vida para divertir al público, cuando hay otras desgracias y otras miserias y otras calamidades más dignas de respeto, más dignas de aprecio, más inesperadas e inevitables, no cumplían ciertamente con su deber; fomentaban, aplaudían, daban carácter a aquel juego peligroso donde cualquier azar, cualquier descuido priva de la vida a un hombre, y donde se martiriza a los animales destinados al trabajo y a ser útiles bajo muchos conceptos, a la industria y a la producción. […]
 ¿Ha servido esta desgracia que venía a manchar con sangre un día que pretendían hacer de júbilo por ser el punto de partida de una era nueva de ventura, de paz y libertad?
 Las corridas de toros no se han interrumpido, y gracias si la estación ha venido a establecer ahora un paréntesis, haciendo imposible el sangriento espectáculo.
 Pero la multitud, digámoslo, no siente ya hacía esa función el cariño que en otros tiempos llevaba a las gentes a empeñar los colchones con el objeto exclusivo de acudir a presenciar el espectáculo. Bastaría con buena voluntad y buenos ejemplos para dar el golpe de gracia a ese resto de épocas salvajes. […]
 Si en Madrid excitan entusiasmo las corridas de toros; si hay pueblos donde es indispensable que el día del Patrono haya alguna desgracia que lamentar, gracias a la costumbre de correr toros  o vacas, en Andalucía puede decirse que existe el núcleo, el centro, el eje de esas fiestas, toda vez que allí, más que en otras partes, se educan los grandes maestros, toda vez que allí existen numerosas plazas y se han repetido incesantemente las corridas.
 Pues bien; en Andalucía, en Sevilla, con ocasión de las reuniones populares, de las manifestaciones hechas para solemnizar y dar apoyo y fuerza a la formación del Pacto, hubo una gran reunión en la plaza de Toros, donde se hallaban congregadas más de 15.000 personas.
 Ante esa asamblea republicana y en medio de los discursos, y en medio de la agitación, y en medio del entusiasmo, se oyó la voz de Pérez del Álamo que decía: «Nos hallamos en un sitio donde los aristócratas, los privilegiados, los hombres que viven de los abusos vienen a divertirse, a recrearse, causando la abyección de algunos de nuestros conciudadanos, que por unas cuantas monedas sirven de escarnio y de ludibrio a las pasiones de la muchedumbre».
 Unánimes, estrepitosos aplausos cubrieron la voz del orador, significando bien a las claras el disgusto y la repugnancia de aquella muchedumbre hacía ese espectáculo, que algunos se atreven a calificar aún como una gloria nacional, como una señal característica del genio español. […]
 Costumbres bárbaras y repugnantes que la civilización condena, que la época rechaza. Si hubo tiempos en que el hombre podía admitir que todo cuanto le rodeaba era enemigo, tendía a destruirle y debía ser por él destruido; si hubo tiempos en que se consideraba aislado, en que su ignorancia le llevaba a ser esclavo y en que el egoísmo y la abyección de la miseria le condenaban a ser juguete de los que ejercían autoridad; si pudo resignarse a cumplir la destrucción, la matanza y la carnicería en su raza y en las razas de los seres que le rodeaban, han venido la filosofía y la ciencia de consuno a mostrar cuánto error era el de considerar la materia desprovista de sensibilidad, y cuánto mayor el de abrogarse un derecho de hacer padecer innecesariamente a los otros seres que tienen un destino que realizar más o menos extenso, más o menos conocido, pero inmutable e ineludible.
 Lejos de nosotros por ahora la idea de pretender que el hombre llegue a privarse del uso de las carnes, y que respete en los animales la inviolabilidad de la vida; porque una vez más en ese terreno hallaríamos en el reino vegetal iguales derechos al respeto, iguales motivos de abstinencia. […]
 Lejos de nosotros, decimos, la pretensión de que la humanidad no utilice los servicios de la creación, que no disponga del animal para hacerle figurar dignamente en el mobiliario del planeta contribuyendo como instrumento de perfección al progreso. Pero de esto a asentir, a aprobar que innecesariamente, por diversión, por egoísmo de algunos, pueda inferirse daño y destruirse y mutilarse aquello que padece, hay una gran distancia. […]
 Y en España, 10.000 espectadores han presenciado la cogida del Tato, los altos poderes del Estado han ido a visitarle ¡oh filantropía sin igual…! y las corridas de toros han continuado para probar una vez más cuánta es la locura de las gentes, hasta dónde raya el espíritu de imbecilidad y de rutina…!
 ¿Creerían acaso los hombres del gobierno que era imposible quitar las corridas de toros, como han pretendido sostener que sería impopular hacer la separación de la Iglesia y del Estado? Pobres gentes, que obedecen todas las supersticiones del pueblo y le adulan cuando pretenden llamarse sus señores, cuando se hacen la ilusión de dirigirle y son solo explotadores y dominadores. […]
 Así se respetan todas las preocupaciones; así permanece incrustada la ignorancia y la miseria en el seno de esta sociedad; así gana de uno en otro la lepra vergonzosa de la inmoralidad todos los órdenes y todas las esferas de la vida.

F. C. Beltrán, «Cuadros populares de trascendencia. Costumbres tauromáquicas», La Ilustración Republicana Federal, Madrid, núm. 26, 31 de diciembre de 1871, págs. 401-403.
 P. GENER: ÚLTIMOS MOMENTOS DE UN TORERO SOBRE LA ARENA DEL CIRCO DESPUÉS DE UNA COGIDA (1871) Con este título se ha presentado en la Exposición Nacional de Bellas Artes una estatua del Sr. Novas, la cual, tanto por la idea que envuelve, como por su ejecución, ha llamado la atención de una manera bastante seria, no solo de los inteligentes en materias de artes, si no también del público en general, que no siendo inteligente aprecia tan solo la intención en esta clase de obras.

Como lo dice el título, representa un lidiador que, herido de gravedad, sufre los dolores que preceden a la muerte del individuo. La expresión de dolor que revelan sus facciones; la posición que guarda en el suelo; el movimiento de la mano con la cual se comprime el vientre, sitio de la herida, nos demuestra que su autor posee conocimientos anatómicos y fisiológicos no escasos, pues las contracciones de los músculos faciales y las contracciones de aquel cuerpo, son verdaderamente las de un hombre que muere a causa de una herida.

Pero lo que hace de la estatua en cuestión una obra de arte importante, no es tanto la buena ejecución del ropaje y de las carnes, como la idea que su contemplación inspira a todo hombre que piense y sienta. El torero moribundo es una protesta formulada por medio de la escultura en contra de la bárbara costumbre que, por desgracia, subsiste aún hoy en España. […]

Para que se popularizaran los toros fue preciso la corrupción que en la sociedad española engendró el poder autocrático de la monarquía absoluta. Un pueblo sin instrucción ni ideas positivas, sin aspiraciones y con pocas condiciones de existencia, por fuerza debía ser aficionado a estas luchas, en que el hombre rivaliza con el animal en una lucha tan inútil como bárbara. Mas al venir la instrucción, al popularizarse la ciencia, al tener más libertad el individuo, se ha comprendido que era una aberración el que se identificaran hombres y animales únicamente para divertir a los demás, y que era una barbaridad el encontrar una diversión en tales ejercicios, que solo tenían por objeto el martirizar y matar un animal de una manera más o menos bonita, y entonces ha sido cuando ha surgido la protesta universal en contra de tales diversiones. […]

En un pueblo meridional como el de España, que obra más bien en virtud de impresiones que en virtud de cálculos, […] era necesaria una protesta tangible; es decir, una representación de los terribles efectos que tales espectáculos producen en toda su horrible realidad, pues presentándonos fea a la inmoralidad, se la combate mejor en ciertos caracteres que con un tomo de argumentos. Si el vicio fuera repugnante, nadie sería vicioso; y si el hombre es conducido a él, es sólo en virtud de formas agradables. De aquí el que la misión del arte sea embellecer lo justo y presentar detestable lo injusto. Ha cumplido el Sr. Novas con esta condición en su obra, y por ello ésta se ha elevado por sobre todas las demás. La idea justa ha sido presentada bajo formas reales, y la obra no ha podido menos de llamar la atención de todos; condición con la cual cumplen todas las grandes obras de arte, pues el verdadero artista es el que interesa en todas sus obras a toda una colectividad, y no el que compone para un corto número de iniciados en los primores de la forma.

P. Gener, «Exposición Nacional de Bellas Artes. Últimos momentos de un torero sobre la arena del circo después de una cogida», La Ilustración Republicana Federal, Madrid, núm. 21, 20 de noviembre de 1871, pág. 331.


4 CARGAS DEL ESTADO Y DIGNIDAD HUMANA

«Manifestación de las zaragozanas contra las quintas», El Museo Universal, 31 de enero de 1869 

4.1. IMPUESTO DE CONSUMOS 
 FERMÍN VILLAAMIL: ABOLICIÓN DE CONSUMOS Y QUINTAS (1868) La contribución de consumos grava los artículos alimenticios de «primera necesidad» que son los que sufren el insoportable recargo, pagando por tal concepto más el pobre que el rico, que es el que percibe los beneficios y mayores ventajas de la aplicación de sus productos. Si la contribución referida es como tal injusta y tiránica, su exacción o forma de cobro, la hace más odiosa e intolerable con sus vejaciones e insultos a los abastecedores y partes contratantes de los artículos recargados, embarazando, disminuyendo y encareciendo el consumo. Por último es tan costosa la recaudación (en la que se hacen millares de fraudes y cometen toda clase de inmoralidades) que no se percibe por resultado líquido mas que un «veinte o treinta por ciento» de lo que debiera ser su producto. Debe pues abolirse esa monstruosa e injusta contribución, a fin de que de una vez cesen los escándalos y terribles males que ocasiona.

Pero si la exacción que por consumos se hace gravita de ese modo grave, desigual e inicuo sobre la clase pobre y trabajadora haciéndose insufrible ¿cuánto más terrible no lo será la de sangre, llamada «quintas,» que agobiando a aquellos infelices con todas las mencionadas injusticias y desigualdades, lleva las familias pobres y desvalidas a la orfandad y a la muerte? —Sí: la contribución de sangre es, siendo tan injusta como la de consumos, más fatal y de trascendentales consecuencias para las familias de los braceros, que carecen de medios para redimirla. Mientras al rico y acomodado no le abaten con ella su capital, nada más que en la insignificante cantidad de «ocho mil reales» que le cuesta la substitución o redención, a la masa general (que es la trabajadora, que no tiene aquella cantidad) se le arrebata TODO EL CAPITAL, que es «el trabajo del robusto joven» que por fuerza tiene que ir al servicio de las armas, dejando a sus viejos y valetudinarios padres en el abandono y miseria. […] ¡Quién no ha presenciado al exigirse tal contribución, el acerbo dolor de las madres, al ver partir y separarse de su lado al hijo de sus entrañas! ¡Quién no las ha escuchado en su desesperación maldecir de la sociedad, de la ley y hasta a veces blasfemar de Dios porque a este mundo las mandara! […]

Si obligación de todo ciudadano es concurrir a sostener las cargas del Estado en razón y proporción de su fortuna, hágase de un modo justo e igual obedeciendo a los principios y medios que dejamos significados; pero bórrese del código administrativo ese padrón de oprobio e ignominia —consumos y quintas— con que está manchado: desaparezca la arbitrariedad para que sea substituida por la justicia. Esto es necesario y conveniente: más aún, tan preciso e indispensable, que de continuar así, no nos dejarán la inmoralidad y miseria, siguiendo su triunfante marcha la tiranía, enseñoreada sobre el montón creciente de víctimas que produce con esas dos mortíferas armas, que tan despiadadamente blande sobre la clase trabajadora, sobre esa clase pobre y desvalida. No digamos más… ¡Fuera consumos! ¡fuera quintas!

Fermín Villaamil, La libertad. Folleto democrático Republicano, Barcelona, Est. Tip. de Jaime Jepús, 1868, 100 págs., págs. 81-84.
 LAUREANO FIGUEROLA: DECRETO SUPRIMIENDO EL IMPUESTO DE CONSUMOS (1868) Un movimiento espontáneo de las Juntas populares ha puesto fin a la contribución de Consumos.
 El hecho ya manifiesto en 1854 y ocurrido en épocas anteriores y en países bien distintos al nuestro, se ha reproducido en esta ocasión con nueva energía. Tan repetidas manifestaciones no pueden atribuirse sino a causas graves y profundas que el pueblo siente, sin darse tal vez cuenta de ellas, pero que le vejan y oprimen, a pesar de las modificaciones con que se ha tratado de atenuarlas. Y es que los inconvenientes de la forma indirecta con que se recaudan los impuestos que pesan sobre el Consumo son de tal naturaleza, que no admiten otra mejora que la supresión completa y radical. […]
 El Ministro que suscribe concreta, pues, su pensamiento en esta parte en una sola frase: la contribución de Consumos debe desaparecer completa y radicalmente, no solo para el Gobierno, sino también para las localidades.
 Pero al obrar así, necesario es también volver la vista al vacío que esta supresión produce en el Tesoro público, y deber del Ministro de Hacienda atender a un presupuesto que apenas lleva corrido un cuarto de su ejercicio y para cuyas atenciones entraba la contribución de Consumos por 198.759.000 rs. […]
 No se puede, por tanto, suprimir un impuesto sin buscar su compensación para el Tesoro, ínterin no se consiga igual suma disminuida en los gastos; pero tampoco es posible intentar estos cambios, sin hallar una forma que, al buscar igual producto, lo haga acrecentando el bienestar de los ciudadanos, desenvolviendo su riqueza y ofreciéndoles así una ventaja, no solo en lo que dejan de pagar y de sufrir, sino en el aumento de su riqueza: que los únicos impuestos verdaderamente productivos, son los que pagan los pueblos ricos. Aumentar los ingresos del Tesoro, enriqueciendo al contribuyente, tal es el principio de la Hacienda de la libertad.
 Por fortuna, la ocasión presente es propicia para este fin. Porque observando atentamente la naturaleza de las quejas populares, se reconoce muy luego que esta contribución es odiosa por su forma y de ningún modo por su fondo. Lo que el pueblo maldice y la ciencia tiene condenado, lo que la experiencia rechaza y el estudio ha proscrito, no es la cantidad que se pide al contribuyente, sino la forma en que se le exige. La demora en la entrada de las poblaciones, la odiosa fiscalización, el continuo entorpecimiento en la circulación, la carestía de los artículos más necesarios para la vida, carestía tanto más terrible cuanto mayor es la necesidad, y de la cual no es posible escapar sino privándose de aquel artículo, los procedimientos aún más degradantes que vejatorios […]
 Al tratar ya de excogitar los medios de hacer esta transformación, ninguno mejor que aquel que ha sido indicado por el instinto popular y que ofrece desde luego una experiencia propia antigua y moderna, confirmada en la bondad de sus resultados por la de uno de los pueblos mas cultos de Europa. Tal es el repartimiento personal. […]
 Para apreciar la importancia de la fortuna y hacer el cálculo con la posible exactitud, sin molestias ni vejatorias fiscalizaciones, hay dos bases naturales: el alquiler de la habitación y el número de individuos que componen cada familia, datos que constan suficientemente en los censos estadísticos de la población. Dadas estas bases, nada más fácil que formar una serie de categorías para los individuos, hasta clasificarlos con equitativa proporción, y abierta además la puerta por completo a toda reclamación, tanto individual como colectiva, muy pronto el interés particular habrá dado a la Administración los datos suficientes para llegar a la exactitud posible en la repartición del impuesto. […]
 Madrid, 12 de Octubre de 1868. El Ministro de Hacienda, Laureano Figuerola.

Gaceta de Madrid, 14 de Octubre de 1868, págs. 1-4. 
 RAMÓN CASTEJÓN: RECHAZO DEL IMPUESTO DE CAPITACIÓN (1869) El repartimiento vecinal, o la capitación examínense bien, y pronto se convencerá cualquiera con cuánto motivo en todas las poblaciones donde había personas inteligentes, personas que supiesen lo que se hacían, lo habían despreciado, y no le habían escogido entre los otros medios, que, por malos que fuesen, no lo eran tanto. ¿Cuáles son las bases fundamentales del impuesto personal o de capitación? La cantidad que se paga por inquilinato y por el número de personas de que se compone la familia. La combinación de esos dos elementos es la equivalente a 1o que se hacía antes por la cantidad de consumo y el número de individuos de la familia.

La cantidad que se paga por inquilinato, como signo de riqueza. ¿Es esto cosa seria? ¿A esto se reducen los grandes progresos de la Hacienda, de la ciencia económica, de que es digno representante el Sr. Ministro de Hacienda? […] ¿Qué cosa hay más equivocada, considerada como base para una contribución, que la cantidad que uno gasta por inquilinato? No hay cosa en el mundo más cambiable y movible. Una persona de determinada fortuna, que sea jefe de una familia numerosa, tendrá precisión de ocupar una casa o habitación con varias piezas más o menos espaciosas, pero que responden a las necesidades más imprescindibles; al paso que un soltero, o el jefe de una familia poco numerosa, tendrá iguales o mayores comodidades que el otro con una habitación más inferior, con menos piezas o con salas más reducidas. En el uno el tener una habitación con ciertas condiciones será lujo, y en el otro no será mas que la satisfacción indispensable de las necesidades más apremiantes de la familia […]

Otro elemento del problema es el número de individuos de que se compone una familia. Si por fin se hubiese dicho: «pagará cada jefe de familia o cada ciudadano por lo que tenga», se hubiera seguido el criterio dominante en la contribución territorial. Ese criterio podría ser más o menos justo, más o menos acertado, pero al fin es el criterio que predomina en otras contribuciones consentidas. Si se hubiera descartado en cada familia el advenimiento de un nuevo individuo, y por lo tanto de esas mayores necesidades […], pero venir a recargar a un jefe de familia, no en proporción a sus medios, sino con arreglo a sus mayores necesidades, ésta es la mayor de las monstruosidades, ésta es la más grande de las injusticias, esta es la sinrazón para la cual no hay analogía, no hay teorías bastantes a convencerle a uno y a persuadirle de que es bueno y conveniente lo que se propone. Que a cada individuo que se aumente en una familia, que a cada hijo que viene en una familia, no solamente se le diga: «contribuirás con una cuota», sino que se le diga: «tu padre contribuirá con una cuota por cada hijo, igual a la que contribuya por sí» […], repito que esto es aumentar los quilates de la iniquidad.

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes  1871), 1869, t. I, págs. 402-409. 

4.2. CONTRIBUCIÓN DE SANGRE 
 LORENZO MILANS DEL BOSCH: NECESIDAD DE UNA NUEVA ORGANIZACIÓN DEL EJÉRCITO (1869) Es cosa fuera de duda que a medida que la sociedad marcha y las nuevas ideas que la impulsan echan raíces en los pueblos, la civilización tiende a que los ejércitos permanentes desaparezcan, acariciando de este modo una esperanza más para la conservación de la paz entre la familia humana. Existen, sin embargo, todavía muchas preocupaciones, hijas de las antiguas costumbres, y son muchos los intereses creados y sustentados por la tradición histórica, para que deje de haber lucha entre lo nuevo y lo antiguo, y esta lucha acerca del mantenimiento de los ejércitos permanentes podrá ser larga en la vieja Europa.

Entre tanto España puede y debe andar por el buen camino todo cuanto las circunstancias le permitan; y uno de sus primeros pasos habrá de ser forzosamente la reforma completa de la organización de su ejercito, desde el momento en que se consoliden las conquistas de la revolución. El sistema de quintas se hallará en contradicción con las nuevas instituciones, basadas sobre la igualdad y el derecho común; por otra parte, un país que tiene la justa aspiración de ser libre, debe buscar un medio que haga atrayente, en vez de repulsivo, el servicio de las armas para llenar las filas del ejército; y eso no puede conseguirse sino formándolo de voluntarios y dándoles garantías de un bienestar permanente, no tan solo en el tiempo de su servicio activo, sino durante el resto de sus días. Así como la carrera militar es una profesión para el oficial, que encuentra en ella la seguridad de una subsistencia decorosa, así el soldado voluntario, que no otra cosa es el oficial, debe encontrar también la misma ventaja; de otro modo no será posible que un pueblo de carácter tan independiente como el español, pueda dar nunca el número suficiente de hombres para llenar las filas del ejército llamado a cubrir las necesidades de la paz. En cuanto a las de la guerra, en este proyecto consignamos los medios que juzgamos más oportunos para hacer frente a las contingencias en que pueden envolvernos el deber sagrado de conservar la integridad del territorio y la defensa de nuestra honra y dignidad […]

España es un pueblo esencialmente civil, muy celoso de su independencia, y precisamente por esta razón más apto para la defensa que si fuera un pueblo militar. Como la historia viene en apoyo de esa observación, no es necesario probarla aquí; pero sí conviene recordar, siquiera sea de paso, que la resistencia de los españoles contra Napoleón I, resistencia coronada por el éxito más completo, fue debida al pueblo en masa, el cual, por su espontaneidad primero y por su perseverancia después, mantuvo aquella lucha titánica, llenando constantemente los huecos que el hierro y el plomo enemigos hacían en las filas del ejército, sin dejar de atender a los desfiladeros de nuestras montañas, a las defensas memorables de las poblaciones abiertas y a las inmortales de las ciudades, someramente muradas. El pueblo será, pues, siempre el verdadero ejército.

Lorenzo Milans del Bosch, Proyecto de una nueva organización del ejército español, Madrid, Imp. de J. A. García, 1869, 39 págs., págs. 7-8.
 RAMÓN PÉREZ COSTALES: ABOLICIÓN DE LAS QUINTAS (1869) De todas las contribuciones es la de sangre la más odiosa; llega hasta ser infame. Malo es que el gobierno nos robe el dinero; pero es inicuo que nos robe los hijos, y que nos los robe, no para educarlos y darles carrera, sino para hacerlos inmorales, holgazanes, asesinos y verdugos, acaso de sus mismos padres, y de sus mismos hermanos. La contribución de sangre pesa sólo sobre los pobres porque para los ricos se convierte en contribución de dinero. Esto solo bastaría para condenarla.

Sobre los mismos pobres pesa con una desigualdad irritante porque pesando sólo sobre el que tiene hijos varones, el que no se casa, o sólo tiene hijas, no la siente; no la paga.

En Galicia acarrea inmensos males, más que en ninguna otra provincia. La índole pacífica de sus habitantes les hace mirar con tal horror el que sus hijos vayan por soldados, que antes, mucho antes de que se acerquen a la edad de entrar en suerte, los hacen emigrar a Cuba o Puerto-Rico, a Portugal, Buenos Aires, el Brasil, o Montevideo. Como el gobierno no los deja marchar, se embarcan de contrabando ajustando el pasaje los que van al Brasil, Montevideo o Buenos Aires, con agentes de estos negocios que los reclutan por las aldeas, y los comprometen a servir en aquellos países por cierto tiempo, donde ellos los coloquen, hasta pagar cada uno su pasaje con un rédito crecidísimo. Marchan hacinados estos barcos con la flor de los mozos de nuestras aldeas, estivados y prensados como sardinas en la bodega del buque, comiendo un rancho malísimo, y muriendo infinidad de ellos en la travesía. […]

Los amos del buque se cobran cambiando estos esclavos blancos por cueros de buey u otros productos del país, y los pobres gallegos que resisten a tanto trabajo, solo al cabo de mucho tiempo pueden disponer de sí. […]

Otro de los horrores que produce en nuestros mozos el deseo de librarse del sorteo, es el mutilarse bárbaramente para ser inútiles. Se cortan uno o más dedos de la mano derecha; se arrancan los dientes; se pinchan y deshacen un ojo; y como la ley castiga estos hechos, van horriblemente mutilados a extinguir en presidio el tiempo de su empeño.

Los que se resignan con su suerte de soldados; después de destrozar con su desgracia el corazón de sus madres, pierden en ocho años el amor a su familia y al trabajo.

Los que no mueren en los hospitales de tristeza, de tisis, o de mal de mujeres, vuelven a su casa pervertidos, habiendo perdido el respeto que tenían a sus señores padres, y negándose a trabajar. […]

En resumen, la contribución de sangre en Galicia es la desgracia del país, la desgracia de las familias, la causa de la emigración, y un gran motivo de perturbación y de inmoralidad.

En el sistema republicano todos estos males desaparecen. El pequeño ejército que la república ha menester, se compone de voluntarios de los que el mayor número sigue en su casa y trabajando mientras que la nación no los necesita. Ser soldado es un oficio como otro cualquiera. El militar es el menestral, el trabajador de la guerra, cuya herramienta es el fúsil.

Como el que lo es, lo es por su gusto, cada soldado vale por diez, y se empeña a servir voluntariamente por cierto tiempo, como hoy lo hacen los carabineros, y los guardias civiles. Los campos y los talleres no se privan de tanto brazo útil; la industria, la agricultura y el comercio producen más; la nación se ahorra muchos millones al año, y puede asegurarse que en diez años sin quinta, Galicia habrá aumentado en un doble su riqueza.

Ramón Pérez Costales, La verdad a las aldeas. Folleto republicano, 2ª ed., Coruña, Tip. del Hospicio, 1869, 28 págs., págs. 23-25.
 ENRIQUE RODRÍGUEZ SOLÍS: REPÚBLICA, MUJERES Y QUINTAS (1869) Hemos probado todas las formas de gobierno: las monarquías hereditarias, electivas, absolutas y constitucionales, españolas y extranjeras, en todas han resaltado los vicios y crímenes más terribles, y en todas el noble pueblo ha sufrido una tiranía mayor o menor, pero de la cual nunca ha podido verse libre.

Sufrido el pueblo español como ninguno, ha esperado en balde que el rey se haya acordado que existía, y que era digno de otra suerte: el pago que ha recibido por su lealtad, por su abnegación y virtud ha sido el tormento, los calabozos, el tajo, la horca, el serón, la jaula, la deportación, el presidio, la miseria y el hambre.

Y ahora que libre de esas odiosas dinastías y de esos reyes tiranos y déspotas, eres dueño de tu porvenir, ¿volverás de nuevo a la hipócrita monarquía, cadena que al principio es de frescas y lozanas flores y luego de pesados y agudos hierros?

¿Volverás a ceñir el collar del esclavo? ¿A ser la bestia de carga? ¿el perro leal a quien se arroja un mendrugo de negro pan?
 No lo creo; no puedo creerlo.
 Tú has dado pruebas de que sabes distinguir el bien del mal, lo bueno de lo malo, lo justo de lo injusto.
 Tú necesitas la república, como el sediento el agua, como el ciego la luz, como el preso la libertad.
 Tú sabes lo que te han costado y lo que debes a esas funestas y sangrientas monarquías, que absorben con sus enormes gastos, el sudor de tu frente, el pan de tu padre, el porvenir de tus hijos.
 Tú sabes que únicamente la república te dará libertad en el interior, y honra en el exterior, que solo ella te dará la completa libertad de imprenta, asociación, industria, comercio y enseñanza […], que solo, en fin, la república abolirá  las odiosas matrículas de mar y las horribles quintas, devolviendo cien mil hijos a sus desconsoladas madres, esposas y amantes; dando a la España las libertades todas, que tú, modelo de pueblos libres, sabrás conservar y defender.
 Vosotras, dignas y valerosas mujeres, tenéis un gran deber que cumplir como amantes, como esposas y como madres.
 La monarquía no puede sostenerse si no se apoya en las bayonetas; estas bayonetas las esgrimen cien mil soldados; esos soldados son vuestros amantes, vuestros esposos, vuestros hermanos, vuestros hijos.
 Al empuñar el fusil perdéis a esos pedazos de vuestra alma: la triste madre muere sin que su hijo querido vele su moribundo lecho, sin que el niño que llevó en su seno cierre sus tristes ojos, sin que sus manos puedan bendecirle; sin recibir sobre sus fríos labios el último beso del hijo de sus entrañas: ¿no es verdad, santas mujeres, desoladas madres, decid: no es verdad que esto es horrible?
 La esposa pierde, al marchar al ejército, al padre de sus hijos; seres desdichados; huérfanos por esa ley bárbara y tirana: niños infelices a los que su desgraciada madre no puede alimentar y que mueren de frío o de hambre, después de implorar con sus pequeñas manos una limosna por el amor de Dios.
 La amante pierde al caer soldado, al elegido de su corazón: la horrible contribución de sangre durante ocho años mortales le priva del hombre que adora, con el que no puede enlazarse, y esta desgraciada mujer muere de sentimiento o quizá de vergüenza, al verse olvidada o al contemplar sin nombre y sin padre al tierno niño que llevó en su seno; al fruto de su amor, al hijo de sus entrañas.
 ¿No es verdad queridas mujeres, que todo esto es horrible? Pues bien, vosotras podéis ahorraros esas lágrimas, evitaros esos dolores, apartando de vosotras ese terrible mal. ¿Sabéis cómo?
 Exigid a vuestros hijos, amantes y esposos, como la mayor prueba de cariño, que se afilien bajo la bandera republicana, y dentro de poco, España libre y regenerada os admirará, y vosotras […], dignas mujeres, levantareis la frente orgullosas, y gritareis con el corazón lleno de júbilo:
 «A mí me lo debéis todo: por mí os veis libres, felices y honrados; yo soy el ángel del bien sobre la tierra: he aquí mi obra: la España del porvenir; la España republicana.»

Enrique Rodríguez Solís, Reseña histórica de las monarquías españolas, Barcelona, Est. Tip.-Ed. de Manero, 1869, 99 págs., págs. 95-99.
 JUAN PRIM: POSICIÓN FAVORABLE, CON MUCHAS CAUTELAS, A LA ABOLICIÓN FUTURA DE LAS QUINTAS (1869) Lo que yo sostuve hace muchos años en los bancos de la oposición estoy dispuesto a sostenerlo hoy como Ministro del Gobierno de las Cortes Constituyentes; lo que entonces proclamé no encuentro inconveniente en repetirlo; más digo, tengo una elevada satisfacción en sostenerlo como Ministro de la Guerra de este poder. No lo dije solo entonces, que a más de cuando me encontraba en la oposición lo he dicho también desde Bruselas y en el manifiesto que tuve el honor de firmar dirigido a los españoles. Pero al mismo tiempo que proclamaba yo la necesidad, la conveniencia de que se abolieran las quintas, presentaba a la consideración del país el modo de reemplazar este sistema, porque no ha entrado nunca en mi manera de ver que la Nación pueda quedar sin un ejército permanente.

Los ejércitos permanentes, si no son tan viejos como el mando, datan de épocas muy remotas, datan cuando menos desde los tiempos de Alejandro y César, y por encontrarse aquellos grandes capitanes al frente de falanges veteranas pudieron realizar las portentosas maravillas que nos relatan los libros. Y se comprende que así sea, porque sólo los ejércitos permanentes por su unidad y disciplina pueden llevar a cabo tan altos hechos. En nuestros días tenemos un ejemplo palpable.

Cuando el ejército español estuvo en África, encontró allí enemigos bravos, más que bravos bravíos, de un valor frenético y salvaje, fanáticos además, que nos embestían con indescriptible rabia. Pero de qué les servían esas embestidas, ese fanatismo y ese valor si no tenían unidad? Venían a estrellarse siempre contra la fuerza y cohesión de nuestros batallones, y cuando el general en jefe, estudiando el momento oportuno, daba la señal de avanzar, los batallones españoles lo hacían y abrían dos o tres brechas sobre las masas informes de los enemigos, y los resultados siempre eran los mismos, la derrota para los moros, el triunfo y la gloria para las armas de Castilla […]

Estamos, pues, de acuerdo que es conveniente la abolición de las quintas, sistema que se ha hecho tan impopular y cuya palabra aplico para que vean los señores firmantes de la proposición hasta qué punto está el Gobierno de acuerdo con S. SS.

El Sr. Blanc, que con elocuencia fogosa ha defendido la proposición de ley, lo ha hecho de una manera concluyente en su argumentación, y yo no tengo nada que añadir; solo diré en apoyo de lo que ha dicho S. S., y como otra muestra, también, del acuerdo que reina, entre la proposición y mi pensar, que es el pensar del Gobierno, que prácticamente he visto yo esa desolación, esos llantos, esas lágrimas que se derraman en los pueblos cada vez que llega la época en que los hijos se han de separar de sus padres, y más de una vez he tenido la satisfacción de enjugar aquellas lágrimas cuando la casualidad ha hecho que pudiera redimir al soldado que había caído en suerte, volviéndole al seno de su familia.

Hasta aquí estamos, pues, perfectamente de acuerdo con S. S.; pero yo no sé si en lo que me queda que decir lo estaremos tanto.
 Su Señoría propone en absoluto, en seco, la abolición de quintas, y no se preocupa en lo más mínimo respecto del modo de sustituir el sistema actual. Si los firmantes de la proposición creen que podemos estar sin ejército, yo sentiré no estar de acuerdo con S. SS. ¡Y como he de estarlo cuando tengo la convicción más profunda de que el ejército se necesita para defender, no nuestra independencia, que nadie la ataca, no la integridad de nuestro territorio, que si no peligra en la Península está en cuestión en otra parte, sino para defender la libertad, Sres. Diputados!
 Hay un partido en España que, a pesar del tiempo transcurrido desde que fue derrotado, no cede y tiene todavía elementos para poder perturbar el país aprovechándose de circunstancias interiores. Para esto se necesita el ejército, para hacer frente a las huestes carlistas, a la reacción. ¿Su Señoría cree que bastarían para esto los intrépidos Voluntarios de la Libertad? Yo siento no estar de acuerdo con S. S. ¿Cómo les de negar yo la voluntad a esos Voluntarios? ¿Cómo les he de negar yo la intrepidez? Pero el día en que hubiesen de pelear a campo raso con esas huestes montaraces de D. Carlos, no podrían sostener la lucha; serían vencidos, y las consecuencias serían fatales para nuestro país y para la libertad.
 Hay que tener en cuenta que en nuestras provincias de Ultramar se está sosteniendo una guerra fratricida, y que el Gobierno ha tenido ya que mandar un número considerable de tropas: 17.000 hombres han marchado ya a Cuba desde el día en que el digno general Dulce partió para tomar el mando de aquellas provincias […]
 Pues como han sido 17.000 puede haber necesidad y el Gobierno está dispuesto a mandar otros 20.000, y todo el ejército, y todos los generales con el Ministro de la Guerra a la cabeza, para defender la integridad del territorio y mantener incólume el pendón de Castilla, cualquiera que sea la situación que venga después: porque al mismo tiempo el Gobierno está dispuesto, siguiendo el espíritu del país, a conceder a aquellas provincias las libertades que tenemos aquí. Pero eso será cuando no se ataque a mano armada la integridad del territorio, no se ofenda a España y el país esté tranquilo […]
 Ahora, si los señores firmantes de la proposición, después de haber oído al Ministro de la Guerra creen conveniente retirarla, puesto que el Ministro de la Guerra, como órgano del Gobierno, se propone presentar un proyecto de ley que tendrá por base la abolición de las quintas y formar un ejército de soldados voluntarios, entonces tendré la satisfacción de que volveremos a estar de acuerdo.
 Porque en efecto, Señores, yo creo que no es imposible que se forme en España un ejército de soldados voluntarios: creo que no han de faltar los hombres necesarios, hombres de naturaleza valerosa, que prefieran el oficio de soldado a ser labradores, albañiles o zapateros. Pero bien entendido que se les ha de dar mucho más que lo que se les da en la actualidad: tendrá que abonárseles una cantidad equivalente al jornal que podrían ganar trabajando la tierra, levantando murallas o haciendo zapatos […]
 Pues esto podrá ser una dificultad, si no una imposibilidad; porque necesariamente habrá de aumentar el presupuesto de una manera considerable […], no creo que me excedo si digo que a esos soldados voluntarios habrá que darles seis reales y medio. Pues dándoles seis reales y medio costarán los mismos 80.000 hombres 189 millones, cifra redonda: es decir, 80 millones más para el presupuesto de la guerra.
 Pero eso importa poco cuando el país resueltamente quiera que no haya quintas y que los soldados hayan de ser voluntarios ¿Creen, pues, los Sres. Diputados que el país estará en disposición de hacer ese nuevo sacrificio? S. SS. lo resolverán en su día: está completamente dentro de su soberanía, y el Ministro de la Guerra, no solo respetará como tiene obligación y deber de respetar todo lo que emane de la representación nacional, sino que lo verá con gusto, porque éstas son sus opiniones, porque hace muchísimos años que las ha sustentado […] Y hoy, ya que me encuentro por las circunstancias siendo Ministro de la Guerra, quisiera tener la gloria de ser yo quien realizase esa reforma.

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes  1871), t. I, 6 de marzo de 1869, págs. 349-351. 
 JUAN PABLO SOLER: INDIGNACIÓN ANTE
 LAS PROMESAS INCUMPLIDAS DE ABOLICIÓN (1870) Sres. Diputados; hace próximamente un año que discutíamos aquí otro proyecto de ley de quintas, que llevó la indignación al país y la aflicción al hogar; y aun aquí mismo, en la Cámara, los Sres. Diputados se encontraban poco dispuestos a votar aquel proyecto, porque estaba en contradicción con las manifestaciones del país, expresadas por medio de los programas de las Juntas revolucionarias contra las quintas, los manifiestos de muchos Sres. Diputados al presentarse candidatos a la diputación y las protestas de otros hombres políticos. Pero a pesar de toda esta agitación en que se hallaba el país, el proyecto de quintas vino aquí, se discutió en medio del disgusto general de la Nación, y si se votó la quinta al fin, fue únicamente porque se hizo creer a la mayoría, porque se hizo creer a la Asamblea, que aquella sería la última quinta. Y se concedió solo para el año pasado, porque se consideró como un voto de confianza al Gobierno, que se mostraba alarmado y recelaba que tendría necesidad de fuerzas para sostener una gran batalla.

Pero, señores, ¡cuál no ha sido el desengaño del país, cuál no ha sido el desencanto de todos los ciudadanos al ver que se olvidan todas aquellas promesas, al ver que se reniega de todos aquellos compromisos, y que sin tener en cuenta que hemos hecho una revolución para tener libertad, se pretende imponer la esclavitud a los blancos, que no son otra cosa las quintas, puesto que las quintas son a los blancos lo que el tráfico ignominioso que se hace con los hombres de color en América es a la esclavitud! Porque hay que atender a la transición de los tiempos y a las circunstancias de los pueblos; y si en América, donde no existe el régimen de la libertad, donde no se han planteado, como aquí, las instituciones democráticas, se conserva todavía la esclavitud, es mucho mas ignominioso para España conservar las quintas después de haber hecho a todos los ciudadanos iguales y de haberles dado los derechos individuales. Las quintas son el enemigo de la libertad; por medio de las quintas se sujeta al joven que se lleva al ejército, a no poder tener derechos, a no poder manifestar sus ideas, a no poder pertenecer a asociaciones, a no poder ir a los espectáculos públicos, a no poder ocupar siquiera un lugar distinguido, a tener que humillarse en las calles cuando pasa algún otro a su lado, que, por su categoría militar, es superior a él. Y no solamente se le humilla de esta suerte, sino que por fútiles razones se le pone en peligro de perder la vida a toda hora. Cualquiera que lea las leyes penales de la ordenanza se encontrará con que por la cosa más insignificante un soldado se halla amenazado de muerte. No puede tener ideas, no puede tener afecciones, no puede tener voluntad. Y nosotros, Asamblea revolucionaria, los que hemos venido a dar la libertad a todos, nosotros, ¿hemos de establecer esa excepción en perjuicio de la juventud, que es la esperanza de la Patria, y que comienza a producir tantos bienes a favor del país? Entonces que no se diga que hemos hecho una revolución democrática; que no se diga que hemos venido a dar la libertad a todos: dígase que hemos dejado la esclavitud para los jóvenes, y que solo nosotros hemos querido la libertad para nosotros mismos, porque el cuartel, como he dicho antes, es la ergástula de la juventud española.

Y, señores, el grito de «abajo las quintas», dado al tiempo de hacerse la revolución ha sido tan general como el de «abajo los Borbones» y «abajo los consumos»; digo mal, ha sido más general, porque en las quintas están interesadas directamente todas las familias, no solo las que se ocupan de política, sino las que no se ocupan de ello. Por eso la abolición de las quintas está en el corazón del pueblo, que se ha pronunciado contra ellas: al tratarse de exigir este tributo inicuo el año pasado, ya hubo una perturbación en el pueblo, perturbación que, si se calmó, fue porque todos hicimos grandes esfuerzos para buscar recursos que la hicieron más suave y llevadera, y porque se nos aseguró que sería la última. Pero cuando este año se piden de nuevo, cuando este año se vienen a agravar las condiciones de la quinta, y se ve por este proyecto que los jóvenes han de estar muchos años sujetos a una ordenanza draconiana, esos jóvenes, pensando como Espartaco, tal vez dirán: «puesto que tenemos que estar durante muchos años sujetos a la ordenanza; puesto que vamos a perder nuestros derechos; puesto que nos exponemos a perder hasta la vida por defender a los que nos mandan, matémonos por librarnos de esos señores, y por reivindicar nuestros derechos y nuestra libertad»; y las Cortes deben meditar mucho sobro esto, para no poner en peligro las instituciones democráticas y los derechos que hemos conseguido a favor de la revolución, para evitar una guerra que pudiera ser tremenda.

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes (1869-1871), t. X, 10 de marzo de 1870, págs. 6383-6388. 
 MANUEL BECERRA Y OTROS: DICTAMEN SOBRE EL PROYECTO DE LEY ABOLIENDO LA QUINTA (1872) El partido radical, penetrado de la injusticia y de la ineficacia de las quintas, y herido por el clamor que las maldecía, prometió solemnemente abolirlas. No sería digno de sí mismo si no cumpliera honradamente esta sagrada promesa. Pero en cambio puede lisonjearse con la esperanza de adquirir un nuevo o imperecedero timbre al unir su nombre y su suerte a una mejora por todos apetecida, y sobre la cual no podrá poner mano para destruirla ningún partido político, pues las Naciones serán acaso lentas en conseguir pero son firmes en conservar toda legítima conquista. Si el partido liberal es bendecido por haber roto el hielo que impedía la circulación de la riqueza, bendecido será también por romper la cadena que sujeta ciertas clases a la pobreza, a la ignorancia y a la guerra.

La cuestión de los ejércitos estaba mal planteada, y de aquí muchos de los errores que los publicistas han repetido y que los pueblos han realizado. La necesidad social de conservar el orden; la santa obligación de defender la Patria; la conveniencia de prevenir en la paz los medios de la guerra, y la de sostener en todo tiempo una fuerza armada que sea amparo y salvaguardia de los públicos intereses, son ideas que han contribuido a la formación de los ejércitos.

Pero esas ideas, cada una de las cuales tiene una aplicación propia y un límite claro, han sido muchas veces confundidas, haciéndose necesario deslindarlas para que sirvan de base a un sistema justo, cuyo espíritu se sintetiza en la fórmula de que la carrera militar es una profesión a la que lleva a algunos su vocación, y la defensa de la Patria es un deber personal o indeclinable de todo ciudadano.

Las condiciones económicas del país no permiten ciertamente que se sostenga un numeroso ejército, que si ha de ser, como debe, voluntario y dignamente retribuido, sería en gran extremo costoso. Pero tampoco es esto preciso, porque la misión que está llamado a cumplir el ejército propiamente tal, o sea la base profesional del ejército, no exige gran número de soldados, reducida como debe quedar a vigilar por el sostenimiento del orden y la defensa del Estado en circunstancias ordinarias, y a la instrucción de las reservas.

Cuando el estado de derecho esté gravemente amenazado o sufra general perturbación, lo mismo que cuando se hallen en peligro la independencia de la Patria o la integridad del territorio, la Nación, organizada en reservas, defenderá su propia existencia y atenderá tan sagrado objeto en la medida que la necesidad requiera.

La Constitución española, a fuer de democrática, no podía desconocer ni omitir la primera y más grave obligación que todo ciudadano contrae naturalmente con la patria en que nace y vive, y a cuya suerte tiene, por muchos y fortísimos lazos, unida la suya propia. La presente ley, desarrollo de la Constitución, viene a dar condiciones prácticas al principio de que todo español debe defender la Patria con las armas, y a determinar el modo de cumplir ese fundamental precepto.

Los deberes que produce no son exigibles sino cuando el peligro de la Patria llama a sus hijos a la común defensa, si bien no hay entonces razón que excuse a cualquier español apto para el manejo de las armas. Pero ni es posible que todos simultáneamente sean llamados, ni sería de provecho su concurso no estando aleccionados en los ejercicios de la milicia y en el orden de la disciplina. De aquí la organización de las reservas y el armamento nacional.

Habrá así un corto ejército, defensa permanente del Estado, y un número considerable de ciudadanos con instrucción militar y en aptitud de acudir, cuando las circunstancias lo exijan, en socorro de la Nación, la cual, por medio de las Cortes, su más genuina representación, determinarán cada año, a propuesta del Gobierno, la parte de las reservas que sea necesario movilizar, y las Diputaciones provinciales, órgano de las provincias y conocedoras de sus circunstancias y necesidades, determinarán el orden de disponibilidad, si bien con las precauciones que la prudencia aconseja para cerrar la puerta al abuso. De esta suerte, el país está interesado en el orden, porque, no aventurándose en insensatas revueltas y asegurando la paz interior, es arbitro de evitar casi todas las veces la movilización de los ciudadanos aun en la más mínima parte.

De lamentar sería que España, puesta por un soberano esfuerzo de su excelsa genialidad a la cabeza de las Naciones civilizadas en punto a derechos políticos, quedase rezagada en la senda por donde los pueblos del continente caminan al armamento nacional, como modo de mantener ese y todos los demás elementos de su constitución.[…] España, más que ningún otro, tiene necesidad de obedecer esa inclinación, porque en un país donde todos ejercen los derechos políticos, todos también deben saber defenderlos […] y porque, finalmente, sería de temer, si únicamente como antes diera soldados la clase pobre, que ésta, vigorizándose en la adversidad y agriada por el infortunio, pudiera algún día, invocando éste y otros menos ciertos agravios, levantarse amenazadora con el privilegio de la fuerza, enfrente de otras clases afeminadas por el largo disfrute de ficticios derechos.

Diario de Sesiones de las Cortes , Congreso de los Diputados, Legislatura de 1872-1873, t. III, apéndice al núm. 78.

LA LEY DEL EMBUDO (1873) La aglomeración de mozos de la reserva en Madrid y la circunstancia de servir esta capital de tránsito para los pelotones que se destinan a varios depósitos, nos han permitido examinar con mucha frecuencia el personal de que se componen las reservas. Y lo decimos con pena, al ver el aspecto marcial y alegre de esos jóvenes, casi en su totalidad pertenecientes a las clases mas humildes de la sociedad, nos han asaltado terribles dudas.

¿Por ventura, nuestras clases acomodadas han degenerado tanto en condiciones físicas de robustez y virilidad, que no pueden ofrecer a la patria hijos sanos, en momentos críticos como el que atravesamos, o es que a espaldas de las leyes se han encontrado medios para que ningún mozo de familia acomodada ingrese en las filas del ejército?

¡A cuantas reflexiones no se presta esta injusta desigualdad! ¡Que gran responsabilidad contraen los que de esta manera provocan comparaciones peligrosas sobre los efectos de las leyes!

Desde que los ejércitos modernos se han organizado sobre la base del servicio obligatorio, es indudable que el ejercicio de la milicia, ensalzado y ennoblecido antiguamente sólo para los que tenían mando, ha sido considerado como una religión de honor, como un servicio patriótico, como título de gran estima para todas las clases de la milicia, desde las más elevadas jerarquías hasta el humilde soldado, convertido en esclavo de la disciplina. En este sentido se habla siempre a nuestro soldado, y son de leer las severas frases y los conceptos sublimes que las Ordenanzas y las Instrucciones emplean para inculcar al soldado bisoño la dignidad que imprime la milicia y el alto concepto que la patria tiene del ciudadano a quien con el arma confía la misión de defenderla.

Si, pues, lo que las Ordenanzas y las Instrucciones dicen es exacto, como creemos, y no un inteligente recurso para hacer olvidar al recluta las rudas fatigas del servicio, deslumbrando su torpe imaginación, ¿cómo es que las clases acomodadas, cuya cultura les permite desde luego apreciar la alta misión del ejército, no se apresuran a dar con su conducta ejemplo de la alta estima en que tienen al soldado? […]

Esto en cuanto al deber moral, más estrecho para las clases acomodadas que para las humildes. Pero existe además la obligación positiva que impone la ley de acudir a la defensa de la patria con las armas en la mano, en virtud de la cual se llama hoy a todos los jóvenes útiles de veinte años; y cómo han cumplido las clases acomodadas este precepto. Nos atenemos a los resultados, y ya lo hemos dicho: en esas nutridas filas de hijos del trabajo que vemos atravesar las calles de Madrid a ejercitarse en el manejo de las armas, apenas hemos visto un solo joven que por su aspecto indique pertenecer a una familia acomodada. […]

Piensen, pues, las familias que de tal modo obran, cuales pueden ser las consecuencias de su conducta. Además de la responsabilidad legal en que incurren los mozos ocultos o emigrados, adviertan que están dando margen a comparaciones bien tristes, que pueden con el tiempo traducirse en antagonismos violentos, para nadie más terribles que para las clases acomodadas.

Pero no se limitan a esto nuestras observaciones. Sean cualesquiera los secretos resortes a que han apelado los mozos acomodados para esquivar el servicio de las armas, el deber del Gobierno es mostrarse inflexible en la persecución y castigo de los culpables. Ya nos dijo el señor ministro de la Gobernación hasta que punto han sido escandalosos los juicios de exenciones hechos en todas las provincias por cuya razón las Cortes decretaron una revisión de expedientes. Algo de esto hemos oído también, pues de público se cuentan casos de sumas respetables gastadas para lograr una declaración de inutilidad. Es necesario, por lo tanto, que haya el más inflexible rigor en esas revisiones, y sobre todo que sean inmediatamente llevadas a los tribunales las comisiones facultativas que en los primeros reconocimientos hayan dado pruebas evidentes de corrupción. Creemos que no se harán esperar estos resultados.

El Imparcial , 2 de octubre de 1873; en Luis Vidart, La instrucción militar obligatoria. Estudios sobre organización de la fuerza armada, 2ª ed., Madrid, Imp. de Pedro Abienzo, 1873, 79 págs., págs. 68-69.

4.3. LA ESCLAVITUD 
 MANIFIESTO DE LA SOCIEDAD ABOLICIONISTA ESPAÑOLA A LA NACIÓN (1868) Después de dos años de forzada inacción y violento mutismo, ha llegado el instante de que la Sociedad abolicionista española, con más vigor que nunca, despliegue su bandera y una su acento al grito universal que saluda el triunfo de la libertad y del derecho en la heroica tierra de Gerona y Zaragoza, de Santander y Béjar.

Cuando agotado el sufrimiento y encendidos de vergüenza hemos roto con un pasado de infamias, de ruina y de escándalo, para aspirar dignamente a un sitio en el concierto de los grandes pueblos; cuando la mano de la revolución ha puesto sobre el tapete, si no resuelto, aquellos problemas capitales que importan a la honra de nuestra patria y a los intereses todos del mundo de la civilización, no habría apóstrofe bastante enérgico, ni adjetivo bastante duro para condenar el olvido de aquellos millares de desgraciados que en Cuba y Puerto Rico arrastran su existencia sin patria, sin familia…, sin derechos; y cuya libertad, de hoy más, no puede retardarse un momento, sin que incurramos en grave e inexcusable responsabilidad ante Dios, ante el mundo y ante la historia.

Los momentos son críticos; los problemas apremiantes; las soluciones urgentes. Al fin el ánimo público se ha decidido sobre esa esclavitud, que como ha dicho perfectamente la junta revolucionaria de Madrid, es un ultraje a la naturaleza humana y una afrenta para la nación que, única ya en el mundo civilizado, la conserva en toda su integridad. […]

El gobierno, pues, tiene imprescindiblemente que ocuparse de este problema; las Cortes Constituyentes, en todo caso, tienen que darle una solución definitiva. Ahora, pues, son más necesarios que nunca la fe, el valor, la actividad, la energía —y la Sociedad abolicionista los tendrá.

Al volver a campaña, con los recursos que nos da la libertad, para juntar los esfuerzos de todos los hombres honrados y pedir el pan del derecho para los esclavos, la sociedad necesita hacer una declaración. Hasta ayer ha figurado en su bandera un lema sencillo, quizá vago: la sociedad creía entonces que bastaba a sus fines gritar tan sólo abolición, pues frente a ella se alzaban, y con poderes en elevadas regiones, unos cuantos, o desgraciados o criminales, que a despecho de la voz de los tiempos y del ejemplo del mundo civilizado, sostenían la eternidad de la esclavitud. A la hora actual estos esclavistas han desaparecido: ya todos queremos la abolición, aunque de diferente manera y con harto diferente fin. Pues bien, ajustemos nuestra conducta a las circunstancias; no nos dejemos sorprender con vanas palabras; y pues que los esclavistas de ayer son los abolicionistas graduales, la sociedad no puede menos de proclamar, y así solemnemente pide, la abolición inmediata de la esclavitud. […]

Madrid 19 de noviembre de 1868.

El Presidente, José María Orense.— Los Vicepresidentes, Blas Pierrad.— Emilio Castelar.— José Echegaray.— Manuel Becerra.— Francisco García López.— Vocales, Joaquín María San Romá.— Gabriel Rodríguez y Benedicto.— Segismundo Moret y Prendergast.— Estanislao Figueras.— Eugenio García Ruiz.— Bernardo García.— Nicolás Salmerón y Alonso.— Rafael M. de Labra […].— Secretarios, Julio Vizcarrondo.— Mariano Araus.

«La Sociedad Abolicionista Española a la Nación», La Igualdad, Madrid, núm. 11, 23 de noviembre de 1868, pág. 2.
 EMILIO CASTELAR: LA DEMOCRACIA, ABOLIENDO LA ESCLAVITUD, SELLA LAS PROMESAS DEL EVANGELIO (1873) Vienen los tiempos modernos. La casta religiosa se rompe desde el momento en que pastores y reyes se congregan en torno de la cuna donde nace, o de la cruz donde muere un vencido, un trabajador, un esclavo. Todo lo que el mundo antiguo había creído virtud, se convierte en vicio, como el odio eterno e inextinguible de la patria a todas las razas, a todas las gentes; como la superioridad moral del patricio sobre el esclavo. Todo lo que el mundo antiguo había creído vicio se convierte en virtud, como la humildad, la abnegación, la caridad, el olvido de sí mismo, la debilidad, la pobreza. El adversum hostes eterna auctoritas esto, se trasforma en el amate inimicos vostros. El que viene a transformar de esta manera el mundo ha vivido en el taller de los trabajadores, ha muerto en el patíbulo de los esclavos. Su eterno dominio espiritual sobre el mundo y sobre la conciencia, está fundado en el milagro de haber traído a la tierra la religión de la igualdad. Y lo que la religión hace en la esfera de la fe y del sentimiento, lo lleva la ciencia a la esfera del raciocinio. Desde Descartes a Kant; desde Kant a Hegel, desde Hegel a Krause, todos los filósofos proclaman la unidad fundamental del espíritu humano; su identidad consigo mismo en toda la dilatación del espacio, en toda la duración de los tiempos. Y lo que la religión había sentido, y lo que la filosofía ha pensado, la fisiología ha venido a mostrarlo en la esfera de la observación y de la experiencia. Geoffroy y Saint Hilaire demostró definitivamente, venciendo a todos los que creían en la diversidad de tipos, en la diversidad de organismos dentro de la especie humana, demostró la unidad fisiológica, la unidad natural del hombre. No hay más que una planta; no hay más que un animal; no hay más que un hombre. Esta unidad de la criatura es el brillante reflejo de la unidad del Creador. La revolución francesa, antes o después de estas conquistas de la ciencia, por la especie de adivinación divina que tuvieron aquellos hombres, los cuales aparecen a los ojos de la historia con los pies hundidos en el lodo ensangrentado de las calles, y la frente perdida en los esplendores del cielo; la revolución francesa declaró abolida la esclavitud, y de esta suerte selló la democracia las promesas del Evangelio.

Emilio Castelar, Los crímenes de la esclavitud, Madrid, Sociedad Abolicionista Española, 1873, 15 págs., páginas 6-7.
 ANTONIO CARRASCO: DISCURSO EN EL MEETING ABOLICIONISTA DEL TEATRO ALHAMBRA (1870?) Sí, señores; yo soy solidario de todos los crímenes que se han cometido en el mundo, y como la esclavitud es un crimen que se comete aun a despecho de todas las leyes divinas y humanas, la esclavitud es una losa de plomo que pesa sobre mi conciencia y me oprime y me ahoga; losa que quisiera arrojar de sobre mí y convertirla en polvo más leve que el grano que se mueve en los rayos del sol. Como hombre, como cristiano, como español, no quiero ser cómplice en esa conjuración inicua, tramada al amparo de las leyes, contra pobres criaturas inocentes que no han cometido más delito que el de nacer con un carácter más dulce que el de sus opresores; no puedo permitir ni un año, ni un día, ni una hora, la explotación del negro por el blanco; porque el negro es un hombre y sus dolores son mis dolores, porque el blanco es hombre también y sus infamias son mis infamias; no quiero cargar con mi parte de responsabilidad en esa mutilación de la personalidad humana, y por eso la denuncio a la faz de España, a la faz del mundo, y la denunciaré un día y otro día; a esa noble tarea consagraré mi palabra, mi pluma, mis fuerzas, mi vida, cuanto soy y cuanto valgo; llamaré constantemente a la puerta del templo de la justicia, y si cansado de llamar en vano tuviese que renunciar a la esperanza de verla que se abre, delante de esa puerta cerrada me sentaré con el corazón rebosando en amargura, para preguntar a todo poseedor de esclavos, a todo defensor de la esclavitud, a todo partidario de tan infame institución: «Caín, ¿qué haces de tu hermano Abel?» (Aplausos).

Pero, señores, confieso que por mi parte creo que la puerta se abrirá; creo que se decretará la abolición inmediata y simultánea. ¿Cuándo? No lo sé. […]
 Realizarla a medias es lo que ha pretendido nuestro gobierno en España, en la única nación civilizada en donde existen hombres esclavos. El gobierno ha deseado abolir la esclavitud gradualmente. Se ha inspirado exclusivamente en los intereses materiales, olvidando que no merece gobernar quien sólo se preocupa de la parte inferior de la naturaleza, y que no existe más política verdadera que la que cuenta con el ser moral del individuo. En la cuestión que nos ocupa, el gobierno ha puesto en un platillo de la balanza a todos los esclavos y en el otro los millones que los esclavos representan, y esos millones sin alma han pesado más que vosotros, pobres hijos de dolor. (Grandes aplausos). […]
 El gobierno español ha reconocido y confesado que la esclavitud es una iniquidad social. ¿Por qué, pues, entonces no acaba con ella de una vez y para siempre? ¿Qué desgracia pesa sobre ese pobre mártir de las Antillas, cuando los legisladores todos retroceden asustados al poner la mano sobre el arca santa que encierra las ardientes lágrimas del esclavo? ¿Qué teme el gobierno? ¿Qué los negros se levanten en armas contra los blancos cuando se les conceda la libertad? Pero eso es casi imposible en nuestras colonias, en donde los últimos son los que predominan. ¡Ah! Si alguna vez se levantan, será ahora que se proclama injusticia la esclavitud y se la deja subsistir sin embargo […]. Vuestra abolición gradual puede dar nacimiento a luchas deplorables, de las que los negros harán responsable a la libertad, cuando toda la responsabilidad pertenece única y exclusivamente a vosotros, los que no habéis querido ser lógicos por una hora para romper esa cadena enmohecida con las lágrimas y la sangre del pobre negro. ¿Queréis evitar a toda costa una revolución? Pues hacedla vosotros mismos, y así la evitareis. No hay otro modo de conjurar las tempestades populares […]
 Se alega también contra la abolición inmediata y simultánea que nosotros defendemos, que el negro, siendo perezoso por naturaleza, no trabajaría en cuanto supiera que se había decretado su libertad. El negro no ama el trabajo: hacedle libre, y los grandes tesoros de la riqueza colonial se agotarán por completo.
 ¡El negro, decís, no ama el trabajo! Lo extraño sería que lo amase cuando su trabajo no le produce, cuando las gotas de sudor y de sangre con que ablanda la tierra sirven sólo para sostener el lujo superfluo de su amo, y para darle oro, mucho oro con que entretenga sus vicios y se entregue a los placeres de la orgía. ¡Cómo! ¡le preparáis una existencia que apenas puede concebirse, y queréis que ame el trabajo! ¡Le tenéis tendido en monstruoso montón con otros muchos por la noche, sin hijos suyos, sin mujer verdadera, bestia más maltratada que las bestias, pedazo informe de carne entregado a ese escultor de la barbarie que tiene por todo cincel un látigo, y que los anales del crimen esclavitud llaman capataz, y queréis que ame el trabajo! ¿Le amaríais vosotros, en idénticas condiciones? (Prolongados aplausos).
 El trabajo más insoportable para el negro es el cultivo de la caña de azúcar. […] Y a pesar de ese trabajo abrumador, cuando la noche tiende su negro velo, en vez de buscar en el sueño un reparo a sus fuerzas casi agotadas, se pone a trabajar a la pálida claridad de la luna ese pedazo de tierra que su dueño le cede, por que espera poseer un día a fuerza de sacrificios lo bastante para comprar su libertad. ¡Y luego se dirá que el negro no ama el trabajo!
 ¿Habéis leído, señores, los periódicos negreros de la isla de Cuba en donde se anuncia la venta de un negro, juntamente con la de un caballo o de un perro, como si todos fueran de la misma raza? En esos periódicos se anuncia alguna que otra vez que un negro se ha fugado de la casa de su dueño, y a renglón seguido se dan las señas del prófugo. Casi siempre se dice que tiene una cicatriz en el rostro, ¡horror! y siempre, «se supone que está trabajando en tal o cual sitio.» A confesión de parte, relevo de prueba. ¡Conque el negro es perezoso, y sin embargo, cuando recobra su libertad por medio de la fuga, trabaja en vez de permanecer en el ocio! ¿Y aún se atreven a sostener los defensores de la esclavitud que la abolición inmediata no puede decretarse, porque el trabajo se paralizaría? (Bien, bien). […]
 Paso en silencio, señores, la grave cuestión de indemnización a los poseedores de esclavos, por la sencillísima razón de que otros oradores; distinguidos economistas, se han de ocupar de este punto; y si he de decir francamente toda la verdad, no me hago cargo de este argumento, porque encuentro muy oportuna la frase del distinguido abolicionista que decía: «al derecho de indemnización a los amos por la expropiación de sus esclavos, debe en buena lógica preceder el derecho de indemnización de los esclavos por la expropiación de su libertad». Este lenguaje podrá no ser el del economista; pero es el de la conciencia, herida en sus más legítimas susceptibilidades. (Aplausos).
 Esclavo, caído en medio de la sociedad para no espumar de ella más que su vergüenza y su ignominia; alma perdida en las costas africanas y encontrada por un mercader de carne humana; que te convierte en montón de monedas; mártir de tantos siglos; criatura abortada en la desesperación del desierto y mantenida en la desesperación del látigo, yo te envío el saludo de mi ardiente simpatía, y te auguro que no pasarán muchas auroras sin que el rayo ardiente de la libertad, que abrasa el corazón de Europa y América, abrase tu propio corazón y consuma el látigo del negrero, cuyas cenizas yacerán siempre sepultadas bajo las eternas maldiciones de la historia. (Grandes y repetidos aplausos).

«Meeting abolicionista», Anuario Republicano Federal, Madrid, 1870, págs. 532-550 (desde la 539, discurso del pastor evangelista Antonio Carrasco).
 JOAQUÍN MARÍA SANROMÁ: HIPOCRESÍA EN TORNO A LA ABOLICIÓN DE LA ESCLAVITUD (1872) Mientras los insurrectos, machete en mano, talan, saquean, destrozan, invaden y arrastran por el suelo la bandera española que, a pesar de la esclavitud y otras manchas que allí la afean, es al fin y al cabo la honra de su cuna, otros, que ni se llaman insurrectos ni quieren pasar por tales, parece como que se han propuesto rivalizar con los primeros en actos de ferocidad y vandalismo: fusilan sin piedad, allanan teatros y cafés poblados de gente inofensiva, confiscan haciendas, atropellan el derecho de gentes, se sobreponen a la autoridad suprema del Estado; y tales crueldades cometen y a tales violencias se entregan, que, si no se les pone pronto y eficaz remedio, no sé en verdad cómo podremos justificar nuestra actitud en Cuba a los ojos del mundo civilizado. (Ruidosos aplausos).

Entretanto, también aquí, en la Península, por Cuba y por causa de Cuba, crecen las enemistades y los odios, harto exacerbados ya por la violencia de las pasiones políticas. ¡Ah! señores: también hay aquí insurrectos que no quieren pasar por insurrectos, y son los que empiezan insurreccionándose contra el sentido moral de los pueblos y contra las leyes eternas de la humanidad, que piden a voz en grito la abolición de esa infame esclavitud que ellos sostienen y protegen (grandes aplausos); y son los que se insurreccionan contra toda clase de libertades públicas, minándolas sordamente en la Península, y abiertamente negándolas, como las negarán siempre, en las Antillas. Advertid que esos son los mismos que han convenido en llamarse los buenos españoles, cosa que no me ofende, porque tanto vale como decir que nosotros somos los españoles mejores (vivísimos aplausos): como si no supiéramos que tanto españolismo y tanto alarde de sentimiento patrio bien podrían encubrir más de un interés material y más de una mira de estrechísimo egoísmo; porque habéis de saber que, entre los que piden la conservación de Cuba, como la pedimos y la deseamos nosotros, hay muchos que la piden y desean, no por Cuba, ni por España, sino por ellos y para ellos: y son los que tienen harinas y quieren seguir vendiéndolas en Cuba al amparo de un monopolio inicuo e irritante; son los que tienen vinos y quieren colonias y muchas colonias para proteger y sostener una gran marina de guerra […], son, en fin, los eternos roedores políticos, polilla de nuestros tiempos, que no contentos con haber devastado la esquilmada viña de las viejas tierras, buscan allende los mares nuevas y más fértiles viñas donde haya buena cosecha de destinos para amigos y mantenedores, cientos de larguezas para servicios electorales, anchas mercedes que conceder, y quién sabe si ricas herederas que conquistar. (Estrepitosos y frenéticos aplausos que interrumpen durante largo rato al orador).

Vuestra benevolencia es grande, señores, pero es aun mayor vuestra justicia. Lo conozco en estos aplausos, clara manifestación de que hemos puesto el dedo en la llaga. Quitad, quitad de en medio estos intereses bastardos: ya veréis cómo se despeja la cuestión de Cuba. El día en que la conservación de Cuba no dependa ni del barril que sale de Santander, ni del tonel que se expide por las costas de Cataluña, ni de la necesidad abstracta de que poseamos grandes escuadras, ni tampoco de puntos de vista especiales de gobernantes y gobernados, aquel día sabremos que hay en la conservación de la rica Antilla dos poderosos, verdaderos y altísimos intereses: el interés de proteger nuestra raza contra las asechanzas de otra invasora y bulliciosa, y el interés de evitar que, dejándose llevar los cubanos al hilo de los planes separatistas de Céspedes y los suyos, no viniesen a caer en los horrores y miserias de que están dando triste ejemplo algunas repúblicas del Sur de América. Y entonces sabremos también lo que es la integridad, porque sabremos lo que vale y significa que, en un país libre y que se respeta, nunca puede resultar la integridad de una mera anexión o incorporación de territorio, como acontecía en las monarquías patrimoniales, sino de la comunidad en la vida del derecho y de la perfecta identidad de intereses políticos, morales y materiales; por cuya razón los que pedimos la integridad para las Antillas españolas, no es con el fin de que Cuba y Puerto-Rico sigan sintiendo sobre sus hombros la antigua España del sable y del dogal, sino la España nueva con todas sus libertades, y con los derechos e instituciones que nos ha garantizado la Constitución democrática de 1869.

Joaquín María Sanromá, La esclavitud en Cuba, Madrid, Secretaría de la Sociedad Abolicionista Española, 1872, 32 págs., págs. 6-9.
 FRANCISCO SALMERÓN Y OTROS: DICTAMEN SOBRE EL PROYECTO DE LEY DE ABOLICIÓN DE LA ESCLAVITUD EN PUERTO RICO (1873) La comisión que suscribe somete a la deliberación del Congreso su dictamen sobre el proyecto de ley de abolición de la esclavitud en la isla de Puerto-Rico, presentado por el Gobierno de S. M.

Tiempo era ya de que España, regenerada por el espíritu de la democracia, volviese por los fueros de la justicia ofendida y de su honra empañada con la existencia de la esclavitud en las provincias ultramarinas.

Si errores de tiempos que afortunadamente pasaron para no volver jamás pudieron, no ya justificar, que nunca hay justificación para el crimen, pero sí explicar tan nefanda institución, una vez reconocidos y proclamados en sus más amplias manifestaciones los derechos inherentes a la naturaleza humana, se hacía imposible de todo punto lo que es en su esencia la negación de la personalidad del hombre.

La existencia de la esclavitud en provincias españolas es absolutamente insostenible, no solo ante las exigencias de la moderna civilización, si que también ante la letra y el espíritu de nuestro Código fundamental. La justicia, la moral, la religión, la pública utilidad, el orden mismo, si éste es la armonía de verdaderos y legítimos intereses sociales; todos, en fin, cuantos principios sirven de base a la vida de los pueblos, todos demandaban de consuno la extinción de ese crimen de lesa humanidad, que se llama esclavitud de los negros.

No hay, no puede haber familia, no hay, no puede haber sociedad, allí donde falta la base de toda familia, y por ende, del orden social, el hombre; y éste no existe propiamente tal allí donde se hallan conculcados sus atributos esenciales.

Inspirándose en tales ideas el Gobierno que felizmente rige los destinos de esta noble e hidalga Nación, ha creído cumplir un sagrado deber presentando a las Cortes el proyecto de abolición inmediata de la esclavitud en la isla de Puerto-Rico.

Al hacerlo así, da cumplida satisfacción a las exigencias de la justicia y de la civilización, a las aspiraciones de la mayoría de los españoles, ya de la Península, ya de la siempre fiel y leal provincia de Puerto-Rico, solemnemente manifestadas por cuantas representaciones ha tenido la pequeña Antilla cerca del Gobierno y en las Cortes; y finalmente, al compromiso de honor que espontánea y libremente contrajera el partido radical. Por ello merecerá siempre bien de la Patria.

Reconocimiento de los derechos del hombre en el hasta ahora esclavo, e indemnización al poseedor no como pago de una expropiación que en manera alguna puede aceptar la comisión, y sí sólo como medio de subvenir a la crisis económica en los primeros momentos de la solución del problema, son los principios en que a juicio de la comisión descansa el proyecto presentado por el Gobierno de S. M.

Aceptándolos la comisión, ha creído, dadas las tristes lecciones de la experiencia, deber introducir algunas aunque ligeras modificaciones que, salvando esos dos principios, hagan efectiva la libertad del esclavo y la indemnización al poseedor, sin que en manera alguna pueda subordinarse la primera a la segunda. Para la comisión, lo primero, lo esencial es la libertad como cuestión de estricta justicia; lo secundario, lo accidental, la indemnización, como cuestión de equidad y de conveniencia.

Diario de Sesiones de las Cortes, Congreso de los Diputados, Legislatura de 1872-73, apéndice al nº 97. 

4.4. LA PENA DE MUERTE 
 FRANCISCO JAVIER MOYA: PROPOSICIÓN DE LEY PARA LA ABOLICIÓN DE LA PENA DE MUERTE (1869) Yo creo, Sres. Diputados, tengo el íntimo convencimiento, entiendo que todos lo tendréis, como lo tienen los hombres ilustrados de nuestro siglo, a excepción de la escuela que llamamos neo-católica, que se parece en eso a las religiones antiguas, que enseñaban a los pueblos y proclamaban la existencia de dos principios, el del bien y el del mal, suponiendo ¡horrible impiedad! predominante el del mal; creo, digo, que el hombre es natural, necesaria y esencialmente bueno, y que se extravía y se pervierte por el medio social en que vive, por las circunstancias exteriores que le rodean, o lo que es igual, por la falta de educación. El hombre llega a depravarse y a convertirse en un verdadero salvaje por consecuencia de la ignorancia a que se le conduce, no preconcebidamente, porque eso no lo hacen las sociedades con conciencia; pero se le condena por una serie de hechos anteriores, si se quiere, a nuestra propia existencia, y que son en suma hechos que no pueden negarse. Para convencernos de ello, bastará fijarnos en la estadística criminal.

Fijaos, Sres. Diputados, en la estadística del cadalso; examinad y reconoced cuáles son las víctimas del verdugo. Por punto general, con muy raras excepciones, los que se hacen reos de los más horribles delitos, los que delinquen como verdaderas fieras, como salvajes que albergamos en nuestra soberbia civilización, son aquellos que carecen de toda instrucción y de toda noción del bien y del mal. Lo que importa, pues, lo que urge sobremanera, es instruir, moralizar, enseñar al hombre cuáles son sus derechos, y al mismo tiempo, y con empeño, cuáles son sus deberes; mostrarle que los deberes son siempre superiores a los derechos, porque todo deber supone siempre o implica de una manera absoluta, como correlativo, preciso y lógico, la existencia de los consiguientes derechos. Una vez educado el hombre y moralizado, aplicadle las correcciones que sean convenientes, dados los tiempos y dadas las circunstancias. Por eso entiendo que la sociedad, si tiene el derecho de castigar. tiene también el alto deber de enseñar, de corregir y de moralizar.

La pena de muerte, Sres. Diputados, de esta manera considerada, es inmoral ¿Por qué? Porque viola la ley del progreso, porque es la negación del principio de la perfectibilidad humana, que es la consecuencia de ese sublime espiritualismo de la civilización cristiana a que antes he aludido.

Siendo el hombre ser perfectible, ¿y quién podría negarlo no siendo ateo? teniendo el deber de concurrir a la obra del progreso, la sociedad tiene el derecho siempre de conducirle por el camino del bien y nunca por el camino del mal; el deber de enseñarle con el ejemplo prácticamente; y para eso, al castigarle, al corregirle por la gran infracción, por el horrible atentado de privar de la libertad o de la vida a su hermano, debe privársele de los medios de que vuelva a repetir ese mal; pero impedirle la repetición del mal por medio y la práctica del bien, nunca por el camino del mal; porque si es malo que se mate a un individuo, malo evidentemente es que lo haga la sociedad, y ruego a la Asamblea que así lo considere, y me permita creerlo, porque la sociedad, repito, es la gran representación del derecho, la más alta encarnación de la Justicia.

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes (1869-1871), t. II, 9 de abril de 1869, págs. 943-947. 
 JOSÉ JOAQUÍN MUÑOZ: LA PENA DE MUERTE (1870) ¡La pena de muerte!  ¿Sabéis lo que significa esta frase? ¿Comprendéis todo lo horrible que es esa sentencia?
 Porque no es la pena de muerte, como algunos dicen, la satisfacción de la vindicta pública, que por otra parte no existe: es el ensañamiento de la ley contra el criminal, es el robo hecho al ladrón, es la culpa castigando al culpable.
 Uno de los primeros derechos del hombre es el derecho a la vida, unido al cual va el deber de conservar la vida. El juez lo comprende, el legislador lo aplaude, lo sanciona; pero la ley varia de opinión.
 El asesino es juzgado por haber privado a un ser de la existencia, y la ley le arrebata la suya. […]
 La pena de muerte considerada como castigo, es criminal; considerada como correctivo, es inútil.
 ¿Creen acaso que la muerte es castigo para el hombre que ha delinquido? ¡Cuánto se equivocan!
 El verdadero castigo es el moral, no el material.
 ¿Qué sufre el que es condenado a muerte? Unas cuantas horas.
 ¿Qué sufre el que es condenado a una pena temporal? Un número determinado de años, todo sufrimientos, todo llanto, todo horror; es la verdadera expiación, el sufrimiento continuo, el roedor del reconocimiento del crimen.
 Bajo ningún aspecto es admisible esa pena.
 Si bien es verdad que la vida es lo más grande que poseemos, que el hombre es lo más grande de la naturaleza, y que únicamente aquella vale tanto como el hombre, de que es esencia, también es cierto que la pena capital aplicada a un delincuente, agrava el daño causado a la sociedad en vez de remediarlo: existe un crimen, y se hace existan dos. […]
 Esa ley está hecha por los grandes criminales, por los verdugos de los pueblos, por esos tiranos que llevan el nombre de reyes. Ellos necesitan de la pena de muerte para encubrir sus liviandades; necesitan que este castigo esté escrito, para escudarse con la ley, y quedar a salvo de la responsabilidad de su delito.
 Por eso existe desde muy antiguo, por eso subsiste hoy, para escarnio de la civilización.
 Sin esa ley no hubiera podido Fernando IV arrojar a los Carvajales desde la peña de Martos. Sin la pena de muerte, no hubiera condenado Carlos I a Padilla, Bravo, Maldonado, Caro, Gimeno, Morcillo, Ayala, Peris, Acuña, Merino, Sarabia, Sorolla, Blasco de Suara, y tantos otros ilustres defensores de las Comunidades; ni Carlos IX se hubiera ensañado con los hugonotes, ni Felipe II hubiera hecho rodar la cabeza de Lanuza, ni hubieran muerto Riego, Zurbano, Torrijos, Cayo Muro, Mariana Pineda, Juana de Arco, Lacy, el Empecinado… por último, sin esa ley, Isabel de Borbón no hubiera asesinado a militares como el capitán Espinosa y poetas como Plácido, y el papa no hubiera firmado la sentencia de Monti y de Tognetti.
 Pero estas víctimas eran necesarias para la tranquilidad de sus verdugos, y la pena de muerte les protegió de los cargos que pudieran hacérseles.
 Los Reyes Católicos crearon un tribunal con amplios poderes para sentenciar a muerte en nombre de la religión: este tribunal era el Santo Oficio.
 En aquel tiempo se convirtieron las ejecuciones en verdaderas festividades. Ya no se redujo el acto a colgar al sentenciado o a dividirle la cabeza de un hachazo; había más ceremonia, y la justicia de Dios, como la llamaban, ofrecía a los curiosos el repugnante espectáculo de ver achicharrarse en la candente hoguera grupos de seres desnudos, atados, que se revolvían luchando con el calor y la asfixia.
 Y cuando no era así, cuatro caballos tiraban de sus piernas y de sus brazos, que se desgajaban del cuerpo, entre los aterradores gritos de los infelices reos.
 La Inquisición inventó cuanto puede imaginarse para acabar con el hombre, y el pueblo, temiendo a la Inquisición, no protestaba de aquellos crímenes.
 Y la pena de muerte, modificada en la forma, se ha perpetuado hasta nuestros días, y se han inventado nuevos sistemas, que se han admitido y generalizado.
 La pena de muerte, bajo cualquier aspecto que se mire, es un crimen, y al que comete un crimen se le llama criminal.
 ¿Y qué se adelanta, en último caso, con arrebatar a un hombre la existencia? Sólo una cosa: robar a la sociedad uno de sus individuos.
 Coged al delincuente, encarceladle, instruirle si no lo está, dadle libros, que el libro es el gran juez. Si le dejáis reflexionar, si le recordáis su crimen todos los días, a todas horas, él, reconcentrado en sí propio, comprenderá lo que ha hecho, y su pensamiento, fijo en la idea del mal que ha cometido, será su mayor martirio.
 Aquel hombre podrá llegar a ser útil, porque los consejos, sus padecimientos, harán comprender a sus semejantes lo que es el delito.
 Legisladores, borrad de vuestros códigos la pena de muerte: el mundo os lo agradecerá, y el criminal será más castigado. […]
 De un padre malo puede nacer un buen hijo, como de un hombre ignorante nace un varón ilustre.
 Pero si el padre ha muerto en un patíbulo, el hijo no puede ser bueno. […]
 Hora es ya de que desaparezca ese escarnio de la civilización que se llama pena de muerte. La sociedad lo manda, la razón lo exige, la justicia lo necesita. […]
 El presidio es para el criminal la razón que ilumina.
 El patíbulo es la violencia, que mancha cuanto toca.
 La humanidad quiere la luz.
 Si no queréis ser criminales, no os opongáis a la marcha de la humanidad.
 La pena de muerte es una mancha social; la generación que la borre se inundará de gloria.
 ¿Por qué no ha de ser la presente?
 José Joaquín Muñoz, «La pena de muerte», Anuario Republicano Federal, Madrid, 1870, págs. 186-193. 
 FRANCISCO CÓRDOVA Y LÓPEZ: ¿CUÁL DEBE SER LA MISIÓN DEL ESTADO EN LA CUESTIÓN PENAL? (1871) La escuela teológica, representante legítimo del pasado, en su afán de referirlo todo a la caída del primer hombre, cree que la cruz pesada que gravita sobre los hombros de cierta clase desheredada de la sociedad no podrá encontrar jamás un término. El crimen no desaparecerá de nosotros, exclamó, y de esta proposición arrancada violentamente de un pecado original, llega hasta deducir con irritante lógica, que el delito es de una manera inevitable la ley fatal del destino del hombre y de la sociedad.

De semejante principio, que desconoce en el hombre su origen divino, eterno e inmortal, nacieron las diversas teorías destructoras del Estado de los tiempos del paganismo, que ahogan la autonomía individual en todas las más importantes evoluciones de la actividad humana, y la teoría desesperada acerca del hombre, al que por el solo hecho de su delincuencia se le niega lo único que le queda en su reducida y triste posición: el derecho, que todo ser personal ha recibido de Dios, para que en los diversos estados de su vida pueda emprender el camino del arrepentimiento y de la rehabilitación. […]

Las ideas filosóficas modernas acerca del Estado, del destino del hombre y de la sociedad, han hecho una verdadera revolución en la ciencia penal. A la teoría de la fatalidad del crimen, la filosofía ha sustituido la del perfeccionamiento humano. El hombre salió bueno de la potencia divina, dice, y conforme con su bondad ha de realizar su destino en la sociedad; porque todo ser se desarrolla en conformidad con las propiedades inherentes a su naturaleza.

Tal es el verdadero origen de donde deben partir todas las reformas penales, y tal el principio que entraña todo un sistema penitenciario, digno del siglo XIX, y en conformidad con los derechos y libertades del hombre. La ciencia penal, por lo tanto, atrincherada en el principio divino que en él reside, no reconoce ya en el mismo la perversidad absoluta, sino su perfeccionamiento infinito, su infinita perfectibilidad.

¿Cuál debe ser, pues, la misión del Estado en lo que a la cuestión penal se refiere? El Estado ha de procurar restablecer, lo más pronto que esté en sus atribuciones, el orden de derecho perturbado por la falta, el delito o el crimen; pero los medios empleados para alcanzarlo, como medio, deben, apreciando en el hombre su origen divino, eterno e inmortal, proporcionar al penado las condiciones sin las que serán imposibles de todo punto la enmienda, el arrepentimiento y la rehabilitación. La misión del Estado con respecto al criminal, es por lo tanto de intervención exclusivamente  mediaria, pues el hombre constituye el fin, y a la realización del mismo, deben encaminarse todas las medidas de los poderes públicos. El hombre, por último, no debe nunca ser sacrificado en holocausto de la ley penal, porque la ley se ha hecho para el hombre y no el hombre para la ley.

La justicia criminal no consiste solo, por lo que dejamos dicho, en castigar al delincuente; su misión es más elevada; está en alcanzar del mismo, por medios internos, morales, que no vuelva a reincidir  en lo sucesivo, haciendo del reo, por medio de la pena, un ciudadano honrado, un hombre bueno.

Francisco Córdova y López, La verdadera revolución. Artículos publicados en el periódico El Combate, Madrid, Casa editorial La Popular, 1871, 50 págs., páginas 9-11.


5 DEMOCRACIA Y FORMAS DE GOBIERNO

Gil Blas, 18 de septiembre de 1870 

5.1. MONARQUÍA 
 MARIANO CALAVIA: MONARQUÍA COMO NECESIDAD, REPÚBLICA COMO IDEAL (1868) Podemos plantear el problema que ha de conducirnos racionalmente a la República federativa, pero no podemos ni debemos, obrando según arte político, precipitar nuestra marcha, arrebatándole al tiempo su naturaleza inquebrantable. […]

Cuando se ha vivido por espacio de quince siglos bajo una institución, cualquiera que haya sido las modificaciones que dicha institución haya sufrido, no se puede pasar de pronto a una plena y radical intervención racional sobre todas nuestras importantes cuestiones de Estado: formemos primero los hábitos, y vayámonos curando poco a poco de esta tutela secular en que hemos vivido; tengamos cada día más intervención, que ciertamente cuanto más iluminados estemos por la idea y por la experiencia, tanto mejor aprenderemos la preciosa verdad de que nosotros mismos debemos ser los gobernadores de nuestros actos.

No seamos, pues, impacientes; si nuestro temperamento, si nuestro carácter, si nuestro espíritu son esencialmente democráticos, nuestra cultura no se encuentra ni con mucho en semejantes condiciones. El brillante hecho que presenciamos no debe alucinarnos hasta el punto de desconocer las tinieblas que todavía se ciernen sobre nuestro país, y siendo como es la cultura, indiscutible elemento de una organización política democrática, debemos obedecer a la ley del tiempo, y regular nuestra marcha bajo los auspicios de tan importante y esencial relación: fuerza es confesar que la Monarquía, aunque ha cambiado de aspecto, aunque se halla sometida a la decisión de nuestros votos, no por eso ha desaparecido enteramente de nuestros hábitos y de nuestras costumbres políticas. Su desaparición señalará ciertamente un nivel de cultura que todos deseamos y una práctica de nuestros derechos conquistados; pero que sin hacernos ilusiones, estamos obligados a confesar que la tenemos todavía muy próxima.

La forma republicana federativa es nuestro ideal político, y del que como principio no nos separaremos jamás; pero necesitamos tener la paciencia que exige toda obra sólidamente comenzada, para que al terminarla, veamos coronados plenamente nuestros esfuerzos. La república federativa pide en todos los sufragios políticos un pero y una vigorosa iniciativa, que sólo el sentimiento profundo de nuestra dignidad y la gradual experiencia de nuestro valor personal pueden darnos, y esto sólo se logra mediante el tiempo activamente consagrado a la propagación de la ciencia. Hoy por hoy debemos darnos por satisfechos y suficientemente recompensados con el planteamiento de una amplísima y libérrima monarquía constitucional. Tal es mi leal y franca opinión sobre tan importante y trascendental asunto.

Mariano Calavia, Reflexiones acerca de la Gloriosa revolución de setiembre de 1868, Madrid, Imp. de Manuel Tello, 1868, 66 págs., págs. 31-35.
 MANIFIESTO ELECTORAL DE LA COALICIÓN GUBERNAMENTAL MONÁRQUICO-DEMOCRÁTICA (1868) España acaba de consumar en pocos días la más gloriosa, la más legítima, la más admirable de las revoluciones. Sorprendiendo como siempre al mundo por sus inesperados arranques, y como vuelta de su larguísimo desmayo, hunde en el polvo de un solo empuje el trono de los Borbones, ahuyenta a sus opresores envilecidos, y hace suceder de improviso a la opresión la libertad, a la tiranía el mando de juntas populares, a las prisiones, a los destierros y a los suplicios, las más puras y nobles expansiones del patriotismo.

Las naciones todas atónitas han contemplado con admiración y con respeto este espectáculo de un pueblo tan horriblemente oprimido que, en breves instantes y con un solo soplo de su viril energía, lanza a sus opresores sin trastornos, sin perturbaciones, sin más sangre, aparte de alguna excepción dolorosa, que la vertida en el campo del honor, para escribir con ella en caracteres eternos la soberanía de la Nación y los imprescriptibles y santos derechos del ciudadano.

Y como si tantas maravillas no bastasen, del seno mismo de la revolución se alza un Gobierno provisional, que con aplauso público y aprobación de todas las juntas, se constituye en depositario fiel de la autoridad suprema, tranquiliza los ánimos agitados, presta seguridad a todos los intereses, y mientras con ánimo resuelto desenvuelve por decretos las libertades proclamadas, prepara con prolijo estudio la reunión de los comicios y el libre voto de todos los españoles, para la convocación de Cortes soberanas y Constituyentes, ante las cuales pueda devolver sumiso y leal el depósito de autoridad y de poder, que el pueblo tan confiadamente ha entregado en sus manos.

Obra nuestra grandiosa revolución de todos los españoles amantes de la libertad y del honor del país, ningún partido puede atribuirse sus triunfos, ningún hombre su gloria.

A la marina primero con el esplendor de sus laureles, recientemente conquistados en titánico y fabuloso combate; al ejército con su heroico denuedo; a los partidos liberales con su abnegación y patriótico concierto para redimir a la Patria oprimida y deshonrada; a esos debe el país la libertad, la Nación su soberanía, la España su gloria.

Grande sin duda y resplandeciente el cuadro que ha ofrecido el pueblo español en estos días de prueba al ostentarse con su moderación, con su generosidad, con su heroísmo, digno de figurar entre los pueblos más civilizados del mundo. Pero no menos grande, no menos digna de patriótica conmemoración ha sido la conducta de los tres partidos, en que venía dividida y contendiendo la opinión liberal de España. Depuestas las diferencias ante las angustias de la Patria, olvidados para siempre los antiguos combates, sin más enseña que la libertad, sin otro intento que reparar los ultrajes de la Nación, han marchado a la pelea, abrazados a los principios populares, como aquellos antiguos Cimbrios que combatían encadenados para mejor defender sus mujeres, sus hijos y su hacienda.

Los iniciadores de la revolución en el memorable manifiesto de Cádiz; las juntas de provincias en sus repetidas declaraciones; los más insignes repúblicos en sus discursos al pueblo, han expuesto acordes con noble entusiasmo los principios democráticos, que de hoy en adelante serán la bandera del partido nacional de España.
 La soberanía de la Nación. El sufragio universal, consagración eficaz y solemne de la soberanía, y origen y legitimidad de todo poder.
 Los derechos y libertades, que vuelven a todo ciudadano español su dignidad y sus títulos.
 Seguridad individual eficazmente garantida y puesta al abrigo de todo acto arbitrario.
 Inviolabilidad del domicilio y de la correspondencia.
 Derecho de reunión y de asociación pacíficas, para todos los fines racionales de la actividad humana.
 Libertad de imprenta sin depósito, editor, ni penalidad especial.
 Libertad de enseñanza.
 Libertad religiosa, que consagre y garantice para siempre los derechos de la conciencia.
 Unidad de legislación y de fueros.
 Institución del Jurado.
 Estas libertades constituyen el signo distintivo, la fisonomía propia de la gran revolución de 1868. Por ellas se establece definitivamente la unidad política del pueblo español; por ellas la Nación se coloca entre las más adelantadas del mundo; por ellas, en fin, se cierra el largo período constituyente y revolucionario; y la España libre y próspera puede marchar sin vacilaciones y sin tropiezos, cual marcha la Inglaterra, en el sendero sin limite del progreso indefinido.
 Conquistas aseguradas de la revolución, los precedentes principios establecen también con línea bien marcada la separación de los españoles en dos bandos: los que desean asegurar las libertades públicas y los derechos del individuo: los que pretenden combatirlos o amenguar su propagación y su eficacia: liberales y reaccionarios.
 Queda, empero, un inmenso problema, que por primera vez la Nación es llamada a resolver por el voto de todos los españoles: la forma del nuevo Gobierno, que deben edificar las Constituyentes, aquí donde ahora yacen los escombros del solio de los Borbones. […]
 A juicio nuestro, no obedece en la actualidad la forma de gobierno a coordinaciones sistemáticas ni a deducciones científicas. Están ante todo y sobre todo los intereses de la revolución, que hemos de afirmar sobre anchísimas bases, si ansiamos su duración y subsistencia.
 Tenemos, en primer término, que conservar íntegros los principios proclamados por la Nación; implantarlos pacíficamente en las leyes y en las costumbres del país; en una palabra, asociar sin nuevos vaivenes la verdadera libertad con el orden, compañero inseparable de la prosperidad en las sociedades humanas.
 Tenemos también que conservar inalterable y estrecho el concurso de cuantos han contribuido a destruir la dominación borbónica, para que juntos contribuyan asimismo al levantamiento de las nuevas instituciones. La menor escisión entre nosotros, sería, a no dudarlo, la ruina de la revolución. […]
 Pues bien: dadas estas gravísimas circunstancias, tomando en cuenta los hábitos y el espíritu del país, y considerada ante todo su conveniencia, no vacilamos en decir, depuesto todo resabio de teoría y de escuela, que la forma monárquica es la forma que imponen con irresistible fuerza la consolidación de la libertad y las exigencias de la revolución, tal como esta se ha consumado, no por el impulso de una parcialidad aislada, sino por el concierto de los tres grandes partidos liberales.
 Pero no la monarquía que acabamos de derribar, no la monarquía de derecho divino, no la monarquía de origen familiar, no la monarquía, que se consideraba superior a la Nación, y hacía imposibles su soberanía y su libertad. Esa monarquía ha muerto para siempre en España.
 Nuestra monarquía, por el contrario, la monarquía que vamos a votar, es la que nace del derecho del pueblo; la que consagra el sufragio universal; la que simboliza la Soberanía de la Nación; la que consolida y lleva consigo todas las libertades públicas; la que personifica, en fin, los derechos del ciudadano, superiores a todas las instituciones y a todos los poderes. Es la monarquía que destruye radicalmente el derecho divino y la supremacía de una familia sobre la Nación; la monarquía rodeada de instituciones democráticas; la monarquía popular.
 Votamos unánimes la monarquía con todos sus atributos esenciales, pero íntimamente unida en indisoluble lazo con la libertad. Los unos porque han profesado siempre este principio, y aman y respetan las tradiciones del pueblo español: los otros, porque si bien convencidos de que los principios democráticos tienen su forma lógica y definitiva de gobierno, y altamente penetrados de que el movimiento de la civilización conduce a la abolición de todos los poderes hereditarios y permanentes, consideran que el establecimiento de un poder amovible en estos momentos, sería un peligro constante para el afianzamiento pacífico de la libertad, y la consolidación de las conquistas revolucionarias. Sacrifican su aspiración de siempre ante lo que está por cima de los intereses y de las aspiraciones de partido: los intereses de la Patria.
 Con estas ideas iremos a las urnas electorales: con estas ideas, y resueltos a realizarlas, iremos a las Cortes Constituyentes si a ellas nos lleva el voto de nuestros conciudadanos. Con estas ideas, en fin, aconsejamos que concurran a los comicios los amigos todos de la revolución, ofreciendo de nuevo el ejemplo de unión, de desinterés y de sacrificio que dimos en los días de prueba, para conseguir el triunfo y vengar la afrenta de nuestra Patria.
 Pero hemos de proclamarlo muy alto, y con todo el vigor de nuestro convencimiento. El sufragio universal forma ya el pacto solemne de alianza entre todos los españoles: lo que el sufragio universal establezca es lo único obligatorio para la nación entera.
 Protestamos, pues, todos, protestamos desde ahora, protestamos con la mano puesta sobre el corazón, protestamos obedecer, acatar y defender con nuestro aliento los poderes que el sufragio universal levante y que consagren las Cortes Constituyentes.
 Y para marchar noble y dignamente a la grande obra de nuestra completa regeneración política; para llegar al término anhelado, prestemos todo nuestro concurso, todo nuestro enérgico apoyo al Gobierno provisional, representante de la revolución, y único poder del Estado hasta la reunión de las Cortes. Sostengámosle todos con decidido empeño, como condición para todos de libertad, de seguridad y de confianza.
 Agrupémonos en torno de él estrechamente para conservar el orden más inalterable, para que no turben nuestros contrarios la majestad del pueblo español, para que ni la más ligera nube venga a empañar estos días de gloria, de entusiasmo y de esperanza.
 Que sean todos perfectamente libres en la emisión del voto: todos, hasta los más encarnizados enemigos de la revolución. En esto consiste su mayor gloria, que el menor acto de violencia, el menor desmán contra el sufragio universal la mancillaría para siempre.
 Unámonos todos: unamos nuestros corazones en el santo amor de la Patria: esta Patria que tiene derecho a todos nuestros sacrificios, así por sus tristezas pasadas, como por el glorioso porvenir que le espera.
 Madrid 12 de Noviembre de 1868.
 Salustiano de Olózaga.— Nicolás María Rivero.— Antonio de los Ríos y Rosas.— Joaquín Aguirre.— Domingo Dulce.— José de Olózaga.— Manuel Cantero.— Carlos Godinez de Paz.— Marqués de Perales.— Manuel Becerra.— Marqués de la Vega de Armijo.— Cristino Martos.— Pascual Madoz.— Pelegrín Pomés y Miquel.— Cristóbal Martín de Herrera.— Manuel Pereyra.— Augusto Ulloa. — José Fernandez de la Hoz.— Miguel de Uzuriaga.
 Por los periódicos liberales Las Novedades, Diario Español, La lberia, La Política, El Cascabel, La Nación, Los Sucesos, El Imparcial, El Eco Nacional, El Universal, El Centinela del Pueblo, La Voluntad Nacional, La Opinión y El Puente de Alcolea.
 El director del periódico más antiguo.— José Plácido Sansón.

A los electores, [Madrid], s.i., [1868], 1 h., 2 págs. (Hemeroteca Municipal de Madrid). 
 SEGISMUNDO MORET: LA MONARQUÍA COMO RESULTADO DE UNA TRANSACCIÓN (1869) El partido democrático se presentó en España en 1848. La primera impresión que produjo en el mundo político fue de desconfianza, de agresión. Durante mucho tiempo fue perseguido, proscrito, no se le quería dar ni siquiera carta de legalidad. Entonces empezó aquel trabajo constantemente sostenido aquí por la influencia de una elocuente palabra, con cuyo trabajo se consiguió demostrar que la democracia era realmente práctica, que era un partido completo de gobierno, que todas las soluciones democráticas encajaban perfectamente dentro de España, y que las soluciones de los demás partidos no respondían a lo que exigía el estado de España.

Por eso la democracia se fue encarnando en todas partes, siendo primero una aspiración de la juventud, luego su elemento, y por eso la democracia, después de la revolución, ha sido el todo, ha sido la base de todo trabajo. ¿Cuáles eran sus antecedentes? ¿Cuáles eran sus tradiciones? El ser completamente práctica, el realizar lo que la democracia francesa no ha podido realizar todavía, el unir la libertad con el orden, el problema social con el problema político, el ofrecer la democracia como problema político a las clases conservadoras. Por eso cuando ha llegado la revolución de Setiembre, la democracia, consecuente con su sistema lógico, ha debido hacer que las clases conservadoras vinieran en combinación con ella, dando la democracia los elementos, la materia de la Constitución y transigiendo en la cuestión de forma. […]

Pues bien, el partido democrático, al aceptar la monarquía haciendo que en cambio se consignen los derechos individuales, ha hecho una transacción completa. ¿Qué importa la forma de gobierno? Cuando los conservadores nos han cedido los derechos individuales, cuando han venido con nosotros a consignar las garantías de la personalidad humana, cuando han aceptado nuestra fórmula, cuando tenemos el derecho de reunirnos, cuando podemos enseñar libremente, cuando podemos publicar libremente nuestras ideas, cuando podemos reunirnos y asociarnos libremente, bien podíamos ceder en la cuestión de forma de gobierno, bien podemos decir que hemos ganado el porvenir. No teníamos nada, y en adelante lo tendremos todo; bien podíamos hacer algún sacrificio para que produzca sus frutos. […]

Yo he oído decir al Sr. Figueras que esta Constitución podía presentarse a Doña Isabel II en el Bidasoa, y hay posibilidad de que con esta Constitución puedan gobernar todos los partidos. Dejando la imagen y el recuerdo, lo demás es exacto: podré equivocarme, pero considero posible eso, porque las Constituciones, como obra permanente, necesitan tener la condición ineludible de dar cabida, de admitir dentro de ellas, de acoger en su seno todos cuantos elementos de gobierno haya en un país.

Arrojad, señores, fuera de la Constitución a las clases conservadoras y veréis qué pronto se levanta su protesta y cuan pronto también cae muerta la Constitución; arrojad de ella a las clases populares, y veréis cómo protestan y cuan pronto muere la Constitución. No hagáis siquiera esto: excluid nada más que un elemento cualquiera, por ejemplo, las condiciones religiosas de un pueblo, o sus condiciones científicas o sus condiciones económicas, y veréis cuán pronto es derribada la Constitución.

Es preciso, señores, que en ella exista todo lo esencial, y nada más que lo esencial, para que puedan gobernar con ella todos, absolutamente todos, para que no haya nadie que deje de aceptarla.

¿Queréis la prueba? Proclamad la república, cambiad el nombre de monarca con el de presidente de la república, que esto, según mi opinión, bien puede hacerse suprimiendo un solo artículo de nuestro proyecto, el artículo referente a la herencia, porque los demás artículos existen en muchas Constituciones republicanas […]

Así pues, la Constitución, cualquiera que ella sea, debe acoger en su seno todos los partidos, así los que aceptan los principios liberales, así los que aceptan las doctrinas conservadoras, como los que aceptan los derechos individuales; y de este modo podrá llevarse adelante la historia de este país, que se halla harto resentido de una y de otra Constitución, ninguna de las cuales le satisface. Esto es lo que procura nuestro proyecto de Constitución y motiva vuestra crítica.

Pero en esa vuestra crítica hallo yo precisamente un mérito. Nuestro proyecto tiene el defecto, como vosotros le llamáis, de aceptar la monarquía y rechazar la república. República, monarquía: esta división, defecto para vosotros, mérito para mí, que nos separa, necesita también una contestación, porque ella es como la síntesis de las grandes argumentaciones, de las grandes defensas de la minoría republicana.

«¿Por qué no sois republicanos, decís? ¿Por qué, ya que no tenéis dinastía, ya que no tenéis monarca, no aceptáis sencillamente esta fórmula que os proponemos?» Porque no podemos vivir con ella, os contesto, porque la libertad no se afianza con ella […]

La república no tiene más que una forma posible, que es la república federal, porque las repúblicas unitarias, esas no son repúblicas, esas no son más que el gobierno de un presidente ungido, no con el óleo de los reyes, sino con el óleo de los deseos y las exigencias de las muchedumbres. […] En el momento en el cual queréis fundar una república que sea el gobierno de todos para todos, la república no puede ser más que federal, y la república federal, Sres. Diputados, es el mecanismo más complicado, el más difícil, porque es el más perfecto, lo digo sin ninguna clase de duda; es el gobierno más perfecto que puede inventarse para regir los Estados; pero es tan difícil y tan perfecto, porque supone un adelanto social muy poderoso. Y esto que es casi una vulgaridad, voy a demostraros que es más que una vulgaridad, de la cual no se tienen ni aun sospechas en España.

Porque gobierno federal es una especie de amalgama o de armonía de poderes en la cual éstos tienen que conservar el equilibrio, pues en ese sistema la fuerza del gobierno se desarrolla debajo de las instituciones. Hay en él, por ejemplo, los Estados que representan los intereses políticos, materiales y sociales de cada una de las partes que componen el todo; y esos Estados no son posibles sino cuando hay grandes ciudades, así como las grandes ciudades sólo son posibles cuando hay grandes municipios, así como los municipios sólo son posibles cuando hay grandes campos cultivados y un gran núcleo de población ilustrada y trabajadora. Entonces, como los municipios, las ciudades y los Estados son posibles, es cuando es posible también esa forma de república, porque hay una inmensa mayoría de ciudadanos ilustrados, ricos, fuertes y acostumbrados a la vida política, mirada bajo todas las fases, bajo la faz moral, bajo la faz política, bajo la faz religiosa, bajo la faz económica; y de este conjunto, que es una máquina muy complicada, pero de piezas muy perfectas, nace una serie de movimientos que se esparcen por todas partes y forman lo que se llama gobierno federal.

Es una ilusión pensar esto para España; para España, donde escasamente hay dos millones de habitantes que sepan leer, y no es eso lo peor: lo peor es que no tienen libros para leer los que saben leer; para España, que está orlada de numerosa población en las costas, pero que está completamente desierta en el centro; para España, donde la población es pobre y escasa, porque no es posible hacer un campo fértil y productivo donde hay falta de brazos, donde hay falta de seguridad, donde no hay Gobiernos estables, donde no existe la debida proporción entre los elementos productores por la carencia de comunicaciones. Mientras esa proporción no exista, es imposible en España semejante forma de gobierno. ¿Qué es Cataluña comparada con Andalucía? ¿Qué es Valencia para contrapesar a Galicia? ¿Qué son las Castillas o el centro para contrapesar la periferia? Pues no habiendo esa proporción, ¿qué sería aquí la república federal? Sería el gobierno de una provincia por las demás y al fin vendríamos a la antigua tiranía feudal. Esto sería la república federal.

Si, pues, la república unitaria no es la libertad, y la república federal no es posible por las razones que he expuesto, decidme ahora qué recurso nos queda hoy. […]
 Así, pues, el proyecto de Constitución representa bajo la institución monárquica dos ideas: democracia y conservación; es decir progreso y orden, es decir, la antigua disidencia de los partidos, la antigua lucha de los partidos, que era un constante peligro para la tranquilidad y el progreso de los tiempos, las conquistas de la civilización. Porque yo no conozco en el mundo más que dos clases de gobierno y por esto no se bien cuál es la distinción exacta entre la república y la monarquía después de tantas cosas como han dicho los señores de enfrente que me han confundido las ideas hasta el punto de perder completamente la noción de lo que es república.
 Sin embargo, hay una cosa que es lo que constituye la diferencia entre los gobiernos democráticos y los gobiernos doctrinarios, entre los gobiernos liberales y los gobiernos autócratas, entre el gobierno democrático, que es el gobierno del pueblo para el pueblo, y el gobierno doctrinario, que es cuando el pueblo se halla gobernado por una clase o por un partido; entre el gobierno liberal, que es el de todos por todos, y el gobierno autócrata, que es el gobierno de uno que se llama rey, o como quiera, sobre todo el pueblo. Cuando éste se gobierna por sí mismo, la forma es democrática.
 Y como esta forma es la más propia de la era moderna, nosotros los que hemos hecho la Constitución, la hemos aceptado y hemos querido crear un gobierno que marche sin necesidad de la iniciativa de persona determinada, que marche por virtud de la iniciativa de todos, que deje abiertas todas las grandes arterias y expeditos todos los grandes resortes de la actividad humana, y que deje en libertad la acción del municipio y la acción de la provincia.
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 AUGUSTO ULLOA: LA FORMA MONÁRQUICA NO PERJUDICA EL DESARROLLO DE LA LIBERTAD NI IMPLICA EL CARÁCTER DEL GOBIERNO (1869) Señores Diputados, la libertad no consiste, a mi modo de ver, en la forma externa del poder público, ni en el organismo en virtud del cual ese poder se mueve, ni en el equilibrio o ponderación de atribuciones entre los elementos que representan el Estado: la libertad consiste en el reconocimiento, en la extensión y en la garantía de los derechos individuales, en la soberanía del ciudadano para todo aquello que es individual, y en la reserva para el Estado de todo aquello que es indiviso. En este concepto, señores, aseguro, sin temor de que nadie me desmienta con razón, que el proyecto de Constitución que estamos discutiendo es el más liberal, es el más expansivo de cuantos han existido en España, y es uno de los más liberales, es uno de los más expansivos de cuantos existen en Europa.

Y no vale decir, señores, ni bajo el punto de vista científico, ni bajo el punto de vista de la experiencia, como ha dicho el Sr. Marqués de Albaida, que esto no es exacto, sólo porque en la cúspide del edificio hemos puesto la institución monárquica, creyendo S. S. sin duda que la libertad no vive ni florece sino bajo la forma republicana.

El Sr. Marqués de Albaida, por lo visto, dando más importancia a los nombres que a las cosas, creyendo que se trata de la monarquía de hace diez siglos, se figura sin duda que decir hoy monarquía vale tanto como decir absolutismo. Esto, señores, no lo enseña la ciencia política; la ciencia política no cree que es de esencia en la república la democracia. La república y la monarquía se distinguen por un conjunto de rasgos, y uno de ellos, para mí el más importante, el que forma verdadera fisonomía, es el siguiente: la temporalidad del poder supremo por medio de la elección en la república, y la perpetuidad de la suprema magistratura por medio de la herencia en la monarquía; pero aparte de esto, la república puede vivir, ha vivido en las oligarquías y en las aristocracias; la república ha podido separar de toda función política importante a una parte del pueblo, a la mayoría del pueblo, como el señor Marqués de Albaida la separaba anoche porque la creía incapaz del goce de los derechos políticos; la república, en fin, señores, puede ser tan absoluta como la monarquía, porque el absolutismo ¿sabéis en qué consiste? Consiste en la absorción del individuo por el Estado, consiste en la anulación del individuo, consiste en que todos sus derechos, todas sus libertades están limitadas por el poder social, consiste en la negación o al menos en la limitación de los derechos individuales que hemos consignado al frente de la Constitución política que discutimos, derechos individuales que, sea dicho de paso, son tan amplios como podía desearlos una república democrática, derechos individuales que, mal interpretados, podrán servir de bandera o de pretexto para ciertas evoluciones políticas, pero que será siempre una gloria nuestra el haberlos consignado en sitio preferente de la obra que sometemos por primera vez a la Asamblea Constituyente […]

No creáis, señores, que al hacer yo las observaciones que acabáis de oírme pretenda sostener que la libertad política es antipática a la república y que no cabe más que en un módulo monárquico: nada de eso. Yo discuto de buena fe, y por lo mismo os diré que lo que he tratado de demostrar, y creo que he demostrado con la razón y con la historia, es que la libertad política para desenvolverse cuanto es preciso, no necesita una forma de gobierno determinada; que puede desenvolverse de la misma manera bajo la forma monárquica que bajo la forma republicana. […]

Y aquí entro ya en otro punto; entro, señores, en el examen de lo que constituye el carácter esencial de todos los gobiernos. El carácter esencial de los gobiernos no está, como he dejado demostrado, en las formas externas del poder, no está en la temporalidad ni en la perpetuidad de la magistratura suprema: en mi concepto, el carácter esencial de las instituciones consiste en el elemento gobernante, en el elemento que constituye la soberanía, en el ejercicio de esta soberanía, en su manifestación por medio del sufragio, y en la penetrabilidad, digámoslo así, de la opinión pública mejor o peor representada, más o menos restringida, en la tendencia, ejercicio y resultado del poder público. […]

Es preciso, señores, para comprender bien la exactitud de estas observaciones, ver cómo funcionan los Gobiernos: ningún rey gobierna una nación regida por instituciones representativas. ¿Qué ha sido, qué es hoy mismo, a pesar de las grandes e importantes modificaciones que su Constitución ha recibido, qué es hoy todavía Inglaterra? Inglaterra es una aristocracia inteligente, a cuya cabeza se halla un monarca lleno de consideraciones y prerrogativas, pero que no tiene en su mano como aquélla el elemento gobernante, el elemento de la soberanía, que consiste principalmente en la herencia de la soberanía y en la riqueza territorial, que es la base del gobierno de aquel país. ¿Qué ha sido la Francia de Luis Felipe? ¿Qué son hoy la Bélgica, la Italia y otras naciones regidas por instituciones semejantes? Son mesocracias, gobiernos de la clase media. ¿Por qué? Porque existe en esas clases medias el elemento gobernante, el ejercicio de la soberanía, y ellas son las que gobiernan el país por medio de sus votos en las urnas y por medio de sus decisiones en el Parlamento. «El soberano, ha dicho un autor eminente, el soberano es el que hace la ley; el otro, aludiendo al monarca, es un soberano de orden inferior y subalterno».

Y en este supuesto, señores, ¿qué será mañana España, si, como espero, votamos el proyecto de Constitución que está sobre la mesa? España será mañana una democracia, porque el elemento gobernante estará, residirá en la totalidad de los españoles sin distinción de clases; porque el sufragio será universal, porque la elegibilidad no tendrá condiciones, porque la opinión pública, como he manifestado, influirá eficaz y poderosamente en la gestión de los negocios públicos. […]

Si, pues, la forma de gobierno monárquica no perjudica en nada al desarrollo de la libertad; si por otra parte la forma de gobierno no implica el carácter esencial de éste, pregunto yo a los señores de enfrente: ¿a qué ese empeño de hacernos aceptar la república, esa planta exótica en nuestro país, y que tantos y tan malos frutos ha dado aun en los pueblos más civilizados del mundo? Si el objeto principal de las instituciones es asegurar la mayor suma de libertades; es desenvolver con el ejercicio de los derechos las facultades morales e intelectuales del hombre, ¿a qué ir á buscar en una forma extraña el resultado que podemos encontrar en la monarquía sin ninguno de los inconvenientes de la república? […]

Demostrado que la forma monárquica no empece el desarrollo de la libertad, que no entraña tampoco el carácter esencial del gobierno, ¿qué se dice, señores, contra la monarquía? ¿Qué razones se dan contra de ella? Que es un poder permanente, y que todos los poderes permanentes son contrarios a la libertad. Pues bien, la monarquía no es un poder activo, la monarquía, tal como yo la defiendo, tal como la consigna el proyecto de Constitución, no es más que un poder moderador dentro del gobierno.

Yo declaro absurda, lo mismo que puede declararla el Sr. Marqués de Albaida, toda institución que teniendo acción libre, no tuviera la responsabilidad consiguiente. Pero, señores, ¿hay alguna función monárquica en la esfera política, hay algún acto de esa monarquía, sea cualquiera, que no esté sujeto, no ya a la responsabilidad, sino al descontento y a la inspección cotidiana y recelosa del elemento popular representado en las Cámaras? Y digo más: algo más fácil es a los representantes del pueblo influir en la gestión de los asuntos públicos enfrente de un Ministerio responsable, que se puede deshacer con una votación, que encontrarse frente a frente con un presidente de república, nacido también del sufragio universal, y que en sus disensiones y pugnas con la Asamblea le eche en cara la legitimidad de su origen. ¿No recuerda el Sr. Marqués de Albaida, no recuerdan los Sres. Diputados lo que acaba de suceder en los Estados Unidos, en el conflicto habido entre el presidente Johnson y el Congreso? […]

En estos siete meses de interinidad que llevamos, los cuales según el Sr. Orense son una especie de bosquejo de la república, veo yo lo contrario. Durante estos siete meses todos estamos abrigando temores, unas veces por los proyectos reaccionarios, otras veces por las tempestades demagógicas, y esto en mi concepto es prueba evidente de la necesidad de llenar muy pronto ese vacío con la institución monárquica. Por eso he venido a defenderla; por eso he venido a proclamarla; por eso he venido a demandarla reverentemente a vosotros, representantes del país, no en interés de una familia, no en interés de una dinastía ni de un individuo, sino en interés de la libertad de mi patria amenazada, en interés del orden moral subvertido, en favor de los intereses revolucionarios comprometidos, y en favor también de la consolidación y afianzamiento de las instituciones representativas en nuestra patria.

Pero no nos engañemos, y ahora no me dirijo a los señores de enfrente; me dirijo a la mayoría, y muy especialmente al Poder ejecutivo: es preciso, es indispensable hacer inmediatamente la monarquía pero es indispensable también, y no habríamos hecho nada sino, hacer inmediatamente el monarca.

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes (1869-1871), t. III, 13 de mayo de 1869, págs. 1911-1918. 
 CIRILO ÁLVAREZ: LA MONARQUÍA HEREDITARIA COMO INSTITUCIÓN Y SÍMBOLO NECESARIOS (1869) La forma republicana es una forma de gobierno, pero no es un símbolo como lo es la monarquía con sus tradiciones, cuando ya es tradicional, con la esperanza de esas tradiciones sostenidas por el principio hereditario; no es una institución que no esté alejada del resto de la sociedad, porque haced las hipótesis que queráis: ¿vais a elegir presidente de la república? ¿De dónde le sacáis? ¿De las eminencias políticas? ¿Vais a elegir entonces entre esas eminencias políticas, entre esos insignes militares uno de ellos para que presida la república? Le colocáis ya en la altura del poder. ¿Y qué es lo que queda? Quedan a su lado las otras eminencias políticas que se creen tanto como ella, y algunas todavía más, quedan a su lado, no como centinelas, sino como rivales, y creyéndose superiores en su conciencia, una porción de entidades políticas, que aprovechan todas las ocasiones, todos los conflictos que pueden surgir en un momento. ¿Para qué? Para reemplazar a aquel presidente. Eso si no elegís más que un hombre que se distinga entre todos los de un país. ¿Pero queréis elegir un hombre superior porque os lo depare la Providencia? ¿Queréis elegir un hombre superior, un hombre extraordinario, un César, un Napoleón, por ejemplo, porque los acontecimientos le han traído, le han exhibido al mundo, y en nombre de esa superioridad acaudilla vuestro pueblo? ¿Es ese el jefe de la república? Ya no tendréis esos movimientos, ya no tendréis esas guerras civiles continuas que son la manera de vivir de nuestras colonias americanas; ya no tendréis esos inconvenientes que acaban con la prosperidad de los países, que detienen sus progresos […]. Tendréis entonces el genio, tendréis un hombre extraordinario, un hombre muy superior a su época, de presidente de la república.

¿Pero qué creéis que está detrás de este genio? En la forma monárquica, nada. Pero ¿y en la forma republicana? El cesarismo, los golpes de Estado necesariamente. Pensadlo bien: la república es una forma de gobierno; pero le falta mucho para ser un símbolo, para ser una institución. Las instituciones necesitan su aureola, necesitan su prestigio, necesitan su autoridad, necesitan ser una especie de ídolo que sale fuera de lo común, necesitan que las masas, que las gentes inconscientes del país las miren en lo alto, se confundan y formen ideas falsas si se quiere, acerca de ellas; porque solo a favor de esa aureola, solo a favor de ese prestigio, solo á favor de esa grande autoridad puede interponerse en los grandes acontecimientos y salvar al país.

Así es cómo concibo yo la monarquía rodeada de instituciones democráticas. Cuando tengamos un monarca digno; cuando después de algún tiempo este monarca tenga ya las tradiciones de lo que haya pasado a su alrededor; cuando haya dado muestras de grandes virtudes si las tiene, y de su talento, si lo alcanza; cuando esa institución colocada sobre todo lo que exista en el país tenga esa aureola (que no puede tener un presidente de república); cuando el jefe del Estado sea la cúspide del edificio y debajo de él se muevan todas las pasiones, todos los accidentes de la vida social y política; cuando eso se verifique no tengáis miedo ni a las expansiones de los derechos individuales ni a las explosiones de los intereses del municipio, ni a las explosiones de los intereses de la provincia, ni a todos esos estallidos de los derechos individuales, que hacen que un país parezca que está siempre hirviendo en revoluciones, amagado por ellas; en fin, que hacen que un país tenga, no esa vida inerte que atraviesan los pueblos esclavos, los pueblos del Oriente, sino esa vida activa y poderosa que se siente en todas partes; pero que al propio tiempo no turba la paz del Estado, no; ¿por qué? Porque hay una institución más alta que pone un dique a esas expansiones cuando traspasan los límites de lo justo; porque hay una institución poderosa, que es la monarquía familiar hereditaria, que contiene esos desmanes; porque hay una institución que sin avasallarlo todo, obedeciendo a las leyes de su misma constitución, y sin atropellar los derechos del país, resuelve todos los conflictos, defiende el derecho de todos, se coloca en el centro de esos mismos intereses y realiza el derecho y los fines de la sociedad.
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 VÍCTOR BALAGUER: LA CORONA DE ARAGÓN, ANTECEDENTE DE LA MONARQUÍA DEMOCRÁTICA (1869) No, Sr. Castelar, no pueden citarse los ejemplos de la corona de Aragón para aducir argumentos en favor de la república. Para lo que se pueden, para lo que se deben citar, para lo que yo extraño que no hayan sido citados, es para aducir argumentos en favor de la monarquía democrática.

En efecto, Sres. Diputados, en la corona de Aragón existió por espacio de siglos, respetada dentro y temida fuera, una monarquía como no recuerdo, como no sé que haya existido otra igual en el mundo, una monarquía federal: no os asombre el maridaje de estas dos palabras, y no os asombre, sobre todo, a vosotros, los que tenéis encarnada en el fondo de vuestro corazón, como yo la tengo en el fondo del mío, la idea, más o menos lejana, de la unión ibérica. Decía, pues, que allí existía por espacio de siglos una monarquía federal y democrática en toda su verdad, en toda su realidad, en todo su esplendor, en toda su pureza, en toda su imponente majestad popular. […]

Don Jaime el Conquistador, esa gran figura, esa especie de coloso de nuestras crónicas y leyendas: Don Pedro el Grande de Aragón, que confundido entre las clases populares, vivía con ellas y sentía por ellas: Don Juan, el Amador de la gentileza, que departía con los maestros de la gaya ciencia de igual a igual, y no de superior a inferior, como Felipe IV de Castilla, y otros y otros, que así en Cataluña como en Aragón y Valencia han sido y serán siempre históricamente el verdadero ejemplo de los reyes populares, de los reyes ciudadanos, de los reyes demócratas.

Busquemos en estas fuentes vivas de nuestra historia, Sres. Diputados, los orígenes de la monarquía democrática, que no es una planta extranjera e importada, sino que es un árbol secular del país, de crecidas y frondosas ramas, a cuya sombra han vivido por espacio de siglos, libres y tranquilos y respetados, pueblos y razas ibéricas, que, al pasear en triunfo por el mundo el pendón de las gules barras y los colores que hoy por fortuna son los colores de Castilla y de España, por el mundo llevaban también y por todas partes sembraban las semillas de la libertad y de la civilización. […]

Yo, soy Sres. Diputados, de los que creen que el fondo es más que la forma; soy de los que creen que con todas las formas puede haber tiranía, como con todas ellas puede haber libertad. Por esto, yo que busco la esencia en el fondo y no la busco en la forma; yo que busco la virtud en el pueblo, creo que en lo que hemos de pensar, si hemos de crear una nueva situación, una situación verdaderamente liberal, como hija de la revolución, para nuestro país, ha de ser en fijar bien en la Constitución que estamos debatiendo los principios proclamados por esa revolución.

La Constitución es el pacto entre el monarca y el pueblo. Nos dicen y nos repiten aquí a cada momento que se va a votar una monarquía cuando no se tiene monarca. ¿Qué me importa a mí el no tenerlo? El pacto, la ley, la Constitución es lo que yo quiero; el pacto, la ley, la Constitución es lo que ha de salvarnos o perdernos. Poco me importa el monarca: éste vendrá cuando convenga, cuando queramos, cuando lo necesitemos. Y sobre todo, en mi pobre opinión, el monarca no debe venir hasta que hayamos hecho la Constitución, hasta que le podamos proponer el pacto por medio de la antigua fórmula aragonesa: si non, non.

Esta situación, por lo demás, que estamos atravesando no es nueva para nuestro país. Todos vosotros, señores Diputados, habéis oído hablar, ¡sí que habéis oído hablar! ¡Cómo no, si es una de las páginas más ilustres de nuestra historia! Todos vosotros, digo, habéis oído hablar del Parlamento de Caspe. Pues bien, cuando se celebró el Parlamento de Caspe, que era una situación parecida, igual, casi idéntica a la que hoy estamos atravesando, la corona de Aragón, después de haber votado la forma monárquica estuvo dos años sin rey. Y nada hubiéramos perdido con que hubiera estado un año más, pues acaso así se hubiera podido evitar la influencia fatal de San Vicente Ferrer, que fue uno de los Diputados compromisarios del Parlamento de Caspe y que, desgraciadamente, se valió del influjo que le daba su aureola de santidad y su gran talento para darnos un rey poco querido del pueblo y para ser, por consiguiente, traidor a la causa del pueblo.

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes (1869-1871), t. III, 14 de mayo de 1869, págs. 1942-1945. 
 FERMÍN LASALA: LA MONARQUÍA HEREDITARIA, HECHO CULMINANTE DE LA HISTORIA (1869) ¿Y en qué momento, señores, se establecería la república, suprimiendo la monarquía? En el momento en que la Constitución que estamos elaborando sanciona los derechos individuales, crea el sufragio universal, hace del individuo un rey, rompe la centralización, rompe la unidad religiosa, y rompe tantos y tantos lazos seculares, ¿destruiríais aún el único lazo que todavía tiene raíces en el país? Cuando ayer era todo unidad, unidad sin variedad, unidad con la uniformidad, con el absolutismo, hoy de repente, ¿será todo separación, disgregación, pulverización? ¿No esperaremos antes de romper esos lazos seculares a poder reemplazarlos con otros nuevos lazos morales? Destruido el símbolo del poder que existía para las masas, habréis concluido con el poder y habréis comprometido la patria […]

En Italia la monarquía funda la nacionalidad que habían pretendido fundar los republicanos de 1848 y que lo estorbaron con sus exageradas aspiraciones. En Alemania, la monarquía funda la nacionalidad alemana que no pudieron fundar los republicanos de Francfort. Esas dos grandes monarquías, la una más militar que liberal, pero al fin liberal, y que en el momento de la victoria hace su acto de contrición ante la libertad; la otra más liberal que militar, pero que debe su día decisivo al esfuerzo de un rey soldado; esas dos monarquías grandes y poderosas han establecido en vez del divorcio, la armonía de la monarquía con la libertad y con la nacionalidad. En vano, pues, señores, en vano ante este grande espectáculo de la Europa contemporánea, en vano intentaríamos nosotros destruir la forma monárquica. La España ha estado separada durante siglos de la Europa: guerras y revoluciones religiosas habían dado la libertad de creencia en otros países; procedimientos inquisitoriales habían contribuido a arraigar la intolerancia en España. Ese divorcio entre el modo de ser del espíritu humano en Europa y el modo de ser del espíritu humano en España, ahora acaba de romperse en virtud de la igualdad de condiciones en que se encuentra el espíritu humano en Europa y en España. Y en estos momentos en que se establece por vez primera el consorcio de Europa y España por la identidad de condiciones en que se encuentra el espíritu humano en toda la Europa, ¿creéis que en esos momentos, cuando la Europa cree que la monarquía es una de las condiciones más precisas del espíritu humano para el movimiento y el progreso decidido, pero ordenado, de los pueblos, creéis que podremos volver a establecer ningún otro divorcio? […]

El hecho culminante en la historia es la monarquía hereditaria. Es verdaderamente maravillosa la universalidad de las monarquías en la historia del mundo. Se ha encontrado establecida en todas las latitudes, ha vivido en todos los siglos, ha presidido todas las civilizaciones, y no hay más que una sola cosa más maravillosa que la universalidad de la monarquía, y es su variedad. Comparad unas con otras las aristocracias y las democracias, y sus semejanzas se sobreponen a su variedad; por el contrario, en las monarquías su variedad se sobrepone a su semejanza, fenómeno tanto más extraño cuanto que el carácter esencial de la monarquía es la unidad. La Europa ha visto en estos quince siglos siete monarquías. Ha visto la monarquía romana y bizantina, la bárbara, la feudal, la teocrática, la pura, la constitucional, y está en vísperas de ver una monarquía aun más popular. Y no está únicamente en la forma la variedad de la monarquía, está además en el principio que pretende representar cada una de esas monarquías: en una representa a Dios, en otra representa al pueblo, en otra es la expresión de la ley, en otra es la personificación del Estado; de manera que en su principio y en su forma la monarquía representa una variedad casi infinita. Quizás por esta misma variedad es el hecho culminante de la historia. ¿Y cómo no? La monarquía representa uno de los dos primordiales sentimientos que hay en el hombre y que hay en la sociedad. Hay en el hombre y en la sociedad una invencible aspiración a un porvenir mejor y una firme adhesión a la ley del progreso a la vez que un amor profundo a lo presente y un gran espíritu de conservación. […]

La monarquía que teníamos, Sres. Diputados, a pesar de estar acompañada de otros poderes, representaba, sobre todo, el principio conservador: la monarquía que tratamos de levantar ha de representar más el principio del progreso. […]

Yo por lo tanto aplaudo la monarquía que intentáis crear, esencialmente popular, representando más el progreso al sancionarse los derechos individuales, hermanada con el sufragio universal ilustrado, derechos individuales que yo voté con gusto: sufragio universal contra el cual en principio no voté, aunque voté contra su fórmula inexorable, inflexible, que a mi juicio, respetando el parecer de los demás, no es propia de la Constitución, y sí tal vez lo es de una ley electoral. Pero frente a frente de toda esta acción, de toda esta fuerza dada al principio progresivo, es menester que la monarquía que se cree sea invencible, inexpugnable, y según aquí se dijo, una monarquía de verdad, más próxima al pueblo que la monarquía que cayó; inspirándose más en los elementos del progreso de la sociedad española, no permitiéndose aquel aislamiento que fue la causa de la ruina de la pasada monarquía; una monarquía de verdad en que sea cierta en todos sus extremos una definición célebre de la monarquía moderna, la acción moderadora de uno solo en medio del gobierno de todos, con la herencia como condición y la estabilidad como consecuencia: una monarquía verdad que represente fielmente la estabilidad. Nunca como ahora es necesaria la estabilidad; nunca como ahora es necesario que en las Constituciones de los pueblos modernos haya un principio de fijeza y de estabilidad.

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes (1869-1871), t. III, 14 de mayo de 1869, págs. 1972-1977. 

5.2 LA INTERINIDAD Y EL «REY EXTRANJERO» 
 MANIFIESTO A FAVOR DE LA CANDIDATURA DEL DUQUE DE LA VICTORIA PARA REY DE ESPAÑA (1870) 
 A NUESTROS CONCIUDADANOS Hicisteis una gran revolución y asombrasteis al mundo con vuestra cordura, con vuestro juicio y con vuestra conducta digna y generosa.
 El día 29 de Setiembre renació en vuestros corazones el mismo entusiasmo y aquel heroísmo de que disteis siempre el mas brillante ejemplo; al par que vuestras almas volvieron a inspirarse en los grandes pensamientos que proclamó aquella raza gigantesca de revolucionarios, legisladores de 1812, que ha inmortalizado nuestra historia patria.
 Hicisteis la revolución, y siguiendo las huellas de aquellos proclamasteis también a la faz del mundo los más fecundos principios del progreso humano.
 ¡Lástima grande que los intérpretes de vuestro lema salvador, de vuestra idea bienhechora, no comprendieran su misión!
 ¡Lástima grande que los que empuñaron el timón del prepotente y majestuoso bajel revolucionario, no se aprovecharan de la fuerza de las corrientes y de los vientos favorables de la opinión, y que por la impericia de algunos o por sus temores, nos tengan aun hoy en las aguas de una peligrosísima costa, debiendo haber arribado ya al puerto de salvación, y expuestos a sufrir los terribles golpes de la furiosa tempestad que se condensa en nuestro horizonte político!
 ¿Serán en vano las lecciones de la historia; en vano nuestros leales y desinteresados consejos, y en vano, en fin, la manifestación de la voluntad de los pueblos, significada por sus continuas y repetidas solicitudes, y por sus manifestaciones políticas? Creemos que no; creemos que los hombres del Poder, que fueron nuestros amigos en el infortunio, abrirán sus oídos y sus ojos para escuchar el clamor unánime del país y para ver los males que le agobian y que cada día acrecienta la interinidad.
 Creemos que el gobierno que desea y debe desear el bien de la patria, tendrá fijas sus miradas en la coronación del edificio político, en la elección de monarca, de un monarca que venga aclamado por la nación entera; porque esto es lo conveniente para evitar luchas fraticidas; porque esto es lo político para crear un gobierno fuerte y poderoso, que levante la España a la altura de los pueblos mas civilizados; y porque esto es lo revolucionario, porque de esta manera ese monarca será el verdadero intérprete de las aspiraciones de la revolución, el fiel guardador de sus conquistas, y el vínculo de unión, de confianza y de cariño de todos los españoles amantes de nuestra regeneración social y política.
 El instante supremo se acerca, y los pueblos, con ese criterio o con ese instinto de adivinación, han empezado ya a significar su voluntad por medio de peticiones a las Cortes y manifestaciones pacíficas para que se elija monarca, y ya Madrid, este pueblo heroico, tan español como liberal, tan prudente como honrado hubiera significado sus aspiraciones y sus deseos, si no hubiese creído que debía esperar con calma los acontecimientos y aprovechar el momento crítico de ejercer aquellos derechos oportuna y solemnemente.
 Que llegó ese instante, lo prueba, madrileños, vuestra actitud, la petición que dirigís a las Constituyentes y la manifestación que vais a celebrar en este día.
 Que procedéis también con el mayor acierto, lo demuestra el candidato que aclamáis para el trono democrático que levantó la gloriosa revolución de Setiembre; porque habéis aclamado al que proclamó y defendió vuestra soberanía; al que os conquistó con su valerosa espada la libertad en la sangrienta y civil lucha contra el absolutismo; al que sostuvo la gloriosa bandera de vuestros mayores, al par que enjugó vuestras lágrimas con una paz bienhechora; al que personificando vuestra honra fue reconocido como el ciudadano honrado por las naciones extranjeras; al consecuente patricio, al liberal probado, al político concienzudo, a Espartero, en fin, que con una abnegación y un amor incontrastable al pueblo español obedeció siempre sus prescripciones cumpliendo con su constante lema de: Cúmplase la voluntad nacional.
 Conciudadanos: por este solo hecho merecéis bien de la patria, y los hombres del Poder y las Constituyentes, no desoirán vuestra petición; pero es necesario que os hagáis aún más acreedores a este bien, en el acto solemne y majestuoso de la manifestación. […]
 Sed vosotros la personificación de vuestro candidato, que es la más fiel expresión del orden, de la honra, de la verdadera libertad y de la gloria de la nación.
 Sí, conciudadanos; que pueda decir la Europa entera que pueblo y caudillo son una misma persona, una misma significación, un mismo sentimiento; que son, en fin, la España gloriosa, inteligente, libre y honrada. […]
 Madrid 5 de Junio de 1870.
 Pascual Madoz.— Juan Contreras.— Blas García de Quesada.— Francisco Salmerón y Alonso.— Joaquín Garrido.— Tomás Acha.— Joaquín Miralles.— Manuel Henao y Muñoz.— NicoIás Calvo de Guayty.— Zoilo Pérez.— Antonio Núñez.— Miguel Hernández.

«A nuestros conciudadanos», La Independencia Española, Madrid, suplemento al núm. 378, 4 de junio de 1870, pág. 1.
 FRANCISCO J. PINEDA: LOS REYES NO TIENEN PATRIA (1868) De lo que debemos cuidarnos es de asegurar las conquistas hechas, y esto, en nuestro humilde sentir, de ningún modo podemos conseguirlo mejor que a la sombra de una monarquía democrática, despojada, como es consiguiente, del boato y ridícula etiqueta de la antigua corte española, que solo servía para humillar a los propios y hacer reír a los extraños.
 —¿Y a quién vamos a colocar en ese trono vacante?
 — A cualquiera, como nos le deis con las trabas necesarias para impedirle hacer
 el mal. En los gobiernos como el que deseamos para nuestra patria, el rey reina pero no gobierna. — No tenemos, se nos dice, un príncipe español a quien ofrecerlo, y eso de ir a buscar un rey extranjero, hiere nuestro españolismo.
 Francamente, cuando esto oímos a personas graves e ilustradas, creemos que se están burlando de nosotros. Los reyes son como los gitanos; no tienen patria: la suya es aquella donde establecen su ranchería; en ella se arraigan y con ella se encariñan.
 ¿Era, acaso, española la dinastía que acaba de caer?
 ¿Lo era la anterior, a quien sucedió? […]
 Comprendemos que nuestro caballo de batalla, después de decidida la cuestión en favor de la monarquía, va a ser la elección de candidato, y —¿por qué no decirlo?— en nuestro estado actual, temeríamos el resultado de ella si se hiciera por medio del sufragio universal directo.
 Los que viven en los grandes centros, se engañan lastimosamente al juzgar del estado del país por lo que ven a su alrededor.
 La vida del campo es en un todo diferente de la vida de la ciudad.
 En ésta hay ilustración; en aquél… hay la voluntad del cura, a quien el recuerdo de antiguos privilegios y de perdidas riquezas, aunado a su injusta pobreza de hoy y a nuestras imprudentes exageraciones en cierto sentido, empujan, como es natural, y no debemos extrañarlo, por determinado camino. No nos hagamos, pues, ilusiones en este punto. […]
 Se teme que los ilustres marinos que a bordo de sus naves izaron los primeros la bandera liberal y antidinástica, lo mismo que los generales de Canarias y que el digno marqués de los Castillejos, hayan obrado de acuerdo con el duque de Montpensier, y contraído, por ende, compromisos con este príncipe.
 ¿Y qué?
 El duque de Montpensier, hijo del rey ciudadano, que de príncipe pasó a ser soldado de la república, y de general a sangrador y a profesor de matemáticas, y que después dio al pueblo francés libertades que hoy no tiene —y que echa mucho de menos—, ha recibido una brillante educación, y sus virtudes le hacen tan digno como otro cualquiera para empuñar el cetro de los reyes. […]
 El duque de Montpensier es un hombre que de la hermana de doña Isabel de Borbón, educada igualmente que ésta, ha sabido hacer una buena esposa, una excelente madre y una simpática princesa.
 El duque de Montpensier, desterrado por su cuñada por haber intentado detenerla en el camino de la reacción y de la concupiscencia, no debe asustarnos más que ningún otro, o quizás menos que otro alguno.
 Se dice que el grito de la revolución fue: Abajo los Borbones, y que este anatema del pueblo le alcanza como a todos los individuos de su apellido, de dentro y fuera de España.
 Esto no es del todo exacto. […]
 El grito de la revolución, lanzado por los bravos que la iniciaron, fue: ¡Abajo todo lo existente!
 ¡Viva la soberanía nacional!
 y que la primera voz de ¡Abajo los Borbones! se dio en Madrid el día 29 […] Cierto que después se repitió por todas o la mayor parte de las Juntas, y que resonó en toda España; pero esto, en nuestro concepto, si bien significa la extensión y la fuerza del sentimiento anti-dinástico, y el odio general que doña Isabel de Borbón había tenido la habilidad de excitar en su contra, no quiere decir, ni mucho menos, que el hidalgo pueblo español quisiera envolver en un mismo anatema al bueno y al malo, ni tratará de manchar, con el contacto del vicio, a la pureza inmaculada, sepultándolos en una fosa común.
 No. Al dar el grito de ¡Abajo los Borbones! ni siquiera se pensaba en el vástago de la línea de Orleans.
 No hay, pues, motivo para asustarnos de los compromisos que, acerca de él, hayan podido contraer, si los contrajeron, los iniciadores del movimiento. […]
 Si por el contrario, ningún compromiso han contraído con el duque, y sí en favor del D. Fernando de Portugal, respetémoslo también; que el padre del rey Luis, si no tiene una gran capacidad, tiene el necesario buen criterio para comprender que los reyes constitucionales, en los pueblos donde reinan, deben dejarse llevar por la corriente de la opinión pública, y no empequeñecerse, inclinándose a partido determinado.

Francisco J. Pineda, Cuatro palabras sobre la Revolución de setiembre, dichas en castellano claro por un ciudadano oscuro, Valladolid, Est. Tip. de R. Garzo e Hijos, 1868, 42 págs., págs. 24-30.
 FERNANDO GARRIDO: UN REY NO CABE EN LA REVOLUCIÓN (1869) Liberales más o menos conservadores y republicanos demócratas han hecho la revolución de setiembre; aquellos han impuesto sus hombres; éstos sus ideas, los principios y doctrinas. Aquéllos han dado también la forma de gobierno, pero como la forma monárquica hereditaria es incompatible con las libertades y derechos políticos conquistados por la revolución, y con la soberanía nacional, y como además la monarquía tiene algo de personalismo que le es inherente, como la persona del monarca, de aquí que esa forma sea un anacronismo y que en lugar de facilitar dificulte el término de la interinidad en que la revolución vive al cabo de dos años que lleva de consumada.

La monarquía no cabe dentro de la revolución de setiembre que expulsó una dinastía y derribó las coronas reales que son su emblema de los sitios públicos; es incompatible con ella.

Los monárquicos verdaderos, son reaccionarios y rechazan los dogmas, principios e institución democráticas proclamados por la revolución; los monárquicos revolucionarios no tienen un candidato popular, compatible con la revolución y con ellos; un príncipe con el que ellos manden; y de aquí que la forma monárquica no pueda amalgamarse con la revolución. Verdad es que han buscado y buscan en el extranjero un príncipe que acepte la corona de España; pero ¿cómo han podido imaginarse que un príncipe extranjero, que nada traería, porque nada puede traer, que tendría en contra a todos los partidarios de los candidatos ya conocidos, montpensieristas, carlistas, alfonsinos y esparteristas, además de los republicanos, y que tendría que empezar resistiendo a viva fuerza, ni pudiera aclimatarse ni representar el progreso y la verdad?

Sus candidaturas extranjeras han caído por unas o por otras causas antes de llegar a cuajar, de penetrar oficialmente en las cortes constituyentes; si alguna llegara a penetrar en ellas, ¿quién puede asegurar que saldría no solo triunfante sino con el prestigio, con la honra, con las simpatías necesarias, para que tuviese poca o mucha alguna vida?

Téngase en cuenta que no se busca un rey cualquiera, sino un rey extranjero; que las grandes potencias de Europa acepten, que se comprometa a gobernar con los partidos o con el partido que lo elige; que el pueblo respete, que sea liberal lo bastante para respetar los derechos individuales. Basta enumerar esas condiciones para comprender que ese rey es un mito, imposible de encontrar.

¿Y qué resulta de este conjunto de circunstancias? que la monarquía no puede restablecerse en España sino como una reacción borbónica, como negación de la revolución de 1868, y llevando consigo la destrucción de sus conquistas, de los derechos y libertades, empezando por la religiosa, y concluyendo con las de imprenta, reunión y asociación y sobre todo con el sufragio universal.

¿Qué deben hacer en tal caso los liberales sinceros, aquellos que no están dispuestos a sacrificar a una forma de gobierno, la libertad, el progreso y la honra de España? Adoptar la República como única forma compatible hoy con la libertad, como único medio de unir a todos los verdaderos hombres de progreso y de resolver los problemas económicos y sociales que la monarquía constitucional planteó y que no supo resolver en cuarenta años que imperó en el país.

Fernando Garrido, Historia del reinado del último Borbón de España, t. III, Barcelona, Editor Salvador Manero, 1869, págs. 1215-1216.
 MANUEL FERNÁNDEZ HERRERO: EL LEVANTAMIENTO REPUBLICANO DE 1869 (1870) El 24 de Abril de 1522 cayeron en Villalar los defensores de la libertades patrias bajo el poder de las tropas reales, sicarios del naciente despotismo; el 28 de Setiembre de 1868 cayeron a su vez en Alcolea los defensores de la continuación del mismo orden de cosas bajo las vengadoras armas de los defensores de la libertad, hundiendo en el Guadalquivir la corona de los déspotas.

Trescientos cuarenta y seis años de duelo a muerte entre la tiranía y la libertad; entre el verdugo y sus víctimas; entre el trono y el pueblo.
 ¡Valientes Comuneros, valientes Agermanados, ya estáis vengados! iVuestros deseos están cumplidos!
 El extranjero que deshonraba nuestra amada patria huyó de los campos que blanquean vuestros huesos; el grito de LIBERTAD que ahogó en vuestras gargantas el hacha del verdugo, resonó aterrador en los muros de Cádiz desplomándose a sus ecos el alcázar del despotismo, y el pueblo libre reivindicó, al fin, sus anhelados derechos, por tanto tiempo desconocidos y vilipendiados.
 Este es el orden natural de las cosas, esta es la ley del progreso: la verdad siempre triunfando del sofisma; la razón de la injusticia; la libertad del despotismo.
 Tres siglos y medio de represión del trono contra el pueblo, no fueron bastantes a impedir, por último, el triunfo de su causa; porque su causa es la causa de la justicia, y la justicia siempre triunfa de todos sus enemigos.
 Pero ¡hay! no te duermas sobre tus laureles, pueblo de Padilla, que aún existen enemigos ocultos que te quieren de nuevo encadenar, y menester es que su traición no te encuentre desarmado.
 No basta que en tu justa indignación hayas arrojado por el suelo y pisoteado la corona de tus tiránicos reyes y proclamado como único soberano la soberanía del pueblo; menester es que con tu enérgica actitud, que aún a costa de nuevos sacrificios, si es necesario, te opongas a que algún hijo indigno de tu majestad y de tu grandeza pretenda recoger del fango los pedazos de esa misma corona, que en tu justa indignación has pisoteado para tratar de restaurarla y ceñir con ella la frente de nuevos despreciadores de tus derechos.
 La Revolución de Setiembre proclamó la libertad, y menester es aceptarla con todas sus consecuencias, si hemos de responder dignamente a lo que nuestro decoro y nuestra misma historia nos reclaman.
 Así lo comprendió el partido democrático español al proclamar la REPÚBLICA FEDERAL como su forma exclusiva de gobierno.
 Pero si el partido democrático español, fiel intérprete de los deseos del pueblo, ha proclamado la República federal como legítima encarnación de todas nuestras aspiraciones, los privilegiados, los favorecidos de ese mismo trono que ellos han contribuido a derribar, pretenden a su vez levantar una nueva monarquía, hechura de sus manos, creyendo, ¡qué insensatez! que por ser ellos los fundadores reportarán siempre los beneficios del agradecimiento.
 ¡Cómo si la historia de los reyes no fuera la historia de las mayores ingratitudes, de las mayores apostasías!
 El clero, la aristocracia, el ejército y la clase media, todos en su inmensa mayoría, han vuelto a enarbolar el pendón de los reyes, y sus embajadores, ¡qué vergüenza! recorren las cortes extranjeras en demanda de un nuevo amo que venga a inficionar nuestra purísima atmósfera con su deletéreo aliento.
 ¡Qué ceguedad! ¡Qué falta de patriotismo! ¡Qué modo de desconocer la suprema ley del progreso, las enseñanzas de la historia!
 Como no podía menos de suceder, ante tal afirmación monárquica se levantó la protesta republicana, y a imitación de la Hermandad del siglo XVI se juró en Lérida y se obligaron los representantes del partido, a oponerse, aún a riesgo de sus vidas, al advenimiento de un nuevo rey extranjero.
 La cuestión se iba abocando a dilucidarse en el terreno de la fuerza, puesto que los oídos de los privilegiados no estaban dispuestos a escuchar los gritos de la razón que les aconsejaba desistir de sus liberticidas intentos.
 El sol de la libertad que amaneció en Cádiz el día 18 de Setiembre de 1868, y que brilló con todo su esplendor el 29 del mismo mes en las calles de Madrid, caminaba a su ocaso al año justo, a despecho de todos los corazones verdaderamente liberales que habían contribuido a tan glorioso alzamiento.
 Y sin embargo, la libertad no había de perderse por la pusilanimidad ni por la inercia de sus defensores.
 La nueva Constitución que acababa de darse al Estado, aunque imperfecta, facilitaba al pueblo los medios legales de inutilizar las maquinaciones de sus enemigos, y la manera de hacer triunfar, en un plazo más o menos largo, su favorita solución, la solución republicana, única fórmula suficiente a ponerle a salvo del despotismo y de la centralización de toda tiranía.
 Pero como que en el terreno legal no era donde se encontraban con fuerzas los restauradores monárquicos para derrotar al ya imponente partido republicano, se trató de provocarle de mil maneras para atraerle a la celada que cobardemente se le estaba preparando y desarmarle y herirle de muerte, a fin de poder realizar, libres de temores, sus antipatrióticos designios.
 En este estado se encontraba la situación política del país antes de estallar el movimiento republicano de Setiembre del año 1869. […]
 La nueva actitud de los monárquicos acabó de irritar al partido republicano. La patria de Padilla, de Lanuza y de Sixto Cámara no quería más Reyes, siempre enemigos de sus fueros y libertad; y sobre todo, lo que no quería, lo que no querrá nunca, era la nueva afrenta de humillarse a un extranjero.

Manuel Fernández Herrero, Historia de las Germanías de Valencia y breve reseña del levantamiento republicano de 1869, Madrid, Imp. de la Vda. e Hijos de M. Álvarez, 1870, 267 págs., págs. 238-243.
 EMILIO CASTELAR: PETICIÓN DE LA INHABILITACIÓN DE LOS BORBONES PARA EJERCER LA JEFATURA DEL ESTADO (1870) Señores Diputados, o la Asamblea Constituyente no significa nada, no representa nada, no es nada, o significa, o representa, o es la revolución de Septiembre. Y la revolución de Septiembre se preparó, la revolución de Septiembre se condensó, la revolución de Septiembre se consumó al grito universal, que sólo parecía negativo poder de una familia, y que en realidad era afirmativo de todas nuestras libertades, al grito de ¡Abajo los Borbones! […]

El iniciador de la revolución, el Sr. Topete, nos ha dicho mil veces con esa franqueza que le es propia y que tanto realza su carácter, que él no había pensado ni un momento, cuando abrazó la bandera revolucionaria, en destronar a los Borbones. Sin embargo, esa idea estaba de tal manera arraigada en el pensamiento de la nación, que la nación se apresuró a realizarla en cuanto fue dueña de su voluntad, en cuanto pudo disponer de sus propios destinos. No se explica de otra suerte, señores, que en quince días cayera un trono siempre respetado y se levantara una democracia siempre perseguida. […]

Pues bien, Sres. Diputados, ¿qué vengo yo a pedir? ¿Qué vengo yo a reclamar aquí de este Gobierno, de la mayoría de las Cortes y de todas las fracciones? ¿Qué vengo yo a pedir? ¿Qué vengo yo a reclamar? Que completéis la revolución de Septiembre; que confirméis con vuestro voto el voto del pueblo. […]

Sí, Sres. Diputados; es necesario, es indispensable expulsar no sólo del trono, sino del suelo, a los antiguos reyes, como el mar vomita los cadáveres.
 Yo no me explico, Sres. Diputados, yo no comprendo por qué causa, por qué razón, por qué justificante motivo esta Asamblea no ha promulgado ya el proyecto de ley expulsando a todos los Borbones. […]
 He dicho antes, Sres. Diputados, que todas las familias antiguas, al comenzarse el período de las revoluciones, eran enemigas, radicalmente enemigas de la nación en que reinaban, aunque hubieran nacido en ella, aunque hubieran nacido en medio de su pueblo. Ninguna de las ramas de la Casa de Borbón ha sido tan enemiga de la patria, ninguna, como la rama de España que lo fue antes de la revolución. Contempladla todavía, Sres. Diputados, contemplad su pelo colorado, sus ojos mortecinos, su tez blanquísima, su temperamento, y veréis que no hay una sola gota de nuestra sangre en sus venas, ni un reflejo de nuestro espíritu en su alma. […]
 Ya sabía Carlos III que él no era español, a pesar de haber nacido aquí; que él era Borbón, es decir, que él era extranjero, que él era francés, cuando sacrificaba a un pacto con su familia de Francia, a un interés de Francia; a una venganza francesa, todo el porvenir del continente americano: ya sabía Carlos IV que él no era español, que él era Borbón, es decir, que él era extranjero, que él era francés, […]cuando por complacer al Emperador sepulta la marina de los descubrimientos fabulosos y de las hazañas mitológicas en las hirvientes aguas de Trafalgar; cuando entrega las llaves de los Pirineos, de los riscos donde está escrito el nombre de Roncesvalles, a Junot, y consiente que Murat tienda en Madrid su aleve mano al trofeo de Pavía, a la espada de Francisco I; ya sabía Fernando VII que él no era español, que él era Borbón, es decir, que él era extranjero, que él era francés, cuando pone su reciente cetro a la sombra de Napoleón, y le envía sus magnates a Bayona, y le sigue como pálido satélite, y se postra a sus pies para lamerle las espuelas, y le cede la tierra de Pelayo y el Cid, y le felicita cuando sus bárbaras legiones incendian nuestras ciudades y degüellan a nuestros padres inmolados con el nombre de Fernando VII en los labios, y vuelve, como si la guerra de la Independencia hubiera sido agravio hecho a su persona, vuelve para expulsar a los legisladores del 12, para perseguir a Mina, el héroe de Navarra; para atormentar al Empecinado, el héroe de Castilla; para matar a Porlier, el héroe de Galicia, y a Lacy, el héroe de Aragón y Cataluña; para traer más tarde, como si tantas crueldades no bastaran a satisfacer su venganza, para traer en 1823 a los franceses, que profanan las ruinas de Zaragoza, que huellan los campos de Bailén, que escupen su hiel a las cicatrices gloriosas de los muros de Cádiz: recuerdos horribles, a cuyo contacto todavía se encienden las mejillas en vergüenza, los corazones en ira; recuerdos que os conjuran, héroes de Alcolea, legisladores de la patria, ya que habéis dado a los manes de nuestros mártires el consuelo de expulsar sus crueles verdugos los Borbones, a no consentir que un Borbón, que un francés vuelva jamás a reinar sobre esta tierra de España. (Ruidosos y prolongados aplausos.)
 Señores Diputados, ¿creéis que no tenemos razón, que no tenemos derecho los españoles para expulsar definitivamente a todos los Borbones? ¿Creéis que ha habido en el mundo ningún pueblo que hubiera sido con ellos tan complaciente, y que por lo mismo tenga hoy más derecho para destronarlos a todos, para impedir que vuelvan a obscurecer con su sombra los nombres de esta ilustre dinastía de mártires liberales? Mil veces pensamos en hacer compatible la libertad con los Borbones. […]
 El odio a los Borbones, Sres. Diputados, es popular, es universal. Los habéis podido sostener por mucho tiempo por razones de conveniencia: no los habéis sostenido nunca por un sentimiento de amor y de justicia. Así es, Sres. Diputados (y aquí viene la parte segunda de mi proposición), así es que inmediatamente que se verificó la revolución de Septiembre, todo el mundo trató de ocultar que el candidato de una parte más o menos importante de la revolución era de la familia de los Borbones. Todos, absolutamente todos, sabían que como el pueblo se enterara que aquel candidato llevaba el nombre de su familia y de su raza jamás podría ascender al trono. Así es que hemos oído negar aquí, en este mismo sitio, bajo estas bóvedas, que el candidato de una fracción más o menos importante, que el Duque de Montpensier (debo nombrarle) fuera Borbón. Yo, Sres. Diputados, referí en otra sesión la genealogía y el mayorazgo de ese candidato, y yo la repetiré cien veces, porque creo que, demostrado que Montpensier es Borbón, basta esto sólo, basta esto absolutamente sólo, para que no tenga sino pocos votos en esta Cámara, y para que no tenga un solo voto en nuestra patria. […]
 Señores, María Cristina no pudo reinar sino mientras fue popular: Isabel II no pudo reinar sino mientras fue popular. En cuanto fue impopular, reinó la dictadura. Pues el Duque de Montpensier, en la víspera de su reinado, es más impopular que lo han sido aquí nunca María Cristina ni doña Isabel II. Por consiguiente, de su impopularidad tiene que nacer la dictadura; y de esa dictadura la ruina de la revolución de Septiembre.
 Yo os suplico que no os equivoquéis sobre esta reflexión patriótica a que os invito. Yo no tengo, yo no puedo tener, yo no he tenido nunca odio al extranjero; yo soy hombre de mis tiempos, yo soy hombre de Europa, yo tengo especialmente una grande estima y una alta idea de la nación francesa.
 Pero os digo que el lazo nacional más fuerte no es la lengua. Bélgica y una parte de Suiza hablan francés, y no quieren ser francesas. El lazo nacional no es la geografía. Nuestro territorio se confunde con el territorio de Portugal, y Portugal no quiere ser de España. El lazo de la nacionalidad son las glorias comunes; el lazo de la nacionalidad son los comunes recuerdos.
 ¿Sabéis quién se opone a la unión de España y Portugal? Se opone Vasco de Gama, Albuquerque; se opone el poema de Camoens. ¿Sabéis por qué los españoles amamos tanto esta nuestra grande nacionalidad? ¿Sabéis por qué la amamos tanto a pesar de la diferencia de provincias y del federalismo natural de nuestra patria? Pues la amamos tanto, porque todos estamos orgullosos de nuestros escritores; todos de nuestros pintores; todos de nuestras batallas; todos de nuestras armas; todos de nuestras glorias; todos de aquellos navegantes que sembraron de hazañas desde el golfo de Méjico hasta el golfo de Lepanto, y de aquellos guerreros que llegaron desde Aragón a las puertas de Asia y descubrieron la América; todos de aquella epopeya grande, de aquella epopeya inmensa, llamada la Nación española, que no cabiendo en el viejo mundo, donde habían cabido las hazañas de Roma y de Alejandro, tuvo que ensanchar la tierra para que la tierra fuese capaz de contener su grandeza. (Aplausos.)
 ¿Qué? ¿Qué significan todas estas glorias? Señores Diputados, ¿qué significan? ¿Sobre qué las hemos conquistado, sobre qué las hemos cimentado? Sobre el odio, sobre la guerra, sobre la implacable saña a todos los franceses. Las hazañas de Pedro de Aragón en Italia fueron contra los franceses; las hazañas de Alfonso V contra los franceses; las hazañas de Pavía contra los franceses; las hazañas de la época en que peligró nuestra nacionalidad, las hazañas de la guerra de la Independencia, contra los franceses. Esto podemos olvidarlo, debemos olvidarlo, tratándose de franceses que quieran ser nuestros hermanos; pero no tratándose de un francés que quiere ser nuestro amo. ¿Intentaréis, pues, traer un francés y ponerle al frente de la patria? Jamás lo consentirán los huesos de nuestros padres que se levantarán por sí solos contra vosotros para protestar abiertamente contra ese rebajamiento, contra esa degradación de nuestra patria.
 Yo no lo espero, Sres. Diputados, y lo digo para concluir; yo no lo espero de ninguna, absolutamente de ninguna de las fracciones de esta Cámara; yo espero que si hay conservadores que aún quieren la candidatura del Duque de Montpensier, volverán sobre sí, volverán indudablemente sobre sí, y no querrán la enemistad del pueblo con el nuevo monarca y las grandes catástrofes que puedan sobrevenir. Yo recuerdo todavía que el Sr. Presidente del Consejo de Ministros, en la primera sesión que aquí celebramos, se levantó, y hablando de la restauración de los Borbones, dijo: Jamás, jamás, jamás. Yo me preguntaba: ¿Cómo es que su señoría, de ordinario tan sobrio y conciso, usó tres veces el adverbio jamás?
 Pues yo me contestaba, Sres. Diputados: El primer jamás fue para la dinastía de D. Carlos; el segundo jamás fue para la dinastía de doña Isabel II, y el tercer jamás fue para la dinastía del Duque de Montpensier. (Risas, aplausos.) […]
 Yo creo que el mismo Sr. Topete, así como sacrificó el Duque de Montpensier a D. Fernando de Portugal, así como sacrificó el Duque de Montpensier al Duque de Aosta, sacrificará ahora al Duque de Montpensier a una solución aceptable.
 Yo no temo de los progresistas, que han aprendido en esta revolución el odio irreconciliable a los Borbones. Yo no temo a esta Cámara, que si tiene a la cabeza un Presidente enemigo implacable de mis correligionarios, también es enemigo implacable de todos los Borbones. […] ¿Por qué, pues, no hemos de votar la proposición? Si no la votáis, todo el mundo creerá que estamos próximos a una restauración, y si estamos próximos a una restauración, temblad todos vosotros. Al votar la proposición, al votarla, votáis el sufragio universal, votáis la democracia, votáis los derechos individuales, votáis la revolución de Septiembre.
 Yo he cumplido con mis compromisos y con mi conciencia; pero si no votarais la proposición señores Diputados, yo os aseguro que no viviríais en paz; vuestra conciencia os diría, habiendo abierto la puerta al príncipe Alfonso: «¡Liberales, aquí no hay ya libertad!» Vuestra conciencia os diría, habiendo abierto la puerta a un francés, al Duque de Montpensier: «¡Españoles, en la nación de Zaragoza y de Gerona, en la cuna de Pelayo y del Cid, en la tierra de Covadonga y de Bailén, españoles, ya no hay patria!»

«Discurso pronunciado el día 24 de enero de 1870 pidiendo la inhabilitación de los Borbones para ejercer la dignidad de jefe del Estado», en Emilio Castelar, Discursos Parlamentarios en la Asamblea Constituyente, Madrid, Editores San Martín y Jubera, s.a., t. II, 5ª ed., páginas 319-358.
 CARLOS NAVARRO Y RODRIGO: LA INTERINIDAD (1870) Había una candidatura lógica, natural y legítima para la Revolución de Setiembre. […] La Asamblea, las Cortes constituyentes, la Convención española que se reuniese en 1868 podía imitar la conducta del Parlamento inglés, que hace dos siglos, en 1668 cabalmente, verificó un fecundo cambio de dinastía sólo con declarar que «habiendo el rey Jacobo abandonado el reino con su hijo,» ni más ni menos que como lo hizo la Reina Isabel al pasar el Bidasoa, «el Príncipe y la Princesa de Orange serían proclamados Rey y Reina,» como lo hubieran podido y debido ser los Duques de Montpesier.

Pero seamos completamente justos: no se hizo así, no tanto por prevención o desvío de la emigración revolucionaria que se presentó en Cádiz, cuanto por delicadezas y sentimentalismos de los factores más importantes de aquel movimiento. Don Antonio de Orleans, dejando a su mujer en Lisboa, como Guillermo de Orange dejó en Holanda a María Estuarda cuando se embarcó para Inglaterra, pudo y debió estar a bordo de la escuadra, como más tarde pudo y debió estar en Alcolea. Topete, el héroe de Cádiz, Serrano, el héroe de Alcolea, pensaban en esa solución, y ciertamente que los que aceptaban con agradecimiento los auxilios de los emisarios de aquel Príncipe, habrían recibido con mayor gusto al Príncipe mismo que los enviaba. […]

Han transcurrido cerca de dos años, sin que la Revolución haya llegado a su término. Se ha proclamado la Monarquía en la Constitución, pero no se la ha realizado en los hechos por medio de una afirmación dinástica. […]

Por parte de Francia siempre se nos presentarán inconvenientes cuando para ocupar el trono de San Fernando pidamos un príncipe a la casa de Orleans o a la de Saboya o a la de Braganza o a alguna de las familias reinantes en Alemania. Y que la Revolución de Setiembre, bajo el punto de vista monárquico, no tiene más remedio que o prolongar indefinidamente la vergonzosa interinidad, en que hoy agoniza más bien que vive, o acogerse a la candidatura del Príncipe Alfonso, que es el candidato de las Tullerías […]

Ahora bien, hay que buscar una solución monárquica a toda costa, arrostrando el desagrado de esta o aquella corte extranjera, porque la interinidad es una sangría abierta a la vida y a la honra de la patria y de la revolución, y el Príncipe Alfonso ahora ya es una gran desdicha y una gran vergüenza para la revolución y para la patria […]

La restauración para nosotros, aun bajo la al parecer inocente, simpática e inofensiva forma del Príncipe Alfonso, como se presenta en el acta de abdicación y en la proclama a los Españoles de su última Reina, es fuente de grandes desventuras. […] Alfonso XII no sólo representa las represalias de toda restauración (dígalo, no ya Fernando VII, sino Luis XVIII con ser tan sabio, y Carlos X con ser tan piadoso), no sólo representaría la menor edad de un rey […], significaría además la impotencia de la escuadra que se sublevó en Cádiz, la impotencia del ejército que triunfo en Alcolea, la impotencia de todos los elementos viriles y enérgicos que se comprometieron con la revolución, la impotencia del país que la saludó con entusiasmo; significaría que España, como el Príncipe Segismundo de la Vida es Sueño, después de puesta en libertad, merecía, por sus locuras y extravagancias, volver a la mazmorra de que había salido; […] significaría, supuesta la presión que contra la revolución ejerce indirectamente Luis Bonaparte, y directamente en favor del Príncipe Alfonso, que España había dejado de ser nación y que el desdichado Príncipe que la daban tendría que convertirla en una especie de feudo de la Francia imperial, a la manera que Portugal, hace años, está convertido en un feudo de Inglaterra. […]

Antes de la batalla de Alcolea pudo y debió pensarse por todos, por los unos y por los de otro lado, si convenía pronunciar el fallo definitivo contra la familia de Doña Isabel II de Borbón; pudo y acaso debió proclamarse al Príncipe D. Alfonso, cualesquiera que fueran las repugnancias que esta candidatura inspirase a los revolucionarios más intransigentes; pero después de la batalla de Alcolea, pero después de consumado el divorcio ¿cómo volver al ayuntamiento antiguo? […]

Hay una candidatura, cuya significación patriótica hemos examinado en el rápido y desordenado curso de estas observaciones, que puede ser aún la salvación de todos. […] Los hombres que en Cádiz se ponían en relaciones con el Príncipe que simbolizaba esa candidatura […] no tienen derecho para rechazar esa candidatura por preocupaciones vulgares, y en presencia de la situación del país, de sus angustias, de los peligros crecientes de una restauración, de los horrores posibles de una anarquía social que sobre todos pase, tienen la obligación sagrada de emplear su poder todo y toda su popularidad en levantar y hacer triunfar la única candidatura que queda para realizar la Monarquía liberal y parlamentaria con que todos soñamos en la explosión de nuestro entusiasmo revolucionario. […]

Hay muchos en España que hacen al Sr. Conde de Reus único o principal responsable de la prolongación indefinida de la interinidad, puesto que él que todo lo puede, de todo tiene que responder ante el país. […]

El Sr. Marqués de los Castillejos ha llegado donde soñaba como término de su vida política […] pero debe de tener en cuenta que ahora es cuando le van a juzgar definitivamente los contemporáneos y la historia. ¿Consolida el Sr. Conde de Reus la Revolución, salva la libertad, reconstruye la monarquía, reconstruye el país, presenta a su ventura magníficos horizontes? Es una figura gloriosa […] ¿No lo consigue, fracasa la Revolución en sus manos, se pierde la libertad, se disuelve el país, resulta más envilecido y más pobre, más envilecido y abyecto? Pues el Sr. Conde de Reus, que todo lo podía y ha dado estos tristes resultados, el Conde de Reus pasa a la historia como un ambicioso vulgar.
 Carlos Navarro y Rodrigo, La crisis de España, Madrid, Tip. de Gregorio Estrada, 1870, 30 págs., págs. 9-29. 
 LEOPOLDO ALBA SALCEDO: LA INTERINIDAD (1870) La interinidad ha producido la desunión de los partidos liberales, sin terminar la empresa acometida; la interinidad ha autorizado a algunos para acusar de ambición de poder, a hombres que ocupan los primeros puestos de la Nación; la interinidad ha ocasionado desórdenes en que se ha derramado la sangre de infelices incautos, engañados por los que pretendían imponernos sus ideas apelando a las armas; la interinidad consume las fuerzas vivas del país matando al comercio y la industria; la interinidad sostiene al frente de departamentos ministeriales, a hombres que, si bien fueron eminencias en la tribuna o en la cátedra, no son hombres de gobierno, porque bien han dado a conocer su ineptitud; la interinidad ha producido crisis que han tenido por objeto satisfacer pequeñas e injustificadas ambiciones; la interinidad es un poderoso agente para la insurrección cubana; […] la interinidad nos ha hecho recibir desaires de príncipes extranjeros; la interinidad ha hecho que se mezcle algo que es español en el conflicto franco-prusiano; la interinidad tiene sin recursos a la mayor parte de las provincias; por la interinidad se mueren de hambre las clases pasivas, el clero, y los maestros; la interinidad, por fin, es la mayor calamidad que podía haberle dado al pueblo español la revolución de Setiembre, tan gloriosa y memorable en su primera etapa. […]

Basta de interinidad, basta de nuevos y fantásticos proyectos que puedan dar un nuevo y fatal desengaño, demostrando nuestra impotencia ante las naciones europeas que con tanto regocijo vieron reaparecer en España la aurora de la libertad.

Mientras la interinidad no termine, mientras la Asamblea Soberana no confirme con la elección de monarca la existencia en nuestra Constitución del artículo 33, continuarán las disensiones y ambiciones de nuestros hombres de gobierno, y nuestra pobre patria será víctima de su inconveniente Administración, de sus abusos de poder, de sus desconciertos, de sus encontradas opiniones. […]

El pueblo español quiere un Monarca que, conocedor de nuestros principios económico-sociales, admita la descentralización, a cuya sombra se desarrollará la riqueza de las provincias, aniquiladas hoy a influjo de la centralización, a que están sometidas.

Aspira a un Rey del pueblo y para el pueblo, un soberano que su conducta anterior sea una garantía de lo que en el regio trono podemos esperar de él.
 Anhela que el primer magistrado de la Nación sea el primero en respetar las leyes, pues la estricta observancia de éstas es el medio más seguro de conservar las naciones.
 Quiere un Monarca que haga conocer al país, que es necesario menos política y más administración, menos hombres de partido y más hombres de gobierno, menos militarismo y más soldados de la patria, menos empleomanía y más amor al trabajo.
 Quiere un Monarca que excite el amor a las ciencias, las artes, la industria y la agricultura.
 Quiere un Monarca que aparezca cual ángel de caridad a enjugar las lágrimas del pobre desvalido.
 Quiere un Monarca que inspirado en los grandes principios del siglo en que vivimos, decrete la abolición completa de la esclavitud.
 Quiere un Monarca que admita el desestanco de los artículos que están sujetos al monopolio del Gobierno en perjuicio de la industria particular.
 Quiere un Monarca que modifique el sistema de quintas hasta hacer insensible tan odiosa contribución.
 Quiere un Monarca que establezca la libertad de comercio.
 Quiere un Monarca que proteja la instrucción del pueblo, para que éste conozca sus derechos y sus deberes.
 Quiere un Monarca que admitiendo la libertad de cultos, respete las creencias arraigadas en el corazón de las mayoría de los españoles.
 Quiere un Monarca que examinando detenidamente el estado del Tesoro, decrete economías, amortice la Deuda nacional […]
 Este es el hombre que la patria desea, éste es el Monarca que los pueblos reclaman, esta es la solución que señala en su artículo 33 nuestra democrática Constitución.
 Hombres del Gobierno: vosotros estáis llamados a resolver esta cuestión en el seno de la Representación Nacional, acallando los justos clamores del país.
 Tenéis en vuestras manos el Poder Ejecutivo, y estáis obligados para con las Cortes, para con la España entera, para con vosotros mismos, a presentar un candidato que reúna las enunciadas cualidades. Si no le tenéis, declinar vuestra potestad en el santuario de las Leyes.
 Esto sería más patriótico que sostener un poder que se bambolea en vuestras manos.
 Si podéis terminar la obra, hacedlo; si no podéis, declarad vuestra impotencia.
 Si tenéis solución digna, presentadla, sino la tenéis, admitidla de quien pueda darla.
 Diputados constituyentes: sobre vosotros pesará toda la responsabilidad en el porvenir. La España afligida levanta a vosotros sus brazos, a vosotros que sois el iris de su esperanza y observa vuestra conducta pura para escribir en sus páginas vuestras acciones.
 Tened presente que pesa sobre vosotros la balanza de Astrea y que vuestros nombres están expuestos a las alabanzas o al escarnio de los siglos venideros.
 No olvidéis que, los pueblos son antes que los partidos.
 Madrid 28 de Octubre de 1870.
 Leopoldo Alba Salcedo, La interinidad y sus peligros, Madrid, Imp. de la Vda. e Hijos de Álvarez, 1870, 15 págs. 
 FRANCISCO CÓRDOVA Y LÓPEZ; UNA FECHA FATÍDICA: 
 ¡16 DE NOVIEMBRE DE 1870! (1871) El 29 de Setiembre de 1868, una reina, nieta de cien reyes, Isabel II de Borbón, huyó a tierra francesa, al grito de ¡viva la soberanía nacional!, grito que conmovió de alegría a todos los corazones españoles, y reanimó las esperanzas de redención de los pueblos de la raza latina, oprimidos por el yugo de los tiranos. En este día todos los atributos de la dinastía corrompida de los Borbones, rodaron fraccionados por el suelo, a impulso del hacha revolucionaria. ¿Qué significa, pues, esta fecha? El triunfo del pueblo sobre el rey; la voluntad nacional, negada en las esferas de gobierno, afirmándose en las barricadas y en el puente de Alcolea. EL 16 DE NOVIEMBRE DE 1870, ciento noventa y un diputados de las Cortes Constituyentes de la revolución de Setiembre, proclamaron rey de España al duque de Aosta, príncipe de la casa de Saboya ¿Qué significa esta fecha? Para los unos el coronamiento de la revolución y la consolidación de la libertad, y para los otros, la negación de la una y de la otra, el entronizamiento del privilegio político, administrativo, económico, social y religioso, abatido por el principio de igualdad, proclamado en Setiembre de 1868.

¡Ah! Siempre los pueblos luchando desesperadamente con las trabas, que se interponen en el camino de su regeneración intelectual, moral y material! ¡Siempre oprimidos, revolcándose entre lodo, sangre y pólvora! ¡Siempre lanzando ayes de dolor y agonía! ¡Siempre forcejeando con las cadenas de los reyes y de los tronos! Pero nos salimos de la esfera trazada por las dos opiniones anteriormente planteadas. ¿Cuál de las dos está en lo cierto? ¿El 16 de Noviembre de 1870, es la negación o la confirmación del principio de la Soberanía  nacional, proclamado en Setiembre de 1868? […]

La Constitución establece en su art. 32 del tit. 2º, que la soberanía reside esencialmente en la nación, de donde emanan todos los poderes; y […] concede al rey todos los atributos esenciales de dicha soberanía, ¿Dónde está, pues, la soberanía, en la nación o en el rey? ¿Quién tiene los medios de ejercitar la soberanía, la nación o el rey? Los artículos constitucionales […] lo dicen clara y terminantemente; el rey. ¿Y si el rey, es el que dispone de todos los medios indispensables al ejercicio de la soberanía, qué resultados prácticos entraña el art. 32 del tít. 2º, que dice: la soberanía reside esencialmente en la nación, de la cual emanan todos los poderes? ¿No está este artículo en manifiesta y evidente contradicción con el art. 77, que declara hereditaria la autoridad real; con el 34, que concede al rey el derecho de sancionar y promulgar las leyes; con el 67, que le hace irresponsable; y con el 68, que le autoriza para disponer de las fuerzas de mar y tierra, hacer y ratificar la paz?

Tal es la lógica de los republicanos. ¿Y cuáles son las razones, que a las de los republicanos, tienen que oponer los monárquicos?
 Los monárquicos-liberales, obligados por la lógica inflexible de los republicanos, y no pudiendo eludir el terrible dilema de los hombres de este partido, contestan resueltamente: No. En los sistemas constitucionales, el rey no es soberano, y cuando quiere serlo, cuando pretende anular la soberanía de la nación, el rey queda anulado. Como se anulan los reyes cuando extralimitan sus facultades.
 Pero esta contestación franca y leal de los monárquicos-liberales, demuestra de una manera convincente, que la voluntad del rey, si quiere, puede anular constitucionalmente, la voluntad del pueblo. ¿Y cómo no, si la soberanía real, está revestida de todos sus atributos esenciales? De todos modos, resulta, que si el rey no ejercita los atributos esenciales de la soberanía, que la Constitución le concede, en contra de los deseos y aspiraciones de la nación, será porque no quiera.
 ¿Y si quiere?
 Los mismos monárquicos liberales, lo dicen: en tal caso la voluntad popular, debe anular la voluntad real, por haberse extralimitado de sus facultades. ¿Pero el rey no es inviolable e irresponsable, según el art. 67 del título 4º de la Constitución? Y si es inviolable e irresponsable, un Dios terrenal, ¿cómo dado el caso de la extralimitación, que para los republicanos (según los artículos constitucionales que motivan estas líneas no es más que el ejercicio de las facultades que la Constitución concede al rey), van los monárquicos-liberales a rebelarse contra su inviolabilidad  e irresponsabilidad? En todo caso, y ajustándose al criterio constitucional, deberán rebelarse, no contra el rey, que es irresponsable, sino contra sus ministros; que por la Constitución son los verdaderamente responsables.
 Pero la lógica republicana no detiene aquí sus pasos. No contenta con abrumar con el peso terrible de su dialéctica los hombros de los monárquicos-liberales, y sin separarse en nada del criterio constitucional, les dice: No hay más remedio; aceptado el principio, hay que aceptar también las consecuencias: Facilitar al rey el camino de la extralimitación, hasta el extremo de obligarle a ello constitucionalmente, para después de haberse extralimitado, ANULARLE, es un crimen Constitucional… un crimen constitucional, después de haber cometido un crimen revolucionario en las Constituyentes del 68, creando dos soberanías y colocando la una enfrente de la otra: la soberanía del rey, y la soberanía de la nación.
 Ha llegado el momento oportuno de repetir la pregunta: ¿Quiénes están en la verdad, los monárquicos-liberales, o los republicanos? ¿Qué significan las fechas del 29 DE SETIEMBRE DE 1868 y DEL 16 DE NOVIEMBRE DE 1870?
 Ya lo hemos dicho antes de evidenciar las consecuencias de ambas fechas: la primera, es la afirmación del principio de la soberanía nacional, contra la soberanía del rey: la segunda, la afirmación de la soberanía del rey, contra la soberanía nacional.

El 16 de Noviembre de 1870, será siempre para la España revolucionaria de Setiembre, la marca de la restauración de su esclavitud intelectual, moral y material, que en vano intentará borrar de su frente; porque hay manchas que no se disculpan ante la historia inflexible y severa de los pueblos; porque hay actos, en fin, cuyas consecuencias no pueden repararse individual ni colectivamente, que persiguen, entristecen y atenazan las conciencias de sus ejecutores, al través del progreso y de la civilización.

El 16 de Noviembre de 1870, es una fecha fatídica en la historia política del pueblo español, que le hará recordar las causas de sus desdichas y de sus dolores, de su ignorancia y de su miseria.

Francisco Córdova y López, Una fecha fatídica. ¡Diez y seis de noviembre de mil ochocientos setenta!, Madrid, Casa editorial La Popular, 1871, 30 págs., págs. 21-25.
 MANUEL RUIZ ZORRILLA: DISCURSO OFRECIENDO SEGURIDADES SOBRE LA NUEVA MONARQUÍA (1870) Desde que desembarcamos en Génova, hasta estos momentos, ha sido Italia para nosotros, no la hermana en el origen, no la hermana en la lengua, no la hermana en la historia, no la hermana en las desgracias, no la hermana en la regeneración a que asistimos en nombre y por misión de la raza latina, sino la hermana en la gratitud y en el cariño por lo que nosotros hemos hecho, no sólo por lo que decía vuestro Síndico, no solo por pagar una prueba de respeto a Italia, sino porque tenéis una dinastía que os ha hecho felices y libres, y nosotros hemos querido un príncipe de vuestra dinastía para serlo también (Muestras de aprobación). […]

Vosotros, italianos, tenéis una gran dificultad que vencer, una gran misión que cumplir, tenéis, no que realizar, que ya la tenéis realizada, tenéis que consolidar la unidad de vuestra patria con tan sublimes acentos cantada por vuestros poetas, tan perseverantemente popularizada por vuestros literatos, con tan profundos conceptos explicada por vuestros filósofos, tan ansiada por vuestro pueblo, y que os ha costado multitud de víctimas y de mártires en tan diversas épocas de la historia. (Aplausos).

Nosotros los españoles, que después de tres siglos venimos trabajando por nuestra unidad, nosotros que al fin la hemos conseguido a pesar de que hoy tenemos entre nosotros un partido que quiere otra vez hacer trizas, hacer pedazos la patria española que todavía no es completamente una, nosotros tenemos otra misión que cumplir, cual es la de consolidar la era de libertad y de progreso que hemos conquistado por la revolución de Setiembre bajo la égida y bajo la dirección de la monarquía que no voy yo ahora a discutir enfrente de la república en el terreno de la conveniencia ni en el de los hechos; pero que es aún para Europa una realidad histórica y social, un hecho positivo y evidente, la monarquía, que, es hoy indiscutible; y aún podría decir algo más, aun podría poner la monarquía que existe en los pueblos donde reina la casa de Saboya enfrente de la república que rige en algunos pueblos del mundo.

Pero no hay para que hacerlo ni es ésta la ocasión. España es monárquica como lo es Italia. ¿Por qué, señores? Porque recuerda y tiene el deber de recordar, así como el de aprender en las lecciones de la experiencia y de la historia, que no por ir más deprisa se adelanta más, que no por querer avanzar en un día se consigue todo lo que el filósofo piensa en su gabinete, todo lo que el político ha concebido en sus sueños de ventura como lo más conveniente para un país: porque recuerda, dejemos ahora aparte la cuestión de clima, de temperamento y de raza, que tiene también su fuerza; porque recuerda lo que fue la república de 1848 en Francia, un sueño de verano, una ilusión, un momento […] Este doloroso experimento de la Francia y el que vosotros mismos sufristeis por vuestras divisiones en 1848, es lo que ha hecho aprender a los liberales españoles que no podían precipitarse en su camino, que no debían tener gran cuenta de la forma, que debían acomodarse a lo que sentía el país y a las conveniencias de la política. (Muestras de aprobación).

Por eso hemos resistido dos años, por eso hemos estado durante dos años en la interinidad luchando un día y otro día con todo genero de obstáculos y venciendo dificultades. Por eso hemos venido a establecer la forma monárquica, y después de establecida, cuando se creía difícil completar la obra revolucionaria, hemos elegido el Rey que ha de regir los destinos de la patria española.

Todos vosotros oiréis hoy y habréis oído durante mucho tiempo, que la dinastía de Saboya no puede consolidarse en España, que es imposible que el hijo de vuestro gran Rey consiga echar raíces en el pueblo español, que allí todos son enemigos, que allí no se admiten Reyes extranjeros, que el partido republicano es numeroso, que el absolutista es irresistible, que la restauración tiene grandes fuerzas, que es imposible que podamos luchar contra otro candidato que ha figurado durante el período revolucionario. No, no creáis nada de esto; y sino, estudiad los hechos que han tenido lugar en los dos años últimos.

En España hay un gran partido que ama la monarquía y que no tenía simpatías por esta o por la otra persona. España es una nación buena y liberal, que al mismo tiempo ansía el reposo, la tranquilidad y el orden, y esta nación es la que ha de estar al lado del duque de Aosta para combatir a los enemigos que tenemos y que son los mismos que tenéis vosotros: el socialismo y el absolutismo. (Grandes aplausos). Allí no tiene otros enemigos la monarquía del duque de Aosta, y aquí no tiene otros tampoco vuestro Rey. Como esta es una cuestión que dentro de poco tiempo se ha de dilucidar y se ha de resolver en la esfera victoriosa de los hechos, vosotros veréis quien tenía razón, si los que inventan mentiras, forjan calumnias, mandan aquí periódicos y allí caricaturas para hacer ver a Italia que en España pasan cosas distintas de las que han sucedido; o tenemos razón los que hemos venido aquí teniendo detrás a todo un pueblo a ofrecer la corona de España a un miembro de la dinastía de Saboya, hecho llevado a cabo en virtud del voto de las Cortes Constituyentes, y que estamos dispuestos resueltamente, como lo está la España liberal y monárquica, a morir por la libertad y por el progreso de nuestra patria, libertad y progreso que es la libertad y progreso de la raza latina, y a morir al mismo tiempo, porque ese es nuestro deber, y si no seríamos indignos, no ya de llamarnos españoles, sino de ser hombres, a morir, repito, por el Rey que hemos elegido y que hemos venido a pretender de vosotros (Grandes y estrepitosos aplausos).

Manuel Zapatero y García, Viaje a Italia hecho por la comisión nombrada por las Cortes Constituyentes con el fin de ofrecer la corona de España a S. A. R. el Duque de Aosta, Madrid, Imp. de M. Minuesa, 1870, 46 págs., págs. 33-37.

5.3. REPÚBLICA 
 MANIFIESTO ELECTORAL DEL COMITÉ REPUBLICANO DE MADRID (1868) La idea capital de nuestro partido; aquella que resume todos nuestros principios; aquella que contiene todas nuestras reformas; la que grabamos en las Cortes Constituyentes sobre el trono, entonces poderoso, de Isabel II, hasta obligarlo a derrumbarse bajo su peso; la que sostuvimos en la prensa desafiando la recelosa censura de los fiscales y el látigo de los tiranos hasta lograr la absoluta libertad de la palabra; esa idea, a que no podemos renunciar sino renunciando a la vida; esa idea, que bien pronto hemos de ver aclamada por todos los españoles como la única salvación de su independencia, es la idea de la República.

Sí, la República es la forma esencial de la democracia, como el cuerpo humano es la forma esencial de nuestra vida, como la palabra humana es la forma esencial del pensamiento. Pudo en otro tiempo, pudo en otras condiciones históricas, pudo la República contagiarse con el feudalismo, como se contagia la sangre con el aire apestado; pero hoy, después del advenimiento del pueblo y de su alianza con la libertad, hoy en América y en Europa sólo existe la democracia donde existe la República, y sólo se llaman partidos democráticos los partidos republicanos. La monarquía es una institución de tal manera injusta, absurda, que donde existe, sólo existe para conservar algún privilegio, para sostener alguna iniquidad. Existe en Inglaterra para conservar la más insolente de las aristocracias y la más orgullosa de las iglesias; en Portugal, para subordinarlo a Inglaterra; en Bélgica, para subordinarla a Francia; en Grecia, para subordinarla a Rusia; en el Brasil, en las riberas del Nuevo Mundo, limpias de reyes, para sostener la infamia de la esclavitud y los crímenes de los negreros. […]

Pero nosotros, españoles, nosotros hemos derribado todos los privilegios, y nada tenemos que temer, ni nada que esperar de la diplomacia europea. Nosotros hemos consumido este siglo, todo este siglo, en esfuerzos titánicos para derribar la monarquía. Tendiendo la vista por el largo martirologio de la libertad, recordando los nombres gloriosos de Lacy, de Riego, de Torrijos, de Zurbano, de Cámara, se descubre que sus verdugos fueron los reyes. Subiendo con el pensamiento a las épocas en que ganamos la libertad para perderla en seguida, se aprende que la ganamos siempre por el esfuerzo del pueblo y del ejército reunidos, y la perdimos siempre por las maquinaciones de los palacios conjurados contra nuestros derechos.

El nuevo monarca que busquemos de rodillas por el mundo; el nuevo monarca, engendro raquítico de una diplomacia enemiga en todas partes de la revolución, no nos deberá lo que nos debió Fernando VII, seis años de guerra con el extranjero; no nos deberá lo que nos debió Isabel II, siete años de guerra civil; no nos deberá los esfuerzos, los sacrificios que los otros reyes constitucionales nos debieron; y, por consiguiente, se creerá menos ligado aún que ellos a respetar nuestros derechos, tomándonos por los más desgraciados de todos los esclavos, por esclavos voluntarios, que apenas han conseguido su libertad, cuando la han abdicado a las plantas de un rey, y, para mayor ignominia, de un rey extranjero.

Los españoles todos, sin distinción de escuelas y partidos, saben que la solución que menos seguramente nos divide, la que más nos fortalece, la que conserva nuestra antigua independencia es la República: sí; la República que nos impedirá, después de tres siglos de extrañas dominaciones y extranjeras dinastías, ver este país de Daoiz y Verlarde, este país de Bailén y Talavera, este país de Gerona y Zaragoza, el modelo de pueblos independientes, el salvador de las nacionalidades libres, cayendo más bajo que Grecia y que Rumania en manos de la diplomacia europea, que se disuelve como se disuelven todos los cadáveres, al contacto del aire y de la luz de nuestro siglo.

Pero entre los españoles, aquellos que más deben desear la República y más repeler la monarquía son los españoles comprometidos moral y materialmente en la gloriosa revolución de setiembre. El pueblo no ha entendido derribar solamente una dinastía; cuando ha arrancado de los antiguos blasones el remate de la corona, ha querido pisotearla, y la ha pisoteado, para que no reapareciese jamás dignamente sobre ninguna cabeza. Los principios proclamados por la revolución; los derechos individuales, como leyes de todo organismo político; el sufragio universal, como origen permanente del poder; las libertades absolutas de imprenta y de reunión, como eternos tribunos armados de su reto moral contra todas las arbitrariedades del poder, son principios incompatibles con la monarquía. Y la prueba está en que, mientras existen todos en las dos Repúblicas-modelos que hay en el mundo, no existen todos en ninguna monarquía, ni en las más liberales; porque las absurdas monarquías democráticas, como la de Luis Felipe, apenas han nacido, cuando, por impulso fatal de su organismo, han devorado libertad y democracia.

La igualdad de derechos; la igualdad, que es el gran principio del partido democrático; la igualdad, que es la extensión de las libertades a todos los hombres; la igualdad no existe allí donde una familia amortiza las más altas magistraturas, las más trascendentales funciones sociales: la autoridad y el poder. La libertad, ese principio fundamental de la vida, la libertad se detiene ante un trono inviolable, irresponsable, hereditario, exceptuado de la crítica, puesto en esferas inaccesibles, limitando, por su propia organización y por sus atributos esenciales, todos, absolutamente todos los derechos, que se vuelven raquíticos, por desiguales, en cuanto no se extienden dentro de su espacio natural, de su forma propia, que es la República. […]

Con la República y por la República aseguraremos los derechos individuales, poniéndolos fuera del alcance de todos los poderes.
 Con la República y por la República realizaremos constantemente el gran principio de la soberanía nacional, sin que lo limite ninguna institución, y sin que lo manche ningún sofisma. Con la República y por la República el municipio recobrará su autonomía y la provincia sus condiciones de vida y de derecho en una amplísima descentralización. La República y sólo la República puede lograr que el Parlamento central salga inmediatamente del sufragio de todos los ciudadanos y el poder supremo del Parlamento, como sucede en Suiza, como ha sucedido en el período más glorioso de nuestra historia, durante las Cortes de Cádiz, que nos dieron libertad y patria, sin necesidad de esas presidencias, semejantes a las monarquías, y tentadoras para las desapoderadas ambiciones humanas. Con la República y por la República resolveremos el problema capitalísimo de nuestro siglo, el problema que será su honra y su título de gloria en lo porvenir: la alianza inseparable de la democracia con la libertad.
 La República nos dará las libertades que nos faltan y nos confirmará las libertades que hemos conquistado: la libertad de pensamiento y de conciencia, la libertad de enseñanza y de cultos, la separación radical entre la Iglesia y el Estado. La República nos dará, así para las elecciones de ayuntamientos como para las elecciones de diputados provinciales y de diputados a Cortes, el sufragio universal. La República asegurará el domicilio contra toda violación, la propiedad contra todo ataque, el trabajo contra todas las explotaciones y todas las servidumbres, el crédito y el comercio contra todas las artificiales barreras levantadas por los privilegios absurdos y el aislamiento monástico de las antiguas monarquías. La República asegurará la libertad de asociación con tal firmeza que los trabajadores puedan resolver por sí mismos, en el pleno goce de su dignidad y usando de todas sus libertades, el problema social que ha de elevar las clases desheredadas a las regiones de la verdadera vida.
 La República es el Estado reducido a sus naturales límites y a sus funciones primordiales; la sociedad sustituyéndose a las arbitrarias leyes de los antiguos gobiernos, la pena de muerte abolida, el sistema penal reformado, las antiguas colonias tanto tiempo opresas y explotadas entrando en su autonomía, el presupuesto rebajado en más de la mitad de su presente escandalosa cifra, las contribuciones indirectas abolidas, la deuda pagada religiosamente pero convertida a una sola clase, las quintas y las matrículas de mar olvidadas para siempre, la realización completa de todo el programa democrático.
 Y como remate, como coronamiento de esta obra bendita, colocará inmediatamente la República en el ara de la patria emancipada las cadenas de ochocientos mil esclavos; que no pueden continuar en la servidumbre desde el momento en que se caiga la chive de todas las injusticias, la esperanza de las restauraciones monárquicas. […]
 Pero, electores, id a las urnas con la calma de los valientes, con la seguridad de los fuertes, respetando el derecho de todos, para que todos respeten vuestro derecho. Desde que cayó la monarquía antigua, a pesar de los votos del gobierno provisional por traernos otra quimérica, la verdad es que estamos en República. La legalidad es la República; el gobierno es republicano, porque ha recibido su investidura del pueblo, y sólo ante la representación del pueblo deberá dar cuenta de su política y de sus actos, y porque sobre él no se alza ninguna de esas coronas reales que matan a los gobiernos populares con su sombra. Lo que esta República necesita es ser legitimada por el voto de la Constituyente, y establecida, organizada por leyes tan sencillas como sabias. De suerte que hoy, electores, lo conservador, lo esencialmente conservador es la República; mientras lo anárquico, lo desordenado, lo perturbador es la monarquía. […]
 Madrid 17 de noviembre de 1868.
 Presidente, José María Orense.— Vicepresidentes, José Cristóbal Sorní.— Blas Pierrad.— Estanislao Figueras.— Emilio Castelar.— Francisco García López.— Roque Barcia.— Juan Pico Domínguez.— Diego López Santiso.— Ramón Chíes.— León Taillet.— José Benito Pardiñas.— Pedro Pallares.— Cesáreo Martín Somolinos.— José García Cabañas.— Santiago Gutiérrez.— Valentín Corona.— Diego María Quesada.— Francisco Córdova y López.— Ángel Cenegorta.— Eusebio Freixa.— Adolfo Joarizti.— José Guisasola.— Secretarios, Ceferino Tresserra.— Antonio Orense.— Julio Vizcarrondo.— Federico Ordax Avecilla.

«El Comité Republicano de Madrid. A los electores», La Igualdad, Madrid, núm. 7, 18 de noviembre de 1868, págs. 1-2.
 EMILIO CASTELAR: DISCURSO PRONUNCIADO EN LA PRIMERA MANIFESTACIÓN REPUBLICA- NA CELEBRADA EN MADRID (1868) Ciudadanos: Os hemos convocado y os despedimos en el Monumento del Dos de Mayo, como si dijéramos, a la sombra del árbol secular de nuestra nacionalidad. En este recinto de los héroes y de los mártires; en este recinto que evoca la imagen de las traiciones de los reyes y de la abnegación de los pueblos; en este recinto donde se halla con sangre trazado el recuerdo del esfuerzo titánico, merced al cual se desvaneció en la Europa de aquellos días el cesarismo, y se salvó la independencia de las naciones; en este recinto, que es un templo, consagremos de nuevo el grande sentimiento, que a todos nos confunde sobre este suelo sagrado: el horror a la dominación extranjera, a las dinastías extranjeras, y el amor sublime a la libertad y a la patria. (Vivas aclamaciones).

No en vano habéis venido aquí precedidos por las banderas republicanas. Habéis venido para decir que lejos de intentar disolver la nacionalidad española alzada a costa de tantos sacrificios, amasada con tanta sangre, queréis estrechar por la libertad la unión entre sus diversas regiones; queréis agrandarla federalizándola con Portugal; queréis transformar las colonias, que aun tenemos esparcidas por los mares en pueblos autónomos, y a nosotros reunidos por el derecho; queréis colocaros al frente de una grande confederación moral de las naciones que tienen vuestra propia sangre para que el sol jamás se ponga en los dominios de la libertad. (Grandes aclamaciones; ruidosos aplausos.)

Ciudadanos españoles: la República federal viene a reanudar nuestra historia patria cortada, interrumpida por dinastías extranjeras; la República federal viene a consagrar la unidad de España. Cuando sosteníamos durante la Edad Media una guerra épica, existían en la forma de privilegio, propia de aquellos remotos tiempos, incapaces de comprender el gran principio de igualdad, existían cortes, existían jurados, existían magistraturas populares, existían, sobre todo, esos históricos municipios, como escollos eminentes, a cuyos pies se estrellaba el oleaje de las irrupciones extranjeras, y en cuya cima ardía eternamente como faro inextinguible la luz de la libertad española. (Ruidosos aplausos).

Pero vino la monarquía absoluta con las dinastías extranjeras; vino la monarquía absoluta, y sin fundar la unidad de España, que todavía está inacabada, incompleta, mató la rica variedad de nuestra vida. Mirad esa larga cordillera de cadalsos que se extiende desde Villalar hasta Zaragoza; desde Zaragoza a Valencia; desde Valencia hasta Mallorca; mirad esas magistraturas muertas, el diputado de Castilla, el Justicia de Aragón, el Conceller de Cataluña; mirad las cenizas de Medina del Campo, quemada por el fundador de la dinastía teocrática de los Austrias, y las cenizas de Játiva quemada por el fundador de la dinastía epicúrea de los Borbones; comparad lo que erais después de seis siglos de libertad con lo que sois después de tres siglos de absolutismo; y levantando los brazos a este cielo que nos sonríe, y que parece asociarse con sus resplandores a la victoria moral de este gran día, jurad por los manes de nuestros padres; jurad por la sombra de nuestros mártires que no consentiréis jamás la restauración de la Monarquía. (Universales muestras de asentimiento).

Se nos dice por los partidos reaccionarios que el pueblo ha destruido, no la monarquía, sino el favoritismo en la monarquía. Españoles: se quiere echar sobre una sola persona los crímenes, que son compañeros inseparables de la institución. La República es una forma de gobierno saludable, porque impide a un solo hombre, a una sola familia, convertir en ley sus caprichos y arrastrar una sociedad entera en el torbellino de sus pasiones, dejando al individuo, al municipio, a la provincia, que se gobiernen dentro de sus propios derechos, y reduciendo el poder central en sus facultades hasta el punto de derivarlo del pueblo, tenerlo sujeto al pueblo, y renovarlo en breve plazo para la voluntad del pueblo. Pero tomad un hombre cualquiera, el más virtuoso, el más austero; decidle que es superior a los demás hombres; que sus manos son los manantiales de la riqueza y del poder; que su frente se pierde en el brillo divino de una corona; que sus hijos se hallan destinados a regir de generación en generación a las naciones, eternamente menores e inferiores eternamente a su familia privilegiada; y veréis como aquel hombre, tentado al placer por el oro y el orgullo, menospreciador de la humanidad por la vileza que sube hacia el trono desde el fondo de todo vasallaje, corrompido por la adulación de sus cortesanos, y concluirá creyéndolo todo posible a su voluntad, y arrellanándose en el lecho de sus orgías sobre las espaldas del pueblo. (Ruidosos aplausos).

Españoles: ved confirmada esta verdad con la historia de la última dinastía. Los reyes han siempre antepuesto su interés al interés del pueblo. Nos sacrificamos en la guerra de sucesión por Felipe V, y luego Felipe V nos

comprometió en el laberinto sin salida de las guerras italianas por levantar en Italia tronos a los hijos de su segunda mujer, dejando allí un reguero de sangre de nuestras venas. Creímos en la bondad de Carlos IV, y le amamos como un padre, y Carlos IV hundió nuestras naves en Trafalgar y entregó la patria al extranjero, tan sólo para buscar en los furgones del ejército de Napoleón una corona que ceñir al infame amante de su impura esposa, la proterva María Luisa. Forzamos a Carlos IV a que abdicara, y volvimos los ojos a Fernando VII. Jamás ningún rey había obtenido tantos holocaustos de un pueblo. España fue una llaga desde los Pirineos a Cádiz. Las piedras de nuestro suelo conservan todavía las gotas de aquel diluvio de sangre. Y Fernando VII contestaba con adulaciones serviles, constituyéndose en cortesano de Napoleón, al suicidio sublime de Zaragoza y de Gerona, donde el pueblo, entregado a sus fuerzas, redimía la patria con su martirio. Iguales sentimientos os inspiraba Isabel II. Su cuna descansó sobre una pirámide de huesos españoles. Y el día en que se levantó de esa cuna para subir al trono, sólo supo enviar a los héroes de la guerra civil a sus verdugos. El cadalso es la sombra del trono y el verdugo es el compañero del rey. El favoritismo será siempre el cáncer de la monarquía. Si levantáis una nueva dinastía real, levantareis a su lado las dinastías de la princesa de Éboli y de la princesa de los Ursinos, levantareis a su lado la dinastía de Farinelli, la dinastía de Godoy, la dinastía de Marfori. (Ruidosos y prolongados aplausos).

No, vosotros no podéis consentir, vosotros no consentiréis en tal retroceso, en tal degradación (muchas voces: no, no). No necesitáis para impedirlo recurrir a las batallas, sino a los comicios; no necesitáis disparar balas al pecho de vuestros enemigos, sino depositar votos en el fondo de las urnas, de donde saldrá decidida vuestra suerte y la suerte de vuestros hijos. (Bien, bien). Cada día que pasa sin trastornos, cada reunión que se celebra con este orden, con esta republicana austeridad, nos acerca más a la República, que yo creo hoy, después de haber contemplado tantos millares de ciudadanos libres, ostentando, no sus fuerzas, sino sus ideas, veo moralmente ganada para la patria. (Muchas voces: sí, sí. ¡Viva la República!).

Ciudadanos: Decidle al gobierno provisional que ya ve cómo el país acata, como el país obedece a ministerios, a poderes, que le invocan a él y no invocan a una corona, que buscan su sanción y no buscan la sanción de un rey. Decidles a los tímidos, a los que se asustan de la sublime resonancia producida por el oleaje de la libertad, que ya ven cómo se reúnen aquí millares y millares de ciudadanos con un orden que nos envidiaría Londres, la metrópoli de la libertad de reunión, y que nos envidiaría Ginebra, la patria del pensamiento libre. Decidles a las clases conservadoras, a los partidos todos, que el gobierno republicano, este gran gobierno, ni es ni puede ser el gobierno de un partido, de una fracción, sino el gobierno del país por el país, la sucesión de todos, según las corrientes de las ideas y de la opinión en el poder, el reconocimiento de los derechos, el respeto a cuanto hay de fundamental en las sociedades, las revoluciones violentas concluidas y reemplazadas por las reformas pacíficas; la verdadera honra, la verdadera dignidad de la patria. (Varias aclamaciones).

La República significa los derechos individuales garantizados, la libertad fundada en la igualdad, España reconciliándose con todos los pueblos, el jurado establecido como garantía de todos los derechos; el ejército, ese ejército que tantos servicios ha prestado a la libertad convirtiéndose de ejército de quintos en ejército de ciudadanos, la provincia reinstalada en su autonomía lo mismo que los municipios, las contribuciones indirectas abolidas, el presupuesto rebajado a más de la mitad, separada la Iglesia del Estado, en fin, esta patria que tanto amamos, y a la cual debemos el precioso don de nuestro carácter; esta patria, que ha bajado del trono de la tierra por culpa de sus reyes, ascendida por la grandeza de sus pueblos a un trono más alto, más luminoso, al trono inmortal de la conciencia humana, dirigiendo con su ejemplo los pueblos a la libertad, y fundando con sus doctrinas prácticas la democracia universal. (Frenéticos aplausos).

No tengo ilusiones, no veo espejismos. Pero presiento que días como este, días de tanto orden material, de tanta madurez política, son días en que ganamos definitivamente para España la República, porque hoy la fuerza moral es la fuerza predominante. Y la República tiene a su favor las fuerzas morales del país que rechazan una dinastía extranjera. (Asentimiento general). Fundando aquí la República salváis a todos los pueblos de Europa. El mundo no puede llevar en su conciencia una teocracia muerta; no puede llevar sobre sus espaldas un régimen pretoriano que arranca millones de brazos a la industria, a la elaboración de la vida, para consagrarlos a la guerra, a la elaboración de la muerte. El primer pueblo que sacuda todos esos errores será el pueblo redentor, porque habrá desvanecido las amenazas de una batalla entre las naciones iluminando la tempestuosa noche presente con el rayo vivificador de la libertad. Vosotros, que sois el pueblo más sobrio, el pueblo más amante de las ideas que hay acaso en la tierra, vosotros debéis aspirar a ser los fundadores de una nueva era histórica; y os bendecirá Francia por haber definitivamente establecido en el mundo su revolución; y os bendecirá Alemania por haber sacado las consecuencias prácticas de los principios filosóficos que ella ha promulgado en la razón humana, y os bendecirán América y Suiza por haber aumentado el número de los pueblos libres; y os bendecirá Italia que no puede soportar el peso de una corona real sobre sus municipios republicanos; y os bendecirán desde su tumba los pueblos muertos, Roma, Polonia, porque anunciáis su resurrección; y habréis escrito la letra inicial del nuevo Evangelio político, y habréis fundado los Estados Unidos de Europa, y habréis merecido el título sublime de pueblo redentor, de pueblo modelo; y entonces vendréis aquí y grabaréis sobre esa columna inmortal estas palabras: dormid en paz, mártires ilustres, somos dignos de llamarnos vuestros hijos porque hemos hecho triunfar en el mundo las dos ideas por las cuales os sacrificasteis vosotros, la honra de la patria y el reinado de la libertad. (Repetidos aplausos, prolongadas aclamaciones a la libertad, a España, a la República universal).
 «Manifestación republicana», La Igualdad, Madrid, Suplemento Extraordinario, s. f. [30 de noviembre de 1868]. 
 ANASTASIO GARCÍA LÓPEZ: OPORTUNIDAD PARA IMPLANTAR EL GOBIERNO REPUBLICANO (1868) Son tales, en efecto, los obstáculos que se presentan para la elección del jefe del Estado, si se opta por la monarquía, que la solución más exenta de peligros, además de ser la más lógica, es constituir la nación en una república federal, en la que cada provincia o departamento se organice a su manera y desenvuelva con independencia de los demás, todos los elementos de su riqueza y de su vida, obedeciendo a un impulso común, a una armonía necesaria en el conjunto, cuyo impulso y armonía partirían del Gobierno central de la nación. Como cuestión de circunstancias y de actualidad, no queda duda alguna de que, a la tranquilidad del país, conviene el establecimiento inmediato de la república federal. […]

Habiéndonos propuesto tratar este asunto como de circunstancias únicamente, no elevaremos la cuestión al terreno científico y trascendental de la filosofía, en el que a todas luces quedaría demostrada la preferencia de esta forma de gobierno sobre todas las demás. […] Se conviene en que el gobierno republicano es el mejor de todos, y se añade a renglón seguido que el pueblo no está preparado para recibirlo. ¿No hay en esto una contradicción? ¿No se ve aquí un anacronismo? Con que, es decir que el pueblo se acomodará más bien a lo malo o a lo menos bueno que a lo mejor. En todas las cosas, los hombres, y por lo tanto los estados, prefieren y se acomodan más bien a lo que es muy bueno que a lo que no lo es tanto. Además, cuando se dice que el pueblo no está suficientemente instruido para aceptar la república, suponemos que se alude únicamente a las clases menos instruidas, a los obreros, a los proletarios, y no a esas otras clases más civilizadas que abarcan las profesiones, el comercio, la propiedad, cuyos hombres están en lo que podemos llamar clase media, y que es hoy la más ilustrada de la sociedad, porque la instrucción, en donde ha penetrado menos, ha sido en la aristocracia a causa de su pereza, y en la clase proletaria a causa de su miseria y del empeño de los gobiernos monárquicos en mantenerla ignorante. Pero esta clase pobre y desheredada hasta aquí de todos sus derechos, no es la llamada, ni ella tiene semejantes pretensiones, a dirigir la cosa pública. Sus aspiraciones están limitadas a que se le dé paz y trabajo remunerado suficientemente para cubrir las imprescindibles necesidades de la vida. No hay, pues, que tomar en cuenta el grado de instrucción de esa parte del pueblo como sirviendo de regla para establecer o no la república. Y a la otra parte del pueblo, compuesta de hombres de carrera, de estudios, dedicados a las ciencias, a las artes, al comercio, a la industria, al desarrollo de una propiedad, no se la puede tachar de ignorante, pues precisamente el saber está reconcentrado en esa parte de la nación llamada clase media. Y como las gestiones de la cosa pública, como la dirección de los intereses de la república se habrían de encomendar a la parte pensadora del pueblo, no es obstáculo para el planteamiento de este gobierno el que las clases obreras no estén tan civilizadas como es de desear y como lo estarán dentro de poco tiempo.

Anastasio García López, Del gobierno republicano. Su necesidad y oportunidad de su planteamiento en España. Conducta de los demócratas en las Constituyentes, Madrid, Imp. y Estereotipia de M. Rivadeneyra, 1868, 16 págs., págs. 10-12.
 ROQUE BARCIA: EL EVANGELIO DEL PUEBLO (1868) Dicen los monárquicos que el pueblo español no está educado para el planteamiento de la República. Está educado para que un déspota le tiranice. No está educado para que una ley justa le gobierne. Está educado para la esclavitud. No está educado para la libertad. Está educado para ver sombras. No está educado para ver luz.

¡Cómo! Pues si no está educado para salir de la cautividad; si no debe dejar de ser siervo, ¿con qué pensamiento turbasteis a España? ¿Con qué pensamiento hicisteis la guerra a los Borbones? ¿Con qué pensamiento habéis hablado de la soberanía nacional? ¿Con qué pensamiento os llamáis liberales?

Si no estamos dispuestos para dejar de ser esclavos, ¿con qué pensamiento nos habláis de hacernos libres? ¿Queréis hacernos libres con una Real Majestad? ¿Queréis hacernos libres con un señor augusto, del cual seremos augustamente feudatarios? ¿Queréis hacernos libres con un hombre divino, sagrado, inviolable, aunque sea un estúpido, aunque sea un traidor, aunque sea un malvado, aunque sea un monstruo, aunque sea un Fernando VII, aunque sea una Isabel II? […]

Revolucionarios de Setiembre, liberales que habéis expulsado una dinastía que otro siglo nos trajo, ¿queréis para vuestro país un noventa y tres, un Maximiliano y un Méjico?
 Pues traed un monarca. 
 Y después de haberlo traído, si llegáis a traerlo, ¿con qué razón llevareis la contra a los liberales que expulsen al rey, cuando vosotros acabáis de expulsar a una reina? Tú, Setiembre pasado, que derribaste a un déspota, ¿con qué derecho llevarás la contra al Setiembre del porvenir que derribe otro despotismo?
 Tú expulsaste el rey que te dieron. ¿Con qué justicia puedes impedir que otros expulsen el rey que tú nos des? […]
 González Brabo levantó cien patíbulos contra vosotros y vuestros secuaces. ¿Levantareis vosotros cien patíbulos contra los españoles que imiten vuestro ejemplo?
 Hombres del gobierno provisional, revolucionarios de ayer, ¿seréis quizá el González Brabo de mañana? ¿Seréis otro González Brabo? ¡Veamos lo que hacemos!
 Si hay un español, dos, tres españoles, que han dado palabras que no debieron dar; que han prometido lo que no debieron prometer: si hay un español, dos, tres, cien españoles, que puedan concebir que su injusta promesa vale más que el bien, la libertad y el honor de España: si esto es así, nosotros afirmamos que esos españoles se pierden y nos pierden.
 ¡Pueblo! llegó la hora. Vamos a sortear nuestro destino; vamos a votar la República federal.
 ¡Pueblo, a las urnas!
 ¡Pueblo, sálvate!
 ¿Quién es rey aquí? Tú.
 ¿Quién es rey en España? España.
 ¡Republicanos, orden y adelante!
 Roque Barcia, El evangelio del pueblo, Madrid, Est. Tip. de T. Fortanet, 1868, 3ª ed, 64 págs., págs. 54-57. 
 EMILIO CASTELAR: ¿ES ESPAÑA UNA NACIÓN ESENCIALMENTE MONÁRQUICA? (1869) Y, señores, si esta Constitución no corresponde a los progresos políticos e históricos, ni a los progresos científicos de Europa, ¿corresponde, por ventura, a los precedentes de la Nación española? Yo no conozco, Sres. Diputados, yo no conozco una vulgaridad más insigne que la de decir que la Nación española es una Nación esencialmente monárquica. ¿Lo era cuando el municipio y las colonias se administraban a sí mismas en tiempo de Roma? ¿Fue monárquica cuando vinieron los pueblos del Norte y no pudieron fundar aquí la verdadera monarquía, la monarquía hereditaria, desde el siglo V hasta el siglo XI? Y cuando vino la monarquía patrimonial, cuando vino la monarquía hereditaria, vino del extranjero, vino de Francia, la trajo Sancho el Mayor, que colocado en el trono de España, repartió entre sus hijos su territorio como le plugo; pero entonces al lado de aquella monarquía patrimonial, al lado de aquella monarquía hereditaria, nacieron las grandes Cortes, nacieron los grandes departamentos, nacieron los municipios con jurados, con Milicia, con hermandades, que abarcaron y casi destruyeron completamente la monarquía. ¿Es monárquica una Nación donde existió la república mercantil tan admirable que representaban los Concelleres de Barcelona? ¿Es monárquica una Nación donde se ha dado el fuero de Sobrarbe? ¿Es monárquica una Nación donde existe esa república que reposa a la sombra del árbol de Guernica, y que está allí sobreviviendo a todas las catástrofes del globo y de la humanidad, para probar que nuestra tierra y la democracia fueron creadas a un mismo tiempo en el mundo? ¿Es monárquica la Nación que tiene esos monumentos eminentes del parlamentarismo, superiores a los monumentos de Inglaterra? ¿Es monárquica la Nación que tiene las Cortes aragonesas con su justicia mayor, ese tribuno que se parece a los antiguos tribunos romanos? […] Señores, cuando vino la monarquía hereditaria, vino con extranjeros, se amasó con sangre extranjera: «doblón de a tres, decían nuestros padres, vente conmigo, que no te coja Xevres, el Ministro de Carlos V».

Y, señores, resistimos heroicamente aquella monarquía. ¿Qué significa la guerra de las comunidades sino la resistencia a la monarquía? ¿Qué significan las guerras de Aragón y el nombre inmortal de Lanuza sino la resistencia a la monarquía? ¿Qué significan las comunidades de Mallorca sino la resistencia a la monarquía? ¿Qué significan las germanías de Valencia sino la resistencia a la monarquía? ¿Qué significan los fueros de las provincias Vascongadas y de Navarra sino aquello que decía nuestro gran poeta: «aquí no llegaron jamás tiranos reyes»?

Por consecuencia, si vosotros queríais sostener las tradiciones de la nación española, no necesitabais más que leer la Constitución de 1812; no necesitabais más que leer, que aunque se diga por la escuela doctrinaria que es un libro atrasado, es un libro lleno de erudición y de buen sentido, el libro de Marina; no necesitabais más que registrar nuestras cartas-pueblas, nuestros fueros, nuestras instituciones. Los hombres del año 12 comprendían que era imposible salvar la patria si no se la ligaba a las tradiciones liberales parlamentarias. Y ellos entonces hicieron una Constitución que se vanagloriaban de que estaba en armonía, no tanto con los principios de la revolución francesa, como con los precedentes de nuestra historia. Allí había el sufragio universal: allí había las Cortes con una sola Cámara, porque en España murió la aristocracia y murieron los nobles en el siglo XVI. Había sólo una Cámara: el rey tenía sólo el veto suspensivo: el rey no podía tratar a las Cortes a su arbitrio, como las podrá tratar vuestro rey. Por consiguiente, la Constitución que habéis escrito no está en armonía con las tradiciones de la Nación española.

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes (1869-1871), t. II, 7 de abril de 1869, pág. 895. 
 FRANCISCO PIY MARGALL: CONTRA LA MONARQUÍA (1869) Entro de lleno en el artículo 33, es decir, en el artículo que establece que la forma de gobierno de la Nación española es la monarquía.
 En verdad no se puede hallar un artículo escrito con más precisión; y, sin embargo, cuando se le examina y se le compara con el resto de la Constitución, ¡qué serie de contradicciones no vemos levantarse! Se acaba de consignar la soberanía de la Nación, y enfrente de esa soberanía se levanta la soberanía de un rey, de una familia, de una dinastía, que con arreglo al proyecto mismo de Constitución podrá disponer de las fuerzas de mar y tierra, declarar la guerra, ratificar la paz; se levanta la soberanía de una familia que tendrá el derecho de llevar la Nación a las empresas más aventuradas, renovar las desgraciadas y desastrosas guerras del Pacífico, de Méjico y de Santo Domingo; que podrá, si tiene empuje para ello, ir a hacer verter la sangre y los tesoros de los pueblos por conquistar las llaves de un sepulcro santo o por reconstruir una nacionalidad que él crea injustamente descompuesta.
 Enfrente de esa soberanía de la Nación se levanta la soberanía de un rey, de una familia, de una dinastía, que, según la Constitución, tendrá el derecho de convocar el Parlamento, de suspenderlo una vez por legislatura, de disolverlo con sólo la limitación de convocar otro para dentro de tres meses. Es decir, que se levanta la soberanía de un rey, de una familia, de una dinastía, que si llega a tener el empuje de Guillermo III de Prusia podrá estar contrarrestando la voluntad del Parlamento, o sea la voluntad del pueblo, de una manera indefinida a fuerza de cerrar Parlamentos, bien parcial, bien totalmente.
 Y qué, ¿no es una verdadera contradicción esa que desde luego vemos entre el artículo que estamos discutiendo y el resto de la Constitución? Pues esta contradicción, que ya han hecho ver otros oradores de estos bancos, no es la única ni es tampoco la más importante.
 Antiguamente la humanidad estaba dividida en castas, y en esas castas estaban vinculadas las diversas funciones sociales. En una de ellas estaban de ordinario vinculadas las funciones del Gobierno; en otras las funciones sacerdotales, y en otras las funciones mecánicas. […]
 En la Constitución de 1845, Constitución que regía antes de la revolución de Setiembre, existía todavía algo de esas antiguas castas. Por esa Constitución había un Senado en el cual se sentaban ciertos nobles por derecho propio, lo cual era verdaderamente un recuerdo del antiguo régimen. Hoy vosotros en ese proyecto de Constitución que presentáis habéis hecho desaparecer esa ley de castas, habéis llamado al Senado a todas las primeras magistraturas del país, habéis llamado al Senado hasta a los primeros contribuyentes; pero no habéis establecido que en ese Senado vaya nadie a sentarse por derecho propio. ¿Cómo, pues, habiendo arrancado hasta el último resto de las castas habéis conservado este régimen para la primera magistratura de la Nación? ¿Cómo habéis querido que esa primera magistratura esté vinculada en una familia? ¿No comprendéis la enorme contradicción que habéis establecido en el artículo, o por mejor decir, en el fondo de vuestro proyecto?
 Pues todavía hay otra contradicción más grave, otra contradicción más palmaria. Vosotros abogáis por el régimen de la libertad y queréis establecerlo; y, sin embargo, fundáis la monarquía hereditaria: os entregáis al régimen de la fatalidad. Porque fatalidad es admitir hoy al rey que elijáis y tener que admitir mañana al hijo de ese rey, cualesquiera que sean las condiciones intelectuales, las condiciones morales y las condiciones físicas del heredero. ¡Cómo! Tratándose de la suerte de la Nación, ¿vais a fiaros nada menos que al azar, a la fatalidad, y eso proclamándoos defensores del régimen de la libertad?
 No comprendo esta contradicción, que es todavía más grande, más terrible, más trascendental que las que antes he indicado.
 Y no vayáis a decirme que en esas razas y en esas dinastías suelen venir siempre príncipes de alta inteligencia ni que esas razas no degeneran. No vengáis a decirme que precisamente porque se trata de dinastías o de grandes familias privilegiadas, los hijos de ellas nacen también con condiciones privilegiadas y pueden servir perfectamente para el gobierno de los pueblos porque desde niños se les educa al efecto; porque la historia nos demuestra lo contrario. Se observa constantemente cierta degeneración en esas razas, es decir, en esas dinastías. […]
 No tengo necesidad de deciros si se ve la última degeneración moral de la raza en la última reina de la dinastía de los Borbones. […]
 Adoptado el principio hereditario, tenéis que aceptar todas las monstruosidades que os presenta la historia; tenéis que aceptar reyes que han sido grandes criminales, tenéis que aceptar reyes que, como Fernando VII, empezaron conspirando contra su propio padre y continuaron cometiendo un crimen de alta traición vendiendo a la patria, mientras que sus hijos defendían con tanto denuedo su independencia; tenéis que sujetaros a vivir bajo un Enrique de Trastámara, que llegó al trono teñidas las manos en la sangre de su hermano; tenéis que sufrir por rey a un Sancho el Bravo, que estuvo conspirando y haciendo armas contra su propio padre. […]
 Grande error es el que cometéis estableciendo la monarquía hereditaria. ¡Ah! Decís es preciso que nosotros tengamos un poder moderador; sin ese poder moderador, ¿cómo es posible que se gobiernen los pueblos?
 Pero yo os pregunto: ¿de qué queréis que sea moderador ese poder? ¿Creéis que ha de ser moderador de los abusos de la libertad? Entonces creéis que ese poder moderador tiene la facultad de limitarla y de destruirla si así lo exigen las condiciones del país y las necesidades del orden, y en este caso venís a negar vuestra teoría de los derechos individuales. ¿Pretendéis quizás que debe ser, no moderador de los abusos de la libertad, sino de los abusos y extravíos de las Asambleas? Entonces venís a decir que sobre el criterio de las Asambleas está el criterio de los reyes, y en ese caso negáis por su base la soberanía del pueblo.
 ¡Poder moderador! ¿De qué ha de ser moderador ese poder? No hay nadie que modere, no hay ningún poder que necesite moderar a los demás poderes en un régimen de libertad: es la libertad misma la que modera la libertad, no el poder.
 Decís también: pero ¿a dónde vais a parar con querer destruir la monarquía? ¿No veis acaso que está arraigada en el pueblo español? ¿No veis que existe aquí desde el tiempo de los godos, como decía hoy el Sr. Álvarez? ¿No comprendéis que no es posible extirpar de una vez una monarquía que cuenta tantos siglos de existencia? ¿No comprendéis que es necesario hacer caso de la tradición y atenerse a ella?
 Pero yo os digo: si hemos de atenernos siempre a la tradición, si no hemos de salir de ella, ¿por dónde creéis que sea posible el progreso de la humanidad? La tradición debemos respetarla, debe servirnos de lección para las Constituciones futuras; pero no debemos ser siervos de ella hasta el punto de decir: eso ha existido durante siglos, y es preciso que exista.
 Si los adelantos del pueblo han hecho ineficaz la forma de gobierno que antes existía; si como acabáis de ver, es incompatible la libertad con la forma monárquica hereditaria, ¿por dónde creéis que debe subsistir esa forma de gobierno?

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes (1869-1871), t. IV, núm. 77, 19 de mayo de 1869, págs. 2091-2094. 
 EMILIO CASTELAR: INVITACIÓN A LOS PROHOMBRES DE LA REVOLUCIÓN, A FUNDAR UNA REPÚBLICA CONSERVADORA (1869) La monarquía no significa otra cosa, no representa otra cosa sino que la Nación del 2 de Mayo ha descendido hasta la categoría de Grecia y de Rumania. Pues qué, ¿no puede gobernarnos el general Serrano, o el general Prim, o el Sr. Ríos Rosas o el Sr. Rivero? ¿No tenemos aquí hombres de Estado? ¿No sabe obedecer este pueblo? ¿No puede vivir por sí misma esta sociedad? ¿Para qué necesitamos un rey extranjero? Notadlo bien: el rubor se sube a la frente de todos cuando se habla de reyes extranjeros. Notadlo, y no queráis de ninguna suerte oponeros al sentimiento de este pueblo, porque contra el sentimiento de este pueblo no se puede oponer nada. Yo fundaría la república como la he predicado; pero si vosotros, hombres de Estado; al señor general Serrano se lo dije un día y lo recordará, y al señor general Prim también se lo dije y lo tendrá presente, porque aquí no tenemos secretos de Estado, somos hombres libres y hablamos al aire libre; si vosotros, hombres de Estado, creéis que ahora no se puede fundar la república tal como debe ser, dadnos una república conservadora en que vosotros dominéis, en que vosotros mandéis. Yo os digo, yo os declaro que tenemos un grave defecto nosotros para mandar, el defecto de vivir en el seno de las ideas, en el seno de la filosofía, el de estar en las cátedras, en los Ateneos, en las Academias y somos un poco utópicos, lo confieso, pero, señores, nada más que un poco. Más aquí la república es la necesidad del momento. Ya que habéis arrojado una dinastía, sed ciudadanos, sed republicanos, y si no cread un poder, de cualquiera manera que sea, fuerte, enérgico, donde los elementos revolucionarios estén concentrados, que pueda impulsar la máquina de esta sociedad y defienda al mismo tiempo todas las libertades contra los abusos de arriba y los de abajo; y creedme, si nos ahuyentáis esa sombra de rey, si nos ahuyentáis esa sombra de restauración monárquica, estaremos satisfechos por el momento, hasta que la situación de Europa cambie, o que la educación política del pueblo sea mayor, merced a las instituciones liberales, y os prestaremos nuestro apoyo.

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes (1869-1871), t. II, 7 de abril de 1869, pág. 903. 
 ROMUALDO LAFUENTE: NO CUALQUIER REPÚBLICA (1870) ¿Pero en qué ha consistido que después de los escarmientos recibidos por la nación española, de sus pasados reyes, desacreditada, aborrecida la monarquía, derrumbado y hecho pedazos el trono por las manos del pueblo vencedor, ese pueblo no proclamó inmediatamente la república el día de su triunfo en Setiembre de 1868?

Ha consistido en que la revolución de Setiembre no fue hecha por los republicanos; en que por más ilusiones que nos hagamos, en aquella fecha no había todavía en España bastante número de republicanos dignos de honrarse con este nombre, y en que los egoístas, los apostatas, los traficantes políticos, que anteponen siempre su propio interés al bien de la patria, se abalanzaron como hircanos tigres sobre la presa para devorarla, y una vez dueños de la situación, temieron perder los altos e inmerecidos destinos adonde se encaramaron, en el caso de que un gobierno popular, justo y moral, llegara a regir los destinos de la nación.

Pero no deploremos como una desgracia el hecho de que no saliera triunfante la República de la revolución de Setiembre, porque, al contrario, debemos celebrarlo como una fortuna inmensa.

Si la República hubiera triunfado después de la revolución, ¿quiénes hubieran sido sus primeros tutores? ¿Quiénes se hubieran erigido en dueños de aquella improvisada República?

Todos, menos los republicanos.
 ¿Qué republicanos había en aquella época en España de bastante talla para disputar, el poder a los héroes  de Alcolea, al general Prim, a Caballero de Rodas, y por fin, a todos aquellos farsantes, militares y civiles, procedentes de la unión liberal, que entraron en Madrid dándose aire de conquistadores, y a los que ¡oh vergüenza! el pueblo de Madrid saludaba con idólatra adoración, regando de flores su camino? […]
 La República de 1868 hubiera sido la República de Serrano y Prim, una República militar, la República del sable, una República, en fin, a lo Rosas o lo Iturbide.
 Muy pronto aquella República hubiera muerto desacreditada, como ha muerto en espíritu la revolución de Setiembre, en tanto que ahora el espíritu republicano se conserva puro, sin menoscabo ni descrédito; nuestro partido se ha depurado de cierta corrupción que abrigaba en su seno, y el día de nuestro triunfo, que no puede estar lejano, la República se establecerá en España bajo bases tan firmes y seguras, que no habrá luego poder humano que logre destruirla.

Romualdo Lafuente, «El pasado, el presente y el porvenir», Anuario Republicano Federal, Madrid, 1870, páginas 581-645.
 FRANCISCO RISPA PERPIÑÁ: LA LEY DEL PROGRESO SE CUMPLE (1870) Una lucha titánica tiene en expectación al mundo, un clamoreo universal la anima; es el presente que combate contra el pasado; es la ciencia contra la ignorancia; la razón contra la fe; el derecho contra el hecho; el pueblo contra el rey; la humanidad contra la barbarie; el orden social contra el orden legal; la República, en fin, contra la monarquía. […]

En el reloj de los tiempos ha sonado la última hora de las monarquías; los reyes no caben en las inmensidades de las democracias, porque son monstruos que tienen clavada la garra asesina en sus entrañas; los pueblos no lo ignoran, y tienen decretado su exterminio.

La sociedad necesita vivir con libertad y justicia en todo y para todos, y la humanidad quiere reintegrarse en su ser natural, aspirando a la solidaridad, para que sea un hecho universal, «la seguridad de tener todos pan, industria para procurárselo, y fuerza para garantírselo».

Esto, ni lo prometen ni pueden darlo las monarquías, que en su agonía se han puesto un disfraz democrático; ni pueden darlo los que matan en nombre de la justicia, ni los que crean mendigos edificando hospitales y casas de asilo, ni los que roban en esa especie de pan de monicum de grandes infamias, llamado Bolsa; ni los que tienen establecida la usura y la inmoralidad en el juego, ni los que explotan la riqueza pública, ni los que sostienen el privilegio y la tiranía del capital, ni los que pagan el culto y el clero y a enjambres de clases pasivas, verdaderos parásitos de la sociedad; ni los que sostienen numerosos ejércitos improductivos; ni, en fin, los que todo lo monopolizan en nombre de la autoridad.

Sólo la República, que es el gobierno del pueblo por y para el pueblo, puede «prometerlo, procurarlo y garantirlo».
 La monarquía es el crimen, el privilegio, la degradación, la miseria, la infamia y la tiranía.
 La República es la libertad, la igualdad, el derecho, la ley y la justicia.
 La monarquía, monstruo que agoniza, no promete más que días de luto y de horrores, porque todos los monstruos son sangrientos en sus agonías.
 ¡Desgraciado pueblo si te pones al alcance de sus garras más que para clavarle el puñal en el corazón!
 Pueblo: la monarquía mata, la República vivifica.
 No más reyes.
 «¡Viva la República democrática federal!»

Francisco Rispa Perpiñá, «La Ley del Progreso se cumple. ¡Viva la república!», Anuario Republicano Federal, Madrid, 1870, págs. 492-506.
 FRANCISCO CÓRDOVA Y LÓPEZ: REPÚBLICA Y REFORMA SOCIAL (1871) En España, dentro de las condiciones en que se encuentra por la centralización política, económica, social y religiosa que desde hace siglos viene pesando sobre ella, la instalación de la República democrática federal se ha convertido en una necesidad apremiante. […]

Para su instalación es indispensable el planteamiento previo de reformas sociales sucesivas, que desembaracen el camino por donde ha de marchar la emancipación política y social del pueblo.

Las reformas que exigen la más pronta ejecución […] son las siguientes: «Abolición de la pena de muerte.
 Abolición de la quinta y licencia absoluta a las clases de cabos y sargentos del
 ejército. Creación de tantos cuerpos del ejército como Estados federales, sobre la base de un alistamiento popular.
 Ingreso en el ejército republicano de los generales, jefes, oficiales y sargentos del actual, previa la revisión de sus hojas de servicio.
 Rigurosa escala en su colocación y ascenso.
 Derogación de la ordenanza militar.
 Abolición de las matrículas de mar y del presidio, y creación del sistema penitenciario.
 Formación inmediata del catastro, o de la estadística territorial encaminada a descubrir la propiedad legítima e ilegítima.
 Desarrollo de los principios de la desamortización y expropiación forzosa por causa de utilidad pública hasta donde el derecho y las necesidades del proletariado aconsejen y determinen, principiando por los bienes de la nación, de la Iglesia y del patrimonio de la antigua corona.
 Abolición de las clases pasivas.
 Abolición de las cargas de justicia.
 Abolición de toda clase de censos irredimibles.
 Separación completa de la Iglesia y del Estado.
 Desestanco de todo lo estancado.
 Abolición de los portazgos y pontazgos.
 Una y sola contribución proporcional sobre el capital.
 Unificación de la deuda pública.
 Códigos civil y penal conformes con los derechos del hombre.
 Abolición de la esclavitud.
 Nuevo sistema de enseñanza y de instrucción pública que abrace al hombre en toda su plenitud.
 Y todas las reformas sociales indispensables a la extinción de la ignorancia y la miseria del pueblo».
 Planteadas estas reformas, la libertad individual será una verdad y los derechos

La Flaca, 14 de agosto de 1869 del hombre estarán asegurados. Por este camino el hombre marchará, sin las perturbaciones de los motines y de las revoluciones, hacia la realización del bien. Concluirá la explotación del hombre por el hombre, y la igualdad política tendrá su más firme garantía en la igualdad económica y social de las clases y de los individuos.

Francisco Córdova y López, La salvación del pueblo o La República Democrática Federal, Madrid, Casa editorial La Popular, 1871, 39 págs., págs. 37-39.
 EUGENIO GARCÍA RUIZ: LA ÚNICA SOLUCIÓN (1872) Se ha dicho recientemente por muchos una verdad, que recogerá la historia para vergüenza de la época actual: «en España no hay mas dinásticos de la casa de Saboya que los que se hayan en el poder».

Ahora bien: ¿puede vivir, pero vivir para hacer el bien del país, una institución política que carece completamente de cimientos? No, y mil veces no.
 Sabemos muy bien, porque conocemos perfectamente a algunos de los actuales consejeros del rey Amadeo, que harán grandes y laudables esfuerzos en la idea de que él y su dinastía echen raíces en el país; pero ¡vano empeño! El país no responderá a su llamamiento, porque no le es dado eludir las leyes inflexibles de la lógica. Lo que no tiene razón de ser, no vive: lo que no puede subsistir en pie se desmorona o cae por el más ligero accidente.
 Desde que, desconociendo lastimosamente lo que fue el movimiento de Setiembre, que arrojó al fango el trono secular español, se levantó otro trono para regalárselo a un extranjero, en vez de crear el Gobierno de la España por los españoles con la proclamación de la República democrática, todos los políticos, todos los repúblicos de este país, que aman la Revolución, han vivido, viven y vivirán, mientras no se hagan republicanos, dentro del círculo fatal que ellos mismos se trazaron […]
 El rey, el mismo rey, elegido por esos hombres (no hay que engañar a nadie ni engañarse a sí propios) no puede reinar con la Constitución actual, por ser demasiado democrática fuera de dos o tres de sus artículos. ¿Quién negará esto? ¿Acaso no ha tenido que desconocerla durante los últimos ocho meses cuatro o cinco veces? Pues si éste es un hecho innegable, ¿podemos vivir exentos del miedo de que se reproduzca ese desconocimiento, convirtiéndose entonces la España con honra en una especie de Méjico, o en un nuevo Ecuador o Perú?
 No hay ya ni haber puede para los españoles más que un gobierno verdaderamente nacional; el republicano democrático de orden, que entregado a hombres entusiastas de la idea que él representa, lleve por doquiera la confianza con su moderación y cordura; atraiga a las clases conservadoras, que son, han sido y serán en todas partes las que consoliden las buenas instituciones; inspire simpatías a todos los buenos ciudadanos; desarme a los partidos encariñados de otros ídolos que ven alejados del que consideran su sacro altar; proscriba las miserias que nos deshonran; fomente la riqueza pública; propague la instrucción; lleve a todo el mundo por el camino del trabajo y hermane la libertad con el orden por medio de una administración verdaderamente nacional y no de pandillaje, de estricta justicia y no de escandaloso favoritismo.
 Nada de guerra a ningún político, sea la que quiera su opinión, nada de persecuciones: nada de injusticias. Si se ha de fundar algo sólido, útil y grande, ha de ser con una política de atracción, con una política justa de anchísima base, con una política nacional y verdaderamente democrática.
 Esa ha de ser la hermosa bandera de la democracia, que en medio de este desquiciamiento universal agrupe en torno suyo a todos los hombres de buena voluntad.
 Que la empuñen con fuerte mano siete u ocho hombres de verdadero genio y obre todo de carácter inquebrantable.
 No hay más salvación para la patria. […]
 No hay ya otra solución, y todo lo que no sea ir a ella es agitarse en el vacío, es no salir de un círculo a todas luces vicioso.
 Vayamos, pues, a esa única solución.

Eugenio García Ruiz, Siete artículos capitales, o sea la democracia gobernando, Madrid, Imp. Española, 1872, 32 págs., págs. 30-32.


6 LIBERTAD, PATRIA Y FORMAS DE ESTADO

La Flaca, 9 de julio de 1873 

6.1. DESCENTRALIZACIÓN 
 PRÁXEDES MATEO SAGASTA: DECRETO PONIENDO EN VIGOR LAS LEYES MUNICIPAL Y PROVINCIAL (1868) Atento el Gobierno Provisional a la necesidad apremiante de poner en vigor una legislación administrativa, que encontrándose en armonía con los principios políticos proclamados por los antiguos partidos liberales, a cuyo esfuerzo unánime y admirablemente combinado se ha debido la redención del país, sirva a la vez de pauta a las Corporaciones populares en la elevadísima misión que están llamadas a cumplir coadyuvando a la consolidación del régimen eminentemente liberal que la Nación ansia, viene ocupándose, desde el momento de su instalación, en este asunto, el más grave y más trascendental de todos los que hoy pueden tratarse en la esfera gubernamental.

Si la Nación por su voto solemne hubiera decidido ya de sus futuros destinos, si fuera conocido ya el sistema de Gobierno que se propone adoptar, si estuviera proclamado el Código político que ha de regirnos, no sería tarea tan difícil, por más que nunca fuera sencilla, la de desarrollar un sistema administrativo en consonancia con la Constitución, como deben estarlo siempre las leyes de esta índole, si no ha de darse el caso, tan reciente en nuestra patria, de ver un pueblo esclavo y escarnecido, próximo a caer a la tumba, envuelto en el sudario que sus mismos gobernantes le formaron con las hojas de su Código político.

Pero cuando falta la ley escrita, que ha de servir de base al edificio de nuestra reconstitución social, por más que estén en el ánimo de todos los buenos ciudadanos los principios sobre que ha de calcarse, el Gobierno Provisional, y en su nombre el Ministro que suscribe, no puede aspirar a otra cosa que a interpretar los deseos de la opinión nacional, que no se pronuncian en verdad en favor de las teorías de la funesta escuela doctrinaria, generadora, con su sistema centralizador, de todos los males que han sobrevenido a nuestra patria por el abatimiento y la muerte del sentimiento político en todas las localidades, sentimiento que es preciso resucitar y rejuvenecer, porque sin él no hay prosperidad posible para los pueblos.

Encaminados a este objeto sus propósitos, el Gobierno Provisional se ha creído en el caso de utilizar una obra que no puede menos de ser grata a los ojos del país, puesto que, sobre evocar un recuerdo gloriosísimo, es el fruto del trabajo y del saber, puesto a contribución en la Asamblea de 1854, a la vez que la expresión de la voluntad nacional solemnemente expresada. Aquellas Cortes, que la España liberal recuerda con orgullo y entusiasmo, dejaron votadas las bases de todas las leyes político-administrativas, con que completaron y desenvolvieron la gran obra de su constitución no promulgada, llegando hasta discutir y publicar la Municipal; y el Ministro que suscribe, al ponerla de nuevo en vigor, con las modificaciones que indispensablemente exigen las nuevas necesidades del país, y al adoptar para la Orgánica provincial las bases votadas también por aquella memorable Asamblea, confiesa que con el auxilio de tan precioso legado ha encontrado más llevadera su tarea, y abriga la confianza de que la Nación acogerá benévola su pensamiento.

Si el Estado, la Provincia y el Municipio han de ser las tres esferas concéntricas de dimensiones diversas dentro de las cuales se desarrolle armónicamente la política del país, es preciso que giren en el mismo sentido, pero sin tocarse en su movimiento ni entorpecerse en su marcha, y para esto es necesario que aquellas tres instituciones tengan vida propia.

El Gobierno Provisional se propone dársela en las leyes que trata de plantear interinamente, para que, sometidas al crisol de la experiencia desde hoy hasta que las Cortes Constituyentes hayan de revisarlas, puedan conocerse prácticamente las modificaciones que exijan las necesidades del país. ¡Grande sería la satisfacción del Ministro que suscribe si, reconocida hasta entonces por la experiencia la utilidad de las leyes que anticipa a impulsos de la necesidad del momento, pudiera verlas aceptadas, en principio al menos, por la Representación Nacional.

Estimular la iniciativa de las Corporaciones populares, enervada por los hábitos del servilismo que ha engendrado un largo período de centralización omnímoda y opresora, elevar la consideración de los representantes de la localidad y del distrito, para que estos cargos vengan a constituir la verdadera escala de la carrera política, invadida hasta hoy por la ambición, por mil senderos ilícitos, y garantizar la moralidad en la administración de los intereses procomunales, estos son los propósitos que en primer término han guiado al Gobierno Provisional en el desenvolvimiento de las bases acordadas por las últimas Cortes Constituyentes para la Ley Orgánica provincial y en las ligeras modificaciones introducidas en la Municipal; porque ya es tiempo de que las Corporaciones populares dejen de ser el ludibrio de los Gobiernos arbitrarios en las épocas de desahogo y prosperidad, siendo el único amparo de los pueblos en las de calamidad y miseria. […]
 Madrid 21 de Octubre de 1868.= El Ministro de la Gobernación, Práxedes Mateo Sagasta. 

Gaceta de Madrid, 22 de octubre de 1868, págs. 2-14. 
 GABRIEL RODRÍGUEZ: INTERVENCIÓN PARLAMENTARIA A FAVOR DE LA DESCENTRALIZACIÓN (1869) ¿En qué consiste que esa palabra república federal, esa idea confusa de república federal, en ciertas localidades se lleva consigo algunos o muchos partidarios, que son los que han votado a nuestros compañeros de la minoría? En mi concepto esto depende de una confusión lamentable que se hace entre dos ideas políticas, entre la idea de federación y la idea de descentralización es decir entre la idea federal o reaccionaria en España y la idea de descentralización, que es la idea democrática hoy en España. Algunas provincias, por ejemplo, Cataluña, que quiere conservar el sistema protector contra la opinión de las demás provincias, cree que en llegando a ser un Estado federal conservaría ese sistema, aunque el resto de España se opusiese y no fuera partidario del proteccionismo. En esto hay un grandísimo error, y yo creo que nuestros compañeros, los Diputados de Cataluña, deben decir a sus electores que con la república federal los catalanes irían contra sus propósitos y contra sus intereses puesto que si ponían las aduanas en su Estado, el resto de España establecería la libertad de comercio, y en lugar de tener asegurado como hoy todo el mercado español, que ahora tienen y que todavía tendrán por algún tiempo monopolizado desgraciadamente, los fabricantes no tendrían mas mercado que el de su pequeño Estado, y el resto de España se surtiría de las otras provincias o del extranjero.

En Andalucía hay también la idea en algunas clases de que podrían obtener ciertas ventajas con la federación. Hay allí ese socialismo rural de que ha hablado el señor Montero Ríos, de que también hay algo por lo visto, en la provincia de Logroño, socialismo que pone en antagonismo al colono con el propietario, y que quiere investigar si tales o cuales tierras fueron adquiridas o no legítimamente, para que en el caso de no ser legítimas pudieran repartirse entre tales o cuales ciudadanos. Pues si la república federal se estableciera, tampoco los socialistas de Andalucía podrían conseguir lo que se proponen: porque como en el resto de España seguiría dominando la idea de la propiedad y del derecho, España no querría consentir que el derecho se violase de este modo en Andalucía, e intervendría para impedirlo, con la misma razón con que los Estados Unidos intervinieron en los del Sur para abolir la esclavitud de la raza negra.

Por manera que si fuéramos examinando localidad por localidad y la causa verdadera de la tendencia a eso que se llama o entiende confusamente por república federal, veríamos que esas localidades están en un grande error, y que con ella no conseguirían los fines a que aspiran. Pero volviendo a la descentralización, la descentralización, señores republicanos, ya es otra cosa; ya es hoy una doctrina, una idea aceptable, una idea que puede dar grandes bienes al país; es precisamente la idea democrática. ¿Pues qué quiere la idea democrática sino ir quitando atribuciones excesivas al Estado? ¿Qué quiere sino ir reintegrando al individuo en todos los derechos que pertenecen a su persona? ¿Qué es descentralizar sino ir limitando la acción del Estado y robusteciendo la del individuo, así como la del municipio y la provincia? Y con la descentralización basta para que puedan satisfacerse en España todas las necesidades económicas y sociales sin necesidad de romper y deshacer la historia de tres siglos para volver a la época en que hubo ocasión de crear la república federal, que es la época de los Reyes Católicos.

Y con la descentralización, Sres. Diputados, puede asegurarse que se realizará el ideal democrático en España bajo la forma monárquica, como se está realizando en otros países más adelantados que el nuestro, como se está realizando en Inglaterra, donde la idea democrática progresa sin trastornos, desastres ni dolores. Y la descentralización podrá verificarse con la Constitución que presente la comisión y llegar hasta sus últimos límites. Y cuando las comisiones encargadas de redactar las leyes municipal y provincial presenten sus trabajos, se dará por medio de esas leyes toda la vida que debe darse al municipio y a la provincia para que, sin necesidad de confederaciones artificiosas, vayan realizando sus aspiraciones legítimas y sus derechos, lo mismo el individuo que el municipio y la provincia dentro del Estado, ocupándose éste sólo de que se realice la justicia y gire dentro de su órbita cada personalidad. Por esto soy monárquico y defiendo hoy la monarquía.

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes  1871), t. III, 18 de mayo de 1869, págs. 2047-2048. 
 AMADEO FERNÁNDEZ RUIZ: CONTRA LA REPÚBLICA FEDERAL (1869) Proclamando la República federativa, presentan sus defensores como ejemplo la Suiza dividida en Cantones, Norte América dividida en grandes Estados, y quieren que las provincias españolas en política, administración y en todo se gobiernen por sí y ante sí.

¿Pero no les deja ver su ilusión, sin profundas meditaciones, sin gran estudio, que esto sería retrogradar en España a la época de los reinos de Asturias, León, Castilla, Navarra, Aragón; etc., etc., con la diferencia únicamente de un cambio de nombres; volver a las guerras civiles intestinas de provincia a provincia, alimentadas por el oro y aun las armas extranjeras, suscitar rivalidades de pueblo a pueblo, fomentar el espíritu anexionista, en una palabra, perder la nacionalidad, destrozarse mutuamente, quedar suprimidos en el mapa de Europa, a la manera de la infeliz Polonia?

¿Han meditado bien los partidarios de la República federal, los siglos, los combates, la sangre que ha costado a España su nacionalidad?
 Vizcaya, Guipúzcoa y Álava, Cataluña y Navarra, no dicen que son españoles en muchas ocasiones: conservan su idioma nativo, su traje de otros tiempos: luchan por sus carcomidos fueros, defienden sus franquicias, como las defendían en la Edad Media y resisten la unidad política con una tenacidad digna de mejor causa.
 La Suiza es verdad que vive en el centro de la Europa en República federal; pero vive y se conserva por su insignificancia política, por la corta extensión de su territorio, por la esterilidad de su suelo; no es objeto de codicia para los extranjeros, carece de nuestras glorias tradicionales, y si es feliz en el interior, lo cual ponemos en duda, jamás será poderosa.
 Los Estados Unidos, distinta raza a la nuestra, de origen diverso, no pueden compararse con ninguna Nación Europea y menos con las de la raza latina; carecen también de nuestras tradiciones y no tienen compromisos con ningún antiguo partido; no puede allí haber monarquía, porque no existen monárquicos; como en España no puede haber República, porque no hay republicanos.
 Los Estados Unidos, siendo colonias inglesas, debido al buen sistema colonial de Inglaterra, vivieron republicanamente con parlamentos y derechos políticos, que al hacerse independientes consignaron en una Constitución, erigiéndose en República. No han conocido otra cosa que la República: tenían que ser republicanos.
 Pero la España monárquica desde el Siglo III, sin interregno de un día, y monarquía absoluta en casi todo este tiempo, de moderna y no perfecta nacionalidad, convertirse en republicana repentinamente, sustituir a la corona el gorro frigio, haciendo abstracción de su carácter, educación, sentimientos e intereses de partido, sería el mayor de los contrasentidos, que por lo absurdo y fenomenal habría de producir trastornos y cataclismos irreparables.
 ¿No vemos, no estamos palpando todos los días las grandes dificultades con que tropieza la descentralización, nada más que administrativa y que vivamente anhelamos, en los pueblos pequeños, en las circunscripciones rurales por la ignorancia y rudeza de unos, por la malicia y cavilosidad en otros y en todos, por la falta de educación política y carencia de costumbres públicas?
 Enhorabuena que de éste y otros males se eche la culpa y aun se exija la responsabilidad a las administraciones pasadas; pero no por eso vayamos a precipitar en otro escollo, tan malo o peor, a la nave del Estado […]
 En las repúblicas, más que en ninguna otra forma de Gobierno, se requiere ser esclavo de la ley para ser libre, ser auxiliar de la Autoridad para castigar a los que atentan a la libertad; porque en la ley y en la autoridad, sin más armas que el asentimiento general, se cifran los derechos y deberes del ciudadano.
 Sensible es decirlo, lamentable es reconocerlo, pero conviene hablar con franqueza […]: el pueblo español, generoso con sus enemigos, sobrio en su manera de vivir, austero en sus costumbres, carece de respeto a la ley y a las autoridades, y este mal, que está en la mente de todos, ha dado origen al desgobierno en la Administración, lo mismo arriba que abajo.
 Estableced buenas leyes, poned para aplicarlas autoridades enérgicas e incorruptibles y entonces el pueblo español se curará de este mal y acostumbrándose a considerar como un crimen cualquier infracción legal o la más pequeña falta de respeto a la autoridad en todas categorías, estará mejor preparado para la República, remedio heroico que debe tomarse con una excesiva cautela para no morir o por plenitud de vida, o falta de ella; pues ambas cosas produce en lo general, según enseña la historia.

Amadeo Fernández Ruiz, A las Cortes Constituyentes. Ensayo político, Santander, Imp. de Hijos de Martínez, 1869, 56 págs., págs. 34-36.

6.2. UNITARISMO Y FEDERALISMO ORGÁNICO O DE PACTO TÁCITO 
 EUGENIO GARCÍA RUIZ; INCONVENIENTES DEL FEDERALISMO: LAS FUERZAS REACCIONARIAS (1869) Convertid a las provincias en estados, y es ciego o insensato el que no vea más claro que la luz, que Toledo es víctima del más feroz neo-catolicismo, que de Navarra tienen que huir los liberales, que de las Provincias vascongadas tienen que emigrar los hombres identificados con la Revolución, que la Mancha entera ha de ser un foco inmenso de contrarrevolución, que la Extremadura ha de gemir bajo el yugo de unos cuantos centenares de señores semi-feudales por sus instintos y por las inmensas propiedades que poseen, y que todo el Norte y Noroeste de España, absolutamente todo, Castilla, León, Asturias, Galicia, Santander y Rioja, a pesar del liberalismo de sus capitales y de la importante y heroica ciudad de Béjar, únicas puede decirse donde ha penetrado la civilización moderna, han de ser presa infeliz de los clérigos y de los que como ellos piensan. […]

Decretad la multiplicidad de Estados en federación, y someted el nombramiento de gobernadores, jueces y de toda clase de funcionarios al Sufragio universal: que se someta sino ese nombramiento al método que queráis imaginar, y veréis qué espíritu de provincialismo más fatal y bárbaro, qué cúmulo de intrigas escandalosas y funestas, qué productos del caciquismo más repugnante, que serie de arbitrariedades horribles, y sobre todo ello y como consecuencia maldita, pero ineludible, fatalmente inevitable, el ningún respeto a la propiedad, que hoy no está garantizada; el retroceso en la educación; la falta de justicia; el desorden en las esferas todas de la administración: la anarquía, en fin, más espantosa, para ser sustituida pronto por el despotismo más despiadado o más inmundo.

¿Dudáis de esto? ¿Dudáis de que ese estado moral empeoraría, dividiéndose la España en pequeñas repúblicas federadas? […] ¿Y la administración de justicia? ¿Cómo se administraría hoy ésta con imparcialidad si los jueces fueran hijos del país y producto en general del caciquismo o de la presión de partido en su más fuerte desarrollo? […]

Rechaza nuestro estado religioso la forma de gobierno federativa, en términos que él solo basta y sobra para hacerla de todo punto imposible. ¿Han estudiado esta cuestión nuestro flamantes federales? ¿Han meditado sobre ella? De seguro que no.

Acabamos de hacer la conquista más magnífica y gloriosa, la que más falta hacía a este país, víctima del fanatismo feroz y sanguinario de la Inquisición durante cuatro siglos mortales. Con esta conquista hemos arrojado la ignominia que sobre nosotros pesaba; con esa conquista formamos ya parte de la culta Europa; con esa conquista hemos salvado nuestra civilización. Pues bien: dividid la España en pequeñas repúblicas o estados federados, y contad perdida esa gran conquista en muchas provincias, […] y para mayor ignominia nuestra, perdida, proscrita y en inminente peligro por el Sufragio universal.
 Yo bien sé que se me dirá: «Qué argumentación es la tuya? ¿Por qué en esas provincias se ha de perder la libertad de cultos? ¿No se las obliga hoy a respetarla y hacerla respetar? Pues lo mismo haría la República federal, si ésta llegara a establecerse». Y esto no es exacto: la libertad de cultos se salvará hoy en España precisamente por su unidad y nada más que por su unidad: rota ésta, ¿con qué derecho, ni en virtud de qué título querríais hacer obligatoria a los vascongados y navarros la libertad de cultos, cuando la inmensa mayoría, la casi unanimidad del Sufragio universal la proscribe? Hoy no la proscribe en dichos países ese sufragio porque no se le permite manifestarse al efecto; pero el día en que, rota o poco menos la unidad nacional, Navarra tuviese su legislatura propia, y Álava la suya, y Guipúzcoa la suya, y Teruel la suya, etc., etc., contad con seguro que LA PRIMERA LEY QUE DARÍAN sería la de la abolición de la libertad de cultos. «El poder federal, se me replicará, obligaría a estos estados a ser libre-cultistas.» ¡Ah! ¿queréis la guerra civil? Esto no admite duda; hoy no tendremos por esta causa guerra civil, entre otras razones, porque los navarros, vascongados, manchegos, etc., saben que no verán en muchos tiempos entre ellos, a no ser en Bilbao o San Sebastián, otro culto que el católico y respetan la libertad decretada (que no es lo mismo que en práctica) para toda España; pero dada la proscripción de esa libertad en sus respectivos territorios, como indefectiblemente vendría en el instante mismo de ser estados casi soberanos y no provincias de la madre común, no habría más remedio que imponerles el poder federal a sangre y fuego la para ellos insoportable carga de ser libre-cultistas. Pues esto no se haría sin la guerra civil. ¡Dios libre de ella a mi país! ¡Dios le libre, sí, y más si esa guerra había de ser hija de cuatro insensatos, partidarios serviles de las elucubraciones políticas de un Proudhon!

Eugenio García Ruiz, La República democrática unitaria y la República federal, Madrid, Imp. de El Pueblo, 1869, 45 págs., págs. 15-18.
 DECLARACIÓN DE LA PRENSA REPUBLICANA DE MADRID (1870) Han supuesto nuestros enemigos, reiterándolo con siniestra alegría, que la división entre federales y unitarios era de tal índole, que imposibilitaba para siempre toda reconciliación patriótica entre los que de consuno aspiran al planteamiento de la República en España, sin considerar que nuestras diferencias son más aparentes que fundadas, estribando sólo en matices de opinión que antes revelan virilidad y energía que debilidad y decaimiento en los grandes partidos populares, en que las ideas imperan y obedecen las personas. […]

Los que suscriben, que han estimado y estiman conveniente apellidarse republicanos federales, «han entendido y entienden por República democrática federal aquella forma de gobierno que, reconociendo y manteniendo la unidad nacional con sus naturales consecuencias de unidad de legislación, de fuero, de poder político e indivisibilidad del territorio, reconoce y garantiza, bajo esta unidad, la autonomía completa del municipio y de la provincia en lo que toca a su gobierno interior y a la libre gestión de sus intereses políticos, administrativos y económicos. No es, por tanto, la República que defienden la confederación de Estados, o cantones, independientes y unidos sólo por pactos y alianzas más o menos arbitrarias. Tampoco pueden aceptar la descentralización meramente administrativa, tal como la entienden algunas escuelas liberales; porque la descentralización explicada de esa manera es la concesión gratuita del poder y no el reconocimiento del derecho, que radica en la naturaleza misma de los municipios y de las provincias».

Y a su vez, los que suscriben, que han creído preferible el dictado de republicanos unitarios, «han entendido siempre por República democrática unitaria la forma de gobierno que reconoce y consagra el principio de la soberanía del pueblo, ejercida por medio del sufragio universal; la que garantiza los derechos individuales superiores y anteriores a toda ley; la que defiende la unidad de poder político, de legislación y de fuero, y la integridad del territorio de la nación; la que consagra la independencia del municipio y de la provincia en cuanto se refiere a su régimen y gobierno interior y a la gestión libre de todos sus peculiares intereses administrativos, económicos y políticos». […]

De donde se deduce que no hay, que no puede haber entre los demócratas republicanos españoles ningún defensor del unitarismo a la francesa, centralizador, absorbente y autocrático, por decirlo así, que, revistiendo al Estado de facultades monstruosas, hiera y mate el organismo autónomo de los municipios y de las provincias, sin el cual, ordenadamente garantido y sin ambages proclamado, toda reforma es infecunda, todo progreso ilusorio, toda libertad estéril y toda revolución infructuosa. Al propio tiempo se deduce también que no hay, que no puede haber entre los demócratas republicanos españoles ninguno que defienda la desmembración de la unidad de la patria y de la integridad de la nación, con tan generosos esfuerzos y heroicas hazañas constituida en siglos y siglos de perpetua gloria y de inmortal recuerdo por nuestra independencia sacrosanta. Lo que pudo ser útil y conveniente, acaso, al finalizar el siglo décimo quinto, la ciencia y la historia, de común acuerdo, lo declaran imposible por absurdo en el tercio postrero del siglo decimonono. El ideal revolucionario está delante, no detrás de nosotros. Conviene mirar lo presente y lo futuro y no buscar el símbolo político en edades que no volverán. […]

Madrid 7 de mayo de 1870.— Por La Discusión, Bernardo García.— Por El Pueblo,  Pablo Nougués.— Por Gil Blas, Luis Rivera.-Por La Igualdad, Andrés Mellado.— Por El Sufragio Universal, Miguel Jorro.— Por La República Ibérica, Miguel Morayta.

Manuel de la Revilla, Historia y defensa de la Declaración de la prensa republicana, Madrid, Imp. de La Discusión, 1870, apéndice 3, págs. 14-18.
 MANUEL DE LA REVILLA: REPÚBLICA FEDERAL Y UNIDAD NACIONAL (1870) Había con efecto, y bien claro lo han mostrado los hechos, dos tendencias inconciliables dentro del federalismo. Una de ellas expuesta en la primera reunión democrática del circo de Price por el Sr. Salmerón y sostenida por la mayoría de los diputados y de la prensa; otra debida al Sr. Pi y Margall y mantenida principalmente por los diputados y la prensa de Cataluña. Estas dos tendencias eran ya el germen de las fracciones que de hoy más se conocerán con los nombres de federales y confederados.

La primera de estas tendencias, la tendencia  federal, considerando las naciones como verdaderas individualidades naturales, tan reales y tan propias como el individuo mismo, y reputándolas por tanto como un verdadero todo no formado por agregación de partes, consideraba también la nación como todo orgánico que contenía en sí individualidades particulares (el individuo, la familia, el municipio y la provincia) libres en su esfera y en ella de igual valor y dignidad que la nación misma, con lo cual afirmaban los mantenedores de esta idea la más completa unidad nacional al mismo tiempo que la mayor autonomía del municipio y la provincia. Claro es que en esta teoría no cabían pactos ni Estados en el sentido de verdaderas naciones con propia e independiente constitución política unidas por un contrato bilateral o sinalagmático, aunque sí cabía reconocer que el municipio y la provincia son en su esfera, y nada más que en su esfera, verdaderos Estados de derecho o Estados jurídicos […] Y aún pudiera sostenerse, siempre con este recto sentido, que hay un verdadero pacto o contrato entre estos diferentes órganos de la vida social, pacto que se expresa en las constituciones o códigos fundamentales debidos al libre consentimiento de los pueblos. Mas como no se entiende aquí la unidad como suma informe de partes, sino como superior a éstas, como se entiende que en el organismo de los poderes, las funciones y esfera de acción de cada uno son diferentes, de aquí que se proclame la unidad de legislación, de fuero y de poder político para toda la nación y la indivisibilidad del territorio, quedando las provincias y municipios en plena libertad para la gestión de sus intereses políticos, administrativos y económicos, pero estando sometidas a una sola constitución política, a un solo código civil, mercantil, penal y de procedimientos; a un solo fuero y jurisdicción, y a unas mismas leyes en cuanto se refiere a intereses generales de la nación, y obligadas a reconocer los mismos derechos y deberes a todos los ciudadanos. […]

¿Quiere esto decir que no deba aspirarse a otra cosa que a la descentralización administrativa? Ciertamente no. La descentralización administrativa supone lo primero, que absorbida la vida del país en el poder central, éste, graciosamente y por una concesión que en su mano estaría no hacer, se limita a dejar a las provincias y municipios que gestionen sus intereses administrativos y económicos. ¡Error profundo porque esta gestión es un derecho natural e incuestionable de estas instituciones que no está en mano del poder central otorgar o negar caprichosamente. ¡Error mayor aún si se tiene en cuenta que los municipios y provincias son tanto entidades políticas como administrativas y económicas! […]

¿Quién duda que para estos fines han de tener la provincia y el municipio su poder legislativo en la diputación y el ayuntamiento; su poder ejecutivo en el gobernador y el alcalde, nombrados por la provincia y el municipio y jamás por el poder central; su sistema propio tributario, y su fuerza pública para conservar el orden? Y no decimos otro tanto del poder judicial, porque este significa un interés de tal modo general, que no puede de esta suerte localizarse, si bien ha de existir en cada uno de estos grupos, y en él ha de intervenir el pueblo, mediante los jurados para la administración de la justicia criminal. Evidente es también que, dado el organismo de todos los poderes, el poder central ha de estar representado en las provincias por delegados cuya misión sea velar por el cumplimiento de las leyes generales del país.

De lo dicho se desprende que en el recto sentido de la palabra, los municipios y provincias son verdaderos Estados, Estados de derecho, órganos de derecho; pero no naciones, cuyo sentido se confunde con lastimosa frecuencia con el de la palabra Estado.  Desde el individuo hasta la humanidad, cada entidad humana constituye un Estado de derecho con todos los atributos de tal, pero no naciones, lo cual es el error que confunde a los separatistas. Es, pues, la provincia, es el municipio un Estado, pero no una nación y ni le corresponden por tanto las atribuciones que a éste atañen, como los separatistas pretenden, ni puede formar o no pacto con otros Estados o con la nación como se hace por éstas en la confederación que no es posible confundir con la federación. La confederación es un pacto o alianza de naciones que se unen para su defensa y buenas relaciones diplomáticas y comerciales; pacto que libremente se forma y libremente se deja, mientras que la federación es la organización interior de una nación ya constituida, cuyas provincias se enlazan entre sí dentro y debajo de la unidad nacional que no forman por su voluntad y que tampoco pueden romper. El pacto necesario para formar confederaciones no existe en las Repúblicas federales, a no ser que se entienda por tal el tácito convenio que puede suponerse entre los diversos poderes, convenio que se manifiesta en la Constitución y que no puede ser un verdadero contrato en el sentido estricto de la palabra. Deshacer las unidades nacionales ya formadas para volver a formarlas por un pacto que o no es verdadero contrato, o si lo es puede romperse por la voluntad de las partes sinalagmáticamente ligadas es el colmo del delirio en nuestros tiempos, y aun el mayor de los atentados. Tal es, pues, la verdadera federación, tal la República federal, y tal el sentido claro y explícito de nuestra definición, hecha en conformidad con los principios racionales de derecho, y en consonancia con las doctrinas constantemente expuestas por nuestros más notables oradores, incluso los Sres. Figueras y Castelar, desde los primeros tiempos de la democracia española, […] doctrina jamás desmentida, contra la cual nunca se opuso más que el expositor de Proudhon, Sr. Pi y Margall, y doctrina que es hoy condenada por los que siempre la sostuvieron; y que haciendo en el partido la más inusitada innovación, al predicar el separatismo anárquico de Proudhon, consideran como rebeldes y como heréticos a los conservadores fieles de la tradición gloriosa del partido democrático-republicano-federal. ¡Conste así, y quiera el cielo que, desvanecida la fascinación inexplicable de nuestros correligionarios, comprendan un día quiénes eran en esta cuestión los conservadores, quiénes los perturbadores también!

Manuel de la Revilla, Historia y defensa de la Declaración de la prensa republicana, Madrid, Imp. de La Discusión, 1870, 54+32 págs., págs. 11-13 y 48-50.
 MIGUEL AYLLÓN ALTOLAGUIRRE: EL PACTO FEDERAL TÁCITO (1873) Nosotros llamamos confederación a una cosa parecida a esa que Proudhon define, o sea a la asociación de Estados políticos, o naciones independientes, y absolutamente soberanas, en cuanto concierne a su gobernación o régimen interior, formada con el objeto de garantir la integridad de las respectivas soberanías, y de fomentar determinados intereses de carácter común a esos Estados, y en relación exclusiva con su entidad colectiva.

En nuestro sistema, la confederación da, sí, por resultado, la autonomía y absoluta soberanía de los Estados; pero no se roza en lo más mínimo con la autonomía individual, punto de partida inexcusable de todo régimen político y social. […]

La confederación, como nosotros la definimos, tiene, sí, por base el pacto; pero no el pacto que reconoce y consagra la personalidad humana, sino el pacto que fortifica  la personalidad social colectiva, previamente constituida en virtud de leyes positivas, ajenas completamente a las condiciones del pacto.

Más claro, y haciendo aplicación práctica de estos principios a nuestra patria: la confederación nos llevaría a dividir a España, como algunos un tanto impetuosos, y desgraciadamente poco advertidos; la dividen ya, en Estado aragonés, Estado catalán, Estado valenciano, etc., etc., hasta el número de diez unos, de catorce otros, y algunos de diez y ocho […]

Y se nos ocurre preguntar: ¿Qué va ganando con esto la libertad? ¿Qué tiene que ver la democracia con la confederación? ¿En qué se rozan los derechos individuales y la autonomía con el pacto? En nada; absolutamente en nada.

La confederación nace después de la existencia de los Estados, y el pacto no penetra en ellos.
 La doctrina democrática se eleva a mayor altura; a la altura de la dignidad humana; penetra más, y prescindiendo del hecho Estado, llega hasta el derecho, hombre, y lo redime de la esclavitud en que siempre yació, proclamando el imperio de los derechos anteriores y superiores a todos los Estados, a todas las instituciones y a todos los poderes. […]
 Cuando la confederación en que algunos sueñan llega a los últimos límites en la aplicación de su disgregador y disolvente sistema, aparece el nuestro, alzándose la doctrina federal para llevar a cabo la regeneración de la humanidad. […]
 Nosotros aparecemos entonces definiendo la federación  y diciendo que entendemos por ella LA ORGANIZACIÓN POLÍTICA QUE, reconociendo como base la autonomía de los seres humanos, SE FORMA EN VIRTUD DE LIBRE PACTO, TÁCITO O EXPRESO, DE LOS MISMOS, CON EL FIN DE CONSTITUIR UN ESTADO QUE GARANTICE EL DESARROLLO ARMÓNICO DE LAS FACULTADES Y DERECHOS INDIVIDUALES DE LOS ASOCIADOS.
 Así es que, a diferencia de lo explicado por Proudhon, y aceptado por sus inconscientes imitadores, nuestra federación constituye una nacionalidad; la constitución federal es resumen del derecho político de esa nación; y la autoridad federal es un gobierno fuerte, porque descansa en la omnipotencia popular; y grande y sublime, porque inspirándose en el derecho natural, tiene por misión proteger el desarrollo de las facultades del hombre, establecer preceptos de conducta, leyes de relación, fórmulas de garantía; en una palabra, reglas de armonía que permitan la mayor suma de desarrollo posible a los derechos individuales de cada ser humano, dentro del desarrollo de los derechos de todos.[…]
 Hemos puesto de manifiesto el nacimiento del pacto; pacto que, si por la violencia ejercida hasta el presente, en la constitución de nuestra sociedad, no es expreso, hay sin embargo necesidad de aceptarlo como tácito, desde el momento en que proclamado el imperio de la libertad, y santificado el ejercicio de los derechos individuales, no ha sido roto.
 Entre esos derechos existe uno, que es en su ejercicio la expresión de la voluntad individual constitutiva del pacto; ese derecho es el del sufragio, que reside en todos, absolutamente en todos los asociados, y que por esa extensión ha merecido, si bien impropiamente, el dictado de universal.[…]
 El hombre autónomo se asocia en el libre uso de sus derechos individuales, naturales, y por lo tanto anteriores y superiores a toda idea social: su voluntad es la medida de la asociación: esa voluntad se expresa por el sufragio, y el escrutinio del sufragio deja escritas las condiciones del pacto.
 Toda organización político-social que no reconozca esta base, es ilegítima, es arbitraria, es tiránica.
 Ahora bien: este sistema pudiera tener un escollo, si no se estudiara y desenvolviera ampliamente. Si se asienta con carácter absoluto y sin restricción alguna que por el sufragio se escribe indefectiblemente el pacto, quedará establecido, con carácter absoluto también, que la voluntad del mayor número es siempre ley.
 Esto seria absurdo, entregándonos desarmados y con el carácter de cosa, a la sociedad, proclamando el imperio del contrato social de Rousseau. […]
 Hay un seguro criterio para deslindar hasta dónde puede alcanzar el pacto; esto es, para definir hasta dónde es legítima la imposición del sufragio del mayor número.
 Nadie abdica voluntaria, consciente e inútilmente sus derechos. Los derechos individuales son inherentes a la personalidad humana; fuera de ella, nada son, nada valen: el hombre se asocia —y esto el común sentido lo explica— para aquellos fines a que su aislamiento no alcanza; se asocia, no para desmembrar sus derechos, sino para garantizarlos, y por lo tanto, las disposiciones sociales o sea el derecho positivo que disponga de derechos que racionalmente no pueden suponerse abdicados; el derecho positivo que restrinja los derechos individuales […] será injusto, tiránico y sin valor alguno en el terreno de la suprema justicia […]
 Lo que determina el sistema federal, es el pacto, foedus; el reconocimiento del derecho natural; la consagración de los derechos individuales; la expresión de la voluntad humana por medio del sufragio; la dignificación en fin, de la personalidad humana y su redención de la eterna servidumbre en que yacía […]
 Ese Estado nacional, condensación del principio federativo generador, vive sometido a él; vive para garantirlo, vive para desarrollarlo, y ese sí que, al par que tiene necesariamente que ser solemne expresión en la unidad nacional, está llamado a ser también firme salvaguardia de los intereses generales, y la más alta y sólida garantía de los derechos y de la autonomía del individuo. […]
 No es tan extenso nuestro territorio ni tan exuberante nuestra población que tengamos necesidad de crear una colectividad intermedia de la Provincia y de la Nación. Crear, como algunos pretenden, esa colectividad con el nombre de Cantón o Estado, sobre significar una copia de mal gusto, establecería una rueda más; rueda completamente inútil para el bien, pero eficacísima para debilitar la acción central y para desvanecer también el principio federal generador. […]
 La Nación federal, es sí independiente y soberana en absoluto, si entra a formar parte de una confederación; pero no puede esto decirse de las Provincias federadas, porque a su vez habría de decirse lo mismo de los Municipios federados que las forman, y por último de los ciudadanos que pactan o se federan, para dar vida a los Municipios, y se faltaría notablemente a la propiedad del lenguaje procediendo así, porque no es realmente soberano e independiente el que pacta para entrar a formar parte de un todo armónico.

Miguel Ayllón Altolaguirre, Proyecto de Constitución Democrático-Federal de la República Española, Madrid, Imp. de M. Tello, 1873, 105 págs., págs. 24-38.
 FRANCISCO MARÍA TUBINO: PATRIA Y FEDERALISMO (1873) ¿Qué se propone el federalismo como régimen político? Lejos, muy lejos de encaminarse la idea federal a desunir las varias partes que constituyen la patria común, propende a estrechar entre ellas los vínculos que hagan la unión indisoluble. No ataca el federalismo el concepto de patria, sino la concepción pagánica y autocrática del Estado. A la omnipotencia de éste opone su limitación, quedando su soberanía subalternizada. Lejos de ser el Estado, en la organización federal, el foco de donde irradia para las individualidades la vida colectiva, son éstas las que dan al Estado cierta cantidad de energía para que desempeñe las funciones que previa y taxativamente se le atribuyen.

He aquí el principio íntimo y fecundo de la política federal: ella es la única que cambia radicalmente el carácter de las instituciones. Todos los esfuerzos de las escuelas y partidos conservadores liberales, dirígense a perfeccionar la máquina del Estado y del Gobierno; la empresa reservada al federalismo republicano consiste en disminuir la importancia y necesidad del Estado —al compás de los progresos de la autonomía municipal— hasta reducirlo a su menor expresión posible.

Imaginémonos el Estado como cosa distinta de la patria y el problema se simplifica por sí mismo. En cuanto a lo interior, la nación española se constituye federativamente, por virtud del pacto federal, y el Estado queda circunscrito en ciertas funciones generales que luego determinaremos; pero la organización de los poderes, imposibilita que pueda arrogarse atribuciones que no le corresponden, ni constituir un peligro para las provincias.

En lo que mira al extranjero la nacionalidad es una, el Estado, soberano, uno también y omnipotente: las provincias son en sus manos algo parecido al haz que el lictor llevaba ante los magistrados de Roma, como señal de la fuerza y del carácter de sus atribuciones.

Si la patria peligrara mediante la amenaza proveniente del exterior, repetiríase el espectáculo de 1808, con mejores condiciones. Unidas las provincias por el común interés de conservar la independencia, acercarían y concertarían sus fuerzas, sometiéndolas en cuanto fuese conveniente a una dirección suprema, y como el bien de cada uno dependía, en este caso, del bien de todos, es injusto poner en tela de juicio, los resultados favorables de semejante convencimiento.

Aun tratándose de la vida interior, en cuanto a la unidad de la patria se refiere, fácil sería reducir toda rebeldía injustificada y por consiguiente criminal, que pudieran suscitar los errores o las pasiones de alguna provincia. No se olvide esta declaración solemne: el pacto federal garantiza la autonomía de los distritos, provincias o Estados federados, en cuanto no perjudica a la constitución federal, en cuanto no se extravía conspirando contra los principios en ella establecidos.

Si la constitución republicano-federativa rechaza la monarquía ¿cómo habíamos de consentir que una provincia la proclamase? […]
 Ni es permitido entender el federalismo en orden a su característica, en otro sentido: federales en cuanto sea necesario para garantir la libertad individual y la autonomía del municipio; españoles, esto es patriotas, en todo lo que a esa libertad no sea contrario. ¿Dónde está la atomística pulverización del federalismo? ¿Dónde la ruptura, el desgarramiento de esa patria querida, por la cual hemos derramado nuestra sangre? ¿Si será que los federales no tenemos conciencia de nuestra dignidad, o que estamos incapacitados de sentir los dulces y tiernos afectos de la familia? ¿si será que no llevamos en nuestra frente escrito el sacrosanto lema de «Libertad y Patria?» Pero no hay honor personal donde no se respetan nuestros derechos, donde poderes abusivos y exorbitantes pueden cercenarlos, ni familia cuando su invulnerable asilo vive bajo la amenaza del esbirro que impunemente puede profanarlo; ni hay patria, allí donde no está asegurada la permanencia de las instituciones libres.
 Mientras se dé en el organismo político un elemento contrario a la completa expansión de las inmunidades locales, mientras se consienta un poder central, que por su naturaleza aspire a hacerse permanente y convertirse de mandatario en dueño; la patria es una ficción sangrienta, la libertad una palabra vacía de sentido […] En lo posible está que el federalismo republicano no se implante ahora y consolide en España, mas descuajar de lo íntimo de nuestro organismo el sentimiento que lo ha producido, concluir con la tradición foral, y las aspiraciones ahora tan potentes, antójasenos empresa descabellada de todo punto, e irrealizable. Mientras corra por nuestras venas una gota siquiera de aquella sangre generosa derramada en Sagunto, en Covadonga, en las Navas, en Villalar y en Bailén, mientras no se borre de la historia para que nuestros hijos no se inficionen con su lectura, los recuerdos de la constitución aragonesa, de las Cortes de Castilla, de las Juntas de Guernica y de los fueros de Navarra; impotentes serán cuantos pugnen por suprimir el federalismo, que tras cada acometida surgirá más recio, agresivo e intransigente; volviendo siempre la vista hacia aquellas altas enseñanzas, vigorizándose con el ejemplo de nuestros mayores, viendo bajeza y cobardía en desistir de una empresa impuesta por la propia dignidad, y encomiada y sostenida por la razón y la justicia. […]
 ¿Cómo se llevará a cabo la delimitación de los Estados o provincias que deban de figurar en el pacto federal? […]
 De la misma manera que se ha realizado durante el gobierno constitucional, la división administrativa del territorio —hoy vigente— habrá de verificarse la delimitación aconsejada y pedida por el federalismo. Cómo no se trata de una nacionalidad que cual la helvética se organiza, caminándose de lo simple a lo complejo; como la nacionalidad está constituida y lo que interesa es organizar —organizar decimos— el régimen político englobado en la palabra federación, claramente se deduce que cuando llegue este momento, los representantes del país, libremente elegidos, inspirándose en los intereses de sus comitentes, en la salud de la patria, en las ideas de progreso, tolerancia y fraternidad que deben guiarles, introducirán en la actual división, las alteraciones aconsejadas por la mutua conveniencia.
 Representando esa Asamblea la voluntad nacional, debe de ser expresión legítima de todos los intereses y aspiraciones —y como no hay poder superior al que ella ha recibido, con el fin de organizar la federación— como racionalmente pensando no puede creerse que el capricho, la maldad, el egoísmo o la ignorancia consigan anteponérsele sistemáticamente; todos y cada uno de los federados, han de sentir el deber de respetar sus acuerdos.
 Compete a la Asamblea el señalamiento de los límites de cada circunscripción y cualesquiera que estos sean, en nada se afectará ni se atacará el derecho individual, comprendiéndose sin gran perspicacia, que la autonomía del ciudadano, no se niega ni aun cohíbe porque la aldea o el distrito donde reside corresponda a esta o a aquella agrupación. […]
 Ni admite duda alguna que el federalismo con reconocer el pacto, como su forma orgánica, se opone a todo conato de secesión, pues sobre que ésta es contraria a la legalidad establecida, rompe la unidad de la patria, de esa patria preexistente, que el federalismo afirma y defiende con todas sus fuerzas. Tiene, necesario es repetirlo, tiene la federación republicana, por fin supremo asegurar la independencia de la nación en cuanto a lo exterior, hacer difícil todo ataque contra la libertad de los ciudadanos, en lo interno. […] Si fuera concebible que la autonomía provincial daba derecho a todo ¿con qué criterio reduciríamos a la razón al Estado que decretase la intolerancia religiosa, el reparto de las fortunas privadas, la confiscación de los bienes por delitos políticos o la pena de muerte?
 Inútil es el empeñarse en sustentar lo absurdo.
 La federación republicana en España, no es la Confederación helvética ni la de los Estados Unidos de América. ¡Extraña manía la de algunos escritores, afanados en obligarnos a desempeñar el papel de meros plagiarios de lo existente en países distintos del nuestro por su historia, por la condición étnica de sus habitantes, por sus circunstancias jurídicas, económicas y sociales!
 Han de proponerse los federales españoles acomodar el credo democrático individualista, a las tradiciones mas castizas y a las necesidades positivas de la asociación y del actual momento, procurando seguir lo extraño, solo en lo puramente indispensable y conveniente. Y en este concepto dudamos de que convenga a la salud de la patria, al porvenir del régimen republicano y a la misma libertad del individuo, el instituir parlamentos cantonales con amplias facultades legislativas. […]
 Compréndese la necesidad o por lo menos se explica la existencia de las constituciones cantonales allí donde cada cantón ha sido un Estado independiente, que por un acto de su voluntad libérrima se unió a otros, anteriormente concordados.
 Natural es que aquella entidad política quiera conservar las instituciones que ha forjado la tradición dentro de los límites de su historia, pero no es menos exacto que de reconocerse semejante derecho, tócanse serios inconvenientes, contra los cuales se levanta la opinión más liberal, más patriótica y más ilustrada. […]
 Nuestro federalismo, según hemos afirmado antes de ahora, se refiere más que otra cosa, a la organización del Estado. Lo que a todos nos conviene es afirmar la variedad en la unidad, bajo una relación de justicia y de derecho: lo que queremos es limitar el Estado de manera que nunca pueda pesar tiránicamente sobre el municipio o la provincia, no por aquél ni por ésta, sino por el ciudadano, por el individuo, por el factor permanente y constante de toda asociación.
 Reconociendo a cada Estado o provincia el derecho a legislar con perfecta independencia de la federación, habría que reconocer la misma prerrogativa en el municipio y dentro de éste a cada barrio, cuartel, parroquia o burgo. ¡Asusta el caos en que pronto caería la administración de ser posible este absurdo! […] ¿Repetiríase aquí el caso de que un gallego no pudiera gozar los derechos de ciudadanía en Navarra o en Andalucía? ¿Pues qué, hoy mismo no estimamos altamente censurable el precepto vascongado que imposibilita de ejercer determinados cargos al que no nació en el señorío?
 Pobre España y pobre libertad, el día en que las demás provincias siguieran esta funesta pauta. Demócratas y republicanos, queremos que en identidad de condiciones todos los españoles disfruten de los mismos derechos y tengan los mismos deberes, y cuando se trata de reconocer la dignidad humana y de respetarla, no nos curamos de inquirir si el ciudadano es un aragonés o un extremeño. Ni queremos, porque en otra parte existan Cámaras provinciales, aplicar la reforma a nuestro país, cuando descubrimos que ningún beneficio nos reporta.
 Dentro de la Constitución federal han de existir las provincias: allí están consignados los derechos políticos, las bases generales y firmísimas sobre que descansa la unidad de la patria y libertad individual y municipal. Lo que toca a las Asambleas provinciales es proveer a cuantas necesidades se presenten dentro de su propia esfera, de no hallarse previstas en la constitución federal, lo que les cumple es velar en cuanto les competa, porque esta se cumpla, acudiendo con su iniciativa a donde lo reclame el bienestar de sus administrados. […]
 Ni comprendemos que pueda ganar la libertad ni la democracia con que caprichosamente disgregáramos las provincias declarándolas independientes durante cuatro, seis u ocho meses, para después llamarlas a reunirse y unificarse de nuevo, mediante el pacto sinalagmático. O hay o no derecho a la separación: si lo primero, concedamos que Cataluña o Andalucía pueden declararse contrarias a todo pacto, y que por tanto tienen facultad y capacidad jurídica para afirmar su independencia permanente; si lo segundo, no nos parece serio el doble procedimiento de desunión y armonía por algunos ideado.
 En el desarrollo de nuestra nacionalidad, hemos llegado a un punto que conviene sostener, arrancando de él al introducir nuevas mejoras. Este punto es lo existente. No demos en el ridículo, harto peligroso, de arrojar la tea de la discordia en el ya encendido campo de nuestra crisis social, no resucitemos antiguas y amortiguadas rivalidades; lo que exigen los altos principios de la democracia y del derecho, es que revisemos la división territorial como mejor convenga, y que una vez hecha esta delimitación, reconozcamos, no otorguemos, a cada Estado o provincia el perfecto derecho a regirse a sí misma con sujeción, sin embargo, a la constitución federal, có- digo supremo, tabla de las libertades individuales, a que solo podría llegar la nación, por medio de sus mandatarios. […]
 Relativamente a la patria los españoles no somos vascongados, gallegos o catalanes, sino españoles. Cada región, estado o provincia tendrá vida propia, pero esta vida está englobada en la vida general de la nación, sin que los movimientos de aquella perjudiquen a esta ni viceversa. Todo cuanto arguya el desconocimiento de este principio, encierra un error de concepto y un peligro positivo para lo porvenir; porque cuanto traiga la flaqueza o una perturbación sistemática e inevitable, ha de favorecer los instintos reaccionarios y liberticidas de los enemigos más o menos encubiertos de la República. […]
 A los fines de la federación ni conviene la multiplicidad de las provincias, ni tampoco su disminución excesiva; lo primero porque aumenta innecesariamente los gastos públicos y complica la marcha expedita de la vida colectiva, lo segundo porque Estados demasiado extensos habrían de tender a la centralización respectiva del poder, siendo de otro modo, harto difícil la administración. […]
 Desde luego afirmamos la inconveniencia de conservar las cuarenta y nueve provincias que hoy existen. Si hace años una opinión ilustrada ha combatido este estado de cosas —con razones basadas en el interés de los pueblos— hoy que los ferrocarriles han acortado las distancias, solo el error, los falsos intereses de localidad o las pasiones políticas pueden conservarlo. […]
 No creemos tampoco conveniente bajo ningún concepto el restablecimiento de los antiguos reinos: la vida moderna, los progresos de la cultura opónense a semejante retroceso. La federación republicana ni se paga de preocupaciones y frases, ni pretende anular los progresos de los tiempos. Entre los antiguos reinos existían contradicciones y rivalidades profundas. Admitiéndose su restauración, tendríamos algo parecido a una confederación y ya hemos afirmado que a los intereses individuales como a los generales, no cuadra que España sea un Estado confederado. […]
 Por más que se diga, Cataluña no es ya el Principado que luchaba unido, contra Felipe V, y que después experimentaba los efectos de su resistencia. Las complicaciones de la historia y de la cultura, han hecho de aquella gran región, cuatro provincias, con vida propia, con intereses propios y también con caracteres un tanto distintos y apartados. ¿Qué conveniencia aconsejaría la desaparición de esas circunscripciones, para someter todos los pueblos a Barcelona? ¿Qué ganarían con ello el individuo o el municipio? Muy al contrario: los inconvenientes de la centralización existirían, solo que ahora la sanguijuela no se llamaba Madrid, sino Barcelona. […]
 ¿Convendrá establecer Asambleas y constituciones regionales, o tendrá cada provincia las suyas? El estudio que hemos hecho de las instituciones norteamericanas y suizas, aconséjanos responder negativamente a los dos extremos de esta pregunta. Entendemos que la provincia debe continuar con su Diputación o Cuerpo supremo provincial, sin que sea preciso establecer una nueva constitución, cuando basta la federal.
 En orden a los intereses regionales, el mismo pacto reconocerá el derecho de cada provincia para concertarse con las del grupo a que corresponda y establecer un Congreso regional, compuesto de delegados de las Diputaciones, Congreso que tendrá su asiento normal en el punto que las mismas provincias designen, que funcionará una sola vez cada año, por pocos días y únicamente para enterarse del estado de los institutos regionales, de las cuentas de su administración, así como de las mejoras o reformas que en ellos aconseje la experiencia. […]
 Ni queremos la República Unitaria, ni tampoco un federalismo en donde cada Estado goce derechos que le permitan romper la unidad de la patria. No defendemos, y bueno es repetirlo para que nadie se equivoque, la confederación sino la federación; la diversidad en la unidad, la unidad en la diversidad […]
 La forma federal republicana reúne la fuerza de cohesión necesaria para afrontar todo peligro que del exterior provenga, y en lo interno, asegura el orden público y el derecho de todos y cada uno de los asociados, reintegrando al individuo en la plenitud de su autonomía, para no conceder al poder público otras funciones que las meramente justas e indispensables.
 Y es llegado el momento de repetir nuestra fórmula federalista republicana:
 LIBERTAD EN CUANTO NO PERJUDIQUE A LA UNIDAD; UNIDAD EN CUANTO NO COARTE LA LIBERTAD.
 Francisco M. Tubino, Patria y federalismo, Madrid, A. Durán, 1873, 214 págs., págs. 111-212. 
 EMILIO SACO Y BREY: UNA SOLA LEY PARA UNA SOLA NACIÓN (1873) España, durante la Edad media, vivió en un fraccionamiento harto deplorable; con aquella guerra de expulsión de los árabes nacían diversas leyes en cada provincia, a veces en cada pueblo, dando por resultado la desmembración del territorio y la odiosidad entre los ciudadanos de uno y otro reino; esa odiosidad por desgracia aún existe, si bien algo quebrantada, pero los defectos que se heredan tarde se pierden; aún se evocan con gran entusiasmo los fueros; aun se suspira por aquella vida local, completamente independiente, de tan funestas consecuencias, aclamándose desde el seno de las provincias por la inmediata proclamación de la República federal, mal entendida por la mayoría de los ciudadanos españoles; cuando federal, según indica la misma palabra derivada de la latina foedus, foederis, significa unión, lazo, amistad, y para unirnos y para fraternizar todos los españoles, debemos pretender que haya una sola ley en toda la Península, con lo cual pueden olvidarse esas antiguas e injustas rencillas de tan fatales perjuicios.

La República federal precisamente viene a llenar un inmenso vacío que existe en nuestra nación, esa falta de aprecio entre los conciudadanos; para conseguirlo trabajemos de consuno haciendo desaparecer los fueros de cada comarca y procuremos formar una sola ley para una sola nación, porque, ¿cómo los hombres se han de respetar y querer sino con el mismo derecho civil y político? Si suspiráis por los fueros de Cataluña, si sólo amáis los de Aragón y Provincias Vascongadas, producto de muy distintas costumbres, esa fraternidad e igualdad serán irrealizables casi en absoluto. […]

La ley es la égida de los pueblos cuando renacen a una nueva era; yo soy partidario de la unidad en la variedad; para que las guerras y los disgustos terminen totalmente dentro de una misma nación, deben hacerse nuevas leyes que respondan a las necesidades de la época, olvidando así antiguas aversiones, siempre perniciosas a los ciudadanos de un continente y de una sola patria; si pretendemos ser libres, si anhelamos que la reacción muera en la atonía, en el desprestigio más profundo y vergonzoso, pongámonos al amparo, a la salvaguardia de un solo principio racional y equitativo; dictemos la ley única que ha de regirnos en lo futuro y sepultemos esa diversidad de fueros antagónicos, propios para la separación de los pueblos, nunca útiles y fecundos para la fraternidad y la justicia; hagamos una sola ley para una sola nación.

Así se pueden confederar los pueblos; de esta manera vendrá un día venturoso para la humanidad, y acaso la Europa, hoy fraccionada en multitud de nacionalidades, llegará, a ser la nación por excelencia cuando la regeneración social toque a su feliz término.

Emilio Saco y Brey, ¿Qué República conviene hoy a España?, Madrid, Imp. de la Vda. e H. de M. Álvarez, 1873, 41 págs., págs. 12-15.

6.3. FEDERALISMO 
 FRANCISCO PIY MARGALL: CARTA A LOS REDACTORES DE LA FEDERACIÓN DE BILBAO (1868) La verdadera descentralización, la fuerte, la indestructible, la que engendra la paz y acaba con las dictaduras militares y las usurpaciones de los poderes centrales, está en el sistema federal. El poder central nace allí del contrato, tiene limitadas por él sus atribuciones y sus facultades, y lejos de ser el árbitro de la libertad, ni de la riqueza ni de la autonomía de las provincias, puede, si así sus provincias lo estiman conveniente, ver cada día más reducidas sus funciones y amenguada su fuerza. Los intereses verdaderamente nacionales constituyen su esfera de acción, y sólo dentro de esos intereses, determinados y especificados en el pacto federal, puede moverse libremente. Los demás intereses, los provinciales, los locales, los individuales, no tienen con él más vínculo que el que establece la obligación que le impone el pacto de ser la salvaguardia de las libertades del individuo contra el poder provincial y la de la autonomía de cada provincia contra las demás provincias, sus hermanas. ¿Por dónde han de poder ya peligrar ni la administración, ni la libertad, ni la autonomía de la provincia, ni la del individuo? […]

¡Y hay todavía en España revolucionarios, y revolucionarios demócratas, que pretenden que no está el país para tan avanzadas instituciones!
 ¿Qué país puede haber en Europa tan bien dispuesto para la república federal como la nación española? En muchas de sus provincias es distinta la lengua, distintas las leyes, distinta la constitución de la propiedad y de la familia. Algunas han constituido en otro tiempo reinos, y tienen sus tradiciones, su historia. Difieren todas en costumbres, no las compone todas una misma raza. Y hay en las más un espíritu provincial que no han bastado a matar cuatro siglos de unidad y despotismo: espíritu provincial que ha contribuido no poco a sostener la independencia de España y hasta esa poca libertad que se dio en las para siempre memorables Cortes de Cádiz. ¿Qué revelan, sino ese fuerte espíritu provincial, las juntas locales que hoy están constituidas y legislando en todas las ciudades de España?
 Ese, se replica, es el mal de la nación española; y con una república federal no se hará más que agravarlo. Pero esto no es más que una aserción gratuita. No porque haya reinado ese espíritu provincial ha dejado de levantarse la nación como nación en todas sus grandes crisis. Aun tratándose de una guerra ofensiva como la de África, ¿ha dejado España acaso de presentarse animada de un solo pensamiento?
 La federación no rompe la unidad de las naciones, no hace más que darlas otras bases, volviendo de arriba abajo la organización del poder público. Nosotros por la federación buscamos la verdadera unidad, la unidad en la variedad, que es la unidad de la naturaleza; no esa unidad que buscan nuestros adversarios, que no es más que una uniformidad degradante, enemiga de toda espontaneidad, engendradora y fautora de despotismos.
 Pero no acabaría nunca esta carta si fuera dando libre curso a las ideas que van bajando en tropel a mi pluma. La idea de la república federal es para mí, desde hace muchos años, una de las que más pueden contribuir a salvar nuestra patria de las muchas tiranías que la abruman; no sólo de la de los reyes, sino también de la de los soldados, que hoy como siempre están apoderados del gobierno, y llevan colgada del cinto la espada de la dictadura.
 [París, octubre 1868]

La Igualdad, Madrid, núm. 5, 16 de noviembre de 1868, págs. 1-2. 
 EMILIO CASTELAR: REPÚBLICA FEDERAL (1868) Es preciso crear el municipio por sufragio universal, para que administre los intereses comunales y responda de esta administración ante el pueblo reunido en asambleas primarias. Es preciso crear la provincia con un Congreso propio, un gobierno propio, nombrado por sufragio universal, pequeño Estado donde se traten todos los negocios, donde se resuelva todo aquello que es esencialmente provincial. Cada grande región debe ser un Estado con su gobernador nombrado por el pueblo, sus Cámaras, su presupuesto, con su vida independiente. Y luego debe crearse un Estado central, cuyos deberes se resuman en los siguientes, que son muy sencillos: en conservar la nacionalidad, y en cuidar de los intereses puramente nacionales. El país entero debe nombrar por sufragio universal esta Asamblea. Esta Asamblea debe nombrar cada tres años un gobierno. Este gobierno debe ser el jefe del poder ejecutivo, sin esas presidencias, como la de Francia y la de los Estados Unidos, que tanto asemeja las Repúblicas a las monarquías. Así tendremos este supremo bien a que tanto aspiramos: la descentralización, que es correlativa de esta palabra, sí, de esta palabra que hoy entusiasma todos los corazones porque resume todas las ideas: República federal. (Ruidosos aplausos; prolongadas aclamaciones).

Emilio Castelar, «Instalación del Comité Republicano de Madrid», Cuestiones Políticas y Sociales, t. III, Madrid, A. de San Martín y Agustín Jubera, 1870, págs. 242-243.
 FRANCISCO PIY MARGALL: DISCURSO PARLAMENTARIO A FAVOR DE LA REPÚBLICA FEDERAL (1869) Pero nos diréis: ¿qué ponéis entonces en lugar de esa monarquía que tan mala encontráis, que creéis tan funesta para la libertad de los pueblos? ¿Qué vais a establecer en su lugar? Harto lo sabéis. Lo que vamos a establecer nosotros es la federación, es la república federal.

Y ¿por qué la república federal? diréis quizá. ¿Por qué no la unitaria? ¿Qué razón os mueve a establecer la república federal precisamente en un país que tiene ya conquistada su unidad? […]

Las repúblicas unitarias de grande extensión no han tenido nunca larga vida, y esto se explica fácilmente. Entre las repúblicas unitarias y las monarquías hay sin duda una enorme diferencia, puesto que en las monarquías el Poder ejecutivo es inamovible e irresponsable, al paso que en las repúblicas el Poder ejecutivo es siempre responsable y amovible. Sin embargo, las funciones del Estado siguen siendo casi las mismas. El poder central es tanto o más fuerte, es tanto o más absorbente en las repúblicas que en las monarquías; y como por otra parte no existe en ellas el freno que realmente existe en el poder monárquico, la ambición se exalta, las pasiones crecen, los tumultos sobrevienen, el desorden aumenta, y los pueblos, cansados de la anarquía, que no hay nada que tanto canse a los pueblos, se entregan en brazos de un dictador y aceptan gustosos sus leyes.

Esta es la razón por qué las repúblicas unitarias son siempre altamente peligrosas. Montesquieu había notado ya este fenómeno, y se había hecho cargo de él en uno de los capítulos más brillantes que tiene en su Espíritu de las leyes. Montesquieu decía: «Las pequeñas repúblicas suelen ser destruidas por una fuerza exterior, las grandes suelen perecer siempre por un vicio interior; ese doble mal tiene inficionadas así a las democráticas como a las aristocráticas, sean buenas o sean malas: el mal está en las cosas, y no hay forma humana que baste a impedirlo».

«Probablemente, añadía, los pueblos se habrían visto condenados a vivir bajo el régimen de uno solo, si no hubiesen encontrado una forma de gobierno que a las ventajas de la república añade la fuerza exterior de la monarquía, si no hubiesen encontrado la república federal».

De modo, que Montesquieu, examinando las condiciones de vida de la república, comprendía perfectamente que era preciso apelar, no a la unitaria, sino a la federativa para lograr la consistencia, para lograr que fuese viable, que fuese duradera.

Pero se dice, y se nos ha dicho desde los bancos de enfrente: ¿cómo podéis pensar hoy en la federación si formáis parte de un pueblo que está ya constituido, de un pueblo uno, de un pueblo cuya unidad ha sido el producto de largos esfuerzos y de largos sacrificios? Se concibe perfectamente que fueseis a constituir una república federal con pueblos que no estuviesen unidos por el lazo de la nacionalidad; pero cuando se trata de pueblos a quienes une ese lazo, ¿cómo es posible pensar en la federación?

Este argumento, que parece muy fuerte a primera vista, no lo es cuando se examinan las condiciones de este país. En tiempo de Fernando el Santo se encontraba la España dividida en una porción de reinos; existían entonces el reino de Castilla, el reino de Asturias y León, el reino de Portugal, el reino de Navarra, el reino de Aragón, y luego existían otra porción de reinos sentados en la España árabe sobre las ruinas del califato de Córdoba. Cuando se procedió a la unidad de esos pueblos ¿se procedió consultando la voluntad de los pueblos mismos? No: esa unidad vino hecha de una manera que los pueblos no aprobaron, es decir, vino hecha parte por la conquista, parte por la sucesión y parte por el matrimonio de los reyes. Asturias, León y Castilla vinieron a reunirse en la cabeza de Fernando el Santo por sucesión; los reinos de Aragón y de Castilla vinieron a unirse por el matrimonio de Fernando e Isabel los Católicos; el reino de Navarra vino a formar parte de la unidad española por la estrategia de Fernando el Católico; los reinos árabes, vinieron a formar parte de la corona de Castilla por la fuerza de la conquista. Más nótese bien: cuando los diversos pueblos cristianos se fueron incorporando a la corona de Castilla, lo hicieron conservando su antigua autonomía, conservando lo que llamaban sus fueros, es decir, sus antiguas leyes civiles, sus instituciones políticas, sus costumbres, su manera de vivir, su manera de ser especial. Nótese además, que cuando a fuerza de querer conquistar esa unidad tan ponderada se quiso acabar con esos fueros, no se pudo alcanzar sino por medio de la violencia; para acabar con los fueros políticos de Aragón hubo necesidad de ahogarlos en la sangre de Lanuza; cuando se quiso concluir con los fueros de Cataluña hubo necesidad de ahogarlos en la sangre que derramó en Barcelona Felipe V. Nótese más: nótese que cuando se ha encontrado un pueblo que por su situación topográfica, por la indomable energía de sus hijos, por el fuerte sentimiento que tiene de su libertad y de su autonomía, ha podido oponer una gran resistencia al quebrantamiento de esos fueros, ese pueblo ha resistido y está aún conservándolos contra vuestra voluntad. Ahí tenéis si no a las provincias Vascongadas, que viven aún con sus fueros políticos y civiles, enteramente distintos de los del resto de España. Cuando han creído que sus fueros podían peligrar, han tirado de la espada y han peleado durante siete años a la sombra de las banderas de Carlos V, y podéis estar seguros de que si volvieran a ver sus fueros en peligro, volverían a tirar de la espada para sostener otros siete años de guerra.

¿Qué os dice esto? ¿A qué me venís hablando de una unidad producto de la violencia y de la fuerza? Notad bien que a pesar de esos grandes esfuerzos y de esos grandes sacrificios que tanto ponderáis, esas provincias conservan todavía todas ellas su sello particular. Vais a Cataluña y encontráis allí una provincia, o por mejor decir, cuatro, de las que vosotros habéis hecho, que conservan su lengua, sus costumbres, sus antiguas leyes y que bajo esas leyes viven, crecen y se desarrollan; vais a Aragón y encontráis todavía sus fueros civiles; a Valencia y a Mallorca y encontráis lo mismo; a Navarra y a las provincias Vascongadas y les encontráis aún sus leyes especiales. Y nótese bien: esas leyes difieren en puntos capitalísimos y de una trascendencia social inmensa; difieren en la parte relativa a las sucesiones.

Al paso que en Castilla existe el principio de la sucesión forzosa, en todos esos pueblos existe más o menos la libertad de testar; y producto de esa libertad de testar, producto de esa diferencia que existe entre unas y otras provincias en materia de sucesiones, las condiciones de la propiedad y de la familia son distintas cuando se compara a Castilla con otros pueblos.

¡Cómo! Cuando todas esas provincias están aún apegadas a su lengua, a sus costumbres, a los fueros que aún conservan; cuando aún recuerdan con fruición los fueros que tuvieron y han perdido, me venís diciendo que existe la unidad y que es preciso conservarla, cuando no se han podido borrar las diferencias que aún existen entre las diversas provincias.

Es preciso, señores, tenerlo muy en cuenta: precisamente ese espíritu provincial, ese espíritu foral que existe en las provincias, hace que tengan gran fuerza siempre que sobreviene en España una gran crisis. Vino por ejemplo el año 1808, y si nosotros hubiésemos tenido esa unidad, que tanto deseáis, es más que probable que después de la derrota del 2 de Mayo hubieseis visto a la España uncida al carro vencedor de Bonaparte; pero precisamente porque existía ese espíritu provincial en todas partes, las provincias se constituyeron independientemente de Madrid, formaron juntas, hicieron armamentos, levantaron a los pueblos y lograron que aquel grande héroe, que aquel vencedor de tantos pueblos viniese a quedar vencido en esta pobre tierra de España. Y nótese aún otro hecho que os probará que, aun cuando se estableciese el sistema federal, no peligraría esa unidad que tanto ponderáis; nótese que después de pasados los primeros momentos consintieron todas en que se constituyera la junta central y luego en que se convocaran y reunieran las Cortes de Cádiz. Esto debe probaros que existe en España un espíritu provincial que no es un obstáculo para el desarrollo de la unidad nacional. […]

Preciso es que yo explique ahora cuál es la base, por decirlo así, filosófica de esa federación que defendemos. Hay señores, en una nación una porción de seres, ya individuales, ya colectivos, que hacen que la nación sea una entidad sumamente compleja. Dentro de una nación vemos en primer lugar al individuo, el cual es inviolable en todo lo que se refiere a su ser íntimo, es decir, al pensamiento y a la conciencia. Vemos luego la familia, de la cual todos formamos parte en cuanto nacemos. Vemos sobre la familia al pueblo, que viene a componerse de diversas familias. Vemos sobre el pueblo la provincia, que viene a componerse de diversos pueblos. Vemos sobre la provincia la nación, que viene a componerse de diversas provincias. Y vemos además una porción de asociaciones que vienen a realizar los diversos y variados fines de la actividad humana. Entre esos seres colectivos que constituyen toda una jerarquía, hay unos que pueden llamarse naturales y espontáneos y otros de puro artificio. Son, por ejemplo, seres de puro artificio las actuales provincias, hijas de una división administrativa completamente arbitraria. Son también de la misma índole las asociaciones industriales y mercantiles, asociaciones pasajeras, que mueren una vez que han realizado el fin para que fueron creadas. Pero hay otros seres que son naturales y espontáneos, y éstos son la familia, el pueblo, la provincia, el Estado. […]

Los pueblos, a medida que se van desenvolviendo las relaciones económicas, sienten ciertas necesidades y forman el grupo que se llama provincias. Y cuando al fin las provincias se elevan a necesidades de orden superior, entonces entran a formar la entidad Estado. Esa es la manera como se van desenvolviendo los seres colectivos que forman una jerarquía reconocida por todo el mundo. Y nótese bien una cosa: esos seres colectivos no engendran nunca un ser colectivo superior sino en virtud de necesidades que son en cierto modo extrañas a la personalidad de ese ser colectivo. […]

Por una parte los seres colectivos son naturales y espontáneos, y por otra parte la jerarquía no se establece sino de menor a mayor, y en vista de necesidades generales que van creando y sintiendo las diversas colectividades.

¿Qué se deduce de ahí? Que es preciso pensar en una organización que vaya de abajo a arriba y no de arriba a abajo. Esta es la enorme diferencia que hay entre la descentralización y la federación. La descentralización parte de arriba a abajo. La federación parte de abajo a arriba. ¿Y qué más da?, diréis tal vez. ¿Qué más da? Si la organización viene de abajo, las provincias son las que limitan al Estado, al paso que si la organización viene de arriba, el Estado es el árbitro de la suerte de las diversas colectividades. En este caso la descentralización es una cosa arbitraria como hija del capricho del Estado. La descentralización puede hoy existir y desaparecer mañana. Pero si parte de abajo a arriba, el Estado tiene funciones determinadas de las cuales no puede salir; y lo que sucede ordinariamente es que el Estado, en vez de limitar las atribuciones de las provincias, es a su vez limitado, sin cesar en sus funciones, por las provincias mismas. He aquí por qué hemos venido a la idea de la federación; porque las monarquías y las repúblicas unitarias son siempre centralizadoras, y aun cuando quieran descentralizar, no llegan nunca a la descentralización que constituye la perfecta autonomía de todos los seres colectivos, llegando hasta el ser individual. Constituida así la federación, el Estado tiene funciones completamente deslindadas: es hijo entonces de un pacto; pacto que no se puede romper sino con el acuerdo de las provincias todas. He aquí por qué las repúblicas federales conservan cierta solidez y cierta duración; por qué tienen todas garantizados y asegurados todos los derechos individuales, los del municipio, los de la provincia, y por fin, los derechos mismos del Estado.

Pero se nos pregunta: ¿cuál es vuestra Constitución? No parece sino que se trata de una cosa completamente nueva, nunca vista. ¿Pues no tenéis dos repúblicas federales establecidas en el mundo, que son las naciones que viven con más tranquilidad, seguridad, orden y libertad? Pues para saber la Constitución que nosotros hemos de adoptar, no tenéis más que fijar la vista sobre las Constituciones de esos dos grandes pueblos. La Constitución americana dice que los Estados Unidos se han constituido para hacer su unión más fuerte, para establecer la justicia, para asegurar la tranquilidad y el orden interior, para proveer a la común defensa, para asegurar el bienestar general, y para conseguir para ellos y para sus hijos los beneficios de la libertad. La Constitución suiza dice también textualmente «que el objeto de la confederación es asegurar la independencia del país contra el extranjero, consolidar la tranquilidad y el orden interiores, asegurar el bienestar general y garantizar completamente los derechos de los ciudadanos». Es un sofisma, pues, el decir que los derechos dejarán de ser garantizados en esas Constituciones. Una vez conocidos los fines de la confederación, fácil es saber cuál será la Constitución de una república federal. En ella se trata, ante todo, de asegurar la independencia del país contra el extranjero. Es evidente que tendrá esa república federal su ejército y una marina, sin los cuales no podría realizar ese gran fin. Para poder manifestar exteriormente la vida de la nación, el poder central ha de ser naturalmente quien nombre a los embajadores, los cónsules y todos los representantes necesarios para mantener las relaciones entre la república y los demás pueblos. Si, por otra parte, tiene necesidad de asegurar los grandes intereses nacionales, el poder central ha de cuidar de las grandes vías de comunicación, de los ferrocarriles, de los canales, de los correos, de los telégrafos y de todo lo que constituye la vida nacional. […]

Ahora voy a examinar cuáles son las ventajas del sistema federal. De esas ventajas unas son políticas, otras económicas y otras de orden social. Ventajas políticas: ante todo la que he dicho antes, la de que las funciones del individuo, las funciones del municipio, las funciones de la provincia, las funciones del Estado, están perfectamente determinadas; la de que los derechos del individuo, los derechos del municipio, los derechos de la provincia, no pueden jamás venir a ser limitados ni mermados por el poder central. La república federal es un pacto, un contrato, y un contrato que, como he dicho, no es posible que se rescinda sin la voluntad de todos los contratantes. […]

Pero aún hay otras ventajas políticas que debo manifestar: Montesquieu, que os he citado antes, las conocía perfectamente. «La república federal, decía Montesquieu, previene todos los inconvenientes de la república unitaria, y aun de las monarquías; porque si por acaso en la república federal viniese un hombre a ser tan poderoso que pudiese ser un peligro para las provincias, ese hombre alarmaría a las provincias mismas y las pondría en guardia contra él; y si mañana viniese a ejercer un poder sobre una provincia y lograse sublevarla en su favor, las demás, como cuentan con fuerzas propias, pueden acudir en los momentos de peligro y ser para él un obstáculo insuperable». Y decía además Montesquieu: «Si por acaso en una provincia existiese una sedición cualquiera y la provincia no pudiese aplacarla, acudirían las fuerzas del Estado federal para restablecer la paz; si hubiese, por fin, abusos en una provincia, esos abusos no trascenderían nunca al cuerpo total de la nación, porque la parte sana vendría a contrapesar la parte enferma». Concluía diciendo Montesquieu que «si el conflicto llegara a ser tal que la federación se deshiciese, los confederados continuarían, sin embargo, siendo soberanos». Tales son las ventajas que veía Montesquieu en la república federal. […]

Si las ventajas políticas que nacen de la federación son grandes, grandes son también las que nacen en el terreno de la administración y en el terreno económico, porque por de pronto suprimís todas esas ruedas inútiles y complicadas de que tenéis hoy necesidad para mantener enlazado y preso el municipio con la provincia y la provincia con la Nación. Por otra parte, no tenéis tampoco los inmensos gastos que produce esa centralización en el terreno de la Hacienda. Cada provincia tiene sus impuestos, cada provincia se los recauda, cada provincia tiene su sistema tributario, el más acomodado a sus necesidades, cada provincia su presupuesto. ¿Qué sucede entonces? Que los gastos y los ingresos son más conocidos del ciudadano, y por consiguiente, si hay que hacer grandes sacrificios se hacen con gusto, porque se conoce el objeto a que se van a aplicar, las necesidades que han de satisfacer. […]

Pero hay todavía otra ventaja mayor en el terreno económico, y es que si vosotros devolvéis a las provincias el carácter de Estado, es decir, les devolvéis la autonomía que en otros tiempos tuvieron, veréis renacer la vida en esa provincia. ¿Qué comparación hay entre el Aragón de hoy y el Aragón de D. Fernando el Católico? Aun la misma Barcelona, la misma Cataluña, que tan poderosa era en aquellos tiempos, ¿puede decirse que lo sea más ahora en comparación al desarrollo que ha tenido el comercio en España?

Si vais a las provincias que antes estuvieron bajo el imperio de los califas y de los emires; si vais a Andalucía ¿encontraréis acaso en ella la industria floreciente que en otros tiempos hubo, ni el activo comercio, ni el desarrollo que las ciencias y las artes allí tuvieron? ¿No habéis visto que desde que esas provincias forman parte de la corona de Castilla parece como que ha pasado sobre ellas un huracán que ha venido a secar las fuentes de su vida? Haced que cada provincia aproveche los medios de vida que tiene y los elementos de riqueza con que cuenta, y veréis cómo las provincias vuelven a recobrar su antiguo poderío.

Pero hay muchas cuestiones de orden social que nunca se resolverán mejor que cuando se confíen a las provincias, es decir, cuando vengan las provincias a ser Estados. El Sr. Rodríguez nos decía hablando sobre este punto: «No será poco difícil cuando tengáis la república federal arreglar las cuestiones de Andalucía que tiende siempre al reparto de bienes». En primer lugar, señores, preciso es hacer constar que cuando se trata de reparto de bienes en Andalucía, como aquí se ha dicho tantas veces, se trata del reparto de bienes comunes, no de bienes de particulares. (El Sr. Rodríguez pide la palabra para rectificar.) Además, hay que tener en cuenta que esos repartos de bienes comunes son provocados por leyes anteriores y por vicios que ha introducido el gobierno, tanto de la monarquía absoluta, como de la monarquía constitucional. […]

Ahora bien: así como tenéis la cuestión de la propiedad presentando un aspecto en Galicia y otro en Andalucía, tenéis cuestiones especiales en distintos puntos de España. En Cataluña, por ejemplo, tenéis la cuestión de la rabassa morta, cuestión que es sumamente grave y que muchas veces ha puesto en alarma a los propietarios de aquel país. Y yo pregunto: si mañana os traen aquí la cuestión de Andalucía, o la de los foros de Galicia, o la rabassa morta de Cataluña, sin que esto sea ofender vuestro talento ni vuestros conocimientos, ¿cuántos habrá aquí que seáis capaces de comprender y resolver ninguna de esas cuestiones? Si esas cuestiones, por lo contrario, se sometiesen al criterio de las diversas provincias en que han surgido, ¿cuántos serían los representantes de esas provincias que dejasen de comprenderlas y de poder encontrar los medios de resolverlas? Ahí tenéis, pues, cómo las cuestiones sociales, las más grandes que pueden existir en un país, son precisamente las que son más fáciles de resolver bajo la jurisdicción de la provincia, y por consiguiente bajo la república federal.

Y no quiero hablar aquí de la cuestión sobre el socialismo, que se viene repitiendo desde los bancos de enfrente en casi todas las discusiones con un objeto que no creo noble, con el de dividir pura y simplemente esta minoría, cuando estamos cansados de decir, y lo repito ahora, que la minoría no se dividirá jamás por esas cuestiones, porque hemos manifestado millares de veces que la minoría no tiene más que un conjunto de principios políticos que le sirven de bandera, y fuera de esos principios, en todas las demás cuestiones nos consideramos todos libres para pensar como tengamos por conveniente. Puede ser uno republicano y aceptar o no las teorías del socialismo, pensar acerca de las demás cuestiones como juzgue oportuno y crea más acertado.

Pero al Sr. Rodríguez, que al hablar del socialismo se dirige siempre a mi humilde persona, no puedo menos de repetirle lo que ya manifesté en mi primer discurso: que siempre que la libertad me sirva para la resolución de las cuestiones, la aceptaré con preferencia a toda otra solución; pero desde el momento en que crea que no quepa resolverlas con justicia por medio de la libertad, quiero la intervención del Estado, porque creo que cuando se trata de la suerte de los pueblos hay necesidad de remediar los males que los afligen por cuantos medios se hallen a nuestro alcance. […]

Explicadas ya las ventajas políticas, administrativas y económicas que pueden nacer de la federación; presentadas las principales bases en que descansa; examinadas sus esenciales condiciones de vida, no creo preciso decir más; no creo necesario, manifestar que por el camino de la república federal, como hemos dicho antes, nosotros vamos a la unidad, pero vamos a la unidad en la variedad, no a la uniformidad. […]

Cuanta más variedad hay en los pueblos, mayores serán las fuentes de vida que tengan; y no porque varíen las leyes, las instituciones y las costumbres dejará por eso de irse a la unidad, porque la unidad la dan los intereses, y esos intereses, en lugar de irse aislando, se van cada día acercando, combinando y estrechando. Nosotros hoy en Europa estamos distantes de haber llegado a la unidad que se desea; nosotros no tenemos en Europa ni siquiera ese lazo federal que algunos queremos para España. ¿Obsta eso para que la unidad se vaya formando a medida que las grandes vías de comunicación que hoy existen van multiplicando las relaciones de los pueblos, combinando y armonizando los intereses generales? ¿Acaso no hemos visto que se han celebrado tratados internacionales para que hoy podamos mandar partes telegráficos del uno al otro confín de Europa, para que podamos mandar cartas de un extremo a otro del continente, para que vayamos teniendo los mismos pesos y medidas, para que las monedas de España, como las de Francia, las de Alemania, las de Bélgica y las de otras naciones, puedan correr indistintamente circulando por toda Europa? ¿No hace dos años se celebró un Congreso en París sólo para que circulara la moneda por todas las naciones de Europa? Tenedlo entendido: vosotros queréis la unidad en la uniformidad, nosotros queremos la unidad en la variedad. (Aplausos: señaladas muestras de aprobación).

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes (1869-1871), t. IV, núm. 77, 19 de mayo de 1869, págs. 2094-2099. 
 [VALENTÍN ALMIRALL]: VENTAJAS DEL FEDERALISMO (1874) Ante todo hemos de consignar que somos federales, porque queremos plantear y solidar la democracia y porque creemos que tal resultado sólo puede conseguirse por el camino del federalismo. Y creemos esto porque sólo la división de la soberanía, o lo que es lo mismo, la pluralidad de Estados soberanos, unidos, empero, por un lazo federal, no deja al individuo a merced del poder, como sucede en todo gobierno unitario, monárquico o republicano. En éstos, no lo negamos, pueden los ciudadanos ser libres y disfrutar de derechos; mas su disfrute es siempre precario y dependiente de la voluntad del poder, ya que éste, so pena de no poder llenar las funciones que tiene encomendadas, ha de ser fuerte y vigoroso.

En una Federación, los ciudadanos pueden ser libres y disfrutar de derechos democráticos sin que el poder sea bastante poderoso para arrancárselos, sin que su disfrute sea precario, pues que dentro del organismo federativo, encima de los poderes del Estado, existe el poder federal, garantía de todos los ciudadanos. […]

Fuera del federalismo la organización política gira dentro de un círculo vicioso. Sí se quiere impedir que el poder acabe con las libertades democráticas, debe cercenársele su fuerza, y acaba con ellas la anarquía, consecuencia inevitable de la debilidad del poder. Si se quiere en cambio robustecer el poder para que pueda llenar sus funciones, quedan las libertades democráticas desarmadas y mueren a manos del mismo poder que debía garantirlas. Anarquía y despotismo; he aquí lo único que puede dar de sí el sistema unitario, sobre todo en pueblos ardientes e impresionables como el nuestro. […]

Todo, en efecto, está en España pidiendo federación a voz en grito. Pídela la configuración de su suelo; pídela la diversidad de razas que la pueblan; pídenla los diversos grados de cultura de sus habitantes, que recorre toda la escala que media entre la sencillez primitiva de la ignorancia de algunas comarcas agrícolas o pastorales y el refinamiento estragado de algunos de sus grandes centros de población; pídenla las opuestas condiciones de su trabajo; pídenla los distintos idiomas que en ella se hablan y que no tienen entre sí más relaciones que la comunidad de origen algunos de ellos; pídela, finalmente, la historia, que nos dice elocuentemente que el despotismo de los monarcas, que fue bastante poderoso para conquistar el mundo, que luchó contra la idea moderna, y que, a ser posible, hubiera quizás conseguido ahogarla en sangre y en horrores, no tuvo fuerza suficiente para unificar España; y aún hoy los fueros vascos, la existencia de tantas legislaciones civiles como comarcas, los derechos forales distintos, si no opuestos, del foral castellano, después del furor unificador de la monarquía absoluta y del liberalismo revolucionario, son elocuente testimonio de que existe alguna causa invencible que se opone a la unificación completa de España; son prueba patente de que debe buscar su felicidad por distinto camino del que ha seguido hasta el día.

Digno es de observarse que las diversas comarcas españolas deben lo poco bueno que poseen a esa misma falta de unificación y que aquellas a las que se la ha llevado por la fuerza deben a la misma los males que las devoran. ¿Qué sería de las comarcas montañosas y poco feraces, relativamente a otras de España, como Cataluña, como las Provincias Vascas, como otras varias, si a ellas se hubiera aplicado la legislación civil castellana? ¿Existe otra causa más poderosa del malestar social de Andalucía y Extremadura que el sistema a que se sujeta su propiedad, y que hace posible solo la existencia de dueños arrendadores a quienes todo sobra, y de criados arrendatarios a quienes todo falta? […]

De esta diferencia de cultura sacamos el más fuerte argumento en pro del federalismo. Si se quiere unir los extremos opuestos; si se pretende que marchen unidos el atraso y la civilización; si uno y otra han de ser medidos por el mismo rasero, el que va delante tiene que detenerse para esperar el que va detrás. Existen en España comarcas capaces de gozar todas las libertades, mientras otras necesitan todavía auxilio de un guía, y dentro de los sistemas unitarios no hay más medio que graduar los derechos y libertades por el grado de capacidad de los más atrasados. Dentro del sistema federal, todos disfrutan de la suma de democracia de que pueden gozar las comarcas más atrasadas; pero las más avanzadas consignan mayor suma en su Constitución particular, la federación se la garantiza, y de esta manera marchan unidos, formando un todo y sin que ni unos ni otros deban sacrificarse, pueblos que se encuentran en muy diversos grados de ilustración. Poniendo la luz al lado de las tinieblas, marchando unidos, pero sin confundirse, lo adelantado y lo menos adelantado, las tinieblas se disipan, y lo estacionario, aguijoneado por el ejemplo, camina: de manera que, así como el unitarismo detiene el progreso, la mejora, el federalismo les favorece.

Todo, pues, pide en España federación, incluso el triste estado a que la ha llevado el unitarismo. Su situación, su historia, sus condiciones indican que debe formar un todo; pero indican más claramente todavía que ese todo no puede ser compacto; que ha de ser un todo formado por partes diversas con vida propia cada una de ellas.

Por un redactor de «El Estado Catalán. Diario Republicano Federalista» [Valentín Almirall], Vindicación del sistema federativo, Madrid, Imp. de F. Escamez, 1874, 37 págs., págs. 15-21.
 ENRIQUE RODRÍGUEZ SOLÍS: LOS FUEROS VASCONGADOS (1872) Al primer anuncio de sublevación carlista, los órganos asalariados de este gobierno que nos envilece y de esta situación que nos deshonra, han arrojado en el campo de la lucha, cual nueva tea de insurrección, la tiránica idea de SUPRIMIR SUS FUEROS a las provincias vascas.

¡Suprimir sus fueros a los vascongados! ¡Vana ilusión, por no decir criminal esperanza! Los fueros son al pueblo euskaro lo que la vista al ciego, lo que la salud al enfermo, lo que al preso la libertad.
 Pero estos políticos criminales que aspiran a sujetar nuestro cuello con la argolla del esclavo, querrían batir hasta ese último baluarte de nuestras federales libertades. Afortunadamente, el fuero tiene un muro de hierro en cada vasco, porque tratándose del fuero no hay partidos, no hay más que fueristas; y antes que consentir en su desaparición, arderían las provincias vascas del Nervión al Bidasoa, de Vitoria a Fuenterrabía.

Lo único de que hay que acusar al pueblo euskaro es, no de la defensa de sus fueros, en lo cual cumple uno de los más altísimos deberes de todo pueblo libre, sino de que, a una tan justa y sagrada causa, una la idea del carlismo,  o lo que es lo mismo, la NEGAClÓN completa de todos sus fueros y libertades.

Poco importa que el carlismo le prometa conservárselos; los fueros vascos son un ataque a la libertad y a los fueros de las demás provincias españolas; entrañan el más irritante PRIVILEGIO; se apoyan en la más inicua DESIGUALDAD, y es natural que los hijos de las otras provincias, al ocupar el poder, trabajen por arrebatarles unas libertades de que ellos carecen y que son un ataque sangriento a la libertad y a los derechos de sus hermanas las demás provincias.

¡Vasco-navarros! Para conservar vuestros fueros; para vivir tranquilos y felices a la sombra de vuestras patrias libertades, es preciso que no constituyáis un Estado libre y autónomo, un Cantón federal, dentro de una monarquía realista; es necesario que hagáis un noble sacrificio; que demostréis que no sois egoístas, y en lugar de lanzaros a fratricida lucha para imponernos un gobierno despótico y un rey tirano, cuya tiranía, no lo dudéis, se volvería un día contra vosotros, porque los reyes son siempre ingratos y las monarquías no pueden menos de ser tiránicas, ayudadnos a conquistar a todos nuestros antiguos fueros y nuestras patrias libertades; prestadnos vuestro apoyo; y con la libertad, nueva palanca de Arquímedes, lograremos remover el mundo; no luchéis por el despotismo de un rey tirano, sino por el inmediato planteamiento de vuestro régimen foral, y una vez planteada en toda España la República democrática federal, vuestros fueros estarán garantidos y complementados, porque si hoy son cuarenta y seis provincias en vuestra contra, entonces serán cuarenta y seis hermanos que lucharán a vuestro lado, porque vuestra suerte será la suya. […]

Para demostraros la verdad de cuanto dejamos expuesto, conviene recordaros la historia y que fijéis en ella toda vuestra atención.
 Castilla gozaba tranquilamente de sus fueros y privilegios, cuando el rey Carlos I de España y V de Alemania trató de arrebatárselos; el pueblo se lanzó a la lucha y fue vencido; los nobles Comuneros,  los invictos mártires Padilla, Bravo, Maldonado, el obispo Acuña y cien más regaron con su generosa sangre el árbol florido de nuestras patrias libertades.
 ¿Qué hicieron Valencia, Aragón, Cataluña y Vizcaya mientras Castilla luchaba por sus fueros? Cruzarse de brazos y contemplar en silencio aquella sangrienta hecatombe. ¡Ah, cuán presto y cuán caro debían pagar su silencio, su abandono y su cobardía!
 Meses después se alzaban en Valencia las famosas Germanías; Juan Lorenzo, Vicente Peris y Guillén Sorolla, los caudillos populares, lucharon como héroes y sucumbieron como mártires: Valencia fue vencida y sus libertades ahogadas en sangre. Castilla contempló impasible cómo caía Valencia; era el justo castigo que Valencia merecía.
 No tardó Aragón en querer afrontar el tiránico poder del fanático rey D. Felipe II: el Justicia de Aragón, Juan de Lanuza, quiso guardar el fuero; el ejército real, al mando de D. Alonso de Vargas, se apoderó de Zaragoza, y los fueros de Aragón quedaron ahogados en la sangre de Lanuza. ¡Zaragoza miró impasible cómo sucumbían, Castilla primero y Valencia después, y en justo castigo no tardó en sucumbir! Era justo: la historia debe cumplirse y se cumple siempre.
 Se apodera de España la dinastía de Borbón, de funesta recordación para la patria; Cataluña se niega a reconocer al monarca francés, y sus ejércitos esparcen sobre ella la desolación y la muerte: sitia a Barcelona, y para vencerla llama en su auxilio al duque de Berwich con CINCUENTA BATALLONES FRANCESES: la carnicería fue horrorosa, y aún los catalanes ofrecían la paz si se les conservaban sus fueros: todo fue inútil; Barcelona cayó, y hasta el cuchillo necesario para el servicio de la mesa les fue atado a ella con una fuerte cadena: los fueros catalanes habían dejado de existir.
 Cataluña, que vio impasible cómo perdían los suyos Castilla, Valencia y Aragón, recibió el justo pago que merecía: el que a cuchillo mata es justo que a cuchillo muera.
 Más cerca, en nuestros días, los vascongados habéis presenciado impasibles cómo se arrebataban sus fueros a vuestros hermanos los navarros… ¿Hubiera acontecido esto si todas las provincias obligadas por el Pacto federal hubieran hecho suya la causa de los navarros? No, y mil veces no.
 ¡Vascongados: guardaos de que no os llegue la hora, porque lo mismo que aconteció a Castilla os sucederá a vosotros! El que no acude al socorro de su vecino, cuya casa está ardiendo, no espere de su vecino auxilio alguno cuando la suya sea presa de las llamas.
 Tened presente que vuestros diputados vienen a las Cortes a perturbarnos y a empobrecernos; a votar QUINTAS cuando vosotros no las tenéis; a imponernos onerosos TRIBUTOS que vosotros no pagáis; a ayudar, en fin, al poder tiránico y corrompido que vosotros, guarecidos por vuestros sagrados FUEROS, no habéis de tolerar ni de sufrir.
 ¡Vasco-navarros: pensad que vuestro régimen es republicano, y no queráis imitar a las ranas de la fábula, que no satisfechas aun con la paz y tranquilidad de que gozaban, se atrevieron a pedir un rey, teniendo luego que sufrirlo a despecho y contra la voluntad de todos!
 ¡Vasco-navarros: mirad que vuestros fueros son un privilegio escandaloso que irrita a las demás provincias y las predispone en contra vuestra, pues siendo todos españoles y hermanos, todos debemos gozar de los mismos derechos y libertades! ¡Pensad que los reyes son siempre tiranos, ingratos y crueles, y no ha de ser vuestro D. Carlos de mejor barro que los demás hombres! […]
 ¡Vascos! o retiraos a vuestras tiendas o ayudadnos a implantar la República democrática federal, única que puede garantir y complementar las libertades y derechos que disfrutáis a la sombra de vuestro régimen foral: hoy son cuarenta y seis provincias en vuestra contra, porque vivís con privilegios, y los privilegios siempre irritan. ¡Uníos a nosotros para que todos gocemos de vuestras mismas ventajas, y entonces despreciad las amenazas de los farsantes políticos, porque vuestro sistema será indestructible si España toda lo practica y lo defiende!
 Si no lo hacéis así pronto, muy pronto, quizás no tarde en llegar el día en que lloréis vuestra torpeza, y por no haber sacrificado algo, contempléis con espanto y horror cómo lo habéis perdido TODO.

Enrique Rodríguez Solís, «Los fueros vascongados» [I], La Ilustración Republicana Federal, Madrid, año II, núm. 19, 21 de junio de 1872, págs. 231-233.
 MANIFIESTO DE 19 DIPUTADOS FEDERALES CONTRA LA DECLARACIÓN DE LA PRENSA (1870) LOS DIPUTADOS REPUBLICANOS FEDERALES QUE SUSCRIBEN A SU PARTIDO:
 Varios republicanos de Madrid han publicado recientemente una declaración de principios, autorizada por escritores unitarios y federales.
 No habiéndola encontrado los que suscriben completamente conforme con sus creencias, entienden llenar un deber de su misión, al par que satisfacer la propia conciencia, presentando concisamente al soberano juicio del partido los fundamentos de sus convicciones, como explicación de este disentimiento.
 Para nosotros, el pacto es la forma orgánica característica de toda federación.
 Para nosotros, el pacto, determinado por el sufragio universal, encierra el principio generador de los diferentes organismos sociales en toda República federal.
 El pacto supone la libertad y la igualdad de los contratantes, y la justa reciprocidad en los intereses y las relaciones.
 Sin el pacto, la autonomía, en sus diversos grados o jerarquías, carece de vínculo jurídico, y sólo por la fuerza y a nombre de la fuerza pueden resolverse los conflictos de relación.
 Creemos que, así como el Sufragio universal es la forma orgánica correlativa al ejercicio de los derechos individuales, el pacto es la forma de derecho que se deriva lógicamente del sufragio universal.
 Sin el pacto, jamás hubiéramos debido apellidarnos federales.
 Opinamos que sólo con él se respetan y consagran verdaderamente, y no serán una nueva decepción, la autonomía del municipio, el Estado y la nación.
 Creemos que es quimérico, si no es afectado, todo temor de rompimiento de la unidad nacional, en lo que tiene de necesaria o conveniente y justa, porque el municipio, la provincia o el Estado y la nación, federalmente formados, no son hechos arbitrarios, artificiales o absurdos, como hay en mucha parte, sino creaciones espontáneas, naturales, inevitables, producidas por necesidades y sentimientos comunes, y sostenidas por la armonía íntima de los varios órdenes de intereses y relaciones que engendra la sociedad. Las antiguas provincias, que no ha trazado ningún legislador, que son la obra espontánea de sus condiciones naturales, y que tres siglos de centralización monárquica y despotismo no han podido destruir, se nos ofrecen como el mejor comprobante de la solidez de nuestros juicios.
 No somos, pues, separatistas. Queremos la unidad nacional; pero queremos que la constituya la agrupación de Estados autónomos, es decir, soberanos, ligados por un pacto que, al par que sea la solemne expresión de esa unidad creada por el poder incontrastable de la naturaleza y el tiempo, sea también la salvaguardia más firme de los intereses generales y la más sólida garantía de los derechos individuales. ¿Por qué esta organización, que ha mantenido fuertemente unida la patria de Guillermo Tell y dilatado maravillosamente la de Washington, sin debilitarla, no ha de ser posible aquí donde las afinidades de la naturaleza y la historia son muchísimo mayores?
 No somos, no, separatistas. Somos, por el contrario, anexionistas; somos los verdaderos creadores de la integridad nacional, las últimos restauradores de la patria, porque ciego ha de ser el que no vea que la unión de Portugal sólo es posible y hacedera en la forma que sostenemos.
 En buen hora se nos dirá: mas ¿cómo impediréis vosotros que algunos insensatos, violando esas leyes de la naturaleza y la historia, quebranten la unidad nacional y fraccionen la patria? Nuestra respuesta será categórica: la impediríamos por los mismos principios de la autonomía y el sufragio universal, que presiden a la constitución del municipio, el Estado y la nación. Como no son estas, lo repetimos, creaciones arbitrarias en una organización federal; como las determinan condiciones y circunstancias comunes y no accidentales, no hay, bajo ella, quien tenga derecho a romper la integridad de esos seres. Como la patria es la obra augusta de las generaciones y los siglos; como de todas partes acudimos a formarla y defenderla, y todas la regamos con nuestra sangre; como es una herencia común; el suelo de la patria es la propiedad y el derecho de todos, y nadie puede enajenarla ni mutilarla sin atacar nuestro propio ser.
 Concretaremos más nuestro pensamiento.
 Nosotros entendemos que, no siendo la provincia o Estado un hecho arbitrario ni un accidente histórico, el pacto no es ni puede ser, como se supone, una fórmula indiferente, caprichosa o vana.
 Nosotros entendemos que el pacto entre el Estado y la nación es la aplicación del mismo principio que establece la autonomía individual y constituye el municipio y la provincia; el desenvolvimiento de la misma ley orgánica, su ultima consecuencia en el estado actual de la civilización.
 Nosotros entendemos que no es la nación, sino el Estado federal el mejor órgano para la aplicación de los principios universales del derecho, que la legislación ha de acomodarse siempre a las condiciones de lugar y tiempo, y la diversidad de estas condiciones en un país como España rechaza hoy su unidad absoluta y universal. Hartas demostraciones nos presentan los anales contemporáneos. La unidad se realiza en nuestro siglo por la universalidad de la ciencia y la solidaridad de los intereses, o no se realiza.
 Cuando no fuéramos federales por las consideraciones que dejamos expuestas, lo seriamos por otras políticas, que la historia abona. Creemos que sólo en la organización federal es verdad el equilibrio de los poderes, que la ciencia proclama y que han buscado en vano los partidos constitucionales. Creemos que sólo con ella podrán salvarse las sociedades modernas de los peligros del militarismo, y se consolidará la libertad en España; que sólo con ella podrá preservarse la República de atentados tan sacrílegos como el 18 Brumario y de asaltos tan infames como el 2 de diciembre. Si uno y otro César hubieran tenido que pedir sus pretorianos a un Estado autónomo, de cierto no habrían concebido la dictadura. Y aunque hubiesen sorprendido algún Estado, la resistencia de los demás habría salvado la libertad de todos.
 De esta exposición de nuestras convicciones, bien se desprende que entendemos el federalismo de la misma manera que el Directorio del partido republicano en sus dos últimos manifiestos.
 Madrid 13 de mayo de 1870.
 Alcantú.— Alsina.— Barcia.— Benot.— Blanc.— Bové.— Cabello.— Cervera.— Compte.— Chao.— Díaz Quintero.— Ferrer y Garcés.— García López.— Garrido.— Gúzman (Santa Marta).— Lardies.— Pico Domínguez.— Sorní.— Tutau.

Manuel de la Revilla, Historia y defensa de la Declaración de la prensa republicana, Madrid, Imp. de La Discusión, 1870, apéndice 5, págs. 21-23.
 VALENTÍN ALMIRALL: OBSERVACIONES SOBRE EL MODO DE PLANTEAR LA CONFEDERACIÓN EN ESPAÑA (1868) No se nos oculta que es una obra difícil convertir una nación como España en Confederación. Se ofrecerán a las Constituyentes dificultades prácticas que, sin que neguemos su gravedad, podrán ser resueltas si se procede con tino y maduro examen. Examinemos algunas que se presentarán inevitablemente.

Si la Nación ha de constituirse en Confederación ¿deberá formarse la Constitución o pacto federal antes o después que las constituciones particulares de los Estados?

Sería natural y lógico que los Estados en uso de su soberanía se constituyesen y que, una vez constituidos, pactasen entre sí y se confederasen ligándose por una Constitución federal, si los Estados hubiesen sido hasta ahora o se hubiesen últimamente declarado independientes. Pero teniendo en consideración que los que serán declarados Estados independientes ha formado hasta ahora un todo, y que, por consiguiente, antes de que puedan unirse o confederarse es preciso que se separen; teniendo presente que las Constituyentes nombradas por la Nación son las que han de convertir a ésta en Confederación; considerando que la soberanía de los Estados se fundará en el fallo de las Constituyentes y que, por lo tanto, pueden éstas conceder a aquéllos sólo una soberanía limitada, creemos que las mismas Cortes han de establecer ante todo el pacto federal y después declarar a los Estados independientes en cuanto no les ligue el dicho pacto. De este modo se evita el peligro de que los Estados, después de declarados independientes, no pudiendo avenirse en las cláusulas del pacto se desunieran y se unieran en la anarquía a nuestra patria, y se logra formar la Confederación. Después de formada, y reglamentado el modo de proceder a la revisión de la Constitución federal podrán los Estados por medio de revisiones acomodarla completamente a sus necesidades y deseos. Creemos pues que la Constitución federal debe ser formada antes que las particulares de los Estados.

¿Deben formar estas Constituciones particulares de los Estados las Constituyentes o los mismos Estados? Creemos que deben formarlas estos últimos bajo la dirección empero de las Constituyentes. Luego que éstas hayan hecho la Constitución federal, deben convocar, formando al efecto una ley electoral, asambleas en todos los Estados para que establezcan leyes constitucionales. Establecidas éstas en todos los Estados y funcionando en todos ellos los poderes establecidos podrán las mismas Cortes Constituyentes convocar la primera Asamblea federal y poner en vigor la Constitución, después empero de decretar explícitamente que en todos los Estados regirán, en cuanto no se opongan a la Constitución federal ni a la del respectivo Estado, las mismas leyes que regían hasta que sean derogadas o modificadas por el poder legítimo y de modificar el Código Penal, única sanción de los derechos individuales en una nación libre. Deberán también antes de disolverse las Constituyentes decretar que interinamente y hasta que sean suplicadas por las creadas por la nueva Constitución, queden funcionando las autoridades, corporaciones, oficinas, etc., dando para determinar la época de su disolución definitiva y para zanjar las dificultades que ocurran, amplios poderes a la Asamblea federal reunida.

Creemos que las cuestiones que hemos apuntado y otras muchas que se podrán suscitar merecen fijar la atención de todos los españoles que deseen la regeneración de su patria hasta hoy desgraciada. Tiempo es ya de descender al terreno de la práctica, único en el que hallan solución muchas de las cuestiones políticas.

Valentín Almirall, Bases para la Constitución Federal de la Nación Española y para la del Estado de Cataluña. Observaciones sobre el modo de plantear la Confederación en España, Barcelona, Imp. de Celestino Verdaguer, 1868; en Juan J. Trías y Antonio Elorza, Federalismo y Reforma Social en España (1840-1870), Madrid, Seminarios y Ediciones, 1975, págs. 445-446.
 ISIDORO DOMENECH: LA FEDERACIÓN ESPAÑOLA (CONTRA LA DECLARACIÓN DE LA PRENSA) (1870) Los monárquicos, lo mismo que los republicanos unitarios, quieren que todo vaya del centro a los extremos, y los federales queremos que todo vaya de los extremos al centro; de manera que unos y otros son enemigos nuestros irreconciliables, pues a simple vista queda patente que son antitéticas estas dos aspiraciones. Los monárquicos y los republicanos unitarios proclaman el principio en materia política de que la unión hace la fuerza, y por esto quieren que España forme una sola entidad política y los republicanos federales proclamamos el principio de que en materia política la división hace la fuerza y por esto queremos que España se componga de varias entidades políticas, que formen una sola entidad territorial. ¿Pueden ser estos dos principios más antitéticos? […]

Para los que […] quieran fijarse en el contexto de la misma Declaración solo haremos dos sencillísimas observaciones;
 1.ª ¿Puede existir federación sin personas jurídicas capaces de federarse? ¿Es posible la federación, alianza o pacto, sin Estados o Cantones que federen, alíen o pacten? ¿El contrato puede celebrarse sin entidades contratantes? —La Declaración dice: «No es, por lo tanto, la República que defienden (los firmantes) la confederación de Estados o Cantones independientes y unidos solo por pactos y alianzas más o menos arbitrarias», y esto es lo que precisamente han entendido siempre por federación los republicanos federales españoles […]
 2.ª ¿Se concibe la idea federativa sin los elementos que son su fundamento? ¿Es posible la federación de entidades autónomas sin la previa declaración en España de esta autonomía? ¿No es absurdo definir la República federal reconociendo la unidad de poder político y la unidad de legislación? ¿No sabemos todos, que prácticamente no han podido siglos de monarquía obtener la unidad de legislación, y que científicamente la federación coexiste con la autonomía y por consiguiente con la facultad de legislar cada entidad autónoma para sí como lo tenga por conveniente? Desde el momento que dijimos República democrática federal, ¿dudó alguien de que Galicia mantendría o no a su voluntad su legislación sobre foros, Valencia sobre sus aguas, Cataluña sus heredamientos, Aragón sus viudedades, Navarra su testamentifacción, Vascongadas sus privilegios forales, Castilla sus cartas pueblas, y en una palabra, de que cada Estado soberano legislaría dentro de su condicionalidad como lo tuviese por conveniente? ¡Unidad de legislación! Parece imposible que sueñe en ella de buena fe para plantearla en el día, no diremos un republicano neofederal o firmante de la Declaración, sino un solo abogado de España. La propiedad y la familia, ¿no son las bases de la organización social actual? Pues si aceptáis estas bases según decís para plantear desde luego vuestra falsa federación, ¿anulareis por decreto los modos de adquirir, modificar y trasmitir la propiedad y de fundar, organizar y desarrollar la familia que son hoy tan completamente distintos en las antiguas provincias? ¿Es ésta la solución práctica que con vuestra definición proponéis? Llamaos mejor, trastornadores por principios, de la propiedad y de la familia, destructores del organismo social que tienen hoy las antiguas provincias, y fundadores de una teoría impracticable que rechaza el gran partido federalista español por haberse ya colocado a la altura de partido de gobierno. […]
 Quien se declara partidario de la unidad de poder político y de la unidad de legislación, no es, no puede ser, pues, federalista, porque como hemos dicho, la federación supone alianza entre entidades o Estados soberanos con capacidad cada uno para contratar y obligarse, y por lo mismo, para tener vida política propia en virtud de la cual legisla como le conviene con entera libertad, pero sin atacar el derecho de los demás Estados y menos el de la Federación que es el suyo propio, ya que sirve para garantir su autonomía. […]
 Dos caminos han de conducirnos al planteamiento de nuestra forma de gobierno, a saber: la Revolución o las Cortes Constituyentes; el cambio puede venir prácticamente de abajo o de arriba.
 Si viene la Revolución, se nombrarán Juntas supremas en cada municipio que para robustecer su poder, delegarán las facultades más indispensables y reducidas a la Junta suprema del Distrito, ésta a la de Provincia, ésta a la de Estado, y ésta a la de Nación. Todo, pues, partirá de abajo hacia arriba, y no de arriba hacia abajo como pretenden las escuelas monárquica, republicana unitarista, y neo-federalista o declaracionista. […]
 Como la forma de gobierno será democrática, estará basada en los derechos y libertades individuales, y siendo una de ellas la libertad de cultos, es de aquí que ningún Estado podrá declararse oficialmente católico, por ejemplo; y como la Federación será española, jamás podrá temerse la disgregación de una parte del territorio nacional, puesto que la Asamblea federal española cuidará de garantir la integridad del territorio español y demás de interés general, y el Consejo federal guardará el plenísimo ejercicio de todos los derechos de cada Estado o sea la soberanía de todos ellos, quedando así más garantido que nunca todo cuanto sea de interés de la nacionalidad española y todo cuanto corresponda a cada Estado en uso de su soberanía.
 Viniendo, pues, de abajo el cambio de forma de gobierno, no hay temor alguno acerca la integridad del territorio español, la integridad de la libertad de cultos y demás libertades del ciudadano (porque son bases de la Democracia y la República será democrática federal), la integridad de la soberanía de los Estados, y en fin, la de todos los que desean asegurar los españoles.
 Y como tales organismos constitucionales nacen del pacto, y por consiguiente del sufragio universal, ningún Estado tendrá derecho a decir: yo me separo, puesto que para disolver un contrato es preciso la voluntad de todos los contratantes y no la de uno solo, cuidando la Asamblea federal, como hemos dicho, de mantener la integridad del pacto nacional, del cual no puede ningún estado pretender separarse sin violar el derecho de los demás, derecho cuya observancia corre, repetimos, a cargo de dicha Asamblea, o lo que es lo mismo de toda la Nación.
 Ni tampoco puede decir un Estado, yo no entro en la Federación, porque para decirlo o tener derecho a decirlo, sería necesario que una agrupación de Municipios formasen previamente Estado Soberano, y por lo mismo, con capacidad para no entrar en la Federación, hecho imposible de acontecer cuando según llevamos referido, de las juntas supremas de cada Municipio habrá nacido la proclamación de la República democrática federal española, y los representantes populares que vayan a la Asamblea del Estado, irán con el mandato expreso y terminante de aceptar y proclamar aquella forma de gobierno.
 Mas si a pesar de todo, ocurriese la singularidad increíble de que la mayoría de los Municipios revolucionarios de un Estado, mandase a su particular Asamblea representantes tan perversos que ésta resolviese separarse de la nacionalidad antes de constituida definitivamente la Federación, ¿quién tiene un derecho más sagrado? ¿El Estado cuyos representantes reniegan de su patria, o el conjunto restante de Estados que al proclamar la Federación española, proclaman la integridad del territorio español? ¿La presunción de hecho se halla a favor de la Revolución española o de la Revolución navarra  por ejemplo? ¿La presunción de derecho no es de los españoles revolucionarios mejor que de los vascuences por ejemplo? Y en último resultado, si todos los españoles formarnos y defendemos la patria y ésta es la herencia común y su suelo es propiedad y derecho de todos, ¿puede nadie tener derecho a mutilarla o enajenarla sin atacar su propio ser (como dijo la minoría republicana en su manifiesto del 13)? Si, pues, las presunciones todas de hecho y de derecho se hallan contra los que intentaran tal separación, ¿no existe en todas sociedades una presunción legal de locura contra el que demuestra un triste estado de abatimiento de espíritu y debilidad de inteligencia irregulares por medio de una serie de actos que trastornan o de uno sólo cuya importancia justifica tal calificación? […]
 Si el cambio viene prácticamente de arriba, es decir, si el planteamiento de nuestra forma de gobierno no viene de la Revolución, sino de las Cortes Constituyentes, dominando el verdadero criterio republicano democrático federalista, se efectuará en la mismísima forma, pero recorriendo en sentido inverso las escalas graduales o jerarquías que establecería la Revolución.

Isidoro Domenech, Idea práctica de la Federación Española, o Solución para el inmediato planteamiento de la República Federal en España, Madrid, Imp. de Federico Escamez, 1870, 16 págs., págs. 5-13.
 FRANCISCO PIY MARGALL: MIS IDEAS FEDERALES (1874) He sido partidario de la federación desde 1854. La defendí entonces calurosamente en La Reacción y la Revolución, libro destinado a la exposición de mis ideas en filosofía, en economía, en política. La defendí, como la defiendo ahora, bajo dos puntos de vista: el de la razón y el de la Historia. La federación realizaba a mis ojos, por una parte, la autonomía de los diversos grupos en que se ha ido descomponiendo y recomponiendo la humanidad al calor de las revoluciones y por el estímulo de los intereses; de otra, el principio de la unidad en la variedad, forma constitutiva de los seres, ley del mundo. Considerábala yo, además, como la organización más adecuada a la índole de nuestra patria, nación formada de provincias que fueron en otro tiempo reinos independientes, y están aún hoy separadas por lo que más aleja a unos de otros los pueblos: las leyes y las costumbres. Esta nación, me decía yo, presenta en todas las grandes crisis por que ha pasado en este siglo el especial fenómeno de que sus provincias se hayan apresurado a constituirse y a buscar en sí mismas su salvación y su fuerza, sin que por esto hayan jamás comprometido ni perdido de vista la unidad de la patria; esta nación parece, como suele decirse, cortada para ser una república como las de Suiza y los Estados Unidos.

Desde 1856 a 1868, mal podíamos defender la federación cuando se nos prohibía hasta hablar de república. Poco antes de la revolución de Setiembre, puestos aún en el trono los Borbones, traduje, sin embargo, al castellano el Principio federativo de Proudhon, libro en que, después de sentadas la libertad y la autoridad como los dos eternos y contradictorios elementos de la vida de los pueblos, se explican las vicisitudes y los sistemas a que han dado origen, y se demuestra que la federación, última evolución de la idea política, es la única que puede afianzar en las naciones la dignidad, la paz y el orden. En Francia había yo fortalecido sobre este punto mis creencias. Observaba que aquel pueblo, de gran corazón y poderosa iniciativa, había levantado por dos veces la república y otras tantas la había visto morir bajo la espada de César. […] La centralización del poder era, a no dudarlo, la causa de tan extraño fenómeno.

Vine a las Cortes de 1869 con la firme decisión de propagar la idea federal, y si posible fuese, aplicarla. […]
 Mis ideas han sido claras y precisas hasta en lo que toca al procedimiento para establecer la República. La federación, como lo dice la etimología de la palabra, es un pacto de alianza, un pacto por el cual pueblos completamente autónomos se unen y crean un poder que defienda sus comunes intereses y sus comunes derechos. Llevado de la lógica, había yo siempre sostenido que no cabía federación, es decir pacto, mientras no hubiese en España estados autónomos, y, por tanto, que el movimiento federal debía empezar por la constitución de las antiguas provincias en Estados. Sobre este punto habían pensado así conmigo, o yo con ellos, todas las asambleas federales, todos los directorios republicanos y, lo que es más, la inmensa mayoría del partido, cuya opinión fue bien explícita cuando la célebre declaración de la prensa.
 No se me habían ocultado los peligros que este procedimiento entrañaba. Las provincias de España tienen entre sí vínculos demasiado fuertes para que en ningún tiempo pretendan disgregarse rompiendo la unidad nacional; no por esto era menos de temer que, abandonadas a sí mismas durante el período de su conversión en Estados, ya por cuestiones de territorio, ya por la determinación de la órbita en que hubiesen de moverse, ya por la ignorancia de los más y la natural exaltación de las pasiones, surgiesen conflictos que vinieran a interrumpir, aunque por corto tiempo, la vida de la patria y lastimar los intereses de la industria y el comercio. Para conjurar estos peligros —tan atento estaba aún entonces a conservar la unidad y la integridad de la patria— había propuesto, y se había recibido con general aplauso, que en los primeros momentos de toda revolución federal se crease con el carácter de transitorio un poder central fuerte y robusto que, disponiendo de la misma autoridad y de los mismos medios de que hoy dispone, mantuviese en todas partes la nación y el orden hasta que, reorganizadas las provincias, se llegase a la constitución definitiva y regular de los poderes federales.
 Aun así, este procedimiento de abajo arriba era aplicable sólo al caso en que la república federal viniese, o por un movimiento a mano armada como el de 1869, o por acontecimientos y circunstancias tales que nos hubiesen permitido llegar al Gobierno sin transacciones ni compromisos. No vinimos así a la República; y, como era natural, hubo de ser otro el procedimiento. […]
 La República vino por donde menos esperábamos. De la noche a la mañana, Amadeo de Saboya, que en dos años de mando no había logrado hacerse simpático al país ni dominar el creciente oleaje de los partidos, resuelve abdicar por sí y por sus hijos la corona de España. Vacío el trono, mal preparadas aún las cosas para la restauración de los Borbones, sin más príncipes a que volver los ojos, los hombres políticos sin distinción de bandos ven casi todos como una necesidad la proclamación de la República. […] Al abrirse la sesión del Congreso la tarde del 10 de Febrero de 1873, las resistencias están ya casi vencidas; las que aún subsisten ceden al primer ímpetu de radicales y republicanos. Se declara el Congreso en sesión permanente, y la tarde del 11, leída la abdicación del Rey, se refunden en una sola Asamblea las dos Cámaras, y casi sin debate aceptan la República.
 ¿Qué República era la proclamada? Ni la federal ni la unitaria. Había mediado acuerdo entre los antiguos y los modernos republicanos, y habían convenido en dejar a unas Cortes Constituyentes la definición y la organización de la nueva forma de gobierno. La federación de abajo arriba era desde entonces imposible: no cabía sino la que determinasen, en el caso de adoptarla, las futuras Cortes. Admitida en principio la federación, no cabía ya empezar sino por donde se habría antes concluido: por el deslinde de las atribuciones del poder central. Los estados federales habrían debido constituirse luego fuera del círculo de estas atribuciones.
 El procedimiento —no hay por qué ocultarlo— era abiertamente contrario al anterior: el resultado podía ser el mismo. Representadas habían de estar en las nuevas Cortes las provincias, y si éstas tenían formada idea sobre los límites en que habían de girar los poderes de los futuros Estados, a las Cortes podían llevarla y en las Cortes sostenerla. Como determinando la esfera de acción de las provincias, habría venido a quedar determinada por el otro procedimiento la del Estado; determinando ahora la del poder central, se determinaba, se quisiera o no, la de las provincias. Uno y otro procedimiento podían, a no dudarlo, haber producido una misma constitución, y no habría sido, a mi manera de ver, ni patriótico ni político dificultar, por no transigir sobre este punto, la proclamación de la República.
 Si el procedimiento de abajo arriba era más lógico y más adecuado a la idea de la federación, era, en cambio, el de arriba abajo más propio de una nacionalidad ya formada como la nuestra y en su aplicación mucho menos peligroso. No había por él solución de continuidad en el poder, no se suspendía ni por un solo momento la vida de la nación, no era tan de temer que surgiesen graves conflictos entre las provincias, era la obra más fácil, más rápida, menos expuesta a contratiempos y vaivenes. Aun con este procedimiento habían de presentar nuestros enemigos la federación como ocasionada a desastres, pero habían de encontrar menos eco en el país y el temor había de ser mucho menos fundado y legítimo.

Francisco Pi y Margall, La república de 1873: apuntes para escribir su historia. Libro primero, vindicación del autor, Madrid, Imp. de Aribau y Cía., 1874,160 págs., págs. 7-14.
 CEFERINO TRESSERRA: CATECISMO DE LA FEDERACIÓN (1870) P. Qué diferencia hay entre una República democrática unitaria y una República democrática Federal?
 R. La unitaria es la que establece un poder central que imprime movimiento regular y uniforme en la máquina política y administrativa de toda la nación, y la Federal, la que organizándose en Estados libres, cada uno de ellos legisla y administra por sí sobre sus intereses y dispone de sus propias fuerzas.
 P. Cuál de estas dos clases de República ofrece más garantías a los derechos del hombre y mejores seguridades a la República?
 R. La Federal, porque hallándose la suma de fuerzas que constituye el poder de la nación repartida entre los diversos Estados que la componen, son imposibles las reacciones y monopolios del Gobierno central por carecer de medios para llevarlos a cabo, sin que por esto quede desatendido el derecho y la libertad de todos.
 P. Qué diferencia existe entre una República Federal y una Confederación republicana?
 R. Una República federal está sujeta a una misma ley fundamental, a que obedecen todos los Estados, y una confederación republicana solo es una alianza ofensiva y defensiva entre Estados, con convenios parciales entre sí y como naciones distintas. […]
 P. Cuál es el carácter distintivo de la República Democrática Federal?
 R. 1.º La común garantía de los derechos del hombre; 2.° La independencia de los Estados, y 3.º la inviolabilidad e indivisibilidad de su territorio; cuyos principios se consignan en la Constitución fundamental de la República.
 P. Luego la República democrática federal es la mejor forma de gobierno?
 R. Sí; porque como República no admite la infamante jerarquía de los Reyes ni ninguna clase de gobierno hereditario; como Democrática, se funda en la consagración, respeto y garantía de los derechos del hombre, y como Federal se basa en un indestructible equilibrio de fuerzas que imposibilita las irrupciones del poder central, dejando a los pueblos toda su autonomía para regirse libremente y toda su fuerza para atender unidos y compactos a la defensa de la patria. […]
 P. Cómo debe entenderse la independencia de los Estados?
 R. Siendo libres de regirse y administrarse según quieran dentro del derecho común establecido en la Constitución fundamental de la República.
 P. De qué manera?
 R. Por medio de una entendida división de poderes en todas las autonomías que comprende.
 P. Cuántas autonomías comprende la autonomía del Estado?
 R. Dos: la Municipal y la Provincial.
 P. Por qué se llaman autonomías?
 R. Porque cada una tiene su poder legislativo y su poder ejecutivo.
 P. Puede evidenciarse esta circunstancia?
 R. Sí. El individuo dentro del Municipio elige a sus alcaldes, cuerpo municipal y jueces de paz; el cuerpo municipal legisla (poder legislativo) sobre los asuntos puramente de la localidad que representa, y los Alcaldes son los encargados de ejecutar (poder ejecutivo) todos sus acuerdos. EI individuo dentro de la Provincia elige el gobernador de la provincia y el cuerpo provincial; el cuerpo provincial legisla (poder legislativo) sobre los asuntos puramente provinciales o de la provincia que representa, y el gobernador es el encargado de llevar a cabo y ejecutar (poder ejecutivo) todos sus acuerdos. Asimismo el individuo dentro del Estado elige su gobierno y sus Cortes; las Cortes legislan sobre lo que puramente concierne a los asuntos generales del Estado, y el Gobierno es el encargado de ejecutar todas sus leyes y acuerdos.
 P. Qué límites y relaciones deben existir entre estas autonomías?
 R. Sus límites son de ordenación y sus relaciones de mayor a menor, siempre principiando por la autonomía del Municipio, que después de la del individuo es la más importante. Así, pues, la autonomía municipal no puede ser atacada por la provincial, la provincial no puede serlo por la del Estado, como ésta, a su vez, es independiente ante el Gobierno central de la Federación. […]
 P. Los atributos de ambas Cámaras, son iguales?
 R. No. La Cámara de Diputados legisla sobre los asuntos de la nación en general, y el Senado solo examina y sanciona aquellas leyes o acuerdos del Gobierno que afectan los intereses de los Estados como tales, oye las quejas de éstos y dirime sus contiendas. El Senado es un elevado cuerpo político cuya misión es atender a la armonía de los Estados entre sí y de los negocios de la federación entre las demás potencias.
 P. Es, pues, de absoluta necesidad la existencia del Senado en una República democrática Federal?
 R. Sí. Todo lo que tiene esta institución de odiosa, entorpecedora y abominable en cualquiera otra forma de gobierno, es útil, provechosa e indispensable en una República democrática federal. […]
 P. El Gobierno de la República democrática federal, ¿es posible en España?
 R. Sí: En todas las naciones del mundo es posible, porque lo bueno, lo mejor, lo justo, no solo es hacedero sino necesario. Los pueblos serán siempre esclavos y objeto de los caprichos de los mandarines y de las clases privilegiadas, mientras no se rijan por los principios de Libertad, Igualdad, Fraternidad, cuyas palabras, por su orden, representan las de REPÚBLICA, DEMOCRACIA, FEDERACIÓN.

Ceferino Tresserra, Catecismo de la Federación Republicano-Democrática, Madrid, Imp. de C. Moliner y Cía., 1870, 54 págs., págs. 2-40.
 NICOLÁS SALMERÓN Y EDUARDO CHAO: PROYECTO DE CONSTITUCIÓN REPUBLICANO FEDERAL (1872) 

Determinación, constitución y relación de los Estados
Base 3ª. Los organismos políticos de la Nación son: el Municipio, el Cantón o estado regional y el Estado nacional.
 Base 4ª. Se constituirán los Municipios y Cantones, geográficamente, según el mayor número de relaciones comunes, naturales, económicas e históricas.
 Base 5ª. El Municipio y el Cantón son soberanos en su esfera interior de acción, sin más limite que los derechos de la personalidad humana y los principios constitucionales del Estado o Estados superiores.
 Base 6ª. El órgano superior del derecho, en el período histórico presente, es el Estado nacional, como representante del derecho general de la humanidad. En este concepto, le incumbe reconocer y amparar los derechos de la personalidad humana, y exigir que sean reconocidos y respetados por los Estados interiores y sus Poderes […]
 Base 10ª. En los Cantones habrá un delegado del Poder Ejecutivo de la Nación, que representará a ésta en sus relaciones con aquéllos, y velará por la inviolabilidad de los derechos constitucionales, sin intervención alguna en el gobierno y la administración del Cantón y de sus Municipios. […]

Origen, determinación y organización de los poderes […]
 Base 12ª. En todos los estados se reconocen estos Poderes: el Legislativo,  el Ejecutivo, el Judicial y el del Presidente, que, en los Cantones y el Estado nacional, funcionarán necesariamente separados y con independencia, sin perjuicio de consultar cada uno a los demás. […]
 Base 18ª. El poder Legislativo de los Municipios reside en el Ayuntamiento (base 13): el de los cantones, en la Asamblea regional; y el de la Nación, en las Cortes. […]
 Base 22ª. Las Asambleas cantonales se compondrán por mitad de representantes de los ciudadanos y de los organismos políticos y funciones sociales del Cantón. […]
 Tendrán representación los Municipios, la Agricultura, la Industria, el Comercio, la Marina mercante donde la hubiere, las Instituciones científicas, las artísticas, las Iglesias y cualesquiera otras funciones sociales u organismos de ellas que reúnan las condiciones establecidas por la ley. […]
 Base 24ª. El Poder Legislativo de la Nación será ejercido por las Cortes, que se compondrán del Congreso nacional, representación de la totalidad del Estado, y de la Asamblea federal, representación de todos los organismos políticos y sociales, en la forma determinada para las Asambleas de los Cantones. […]
 Base 30ª. El Poder Ejecutivo se constituye en cada Estado nombrando el Presidente respectivo, dentro de la mayoría parlamentaria, al Jefe del Gobierno, y éste a los ministros.
 Base 31ª. El Poder Legislativo de cada Estado determinará la organización de su Poder Ejecutivo. […]
 Base 38ª. El Presidente del Estado, en los Cantones y el Estado nacional, será elegido por una Asamblea especial convocada a este objeto exclusivo.
 El poder Legislativo de cada Cantón determinará la forma de su Constitución y atribuciones. […]
 Base 39ª. El Presidente de la República será elegido por tiempo indeterminado; pero las Cortes podrán siempre decretar que ha lugar a su destitución; en cuyo caso, una Asamblea especial, semejante a la de su elección, será convocada para su juicio, y si decidiese la remoción, elegirá al nuevo Presidente. […]

Colonias
 Base 57ª. España reconoce no tener propiedad ni dominio perpetuo sobre sus Colonias. Ejerce una tutela temporal, cuyo término fijarán oportunamente las Cortes.
 Entretanto, las Colonias se regirán autonómicamente, pero sin violar los principios constitucionales de la Metrópoli; a cuyo efecto serán sometidas su Constitución y sus leyes orgánicas a la revisión de las Cortes.

Nicolás Salmerón y Alonso y Eduardo Chao, Proyecto de Bases de la Constitución Republicano-Federal de España, presentado a la Asamblea Federal de 1872, 2ª ed., Madrid, Imp. de R. Labajos, 1873, 16 págs., págs. 6-16.
 FRANCISCO DÍAZ QUINTERO Y OTROS: 
 PROYECTO CONSTITUCIONAL REPUBLICANO FEDERAL (1873) 

Organización federal de la república
Art. 60. La Soberanía reside en el Pueblo; y se ejerce, en representación suya, por los Organismos políticos de la República, constituidos por medio del sufragio.
 Estos Organismos son en Europa y América:
 El Municipio,
 El Cantón,
 El Estado.
 La Soberanía de cada Organismo reconoce por límite los derechos de la personalidad humana. Además, el Municipio reconoce los derechos delegados al Cantón y al Estado; y el Cantón reconoce a su vez los reservados al Estado.
 Art. 61. La posesión histórica y la contigüidad topográfica determinan los límites de los terrenos del Municipio.
 El pacto de las actuales provincias constituirá el cantón, teniendo en cuenta la proximidad geográfica y las relaciones naturales y económicas.
 El pacto de los Cantones constituye la Federación.
 Art. 62. Al Estado federal corresponde:
 Amparar los derechos de la personalidad humana;
 Hacerlos respetar;
 Hacer obedecer las leyes y sus derivaciones;
 Resolver las diferencias entre los Cantones, y la de los Municipios en apelación,
 Y llenar los fines del progreso nacional para los cuales no baste la acción cantonal. […]
 Art. 67. Las actuales provincias de la Península se reúnen en Cantones en uso de su autonomía. Las antillanas forman desde luego dos Cantones, Cuba y PuertoRico.
 Los pactos de las provincias forman parte de esta Constitución.
 Los Cantones reconocen recíprocamente su autonomía.
 Se declaran iguales en entidad política, y conservan toda la plenitud de su soberanía no delegada expresamente en la Constitución nacional.
 Se federan en igualdad de derechos imprescriptibles.
 Admiten todos una misma ley de criminalidad y de penalidad y se declaran sujetos a cumplir esta Constitución y las leyes que de ella se derivan.
 Se confederan para resistir todo ataque exterior y todo desorden interior, asegurando la independencia de la Patria y protegiendo la libertad y los derechos de los confederados.
 Nunca se aliarán ni se agregarán a otras naciones, ni se separarán de la española, ni menoscabarán la unidad de la Patria, ni amenguarán la integridad del territorio.
 Darán al Estado federal el contingente que les corresponda en milicia movilizada cuando lo exijan las Cortes de la Federación, y contribuirán en proporción de su riqueza a los gastos del gobierno federal. […]
 Art. 69. El Poder ejecutivo federal tendrá en cada Cantón un alto funcionario encargado únicamente de vigilar el cumplimiento de la Constitución y de las leyes, decretos y reglamentos federales que de ellas se deriven, pero sin autoridad de ninguna especie dentro del Cantón o del Municipio […]
 Art. 70. El Poder legislativo de la Federación reside en las Cortes.
 Cada 120.000 habitantes eligen tres Diputados, de los cuales nombrará solo dos cada elector. […]
 La reunión de los Diputados constituye el Congreso federal.
 Art. 71. Cada Congreso cantonal elige seis Senadores, de los cuales cada Diputado cantonal nombra solo cuatro.
 La reunión de estos individuos constituye el Senado.
 El Senado y el Congreso constituyen las Cortes de la Nación. […] Art. 74. El Senado no tiene la iniciativa de las leyes.
 Al Senado corresponde exclusivamente examinar si las leyes del Congreso lesionan o no los derechos de la personalidad humana o los intereses cantonales de la Federación. […]
 Art. 75. Al Congreso federal corresponde:
 Dictar las leyes.
 Dirimir las controversias entre los Estados. […]
 Art. 78. El Poder ejecutivo se divide en Poder presidencial y Poder ministerial. […]
 Art. 79. Cada Cantón nombrará por sufragio universal directo dos ciudadanos para la presidencia de la Federación.
 En vista de las actas de los Cantones, será nombrado Presidente el que resultare con más votos, y Vicepresidente el otro. El escrutinio se hará por el Senado […]
 Art. 80. Todas las funciones ejecutivas no atribuidas especialmente en la Constitución a otra autoridad corresponden al Poder presidencial.
 El Presidente dura seis años en sus funciones. […]
 Art. 104. […] La República española aceptará y examinará cordialmente las proposiciones de Confederación que otras Naciones le hagan para vivir en igualdad de derechos y civilización.

Disposiciones transitorias
 Art. 1º. Inmediatamente se reunirán dos representantes de cada una de las actuales provincias de la Península, para designar los Cantones que hayan de componer la República democrática federal Española.
 Estos representantes serán nombrados por el sistema actual de elección.
 Art. 2º. Para ser elegido se necesita ser mayor de veinte y cinco años y no pertenecer a la actual Asamblea Constituyente.
 Art. 3º. No podrán ocuparse de materia alguna más que de la demarcación geográfica de los Cantones […]
 [Madrid 14 de Julio de 1873]

Francisco Díaz Quintero, Ramón de Cala y Eduardo Benot, Constitución Democrática Federal de la República Española, Madrid, s. i., 1873, 32 págs., págs. 20-32.
 FRANCISCO ROMANÍ: RAZONES FEDERALES DE UN TRADICIONAL-CATALANISTA (CARTAS A J. MAÑÉ Y FLAQUER) (1869) Después de esto volví los ojos a nuestra querida Cataluña y sentí que todavía conserva el genius loci, ese espíritu creador que se revela por la ley, por el carácter, por el habla, por el arte y por la poesía, y que hasta perfuma su culto con la fragancia del Monserrat. Comprendí que todavía es santo y fecundo el espíritu catalán, por más que se le haya maltratado, y pasando en revista sus creaciones modernas, lo hallo enérgico, inteligente y activo en las industrias, hasta el punto de ser el primer país español recorrido por las locomotoras, el primero que obtuvo una organización especial para dotarse de carreteras, el primero por sus exposiciones industriales, artísticas y retrospectivas, el organizador de escuelas especiales, el fundador de Institutos populares de misión propagandística, ora tengan por objeto la industria, ora la agricultura, ora el conjunto de todas las artes y ciencias por sus respectivas academias, que conservan con religiosidad los monumentos del ingenio y de la gloria de nuestros padres.

He visto más y ha sido, que la acción de todos esos centros ha irradiado con fuerza por todo el Principado. El espíritu catalán ha traspasado nuestras fronteras con nuestros cantos, convocando a la fiesta popular de nuestra poesía y literatura a todos nuestros deudos de Provenza, de Valencia y muy especialmente los de Mallorca, que han concurrido a estrechar sus corazones bajo las bóvedas de nuestro glorioso Consejo. Con tales portentos he sentido latir con fuerza el corazón de nuestra patria y desde entonces mis ideas se han encaminado a prepararle una vida libre y robusta, y por eso ve V. que ya en los preliminares de mi memoria sobre el crédito territorial publicada por el Ateneo Catalán, aspiraba a un ideal superior al de la descentralización administrativa.

Ésta no es más que una forma de distribuir las funciones administrativas por el país, agrupando personas que las desempeñen, sin que lleve de necesidad la vida conjuntiva autonómica, que hace pensar, sentir y querer a todo un pueblo como otro ser viviente. Y como es fácil que quien da la descentralización administrativa la retire, por esto no me satisface, y prefiero que se robustezcan las nacionalidades contenidas en el seno de la Soberanía Española por la federación.

No poco ha contribuido a que me inclinara a la federación la observancia del mal trato recibido del Gobierno, durante los años que he sido Diputado provincial. Nosotros nos hemos pagado las carreteras, sin recibir del presupuesto general a que contribuimos, la parte cuotativa; […] hemos visto invadidos los colegios electorales de candidatos, que ni el catalán entienden; en el Senado se nos daba escasa representación numérica; se nos ha tildado de monopolistas, cuando somos los que más pagamos al fisco, y más impulso comunicamos a los mercados nacionales, y en fin se tuvo la insolente audacia de prohibir la representación de las obras dramáticas, escritas en nuestro idioma; aparte del perjuicio y bochorno de tener que escribir en castellano autos y protocolos. […]

¿Cree V. que los males enumerados han de curarse en España con la simple descentralización administrativa? Francamente por lo que a mi hace, no lo espero. Los antiguos reinos no tienen que cuidar de intereses simplemente económico-administrativos, sino que deben conservar dentro de la unidad su ley, su lengua, su literatura, su arte, su carácter, mientras todavía late el genius loci. Si se confían tales intereses a un Parlamento general, los veremos deshechos muy pronto, se nos impondrán condiciones completamente extrañas, seremos extranjeros en nuestra casa y se nos vestirá con ropa ajena. […]

Necesitamos por consiguiente de un poder legislativo especial, que conserve y mejore nuestra vida interna, para lo cual procede practicar un trabajo de limitación de atribuciones entre la federación y los Estados, y luego cuidar de restaurar o reconstruir las antiguas autonomías españolas que han de formarse, aprovechando al efecto las condiciones de capitalidad, que todavía se conservan, y esas condiciones de que nos hablaba el señor Permanyer, reproducidas en el último Congreso con la teoría de la constitución interna española, en contraposición a la escrita.

He aquí porque soy federalista […].
 El hálito de libertad autonómica se cierne todavía por las cumbres de nuestras montañas, orea nuestros valles y llanuras […], tomando cuerpo en la mente agitada de nuestros vates, cuya experta pluma, ora ensalza la pasada grandeza y majestad de nuestra patria, como Aribau en su Oda a la Patria y el cantor de la Veu de las Ruinas, ora nos la representan con noble, regio y doloroso atavío en los Tres suspirs del Arpa, ora nos la pintan en congojoso peregrinaje en busca de mejores lares en la Montaña Catalana, ora por último se nos descubre su trágica y sangrienta figura en la nit de Sang, que es el ora por el Dies irae, dies ille, de nuestra venganza, contra los agravios experimentados.
 Algo más que soñolencias fantásticas revelan los transcritos ayes y suspiros, a cuyo soplo se remueven las cenizas de un fuego nunca apagado. La política de amor al país, responde ciertamente al eco del bardo catalán, que pide a grandes voces las formas de vida, que requiere nuestro espíritu renaciente. Sigo al poeta en sus espontáneas manifestaciones, que llevan el sello de una nacionalidad propia y especial, y bajo este punto de vista, lejos de ofenderme, me complace que se me confunda en una misma causa.
 Otra de las objeciones que el señor Mañé me dirige, es la de racionalismo. Cabalmente he tratado siempre con desconfianza las obras de aquellos, que intentan amoldar la norma de la vida popular a sus particulares elucubraciones, cabalmente responde mi federalismo en contra del empeño unitarista español, racionalista por demás. No sé por donde me haya invadido el racionalismo, cuando busco mi apoyo en las tradiciones del país, que por hallarlas truncadas en manos de los constitucionales, quisiera que fuesen aquellas soldadas con un progreso homogéneo, dentro de la complejidad de la constitución interna española. […]
 Sustituir la tiranía que todos experimentamos del unitarismo constitucional por la justa armonía entre todos los intereses colectivos, esta es la obra del federalismo, que a mi ver, sin darse de ello cuenta, ha favorecido el señor Mañé antes de ahora.
 No tenemos para que ocultar nuestro catalanismo, ni para que retroceder de nuestro empeño; sobrados títulos lo abonan según lo que llevo manifestado. Y sepa el señor Mañé, que bien lo sabe, que en la noble compañía de aquellos personajes, que desde un sitial respetable repiten explícita o implícitamente todos los años las palabras de Capmany: No pot estimar sa nació, qui no estima sa provincia.
 Como un comentario brillante de esta tesis, citaremos también estas palabras de Federico Mistral: «¿Se desea saber lo que queremos? Oídlo. Queremos que nuestros hijos en vez de ser educados en el menosprecio de nuestra lengua (lo que hace que más tarde desprecien la tierra en que han nacido), sigan hablando el idioma de la comarca en que han visto la luz, en que son fuertes, en que son libres. […]».

Francisco Romaní y Puigdengolas, El federalismo en España, Barcelona, Imp. de Magriñá y Subirana, 1869, 85 págs., págs. 61-84.

6.4. CANTONALISMO 
 MANIFIESTO DE LA JUNTA REVOLUCIONARIA DE CARTAGENA (1873) Cartageneros: Los que por la voluntad de la mayoría del pueblo republicano de esta localidad, hemos constituido la Junta de Salud Pública de la misma, tenemos el deber imprescindible de hacer una declaración categórica de nuestras miras, de nuestros principios y de los intereses que defendemos y que tratamos de resguardar para bien de la República y para la salvación de la patria.

Proclamada como forma de gobierno para España la República Federal, el pueblo republicano en su inmensa mayoría reclamaba, como imperiosamente exigían las circunstancias, que se organizase la federación estableciendo inmediatamente la división regional de los cantones y dando a éstos y al municipio la autonomía suspirada de tanto tiempo, proclamado la ilegislabilidad de todos los derechos inherentes a la personalidad humana, y todas en fin cuantas ideas y principios han sido escritos de siempre en la bandera de nuestro partido que tantos mártires cuenta, bajo su sombra caídos al hierro y fuego de la implacable tiranía.

Pero el pueblo, ansiosísimo de estas reformas, sediento de esta redención tan deseada, veía prolongarse indefinidamente sus momentos de agonía, veía amenazada la República de un golpe de muerte, y no veía en el Gobierno ni en la Cámara Constituyente una predisposición positiva para la inmediata ejecución de estas reformas, y cree que sin ellas, sin su instalación, se perderá irremisiblemente el corto terreno adelantado, y negando el país a sus gobernantes una confianza que acaso pudiera no merecerle, se perdería indudablemente para muchísimos años la libertad en esta tierra de España.

La Junta de Salud Pública viene a atender a tan sagrados intereses; acaso el pueblo hubiera aguardado en su angustia un breve momento más; pero la reconcentración de grandes fuerzas en algunos puntos de Andalucía, la dolorosa nueva de que dos magníficas fragatas surtas en este puerto, habrán recibido la orden de salir inmediatamente para Málaga, la sensación que esta desconsoladora noticia ha causado entre los voluntarios de la República de esta ciudad, ante el temor de que pudieran realizarse tan tristes vaticinios, las últimas medidas adoptadas por el actual Ministro de la Guerra, por las que ha separado del mando de las fuerzas públicas a militares íntimamente adheridos al nuevo orden de cosas; han hecho comprender al pueblo que era llegada la hora de salvar, de constituir definitivamente la República Federal, y que no hacer esto sería tanto como cometer una indignidad que no podemos suponer en ningún pecho republicano donde se albergue y lata un corazón de hombre. Esta Junta creería faltar al cumplimiento de un altísimo deber si no hiciera público el dignísimo proceder de un gran pueblo, que sin presión, sin trastorno, sin insultos, sin vejaciones ni atropellos, acaba de realizar uno de esos movimientos que serán siempre su mejor escudo contra la pública maledicencia.

Se ha puesto en armas porque ha creído ver en inminente riesgo la santa causa de la República Federal, y a ofrecerle su más denodado y decidido apoyo van encaminadas todas sus generosas y laudables resoluciones. […]

Aquí no hay verdugos ni víctimas, opresores ni oprimidos; sino hermanos prontos a sacrificarse por la libertad y la felicidad de sus conciudadanos.
 ¡Viva la República Federal!
 ¡Viva la Soberanía del Pueblo!
 Cartagena, 12 de Julio de 1873— Presidente, Pedro Gutiérrez.— Vicepresidente, José Banet Torrens.— Vocales: Pedro Roca.— José Ortega Cañabate.— Juan Cobacho.— Pablo Meléndez.— Francisco Orduño.— Pedro Alemán.— Juan José Martínez.— José García Torres.— Miguel Moya.— Secretario: Francisco Mínguez Trigo.— Eduardo Romero Germes.
 «La Junta Revolucionaria al Pueblo», El Cantón Murciano, Cartagena, núm. 1, 22 de julio de 1873, pág. 1. 
 MANIFIESTO DE LA JUNTA DE SALUD PÚBLICA DE ÁVILA (1873) REPUBLICANOS FEDERALES DE LA PROVINCIA DE ÁVILA Desde el 11 de Febrero vivimos en completa República, sin que hasta ahora los gobiernos que se han sucedido, ni la Asamblea constituyente, hayan hecho ninguna de las reformas económicas, políticas y sociales que el país tiene derecho a esperar.
 La monarquía nos dejo como legado la bancarrota, el agiotaje, los privilegios, la indisciplina y una guerra civil.
 Nada de esto ha desaparecido a pesar de tener un gobierno republicano y una Asamblea constituyente que ha votado la República federal. […]
 Nada se ha hecho, cuando hay reformas que debían haberse hecho revolucionariamente.
 Seguimos lo mismo que en tiempo de Doña Isabel. ¡Siempre sujetos al sable, a las fajas, a los caciques, al poderoso!
 Nuestros generales, dígase lo que quiera, han dejado fomentar la insurrección carlista, y este partido, que no tenía, que no tiene, que no puede tener razón de ser en nuestra patria, se alza hoy potente en contra de la República federal. Nuestros generales han sido ineptos, no han cumplido con sus deberes y deben ser juzgados!
 Nos hallamos al borde de un abismo; pero abismo sin fondo.
 Tenemos nombrado un ministerio eminentemente reaccionario, un ministerio que cualquiera diría ser hechura de las intrigas del general Serrano, que nos lleva por de pronto a una República unitaria presidida por él mismo, hasta tanto que de acuerdo con el ejército y con las hordas carlistas (que no trabajan para D. Carlos, por más que lo crean) se proclame rey de España al niño Alfonso, a quien el país no puede reconocer por ser tan mito para nosotros como Carlos VII.
 El pueblo en vista de que todos, hasta sus hombres más importantes le abandonan en esta lucha de muerte, ha decidido salvarse, y se salvará por sí solo.
 El partido republicano de Ávila, reunido en la noche de ayer, acordó delegar sus poderes en una JUNTA DE SALUD PÚBLICA que se nombró al efecto, para que se entienda con los comités de la provincia y cada uno de ellos nombre un delegado de su seno que, competentemente autorizado se presente en esta localidad el día 27 del actual, […] y todos de común acuerdo, se comprometan a constituir el cantón federal de Ávila, declarándose independiente, libres de obedecer a la Asamblea y al gobierno de Madrid, en tanto y cuanto éste no tiene las aspiraciones del pueblo; pero prontos a prestarles su apoyo si llena nuestros deseos, de lo contrario, nosotros haremos lo que el gobierno y la Asamblea no quieran hacer, y es lo siguiente:
 1.º Ponernos de acuerdo con las provincias de Castilla la Vieja para que nos secunden, formando sus cantones, y todos unidos, allegaremos los recursos necesarios para formar un ejército que acabe con la guerra carlista al mismo tiempo que defienda la verdadera República federal, ínterin nuestros cantones constituyen el Estado Castellano.
 2.º Que los cantones se rijan por su Constitución especial, sin faltar en nada ni por nadie a la unidad de la patria.
 3.º Que tanto el cantón como los municipios tengan su autonomía propia.
 Una vez hecho esto, que será pronto, muy pronto, entraremos en las reformas políticas y sociales.
 Reduciremos las cargas del Estado, haremos que los bienes de propios de los pueblos, así como los comunales, sean lo mismo del rico que del pobre; revisaremos los títulos de propiedad con el objeto de que devuelvan a los pueblos todo aquello que les hayan usurpado (que es bastante), quedará abolido todo privilegio, establecida la verdadera igualdad para todos y el gobierno del pueblo por el pueblo y para el pueblo sin admitir imposiciones de nadie.
 Republicanos de la provincia, Republicanos todos, esperamos que oiréis nuestra voz; que inspirándoos en el común interés de la patria acudiréis a nuestro llamamiento, y que sacrificando si es preciso, vuestra vida e intereses, daréis ejemplo a España, al mundo entero, de que todavía corre por vuestras venas la sangre de los COMUNEROS; por nuestra parte nosotros, desde hoy, negamos toda obediencia al gobierno reaccionario de Madrid.
 Castellanos: en vuestras manos está el ser libres, o vivir esclavos; escoged.
 Salud y República Federal. Ávila 20 de Julio de 1873.
 La Junta de Salud pública.— Miguel Cuadrillero.— José Junquera Pérez.— Miguel Egido.— José Pascual Moreno.— Segundo Enríquez.

«Republicanos federales de la provincia de Ávila», El Cantón Murciano, Cartagena, núm. 4, 25 de julio de 1873, pág. 2.
 PROTESTA DE LOS DIPUTADOS FEDERALES, INTRANSIGENTES CON EL GOBIERNO SALMERÓN (1873) A LA NACIÓN […]
 En una circular del señor Ministro de Marina […] se establece el precedente funesto de que el Gobierno, brazo ejecutor de los mandatos del Poder Constituyente, puede cuando a bien lo tenga, censurar con acritud en documentos oficiales, retirar y modificar los proyectos de ley que han sido, no ya solo tomados en consideración por la Asamblea, sino discutidos y aprobados uno a uno todos sus artículos.
 No cabe mayor entorpecimiento de las funciones legislativas; no puede concebirse, en nuestra opinión veto más ofensivo a la soberanía nacional, no es dable más profundo falseamiento de la doctrina democrática. […]
 El Ministro de Marina de acuerdo con el Consejo de ministros y sin facultades, uno ni otro, para ello, decretan que sean considerados Piratas en los mares jurisdiccionales de España, o fuera de ellos, por las fuerzas navales de España, o extranjeras, los buques sublevados en el arsenal de Cartagena.
 Prescindimos ahora de analizar la conducta de los que, encargados de sostener una bandera en cuyo lienzo brilla como dogma fundamental la consagración de los derechos individuales, niegan el derecho de gentes a aquellos que, movidos por una impaciencia que ni el mismo Presidente del Consejo de Ministros calificó con franqueza, se alzan en armas para plantear teorías políticas que juntos enseñáramos todos, es decir, que los colocan en una situación excesivamente peor que a los partidarios del oscurantismo, a los separatistas cubanos, y aun a los bárbaros traficantes de carne humana. […]
 Protestamos contra ese decreto que, llamando a las potencias extranjeras para que intervengan en nuestras discordias civiles, hiere y desgarra las más delicadas fibras del sentimiento nacional.
 Declaramos: Que no tenemos ni aceptamos, en tal proceder, participación alguna: Que nuestra conciencia de Legisladores rechaza tan lamentable disposición […]
 Madrid 22 de Julio de 1873.— José María Orense.— Francisco Suñer y Capdevila (mayor).— Ramón Pérez Costales.— R. Bartolomé Santamaría.— José Navarrete.— José Fantoni y Solís […].— N. Estévanez.— Juan Domingo Pinedo.
 «A la nación», El Cantón Murciano, Cartagena, núm. 7, 28 de julio de 1873, pág. 2. 

EL CANTÓN MURCIANO. DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN (ESPAÑOLA): LOS FACCIOSOS (1873) El Gobierno de Madrid, no se contenta con llamarnos facciosos y piratas, sino que lanza sobre nosotros el más infame dicterio que puede lanzarse a un español, cual es el de traidores a la Patria.

Los fundamentos que pueda tener para dicteriarnos de tal modo es el de que luchamos y lucharemos hasta sucumbir si preciso fuese, por el triunfo de nuestra causa y por la independencia de nuestra querida Patria.

A nuestra vez creemos que los únicos facciosos, los traidores a su partido y a su patria, son los hombres que componen el Gobierno Madrileño que ante la idea de conservar el poder un día más, no encuentran nada respetable, y con la misma serenidad que asesinan la República y venden la patria, a extranjeras ambiciones, clavarían el puñal en el pecho del padre que les dio el ser o de la madre que les alimentó con su sangre. […]

El hombre en todas las esferas de su vida, tiene el deber ineludible de cumplir sus compromisos. Los individuos que forman el Ministerio realista de la República, tienen muchos contraídos con el pueblo, y a todos han fallado.

¿No prometieron al pueblo en muchas ocasiones las reformas de impuestos que todavía le viene ahogando? ¿No dijeron que los derechos individuales estaban por cima de las leyes, y que por consecuencia no había autoridad que pudiera tocarlos? ¿Y en vez de respetarlos, no los han puesto a disposición de un Ministro, de un Gobernador, de un Alcalde, y hasta de un polizonte?

¿No prometieron la separación de la Iglesia? Y sin embargo ésta sigue siendo un poder dentro del Estado, y su clero pagado del bolsillo de los contribuyentes.
 Es decir que esos hombres que debían ser honrados y formales, han faltado a sus compromisos más sagrados como faltaría la mujerzuela más despreciable.
 ¿Pero qué extraño tiene? ¿en época muy reciente, hace dos meses no encausaron a un célebre marino, modelo de inconsecuencia, por hacer armas en contra del Gobierno de la República, y hoy, dos meses después, le confían el mando de una escuadra, para que persiga a los que defendemos el gobierno del pueblo?
 ¿No han entregado esos hombres el mando del ejército a Generales alfonsinos, montpensieristas, etc.?
 ¿Por qué ya que son traidores, a su patria y a su partido, no tienen el valor de confesarlo? ¿A qué tanta hipocresía? ¿Por qué no aclamar al príncipe Alfonsito y sentarlo en el trono?
 Esta conducta sería más digna, pero ellos saben que el pueblo Español no quiere Reyes y que lucharía hasta sucumbir en defensa de su libertad, y por esto le engañan y por esto se llaman republicanos gobernando como lo hacía un rey absoluto.
 ¿Pero consiguen su intento? No. El pueblo les conoce; el pueblo ve que no cumplen ninguna de las ofertas hechas; el pueblo ve que hoy paga más que ayer, que ayer había menos empleados que hoy, que la deuda crece, que la libertad mengua, y por eso, les desprecia y por eso lucha, y por eso les ha hecho impotentes, y por eso en fin les juzgará con severa imparcialidad, imponiéndoles el severo castigo que merecen los traidores, hipócritas, mercaderes políticos, que ante el medro personal titubean en vender la honra de su patria.
 «Los facciosos», El Cantón Murciano, Cartagena, núm. 5, 26 de julio de 1873, pág. 1. 
 MANIFIESTO DE LOS REPUBLICANOS FEDERALES, INTRANSIGENTES CON EL GOBIERNO CASTELAR (1873) AL PAÍS
 Cerca de cuatro meses han estado abiertas las Cortes elegidas para constituir en República federal a la Nación española, y, al cabo de tanto tiempo, la Asamblea Constituyente suspende sus sesiones, sin que hayan podido justificar este acuerdo los argumentos, ni aun los pretextos siquiera, aducidos en su apoyo; que todos, verdaderamente, todos han quedado pulverizados en la discusión. Jamás Cortes españolas defraudaron como estas las esperanzas del país. […]
 ¿Quién se atreverá ahora a calificar de soñadores y de impacientes a los que, conociendo los hombres y las cosas, anunciaron desde los primeros momentos, con una terquedad que entonces pareció locura, que de las reuniones de las Constituyentes no saldría la Federación española? […]
 Pero mientras existan poderes que limiten y suspendan el ejercicio de los derechos naturales, siquiera sean los de nuestros más mortales enemigos; mientras subsista el crimen de la esclavitud; mientras no sea obligatoria la enseñanza para el pueblo, a fin de que todos los niños entren con iguales armas en el gran palenque de la vida; mientras no sea gratuita la justicia criminal, y la Iglesia no funcione libremente del Estado, y los cementerios no se secularicen; mientras carezcan de vida los municipios y de autonomía las provincias, y las bayonetas impongan concejales que los pueblos rechazan; mientras los principios no infundan respeto, y la revolución parezca como estancada o en retroceso por continuas apelaciones a la fuerza y a los estados de sitio; mientras que las contribuciones aumenten y el bienestar decrezca, y subsista ese vasto sistema de especulación política en que la vinculación al poder sirve para petrificar los monopolios, y siga la explotación cerrada de las carreras, y continúe el agiotaje, y el pueblo tenga el sentimiento de esa vasta expoliación; mientras haya deformidades morales, hijas de sociedades fundadas en la opresión, la miseria y la ignorancia; mientras se fusile sin formación de causa… ¡oh! mientras que haya horrores, el verdadero partido federal, aunque alguno blasfeme contra él en el mismo lenguaje de los Dioses, tiene que levantarse fuerte, robusto, generoso y dispuesto, como siempre, al sacrificio; porque siente que le está encomendada una gran misión: la de no consentir que peligre la libertad pasando el poder a personalidades que quieren a toda costa el retroceso, es decir, la vuelta a las situaciones que hicieron necesaria la revolución. […]
 Por eso es necesario insistir resueltamente, sin reposo, y a cada instante, y demostrarlo además, que en España no ha habido República, ni la hay, ni mucho menos República federal, puesto que ni aún tenemos democracia, estando como estamos en pleno gobierno personal: que la Federación no es responsable de nada de cuanto ocurre, ni respecto a la Hacienda, ni respecto a la reserva, ni respecto al no cumplimiento de los compromisos revolucionarios: que con la Federación se habrían curado nuestros males, pues ella solo posee sus remedios; y que la culpa de nuestra horrible situación está en esas instituciones unitarias y centralistas (monárquicas por consiguiente), sostenidas con terquedad, aunque sin el credo que le servía de base, después de haber proclamado la revolución ideales enteramente opuestos. […]
 Ha llegado, pues, el momento de deslindar los campos y de oponer bandera a bandera.
 No somos nosotros ciertamente los que pretendemos un cisma en el partido […]
 Pero ya que, a virtud de erróneos y disolventes delirios filosóficos, forman campo aparte los que buscan el apoyo de fuera y rechazan el de sus antiguos compañeros (amigos en los días de persecución), recojamos nuestra constante bandera federal y reformista, y mantengámosla desplegada en nuestro antiguo campo, libres de toda responsabilidad en el retroceso de la Patria. […]
 ¿Quién vencerá? ¿La libertad o la tiranía?
 Vencerá la libertad.
 No hay quien se oponga a las ideas queridas de las masas. Verdaderamente estamos en peligro; pero no nos vencerán. No queremos ni siquiera hablar del carlismo; porque el carlismo es bien poco peligro para un pueblo como el nuestro, en que todos los liberales, sin distinción de partidos, estamos dispuestos a combatirlo a todo trance y en todas las circunstancias, y nadie con más energía que nosotros. El peligro viene de otra parte. Basta fijar el oído para sentir el ruido de zapa de los antiguos partidos conservadores: indudablemente es para alarmar el verles tomar posiciones estratégicas en las regiones del poder […]
 ¿Debe ser el Gobierno para el pueblo o el pueblo para los hombres de un Gobierno?
 Republicanos federales de España, a vosotros os toca decidir. […]
 O unitarismo o federación. […]
 O una República de explotadores, o una República de redimidos.
 O una República de pretorianos, o una República del pueblo. […]
 Madrid 27 de Setiembre de 1873.— José Vicente Agustí […].— Vicente Barberá.— Pedro Martín Benitas.— Eduardo Benot.— Pedro Bernad.— Luis Blanc.— Ramón Bojó.— Juan Manuel Cabello.— Ramón Cala […].— Francisco Díaz Quintero.— Nicolás Estévanez […].— Romualdo Lafuente […].— Serafín Olave.— José María Orense […].— Antonio Villalonga.

Al País, Madrid, Imp. de J. A. García, 1873, 1 h., 2 págs. (Hemeroteca Municipal de Madrid). 
 ANTONIO DE LA CALLE: GUERRA A MUERTE (1873) Si en esta desgraciada Nación; si en la patria de los Padillas, Lanuzas y Carvajales; si en el país de los Cántabros, Iberos y Lusitanos, país de tantas epopeyas gloriosas y de tantos ilustres citadinos, aún no se ha perdido el instinto de conservación, el amor a la libertad y la idea de independencia; si en España aún habitan los españoles; si en una palabra, corre por nuestras venas la sangre de nuestros abuelos, y tenemos en algo nuestra dignidad y nuestra honra, ¡pueblo español, despierta! despierta coloso y derriba ese miserable edificio de tiranía plebeya; despierta que harto duermes y no ves las cadenas que te forjan tus miserables verdugos; tú, que luchaste nueve siglos consecutivos contra una raza invasora, muchos otros contra diversos pueblos vandálicos que se disputaban la feracidad de tu suelo y tus inmensas riquezas; tú, que admiraste al Oriente con tu fe y con tu hidalguía; tú, que hiciste que un mundo nuevo abriese sus horizontes a la civilización del continente con la sobrehumana conquista de aquellas tierras; tú, que has dado al mundo tantos ejemplos, y a tu historia tantas glorias, hoy te encuentras envilecido, esclavo y tiranizado, por una chusma, por una pandilla de mercenarios, y de comerciantes políticos; tú que atesorabas tantas virtudes cívicas, que humillaste en el polvo la arrogancia de los Imperios, consignando en las tradiciones de tu raza Numancia, Sagunto, Gerona, Zaragoza; tú, que hiciste bajar la cerviz ante tu indomable fiereza a tus reyes, tus nobles y tus magnates, hoy te ves deshonrado, escarnecido, pobre, abatido y miserable, mendigando tu libertad y tu existencia a una pandilla de traficantes y de perjuros apóstatas, sin conciencia de tus derechos, sin conocimiento de tu fuerza, esclavo de tu ignorancia, postrado y sumido en vergonzosa impotencia; despierta, sí, y rompe para siempre esa ignominiosa cadena; derriba esos altares que forjó la idolatría y tu debilidad; expulsa de tu glorioso suelo a esos plebeyos endiosados que intentan confiados en tu indiferencia, explotarte y hacerte esclavo; o ahora o nunca; aún tenemos levantada en Cartagena la bandera de redención; a luchar pues, y a afirmar de una vez en nuestra patria el único organismo político que puede regenerarla y asegurar la libertad que tanto hemos amado siempre, la única solución también a los males que nos agobian y el único remedio para evitar nuestra deshonra ante la Europa y el mundo.

Españoles, ya no hay dilema; nuestra apatía, la debilidad e impotencia de los partidos medios y la suma de faltas y errores cometidos por los que se tomaron el cargo de administrar y gobernar nuestra patria, han hecho posible que todo el oro de la reacción de Europa fomente y nutra una guerra civil que nos aniquila y nos avergüenza; el carlismo alimentado por la legitimidad de todos los países del continente, nos pone en perspectiva la inquisición y el predominio de la teocracia del Papa; y es seguro, ciertísimo, que son impotentes para vencerlo, esos hombres, esos partidos, esas «mesocracias», levaduras inmundas de nuestra sociedad.

A las armas pues, y probemos a la humanidad entera que aún hay en España aquella sangre, aquel genio que hizo tantos portentos en todas épocas, luchando por ella, por su porvenir, por la civilización y por la dignidad de nuestra historia. ¡Viva la república federal! ¡Viva la autonomía cantonal! ¡Viva la revolución social!
 Antonio de la Calle, «Guerra a muerte», El Cantón Murciano, Cartagena, núm. 63, 17 de octubre de 1873, pág. 1. 
 MANIFIESTO DEL PARTIDO REPUBLICANO-DEMOCRÁTICO (1873) A LA NACIÓN
 El partido progresista-democrático y el partido republicano unitario, agrupados hoy por la fuerza de los hechos, por la atracción de las ideas y por altos sentimientos patrióticos en un solo partido político, tienen la honra de dirigir su voz al país y de someter al juicio público sus aspiraciones y sus propósitos en esta suprema crisis por que atraviesa nuestra desventurada patria.
 La idea democrática es nuestra idea; ella es la que el genio del progreso preparó en el mundo antiguo, y la que entre luchas y dolores va realizándose en todas las naciones modernas; el título primero de la Constitución del 69 y los derechos individuales en él consignados proclaman el triunfo de aquella idea en su esencia más íntima, que es el respeto a la personalidad humana; en su forma política más alta, que es el sufragio universal; y nosotros sostenemos hoy como ayer sosteníamos, con la misma inquebrantable fe, con el mismo infatigable esfuerzo, aquel nuestro único y jamás abandonado ideal.
 Grandes peligros apenas conjurados, crímenes impunes todavía han hecho vacilar a muchos espíritus fuertes, y han extinguido la fe en la democracia en otros hombres de menguado espíritu. El carlismo, nueva forma de la tiranía teocrática y negación de la vida moderna, que alzándose de nuevo en el Norte, a cada sacudimiento revolucionario amenaza desplomarse como viejo torreón sobre el suelo de nuestra patria y cubrirlo de ruinas; la demagogia, que convierte a uno de nuestros más hermosos puertos en ciudad pirata, afrentándonos en el Mediterráneo con sus hazañas berberiscas; las masas intransigentes, que pretenden en Alcoy y en Sevilla hacer de la noble tierra de España una nueva África para la nueva Argel cartagenera; y muchos, que por salvar la libertad de improbables dictaduras desgarran la patria en cantones, y entregan la vida y la fortuna de los ciudadanos al salvaje imperio de las hordas socialistas, son hechos en verdad que acongojan el ánimo y que a él llevan espanto y tribulación.
 Pero de ninguno de estos hechos son responsables las libertades que consignan el título primero, y que en todo tiempo respetó lealmente nuestro partido. A causas más lejanas unas, y otras más profundas, debe atribuirse la doble explosión carlista y cantonal; y grandemente se equivocaría quien imaginara que es posible extirpar este doble cáncer acudiendo a reacciones insensatas, precursoras de otra nueva revolución, o renegando de la obra de Setiembre, de la que, aun cuando hoy suframos inconvenientes necesarios, al fin recogeremos el fruto; de la que otra generación heredará la plenitud del bien, como hemos heredado nosotros, por los sacrificios de nuestros padres, patria y libertad. […]
 La patria aún existe, y desgarrarla nosotros mismos en cantones, sería demencia sin ejemplo en la historia; pero aunque el sentimiento patrio se hubiera extinguido en nuestro pecho; aunque no pasaran ante nuestra vista, evocadas por nuestro dolor, tantas y tantas glorias españolas; aunque no las viéramos escritas con sangre heroica en el suelo, con labradas piedras en los aires, por el sol de las Navas, de Lepanto y de Otumba en el azulado espacio, aun así, los pavorosos problemas sociales que hoy agitan la Europa nos harían pensar que a todo trance debe conservarse nuestra unidad histórica. En toda lucha la unidad es la fuerza, y la lucha contra el socialismo en el viejo continente será inevitable, y prolongada, y sangrienta. […]
 Proclamamos, pues, la unidad de la patria por deber y por interés social; y como lógica consecuencia de esta unidad, la unidad legislativa y gobernante, y la representación del gobierno en todas las provincias por agentes que dependan tan solo del poder central. […]
 Si los hombres de nuestro partido defendieron siempre la descentralización económico-administrativa; si han deseado que las provincias y los municipios tengan vida propia y sean como grandes personalidades jurídicas en la plenitud de sus derechos civiles, jamás han defendido, y hoy menos que nunca defenderían, el fraccionamiento de la unidad política.
 Un poder legislativo único ha de dar las leyes; un gobierno único ha de aplicarlas; y todos, individuos y corporaciones, han de estar sujetos a estas leyes; y cuando lejos de ser opresivas son eminentemente liberales, cuando inspirándose el legislador en el espíritu moderno, reconoce los más amplios derechos que en país alguno se hayan reconocido, oponer autonomías cantonales a la voluntad suprema de la nación, no es solo romper sacrílegamente en pedazos la patria, que cien siglos de luchas, dolores y glorias consiguieron crear, sino que es poner en tela de juicio las más preciadas conquistas democráticas; es apelación insensata al inferior, cuando el más alto tribunal ha sentenciado en justicia por la libertad y por el derecho.
 Hemos afirmado la unidad de la nación, y ella comprende todas nuestras provincias de Ultramar; y si combatimos resueltamente la federación, que es el despedazamiento de la patria, con la misma energía combatiremos toda desmembración del territorio; intransigentes y separatistas de allende los mares son hijos ingratos de España y dignos hermanos; el mismo delirio les perturba, el mismo crimen les une, el mismo castigo recibirán en la historia. […]
 Por eso nuestro partido, que no desconoce las necesidades de la época, que no por defender la idea moderna ignora sus transitorios peligros, proclama hoy, como una de las primeras condiciones del organismo social, una fuerza pública, un ejército permanente de mar y tierra; no más numeroso que lo necesario, no menos numeroso de lo que la experiencia y el arte aconsejen, y en todo caso fuertemente organizado, sujeto a la más severa disciplina, ajeno a la pasión política, con el honor por lema, el deber por norte, y la voluntad de la nación, que es la ley, por única y segura guía. […]
 Injustos fuéramos si olvidáramos, entre los grandes elementos de orden y de libertad, a la Milicia ciudadana; organizándola convenientemente y en armonía con nuestras costumbres, consiguiendo que sea representación fiel del verdadero pueblo, del pueblo que vive de su trabajo, y que tan interesado está y aún más interesado en conservar la tranquilidad pública, de la que depende la subsistencia de su familia, que estarlo pueda el más opulento conservador; la Milicia ciudadana, que no es otra cosa que el país en armas, dispuesto a defender su existencia como sociedad civilizada y su unidad como nación, será apoyo firmísimo de todo Gobierno legal; ella luchó heroica en la guerra civil; ella ha dado pruebas inolvidables de sensatez en no pocos momentos de conflicto. […]
 Reformas parciales pueden y deben hacerse; pero, digámoslo muy alto, la revolución política está hecha y rechazamos de todo en todo las reformas socialistas, porque son la negación de la libertad y del progreso. […]
 Entre las monarquías liberales y las repúblicas, cuando unas y otras aceptan la idea democrática, sólo existe una diferencia esencial; en las monarquías hay un poder hereditario y permanente; en las repúblicas poderes electivos y amovibles; y he aquí cómo el partido liberal avanzado pudo lógicamente dividirse, y en efecto, se dividió a la caída de la dinastía borbónica, sin que lo sustancial dejaran todos de profesar el mismo dogma. Pero vino el 11 de Febrero; desapareció la monarquía democrática; la república fue un hecho, y la fuerza del hecho consumado a todos nos ha unido en una patriótica determinación.
 En este momento supremo sostienen los hombres de nuestro partido la República por muy diversos móviles, aunque todos converjan a un mismo fin. […]
 República democrática por las ideas, y conservadora, porque ha de conservar todas las conquistas de la revolución, lo mismo contra los reaccionarios que contra los demagogos. Y porque la empresa es difícil, queremos una república fuerte y severa; y puede ser más fuerte y más severa que pudiera serlo una monarquía, sin inspirar recelos de reacción por el exceso de su fuerza. […]
 Pero si nos agrupamos lealmente alrededor de la bandera republicana, es lo cierto que después que el federalismo ha revelado su tendencia socialista, después de los crímenes de Sevilla y Alcoy y de las rapiñas de Cartagena, es imposible que aceptemos la república federal. […]
 Y por otra parte, al defender la unidad de legislación y la unidad de gobierno, y al pedir energía a los poderes públicos, entiéndase que no defendemos como sistema, ni como principio, la dictadura, contra la que, por lo demás, no hay centinela más vigilante que el título primero de la Constitución del 69; como no hay mayor peligro para la libertad, ni nada que más llame a la reacción, que los crímenes de los intransigentes.
 Hasta aquí nuestros principios y nuestras afirmaciones; en cuanto a nuestra conducta, no ha de ser otra que la que el patriotismo aconseja. No aspiramos hoy al poder; hemos de dar a los hombres que hoy gobiernan, cuya nobleza de propósitos reconocemos, y que tan grandes servicios podrán prestar al país, nuestro leal apoyo para salvar la patria y las bases fundamentales de la sociedad española […]
 Salvemos entre todos la patria, que a todos interesa; salvemos con la república la obra de Setiembre, que es interés supremo para cuantos no han perdido la fe en la idea democrática […]
 Madrid 25 de Octubre de 1873.
 JUNTA DIRECTIVA. Presidente. Cristino Martos.— Vicepresidentes. Manuel Becerra.— Eugenio García Ruiz.— Eugenio Montero Ríos.— Rafael Izquierdo.— Vocales. Laureano Figuerola.— José María Beranger.— José Echegaray.— Tomás María Mosquera.— Marqués de Sardoal.— Manuel de Llano y Persi.— Juan Manuel Pereira.— Julián García San Miguel […]

«Manifiesto del Partido Republicano-Democrático. A la Nación», Suplemento a La Bandera Española, Madrid, Imp. de La Bandera Española, s.f., 1 h., 2 págs. (Hemeroteca Municipal de Madrid).
 ANTONIO DE LA CALLE: LA CONCIENCIA (1873) ¡Óyeme Castelar! ¡Di! ¿no te acuerdas de tus pasados triunfos, de tus inmensas glorias? ¿Te acuerdas de tus conferencias político-filosóficas en el Ateneo y de tus discursos al pueblo? ¿Te acuerdas, cuando una multitud inmensa te seguía por todas parte electrizada con tu palabra, encantada de tu genio, ansiosa de conocerte, de verte y de poderte hablar? ¡ah! Si te acuerdas, ¿no es verdad que te llamaban el ángel del pueblo, de ese pueblo a quien tanto amabas, por quien tanto trabajabas, ese pueblo, el mismo en todos los tiempos, esa multitud que bulle, gira y se agita inconsciente, pero que ama, que venera, que inmortaliza a los hombres que le revelan amor, a los genios que como tú le muestran el camino de su redención y la guían por el sendero de la verdad.

Si las grandes atenciones del poder te lo permiten, si la adulación y la cortesanía de los satélites que no te dejarán un instante, no han corrompido por completo tu alma y secado en tu corazón ese fuego divino que te inspiraba en aquellos tiempos, cuando cantabas, nuevo Horacio las glorias de nuestra tradición y las virtudes del pueblo a quien hablabas, cuando levantabas hasta el espacio las epopeyas de nuestra historia, haciendo a un pueblo sentir para que saliese del miserable estado en que lo había postrado el egoísmo y villanía de sus magnates y de sus reyes, cuando en una palabra, aparecías en medio de tanta corrupción social y de tantos criminales despotismos, como el profeta de la edad nueva, como el apóstol de la gran doctrina.

¡Oh en aquellos tiempos tu palabra cuantas bendiciones recibía de ese pueblo! de ese pueblo a quien tanto amabas. Si como digo te acuerdas de aquellos tiempos, ¡que amargura debe hoy desgarrar tu alma!… Sí; hoy, asediado por las pretensiones de tus cortesanos, por las intrigas de tus satélites, por las conjuraciones de cuantos te rodean y que ninguno te ama, como te amaba ese pueblo, hoy que la lucha de las pasiones políticas te ha colocado sobre el pedestal de la tiranía, hoy que embriagado en eso que llaman poder y que era tan contrario a tu genio, te has olvidado de ti mismo hasta convertirte en el verdugo de ese pueblo, en el tirano de esas multitudes, cuántos remordimientos deben torturar tu conciencia.

Dime Castelar: cuando tienes un instante de recogimiento en ti mismo, cuando piensas en el pasado y contemplas el presente. ¿No lloras? ¿no viene el carmín a tus mejillas? ¿no se desvanece tu cerebro, viendo pasar esas mismas multitudes, que tanto te querían execrándote? ¿No ves esos cadáveres, esos miembros mutilados, esas viudas y huérfanos, el hambre, la guerra, la desolación, el exterminio y tú, presidiendo el cuadro? ¿tú ordenando y mandando como Nerón el incendio de Roma? Ah, Castelar cuando yo pienso, cuando recuerdo al ángel del pueblo me pregunto: ¿Dónde está la conciencia?
 Antonio de la Calle, «La conciencia», El Cantón Murciano, núm. 62, 15 de octubre de 1873, pág. 1. 
 EMILIO CASTELAR: DEFENSA DEL PRESIDENTE DEL PODER EJECUTIVO ANTE LA CENSURA PARLAMENTARIA (1874) Señores Diputados, hora es ya de que resolvamos esta crisis: […] no se crea jamás que al defenderme a mí mismo defiendo, Sres. Diputados, mi poder. El poder que acepté casi impuesto; el poder que he mantenido vigorosamente en mis manos; el poder que no entrego a ningún factor nuevo ni desconocido, sino que entrego íntegro, total, sin mengua, a esta Cámara, a una Cámara completamente republicana. (Muy bien).

Señores Diputados, la situación en que el Gobierno se encuentra, la situación en que se encuentra el Presidente del Poder ejecutivo ha sido con grande elocuencia resumida en breves frases por mi amigo el Sr. Labra. Sí, mi amigo el Sr. Labra me ha dicho que yo inspiro recelos y sospechas al partido republicano. […]

¡Quién me había de decir a mí que al cabo de tantos años, el Sr. Labra, monárquico dignamente hasta la última hora de la Monarquía, y ahora desinteresado republicano, había, sin embargo, de venir a decirme a mí que yo inspiro recelos a un partido por el cual he pasado toda suerte de amarguras y he sido condenado a garrote vil por la tiranía de los Borbones! (Grandes aplausos). ¡Decirme que soy sospechoso al partido democrático, al partido republicano! […]

Sin embargo, yo tengo que decir una cosa: yo no he sido nunca sospechoso al partido republicano en la oposición y en la desgracia; le soy sospechoso cuando el partido republicano tiene el poder; cuando es árbitro de la fortuna, de los tesoros de la Nación, cuando reparte todos los honores; y si aquí soy sospechoso, es porque le digo que él solo no puede salvar la República; es porque le digo que está hondamente dividido y perturbado; es porque le digo la verdad, como se la dije a los Reyes, y porque le digo que él no gobernará como no condene enérgicamente y para siempre

(Señalando los bancos de la extrema izquierda)  a esa demagogia. (Aplausos). ¡Cómo! ¿Quién se extraña, quién tiene derecho a extrañarse de que yo represente en el partido republicano el elemento conservador? ¿Pues qué yo no he sido toda mi vida del elemento conservador por excelencia del partido republicano? […]

Me encuentro hoy casi en la misma situación en que me encontraba antes de la revolución de Setiembre; yo por la coalición; los que ahora me combaten, por el aislamiento. Con vuestro aislamiento os habríais consumido en vuestras cátedras, en vuestros periódicos y en vuestras academias; con mi coalición han venido la libertad, la democracia y la República. (Muy bien, aplausos).[…]

Y, Sres. Diputados, vino la República, no traída por los republicanos, que no tienen derecho a llamarse los fundadores de la República, ninguno de ellos tiene ese derecho; la República la trajeron los radicales. ¡Ah! Yo podía perder todas las memorias, pero no perdería nunca la memoria que está en el corazón, la memoria del agradecimiento. (Bien, muy bien).

Así es, Sres. Diputados, que yo entré a formar parte, con gran satisfacción, de un Ministerio en que había elementos radicales; y la noche triste, la más triste de la República, la del 24 de Febrero, en que aquella coalición se rompió, yo dije a la mayoría republicana con toda la sinceridad de mi carácter, con toda la vehemencia de mi palabra; yo dije el abismo a que se arrastraba y a que arrastraba a la República. Y ya estamos en el fondo de ese abismo. Yo le dije que teníamos pocos hombres que pudieran representar grandes agrupaciones; que estos hombres se gastarían muy pronto, que el poder los había de desacreditar injustamente uno a uno, y que […], como los pueblos latinos aman todavía las personificaciones antes que las ideas, el día en que tres o cuatro de esos hombres estuviesen imposibilitados o desacreditados, moriría con ellos la República. Pues ya estamos desacreditados todos. (Varios señores diputados: No, no. Otros: Sí, sí), todos sin excepción. Meceos, meceos en vuestras ilusiones: somos más impopulares que los moderados y más que los radicales. ¿No veis que nuestra impopularidad está más reciente? ¿No veis que nuestros errores se tocan más de cerca? Por consecuencia, ¿que va a pasar a esta República, que ha consumido sus dinastías de pensadores, sus dinastías de filósofos, sus dinastías de economistas, sus dinastías de oradores? ¿Qué le va a pasar mañana? ¿Dónde está el sucesor? ¿Dónde está el hombre que va a llevar sobre sus hombros la pesada carga de este monte Atlante, que se llama la República?

Es muy fácil hablar de que no se aceptará el poder, de que la conciencia lo impide, de que grandes compromisos obstan para apoyar a un Gobierno; pero bien, después de dicho todo esto, cuando este gobierno cae, cuando no hay quien le sustituya, cuando se va a encontrar la autoridad huérfana, cuando de esta Cámara apenas puede salir ningún Ministerio viable, ninguno que pueda existir ocho días, abierta la Cámara homogénea, republicanísima y federalísima intransigente; decidme, ¿qué doctor Dulcamara tenéis, filósofos sin realidad en la vida, para remediar los males que nos rodean? (Grandes aplausos) […]

El Sr. Labra me decía esta noche: «¿por qué no habéis imitado la conducta del Rey Don Amadeo de Saboya, que se fue antes que violar los derechos individuales en España?» ¡Ah! El Rey Don Amadeo de Saboya procedió noblemente; pero permítame el Sr. Labra que diga, y lo crea, que no le interesaba tanto España como a mí, y que el podía irse a otra tierra, donde encontraría los huesos de sus padres; pero yo tengo que quedarme a morir, si es preciso, para que no perezca en nuestras manos, en manos de los republicanos, la salud, la integridad y la totalidad de la Patria. (Grandes aplausos). Y me quedé, no solamente por republicano; me quedé por español. Y entonces, ¿en qué situación me encontré yo, Sres. Diputados? […] yo veía los resultados del desmembramiento cantonal, yo veía los resultados de la indisciplina militar, yo veía los resultados de la falta de toda autoridad arriba y toda obediencia abajo; yo veía el peligro inmenso que se cernía sobre nuestras cabezas en el momento mismo en que era necesario arrancar los hijos a sus madres y lanzarlos al ejército y a la guerra, a la lucha y a la muerte; y como yo veía todo esto, y como yo veía esa inmensa nube, pedí facultades extraordinarias. Las pedí, las he usado, y desafío a todo Gobierno que quiera seguir la guerra con vigor a que la mantenga con esos procedimientos democráticos, muy buenos para los tiempos normales, imposibles, completamente imposibles para los tiempos de guerra.

Y, señores, ¿a quién he engañado yo? ¿Qué fórmula no he planteado? ¿Qué promesa hice que no haya cumplido? […] ¿Os dirigíais a una efigie, u os dirigíais a un repúblico que había dicho aquí todo lo que pensaba hacer? Dijo que pensaba restablecer la ordenanza, y la restableció; dijo que pensaba vigorizar la disciplina, y la vigorizó; dijo que pensaba sacar con mano fuerte las reservas, y las sacó; dijo que pensaba aplicar la pena de muerte, y la aplicó; dijo que pensaba dar los mandos militares a los generales de todos los partidos, y a los generales de todos los partidos ha dado los mandos militares. ¿Quién puede llamarse a engaño? ¿Quién puede decir que yo soy desleal?

Sí, Sres. Diputados, sí; yo he hecho todo esto; yo haré esto y mucho más; ¿sabéis por qué? Pues lo he hecho y lo haré por conservar la República. Yo pongo la República sobre la libertad; yo pongo la República sobre la democracia; yo he puesto la República […] sobre todo, porque, señores, no hay signo de emancipación, no lo hay para generaciones educadas en la tiranía de los Reyes […]. Así es que yo soy liberal, muy liberal; y se conoce que soy liberal en que, habiendo tenido toda clase de poderes, casi no he usado de ellos; que si tienta la tiranía cuando no se posee, ¡Cuán tentadora será la tiranía poseída! […]

Pero antes que liberal y antes que demócrata, ya lo he dicho y lo repito, soy republicano, y prefiero la peor de las Repúblicas a la mejor de las Monarquías; y prefiero una dictadura militar dentro de la República, al más bondadoso de todos los Reyes. […]

Si la Republica de mis ideas y de mis ensueños hubiera de realizarse, yo os aseguro que habría pocas Repúblicas tan hermosas en el mundo. […]
 Como lo que tengo que hacer ahora es la República de la realidad, yo abandono la República del arte y de la poesía por la República de lo posible. […]
 Por consecuencia, lo que yo quiero, lo que yo deseo, lo que yo pretendo es que tengamos la República posible; y para tener la República posible, lo que yo quiero, lo que yo deseo (se lo digo al partido republicano en su cara) es que el partido republicano tenga la mayor abnegación posible; que se deshaga cuanto pueda del poder, y que imite a aquellos artistas de la Edad Media, que levantaban las más maravillosas catedrales y no ponían su nombre en una sola piedra.
 ¿Y sabéis por qué? Porque yo no necesito la adhesión del partido republicano a la República; de esa estoy cierto: lo que necesito es que los elementos que o no han sido republicanos, o lo son recientemente, o no tienen más remedio que serlo, sean, usando del nombre vulgar, resellados por la República.
 Y, señores, yo no he hecho esa política, porque no he podido; no he traído los otros partidos al poder, porque no he podido. Pues qué ¿por ventura los Ministros que están aquí son de unión liberal? […]
 ¿Han sido ni siquiera progresistas? ¿Han sido ni siquiera demócratas? ¿Qué son? Republicanos puros como esta Cámara. Por consecuencia, ¿con qué derecho, con qué fundamento se me dice a mí que traigo al poder los partidos contrarios a la República? Pues no los he traído, porque no he podido: que si algún día —oídlo; lo declaro con franqueza— fuera yo árbitro de traer al poder algunos partidos en cuya fidelidad a la República tuviera yo confianza, porque no tuvieran más remedio que ser republicanos, o por concesión o por necesidad, os lo aseguro, no me tachéis de desleal, yo los traería al poder. Ya lo sabéis: proceded en consecuencia. […]
 Yo creo, Sres. Diputados, que urge fundar el partido conservador republicano, porque si no tenemos muchos matices no podremos conservar mucho tiempo la República. Y nosotros tenemos más cualidades que ninguno de vosotros para fundar el partido conservador republicano. Y las tenemos, no porque yo no reconozca en los más avanzados y en los que más se inclinan a la extrema izquierda aptitudes extraordinarias; yo las reconozco; lo que yo sostengo es que nosotros hemos conquistado y tenemos ya todo lo que hemos predicado. Porque después de todo, tenemos la democracia; tenemos la libertad, tenemos los derechos individuales, tenemos la República; no nos falta ya nada. (Rumores en la izquierda). No, no nos falta nada de cuanto hemos predicado: vosotros, los que queréis dividir al mundo y repartirlo en cantones y tener en cada cantón un Contreras, vosotros sí que tenéis mucho que desear.
 Pero nosotros dos reformas no más necesitamos, dos no más; la primera es la separación de la Iglesia y del Estado; la segunda es la abolición de la esclavitud. (Un Sr. Diputado: ¿y la Federal?) ¿La federal? Esa es organización municipal y provincial; ya hablaremos más tarde; no vale la pena; el más federal tiene que aplazarla por diez años. (Un Sr. Diputado: ¿Y el proyecto?) ¿El proyecto? lo quemasteis en Cartagena.  (Grandes aplausos). No me diréis que no soy franco (El Sr.  Armentia: Vosotros tenéis la culpa; ya se acaba la paciencia). ¿Se le acaba la paciencia al Sr. Armentia? (El Sr. Armentia: sí señor). Pues, Sr. Armentia, yo tengo derecho como S.S. a decir a mi Patria lo que pienso y lo que siento; y la Cámara me juzgará. Pero no el de no decirle nada de lo que pienso ni siento, que yo antes que todo, soy hombre de honor y de vergüenza. (Aplausos). […]
 Ya sé yo que me llamaréis apóstata, inconsecuente, traidor; pero yo, Sres. Diputados, creo que hay una porción de ideas muy justas que son en este momento histórico irrealizables, y no quiero, no, perder por utopías la República. Me contento ahora con la República. Y creo que han contribuido mucho a traer la República varios partidos; los hombres ilustres que la iniciaron, y a los cuales, sean cualesquiera las disidencias que de ellos me separan, rendiré siempre fervoroso culto. La han traído también aquellos partidos que sean cualquiera los móviles (porque en los móviles no se puede entrar), aquellos partidos que en Cádiz levantaron la bandera de la insurrección contra la dinastía de los Borbones. Y creo más, creo que hicieron esos hombres más por la República que todos vuestros marinos cantonales. (Señalando a los bancos de la izquierda). […]
 Y creo más, Sres. Diputados, creo que contribuyeron a traer la República los demócratas, a quienes tendía tan elocuentemente sus brazos esta noche el Sr. Labra. Sí, ellos divulgaron los derechos individuales, hicieron más que divulgarlos, ellos los implantaron en una Constitución que, digáis lo que digáis, ha de ser la base de todas las Constituciones futuras.
 Y luego digo otra cosa: que el partido republicano, mantenido aquí tan elocuentemente, fuera de aquí con tanto valor y tanta paciencia, el partido republicano tiene que transformarse en dos grandes partidos; en un partido pacífico, muy pacífico, pero progresivo, muy progresivo, a quien le parezcan estrechas y mezquinas nuestras ideas, y otro partido pacífico, nada de dictatorial, nada de autoritario, nada de arbitrario; legal, muy legal; demócrata, muy demócrata, pero con grandes instintos de consolidación y de conservación; porque él tiene que consolidar y conservar la obra más grande del siglo XIX, la obra de la República.
 Y así es que, en esta división de ahora mismo, aun cuando tanto se habla de personalidades, tanto se habla de conciertos, de diferencias, en esta división, señores Diputados, lo que late, lo que existe ya es el germen de esos dos grandes partidos. Vosotros (Señalando a los bancos de la izquierda) apartad de la demagogia al pueblo, y hacedle ver que dentro de la República tendrá el pan del alma y el pan del cuerpo. Y nosotros apartemos a los elementos conservadores de la Monarquía y hagámosles ver que en la República tendrán también garantizados sus legítimos intereses, porque la República es el progreso legítimo y pacífico. (Bien). Hagamos esto, teniendo todos franqueza de sus ideas. Si alguno de nosotros pasa en esto por impopular ¿qué remedio tiene? Es muy cómoda y muy placentera la popularidad; yo la he devorado con anhelo; la he tenido y creo haberla perdido, y creo en gran parte que merezco perderla, porque si no la perdiera desmentiría aquella ley de que […] los que gobiernan, los hombres de Estado están condenados a ser maldecidos, y deben aceptar noble y lealmente esas maldiciones.
 Y aquí viene como de molde la cuestión de los ejércitos, y la cuestión de los Obispos. […] Como soy jefe de una Nación, aunque sin merecerlo, he sostenido en mis manos prerrogativas, las regalías que por espacio de quince siglos ha tenido la Nación española.
 Yo no podía ni debía promover un conflicto religioso. […] Después de todo, figurémonos que el gobierno no hubiera querido usar de esta prerrogativa; el Papa hubiera nombrado los Obispos y los Arzobispos, y entonces yo hubiera tenido que usar de los principios contrarios a la libertad religiosa, impidiendo que estos Obispos, que a los ojos de la ley escrita no eran tales Obispos, hubieran tomado posesión. De suerte, que de todos modos yo tenía que violar los principios de la libertad religiosa. ¿Es qué a vosotros os parece que esos principios no se violan cuando se violan en contra de los Obispos? […] Lo que hemos hecho en esto ha sido dar una nueva prueba de nuestro acatamiento, así a las leyes del Estado como a la libertad de la Iglesia. Porque el argumento de que existe ahí un proyecto de ley, es un argumento baladí que me extraña le haya usado un tan inteligente orador como el señor Labra. ¿Pues qué, porque haya ahí un proyecto repartiendo los bienes de propios a censo no podemos venderlos? Pues los estamos vendiendo. Las leyes no son leyes en el régimen parlamentario hasta que se discuten, se sancionan y se promulgan. ¡Pues no faltaba más sino que todos los delirios que se les ocurran a todos los Sres. Diputados depositar sobre esa mesa tuvieran fuerza de ley! porque casi mi amigo el Sr. Navarrete elevaba el espiritismo a religión del Estado.
 ¿Y que digo del ejército, señores diputados? ¿Teníamos nosotros tiempo ni medios para organizarlo de otra manera? ¿Qué era lo urgente? Organizarlo, y no se podía, créame mi amigo Salmerón, no se podía en aquél momento supremo improvisar esos medios; gracias que hayamos vestido, armado y equipado en lo posible una parte de ese ejército, para lo cual hemos tenido que emplear 490 millones de reales en estos cuatro meses de gastos de guerra, y ahora hay que sacar 100.000 hombres más de ejército. […] Y si a esto no le quitamos las utopías de la desorganización del ejército y de la santa indisciplina, créanlo los Sres. Diputados, el peligro que no corrieron nuestros padres, lo correremos nosotros; lo que nuestros padres evitaron, no lo evitaremos nosotros, y caerá sobre la República la mancha de haber restaurado, aunque sea por breves días, la utopía feroz del absolutismo.
 ¡Ah! mientras nosotros discutimos estas diferencias, mientras nosotros discutimos los grados de República y de federación, se organizan, se disciplinan, se arman, avanzan; son 40.000 hombres que tienen en jaque naturalmente desde posiciones formidables, a 10.000 héroes; y si pronto no enviamos otros 10.000 héroes, pasaran el Ebro y vendrán a los llanos de Castilla, y después a la ciudad santa de sus Reyes, a la villa de Madrid. Por eso, señores, si algo maldigo yo en el mundo, si algo me causa horror es esa ciudad que ha encerrado a sus honrados habitantes, ha abierto sus presidios y se ha convertido en un nido de piratas que nos ha traído la intervención extranjera, que ha materialmente aniquilados nuestros arsenales, que ayer mismo quemó ¡oh, grandes economistas! 50 millones en un poco de pólvora y voló la Tetuán;  si algo maldigo es esa ciudad, no por nosotros, sino porque con esos 10.000 hombres tendríamos dominado el Centro y próximo a ser invadido el Norte: de suerte, que vuestro cantón ha sido el pedestal de D. Carlos. (Aplausos). Por eso yo creo que la República no tiene más que un enemigo temible, la demagogia […]
 Y ahora, puesto que soy sospechoso al partido republicano, puesto que soy un dictador estéril, puesto que traigo los partidos enemigos de la República a este sitio, puesto que me he convertido en cometa sin órbita yendo a otros cielos y a otras regiones, yo os pido, ya que tratáis de sustituirme, que me sustituyáis pronto. Porque si algo me apena, es el poder; y si algo me halaga es el retiro, a donde al irme tendré la seguridad de haberos dado la paz y el orden posible; ¡y quiera Dios que os le conserve! Y no os le conservará sino seguís mi política, porque mi política es la natural, y podréis maldecirla, pero no podéis sustituirla; porque ante la guerra no hay más que una política, la política de la guerra. (Aplausos).

Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes de la República Española, núm. 99, 2 de enero de 1874, páginas 2510-2515.
 MANIFIESTO DEL PODER EJECUTIVO DE LA REPÚBLICA, TRAS EL GOLPE DE PAVÍA (1874) A LA NACIÓN
 El poder ejecutivo, que en estas circunstancias anormales ha resumido en sí toda la autoridad política y se ha revestido de facultades extraordinarias, se cree en el imprescindible deber de dirigirse a la Nación para explicar su origen, justificar su actitud y exponer leal y sinceramente sus propósitos.
 Las Cortes Constituyentes, elegidas bajo el imperio del terror por un solo partido, retraídos los demás o proscritos, nacieron sin aquella autoridad moral a todo poder necesaria, y más indispensable a aquel a quien su carácter y su origen ponían en el empeño de acometer imprudentes y no deseadas reformas, y de realizar temibles y peligrosas novedades. Y así vivieron, divididas desde el primer día por opuestas tendencias y propósitos inconciliables, perturbadas por la discordia, deshechas por la rivalidad entre sus fracciones, inquietas sin actividad, agitadoras sin energía, infecundas para el bien y aun casi para el mal incapaces, como quien se mira a la vez enfrenado por la impotencia y requerido por el deseo; con veleidades por el orden, pero sin fe; con anhelos por la revolución, pero sin conciencia y sin esperanza; desprovistas de toda raíz y privadas de toda opinión, porque eran para el sentimiento popular objeto de tibia indiferencia y causa de terror para los demás intereses sociales. Ingratas con el elocuentísimo tribuno, honrado patricio y eminente hombre de Estado, que dirigía los destinos del país, acababan de despojarle de la dictadura, salvadora en estos momentos azarosos, y que él ejercía con acierto, lealtad, templanza y patriotismo. Incapaces las Cortes de formar un nuevo Gobierno duradero, se hubieran consumido en estériles y espantosas convulsiones, creando efímeros y menospreciados poderes y contribuyendo al triunfo de la más horrible anarquía, en pos de la cual se columbraba sólo el entronizamiento del absolutismo carlista o la desmembración de España en pequeños y agitados cantones, donde todos los rencores, todas las envidias y todos los apetitos rompiesen con violencia el freno de las leyes.
 En tan suprema ocasión, el orden social, la integridad de la Patria, su honra, su vida misma, han sido salvados por un arranque de energía, por una inspiración denodada y dichosa, por un acto de fuerza, doloroso siempre y vitando; más ahora, no sólo digno de disculpa, sino de imperecedera alabanza.
 La guarnición de Madrid no ha hecho más que ser el instrumento y el brazo de la opinión pública unánime; la ejecutora fiel y resuelta de la voluntad de una Nación, divorciada por completo de sus falsos representantes, cuya desaparición política anhelaba, porque iban a matarla, porque iban a borrarla del número de los pueblos civilizados.
 El contentamiento de las personas honradas, la serena alegría de la gente pacífica y laboriosa, el aplauso espontáneo y general, el súbito renacer de toda esperanza patriótica, y hasta una marcada tendencia al restablecimiento de nuestro decaído crédito económico, han sobrevenido al punto, apenas disueltas las Cortes, confirmando la verdad de nuestros anteriores asertos.
 Reunidos y consultados los hombres de importancia que residen en Madrid y representan dignamente a todos los partidos liberales, aclamaron y reconocieron al general Serrano por Jefe del Poder ejecutivo. La adhesión entusiasta del pueblo y del ejército, venida por telégrafo de casi todas las provincias, ha corroborado esta elección. El general Serrano entonces ha formado el nuevo Ministerio, cuyo pensamiento y misión nos incumbe exponer ahora.
 Mientras rebeldes a la soberanía nacional, manifestada mil veces por el voto de la mayoría, tercamente indóciles a lo resuelto y decretado mil veces también por la providencia en los campos de batalla, contrarios a todo progreso, y aborrecedores del espíritu del siglo y de las nobles doctrinas en que la civilización moderna se funda, sigan alzados en armas los carlistas en las provincias del Norte, infestando y depredando otras muchas con sus partidas, y sosteniendo una guerra civil sangrienta, destructora del comercio y de la industria, y que amenaza sumirnos en la miseria y en perenne barbarie; mientras el pendón antinacional siga enhiesto en Cartagena, destruyendo nuestra marina y siendo escándalo y abominación de los pueblos cultos; y mientras en las provincias de Ultramar arda la tea de la discordia y persistan hijos ingratos en renegar de la madre Patria y en querer despojarla de la hermosa isla, prenda y monumento de su mayor gloria, es difícil, es imposible el ejercicio de todas las libertades. Antes es necesario un poder robusto, cuyas deliberaciones sean rápidas y sigilosas, donde el discutir no retarde el obrar, donde la previa paladina impugnación no desacredite el decreto antes de promulgado, donde los encontrados pareceres no pongan estorbo a la acción expedita y briosa que ha de salvarnos.
 Tal es el poder que estamos dispuestos a ejercer con espíritu firme, con ánimo decidido y con la conciencia limpia y segura de que le ejerceremos para bien de la patria.
 Este poder, con todo, ha de tener su término, el cual llegará, y quiera el cielo que llegue pronto, quedando cumplido el propósito para que fue creado.
 Con el advenimiento de este poder no se destruye la ley fundamental; se suspende sólo para que en realidad y en verdad resplandezca y domine, una vez vencida, como esperamos, la anarquía material y moral que hoy nos devora.

La Ilustración Española y Americana, 24 de febrero de 1873 Los partidos que están en el poder hicieron la revolución de 1868 y la Constitución de 1869, y no condenan ni destruyen su propia obra; no abren nuevo período constituyente, no quieren que lo interino y provisorio haga entre nosotros las veces de lo estable y perpetuo. Como el escultor modela su estatua en barro o blanda cera para que la materia ceda y se preste a las formas que conviene darle, así hicieron la Constitución de 1869. Los elevados principios de la moderna democracia, las más amplias libertades, los más sagrados derechos quedaron consignados en ella.

La abdicación voluntaria del Monarca y la proclamación de la República sólo han borrado un artículo. Modificada así en la forma la ley fundamental por sucesos providenciales, no debemos consentir que por un caso fortuito llegue a cambiar en la esencia; y a semejanza también del escultor, creemos llegada la hora de fundirla en resistente bronce, gracias al duro crisol y al fuerte molde de la dictadura.

Luego que demos cima a esta grande empresa, volverá la Constitución de 1869 a dar al pueblo todos los derechos que en ella se consignan; la Patria y las actuales instituciones se habrán salvado, y con la tranquilidad y reposo convenientes, exentos de la coacción y de las pasiones que hoy hace fermentar la guerra civil, irán a las urnas los ciudadanos y votarán a sus representantes, quienes aprobarán o desaprobarán nuestros actos, y legislarán en Cortes ordinarias, designando la forma y modo con que han de elegir al supremo Magistrado de la Nación, marcando sus atribuciones y eligiendo al primero que ha de ocupar tan alto puesto. […]

No consiste la democracia en destruir nivelando la jerarquía social nacida de la invencible naturaleza de las cosas; consiste sólo en la igualdad de los derechos políticos: en la destrucción de todo privilegio que impida elevarse en esa misma jerarquía a quien lo merezca y honradamente lo gane. Ni consiste tampoco la democracia en negar a quien ilustre a su Patria con sus virtudes y hazañas el derecho de transmitir a sus hijos algo de más personal, íntimo y propio que la hacienda; el reflejo de su gloria y el ascendiente de su nombre. La nobleza y las clases acomodadas no deben, pues, recelar de la democracia.

Menos aún deben recelar los buenos católicos y los hombres sinceramente religiosos. Ya ha cesado por dicha la corriente que en otras edades pudo llevarnos al protestantismo, y es fácil augurar que la libertad de cultos no ha de romper entre nosotros la unidad católica en las conciencias, antes ha de afirmarla y ennoblecerla, fundándola en una espontánea concordancia en la fe y no en la compresión tiránica y en la violencia. El Estado, pues, no puede desatender ni ofender a la Iglesia, desatendiendo y ofendiendo así las creencias de la inmensa mayoría de los españoles, y poniéndose en abierta lucha con una de las fuerzas más poderosas, persistentes y organizadas que encierra la sociedad en su seno. Si alguien supusiere lo contrario, será con el fin de seducir a los incautos e ignorantes, y de ocultar o cohonestar bajo manto de religión su sed de novedades y trastornos, y su odio a la civilización, a la libertad y al progreso.

Contra los que propaguen estas ideas, subvirtiendo el orden y retardando el restablecimiento de la paz y de la libertad, será el Gobierno severísimo. El Gobierno será inexorable contra los que le combatan con las armas en la mano. Sólo así, sólo por medio de esta ruda disciplina, habrá de renacer el sosiego público; y desembarazado el pueblo de los enemigos que le perturban, se mostrará capaz de la amplia libertad que ha conquistado y de las virtudes republicanas que ha menester para gozar de ella y emplearla como medio seguro de elevarse a una altura superior a la que tuvo en los siglos pasados, sobresaliendo ahora como entonces en el concierto de las más cultas y poderosas naciones europeas. […]
 [Madrid, 8 de enero de 1874] El Presidente del Poder ejecutivo de la República,  Francisco Serrano.— El Ministro de Estado, Práxedes Mateo Sagasta.— El Ministro de Gracia y Justicia, Cristino Martos.— El Ministro de la Guerra, Juan de Zabala.— El Ministro de Marina, Juan Bautista Topete.— El Ministro de Hacienda, José Echegaray.— El Ministro de la Gobernación, Eugenio García Ruiz.— El Ministro de Fomento, Tomás María Mosquera.— El Ministro de Ultramar, Víctor Balaguer.
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7 MITOS, CONMEMORACIONES, LUGARES Y SÍMBOLOS

Guía de Forasteros de Madrid para el año 1869 

7.1. LIBERTADES Y NACIÓN 
 ROQUE BARCIA: PRÓLOGO A HISTORIA DE LAS GERMANÍAS DE VALENCIA (1870) Paz , justicia y germanía, era el lema de los agermanados de Valencia y Mallorca en 1520.

Paz, justicia y República, podría ser el lema de los federales de toda España en 1870.
 ¿Qué significan […] estos encuentros, estos hallazgos, estos viajes y estos retornos en las ideas y en los sentimientos de los pueblos y de las edades? ¿De dónde vienen estas concordancias incomprensibles? ¿Qué voz desconocida produce estos ecos misteriosos en las armonías del mundo?
 No, lector, no son misteriosos, cuando se estudia en dónde se forman, en dónde se combinan, en dónde se crean y de dónde vienen.
 Los agermanados del siglo XVI, son los federales del siglo XIX.
 Nosotros somos los agermanados de ahora, como los agermanados de Valencia fueron los republicanos federales de entonces.
 La altiva, la generosa ciudad del Túria, rodeando la casa de Vicente Peris, vertió su sangre por la Germanía en el mes de Febrero de 1522.
 Pasan trescientos cuarenta y seis años, llega el mes de Octubre de 1869, y la misma ciudad derrama su sangre por la federación ibérica.
 ¡No lo perderá! Dios no permite que se pierdan las gotas de sangre que se derraman por los oprimidos.
 ¡No lo perderá! El cielo no quiere que se pierdan los nobles sacrificios, los santos dolores del que trabaja por los esclavos.
 ¡No lo perderás, no, Valencia!
 ¡No lo perderás, no, Mallorca!
 ¡No lo perderás tú tampoco, Castilla!
 ¿Qué hizo el pueblo valenciano en el mes de Febrero de 1522? Principiar a luchar por la República democrática, por la HERMANDAD, por lo que hoy llamamos fraternidad, por lo que hoy llamamos federación, sembrando sus tierras, sus campos y sus calles, no de artesanos, no de hombres, no de troncos fríos, no de muertos, sino de héroes.
 ¿Qué hizo Valencia en el mes de Octubre de 1869? Continuar la lucha increíble, la lucha colosal, la lucha asombrosa de la Germanía.
 La Germanía de Valencia, caminando de recuerdo en recuerdo, de sepulcro en sepulcro, de proeza en proeza, de gloria en gloria, llega a nuestro siglo: llega demudada, llena de heridas, cercada de horcas, de cuchillos y de verdugos: llega entre la terrible y dudosa agonía de Juan Lorenzo, entre la cabeza cortada de Juan CoIl, entre los huesos calcinados de Guillén Sorolla: llega chorreando sangre, chorreando lágrimas, chorreando muerte, chorreando fuego; pero llega, y muda de nombre. LA GERMANÍA VALENCIANA se denomina hoy LA REPÚBLICA FEDERAL ESPAÑOLA.

Roque Barcia, «Prólogo» a Manuel Fernández Herrero, Historia de las Germanías de Valencia y breve reseña del levantamiento republicano de 1869, Madrid, Imp. de la Vda. e Hijos de M. Álvarez, 1870, págs. IX-X.
 FRANCISCO DE PAULA CANDAU: ELOGIO DE LAS ANTIGUAS LIBERTADES MUNICIPALES (1871) La historia de los Municipios en España es la historia de nuestras glorias nacionales. Siempre que aquella importantísima institución ha sufrido rudos y sacrílegos ataques de los Gobiernos despóticos, ha desaparecido de nuestro país la noción de la justicia, el amor a la libertad, la prosperidad material, sobreviviendo, como es natural, la degeneración y envilecimiento de los caracteres, que son, a la par que causa, consecuencia indeclinable de toda tiranía política.

Para convencerse de la certeza de esta afirmación, basta comparar lo que era esta Nación, como colectividad, lo que eran los españoles como individualidades antes de la funesta jornada de Villalar, en que tan terrible golpe recibieron nuestras gloriosas Comunidades, con lo que fueron el país y sus moradores desde aquel tremendo y nunca bastantemente llorado acontecimiento.

La bandera de nuestros Municipios fue constantemente a vanguardia en todos los terribles combates que formaron la gran epopeya de la secular y heroica lucha que reconquistó nuestro suelo del dominio árabe; y fue tan esforzado el valor y fue tanta la lealtad con que los habitantes de nuestras villas sirvieron la santa causa de nuestra independencia, que, no obstante las preocupaciones aristocrático-feudales que dominaban en aquella sociedad, Reyes y magnates hubieron de reconocer la gran importancia de las instituciones municipales […]

Y estos servicios no se limitaron a los que el estado de guerra les exigió, porque no menos grandes e importantes fueron los que prestaron en las Cortes, que en aquella época deliberaban y resolvían todos los problemas del derecho político y civil. Con sólo leer siquiera ligeramente las actas de aquellas famosas Asambleas, basta para convencerse de que no fueron los Procuradores de nuestras villas y ciudades los que menos contribuyeron a darles la excelsa respetabilidad que por entonces adquirieron en el mundo por lo adelantado de sus actos, y la no menor que hoy tienen como testimonio irrecusable del superior grado de civilización política que nuestros padres alcanzaron.

Como grandes instrumentos del despotismo vinieron a este infortunado país los Monarcas de la dinastía austríaca, y era natural que la primera víctima de sus tiránicos propósitos fuera el Municipio, porque el Municipio era, como institución, la enseñanza, y como organismo, el baluarte de la libertad, antítesis de su pérfida política.

Y a la par que amenguaba el poder y se iban extinguiendo las atribuciones de nuestras Comunidades, se observaba el decaimiento de todas nuestras fuerzas sociales […], y lo que es peor aún para la vida social y política, el envilecimiento y abyección de los caracteres, que hace imposible en absoluto todo rasgo de abnegación y patriotismo, y todo acto grande y fecundo.

Nuestro retroceso en todas las fases de la vida social y política era paralelo al eclipse que iba sufriendo la libertad municipal; o mejor dicho, era su consecuencia; y esta verdad, que palpita en la historia de aquella funesta época, recibió su definitiva demostración cuando por virtud de la influencia que en el mundo civilizado ejercieron los principios que en las regiones intelectuales y políticas difundió la revolución francesa, comenzó el período de resurrección de nuestras instituciones municipales.

A medida que estas recobraban su antiguo poderío, nuestro pueblo se hacia más activo, más trabajador, más ilustrado, más vigoroso, más patriota, porque viéndose llamado a resolver, dentro de1 círculo social en que desarrolló su vida, todas las cuestiones que más de cerca e inmediatamente le afectan, comprendía y comprende que tiene de derecho participación en la Soberanía que le gobierna, lo cual basta para que se levante su carácter y sus aspiraciones, despertándose en su corazón el amor a la virtud, y en su inteligencia el anhelo por ilustrarse, cosas ambas de absoluta necesidad para ejercer, con dignidad propia y provecho público, aquel poder, en que es a la par soberano y súbdito.

Bástale al Ministro que suscribe este ligerísimo recuerdo de la historia municipal de nuestro país, para que, sin necesidad de darle un desarrollo impropio de este género de documentos, quede consignado que el Gobierno de S. M. ha de ser respetuoso por deber, como es entusiasta por convicción, del acto soberano que el pueblo español está llamado a ejercer eligiendo nuevos Ayuntamientos.

Real Orden de Gobernación, 1 de diciembre de 1871, convocando elecciones municipales, en Colección Legislativa de España, t. 107, págs. 1118-1119.
 MANUEL RUIZ ZORRILLA: INAUGURACIÓN DEL PANTEÓN NACIONAL (1869) Las Cortes Constituyentes de 1837 dieron 1a ley que dispone 1a fundación del Panteón Nacional en la iglesia del ex-convento de San Francisco. Nunca mejor ocasión para celebrar las glorias de la patria, representadas en los restos de sus grandes hombres, evocados de los sepulcros oscuros donde los ha tenido olvidados la España antigua; nunca instante más oportuno para abrir las puertas del templo de la inmortalidad que aquel en que otras Cortes Constituyentes dan al país un Código fundamental que marca el tránsito anhelado entre las conquistas de la revolución y las reformas del porvenir; nunca momento más propio que esta hora solemne de renacimiento de la patria para glorificar a sus preclaros hijos, para elevar hasta ellos los ánimos, para preparar una posteridad heroica erigiendo un monumento, que eduque a la nación en el ejemplo de sus hombres eminentes; que agrupe las tumbas populares; que muestre a los contemporáneos la recompensa de las existencias útiles; que prometa una sucesión de grandes ciudadanos, dignos de ocupar un puesto en aquel recinto; que despierte, en fin, en el país, abrumado por el espectáculo de tan largo período de abyecciones, la noble ambición de merecer un lugar en esas catacumbas de la España nueva.

Si Inglaterra ha destinado la abadía de Westminster a 1a conservación de los restos de Fox, Pitt y Sheridan; Italia, Santa Croce, a honrar las cenizas del Dante, Maquiavelo y Miguel Ángel, y Francia ha escrito en el frontón de Santa Genoveva: A los grandes hombre, la patria reconocida; también España, libre al fin de los poderes opresores que durante tres centurias han dado por premio a nuestros grandes hombres las cadenas, las proscripciones, el tormento, el cadalso, la indiferencia y el olvido; rota ya la tradición absolutista que ha dejado perder los restos de Cervantes, Lope de Vega, Velázquez y tantos otros; que todavía en nuestros dias entregó al fuego y aventó las cenizas de Padilla, Bravo y Maldonado, tendrá al fin un depósito nacional que atesore y perpetúe lo que hoy se halla disperso, mal conservado y expuesto a desaparecer; un depósito inviolable, abierto a la veneración de propios y extraños, que ira enriqueciéndose y completándose a medida que se depuren los nombres célebres, que se investiguen las sepulturas abandonadas y se busquen en tierra extraña las tumbas de los proscriptos. Con la apertura del Panteón Nacional marcará la revolución de un modo indeleble su carácter regenerador; con ese tributo a la inmortalidad acabará de sancionar la moderación y la grandeza del triunfo revolucionario. Los oradores consagrarán la solemnidad con su palabra, los escritores y poetas con sus biografías y romances, y millares de impresos, distribuidos en el tránsito de la comitiva que acuda a la iglesia de San Francisco, propagarán en el pueblo los altos hechos de las insignes figuras con cuya memoria se honra la Nación. La revolución francesa puso el Panteón en contacto con el corazón de París; la revolución española pondrá, andando el tiempo, el Panteón en contacto con el palacio de las Cortes, el corazón de la patria, abriendo una calle destinada a que desde el extremo en que ondee sobre el Congreso la bandera nacional, se vea brillar al otro extremo la fama de oro que sobre la cúpula del Panteón pregone la gloria de nuestros grandes hombres.

El día en que se promulgue la Constitución que han producido las Cortes más trascendentales que se han reunido en España después de las memorables de 1810, será también el de la fiesta más grande que se haya visto jamás: los elegidos del pueblo se complacerán en tomar parte en la sin igual ceremonia de la inauguración del Panteón, en servir de acompañamiento, no a héroes de circunstancias, no a celebridades contemporáneas ensalzadas por la pasión política, sino a los restos del Cid, Guzmán el Bueno y Gonzalo de Córdoba, los héroes de la reconquista; de Lanuza, el mártir de la tiranía de Felipe II, […] o cuando menos a aquellos de esos manes que obtengan de las Cortes derecho a los honores del Panteón, y cuya exhumación y traslación a Madrid, ya pedida por el Poder ejecutivo a las localidades en que reposan, puedan hacerse con la premura que la fecha de la fiesta exige. Así terminará el presente interregno político; así se inaugurará la Constitución, haciendo justicia, tardía, pero espléndida, a grandes figuras nacionales, cuya memoria produce en todo español respeto y admiración; así marcará la revolución su diferencia con pasadas convulsiones, reducidas a pensar en lo presente; así despertará la noble aspiración a vivir más allá de la vida, en el reconocimiento ideal de las generaciones del porvenir. […]
 Madrid treinta y uno de Mayo de mil ochocientos sesenta y nueve.— El Ministro de Fomento, Manuel Ruiz Zorrilla. Decreto de inauguración del Panteón Nacional, en M.P.Y.P., Panteón Nacional, Madrid, Imp. de T. Fortanet, 1869, págs. 3-5.
 PRÁXEDES MATEO SAGASTA: ORDEN POR LA CUAL EL AYUNTAMIENTO DE MURVIEDRO PASA A LLAMARSE DE SAGUNTO (1868) En vista de la instancia del Ayuntamiento de Murviedro, solicitando se sustituya el nombre de aquella villa por el de Sagunto, sobre cuyas ruinas fue edificada su población, y considerando que el objeto de dicha petición es el de perpetuar un hecho heroico, que ha sido siempre objeto de admiración para los amantes de las glorias patrias, y que para que permaneciese vivo se dio el nombre de Sagunto a uno de los regimientos de nuestro Ejército, siendo más natural que lo lleve la población misma; como miembro del Gobierno Provisional de la Nación y Ministro de la Gobernación, he acordado acceder a la expresada solicitud, disponiendo en su consecuencia que la villa de Murviedro se denomine en lo sucesivo de Sagunto.
 Dios guarde a V. S. muchos años.— Madrid, 1.º de Diciembre de 1868.— Sagasta.— Sr. Gobernador de la provincia de Valencia. Disposiciones adoptadas y publicadas por el Ministerio de la Gobernación desde 9 de octubre de 1868 hasta la apertura de las Cortes Constituyentes, Madrid, Imp. de los Sres. Rojas, 1869, pág. 153.
 PRÁXEDES MATEO SAGASTA: DECRETO MANDANDO
 ERIGIR UN MONUMENTO CONMEMORATIVO DEL CONVENIO DE VERGARA (1868) El grandioso acontecimiento que en los campos de Vergara tuvo lugar el día 31 de Agosto de 1839, es acaso el más digno de admiración entre los que registra la historia de nuestras disensiones civiles. Jornada que puso término a la obstinada guerra de seis años, no fue manchada con sangre ni hizo derramar otras lágrimas que las que de alegría y entusiasmo brotaron al abrazarse los que poco antes se consideraban encarnizados enemigos. Suceso de tanta trascendencia no debía dejarse oscurecer en el olvido, y para perpetuar su memoria decretaron en 1856 las Cortes Constituyentes que se elevase un monumento cívico-religioso en los campos mismos en que se verificó, y que en él se colocara el busto del Duque de la Victoria. A pesar de esto, y por efecto de las tristes vicisitudes políticas que han aquejado a España, una real orden vino en 1857 a suspender la ley de 30 de Enero de 1856. El Gobierno provisional, celoso guardador de nuestras glorias y especialmente de las que simbolizan el triunfo de la libertad, tantas veces combatida, y por fin siempre vencedora, no puede mirar con indiferencia la inoportuna suspensión de la ley mencionada. Por tanto, haciendo uso de las facultades que como Ministro de la Gobernación me competen, y de acuerdo con el Gobierno provisional,
 Vengo en decretar lo siguiente: Artículo 1.° Se restablece la ley de 30 de Enero de 1856, por la cual se mandó la erección de un monumento conmemorativo del glorioso Convenio de Vergara. […]
 Madrid, 12 de Noviembre de 1868.— EI Ministro de la Gobernación, Práxedes Mateo Sagasta.

Disposiciones adoptadas y publicadas por el Ministerio de la Gobernación desde 9 de octubre de 1868 hasta la apertura de las Cortes Constituyentes, Madrid, Imp. de los Sres. Rojas, 1869, págs. 112-113.
 EDUARDO ALONSO Y COLMENARES: CONCESIÓN DEL TÍTULO DE PRÍNCIPE DE VERGARA A BALDOMERO ESPARTERO (1872) Deseando dar una prueba de mi alto aprecio al Capitán General de los Ejércitos D. Baldomero Espartero, Duque de la Victoria y de Morella, Conde de Luchana; y queriendo premiar como merecen sus virtudes y eminentes servicios al país, a los cuales se debe principalmente el afianzamiento de las libertades públicas, y con especialidad los que prestó en los célebres campos de Vergara poniendo término a la guerra civil que hizo correr en abundancia la noble sangre española, y restableciendo la paz que ansiaban y aceptaron gozosos todos los partidos, sin ajenas intervenciones y conciliando los más opuestos intereses, de acuerdo con el Consejo de Ministros,

Vengo en otorgarle el título de Príncipe de Vergara, con el tratamiento de Alteza y todas las demás preeminencias, prerrogativas y consideraciones propias de tan alta dignidad.
 Dado en palacio a dos de Enero de mil ochocientos setenta y dos. AMADEO El Ministro de Gracia y Justicia, Eduardo Alonso y Colmenares. 
 ESTATUA DE MENDIZÁBAL EN LA PLAZA DEL PROGRESO (1869) El mismo día en que tuvo lugar la promulgación del código político, se verificó en Madrid la inauguración de la estatua de este eminente republico, el primero de los patricios a quien la nación española ha concedido el alto honor de poner sobre pedestal casi en vida y sin confiar este obsequio a las generaciones venideras. En efecto, poco después de su fallecimiento el partido progresista que le contaba entre sus maestros y directores concibió la idea de erigirle una estatua, y pagarle en moneda de gloria lo que la nación quedó en deberle, que no fue poco. Llamóse a concurso de artistas escultores y fue aprobado el modelo del señor Grágera por la comisión primitiva formada en el bienio y de la que formaban parte, entre otros, el general San Miguel y don Pascual Madoz. Cambiado el curso de la política, cambió naturalmente la marcha del proyecto, por razones que son fáciles de comprender, y como por decreto se prohibía erigir estatuas cuando, como quien dice, están aun calientes las cenizas de los agraciados, fue preciso aguardar a mejor ocasión, después de acaloradas e infructuosas luchas y discusiones.

Esta ocasión llegó, y uno de los primeros acuerdos de la Gaceta revolucionaria se refería a este punto por tantos años en suspenso. Al fin la estatua fue sacada de la oscuridad en que yacía e inaugurada pública y solemnemente en el día referido, en el cual adornaban la plaza multitud de gallardetes y banderas.

A las once de la mañana se presentaron el poder ejecutivo, el ayuntamiento, la diputación provincial y otras autoridades y corporaciones, y levantado el velo que cubría la estatua, el señor Rivero pronunció un breve cuanto sencillo y elocuente discurso relativo al acto, concluyendo el señor Madoz con una especie de breve historia de los principales servicios prestados a la causa de la libertad y del progreso por Mendizábal, y un conciso panegírico de sus virtudes y patriotismo.

«Estatua de Mendizábal en la Plaza del Progreso», El Museo Universal, Madrid, núm. 31, 1 de agosto de 1869, pág. 247.
 MANUEL RUIZ ZORRILLA: MONUMENTO A LA MILICIA NACIONAL (1872) SEÑOR: Estrechamente unidas la libertad y la Milicia Nacional, juntas aparecen en los días de ventura para las instituciones liberales, y juntas se las ve eclipsarse y desaparecer en los nefandos tiempos de la reacción y de la tiranía. Cuando la libertad está amenazada, cuando las conquistas de la civilización peligran, se ve siempre a la Milicia ciudadana pronta a sostenerlas con enérgica resolución e inquebrantable firmeza. Impresos están en la memoria y en el corazón de todos los españoles los levantados hechos, los heroicos sacrificios, los esfuerzos gigantescos de esta institución, tanto en la primera época constitucional como en la tenaz y sangrienta lucha durante siete años sostenida contra los pertinaces sectarios del absolutismo y de la teocracia.

Multitud de nombres se agolpan a la memoria unidos al recuerdo de los grandes servicios que la Milicia tiene prestados a la causa de la libertad. Un hecho, entre todos, se señala por la época y por las circunstancias en que aconteció. Un Gobierno liberal dirigía los destinos de la Nación; era el principio del sistema constitucional: cercado por todas partes de enemigos que se creían, si no protegidos, mirados con benevolencia por el Monarca, se ve de pronto amenazada por una insurrección artera y cautelosamente fomentada por la corte, y llevada a cabo en medio del sigilo y sombras de la noche.

La Milicia Nacional, tan pronto como tiene conocimiento de la insurrección se reúne, lucha valerosamente, y logra, venciendo a los rebeldes, afirmar por entonces las instituciones liberales. Este heroico hecho de armas, realizado por honrados padres de familia, hombres que representaban la ciencia, la industria y el trabajo, y que de pacíficos ciudadanos se trocaron de pronto, al ver amenazada la libertad, en valientes guerreros, fue premiado por las Cortes, que con el propósito de perpetuarle acordaron erigirle un monumento.

Circunstancias que no hay para qué decir, han hecho que hasta ahora yazga esta ley en abandono y completo olvido de todos los Gobiernos anteriores. El actual, que cree que la Milicia Nacional es el más firme sostén de la libertad; que está decidido a estimular y premiar todas las altas acciones, no podía seguir la misma conducta, dejando en el olvido una ley destinada a eternizar la memoria de los que el 7 de Julio de 1822 lo olvidaron todo y todo lo sacrificaron por defender la libertad. El Gobierno, por lo tanto, quiere, respetando el acuerdo de aquellas Cortes, dar una prueba de consideración a la Milicia Nacional levantando un monumento que será de gloria para ella, de honroso estímulo para los presentes y de gloriosa enseñanza para los venideros […]

De conformidad con lo propuesto por el Consejo de Ministros, Vengo en decretar lo siguiente:
 Artículo 1º. En cumplimiento de la ley de 27 de Diciembre de 1822 se erigirá un

monumento que eternice la gloria de la Milicia Nacional y recuerde a las generaciones futuras el combate de 7 de Julio del mismo año. […]
 Dado en palacio a seis de Julio de mil ochocientos setenta y dos. AMADEO El Ministro de la Gobernación, Manuel Ruiz Zorrilla.

Gaceta de Madrid, 7 de julio de 1872. 
 PRÁXEDES MATEO SAGASTA: DECRETO CONCEDIENDO A LA CIUDAD DE BÉJAR LOS DICTADOS DE LIBERAL Y HEROICA (1868) Entre los grandes y admirables ejemplos de valor, de abnegación y de heroísmo, que ha ofrecido la gloriosa revolución de Setiembre, brilla como el que más la valerosa y verdaderamente heroica defensa que los liberales de la ciudad de Béjar hicieron imperturbables y decididos con armas improvisadas y defectuosas, detrás de débiles barricadas, contra enemigos mucho más numerosos, provistos de todos los elementos necesarios para el combate. Pero ni su escasa fuerza, ni su aislamiento, ni el aterrador espectáculo de inauditos atropellos, pudieron abatir el valor indomable de aquellos habitantes, que, arrebatados por su entusiasmo y al grito mágico de Soberanía Nacional y Libertad, pelearon con bravura y acabaron por conseguir una insigne victoria. Queriendo, pues, dar un público testimonio de alto y merecido aprecio y gratitud al pueblo de Béjar, y perpetuar la memoria de su decisión y heroísmo, como individuo del Gobierno provisional, y con su acuerdo y como Ministro de la Gobernación, he decretado lo siguiente:

Artículo único. Se conceden a la ciudad de Béjar los dictados de Liberal y Heroica, que usará juntamente con sus antiguos timbres.
 Madrid, diez y ocho de Noviembre de mil ochocientos sesenta y ocho.— El Ministro de la Gobernación, Práxedes Mateo Sagasta.

Disposiciones adoptadas y publicadas por el Ministerio de la Gobernación desde 9 de octubre de 1868 hasta la apertura de las Cortes Constituyentes, Madrid, Imp. de los Sres. Rojas, 1869, pág. 131.
 MANUEL RUIZ ZORRILLA: CREACIÓN DE LA ORDEN CIVIL DE MARÍA VICTORIA (1871) SEÑOR: Las razones que aconsejan el adjunto proyecto de decreto creando una Orden civil especial para premiar los méritos científicos, artísticos y literarios son tan obvias y tan poderosas, que el Ministro que suscribe habría prescindido de todo preámbulo si no hubiera temido faltar a una costumbre tradicional.

La necesidad de premiar y distinguir a los ciudadanos que sobresalen por su mérito personal y que emplean su vida, ya en áridos estudios, ya en útiles aplicaciones, no es sólo hija de la justicia, sino conveniente bajo el punto de vista social, porque excita una noble emulación e impulsa al trabajo, fundamento único de la riqueza y del progreso.

En otros tiempos se creaban Ordenes para premiar las glorias militares, y solían ser privilegio de la nobleza y alguna vez del dinero: a esta edad de libertad y de discusión, en que está abierto el campo a todas las inteligencias y en que el mérito individual sobresale y se abre ancho camino hasta los más elevados puestos, corresponde la creación de Ordenes civiles que lleven como emblema el ramo de oliva de la paz y los útiles del trabajo; Ordenes que puedan considerarse como asociaciones de lo más eminente del país; de los hombres que se hayan distinguido por los tranquilos y benéficos trabajos a favor de la ciencia y del arte; del sabio que investiga, del artista que crea, del pensador y literato que enseñan y mejoran la condición moral; del obrero que ejecuta con paciencia y maestría, y del industrial que aumenta la riqueza pública y favorece los elementos de orden y moralidad; contribuyendo todos por tan diversos medios a la gloria y a la felicidad de la Nación.

Creándose esta Orden con un objeto tan exclusivo, es indudable que corresponde su creación al Ministerio de Fomento, cuyos negociados abrazan todas las manifestaciones en la vida pública de las letras, las artes y las ciencias, y todas las corporaciones y establecimientos que tienen por objeto el progreso intelectual y material. Mas para evitar la arbitrariedad y el favor, cercanos siempre a todo lo que sea premio y distinción, se establecen en el adjunto proyecto de decreto condiciones que se fundan principalmente en la publicidad, como apelación al juicio de la opinión general, criterio de los tiempos modernos, tanto más respetable en este punto, cuanto que es ajeno a toda pasión política o de partido.

El nombre elegido para esta Orden es una esperanza de la patria. Otra orden civil llena ya el de la augusta Reina que unió bajo su Corona los diversos Estados de España, creando la Monarquía nacional y preparando un gran renacimiento. Hoy el pueblo español espera y ha empezado a ver ya unido el nombre de la augusta esposa de V. M. a todos los actos encaminados al bien, a la protección de la virtud, del mérito y de la desgracia.

Las demás novedades que se establecen respecto de esta cruz especial tienen una explicación sencilla: se suprimen toda clase de derechos para evitar que el premio, recayendo en clases hijas del trabajo, sea una carga; y se hace compatible la concesión de la cruz de María Victoria con todos los empleos y cargos, porque debe considerarse como un legítimo premio plenamente justificado […]
 Dado en palacio a siete de Julio de mil ochocientos setenta y uno. AMADEO El Ministro de Fomento, Manuel Ruiz Zorrilla. 

Gaceta de Madrid, 12 de julio de 1871, pág. 134. 
 LAUREANO FIGUEROLA: DECRETO SOBRE LA NUEVA UNIDAD MONETARIA, LA PESETA (1868) El Triunfo de la revolución iniciada en el glorioso alzamiento de Cádiz hace indispensable una medida de grandísima importancia: la reacuñación de la moneda. En la nueva era que las reformas políticas y económicas, imposibles durante la existencia del régimen caído, abren hoy para nuestro país, conviene olvidar lo pasado, rompiendo todos los lazos que a él nos unían, y haciendo desaparecer del comercio y del trato general de las gentes, aquellos objetos que pueden con frecuencia traerlo a la memoria. La moneda de cada época ha servido siempre para marcar los diferentes períodos de la civilización de un pueblo, presentando en sus formas y lemas el principio fundamental de la Constitución y modo de ser de la soberanía, y no habiendo hoy en España más poder que la Nación, ni otro origen de Autoridad que la voluntad nacional, la moneda solo debe ofrecer a la vista la figura de la patria, y el escudo de las armas de España, que simbolizan nuestra gloriosa historia hasta el momento de constituirse la unidad política bajo los Reyes Católicos; borrando para siempre de ese escudo las lises borbónicas y cualquier otro signo o emblema de carácter patrimonial o de persona determinada.

Pero al reacuñar la moneda, puesto que han de hacerse los gastos necesarios para este objeto, parece ocasión oportuna de realizar la reforma del sistema monetario, ajustando este a las bases adoptadas en el convenio internacional de 23 de Diciembre de 1865 por Francia, Bélgica, Italia y Suiza. Las importantes relaciones comerciales que tenemos con esos pueblos, y que han de aumentar considerablemente a medida que vayan haciéndose en nuestro sistema rentístico las profundas y radicales alteraciones reclamadas por la ciencia y por la justicia; y la conveniencia de estrechar, hoy que rompemos con nuestro pasado, los lazos que nos unen a las demás naciones de Europa, aconsejan la reforma indicada, a la cual solo podría oponerse la consideración de la dificultad y del coste de la transformación monetaria, que, como se ha dicho, es hoy de necesidad absolutamente imprescindible. […]

No se ocultan al Gobierno provisional los inconvenientes inseparables de esta transformación, como de todas las operaciones análogas, ni desconoce el sacrificio que para realizarla deberá imponerse el país. Pero, sobre exigirla una razón de dignidad y de decoro, sus ventajas económicas en un próximo porvenir son demasiado considerables, para que pueda dudarse de la utilidad de la reforma. Todo lo que facilita el comercio y las relaciones entre los pueblos, constituye un inmenso beneficio, porque fecunda los gérmenes de riqueza, levanta la condición del ciudadano, y afirma la civilización y la libertad. Adoptando los tipos monetarios del convenio internacional, España abre los brazos a sus hermanas de Europa, y da una nueva y clara muestra de la resolución inquebrantable con que quiere unirse a ellas, para entrar en el congreso de las naciones libres, de que por tanto tiempo la han tenido alejada, contrariando su natural inclinación, los desaciertos políticos y el empirismo rutinario de sus gobiernos.
 Por todas estas consideraciones […] Vengo en decretar lo siguiente: Artículo 1.º En todos los dominios españoles la unidad monetaria será la peseta, moneda efectiva equivalente a 100 céntimos. […]
 Madrid 19 de Octubre de 1868.= El Ministro de Hacienda, Laureano Figuerola. Colección Legislativa de España , Segundo Semestre de 1868, Madrid, Imp. del Ministerio de Gracia y Justicia, 1868, págs. 343-348.

S ALUSTIANO DE OLÓZAGA Y OTROS: INFORME DE LA ACADEMIA DE LA HISTORIA DIRIGIDO AL GOBIERNO PROVISIONAL SOBRE EL ESCUDO DE ARMAS Y ATRIBUTOS NACIONALES DE LA MONEDA (1868)

Excmo. Señor: En el artículo 6.º del decreto relativo al nuevo sistema monetario, fecha 19 de octubre último, se lee que «todas las monedas cuyo tamaño lo permita ostentarán una figura que represente a España con las armas y atributos propios de la soberanía nacional», y en otro decreto que con la misma fecha se dio para la ejecución del primero, dice el art. 2.°: «La Academia de la Historia informará con igual brevedad, acerca del escudo de armas y atributos de carácter nacional que deban figurar en los nuevos cuños».

Acerca de dos puntos, en vista de esto, tiene que informar a la Academia la Comisión nombrada al efecto, a saber; sobre la figura que represente a España, y sobre el escudo de armas que habrá de ser adoptado. No es nueva, ciertamente, la idea de representar en los cuños la imagen de la Nación que los autoriza; muchos años hace que Inglaterra ostenta en sus monedas la imagen sentada de la Britannia con escudo al costado, el tridente en una mano, la rama de oliva en la otra, y la cabeza galeada o simplemente ceñida de diadema. También Suiza coloca en sus troqueles más recientes una elegante figura de la Helvetia, sentada en los Alpes y extendida la diestra mano sobre sus cumbres, y la Francia del 48, para simbolizar la República, tomó una bellísima cabeza de las medallas sicilianas antiguas. Siguiendo en parte este último ejemplo, y buscando al paso la mayor propiedad en la representación pedida, la Comisión ha principiado por examinar las figuras de la Hispania que la numismática romana ofrece a nuestra vista. No han parecido nada a propósito la cabeza velada de las medallas de la familia Postumia, ni la cabeza desnuda, acompañada de dardos y espigas que decoran el anverso de las medallas de Galba: carece igualmente ahora de significado la figura de pie con dardos y escudo que grabó en sus cuños el gran Pompeyo; pero no sucede lo mismo con la preciosa alegoría del reverso de algunas medallas del emperador Adriano. Es la figura de España en esas medallas una matrona ceñida de diadema y recostada en los montes Pirineos; sale de entre los pies el tradicional conejillo y ocupa su diestra mano una rama de oliva. La sanción que los siglos han prestado a la significación de tan armonioso conjunto; la tranquila felicidad que al parecer transpira como emblema de los días de esplendor procurados a su patria por los Césares españoles, y el partido que un artista hábil puede sacar de todo para crear una composición expresiva, han decidido a la Comisión a proponer para la figura de España la matrona recostada en los Pirineos, rodeada del Océano, con los pies en el Estrecho, la rama de oliva en la mano y la diadema en la cabeza, que será el símbolo pedido de la soberanía de la nación. La figurilla del conejo no parece responder a la dignidad del asunto ni poseer en el día carácter especial, y por ello la Comisión opina que debe omitirse.

El segundo punto es relativo al escudo de armas. Es el blasón un lenguaje simbólico que denota el origen y enlace de ciertas familias o la personalidad de entidades como la ciudad o la corporación gremial. Pocos comprenden hoy este idioma, nacido con el feudalismo y relegado entre las lenguas muertas desde la caída de los privilegios nobiliarios; pero el texto terminante del decreto exime a la Comisión de la necesidad de discutir si conviene o no adoptar símbolos cuyo empleo autorizan, por otra parte, en sus sellos y medallas, naciones tan libres como Bélgica e Inglaterra, la República Suiza y el Reino de Italia. En ese supuesto, la Comisión entiende que el uso de un lenguaje debe hacerse con arreglo a su gramática, y por tanto en la segunda parte de su dictamen se ajustará a los principios reconocidos por universal convenio en la ciencia heráldica.

Las armas de España han sido hasta ahora las de la persona reinante, y si en algunos de sus cuarteles o particiones se veían piezas o figuras propias de los Estados que compusieron la nación española, era porque los habían tomado por empresa las familias de sus antiguos Reyes. […] El nuevo escudo, el blasón de la nación española, como unidad política y sin relación con las personas que la gobiernen, debe declarar la historia de este gran Estado, tal como se halla constituido, formando con las empresas de los Reinos independientes que sucesivamente se fundieron y conquistaron unas armas de dominio compuestas de las diversas armas de comunidad, con exclusión de toda idea de familia o de alianza. León, Castilla, Aragón, Navarra y Granada son, con los dominios de Ultramar, los Estados componentes de este gran todo. Unidos desde el tercer Fernando los reinos de León y Castilla, conserva este último constantemente la preeminencia en el escudo, por la que dio aquel monarca al Estado que gobernó primero, y enlazados los príncipes que recibieron después el dictado de Católicos, se convino expresamente en que las armas del aragonés habían de ceder el puesto a las de su consorte castellana, como lo cedió del todo más antiguamente a las barras encarnadas de Cataluña la cruz de gules con cabezas de moros del Aragón primitivo. Iguales en derechos e importancia todas estas porciones de nuestro territorio, no puede haber otro criterio para asignarles colocación en el nuevo escudo que el determinado por la práctica constante y el convenio mutuo, y es el que la Comisión ha adoptado. Quedan por añadir los cuarteles correspondientes a las conquistas de Granada y de Navarra. La primera viene expresada desde el siglo XV por una granada al natural en el triángulo inferior del escudo y no parece procedente sacarla de este sitio por más que sea la anexión de Navarra más moderna, porque en materia tan convencional como la heráldica debe respetarse lo que la costumbre y la tradición consagran. En cuanto al blasón de Navarra, que debiera entrar después del de Aragón, será esta la vez primera que tome lugar en el escudo de España, porque no habiéndose enlazado sus reyes con los nuestros, no tenía cabida en las armerías de alianza. […]

La forma del escudo varía, a no dudarlo, con la moda y el capricho; pero hay algunas más especiales de ciertos países, y así como el escudo redondo es propio de las armas de Inglaterra y de muchos nobles italianos, y el de perfil contorneado como cornucopia de los alemanes, los españoles han usado el de forma rectangular con los ángulos inferiores redondeados, de cinco partes de ancho por seis de altura, modelo que la Comisión recomienda como más propio y mejor proporcionado, aunque no lo propone de una manera exclusiva.

Costumbre ha sido colocar a los lados del escudo figuras en ademán de sostenerlo: Felipe I puso algún tiempo por soportes dos grifos; el emperador el águila esployada; los demás Felipes dos leones, y últimamente se adoptaron dos ángeles. Ninguno de estos ornamentos cabe cómodamente en una moneda ni tendría razón de ser en un nuevo escudo, como no fueran los leones, por la regla general que pide que los soportes sean sacados del campo del mismo escudo. Pero hay un ornamento especial y propio de las armas de España, glorioso emblema del descubrimiento y ocupación de las tierras ultramarinas: las columnas de Hércules con el plus ultra de Carlos V, que completan el significado de dominio territorial, ya que los países aludidos no pueden aportar a los cuarteles interiores piezas ni muebles propios de una edad en que no eran conocidos a los reyes de armas de Europa.

La más grave dificultad procede del timbre que ha de coronar el escudo. No habiendo hoy forma alguna de gobierno definitivo, no puede proponer la Comisión símbolo que le corresponda, como la corona real a la monarquía. Pensó un momento que la corona de encina, llamada por los romanos cívica, aunque de índole belicosa, otorgada al que había salvado la vida a un ciudadano, podría corresponder al pensamiento del Gobierno provisional y servir de airosa decoración al reverso de la moneda, del mismo modo que una pequeña laurea decoró algunos cuños decimales del anterior reinado; pero la sospecha de que por analogía con otros países modernos se pudiera ver en ella una alusión republicana, ha obligado a renunciar a esa idea para encerrarse en la estricta neutralidad que el estado de la cosa pública reclama. Sería lo más oportuno que el artista compusiera su reverso sin timbre de ninguna clase, como sucede en las monedas suizas; pero si esto no es posible, la corona mural, u otro ornamento menos significativo, suministrará el complemento que necesita, sin que se prejuzgue ninguna cuestión política.

La misma consideración e igual escrúpulo han retraído a la Comisión de añadir el pabellón que cobije en sus pliegues el escudo con sus accesorios. Es el pabellón insignia de autoridad suprema e independiente, y respondería a la idea de soberanía nacional que en el decreto se pide: el color morado que se ha usado siempre en España para este adorno proviene del atribuido comúnmente al pendón de Castilla, y podría ser oportuno recuerdo de sus comunidades; pero por lo pronto, como el lenguaje heráldico no se interpreta ya por el vulgo, según queda apuntado, el público creería ver en ese ornamento un manto real, y parecería prejuzgada la cuestión de monarquía que el Gobierno provisional ha dejado hasta ahora intacta.

Resumiendo, pues, y traduciendo al idioma técnico cuanto ya expuesto, la Comisión propone el siguiente escudo:
 Escudo cuartelado en cruz: primero, de gules y un castillo de oro, almenado de tres almenas, y donjonado de tres torres, la del medio mayor; cada una también con tres almenas, el todo de oro, mazonado de sable y adjurado de azur: segundo,  de plata y un león de gules, coronado de oro, armado y lampasado de lo mismo: tercero, de oro y cuatro palos de gules: cuarto, de gules y una cadena de oro puesta en orla, en cruz y en sotuer: entado en punta, de plata y una granada al natural mostrando sus granos de gules, sostenida, tallada y hojada de dos hojas de sinople. Acostadas, una a cada lado, las dos columnas de Hércules, de plata, con la basa y el capitel de oro, liadas con una lista de gules, cargada con el Plus ultra de oro. […]
 Salustiano de Olózaga.— Aureliano Fernández-Guerra.— Cayetano Rosell.— Eduardo Saavedra.
 Madrid 6 de Noviembre de 1868.

«Informe dado al Gobierno provisional sobre el escudo de armas y atributos de la moneda», Boletín de la Real Academia de la Historia, 1884, t. IV, págs. 186-191.
 ÁNGEL FERNÁNDEZ DE LOS RÍOS: PROYECTO PARA LA PLAZA DE EUROPA, 

EN MADRID (1868) Así rectificada la calle de Fuencarral, entre el trazado antiguo y el que proponemos, que forman un ángulo, cabe en el vértice de él, sobre el solar del Hospicio, los Pozos de la Nieve, el Corralón, la Ronda de Santa Bárbara y el terreno hasta el paseo de Luchana y parte de la huerta de la Fábrica de Tapices, una gran plaza que, formando un rectángulo terminado por dos semicírculos, o dos polígonos, uno a línea con la calle de la Palma, otro tocando con el paseo de Luchana, mida 500 metros por 250, tenga una forma y dimensiones semejantes a la de la plaza del Rey de Roma de París, y por afluentes […], 16 calles. De esas no alteraríamos los nombres, ni de la de Fuencarral, ni de la de Daoiz y Velarde: pero daríamos a las demás los siguientes: de Lisboa, de Roma, de París, de Bruselas, de Londres, de Berlín, de Viena, de Ginebra, del Haya, de Copenhague, de Stockolmo, de San Petersburgo y de Constantinopla. […]

En el contorno de la plaza podrían colocarse dos filas de árboles y en el centro un monumento. Nosotros no conservamos cañones cogidos al enemigo en las numerosas guerras en que otro tiempo vertimos nuestra sangre, estéril, aunque gloriosamente, fuera de nuestras fronteras; pero hemos tenido un enemigo terrible, más terrible que ningún pueblo, un enemigo que ha despoblado nuestro país, que ha empobrecido nuestro suelo, que ha traído nuestra decadencia y nuestra ruina; de ese enemigo nos queda un símbolo, que aún nos atruena los oídos y nos mortifica a todas horas hasta el punto de hacer insoportables algunos sitios de Madrid. Proponemos, pues, que en el centro de la plaza de Europa se levante una columna en memoria de la abolición de la Inquisición, con el metal de las campanas de los conventos que se derriban, que tantas veces han tocado en son de regocijo para celebrar los autos de fe y los actos de iniquidad de los tiranos que han pesado sobre España por espacio de 300 años: que sobre esa columna se coloque el genio de la libertad, y que se graben en ella las siguientes inscripciones: en la parte que mire al Mediodía:

Las Cortes de la Nación española
 reunidas en Cádiz,
 abolieron la Inquisición el 22 de Febrero de 1813.

En la parte que mire al Norte:

El pueblo de Madrid
 invadió y destruyó la Inquisición, restablecida en 1814, el 7 de Marzo de 1820.
 Y en la base de la columna, los nombres de los cinco eclesiásticos que combatieron la Inquisición en las Cortes: Villanueva,
 Oliveros,
 Ruiz Padrón,
 Espiga,
 Muñoz Torrero.

Colocado debajo de este último nombre el lema de: La soberanía reside en la Nación; 27 de Setiembre de 1810; y en la columna los nombres de todos los hombres eminentes, filósofos, pensadores, escritores, artistas, poetas y hombres distinguidos alejados de España por la intolerancia religiosa.

Ángel Fernández de los Ríos, El futuro Madrid, Madrid, Imp. de la Biblioteca Universal Económica, 1868, 366 págs., págs. 152-154.
 ÁNGEL FERNÁNDEZ DE LOS RÍOS: CALLE NACIONAL, EN MADRID (1868) Asombra que se conserve en pié un edificio como el de la Trinidad, colocado en sitio tan principal y ocupando tanto terreno de tan mala manera para gastar dinero en él, con el empeño de que sirva para Ministerio de Fomento. Debe esta dependencia, que ninguna necesidad tiene de centricidad, ir a dar vida a un extremo, al exconvento de San Francisco el Grande o al Hospital militar, en cualquiera de los cuales puede además tener cabida la Comisión de Estadística. Supuesta esta traslación a San Francisco, llamada ésta con la inauguración del Panteón Nacional a cambiar completamente la fisonomía del hoy aislado barrio de la Morería, trasladado el Museo Nacional al del Prado, que es igualmente de la Nación, y la biblioteca de San Isidro a la Nacional, que ha de establecerse en las Salesas, falta poner en comunicación el barrio de San Francisco con el resto del pueblo: la calle de Bailén, prolongada, establecerá una magnífica vía de Norte a Sur, pero basta fijar los ojos en el plano de Madrid para reconocer cuan necesaria y cuan fácil es hoy otra, más importante aún, llamada a desembocar, por una parte en el Congreso de Diputados, por otra en el Panteón. […]

Como belleza, calcúlese la de esta gran vía de 1.500 metros de extensión, que en un extremo dejará ver la fachada del Congreso, y en otro la del Panteón Nacional convenientemente decorada, teniendo en el solar de la Trinidad, próximamente en el centro de ella, la Bolsa, que allí hay facilidad de habitar, como luego veremos. Como utilidad, a más de la que hemos señalado de poner en comunicación dos puntos remotos e importantes de Madrid, ofrecería la de desahogar las miserables callejuelas de la Cruz, de la Concepción Gerónima, de Barrio-Nuevo y de la Cava; pero no hablemos de lo remoto, sino de lo próximo; siendo tres únicas expropiaciones de propiedad particular las que hay que hacer, para llevar la Carrera de San Francisco hasta la calle de la Colegiata, no creemos que se necesite un grande esfuerzo para que antes de un mes pueda pasar por este trozo la comitiva que traslade los primeros restos de los hombres célebres que se vayan reuniendo en la iglesia de San Isidro, hasta la de San Francisco, para inaugurar el Panteón.

Ángel Fernández de los Ríos, El futuro Madrid, Madrid, Imp. de la Biblioteca Universal Económica, 1868, 366 págs., págs. 140-141.
 NICOLÁS MARÍA RIVERO: BANDO SOBRE EL DOS DE MAYO (1869) D. Nicolás María Rivero, Alcalde primero, Presidente del Ayuntamiento popular de esta M. H. Villa, Comandante general de las fuerzas populares, etc., etc.
 Madrileños:
 Hoy hace sesenta y un años que nuestros padres legaron a sus descendientes un título de legítimo orgullo, dando una terrible lección a los tiranos y un ejemplo salvador a los pueblos. Sobre la humilde fosa que recibió confundidos sus mutilados cadáveres, vaga desde entonces la gloria como una aureola de luz, y ese resplandor inextinguible guiará eternamente por el camino de la honra y del patriotismo a las generaciones venideras.
 Las liviandades de una reina sin pudor, las complacencias de un rey sin dignidad, las torpezas de un favorito imprudente, la pusilánime incapacidad de un príncipe rebelde a sus padres, ingrato a sus amigos y traidor a su patria, habían entregado a España, inerme y confiada, en manos del gran conquistador a cuyas plantas yacían postradas, rotas y humilladas las grandes potencias militares de Europa. Comprometida la independencia nacional, invadido cautelosamente el territorio, ocupadas por traición las plazas fronterizas, vendidas o intimidadas las autoridades, remisa o indiferente la nobleza, ligado el ejército por la disciplina, muda la opinión por el largo hábito de la servidumbre, prepotente la fuerza, escarnecida la justicia, hollado el derecho, ¿qué tabla de salvación quedaba en aquel total naufragio? Quedaba el pueblo; quedaba el noble pueblo español, y a su cabeza, el heroico pueblo de Madrid, siempre fiel a todo testimonio de honra, siempre dispuesto a rechazar la fuerza con la fuerza, pronto siempre a sacrificar la vida en aras de la justicia, de la libertad y de la independencia patria. […]
 EL DOS DE MAYO fue la sacudida que despertó de su letargo al pueblo adormecido. En aquel día de luto y de gloria comienza el trabajoso período de nuestra regeneración. Los mismos patricios que opusieron el noble pecho a las armas enemigas, opusieron la clara razón a las antiguas preocupaciones seculares; mientras con una mano repelían la invasión, desarraigaban con la otra añejos errores y abusos inveterados: a un mismo tiempo reconstituían el mapa de su nación y el libro de sus derechos; y la democrática Constitución de Cádiz, debatida al estampido del cañón y escrita entre el humo de la pelea, es, sin disputa, la victoria más gloriosa de aquella lucha titánica.
 Cómo pagó el penúltimo Borbón el generoso sacrificio de aquel pueblo que a costa de torrentes de sangre le devolvía el cetro abandonado por él en la hora de peligro, dígalo la memoria de nuestros padres perseguidos, aherrojados, olvidados en las prisiones, fugitivos en tierra extraña, muertos a hierro con traiciones, o muertos con ignominia en el patíbulo; dígalo Mina proscrito, Torrijos fusilado, Riego en manos del verdugo; el Empecinado pendiente de una horca; dígalo en fin esa misma Constitución de 1812 arrojada con desprecio y hollada con escarnio en las gradas del trono levantado a su sombra —¡Amargo desengaño! Terrible lección para los que la recibieron, pero provechosa y de fruto para los que tras ellos venimos. Aquellos sabios legisladores de Cádiz ignoraban que con la conciencia esclava no hay pueblo libre; y al escribir la tabla de las libertades populares olvidaron la primera, la principal, la más sagrada de todas: la libertad del espíritu, libertad ilusoria si no se apoya en el derecho de profesar cada cual la religión más apropiada a sus sentimientos y tributar a Dios el culto más conforme a sus creencias.
 Medio siglo largo de lucha incesante hemos necesitado para conquistar ese inestimable derecho que al fin disfrutamos merced a la Revolución de Setiembre, y que ningún poder humano conseguirá en adelante arrebatarnos. Hoy por fin está coronado el edificio de nuestros derechos; hoy se ha roto en los labios del pueblo la mordaza que tenía muda a la conciencia; hoy, por primera vez, podemos llegar satisfechos a la tumba donde reposan las cenizas de nuestros mártires, y decirles: «Dormid tranquilos: la obra que vosotros comenzasteis está consumada, y el arco por vosotros levantado, tiene ya la clave que ha de hacerlo indestructible; vosotros arrojasteis de España al extranjero; nosotros (¡victoria también gloriosa!) arrojamos del corazón la intolerancia; vosotros reconstruisteis la patria; nosotros reconstruimos el derecho; vosotros nos legasteis la independencia; nosotros legaremos a nuestros hijos la libertad».
 Sí madrileños, esa es la grande obra de nuestros días, ese el noble fruto de nuestros esfuerzos, esa la gloriosa corona de nuestros afanes. Para entrar de hecho en la gran comunión de los pueblos civilizados necesitábamos ese título: haber conquistado la libertad en todas sus manifestaciones, y saber mantener el derecho en todas sus esferas; en la esfera política con el Sufragio universal, en la esfera intelectual con la libertad de pensamiento, en la esfera religiosa con la libertad de cultos, base y fundamento de todas. […]
 Voluntarios de la Libertad:
 Este día de luto nacional os trae a la memoria el ejemplo más ilustre que puede ofrecerse a los defensores de la patria y el estímulo más eficaz que puede darse a los guardadores de las libertades públicas. […]
 Vuestros padres salvaron la integridad del territorio: vosotros salvaréis siempre la causa de la revolución, la causa del pueblo, la causa de la libertad.
 Madrid 2 de Mayo de 1869.
 Nicolás Maria Rivero, «Madrileños», Boletín Oficial del Ayuntamiento, Madrid, núm. 9, 3 de Mayo de 1869, pág. 1. 
 GABRIEL FEITO Y MARTÍN: EL DOS DE MAYO (1869) Nunca con más oportunidad que hoy, pueblo madrileño, debes consagrar tu inteligencia al recuerdo de tus gloriosos hechos. Existe en el Prado de Madrid un sitio llamado Campo de la Lealtad, ahí se eleva una pirámide, monumento consagrado al valor del pueblo español; tiene grabada en la piedra una fecha: 2 DE MAYO DE 1808. Aquel monumento y aquella fecha serán de imperecedera gloria; son el recuerdo de un pueblo al valor heroico de sus padres. ¡Sí! pueblo del dos de mayo: hace hoy sesenta y un años que sin armas, sin organización alguna, lleno tu pecho del fuego sacro de libertad e independencia, te lanzaste a la pelea contra las aguerridas huestes del tirano del siglo, de Napoleón I. […]

Pueblo: penetra hoy, aunque sean breves momentos, en ese recinto sagrado, mansión del silencio y la meditación, donde tus antecesores vertieron su preciosa sangre en defensa de unos derechos que aún tienes por conquistar. Hoy es la segunda etapa de aquella jornada. En este corto período de sesenta y un años, ¡cuántas víctimas sacrificadas al poder de los tiranos! El rey Fernando, que hoy hace sesenta y un años era tu ídolo, pueblo español, te hizo traición, y fue tu verdugo […]. Su hija Isabel, tan sanguinaria como su padre, cuyo trono fue levantado sobre montones de cadáveres españoles, dio por premio a sus defensores las cárceles, los presidios, los fusilamientos y la expatriación. […]

Pueblo del dos de mayo: estás próximo a fijar tu porvenir, recuerda la historia de tus reyes, de tus tiranos sanguinarios, medita tu situación, rompe de una vez para siempre tus cadenas, arroja de tu lado a los miserables que llevan tu honra y tu libertad a los pies de príncipes extranjeros, que este sea tu último esfuerzo, sé libre, lucha por última vez por tu felicidad, levántate a la altura a que por tu valor tienes derecho.

Ven, pueblo madrileño, a este sitio consagrado a la lealtad española; postremos la frente en ese suelo regado con la sangre de nuestros padres y ante la tumba de nuestros hermanos, que supieron morir con honra; ¡juremos romper las cadenas de esclavitud de todos los pueblos; que sea este nuestro último esfuerzo, que esta sea la última batalla que libremos! ¡Atrás! menguados pretendientes a la corona de la noble España. El altivo pueblo español, es hoy el soberano!

Pueblo del dos de mayo; lanza tu grito de guerra que como en 1808 será el terror de los tiranos, su eco hará temblar los tronos ya carbonizados. Pueblo de libres, ¡ABAJO LOS REYES! ¡ABAJO LOS TIRANOS!

¡Paso al reinado de la justicia! 
 ¡VIVA LA REPÚBLICA FEDERAL! Gabriel Feito y Martín, Doctrina republicana para las clases trabajadoras. Folleto republicano federal, Salamanca, Imp. de Sebastián Cerezo, 1869, 47 págs., págs. 38-40.
 EDMONDO DE AMICIS: VISITA DE AMADEO I AL MONUMENTO DEL DOS DE MAYO (1872) El monumento al Dos de Mayo, que se eleva en el lugar exacto donde el mayor número de españoles fue fusilado, aunque su valor artístico no se corresponda con el de su fama, es, para usar una expresión vulgar pero significativa, imponente. Es sencillo, sobrio, y muchos lo encuentran, además, amazacotado y sin gracia. Pero llama la atención incluso a aquellos que ignoran lo que representa. A primera vista, se percibe que en aquel lugar tuvo que haber ocurrido algo tremendo. Sobre un saliente octogonal de granito con cuatro gradas, se eleva un grandioso sarcófago de forma cuadrada, con inscripciones, blasones y un bajorrelieve que representa a los dos oficiales españoles muertos el 2 de mayo en defensa del Parque de Artillería. Sobre el sarcófago se eleva un pedestalillo de orden dórico, sobre el que hay cuatro estatuillas que simbolizan el Amor a la Patria, el Valor, la Constancia, la Virtud. Entre las estatuas se eleva un alto obelisco, con una inscripción en caracteres de oro: «Dos de mayo.» Alrededor del monumento hay un jardín circular, atravesado por ocho avenidas que confluyen en el centro; cada avenida está flanqueada por cipreses. El jardín está rodeado de una verja de hierro, cercada a su vez por una gradería de mármol. Ese bosquecillo de cipreses, ese cerrado y solitario jardín, en mitad del paseo más alegre de Madrid es como la imagen de la muerte en medio de las alegrías de la vida. No se puede pasar por ahí sin lanzar una mirada; no se puede mirar, sin pensar. De noche, cuando se refleja la luna parece una fantástica aparición e imprime a su alrededor un aura de solemne tristeza.

Llegó el Rey, se celebró la misa, desfilaron todos los regimientos y terminó la ceremonia. De esta manera, se celebra el aniversario del «Dos de Mayo» desde el año 1814, con una dignidad, un afecto, una veneración que no solamente honran al pueblo español sino también al corazón humano. Es la verdadera fiesta nacional de España, es el único día del año en el que se callan las iras de los diferentes partidos políticos, y todos los corazones se unen en un mismo sentimiento. Pero en este sentimiento, al contrario de lo que se podría creer, no hay nada de amargo contra Francia. España ha echado toda la culpa de la guerra y de las matanzas que tuvieron lugar a Napoleón y a Murat. Los franceses han sido amigablemente acogidos como el resto de los extranjeros. De las infaustas jornadas de mayo sólo se habla para honrar a los muertos y a la patria; todo en esta ceremonia es noble y grande; ante aquel sagrado monumento, España sólo tiene palabras de perdón y de paz.
 Edmondo de Amicis, España, diario de viaje de un turista escritor, Madrid, Cátedra, 2000, págs. 177-178. 

7.2. UNIÓN IBÉRICA Y GIBRALTAR 
 EUSEBIO DE SALAZAR Y MAZARREDO: GIBRALTAR Y PORTUGAL (1869) Todos los pueblos tienden hoy a la unidad política con fuerza incontrastable. Aun los mismos que experimentan una invencible repugnancia a la centralización administrativa, siguen las máximas de eminentes publicistas, que han dicho repetidas veces: «No se administra bien sino de cerca, pero se puede gobernar desde muy lejos.» […]

Alemania ha visto desaparecer, desde fines del siglo decimoctavo, centenares de soberanías independientes dentro de su seno, y no ha mucho que, por medios bien censurables por cierto, ha llevado su bandera hasta el confín de la Jutlandia. […]

Italia ha completado su unidad política bajo bien tristes auspicios. Roma, más que italiana, ha sido siempre católica, universal. Sus célebres repúblicas la habían enaltecido con timbres provinciales, con glorias de Venecia y de los Médicis, de genoveses y pisanos. Nada ha habido allí, desde la Edad Media tan verdaderamente nacional, tan italiano, como el genio esclarecido del Dante, y es tal la fuerza de la idea, que a pesar de eternas rivalidades y de servir siempre, vencida o vencedora, la orgullosa diplomacia, que llamaba a Italia con sarcasmo expresión geográfica, y a los planes unitarios delirios de poeta, ha tenido que reconocer al cabo como nación soberana e independiente

Il bel paese ove il si suona.
 ¿Qué acontece en España? Mengua causa el decirlo: la nación que luchó durante siete siglos para arrojar al extranjero de su suelo, es la única que hoy siente la vergüenza de ver flotar en tierra española una bandera extraña. Francia, que vio abatido su orgullo en San Quintín por nuestra infantería, se revolvió airada hacia el Norte, y el Duque de Guisa logró vengar aquella singular derrota con un supremo esfuerzo, recuperando a Calais, última fortaleza inglesa en la nación vecina. España, menos feliz en tiempo de Carlos III, no debe tener más que una sola política: GIBRALTAR Y PORTUGAL.
 Remontar la corriente de los siglos, deshacer la obra colosal de cien generaciones, volver a ser leoneses y castellanos, catalanes y navarros, sería suicidarnos. Este país clásico del pundonor sólo debe alentar, en primer término, para que desaparezca el único ejemplo que queda en Europa de un borrón que, desde la pérdida del cuadrilátero italiano por el Austria, nos deja solos frente a frente, en el mundo civilizado, ante esos pueblos del África y del Asia que ven alzarse enseñas extranjeras al lado de sus pendones.

Soy, antes que todo, partidario de adquirir a Gibraltar por medios pacíficos, y en las Cortes y fuera de ellas he agitado esta cuestión constantemente. […]
 ¿Qué queda que hacer después de realizar ese proyecto? Acercarnos lo más posible a Portugal.
 Se dice que los portugueses nos detestan. Esa aserción es inexacta. En Lisboa empecé la carrera diplomática de agregado sin sueldo, y allí pasé cinco meses en 1867, después de la protesta del Congreso de los Diputados. Los portugueses nos apreciaban y nos aprecian como particulares, pero comparan sus costumbres suaves con nuestros hábitos políticos, y nos echan en rostro que mientras allí no se ha levantado el cadalso por delitos comunes desde hace 27 años, aquí hemos visto fusilar a centenares de personas bajo el mando de todos los partidos.
 Sin embargo, nótese bien una circunstancia esencial: los portugueses acogen la idea de una unión más íntima con España cuando no están satisfechos de sus gobiernos, y se alejan de ella más y más siempre que nosotros caminamos por lastimosos derroteros. […]
 Tengamos en España buen gobierno, y prepararemos la unión ibérica de modo más eficaz que los Olivares y Vasconcelos de Felipe IV; pero si no hacemos más, la empresa será larga. […]
 Ambas naciones gravitan la una hacia la otra irresistiblemente, porque ambas están convencidas de que separadas serán débiles, y unidas serán fuertes; porque las cuestiones de crédito, que hoy ponen espanto en el ánimo de ambos gobiernos, tendrán una fácil solución cuando fluya a este suelo privilegiado el capital que hoy se estanca en los sótanos de los bancos extranjeros; cuando ofrezcamos garantías de orden, de libertad y de buen gobierno; en una palabra, cuando ocupemos en el mundo un puesto preeminente, y no seamos juguete de osados aventureros. Sousa Brandao ha escrito sobre este punto frases admirables.
 Portugal no tiene que temer hoy a sus vecinos, porque no somos, como en tiempo de Felipe II, un poder absorbente, y el problema se reduce a buscar los medios de realizar la transición de un modo sencillo y natural que allane todos los obstáculos. Es necesario un período de preparación que cree intereses comunes, que disminuya rozamientos, que aumente las simpatías recíprocas, que destruya antagonismos históricos. Es preciso dedicar algunos años a facilitar para el porvenir soluciones que descansen sobre sólidos cimientos.
 La unión inmediata sería hoy imposible, aunque se hubiera presentado la coyuntura de un enlace regio, pues en los tiempos modernos no se unen pacíficamente las naciones porque se confundan en una sola las familias de sus soberanos; y los ejemplos de Berenguer y Petronila, de Isabel y Fernando, nada probarían, si los pueblos respectivos repugnasen el consorcio.
 Una unión violenta, nadie puede ni imaginarla siquiera, y soy ante todo partidario de D. Fernando de Portugal para rey de España. Como hombre político no despertaría rivalidades de ninguna nación, y sería reconocido inmediatamente por toda Europa. Esta circunstancia es esencial, porque una dinastía nueva no puede nacer robusta, expuesta a los vaivenes de nuestras contiendas políticas; y esa debilidad labraría su ruina infaliblemente, si al temor de una guerra civil, quizá inmediata, se agregasen preocupaciones exteriores. […]
 Durante su reinado destruiríamos entre España y Portugal todas las barreras fiscales, serían comunes en poco tiempo los pesos y medidas, la moneda, la navegación fluvial, los cursos académicos, los códigos; abriríamos nuevos mercados, construyendo extensas vías de comunicación, y conseguiríamos por las artes de la paz lo que no es fácil alcanzar por medio de la espada. El idioma mismo se haría familiar a ambos países […]. Todo por la paz, nada por la guerra; y concretándome a la unidad alemana, es evidente que sin el Dr. List y las trascendentales consecuencias de la unión aduanera, los planes de Bismarck serían alcázares levantados sobre arena. […]
 Unida en el porvenir la Península ibérica, en forma semejante a la que han adoptado Suecia, Noruega, Austria y Hungría, ¡qué nación tan grande y tan poderosa llegaríamos a ser! No seriamos, es cierto, ni a la civilización conviene ninguna prepotencia, el estado que dictaba al orbe leyes, porque una población de veinte y uno o más millones de europeos no crearía nunca un peligro: pero ¡con qué legítimo orgullo podrían España y Portugal recordar sus pasadas grandezas, libre el territorio de extranjeros, y flotando nuestra bandera en Cuba, Puerto Rico, las Azores, Madera, Canarias, Cabo Verde, Guinea, Angola, Mozambique, en la India, en China y en las islas Filipinas.
 Si ése es un sueño, quiero morir soñando. […]
 ESPAÑA POR D. FERNANDO,
 IBERIA POR SUS DESCENDIENTES.
 Eusebio Salazar y Mazarredo, La cuestión dinástica, Madrid, Imp. de M. Rivadeneyra, 1869, 16 págs., págs. 5-16. 
 ROQUE BARCIA: CUESTIÓN IBÉRICA (1869) La República democrática federal es el único medio que nos queda para salvar a España en el interior, para conservar sin violencia y sin sacrificios nuestras ricas colonias, y para incorporarnos a Portugal, esa tierra noble y hospitalaria a quien nunca podrán pagar los liberales españoles. Todo lo que sea pensar en uniones, conquistas y empresas, es buena gana de perder el tiempo. […]
 Portugal no entrará en ajuste alguno con España, mientras España no se regenere. Portugal no volverá los ojos a nuestro país, mientras que no encuentre garantía segura en nuestro adelanto, en nuestro progreso, en nuestra civilización.
 Portugal no tratará nada con nosotros, hasta que llegue el día (un día feliz para los dos pueblos) en que esté convencido de que va a ganar en el trato. ¿Qué adelantaría hoy Portugal, confederándose con España? ¿Qué adelantaría, cuando él está mas adelantado que nuestro país? Portugal tiene casi libre el tabaco, tiene libre la sal, el salitre, el azogue, y en sus presupuestos no hay ningún artículo que diga: salario del verdugo. Hace veintitrés años que la sangre del hombre no humedece el suelo portugués. Portugal ha logrado con su bondad nativa, lo que otros pueblos no han podido lograr con su cultura y con su poder. […]
 Portugal perdería hoy confederándose con España, porque tendría que renunciar, entre otras ventajas, a su grande conquista, a su grande gloria, la más grande con que este mundo se puede honrar: la abolición de la pena de muerte, la abolición del palo, del garrote. […]
 Se dice en Madrid: «Portugal es pequeño».
 Y en Lisboa y en Oporto se responde: «¿Qué conseguiría Portugal en hacerse grande a costa de su verdadera grandeza, que es su progreso y su autonomía? […]
 «Los portugueses son pocos», dicen algunos en Madrid.
 Y en Lisboa y en Oporto contestan: «¿Qué adelantarían los portugueses en ser muchos para ser esclavos? Tratándose de esclavos, cuantos menos, mejor.
 Esto contesta Portugal a lo que algunos dicen en España, y contesta perfectamente. Yo contesto lo mismo, y soy español.
 La unión no es posible en ningún caso, porque unirse es hacerse unos, y Portugal quiere ser Portugal, como España quiere ser España.
 La confederación ibérica será posible, se hará naturalmente, cuando los dos pueblos ganen con ella, y esto no podrá suceder hasta que España y Portugal sean semejantes en civilización y en aspiraciones. En una palabra; cuando el pueblo español, purificado de tanto error, de tanto absurdo, de tanto despropósito […] se constituya en una república democrática federativa, entonces el Estado de Portugal vendrá sin que lo llamen, porque tendrá la garantía de que se confedera con un pueblo civi1izado y libre, también la garantía de que conservará su nombre, su historia, su soberanía, su genio. […]
 La confederación republicana es el destino de los dos pueblos.
 ¡Camina, España!
 ¡Camina, Portugal!
 Caminando los dos, os encontrareis en el camino. ¡Qué día tan grande será aquel en que el mundo diga: ESPAÑA y PORTUGAL SON HERMANOS!
 Roque Barcia, La Federación Española, Madrid, Imp. de Manuel Álvarez, 1869, 46 págs., págs. 41-43. 
 ANICETO TERRÓN: UNIÓN IBÉRICA (1869) Deseamos y suplicamos —al dador de todos los bienes— UNA MONARQUÍA DEMOCRÁTICA en toda su verdad y extensión; en la que el rey reine y no gobierne, hereditariamente; y el súbdito pueda ser libre y digno ciudadano: imperando sobre todos la SOBERANÍA NACIONAL Y LA MORAL.

Deseamos y suplicamos otra cosa con ésta.
 La necesaria e indispensable UNIÓN IBÉRICA:
 No como la ejecutó el tirano y fanático Felipe II, pues hizo su deber la noble
 Lusitania en arrojar al rostro de su imbécil nieto el pesado yugo impuesto, sino por la paz; voluntad, fraternidad y homogeneidad. Antes, la gran reina Católica, la procuró por enlaces y otros conciliadores medios.
 No perdamos la presente ocasión —ya que tantas se han dejado ir—: no es tan difícil como quieren algunos de acuende y allende.
 Dios dejó a los mares y a los montes —Pirineos— fuesen nuestras barreras; y si no queremos más, entiéndase no deseamos menos.
 Solo así entraremos en la balanza, y con la llave del Estrecho, tendremos voto en el Congreso europeo.

Aniceto Terrón y Meléndez, Conducta del clero en política y una adición sobre la tolerancia religiosa en España, Madrid, Imp. de La América, 1869, 48 págs., pág. 39.
 EMILIO CASTELAR: LA UTOPÍA DE LA MONARQUÍA IBÉRICA (1869) Yo, que no tengo los compromisos que el Sr. Ministro de la Guerra tiene en ese banco (señalando al ministerial), yo debo decir, puedo decir y estoy obligado a decir que España y Portugal vivirán bajó una misma bandera, como apagan su sed en unos mismos ríos, como están cercados por unos mismos mares, como viven y crecen bajo un mismo cielo. La separación de España y Portugal es la obra de la monarquía, su unión será obra de la república federativa. Del lecho de un rey se desprendió ese magnífico fragmento de la tierra ibérica. Por espacio de once siglos en la historia moderna viene confundido con nosotros más tiempo que Aragón, Navarra, Cataluña y Valencia. Viriato es el representante de su independencia y de nuestra independencia. Aunque hayamos vivido separados bajo diversos gobiernos, la naturaleza ha querido que trabajemos en la misma obra. Cuando los portugueses descubren el Oriente, nosotros descubrimos el extremo Occidente, y con las manos de Portugal y España se redondea la tierra.

Cuando nosotros tenemos aquí la guerra de la Independencia, ellos la tienen también. Cuando nosotros recobramos nuestra autonomía, ellos recobran su autonomía. Cuando nosotros proclamamos la Constitución de 1812, se proclama en Portugal. Cuando nosotros tenemos un pretendiente, ellos lo tienen también. Cuando nosotros tenemos una guerra civil, ellos también tienen su guerra. Su libertad, tan honrosa para ese noble pueblo, fue nuestra esperanza en los días de esclavitud. Y nuestra democracia es hoy orgullo de los mismos portugueses: que todos estamos igualmente interesados en la honra de la península. De suerte que somos una misma nación unida por la naturaleza y separada únicamente por la idea monárquica. Y aquí recuerdo las elocuentísimas palabras que un insigne Par del vecino reino me ha dirigido, honrándome desde tan alto sitio. Ese Senador, para combatir las tendencias federales en el reino de Portugal esparcidas, ha dicho: «No creáis a los españoles; todos, absolutamente todos, se parecen a Felipe II». De suerte, señores, que la separación de España y Portugal no la ha creado la batalla de Ourique ni la batalla de Aljubarrota; ni las grandes conquistas del Asia, África y América; ni el magnífico poema al trabajo, escrito por Camoens, el Homero de nuestro tiempo, no: la separación la han creado Felipe II y sus sucesores, los cuales han puesto un muro de bronce entre Portugal y España, un abismo entre los corazones de los españoles y los portugueses. Pues bien: yo debo decir desde este sitio a ese insigne Par del vecino reino, yo debo decirle que no tiene derecho a echar en cara el nombre de Felipe II a una Asamblea en donde ha muerto la monarquía antigua, donde ha muerto la intolerancia religiosa, donde se han apagado las hogueras de la Inquisición; no tiene derecho a echar en rostro el nombre de Felipe II a un país en cuya tierra está más fría la política de ese Rey que sus maldecidas cenizas.

Por tanto, Sres. Diputados, la solución de la unidad de España y Portugal bajo una misma bandera, la habéis hecho imposible desde el momento que rechazasteis la forma republicana, única solución posible en estos momentos; pero será fácil, será obra de quince días así que las dos naciones se constituyan en una gran descentralización para unirse sin perder sus respectivas autonomías.

Emilio Castelar, «Discurso pronunciado el 14 de junio [de 1869] contra el proyecto de ley que proponía el nombramiento de una regencia y designaba para regente al general Serrano», Discursos Parlamentarios en la Asamblea Constituyente, 5.ª ed., Madrid, Editores San Martín y Jubera, s.a., t. II, págs. 51-98.
 FERNANDO GARRIDO: LA UNIÓN IBÉRICA (1869) La revolución de setiembre puso sobre el tapete la cuestión ibérica, la unión de Portugal y de España, bajo un solo gobierno, pero la planteó mal, o por mejor decir, no se atrevió a plantearla franca y resueltamente, a pesar de que la única manera de conservar la monarquía o de restaurarla, hubiera sido la formación de una gran nación ibérica. […]
 Para que triunfase la idea de la unión ibérica, para que ya fuese un hecho, hubiera sido necesario que la proclamasen todos los partidos y fracciones monárquicosliberales, que formaron la coalición. Entonces esa idea hubiese sido popular, aclamada con entusiasmo; y es evidente que hubiera absorbido y arrastrado, ante la satisfacción del orgullo nacional, no solo a los partidos monárquicos vencidos, a carlistas y alfonsinos, sino a los mismos republicanos que, en parte al menos, hubieran hecho treguas con la monarquía a trueque de realizar esta aspiración de la unidad política de las razas ibéricas.

La unión de todas las fuerzas vivas del país que derribó a los Borbones en catorce días, hubiera realizado la unión ibérica en otros catorce. Las dificultades que no estuvieron precisamente de parte de los portugueses, sino de los españoles, porque estos a quienes correspondía en aquella ocasión tomar la iniciativa, no lo hicieron.

Los portugueses no aceptarán de buena gana la unión con España, si ésta empieza con el carácter de absorción; pero cuanto hay y hubo en Portugal de ilustrado, comprende que el porvenir de Portugal está en su unión con España, y que su independencia no tiene otra razón de ser, que la protección de Inglaterra. […]

Siempre que en España se promueve esta idea, la opinión pública se alarma en Portugal y todo el mundo cree aquí que los portugueses son completamente refractarios, opuestos a la unión. ¿De dónde nace esta contradicción aparente?

De que lo que en España se considerará unión, se llama en Portugal absorción, desaparición de la nacionalidad portuguesa, dominio de Portugal por España; y ante esta idea, se sublevan la dignidad y el espíritu patrio de los portugueses. […]

Los portugueses, que no quieran ser absorbidos por España, comprenden sin embargo que separados de ella no tienen porvenir.
 Portugal, arruinado y viviendo de empréstitos ingleses, no puede sostener los gastos de una nación independiente, gastos tales que absorben toda su vitalidad, que son un obstáculo al desarrollo de la industria y del comercio, agravando cada día lo precario de su situación. […]
 El espíritu portugués es altivo, aquel es un pueblo digno que sufre moralmente al considerar su postración, más grande a sus ojos cuando recuerda su pasada grandeza, y todo esto le hace volver la vista a España. La proclamación de la república federal por los españoles sería inmediatamente secundada en Portugal, donde la monarquía y la dinastía de los Braganzas están tan desacreditadas como la monarquía y los Borbones en España; pudiendo asegurarse que Oporto, Coimbra y la misma Lisboa arbolarían el pendón republicano federal si vieran en España proclamada la república federal ibérica.
 «Con la república federal, dicen con razón los portugueses, estaríamos unidos a España pero no estaríamos gobernados por españoles; nosotros nombraríamos nuestro gobierno portugués; las provincias portuguesas nombrarían sus gobernadores, las cortes portuguesas y el gobierno portugués gobernarían a Portugal. Nuestros militares y marinos formarían parte del ejército y de la marina federal; nuestros diplomáticos serían, en unión de los españoles, representantes de la federación ibérica en el extranjero, y estarían mejor pagados y serían más respetados que ahora; y además los portugueses formarían parte del gobierno federal y del parlamento y del senado de lberia. […]».
 Unión que les deje su autonomía, que les economice fuerzas y recursos, y que les de poder y abra ante ellos un vasto porvenir, tal es la unión que los portugueses quieren y que sólo la república federal ibérica puede darles. […]
 Para los portugueses, la unión no es realizable bajo la forma monárquica, por todas las cosas expresadas, y si la república federal puede realizarla, el patriotismo aconseja el establecimiento de la república, que uniría a España y Portugal. Pero no sólo la república resolvería este problema que tantos otros lleva consigo, sino que llevaría como consecuencia la federación republicana europea; la formación de los Estados Unidos de Europa, sin los que el progreso político y social no puede ya dar un paso más.

Fernando Garrido, Historia del reinado del último Borbón de España, t. III, Barcelona, Editor Salvador Manero, 1869, págs. 1241-1249.
 MANUEL DE LA REVILLA: LA UNIÓN IBÉRICA COMO IDEAL (1871) La unión ibérica hoy, la unión hispanoamericana mañana, la federación latina después; tal es el brillante programa que el porvenir ofrece a la nación española.
 Torpemente piensan los que afirman que España muere porque no tiene idea que cumplir, porque ya no es, como en la Edad media, el centinela avanzado contra el Islam, o, como en el siglo XVI, el campeón armado del Catolicismo. Nada de eso es ciertamente; pero puede ser más, mucho más; puede ser la iniciadora de la federación latina, puede ser la regeneradora de esta noble raza […]
 Tal es el ideal. ¿Es justo? ¿Es conveniente? […]
 Si por ventura hay en Europa una nación que reúna todas las condiciones necesarias para ser considerada como nacionalidad natural, esta nación es Iberia; por el contrario, nada hay más artificial ni más falso que estos dos Estados políticos (en modo alguno naciones) que se llaman España y Portugal.
 ¿Constituyen la nacionalidad el carácter propio, el espíritu individual? Pues en tal caso España y Portugal deben ser una sola nación, porque uno es su espíritu, unas sus tendencias y aspiraciones, y cualidades análogas, cuando no iguales, en ambos pueblos resplandecen. La hidalguía, la generosidad, el exaltado patriotismo, el espíritu caballeresco y aventurero, el valor indomable, la altivez nobilísima, el sentimiento religioso, todas aquellas admirables cualidades que constituyen el carácter tradicional del pueblo castellano, son también las que forman (acaso exageradas) el carácter del pueblo portugués.
 ¿Es la raza lo que da origen a las nacionalidades? Pues de una raza somos, un mismo origen tenemos, iguales invasiones hemos sufrido, iguales influencias se han determinado en nuestra historia. Latinos somos entrambos pueblos; latina es nuestra lengua, latino nuestro arte, latino nuestro espíritu político, latina nuestra fe religiosa, latina nuestra inspiración literaria, latino, en suma, todo nuestro ser, lo mismo nuestro espíritu que nuestro cuerpo.
 ¿Es acaso la comunidad de tradiciones y de historia lo que da vida a las nacionalidades? La historia de Portugal y la nuestra corren paralelas en la prosperidad como en el infortunio. Juntos caminamos bajo el poder de Amílcar; juntos pusimos espanto en el corazón de Roma, a las ordenes de Aníbal; juntos combatimos el poder de Roma —que si nosotros tuvimos una Numancia, ellos tuvieron un Viriato—. Más tarde ellos sufrieron el yugo de los suevos, cuando nosotros el de los visigodos, y a la vez también sucumbimos bajo la cimitarra de los árabes. […] ¿Quién ignora que, aún después de separados por el aciago destino, los primeros años de este siglo nos volvieron a ver reunidos para hundir en el polvo las águilas de Napoleón?
 Por último, si la geografía engendra las nacionalidades, si éstas han sido dibujadas por divino cincel sobre la superficie del planeta, la Península Ibérica, rodeada de mares y separada del resto de la Europa por áspera cadena de montañas, es sin duda la nacionalidad geográfica mejor configurada para ser habitación de un solo pueblo. El hombre más inculto, al contemplar un mapa de Europa, indicará sin duda como una sola nación esta Península; pero si no sabe de antemano que en ella existen dos Estados distintos ¿en qué lugar de la carta hallarán sus ojos el limite natural que separa a España de Portugal?
 Cuantas circunstancias se requieren para formar una nacionalidad concurren por tanto en la Península Ibérica, a la par que por completo faltan en los dos Estados que en ella existen. Si la tiranía de los reyes ha podido separar lo que Dios unió en eterno consorcio; si la fuerza ha podido deshacer la obra de la Naturaleza y de la Historia, la justicia, la razón y la conveniencia exigen de consuno que los dos pueblos, unidos en estrecho abrazo, se fundan en uno solo; que la obra nefanda de la monarquía se aniquile para siempre y dé lugar a la obra santa de la libertad; que, en suma, se hundan en el olvido esas dos abstracciones engendradas por la política monárquica que se llama España y Portugal, para que de sus ruinas renazca libre, feliz y poderosa esa noble patria Ibérica, cuya resurrección es hoy el ideal y será mañana la ventura de todos los corazones españoles —¿y por qué no reconocerlo?—, de todas las inteligencias ilustradas de Portugal.

Manuel de la Revilla, «La Unión Ibérica», en Francisco Díaz Quintero, dir., Enciclopedia Republicana Federal Social: resumen filosófico-histórico-político de todas las cuestiones sociales, Madrid, Imp. de Tomás Rey, 1871, vol. II, págs. 456-471.
 L. ACOSTA DE LA TORRE: LA CUESTIÓN DE GIBRALTAR (1869) Entre la multitud de voces que pidiendo la devolución se han levantado, aunque conformes todas en el fin, no lo están en la forma.
 Unos defienden la entrega incondicional; otros la condicional.
 No ha faltado alguien que, contra el torrente de la opinión pública, insista en apoyar la retención; mas sus razones, hijas del egoísmo, de la mala fe o de la ignorancia, caen sobre sus mismos autores, y ni siquiera merecen tenerse en cuenta.
 El derecho público y de gentes, todos los principios de razón, de equidad y de justicia están de parte de los primeros, porque la cesión debe ser absolutamente incondicional si ha de ser justa.
 Pero razones que sólo a la diplomacia toca conocer principalmente sirven de fundamento a los segundos, y no está de más indicarlas.
 Dicen que las naciones europeas no consentirán que Gibraltar nos sea cedida por Inglaterra en tanto que conservemos a Ceuta, porque entonces España sería dueña del Estrecho.
 ¿Es fundado ese supuesto? Argumentos poderosos tiene en contra, y no hay duda que España los hará valer en su día si la cuestión se plantea en ese terreno.
 Mas, si admitida la hipótesis de que Europa se opusiera a la entrega incondicional, lo cual no esperamos, Inglaterra, como medio para resolver la cuestión, pidiese a Ceuta en cambio, indemnizándonos convenientemente, ¿deberíamos aceptar? Nuestra opinión es afirmativa, decididamente afirmativa.
 Y hemos meditado mucho sobre el caso; y conocemos palmo a palmo el terreno sobre que la cuestión versa.
 Sabemos que Ceuta vale mucho más que Gibraltar, y por eso decimos que se nos indemnice; pero sabemos que más que Ceuta y que mil Ceutas vale la honra nacional, y ésta exige que Gibraltar sea nuestra, cueste lo que cueste.
 España sola no se halla hoy en aptitud para llenar por sí misma su misión civilizadora en África, y la Inglaterra sí.
 Por eso, en el caso de que Gibraltar no se nos ceda sin ceder a Ceuta, entregaríamos esta plaza.
 Si nosotros no podemos hacer en Ceuta lo que la civilización reclama y lo que el interés material de Europa exige, indemnizados convenientemente, repetimos, nada perderíamos con entregarla a Inglaterra.
 Antes que Ceuta es para nosotros Gibraltar, mucho más cuando tenemos otras posesiones en África.
 Y por tanto, condicional o incondicionalmente, se debe trabajar por que la cuestión se resuelva cuanto antes.
 Si la opinión en Inglaterra se ha pronunciado casi unánime en el sentido de la devolución, y ésta es deseada vivamente por España y aún por Europa, que querrá que se nos haga justicia, ¿qué falta?
 Que no se desprecie la favorabilísima oportunidad presente; que la prensa no abandone la cuestión hasta dejarla terminada; que España entera dedique su atención a este asunto; que el Gobierno gestione activamente en Londres, y que las Constituyentes no se disuelvan sin que antes veamos nuestro glorioso pabellón en los muros de la plaza. […]
 Y si, apurados los medios en la senda indicada, insiste Inglaterra en no hacernos justicia, lo que no es de esperar, anúlese a Gibraltar más de lo que está.
 Y al efecto, concédase a Ceuta y a las demás posesiones hispano-marroquíes libertad completa de comercio.
 Y mejórense notablemente los puertos de Ceuta y de Algeciras.
 Y una gran carretera, desde Málaga a Cádiz, una y dé vida a todos los pueblos del trayecto.
 Y constrúyanse fuertes baterías en la costa africana, en el Estrecho, en la ensenada, y las que se destruyeron sobre el istmo.
 Y aíslese a Gibraltar, hasta dejarla sin el resto de vida que le queda.
 Y, protestando constantemente al mismo tiempo contra la interesada conducta de Inglaterra, si ésta en el terreno práctico no nos hace justicia, el mundo entero nos la hará en el de la moral, que es más sublime. […]
 Y a todo trance, y por cuantos medios pacíficos y dignos dicten el decoro, la razón, la prudencia y la justicia, trabájese sin descanso hasta conseguir que sea una verdad el noble grito del alzamiento de Cádiz:

¡Viva España con honra!
 Y sobre todo español indiferente ante la honra nacional: y sobre todo español que no ansíe vivamente y coopere en el círculo de sus facultades a que pronto, muy pronto, ondee nuestro hidalgo pabellón en los juros de Gibraltar, con la execración de la patria caiga, no el desprecio de los buenos españoles, que no merecen, sino el desprecio de las mujeres españolas.

L. Acosta de la Torre, La cuestión de Gibraltar. Apuntes históricos, críticos y políticos, Madrid, Imp. de Tomás Rey y Cía., 1869, 63 págs., págs. 60-62.
 N. CHELI: ENGRANDECIMIENTO DE CEUTA Y DECADENCIA DE GIBRALTAR (1873) La única nación a quien por un orden natural le corresponde ejercer exclusivamente una grande y debida preponderancia en el Estrecho, es a nuestra querida patria. Por eso todos sus hijos, sin distinción de clases sociales ni de partidos políticos, deben contribuir enérgica y constantemente con sus recursos, fuerzas y talentos, a la obra común de conseguir un resultado tan importante.

En su costa Norte, desde punta Europa hasta el Cabo de Trafalgar, no debiera ondear sino el pabellón español; pero desgraciadamente, y desde hace bastantes años, en esa misma punta de Europa tremola la bandera inglesa. Ni un solo momento debieran haber olvidado nuestros gobiernos el medio más oportuno de hacer que desapareciera esa enseña, que tanta ira y sonrojo nos causa […]

Si la restitución de Gibraltar por los ingleses diera por resultado el que no tuviese ningún punto de apoyo ni en el Estrecho ni en el imperio marroquí, jamás hubiéramos discutido sobre dicha restitución; pero habiéndose emitido la idea de cambios, y como en la mente de muchos se halla el de Gibraltar por Ceuta, justo y muy justo es que los que vivimos en esta olvidada plaza elevemos nuestra voz, pues no sólo deseamos el que no se prescinda de nuestra opinión cuando puede obligársenos a cambiar de nacionalidad, sino que como verdaderos españoles nos duele en extremo el que se ignore lo muchísimo que esto vale, con cuya ignorancia puede darse lugar a nuevos males sin cuento para nuestra desgraciada patria.

Poca importancia hemos visto dar a la influencia de la costa marroquí en el Estrecho, y esta es tan grande para España que bien merece el que llamemos sobre ella la pública atención.

Marruecos, por su muy poca distancia, por sus cultivos análogos, por identidad de costumbres y por otra porción de razones políticas, militares, comerciales, industriales y agrícolas nos ofrece un gran porvenir y una comarca donde extendernos cuando la acción inexorable del tiempo nos arrebate nuestras lejanas colonias […]

La costa N. de Marruecos sobre el Estrecho es la entrada o base de nuestras operaciones: contamos felizmente con Ceuta como inapreciable punto de apoyo de la misma, y nuestro deber es, no sólo el conservarlo en nuestro poder a todo trance, sino el impedir que otras naciones conquisten puntos importantes sobre esa misma costa, que en sus manos serían plazas inexpugnables y grandes centros comerciales.

Aún debemos ser más latos y enérgicos en nuestras apreciaciones: jamás debemos consentir ninguna clase de influencia ni ocupación de puntos más o menos importantes en lo restante del imperio de Marruecos. […]

¡Qué grande no sería España extendiéndose por Marruecos y ocupando toda su costa Norte en el Estrecho, muchísimo mejor que la nuestra del Sur, y en la que existen muy buenas bahías, y máxime cuando podíamos dominar verdaderamente dicho Estrecho, pues los dos puntos más próximos de su angostura distan únicamente 13.800 metros!

¡Cuán diversa y terrible no sería nuestra situación, si, privados de los recursos de Marruecos y el podernos extender por este territorio, hubiésemos permitido en cambio con nuestra indiferencia y por falta de una constante política previsora la creación de otro poder en nuestras mismas puertas, amenaza constante, no sólo para nuestros buques, sino para nuestras ciudades y plazas, y el que pudieran organizarse cómodamente en la costa de Marruecos ejércitos de desembarco contra el Mediodía de España! […]

En cambio, hemos descuidado completamente a esta plaza tan próxima a España, y puede que no se pase mucho tiempo sin que nosotros mismos vayamos a ofrecer a los ingleses esta joya de tanto valor, mendigando en cambio ese Gibraltar tan improductivo en nuestras manos; y aun creemos que se trata de abandonar el Peñón y Alhucemas, sin razón fundada para ello: estamos siguiendo la marcha más fatal y contraria a nuestros importantes intereses en Marruecos; en vez, no sólo de conservar y aumentar todo lo más posible los puntos donde ondear el pabellón español, nos desharemos, sin ningún escrúpulo ni pesar, de los que hoy día poseemos.

N. Cheli, Engrandecimiento de Ceuta. Decadencia de Gibraltar. Nuestro porvenir en África, Cádiz, Imp. de la Revista Médica, 1873, 60 págs., págs. 27-35.

Gil Blas,  22 de octubre de 1868

Cronología
 1868 18 de septiembre .— Sublevación de la escuadra en la Bahía de Cádiz.

19 de septiembre.— Pronunciamientos de Cádiz y Sevilla: se forman las primeras juntas revolucionarias (de coalición entre unionistas, progresistas y demócratas) y milicias civiles.

20 a 26 de septiembre.— El foco rebelde se extiende a casi toda Andalucía. Se producen alzamientos populares en Alcoy, Santander, Alicante, Béjar y otros lugares; sólo la localidad salmantina resiste a las fuerzas gubernamentales.

28 de septiembre.— Batalla de Alcolea que determina la toma del poder por los sublevados.

29 de septiembre.— La revolución triunfa pacíficamente en Madrid. En el resto del país, las juntas revolucionarias asumen el poder en pocas horas.

30 de septiembre.— Isabel II abandona España para exiliarse en Francia.

3 de octubre.— D. Juan abdica en su hijo, el nuevo pretendiente carlista Carlos VII.

8 de octubre.— Formación del Gobierno Provisional con unionistas y progresistas bajo la presidencia del general Serrano. Legitimado por la Junta revolucionaria de Madrid (que da este día su declaración de derechos), este gobierno supone la primera ruptura de la coalición revolucionaria al excluir a los demócratas del mismo.

10 de octubre.— Insurrección en la isla de Cuba que desemboca en una guerra colonial de diez años.

11 a 25 de octubre.— Reuniones demócratas en el Circo Price de Madrid: la mayoría del partido se decanta por la república federal.

12 de octubre.— Decreto de Figuerola aboliendo el impuesto de consumos y creando, en su lugar, el de capitación.

14 de octubre.— Derogación de la proclerical ley de instrucción primaria de 2 de junio de 1868, restableciendo provisionalmente la de 1857.

18 de octubre.— Decreto declarando extinguidos todos los conventos, congregaciones, etc., fundados desde agosto de 1837.

19 de octubre.— La Junta de Madrid, legitimada por sufragio universal, se autodisuelve. La peseta, nueva unidad monetaria.

20 de octubre.— El gobierno decreta el cese de todas las juntas revolucionarias, que se disuelven patrióticamente en poco más de una semana.

21 de octubre.— Decreto de Ruiz Zorrilla sobre libertad de enseñanza. Puesta en vigor de las leyes municipal y provincial votadas por las Cortes del Bienio Progresista.

25 de octubre.— Manifiesto al país del Gobierno Provisional: compromiso con las libertades democráticas y decantación por la monarquía.

1 de noviembre.— Decreto reconociendo el derecho de reunión pública.

9 de noviembre.— Decreto de Sagasta regulando el ejercicio del sufragio universal masculino (votan los mayores de 25 años).

12 de noviembre.— Manifiesto de conciliación monárquica: la minoría del partido demócrata (cuyos miembros se conocen, a raíz de firmar este manifiesto, como los cimbrios) rompe definitivamente con los republicanos para entrar en la coalición gubernamental.

20 de noviembre.— Decreto sancionando el derecho de asociación.

24 de noviembre.— Decreto disponiendo que los ayuntamientos procedan de inmediato a la rectificación del alistamiento para la milicia ciudadana (Voluntarios de la Libertad).

5 de diciembre.— Desarme de la milicia civil en Cádiz, que desencadena la insurrección republicana, dirigida por Fermín Salvochea.

13 de diciembre.— La ciudad de Cádiz se rinde al general Caballero de Rodas.

18 a 21 de diciembre.— Elecciones municipales: los republicanos ganan en las grandes ciudades, excepto Madrid.

29 de diciembre.— Ley de minas, que permite la desamortización del subsuelo.
 1869 1 de enero .— Decreto de incautación por el Estado de los archivos y bibliotecas eclesiásticos en orden a lograr su secularización. Levantamiento republicano en la ciudad de Málaga, que es duramente reprimido, en 24 horas, por las tropas de Caballero de Rodas.

15 a 18 de enero .— Elecciones a Cortes Constituyentes.

25 de enero.— Asesinato del gobernador de Burgos en la Catedral a manos de los clericales.

11 de febrero.— Se inauguran las Cortes, con una holgada mayoría de diputados monárquicos.

25 de febrero.— Las Cortes confirman a Serrano en la presidencia ministerial. Marzo.— El gobierno requiere una quinta de 25.000 hombres. Se suceden las manifestaciones y motines contra las quintas, el más importante y sangriento el de Jerez (días 17 y 18).

18 de mayo.— El partido republicano comienza, con el Pacto de Tortosa, la firma de pactos federales.

1 de junio.— Las Cortes aprueban la Constitución monárquico-democrática.

6 de junio.— Promulgación de la Constitución.

17 de junio.— Serrano nombrado Regente por las Cortes.

18 de junio.— Prim presidente de gobierno. Con la Monarquía, empieza a recortarse la libertad de expresión en las manifestaciones republicanas por considerarse ahora sus gritos y lemas subversivos.

20 de junio.— Inauguración del Panteón Nacional (dos semanas después de lo previsto por el decreto de 31 de mayo).

12 de julio.— Arancel Figuerola, moderadamente librecambista.

Julio-agosto.— Sublevación carlista en las dos Mesetas, Valencia y Cataluña con fuerte participación del clero. El Gobierno pone de nuevo en vigor (22 de julio) la ley de orden público de 1821.

21 de septiembre.— Asesinato del gobernador civil de Tarragona, Raimundo Reyes, durante una manifestación republicana. El gobierno inicia en Cataluña una represión de los republicanos (apresamiento del diputado Pierrad, disolución de milicias civiles, etc.).

25 de septiembre.— Circular de Sagasta a los gobernadores civiles, limitando los derechos ciudadanos que está en el origen de la insurrección federal que se inicia ese mismo día en Barcelona, donde parte de la milicia civil se resiste a la orden de desarme. Septiembre-octubre.— Levantamiento republicano que cubre una amplía geografía (destacan las ciudades de Zaragoza y Valencia) y pone de manifiesto el rechazo popular a las quintas y los impuestos sustitutivos de los consumos. Se suspenden las garantías constitucionales y el gobierno queda facultado a declarar el estado de guerra en las provincias que estime convenientes, lo que motiva que la minoría republicana se retire de las Cortes (5 de octubre).

10 de diciembre.— Se restablecen las garantías constitucionales.
 1870 6 de marzo .— Apertura en Madrid de la primera Asamblea federal del Partido Republicano; Pi y Margall, elegido presidente.

12 de marzo.— El duque de Montpensier mata en duelo al ex infante D. Enrique, perjudicando su candidatura al trono.

19 de marzo.— Decreto prescribiendo el juramento de la Constitución por el clero.

30 de marzo.— Ley de reemplazos y organización del ejército. El gobierno llama a 40.000 al servicio.

4 a 8 de abril.— Barricadas contra las quintas en Sants, Barcelona y Gracia.

18 de abril.— Asamblea de Vévey (Suiza), en la que D. Carlos asume la dirección de su Partido.

23 de abril.— Se aprueba la nueva ley de orden público.

18 de junio.— Primer congreso, en Barcelona, de la Federación española de la A.I.T. Ley provisional del matrimonio civil.

25 de junio.— Isabel II cede sus derechos al trono a su hijo D. Alfonso.

4 de julio.— Ley Moret de emancipación muy restrictiva de la esclavitud.

20 de agosto.— Leyes municipal y provincial.

30 de agosto.— Nuevo Código penal.

27 de agosto-septiembre.— La Escodada, nuevo levantamiento carlista.

16 de noviembre.— El duque de Aosta, Amadeo de Saboya, elegido rey por las Cortes.

27 de diciembre.— Atentado fatal contra Prim, en Madrid.
 1871 1 de enero .— Ley restableciendo los distritos uninominales para la elección de diputados.

2 de enero.— Juramento en las Cortes de la Constitución por el nuevo rey.

4 de enero.— El general Serrano forma un gobierno de conciliación monárquica.

8 a 11 de marzo.— Elecciones a Cortes generales. A diferencia del Congreso de los Diputados, el Senado se elige por sufragio indirecto. La Constitución (arts. 60 y 62) restringe la presentación de candidatos para senador y éstos se eligen en cada provincia por una junta electoral formada por los diputados provinciales y los compromisarios salidos de las elecciones.

24 de julio.— Ruiz Zorrilla, jefe de gobierno.

5 de octubre.— Gobierno Malcampo.

7 de octubre.— Dan comienzo los debates parlamentarios sobre la legalidad de la A.I.T.

27 de noviembre.— Ocho estudiantes son fusilados en La Habana.

13 de diciembre.— Se constituye en Madrid la junta interina del centro Hispano-Ultramarino.

21 de diciembre.— Sagasta es nombrado jefe de gobierno, poniendo en evidencia, de forma prácticamente irresoluble la crisis del Partido Progresista.
 1872 24 de enero .— Decreto de disolución de las Cortes.

21 de abril.— Alzamiento carlista.

3 a 6 de abril.— Elecciones a Cortes que dan una mayoría sagastina.

24 de mayo.— Convenio de Amorebieta tras la derrota carlista en Oroquieta (4 de mayo; que hizo salir de España a D. Carlos). Quedan activas partidas carlistas en Cataluña.

26 de mayo.— Gobierno Serrano.

14 de junio.— Gobierno radical presidido por Ruiz Zorrilla.

18 de julio.— Los monarcas salen ilesos de un atentado en Madrid.

24 a 27 de agosto.— Nuevas elecciones generales, ganadas por el Partido Radical.

11 de octubre.— Se inicia una sublevación de la marinería en El Ferrol, con un cariz republicano.

17 de noviembre.— Asamblea federal, que pone de manifiesto la división entre intransigentes y benévolos.

24 de noviembre.— Sorteo de quintos que provoca un amplio rechazo popular.

18 a 21 de diciembre.— Se reinicia la guerra carlista en el País Vasco y Navarra. El enfrentamiento civil no tendrá fin hasta 1876.

24 de diciembre.— El ministro de Ultramar, Mosquera, lee en las Cortes el proyecto de abolición inmediata de la esclavitud en Puerto Rico. Al día siguiente se constituye en Madrid la Liga Nacional.
 1873 8 de febrero .— El Gobierno acuerda la reorganización del cuerpo de artillería.

11 de febrero.— Abdicación del Rey y proclamación de la República por el Congreso y el Senado reunidos en Asamblea Nacional. Formación de un gobierno radical-republicano presidido por Figueras. La celebración del cambio político se acompaña, en algunos lugares, de alteraciones del orden público (aparición de juntas revolucionarias, insurrección de Montilla, etc.).

17 de febrero.— Ley de abolición de las quintas. Venta de las minas de Ríotinto por el Estado.

24 de febrero.— Salida de los radicales del nuevo gobierno Figueras.

9 de marzo.— La Diputación de Barcelona disuelve el ejército permanente y hace un intento, frustrado por Figueras, de proclamar el Estado catalán.

22 de marzo.— Ley aboliendo la esclavitud en Puerto Rico. Se disuelve la Asamblea Nacional al crearse una Comisión permanente de la misma, dominada por los radicales.

23 de abril.— Fracasa un golpe de fuerza de los radicales y el gobierno disuelve la Comisión permanente.

10 a 13 de mayo.— Elecciones a Cortes Constituyentes. Votan los mayores de 21 años.

1 de junio.— Se inician las labores de las Cortes y Figueras es confirmado como presidente del Poder ejecutivo de la República.

7 de junio.— Proclamación por las Cortes de la República Federal.

11 de junio.— Pi y Margall es elegido presidente del Poder ejecutivo.

9 de julio.— Da comienzo la huelga de Alcoy. Al día siguiente, los carlistas logran la victoria en Alpens. D. Carlos entra de nuevo en España (16 de julio).

12 de julio.— Empieza la insurrección federal de Cartagena. En días sucesivos proliferarán los levantamientos cantonales.

17 de julio.— La Comisión parlamentaria (Castelar) presenta su proyecto de Constitución federal.

18 de julio.— Salmerón sustituye a Pi al frente del Poder ejecutivo.

31 de julio.— Pavía somete al cantón sevillano. En las semanas siguientes este general, junto con Martínez Campos, logrará reducir otros cantones. Se pone sitio, asimismo, a Cartagena.

7 de septiembre.— Castelar, presidente del Poder ejecutivo. Su política de orden llevará al cierre de las Cortes, la suspensión de las garantías constitucionales y a un creciente militarismo.

31 de octubre.— Apresamiento del vapor norteamericano Virginius por la marina española; grave conflicto diplomático con los Estados Unidos, uno de los pocos países que había reconocido la República española.

7 a 9 de noviembre.— Batalla de Montejurra: descalabro republicano a las puertas de Estella.
 1874 2 de enero .— Reapertura de las Cortes. Importante discurso de Castelar, justificando su obra de gobierno.

3 de enero.— Las Cortes retiran su confianza a Castelar y Pavía ocupa militarmente el edificio, interrumpiendo abruptamente la sesión. Serrano, presidente del Poder ejecutivo.

10 de enero.— Ilegalización de la A.I.T.

12 de enero.— Rendición de Cartagena.

19 de marzo.— El Banco de España obtiene el monopolio de emisión.

25 a 27 de marzo.— Batalla de Somorrostro.

2 de mayo.— Termina el sitio de Bilbao, iniciado por los carlistas cuatro meses antes.

13 de mayo.— Serrano, ocupado en la guerra del Norte, delega en Zabala la formación de un nuevo gobierno.

26 de junio.— Decreto reponiendo el impuesto de consumos en su forma tradicional.

15 de julio.— Los carlistas se apoderan de Cuenca.

3 de septiembre.— Sagasta, jefe de gobierno.

Noviembre.— Irún sitiado por los carlistas.

1 de diciembre.— Manifiesto de Sandhurst del ex príncipe D. Alfonso.

29 de diciembre.— Pronunciamiento de Martínez Campos en Sagunto, al que sigue la proclamación como rey de Alfonso XII.

31 de diciembre.— Cánovas del Castillo forma el ministerio-regencia de la dinastía restaurada de los Borbones.

La Porra,  15 de febrero de 1874

Historiografía y fuentes

Crónicas, anales, memorias, interpretaciones del sentido de la Revolución de Septiembre o, en fin, análisis históricos del periodo en su conjunto, han configurado la primera, y muy valiosa historiografía sobre el Sexenio, aparecida ya en el transcurso del mismo o a todo lo largo de la Restauración, escrita en su mayor parte por actores de dichos sucesos o por historiadores que fueron testigos de los mismos. Igualmente, las mejores recreaciones literarias del Sexenio se publicaron en las décadas siguientes a su desarrollo. Toda esta producción, que conlleva en sí misma un importante soporte documental ha sido de gran utilidad en la confección de esta antología.

Las crónicas de la revolución, como las de L. Alba Salcedo, M. M. de Lara, o F. de Leiva Muñoz aparecidas por regla general tempranamente1, además de reproducir interesantes textos ofrecen copiosa información y un relato de la Gloriosa de tintes épicos en que los generales sublevados, el ejército y el pueblo español quedan convenientemente resaltados. Dada la relevancia que los republicanos concedieron a la insurrección federal de 1869, en su diagnóstico sobre el rumbo seguido por la revolución, se publicaron asimismo crónicas de dichos sucesos, como por ejemplo, las que sobre Valencia escribieron M. Fernández Herrero, A. Gimeno o J. D. Ocón2. Del mismo modo, y dentro de la amplísima publicística contemporánea sobre la revolución, pronto se editaron folletos o libros que buscaban interpretar el sentido de la misma, desde la particular óptica política o filosófica de quienes los escribie
1 L. de Alba y Salcedo, La revolución española en el siglo XIX, Madrid, Imp. de la Biblioteca Universal Económica, 1869; M. M. de Lara, El cronista de la revolución española de 1868, Barcelona, imp. de Celestino Verdaguer, 1869; F. de Leiva y Muñoz, La batalla de Alcolea o Memorias íntimas, políticas y militares de la revolución española de 1868, 2.ªed., Córdoba, imp., lib. y lit. del Diario, 1879.

2 M. Fernández Herrero, Historia de las Germanías de Valencia y breve reseña del levantamiento republicano de 1869, Madrid, imp. de la Vda. e Hijos de M. Álvarez, 1870; A. Gimeno Cabañas, El Partido republicano de Valencia ante la Historia, Valencia, imp. de «El Avisador Valenciano», 1870; J. D. Ocón, Los héroes de Valencia, reseña de la insurrección republicana, Marsella, 1869 [Valencia, facsímil, 1980].

ron, caso del progresista Carlos Rubio (Historia filosófica de la revolución española de 1868, Madrid, 1869), del krausista Mariano Calavia3 o del federal Fernando Garrido (Historia del reinado del último Borbón de España, Barcelona, 1868-1869). Esta publicística también abarcó la utopía republicana, para ofrecer un compendio de sus ventajas y de su superioridad sobre la monarquía, pergeñar el futuro estado federal o subrayar alguno de sus componentes, como ocurre con diversos textos publicados por José María Orense, Francisco Córdova y López, Roque Barcia, entre otros muchos4.

Las primeras obras que pretendieron abrazar la historia del Sexenio en su conjunto empezaron a publicarse casi a continuación de que aquel hubiera finalizado, ofreciendo una visión calamitosa y sobresaltada que hacía hincapié en los excesos revolucionarios, especialmente respecto de la Iglesia o de la propiedad y en la falta radical de estabilidad de los regímenes políticos sucesivamente ensayados que culminó con la revuelta cantonal, todo lo cual abonaba la necesidad de la Restauración5. Aquí entrarían obras muy voluminosas como la de Ildefonso Antonio Bermejo  (Historia de la Interinidad y Guerra Civil de España desde 1868, Madrid, 1875-1877) o la de los clérigos catalanes E. M. Vilarrasa y J. I. Gatell (Historia de la Revolución de Septiembre, Barcelona, 1875). Desde una óptica muy distinta, pero también con gran apasionamiento y parcialidad, tendríamos el relato publicado por el antiguo republicano unitario Eugenio García Ruiz (Historias, Madrid, 1876-1878).

Un carácter más distanciado, aunque buscando también justificar el fin de aquella experiencia tendrían, sin embargo, los trabajos publicados por Manuel Ibo Alfaro (Historia de la Interinidad española, Madrid, 1871-76), Andrés Borrego (Datos para la historia de la Revolución de 1868, Madrid, 1877) o por Juan Valera, en este último caso, continuando la Historia General de España del fallecido Modesto Lafuente6. Y es que una nota característica de varios de los compendios históricos publicados en la Restauración será su inclusión en obras de mucha mayor envergadura, como la del republicano moderado Miguel Morayta, inclusiva también de toda la historia española (Historia general de España desde los tiempos antehistóricos hasta nuestros días, Madrid, 1886-96) o la de F. Pi y Margall y J. Pi y Arsuaga restringida al siglo XIX y escrita con ponderación a partir de los postulados federales de sus autores (Historia de España en el Siglo XIX, Barcelona, 1902-1903). No puede olvidarse, en esta misma línea política al joven y ardiente republicano Vicente Blasco Ibáñez, autor de una más popular Historia de la Revolución española (Barcelona, 1890-1892). También Antonio Pirala, amadeísta en el Sexenio, incluyó

3 M. Calavia, Reflexiones acerca de la Gloriosa Revolución de Setiembre de 1868, Madrid, imp. de Manuel Tello, 1868.

4 Omitimos aquí la referencia, ya que sus obras aparecen consignadas en la selección de textos. 

5 Sobre todos estos autores y su orientación ideológica puede verse, G. Pasamar Alzuria e I. Peiró Martín, Diccionario Akal de Historiadores españoles contemporáneos (1840-1980), Madrid, Akal, 2002.

6 También colaboraron Pirala y Borrego. Dicha continuación se publicó en Barcelona, 1882.

un detenido examen de esta etapa en sus Anales, iniciados en 18437. Pocas de las obras aparecidas entonces se hicieron desde una estrecha identificación con el proyecto septembrino que encarnó en la coalición monárquico-democrática, si bien la de Pirala y, más aún la del canario Miguel Villalba Hervás (De Alcolea a Sagunto, Madrid, 1899), encajarían en esos supuestos. 

También durante la Restauración o, ya, en la II República se publicaron memorias o apuntes de lo ocurrido en el Sexenio, como las obras de Conrado Roure, de Ricardo Muñiz, de Anselmo Lorenzo, de Nicolás Estevánez, de Francisco Rispa y Perpiñá, de Arturo C. Masriera, de Fernando Fernández de Córdova, del marqués de Lema, del conde de Benalúa, de Julio Nombela, de Fernando de León y Castillo, de Francisco Flores García8 y aparecieron biografías (algunas, incluso, en el propio Sexenio, como la de F. J. Orellana sobre Prim)9, acerca de sus variados actores, como Amadeo I, Francisco Serrano, Manuel Ruiz Zorrilla, Práxedes Mateo Sagasta, Nicolás María Rivero, Emilio Castelar, Francisco Pi y Margall, a las que deberíamos añadir el esfuerzo prosopográfico realizado con motivo de la apertura de las Constituyentes de 1869 (Los diputados pintados por sus hechos, así como otros compendios realizados por M. I. Alfaro o A. Fernández de los Ríos)10. En cuanto a la literatura, el Sexenio y sus prolegómenos han sido ampliamente tratados por Benito Pérez Galdós (5.ª serie de sus  Episodios Nacionales) y Ramón María del Valle-Inclán (la trilogía El Ruedo ibérico), aunque no debemos olvidar a Unamuno o Baroja, que también ambientaron algunas de sus novelas en dicha etapa11. Por lo que se refiere a la poesía, hay que mencionar especialmente a Gaspar Núñez de Arce, cuyos poemas desmitificadores de la revolución marcaron profundamente la apertura del período restaurador12.
 Toda esta historiografía primera nos ha sido de gran provecho en la preparación de este libro, aún cuando, desde la recuperación del interés por el Sexenio que se 7 A. Pirala, Historia contemporánea. Segunda parte de la Guerra Civil. Anales desde 1843 hasta el fallecimiento de don Alfonso XII, Madrid, Felipe González Rojas, 1892-95 [1.ªed.,  hasta la conclusión de la última guerra civil, 1875-79].

8 Excluyendo las obras citadas en otro lugar: R. Muñiz, Apuntes históricos sobre la revolución de 1868, Madrid, imp. de Fortanet y Est. Tip. de El Globo, 1884-86; F. Rispa y Perpiñá, Cincuenta años de conspirador, Barcelona, Lib. Vilella, 1932; A. C. Masriera y Colomer, Barcelona isabelina y revolucionaria, Barcelona, Políglota, 1930; F. Fernández de Córdova, Mis memorías íntimas, Madrid, Tip. Suc. Rivadeneyra, 1886-89 [reed. en Madrid, 1966]; M. de Lema, De la Revolución a la Restauración, Madrid, Ed. Voluntad, 1927; C. de Benalúa, Memorias, Madrid, Blass, 1924; J. Nombela, Impresiones y recuerdos, Madrid, La Última Moda, 1909 [reed. en Madrid, 1976]; F. Flores García, Recuerdos de la Revolución (memorias íntimas), Madrid, Ruiz Hnos., Eds., 1913.

9 F. J. Orellana, Historia del general Prim, Barcelona, Est. Tip. de Jaime Jepús, 1871-72. 10 M. I. Alfaro (dir.), Fisionomía de Las Constituyentes. Biografías, Madrid, imp. de Santos Larxé, 1869; A. Fernández de los Ríos (dir.), La Asamblea Constituyente de 1869. Biografías de todos los representantes de la nación, Madrid, imp. de Tomás Rey, 1869.

11 De M. de Unamuno, Paz en la guerra y de P. Baroja, la trilogía El pasado, de que forman parte las novelas, La feria de los discretos, Los últimos románticos y Las tragedias grotescas.

12 G. Núñez de Arce, Gritos del combate, Madrid, T. Fortanet, 1875.

detecta en la última década de la Dictadura franquista, en relación, precisamente con el centenario de la Gloriosa y de la I República, se han publicado colecciones de textos impresos en aquella etapa, provistas de estudios introductorios y que no eran fácilmente accesibles13. Cabría mencionar aquí la edición, por Valeriano Bozal, de diversos manifiestos y proclamas del movimiento revolucionario de 1868, la publicación de artículos periodísticos sobre la Commune (J. Álvarez Junco), de discursos parlamentarios relativos a la AIT (O. Vergés), al debate sobre la forma de gobierno (Antonio M.ª Calero), sobre la libertad religiosa, sobre el anticlericalismo (M. Revuelta González), etc. J. L. Catalinas y J. Echenagusía, por su parte, reprodujeron toda una amplia colección de artículos de prensa y de decretos y disposiciones legales aprobados durante la I República14.

Sobre algunas personalidades que jugaron un papel muy destacado en la materialización del proyecto septembrino, caso de Montero Ríos, se han recopilado todos sus discursos parlamentarios pronunciados en este periodo (M. Barral Martínez y E. García López). Se han recuperado, además, algunos folletos, por ejemplo de F. Garrido (J. Maluquer), de Pi y Margall (J. J. Trías), J. D. Ocón, S. Herrero y, también, relatos de la revolución, como el de A. Bellogín sobre la Gloriosa en Valladolid (R. Serrano), análisis del cambio revolucionario en un territorio hostil, como el del carlista B. de Rezusta sobre Guipúzcoa (V. Garmendia) o, en fin, proyectos de reformas urbanas, determinados por la ideología septembrina, como el de A. Fernández de los Ríos, para Madrid15. Quizás ha sido más común la reedición de memorias, como ocurre con las de C. Roure, A. Lorenzo, N. Estevánez, F. de León y Castillo, entre otras16. También desde el punto de vista gráfico, aún cuando aquí no toquemos

13 Para el tratamiento historiográfico del Sexenio desde la última parte del Franquismo para acá pueden consultarse: G. de la Fuente Monge, «La Revolución de septiembre de 1868 en España: estado de la cuestión», en José Alvárez Junco (comp.),  Populismo, caudillaje y discurso demagógico, Madrid, Siglo XXI, 1987, págs. 27-72; M. Urquijo Goitia, «El Sexenio democrático, un balance historiográfico» en Anales de Historia Contemporánea, 9 (1993-1994), págs. 33-51, y R. Serrano García, «La historiografía en torno al Sexenio 1868-1874: entre el fulgor del centenario y el despliegue sobre lo local» Ayer, 44 (2001), págs. 11-32.

14 M. Revuelta González, El anticlericalismo español en sus documentos, Barcelona, Ariel, 1999. El resto de los autores figuran en la bibliografía. 

15 Siguiendo el criterio de la nota anterior, citamos a F. Pi y Margall, Pensamiento social, Madrid, Ciencia Nueva, 1968, edición de J. J. Trías Vejarano, aún cuando solo contiene dos textos datados en el Sexenio; S. Herrero Olea, «La revolución y los partidos liberales en España», en Angel Bellogín, Sabino Herrero Olea y Blas López Morales, La revolución liberal en Valladolid (1808-1874), Valladolid, Grupo Pinciano/Caja España, 1993, edición de R. Serrano García, págs. 215-256; A. Bellogín Aguasal, Historia contemporánea. La Gloriosa en Valladolid», ibídem, págs. 257-385; B. de Rezusta, «Apuntes sobre la historia de la revolución en Guipúzcoa», en Vicente Garmendia (ed.),  Jaungoicoa eta foruac. El carlismo vasconavarro frente a la democracia española (1868-1872), Bilbao, Universidad del País Vasco, 1999, págs. 201-226; A. Fernández de los Ríos, El futuro Madrid, Barcelona, Los Libros de la Frontera, 1989 [Madrid, 1868], edición de Antonio Bonet Correa. 

16 C. Roure, Memòries de Conrad Roure. Recuerdos de mi larga vida, tomos IV, V y VI, Barcelona, Institut Universitari d’Història Jaume Vicens Vives/Eumo Editorial, 1994-95, edición de Josep Pich i

ese punto, se han reeditado colecciones de grabados y litografías satíricos alusivos a Isabel II (SEM. Los Borbones en pelota, de Valeriano y Gustavo Adolfo Bécquer, Francisco Ortego y otros autores, en edición de R. Pageard, L. Fontanella y M. D. Cabra, Madrid, 1991) o al mismo proceso revolucionario (La ilustración gráfica del siglo XIX en España, de V. Bozal, Madrid, 1979). En términos generales, y para cerrar este punto debe decirse que en muchas de las monografías publicadas existen apéndices documentales muy útiles.

Respecto de las fuentes de época sobre las que se sustenta principalmente esta antología, además de la historiografía ya citada, que en ocasiones recoge bastantes textos y documentos de interés, éstas se refieren a la prensa, tanto oficial como privada, a la colección del Diario de Sesiones de las Cortes, a la abundantísima colección de folletos pero también de obras literarias aparecidas al hilo de los acontecimientos que existe en diversos depósitos documentales, fundamentalmente de Madrid, pero también en los archivos y bibliotecas de otras provincias. Comentaremos a continuación con más detalle estos repertorios. 

El Sexenio fue uno de los grandes periodos de la historia parlamentaria española y, por tanto, de la oratoria en España, cosa por otro lado lógica en una coyuntura en la que, a la avidez por estar informado de la marcha de los acontecimientos políticos se unía un muy bajo nivel de alfabetización. Sea como fuere, las Cortes fueron el centro del debate político en temas como la forma de gobierno y la libertad de cultos, pero también sobre la cuestión de las quintas y del ejército permanente, el matrimonio civil y el presupuesto de culto y clero, los aranceles de aduanas o el alcance y garantía efectiva por la autoridad gubernamental de los derechos individuales, una cuestión que traspasa toda la vida parlamentaria del Sexenio y que explica los tensos debates en torno a la insurrección federal de 1869, a los proyectos de ley para suprimir la esclavitud o, en fin, a la ilegalización de la Asociación Internacional de Trabajadores. En todos estos casos, y muchos más, el Diario de Sesiones es una fuente inagotable para el historiador, y depara siempre sorpresas, no solo por la belleza formal de algunas piezas oratorias, sino también por lo bien trabado de los discursos y la competencia e intención de sus autores. Por eso en este libro se recurre abundantemente a esta fuente, pero también a antologías de las Constituyentes como las de F. de Cuéllar y C. Cambronero17, o a otras publicaciones que transcriben las intervenciones de algunas figuras políticas destacadas, caso de Emilio Castelar, de Eugenio Montero Ríos, de Nicolás Salmerón, entre otros.

Mitjana [Barcelona, 1925-27]; A. Lorenzo, El proletariado militante, Madrid, Alianza Editorial, 1974 [Barcelona, 1901, 1923], prólogo y notas de José Álvarez Junco; N. Estévanez, Mis memorias, Madrid, Tebas, 1975, prólogo de José Luis Fernández Rúa [Madrid, 1903]; F. de León y Castillo, Mis tiempos, Madrid, Eds. del Cabildo Insular de Gran Canaria, 1978 [Madrid, 1921].

17 F. de Cuéllar (comp.), Antología de las Cortes Constituyentes de 1869 y 1870, Madrid, Congreso de los Diputados, 1913, introducción de Julio Burell; C. Cambronero, Las Cortes de la Revolución, Madrid, La España Moderna, s. a. A las que se puede añadir E. Marquina, Antología de las Cortes españolas 1872-1873-1874, Madrid, Congreso de los Diputados, 1914.

El Sexenio fue también uno de los periodos culminantes en la historia de la prensa española, y se ha dicho gráficamente que entonces se produjo la apoteosis del cuarto poder18, al amparo de la amplia libertad de expresión que proclamaron las Juntas y luego sancionó, el 23 de octubre de 1868, el Gobierno Provisional, por mano de Sagasta que calificaba el periódico de libro del obrero. La libertad de prensa, además, quedó consagrada como derecho inalienable de los ciudadanos en la Constitución de 1869, pero todo ello no evitaría tentaciones intervencionistas y represivas por parte del poder, ya valiéndose de medidas legales, o de la violencia pura y simple (la partida de la porra, de F. Ducazcal). De cualquier forma, florecieron «periódicos, folletos, hojas sueltas de todo tipo, motor y reflejo de una opinión pública en ebullición», de modo que hubo un aumento espectacular de las cabeceras periodísticas que rondaron las seiscientas entre 1868 y 1875 según Fuentes y Fernández Sebastián, aunque según nuestros cálculos, esta cifra si bien sería válida para Madrid, se queda muy corta para el conjunto de España, donde habrían aparecido al menos unas 2.000 publicaciones periódicas19. Para confeccionar esta antología hemos recurrido con profusión a la prensa, bien se trate de la más coyuntural consistente en los boletines de las Juntas revolucionarias, de la oficial, como la Gaceta de Madrid, de la monárquico-democrática, como La Iberia o El Imparcial, o de la republicana, con textos que proceden de La Igualdad, El Estado Catalán, la Revista Federal, El Combate, el Anuario Republicano Federal, la Enciclopedia Republicana Federal Social, etc. Otras publicaciones periódicas consultadas han sido el Boletín-Revista de la Universidad de Madrid, de inspiración krausista, muy útil para esclarecer la dimensión educativa de la revolución, la Revista de España, defensora de la monarquía democrática y, finalmente, la Revista Mensual de Filosofía, Literatura y Ciencias de Sevilla.

Ya se ha mencionado que durante el Sexenio se publicaron numerosas hojas sueltas y folletos, que hemos localizado principalmente en la Biblioteca Nacional, del Congreso de los Diputados, de la Universidad Complutense o, en fin, en la Hemeroteca Municipal de Madrid. El repertorio es inmenso, y se refiere a manifiestos al pueblo español y reflexiones sobre la Gloriosa, discursos en la inauguración de las Universidades, vulgarizaciones de la Constitución y catecismos republicanos, propuestas para la resolución del problema de la interinidad y elogios o ataques a los distintos candidatos que se barajaron, vindicaciones del sistema federativo o, más raramente, de la república unitaria, reseñas de reuniones políticas y manifiestos programáticos, discursos contra la esclavitud o la pena de muerte, denuncias del sistema de quintas acompañados de proyectos de reorganización del ejército, folletos relativos a la Unión Ibérica y a la recuperación de Gibraltar, relatos de las diver
18 C. Almuiña, «La prensa periódica», en José Andrés-Gallego (coord.), Historia general de España y América. T. XVI-I, Revolución y Restauración (1868-1931), Madrid, Rialp, 1982, págs. 135-154.

19 J. F. Fuentes y J. Fernández Sebastián, Historia del periodismo español, Madrid, Síntesis, 1997, cap. 4.

sas insurrecciones federales y de los abusos cometidos por las fuerzas gubernamentales, memorias de ateneos, catálogos de exposiciones, propuestas para la emancipación de las clases trabajadores, insistiendo en la educación popular y de las mujeres, crónicas del viaje a Italia de la comisión parlamentaria enviada a recoger al futuro rey, críticas a las corridas de toros, etc. Como se advierte, lo publicado es inagotable, y eso que aquí no hemos dado cabida, por el enfoque de la antología, a textos de inspiración carlista o neocatólica ni, tampoco, las obras de teatro, juguetes cómicos, poesías patrióticas que entonces se editaron y que desde luego merecerían, en este último caso, de una recopilación específica que no renunciamos a hacer en el futuro.

La Campana de Gracia, 2 de marzo de 1873 
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 Felicidad, 109. 136, 147, 305, 338, 347.
 Feudalismo, 114, 233, 330, 341.
 Fiesta, 48, 165, 333, 348.
 Filipinas, 351.
 Forma de gobierno, 58, 76, 80, 81, 177, 201, 202, 204, 206, 208-210, 218-220, 240, 246, 342, 343.
 — monárquica  (véase también monarquía), 65, 76, 177, 202, 208-210, 213, 218, 219, 232, 243, 246, 258, 356.
 — republicana  (véase también república), 111, 207, 208, 210, 220, 259, 262, 296, 304, 354.
 Francia, 78, 80-81, 103, 139, 144, 208, 217, 222-224, 226, 232, 234, 239, 242, 275, 282, 294, 332, 339, 340, 349.
 Fraternidad, 119, 136, 148, 149, 269, 273, 298, 329, 353.
 Fueristas, 285.
 Fuero eclesiástico, 55.
 Fueros, 53, 221, 243, 258, 273, 277, 285.
 — aragoneses, 273, 277, 286.
 — catalanes, 47, 273, 277, 286.
 — navarros, 269.
 — vascos, 53, 243, 273, 277, 283-286, 291. Galicia, 176, 206, 223, 260, 281, 291.
 Generación, 73, 158, 195, 318, 333, 345, 350.
 Germanías, 243, 285, 329, 330.
 Gerona, 185, 225, 234, 238, 311.
 Gibraltar, 349, 350, 358-360.
 Gloria, 50, 51, 84, 102, 135, 201, 203, 216, 224, 311, 315, 330, 332-334, 338, 346, 347.
 — nacional, 165, 166, 330.
 Glorias españolas, 136, 313.
 Gobernadores civiles, 93-95.
 Gobernante, elemento, 208.
 Gobierno, 50, 65, 74, 88, 92, 97, 99, 100, 102, 122, 149, 150, 179, 183, 205, 206, 208, 222, 228, 239, 240, 245, 247, 255, 268, 296, 297, 302, 304, 306-308, 310, 314, 316, 317, 322, 323, 325, 330, 331, 333, 335, 336, 350, 355, 356, 359, 360.
 — monárquico, 94, 240, 283.
 Provisional, 52, 57, 61-66, 69, 156, 172, 173, 200, 203, 236, 239, 242, 255, 256, 333, 334, 337, 339, 342.
 — del pueblo, 247, 248, 306, 308, 310.
 — representativo, 94.
 — republicano, 149, 160, 239, 240, 283, 298, 305; ídem. de orden, 251.
 Granada, 43, 111, 341.
 Guipúzcoa, 52-54, 258, 261.
 Grecia, 234, 246.
 Guernica, 243, 269.
 Guerra, 322.
 — de África, 178-179, 274.
 — carlista, 150, 151, 179, 234, 277, 284, 305, 306, 312, 321, 323, 334, 336.
 — civil, 61, 115, 150, 210, 238, 258, 261, 305, 311, 314, 318, 321, 323, 325, 334, 351, 354.
 — de clases, 115.
 Franco-prusiana, 227.
 — de ideas, 150, 151.
 — de la Independencia, 45, 91, 175, 222, 224, 234, 245, 268, 278, 345-349, 353.
 — del Pacífico, 244.
 — de Santo Domingo, 244.
 — social, 121.
 Hacienda, 172, 173, 310.
 Hereditario de la monarquía, principio, 205, 207, 208, 210, 211, 214, 230, 235, 244, 296, 353.
 Herencia, 120, 190, 277, 325.
 Héroe, 102, 223, 225, 236, 247, 329, 333.
 Heroico, 185, 216, 313, 330, 332, 333, 336, 337, 346, 347.
 Historia, 52, 53, 132, 186, 212, 214, 215, 220, 231, 232, 235, 237, 262, 269, 272, 274, 283, 284, 293, 311, 313, 315, 339, 341, 347, 352, 356, 357.
 Holanda, 73.
 Huelga, 119.
 Humanidad, 75, 80, 85, 105-107, 113, 160, 167, 190, 191, 195, 238, 245, 248, 264, 273, 293, 298.
 Hungría, 351.

Iberia, 351, 356.
 Idioma, 258, 274, 277, 283, 301-304, 351, 357. Idioma, 258, 274, 277, 283, 301-304, 351, 357. 

138, 140, 141, 143, 144, 150, 155, 157,
 320, 321, 325.
 Ignorancia, 109, 120, 123, 157, 159, 164,
 166, 182, 192, 231, 240, 241, 248, 249,
 259, 283, 309, 311.
 Igualdad, 54, 81, 118, 119, 121, 123, 124,
 136, 148, 149, 161, 162, 175, 181, 187,
 229, 235, 239, 248, 251, 287, 298, 301,
 306, 309, 325.
 — de derechos civiles entre ambos sexos,
 89, 90, 105, 106, 108, 111, 113. — ante la ley, 89, 90, 119-120, 142, 143,
 157, 161, 235, 251, 270, 273.
 Impopular, 223, 317, 320.
 Impuesto personal, 173-174.
 Independencia, 51, 81, 112, 131, 179, 183,
 233, 237, 245, 262, 279, 296, 297, 308,
 311, 330, 345-347, 353.
 — de América, 102.
 Indiferencia religiosa, 62, 131, 137, 139. Individualismo, 122, 157.
 Individuo, 63, 77, 78, 81, 83, 117, 123, 168,
 207, 213, 237, 257, 258, 263-267, 271,
 272, 274, 278, 280, 283, 288, 297, 313. Influencia moral del gobierno, 93.
 Inglaterra, 50, 73, 83, 88, 103, 135, 143, 163, 164, 201, 208, 225, 226, 234, 243, 258, 259, 332, 340-342, 355, 358, 359. Injusticia, 120, 135, 168, 171, 220, 234, 236, 252.
 Inmoralidad, 96, 98, 100, 101, 104, 131, 164, 172, 191, 248.
 Inquisición, 58, 113, 128, 146-147, 165, 194, 195, 260, 311, 344, 354.
 Institución monárquica, 206, 207, 209, 310. Instituciones políticas, 81, 209, 336; carácter de las, 208.
 — democráticas, 181, 182, 202, 210, 218. — democráticas, 181, 182, 202, 210, 218. 118, 123, 124, 179, 182, 188, 190, 191, 257, 282, 289, 322, 350.
 Interinidad, 215, 217, 218, 226-229, 232. Intervencionismo estatal, 122-123, 153-158, 282.
 Intolerancia religiosa, 58, 131, 134, 135, 137, 138, 141, 151, 152, 213, 344, 346, 354. Intransigentes, republicanos, 312-314, 317. Irlanda, 136, 137.
 Irresponsabilidad del monarca, 230, 235, 276.
 Italia, 50, 130, 208, 213, 224, 231-233, 238, 239, 332, 339, 341, 349.
 Izquierda, 317, 319, 320.

Játiva, 237.
 Jefe de Estado, 211, 240.
 Jerarquía social, 162, 325.
 Jesuitismo, 130, 131.
 Judicial, administración, 93, 96, 100, 260,

309; inamovilidad, 57, 58.
 Judíos, 113, 134, 135, 138, 139, 146, 149. Juntas revolucionarias, 45-49, 52-57, 172,

181, 186, 200, 201, 218, 274, 278, 292,
 293, 304-306.
 Jurado, 57, 83-84, 201, 239.
 Justicia, 53, 57, 80-84, 97, 119, 122, 124,
 148, 162, 168, 193, 195, 220, 247-249,
 258, 260, 267, 269, 273, 279, 329, 330,
 333, 337, 339, 346, 357-359.
 — social, 114, 124, 172, 188, 191, 192. Juventud, 69, 70, 120, 130, 153, 156, 181, 182, 184, 204.

Latino, 356, 357.
 León, 258, 260, 276, 277, 341.
 Lepanto, 313.
 Ley, 78-81, 119-120, 139-141, 202, 208,

214, 228, 248, 249, 255, 256, 258, 259,
 266, 313, 321, 322, 351.
 Leyes civiles e instituciones, variedad de,
 274, 277, 282, 283, 291, 294, 301, 302. Liberal, 46, 52, 78, 83, 114, 117, 131, 161,
 Liberal, 46, 52, 78, 83, 114, 117, 131, 161,


 219, 221, 230-232, 241, 243, 246, 255,
 260, 262, 310, 313, 318, 330, 336, 337,
 351, 355.
 Liberalismo, 129, 260, 283.
 Libertad, 45-53, 55, 59, 62, 63, 66, 73, 77,
 79, 80, 81, 85, 86, 99, 102, 103, 105,
 79, 80, 81, 85, 86, 99, 102, 103, 105,


 131, 134, 136, 150, 155, 156, 158, 162,
 166, 168, 177, 179, 181, 182, 185, 186,
 188, 189, 200-202, 205, 207-209, 212,
 188, 189, 200-202, 205, 207-209, 212,


 235, 237, 239-241, 244-246, 248, 249,
 259, 261, 262, 268, 270-272, 274, 275,
 277, 279, 282, 285, 287, 294, 298, 300,
 304, 305, 308-314, 317-319, 325, 326,
 331, 334-339, 346, 347, 350, 354, 357. — de cátedra, 152, 155.
 — de comercio, 54, 89, 177, 228, 235, 257,
 359.
 — de conciencia, 131, 137, 141.
 — de crédito, 56, 89, 235.
 — de crédito, 56, 89, 235.


 157, 161, 177, 201, 204, 235.
 — de expresión del pensamiento, 59, 84-86,
 89, 113, 141, 181, 233, 235, 239, 346,
 347.
 — de imprenta, 54, 56, 60, 63, 86, 117, 177,
 201, 204, 219, 234.
 — de industria, 54, 56, 89, 177.
 — y orden, 44, 47, 59, 60, 82, 202, 204,
 252.
 — religiosa o de cultos, 54, 56, 60, 62, 86,
 — religiosa o de cultos, 54, 56, 60, 62, 86,
 143, 145, 149-152, 201, 219, 228, 235, 260, 261, 292, 321, 325, 346, 347. — de trabajo y profesiones, 56, 89, 112, 113, 235.
 — de tráfico, 54.
 Libertades, 47, 54, 56, 59, 61, 71, 83, 93. 119, 137, 177, 180, 191, 196, 200, 201, 207, 217-219, 222, 235, 246, 274, 283, 284, 292, 312, 323, 325.
 — forales o antiguas, 128, 219, 285-287. — patrias, 47, 56, 219, 285.
 — populares, 66, 94, 275, 346.
 — públicas, 48, 49, 190, 201, 202, 334, 346. Liberticida, 65, 131, 221.
 Logroño, 257.
 Loja, 43.
 Lucha (de clases), 123.
 — de ideas, 150.
 Lusitania, 353.

Madrid, 45, 46, 48, 49, 58, 97, 111, 154-156,
 166, 184-186, 215, 222, 247, 272, 278,
 287, 306-308, 310, 315, 321, 323, 326,
 333, 335, 344-348, 352.
 Mahometanos, 113, 134.
 Málaga, 65, 66, 304, 359.
 Mallorca, 237, 243, 277, 302, 329.
 La Mancha, 260.
 Manos muertas, 114.
 Marruecos, 360, 361.
 Mártir, 56, 111, 223, 234-238, 240, 285, 286,
 304, 333, 346.
 Masas, 116, 117, 210, 213, 310, 312; emancipación de las, 148.
 — republicanas, 117, 151.
 — trabajadoras, 116, 171.
 Matrimonio civil, 99, 142-144.
 Mayorazgos, 114.
 Medina del Campo, 237.
 Méjico, 51, 244, 251.
 Mercado, 101, 257, 302.
 Mérito individual, 149, 337, 338.
 Mesocracia, 208, 311.
 Milicia ciudadana (voluntarios), 49, 56, 100,
 179, 304, 314, 336, 347.
 Minorías inteligentes, 72.
 Miseria, pobreza, 94, 109, 112, 116, 119, 121, 123, 124, 166, 167, 172, 182, 217, 231, 240, 248, 249, 256, 309.
 Misión civilizadora, 358.
 Moderados, 92, 317.
 Moderno, 312, 313, 323.
 Monarca (rey, etc.), 58, 60, 82, 87, 94, 95, 97, 118, 128, 130, 134, 141, 147, 150, 151, 194, 205, 206, 208, 210, 212, 215, 217, 218, 220, 222, 224, 228-230, 234, 236, 239, 241-246, 248, 283, 286, 295, 306, 308, 311, 315, 316, 318, 325, 330, 331, 336, 338, 341, 345, 347, 348, 350, 331, 336, 338, 341, 345, 347, 348, 350, 233.
 233.
 214, 217, 226, 227, 232, 233, 258, 259, 316, 338, 342, 343, 354, 355; contra la, 59, 82, 84-87, 91, 95, 102, 117, 123, 130, 165, 177, 218-220, 234-238, 240, 242, 243, 245-248, 251, 275, 276, 279, 280, 285, 291, 296, 305, 310, 314, 318, 320, 348, 353-355, 357.
 — absoluta, 168, 177, 237, 259, 281, 283. — constitucional, 94, 150, 177, 200, 214, 219, 281.
 — democrática, 211, 212, 216, 235, 314, 353.
 — de derecho divino, 75, 94, 150, 202. — de derecho divino, 75, 94, 150, 202. 246.
 — liberal, 227, 314.
 — patrimonial, 191, 242, 339.
 — popular, 202, 214.
 — teocrática, 214.
 Monárquicos, 150, 218, 219, 221, 230, 231, 241, 258, 259, 291, 316, 355.
 Moneda, 339, 340, 351.
 Monopolio, 63, 90, 153, 190, 228, 309. Montevideo, 176.
 Montpenseristas, 219, 308.
 Monumento, 236, 332, 334-336, 343, 348. Moral, 53, 139, 141, 148, 239, 247, 309, 322, 323, 338, 353, 359.
 Moralidad, 96-97, 99, 256, 338.
 Moralizar, 83, 193.
 Movimiento, 114, 150.
 — cantonal de 1873, 304-306, 312, 313,
 318, 319, 321, 322.
 — republicano de 1869, 221, 295, 329, 330. Movimiento social, 73.
 — de las clases trabajadoras, 117.
 Mozos de escuadra, 56.
 Mujer, 71, 105-114, 177-178.
 Multitudes, 315, 316.
 Mundo civilizado, 150, 186, 190, 331, 350. Municipio, 53, 63, 81, 161, 207, 211, 235, 237,
 239, 242, 256-258, 262-264, 268, 271,
 272, 275, 279, 280, 287, 288, 292, 293,
 297-300, 304, 306, 309, 313, 330, 331. Murcia, 134.
 Murviedro, 333.

Nación, 53, 63, 74-76, 79, 80, 83, 127, 131,


Nación, 53, 63, 74-76, 79, 80, 83, 127, 131,


 203, 216, 222, 225-228, 230, 232, 233,
 237-242, 244, 255, 256, 265, 267, 271,
 278-280, 290, 292, 294-296, 298, 307,
 312, 314, 316, 320, 322, 325, 332, 333,
 336, 338, 339, 344, 350, 351, 355, 356,
 360; idea organicista de, 263-267. — artificial, 91.
 — española, 45, 50, 52, 61-65, 69-71, 89,
 100, 104, 127, 130, 139, 150, 192, 224,
 242, 243, 246, 247, 268, 273, 274, 289,
 294, 295, 309, 320, 330, 335, 341, 349,
 356.
 — francesa, 81, 223, 349.
 — ibérica, 351, 354, 356.
 — italiana, 349.
 Nacional, 49, 127-129, 131, 150, 165, 201,
 251, 252, 255, 274, 280, 307, 323, 332,
 333, 344, 345, 347, 355, 358, 359. — calle, 344-345.
 Nacionalidad, 213, 244, 266, 273, 296, 302,
 356, 357, 360; lazos de la, 224, 276, 356,
 357.
 — alemana, 213.
 — catalana, 303.
 — española, 63, 74, 128, 133, 236, 237,
 258, 268, 269, 271, 276, 292, 293, 311; no perfecta, 259.
 — italiana, 213.
 — portuguesa, 355.
 Naciones (civilizadas), 85, 183, 188. — cultas, 50, 99, 151, 164, 326.
 — europeas, 58, 137, 228, 326, 339, 358. — libres, 156, 339, 341.
 — modernas, 312.
 Naturaleza, 70, 77, 79-81, 87, 89, 90, 119, 121, 128, 147, 357.
 Navarra, 223, 243, 258, 260, 261, 269, 276, 277, 291, 341, 342, 353.
 Las Navas, 269, 313.
 Necesidades, 73, 75, 95, 99, 106, 118-119, 154, 161, 163, 241.
 — intereses y relaciones comunes, 258, 278, 282, 288, 289, 294, 298, 302. Negreros, 59, 189, 234, 307.
 Neocatolicismo, 130, 192, 260.
 Nobleza, 50, 115, 243, 244, 311, 325, 338, 346.
 Noruega, 351.
 Nueva era, 62, 156, 158, 166, 239, 273, 315. Numancia, 311, 357.

Obrero, 99, 240, 338.
 Oligarquía, 207.
 Opinión, 62, 83, 92, 96, 98-100, 104, 156,

201, 215, 239, 255, 256, 270, 271, 322,
 338, 346, 360
 — pública, 130, 208, 323, 355, 358. Opresión, 92, 200, 229, 236, 256, 305, 309,
 313, 332.
 Oprimidos, 305, 329.
 Orden, 53, 56, 114, 182, 183, 191, 206, 245,
 295, 322, 325, 338, 350.
 — civil de María Victoria, 337, 338. Organicismo, 81, 84, 262-264, 269, 287,
 288.
 Oscurantismo, 151, 307.
 Otumba, 313.
 Ourique, 354.

Ourique, 354.
 288, 292, 294. 
 — (de abajo arriba), 274, 279, 292, 293, 295, 306. 
 — (de arriba abajo), 268, 269, 271, 289, 290, 293, 295. 
 — (tácito), 263, 264, 266, 267, 269. 
 Pacto monarca-pueblo, 212. 
 País, 54, 55, 73, 84, 95, 101, 104, 116, 127, 130, 176, 180, 183, 191, 200-202, 209, 210, 212, 213, 215, 219, 226-228, 232, 239, 241, 255-257, 261, 274, 276, 295, 296, 302, 304, 309, 311, 312, 314, 330, 331, 338, 339, 343, 352, 354. 
 — catalán, 303. 
 Pamplona, 66. 
 Panteón Nacional, 332, 333, 344, 345. 
 Papa, 129-131, 133, 141, 311, 320. 
 Partido (político), 59, 62, 96-97, 101, 103, 117, 121, 162, 182, 200-202, 204-206, 228, 229, 232, 233, 237, 239, 252, 260, 261, 285, 295, 305, 310-314, 318-322, 325, 334, 338, 348, 350, 355, 359. 
 — conservador republicano, 319. 
 — demócrata, 60, 114, 148, 204, 220, 235, 316, 319, 320. 
 — progresista, 103, 335. 
 — progresista-democrático (radical), 99, 182, 312. 
 — republicano (federal), 66, 95-96, 104, 117, 149, 221, 232, 233, 264, 289, 292, 117, 149, 221, 232, 233, 264, 289, 292, 321; cisma del, 310, 319, 320. 
 — republicano (unitario), 312. 
 — unión liberal, 103, 247, 319. 
 Partidos (conservadores), 60, 268, 310. 
 — liberales, 44, 48, 50, 52, 53, 200, 202, 227, 255, 268, 314, 323. 
 Patria, 45, 46, 51-53, 59, 61, 80, 81, 102, 106, 107, 113, 116, 130, 135, 156, 158, 161, 181-186, 192, 200-203, 209, 213, 161, 181-186, 192, 200-203, 209, 213, 240, 243, 245, 247, 252, 255, 267-270, 275, 285, 286, 288, 290, 293-295, 300, 304-306, 308-315, 319, 323, 325, 332, 333, 338, 341, 345-349, 359, 360. 
 — catalana, 302, 303. 
 — ibérica, 357. 
 Patriótico, 56, 184, 201, 221, 223, 226, 229, 261, 270, 295, 312, 314, 323. 
 Patriotismo, 47, 51, 95, 144, 148, 200, 220, 314, 322, 331, 335, 345, 356. 
 Pavía, 222, 224. 
 Paz, 47, 97, 106, 150, 166, 174, 175, 182, 183, 230, 241, 244, 274, 294, 322, 325, 334, 338, 351, 353. 
 Pena de muerte, 318, 350, 351; abolición de la, 54, 56, 89, 90, 192-195, 236, 249, 309, 352. 
 Penal, ley, 78, 86, 120, 181, 193, 194, 196, 249, 290. 
 Penitenciario, sistema, 54, 89, 193, 196, 236, 249. 
 Perú, 251. 
 Peseta, 340. 
 Poder, 69, 74, 79, 80, 81, 85, 114, 119, 150, 168, 207, 213, 227-230, 234, 235, 245, 246, 262, 292, 295, 307, 309, 310, 313, 314, 316-319, 322, 323, 331-333, 339. 
 — hereditario y permanente, 202, 207, 208, 276, 314. 
 — moderador del monarca, 209, 214, 245. 
 Poderes (públicos), 82, 89, 90, 196, 207, 208; división de, 83, 297. 
 — electivos y amovibles, 82, 202, 207, 276, 299, 314. 
 — federales, 205, 263, 264, 268-272, 274, 275, 280, 283, 289-291, 295, 297-301, 303, 355. 
 Político (repúblico), 97, 101, 210, 251, 252, 285, 287, 295, 309, 318. 
 Polonia, 137, 239, 258. 
 Popular, 48, 166, 188, 200, 209, 211, 212, 223, 256, 261, 285, 302, 303, 320, 322, 332, 355. 
 Portugal, 143, 144, 176, 218, 224-226, 234, 276, 349-357. 
 Presidente de la república, 205, 209-211, 275, 299, 301, 325. 
 Presupuesto y economías, 47, 58, 93, 94, 101, 228, 236, 239, 302. 
 Pretorianismo, militarismo, 91-93, 102-105, 228, 239, 247, 289, 305, 310, 323. 
 Príncipe de Vergara, 334-335. 
 Privilegiado, 120, 166, 220, 221, 238, 245. 
 Privilegio, 70, 90, 150, 183, 229, 234, 235, 248, 285- 287, 291, 305, 306, 325, 338, 341. 
 Profesiones liberales, 72, 240, 241. 
 Progresistas, 60, 225, 319. 
 Progreso, 53, 56, 59, 61, 63, 73, 75, 78, 84, 86, 102, 108, 110-115, 127, 129, 131, 141, 145, 150, 155, 161, 162, 164, 167, 193, 206, 210, 213, 215, 219, 232, 233, 242, 245, 262, 269, 272, 284, 303, 312, 314, 320, 323, 325, 335, 337, 338, 352, 356; ley del, 53, 193, 214, 220. 
 Proletariado, 115, 121, 122, 240, 249. 
 Pronunciamientos militares, 91, 94, 101, 102, 104. 
 Propiedad, 70-71, 99, 114, 116, 120, 124, 240, 241, 249, 257, 260, 274, 277, 281, 291, 292, 306. 
 Proteccionismo, 257. 
 Protestantismo, 113, 128, 138, 139, 274, 275, 325. 
 Provenza, 302. 
 Provincia, 53, 63, 81, 95, 207, 211, 224, 234, 237, 239, 240, 256, 258, 260, 262-264, 267, 272-275, 278-280, 285, 286, 288, 291, 292, 294-296, 300, 306, 309, 313. 
 — natural, antigua, 278, 288, 291, 292, 294, 303. 
 Provincial, espíritu, 274, 278. 
 Provincialismo, 260. 
 Provincias de Ultramar, 179, 191, 313, 323, 341. 
 Prusia, 103, 105, 144. 
 Pueblo, 44, 45, 48-50, 56, 58-60, 62, 75, 80, 82, 84-87, 92, 94, 95, 98-100, 102, 103, 111, 118, 128, 130, 131, 136, 156, 160, 162, 172, 173, 181, 182, 190-192, 194, 162, 172, 173, 181, 182, 190-192, 194, 162, 172, 173, 181, 182, 190-192, 194, 240, 244, 246, 248, 276, 278, 282, 285, 294, 298, 304, 306, 308, 310, 314-316, 320, 325, 326, 329, 331, 339, 344-347, 349, 351, 352, 354, 356, 357. 
 — emancipación del, 50, 249. 
 — ignorancia del, 97, 168, 240. 
 — redención del, 94, 229, 304, 315. 
 — regeneración del, 94, 131, 229. 
 — salud del, 80, 81. 
 — castellano, 356. 
 — catalán, 46, 47. 
 — español, 44, 50, 51, 63, 65, 83, 91, 131, 164, 175, 177, 201-203, 216, 218, 227, 228, 231, 232, 241, 242, 245, 259, 308, 311, 331, 346-348, 352. 
 — euskaro, 284, 285. 
 — redentor, 239, 240. 
 — rey, 58, 242. 
 — soberano, 46, 49, 95, 348. 
 — trabajador, 118. 
 Pueblos (civilizados), 201, 209, 215, 323, 347, 352. 
 — cultos, 323. 
 — esclavos, 211, 241, 255, 298, 348. 
 — latinos, 317. 
 — libres, 50, 83, 99, 145, 160, 177, 220, 239, 285, 346, 352. 
 Puerto Rico, 176, 185, 191, 192, 300, 351.
Quintas, 59, 108, 109, 113, 171, 175, 176, 179-182, 228, 286.
 — y matrículas de mar, abolición de las, 54, 57, 90, 172, 175-182, 236, 249.
 Radicales, 317. 
 Raza, 127-128, 151, 167, 189, 191, 223, 232, 245, 257, 259, 274, 283, 311, 356. — germánica, 127.
 — latina, 127, 229, 231, 233, 259.
 Razas (anglosajonas), 87-88.
 — ibéricas, 212, 355.
 Razón, 70, 81, 102, 133, 150, 195, 220, 239,

248, 269, 293, 357-359.
 Reacción, 61, 117, 132, 151, 179, 219, 273,
 296, 311, 314, 336.
 Reaccionario, 117, 201, 209, 218, 237, 257,
 305, 306, 314.
 Recomendaciones políticas, 96.
 Reconquista, 128, 330, 333.
 Recuerdo (común), 84, 97, 113, 132, 156,
 157, 224, 237, 269, 347.
 Redención, 94, 121, 229, 304, 311, 315. Reformas, 114, 115, 239, 249, 304-306, 308,
 310, 314, 319, 339.
 Regeneración, 48, 60, 94, 110, 117, 131,
 155, 231, 265, 311, 332, 346.
 — de España, 53, 191, 351.
 — de la patria, 106, 111, 154.
 — política y social, 50, 59, 65, 113, 127, 154, 203, 215, 273.
 Régimen político, 58, 63, 82, 102, 255, 265, 267, 269, 321.
 — asambleario, 103, 275.
 Registro civil, 90, 150.
 Reino, 258, 272-274, 276, 294, 302, 341. Relaciones Iglesia-Estado, 133, 138-142, 325. Relaciones Iglesia-Estado, 133, 138-142, 325. 146, 150.
 146, 150.
 142, 150, 248, 308.
 — regalías, 320, 321.
 — religión del Estado, 54, 133, 139, 140. — secularización del Estado, 151.
 — separación de ambas instituciones, 57, 90, 133, 138, 140-142, 167, 235, 239, 249, 308, 309, 319.
 Religión, 99, 112, 113, 133, 139-143, 145, 148-150, 152, 187, 191, 194, 205, 248, 346, 356, 357.
 Reparto de bienes, 281, 306, 321.
 Representación, 57, 65, 79, 100, 180, 208, 228, 256.
 República, 60, 61, 80, 82, 84, 86, 87, 104, 110, 111, 117, 148-151, 177, 205, 206, 208, 209, 219, 232-242, 246-248, 251, 261, 262, 276, 294-296, 298, 310, 314, 317-321, 329, 342; contra la, 76, 207, 209-211, 213, 259.
 — conservadora, 246.
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 292, 293, 313, 318, 322, 353, 354, 357. Secularización de los cementerios, 90, 309. Senado, 244, 297, 300-302, 356.
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 218, 220, 234.
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 — del pueblo, 45, 46, 61, 62, 80, 82, 93, 95,
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 Suecia, 103, 351.
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 103, 114, 117, 118, 150, 165, 201-203,
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 Supersticiones, 113, 167. Syllabus, 129-130, 151.

Talavera, 234.
 Tarragona, 43.
 Teocracia, 62, 115, 116, 127, 130, 131, 137,

150, 151, 237, 239, 311, 312, 336. Teológica, escuela, 195.
 Tercer estado, 123.
 Territorio, 271, 294, 298, 301, 345.
 — nacional, 128, 341; integridad del, 99,

175, 179, 180, 183, 191, 262, 292, 293,
 347, 288.
 Terror, 80, 322.
 Tiranía, 47, 50-52, 57, 71, 80, 92, 95, 99,
 111, 113, 130, 171, 172, 177, 194, 206,
 212, 220, 221, 229, 233, 241, 248, 285,
 286, 303, 304, 310-312, 316, 318, 325,
 330, 331, 333, 336, 344, 345, 347, 348,
 353, 357.
 Teruel, 261.
 Toledo, 134, 260.
 Tolerancia, 99, 143, 269.
 Trabajadores, 120, 186, 187.
 Trabajo, 112-115, 118-120, 123, 188, 189,
 235, 241, 252, 283, 314, 336-338. — (clase social), 124, 185.
 Tradición, 52, 53, 58, 150, 202, 211, 245,
 259, 269, 270, 274, 303, 311, 315, 332,
 356, 357.
 Trafalgar, 222, 238.
 Tributos, 249, 286, 302, 308, 309.

Unidad (alemana), 349, 351.
 — de creencias, 136, 138.
 — religiosa o católica, 127-129, 131, 134,

136, 137, 213, 325.
 — de España, incompleta, 231, 237, 238. — histórica, 313.
 — territorial, 128, 262, 263, 291, 296, 313. — de Italia, 231, 349.
 — de legislación y fueros, 55, 56, 201, 262,

263, 273, 291, 292, 313, 314.
 — nacional, 128, 201, 258, 261, 263, 264, 267,
 274, 276-278, 287-289, 294, 313, 314. — de la patria, 262, 268, 269, 271, 272, 288,
 294, 295, 306, 313, 318, 322.
 — de poder (gobierno), 261-263, 291, 292,
 313, 314, 354.
 — política, 313, 339, 341, 349, 355. — en la uniformidad, 213, 274, 282. — en la uniformidad, 213, 274, 282. 
 284, 288, 294, 302.
 Unión (aduanera), 351.
 — de los estados de España, 338, 341. — ibérica, 211, 224, 237, 288, 329, 350-357. — hispanoamericana, 356.
 Unionistas, 60, 92.
 Unitarismo, 104, 262, 283, 284, 303, 310. Utopía, 59, 84, 121, 246, 320, 321.

Valencia, 206, 212, 237, 243, 277, 285, 286, 291, 302, 329, 330, 353.
 Vanguardia, 116.
 Vascongadas, 53, 243, 260, 284, 291.
 Veintinueve de Septiembre, 215, 218, 221, 229, 231.
 Vida, 72, 122, 312.
 — política, 115, 121, 123, 206, 292.
 Villalar, 219, 237, 269, 330.
 Violencia, 86, 88, 100, 122, 203, 277, 322, 325, 351.
 Virtud, 84, 311, 315, 325, 331, 335, 338, 348.
 Vizcaya, 258, 285.
 Voluntad, 230, 266, 353.
 — nacional, 54, 69, 79, 100, 216, 229, 256, 269, 313, 323, 339.
 — del pueblo, 69, 80, 230.
 Zaragoza, 51-52, 111, 185, 223, 225, 234, 237, 238, 286, 311. 
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